INDICE ALFABETICO POR MATERIAS 



A 

ABOGADO (i). 

1. Los arts. 45 y 110 del Reglamento para la Justicia Fede- 
ral y Letrada de los Territorios Nacionales son preceptos 
de alcance general para todo el territorio del país. Sus 
efectos no pueden ser limitados a una parte del mismo ni 
impiden a loa profesionales inscriptos limitar el ejercicio de 
su ministerio a los tribunales del lugar de su residencia; por 
lo cual es inadmisible la pretensión de quien a los efectos de 
acogerse a los beneficios de la ley de jubilaciones de una 
provincia, solicita que se limite al territorio de ella su ins- 
cripción en la matrícula de abogados para actuar en el fuero 
federal: p. 313. 

ABWT UMD. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 21. 
ABSOLUCION DEL ACUSADO. 

Ver: Impuestos Internos, 2; Recurso extraordinario, 31. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 
Mélmíén entre él siniestro y «1 trabajo. 

1. A falta de antecedentes que permitan deducir la rela- 
ción de causa a efecto entre el esfuerzo realizado y la lesión 
sufrida y en presencia de otros que autoricen a admitirla, 



(i) Ver también: Ceuta», 1; Honorario», 2; Honorario» de aboga- 
dea j procuradores, 1; Recurso extraordinario, 15. 
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corresponde declarar la existencia de accidente indemíniza- 
ble. Asi debe resolverse en el caso de un agente de policía 
montada que sufrió una hernia a consecuencia de haber caído 
del caballo, a lo cual se agrega que aun cuando dicha lesión 
no se hubiera producido exclusivamente por esa circunstan- 
cia, no cabría excluir como causa de su aparición el género 
de tareas que realizaba el agente y las condiciones en que 
las 4-utnplia: p. 408. 

Derechos da los beneficiarios y Caja da garantía. 

2. Debiendo ser calificada la incapacidad con referencia a 
la profesión habitual del accidentado y no a otra accesoria 
o accidental, y estando probado que aquél debe evitar los 
esfuerzos propios de las tarcas de agente de la policía mon- 
tada y que su incapacidad al efecto es total, no corresponde 
aplicar el art. 60 del decreto reglamentario de la ley 9688: 



ACCION. 

Ver : Fiscal, I- 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Aduana, í ; Constitución Nacional, 4, 6, 28; Costas, 2, 
4; Falta de acción, í j Intereses, 1; Jurisdicción y competen- 
cia, 20 ; Pago, 1, 2, 3, 4, 5; Precios máximos, 1; Prescripción, 
4, 7, 8 t 9. 10; Itectirso extraordinario, 5,, 

ACCION PENAL. 

Ver; Prescripción, 12, 14. 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 42. 

ACTOS ILICITOS, 

Ver: Impuestos Internos. 3. 



ADUANA 



627 



ADUANA C), 




Aforo, . 



1* El art. 2*, ine. 9* de la ley 11.281, establece un derecho 
ad valoran del 5 % para los fleje» de procedencia extranjera 
sin distinguir entre los de hierro y los de acero. Las dispo- 
siciones de orden administrativo que. como la resolución mi- 
nisterial del 3 de julio de 1940, cablezcan diferencias de 
trato derivados del distinto material constitutivo de los flejes, 
contrarían la mencionada norma legal; por lo que procede la 
repetición de lo» derechos cobrados con exceso por haberse 
aplicado la citada resolución: p. 295. 

2. El pago de los derechos de aduana se rige por las dispo- 
siciones vigentes en la época en que se pidió la mercade- 
ría a depósito, aunque en la oportunidad de ser despachada 
a plaza rigieran normas fiscales más benignas: p. 300. 

Infracciones. 
Contrabando. 

3. Configura la infracción prevista por los arts. 1036 y con- 
cordantes de las Ordenanzas de Aduana, la introducción en 
territorio argentino de cubiertas y candaras de goma proce- 
dentes del Brasil, hecha sin la documentación correspondiente 
y por un puerto no habilitado, a lo que debe agregarse la 
inexistencia de los recaudos consulares exigidos por las cita- 
das ordenanzas, todo lo cual y en resumen implica por su 
clandestinidad y de acuerdo a la ley, la perpetración del deli- 
to de contrabando, sin que pueda invalidar esta conclusión 
el presunto permiso especial que se invoca y que en ningún 
momento fué acordado ¡ p. 192. 

4. No pudiendo cuestionarse a mérito de las abundantes 
pruebas de autos y lo que se desprende de las propias decla- 
raciones de los encausados, la existencia del delito de contra- 
bando, corresponde aplicar a sus autores la penalidad esta- 
blecida por los arts. 54 y 57 de la ley 11,281 y 1023 de las 
Ordenanzas de Aduana, por haberse infringido lo dispuesto 
en el art. 890 de las mismas, vale decir, pena de arresto o 
prisión de un mes a tres años para sus autores y el comiso de 
la mercadería secuestrada o su valor equivalente: p. 192. 



(l) Ver también: Recurso extraordinario. 23. 
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5. Por el hecho de no estar gravada con impuesto ía intro- 
ducción de la mercadería objeto del contrabando, no puede 
sostenerse necesariamente la inexistencia de perjuicio fiscal 
por esa sola circunstancia, no siendo ello tampoco causal de 
inculpabilidad: p. 192. 

Penalidades 

La náierte del multado no determina, en el régimen esta- 
blecido en las Ordenanzas de Aduana, la extinción de la 
responsabilidad a que sus bienes quedaron afectados en vir- 
tud de la multa, los cuales son recibidos por sus sucesores 
legales con esa afectación: p. 134. 

7. La facultad contenida en el art. 1056 de las Ordenanzas 
de Aduana no reconoce otra restricción que la de que las 
causas de atenuación resulten de *'la sumaria" y alcanza a 
todas las penalidades que se mencionan en los arts. 896 a 1034 
de aquel estatuto: p. 290. 

AFIRMADOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 5. 
AGIO. 

Ver: Constitución Nacional, 17, 20; Precios máximos, 1, 2; 
Recurso extraordinario, fl, 25; Recurso ordinario de apelación, 
3; Tribunales administrativos, 1. 

AGRAVANTES. 

Ver: Homicidio, 1, 2. 

AGUAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19. 
ALEGATO. 

Ver: Recurso extraordinario, 52. 

ALEVOSIA 

Ver: Homicidio, 1. 

ALLANAMIENTO A LA DEMANDA. 

Ver: Costas. 4. 5; Intereses, 1. 
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AMNI8HA. 

1. La amnistía concedida por el art. 1' de la ley 12.882 com- 
prende a todos los infractores a las leyes de enrolamiento j 
servicio militar y, por lo tanto, alcanza a los procesados por 
infracción al art. 18 de la ley 11.386: p. 390. 

APREMIO. 

Ver: Multas, 2; Recurso extraordinario, 41 ; Recurso ordi- 
nario de apelación, 7. 

ATENUANTES. 

Ver: Aduana, 7; Recurso extraordinario, 6, 

AUSENCIA. 

V r : Prescripción, 3, 5. 

AUTARQUIA. 

Ver: Constitución Nacional, 25- Jurisdicción y competencia, 
6, Leyes de sellos, 3. 

AUTENTICACION. 

1. No suple la exigencia de los arta. 1° y 2° del decreto 
reglamentario de la ley 346, del 19 de diciembre de 1931, el 
informé producido por el Ministro de un país extranjero en 
la República Argentina según el cual "la forma de legaliza- 
ción en este caso efectuada sobre la traducción del original 
al idioma castellano es usual y corriente en Checoeslovaquia, 
pero asi es legal mediante certificación de la firma del tra- 
ductor: p. 585. 



BANGO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. 

Ver: Prescripción, 9. 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL <*). 

Régimen legal. 

i. El art. 32 de la ley 10.67fi rio incluye a los impuestos 
o tasas municipales, perfectamente difereneiables de Ion na- 
cionales o provinciales, entre los gravámenes de los cuales 
se hallan eximidas las propiedades del Banco Hipotecario 
Nacional. 

La cuota cobrada por inspección de motores y generadores 
de vapor instalados en una sucursal de diebo Banco no per- 
turba el desenvolvimiento de la institución ni impide los fines 
determinantes de su creación: p. 41. 

BULA. 

Ver: Patronato Nacional, 1. 



C 

CAJA^NACIONAL DE JUBILACIONES Y PENSIONES CI- 

Ver: Jubilación de empleados nacionales, 1. 
CAMARA FEDERAL. 

Ver: Integración de tribunales federales, 1; Medidas disci- 
plinarias, 1: Recurso extraordinario, 31. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION ( 2 ). 

1. La falsedad de la información sobre la base de la cual 
se ha otorgado la carta de ciudadanía, es causal de cancela- 
ción «le ésta; doctrina que no está limitada a los casos de 
informaciones en que los testigos afirman dolosamente como 
verdaderas circunstancias cuya inexactitud les consta, sino 
que comprende también los testimonios de favor, prestados 
por quienes no conocen a la persona a quien se refiere su tes- 
timonio; p. 321. 

2* No basta para denegar la concesión de la ciudadanía la 



(1) Ver tambu-n: Recurso extraordinario, 7« 

(2) Ver también: Autenticación, 1; Prueba del nacimiento, 1, 2; 
Recurso extraordinario, 50. 
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circunstancia de que sea solicitada por un móvil que, como 
el de conseguir trabajo con mayor facilidad o alpina ocu- 
pación menos fatigosa, no es incompatible con una recta 
disposición para cumplir los deberes que la adopción de aqué- 
lla impone: p. 384. 

CODIGOS COMUNES. 

Ver: Ley, 1. 

COMERCIO HfTEBPROVINCIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 26. 

COMISO, 

Ver: Aduana, 4. 

COMPRAVENTA. 

Ver: Eviceión, 3, 4. 6, 7; Falta de acción, 1; Impuestos in- 
ternos, 4, 5; Incidentes, 1; Precios mtíximos, 1. 

CONCESION ('). 
Principios generales. 

1. Cualquiera que fuese la clasificación básica de las cosas 
scgrón el Código Civil, la unidad orgánica patrimonial repre- 
sentada por los bienes de una empresa de servicios públicos 
es insusceptible de ser dividida cualitativamente en cosas 
muebles c inmuebles porque todas ellas, acopladas e insepa- 
rables entre ai por la afectación al servicio que cumple el 
concesionario, dejan de representar un valor aislado, intrín- 
seco, como cosas muebles o inmuebles. 

La aludida clasificación civil de los bienes responde exclu- 
sivamente al concepto y a la naturaleza jurídica de la pro- 
piedad privada. Esta es eminentemente subjetiva y extraña 
en principio a la propiedad objetiva del derecho público, que 
se asienta en la idea de una comunidad de bienes encuadrada 
en la única clasificación de eosas compatible con la afecta- 

- í 1 a aquél ,a8 som ete: eosas afectadas al interés so- 
cial: p. 600. 



O) Ver también: Expropiación, 2, 3, 5, 7, 8. 12: Jurisdicción y 
competencia, 18; Recamo extraordinario, 22, 32. 7 
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2, La afectación de bienes al servicio público a cargo de un 
concesionario produce efectos jurídicos en orden al destino 
y disponibilidad de aquéllos pero no en cuanto a su con- 
dición de muebles o inmuebles, salvo que los preceptos le- 
gales de la respectiva concesión o las normas de derecho 
público que rigen a esta última contuvieran disposiciones 
sobre el particular. Lo primero no puede ocurrir en los casos 
de concesiones provinciales, y respecto de lo segundo nada 
dispone nuestro derecho público positivo; por lo cual son 
aplicables subsidiariamente las normas del Código Civil. (Vo- 
to del Dr. Casares) : p. 600 

CONCURSO DE DEUTOS (*)- 

1. El art. 58 del Código Penal responde al propósito de 
establecer real y efectivamente la unidad penal en el te- 
rritorio de la Nación, adoptando las medidas necesarias para 
que ella no desaparezca por razón del funcionamiento de lai 
distintas jurisdicciones; a cuyo efecto el Congreso posee fa- 
cultades suf ir ¡entes para establecer normas referentes ata 
imposición y al cumplimiento de ta pena que son obligatorias 
para las provincias. 

La segunda parte del art. 58 del Código Penal no tiene otro 
objeto que solucionar los casos en que no haya sido posible 
evitar que se dicten dos sentencias condenatorias firmes, co- 
mo sucedería en el supuesto de que el magistrado que pro- 
nunció la segunda lo hubiera hecho ignorando la primera; 
p. 403. 

condominio. 

Ver: Corstitución Nacional, 27, 

CONFESION. 

Ver: Prueba, 2. 

CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, 5, 21, 28, 29, 30; Recurso extra» 





(i) Ver también: Pr*icripci6n, 12. 



■ ■ ■ 



CONSTITUCION NACIONAL 



633 



00NORESO NACIONAL. 

Ver: Concurso de delitos, 1 ; Gobierno de faeto, 3. 

CONSTITUCION NACIONAL 

Control do conrtitucionalid&d. 

Interés para Impugnar U conatltuclonalidad. 

L La presentación hecha lisa y llanamente ante los tribu- 
nales provinciales solicitando ta protocolización de las hijue- 
las de que se trata, sin formular reserva alguna, importa un 
asentimiento tácito respeto al impuesto que debía pagarse 
por el mencionado concepto y la renuncia a alegar posterior- 
mente su inconstitucionalidad, no obstante la protesta hecha 
con los debidos requisitos formales, recién cuando han ter- 
minado los trámites de esta diligencia y en el momento de 
hacer oblación del gravamen: p. 26Í). 

2. El detnaudado en un juicio de expropiación carece de 
ínteres para impugnar la ley 13.264 por sus efectos respecto 
de Jos casos a iniciarse en el futuro: p, 281. 

3. Toda persona alcanzada por las leyes del país tiene de- 
recho a obtener que se haga efectiva la subordinación de ellas 
a la Constitución Nacional mediante el control de constitu- 
cionahdad establecido por los arts. 31 y 100 de la misma. No 
obsta a ello el distingo entre residentes y no residentes que 
puedan hacer válidamente las leyes en lo relativo a la con- 
cesión de determinados derechos y al modo de ejercerlos o 
la imposición y diversa magnitud de ciertos gravámenes: 
p. 493. 

Impuestos y contribuciones. 

4. El control de eonstitueionalidad de los gravámenes pro- 
vinciales por la justicia federal se ejerce tanto por vía 
de la repetición de lo pagado con reserva, fundada en la 
norma federal que se pretende violada, como mediante la 
invocación de esta ultima en la ejecución tendiente al cobro 
del tributo, con el fin de sustentar en la misma el recurso 



«íaJ W \ \ l amb »5"= A *wnn f 1; Corte Suprema, 1, 2, 3; Expropia- 
ción, 17 j Gobierno do facto, 2; Impuesto» internos, 6; Jurisdicción y 
competencia, 19, 20; Medidas disciplinarias, L 2; Pairo, Si Prescripción 
4; Recurso do quejo, 3j Reeurso extraordinario, 3, 4, 5, 9, 14, 35 26 27' 
28, 29 30, 32, 33 40, 41, 43, SO, 52; Retroaetividad, I lltti|Í 
I; Tribunales administrativo^ 1. ' : 1 ' 
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extraordinario en la oportunidad correspondiente: p. 160. 
6. La atribución al poder judicial de la facultad de invali- 
dar un impuesto como confiseatorin no es violatoria de Ion 
arta. 4, 67, inca. 7* y 27, de la Constitución Nacional : p. 493. 

6. El medio general para obtener el ejercicio por los jueces 
del control de constitucional idad de los gravámenes provin- 
ciales es el de su repetición previo papo con protesta: p. 587. 

Derechos y garantías. 
OtneraUdades. 

7. Las personas que, sin estar radicadas en la República 
Argentina» se hallan sometidas a sus leyes en razón de los 
actos que realizan en el territorio de aquélla, tienen derecho 
a invocar las garantías constitucionales: p. 403. 

Defensa ta jaldo* 

Principuta gtnttaifw. 

8. Debe ser desestimada la argüida violación del art. 18 de 
la Const Nacional, fardada por el recurrente en no haberse 
invocado por el P. E. de la Provincia la infracción concreta 
de una disposición legal preestablecida, si en el acta respec- 
tiva se hace expresa referencia a los arts. 20 y 21 del decreto 
32.506, reglamentación cuya validez constitucional lia sido 
reconocida por la Corte Suprema : p. 250. 

9. X© comporta violación de ln defensa en juicio la senten- 
cia que, fundada en ta interpretación del Código Penal y en 
la circunstancia de considerar probado que el recurrente pro- 
cedió con dolo al imputar al querellante abuso de la firma 
en blanco en un juicio civil anterior, condena al primero por 
el delito de calumnias: p. 447. 

10. El derecho de defensa en juicio no es absoluto; esta 
sujeto a las reglamentaciones necesarias para hacerlo com- 
patible con los derechos de los demás litigantes y con el in- 
terés social de obtener una justicia eficaz, y, en substancia, 
sólo requiere que se oiga al interesado y se le dé oportuni- 
dad para producir la prueba tendiente a justificar su de- 
recho : p. 447. 

rramHmimto y gentencia, 

11. No es violatorio de la defensa en juicio el procedimiento 
seguido para decretar la expulsión de los extranjeros por el 
cual se lea notificó oportunamente, por medio de la Policía 
Federal, el propósito del P. E, de proceder a expulsarlos 
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por considerarlos culpables de actividades subversiva» y se 
les permitió disponer de un plazo suficientemente razonable 
para intentar las defensas y los trámites tendientes a demos- 
trar la improcedencia de la expulsión, nada de lo cual hicie- 
ron m han pretendido que se íes haya impedido hacerlo: 
p. JOl. 

12. La garantía de la defensa en juicio no requiere la doble 
instancia judicial: p. 105. 

13. Kl ejercicio de la facultad judicial de dictar medidas 
para mejor proveer autorizadas por la ley procesal respecti- 
va, no es incompatible con la garantía constitucional de la 
defensa en juicio: p. 280. 

14. Habiéndose oído al interesado, quien ha tenido ocasión 
de proveer a su defensa, suplida por la del defensor general 
por haber manifestado aquel no tener a quién designar a ese 
efecto, no media agravio suficiente al art, J8 de la Const 
Nacional para fundar en él la anulación de lo actuado: p. 321 
15 ; Puesto que la restricción de la defensa en el procedi- 
miento administrativo es siibsauahle en el trámite judicial 
subsiguiente, el recurrente que tuvo en éste oportunidad 
para hacer las alegaciones pertinentes no puede fundar efi- 
cazmente en la falta de audiencia en el primero, la violación 
del art. 18 de la Constitución Nacional: p. 45(5. 

16. Constituyendo un quebrantamiento a las formas subs- 
tanciales del juicio criminal reconocido por la sala del tri- 
bunal de apelación que incurrió en él y sobre el cual la parte 
agraviada no ha podido obtener pronunciamiento correspon- 
de revocar, como violatoria de la defensa en juicio, la reso- 
lución por la cual, después de haberse excusado de declarar 
la nulidad de la sentencia condenatoria dictada con presein- 
c encía total del trámite de segunda instancia y sin audiencia 
de las partes y tic haber sido rechazada esa excusación por 
otra sala desinsaculada al efecto, la anterior declara que el 
pronunciamiento de esta última importó convalidar la sen- 
tencia condenatoria a pesar de que aquél no se pronunció 
ni expresa ni implícitamente sobre la nulidad: p. 561. 

Lry ftnirrior y jurcctt naturatt*. 

17. El art. 18 de la Const Nacional refiérese al caso de un 
litigante al que se haya formado una comisión o se le haya 
designado un juez especial para que lo juzgue, situación que 
no es equiparable a la que resulta de atribuir al Director de 
Abastecimiento de la Prov. de Bs. Aires la facultad de apli- 
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car las sanciones correspondientes a ia ley dé represión del 

apio: p, U, 

Igualdad. 

18. La distinción hecha por las leyes impositivas de la I'rov. 
de Bs, Aires con las bebidas alcohólicas está justificada por 
la naturaleza de estas: p. 364. 

Constitucionalidad e inconstitucionalidad. 
Leyes nació nal en. 

18. Las disposiciones del Cód. Civil sobre privilegios de los 
créditos por impuestos provinciales no invaden atribuciones 
privativas de los gobiernos Iota les, ni son violatorias de los 
arts. 1U4 y 105 de la Coust, Nacional : p, 587. 

Aáminütrativa*. 

20. Lá ley 12.983, en cuanto faculta al 1*, E,oa los «rober- 
nadores de provincia, en su caso, para imponer las sanciones 
que establece dejando expedita la instancia judicial contra 
dichas resoluciones no importa violación de los arts. 95, 104 
y 105 de la Coiist. Nacional: p. 2f>9. 

tmpA««U> a U transmisión gratuita. 

21. Xo es confiscatorio el impuesto a la transmisión gratui- 
ta establecido por el art. :J0 de la ley 11.287, «pie en el caso 
de un heredero radicado en el extranjero absorbe el 50 % 
de lii transmitido: p. 403. 

I ana*. 

22. El art. :il de la ley i:i.2í¡4, en cuanto establece que en 
los juicios de expropiación de inmuebles eu que no se hubiere 
dictado sentencia definitiva, corresponderá al tribunal que 
se halle avocado al conocimiento de cada causa, requerir los 
informes a que se refiere el art. 14 de la ley, no importa 
atribuir a ésta retroactividad incompatible con principio o 
garantía constitucional alguna: p. 178. 

23. El art. :tl de la ley 13.264, en cuanto establece que en 
los juicios de expropiación de inmuebles en que no se hubiere 
dictado sentencia definitiva, corresponderá al tribunal que 
se halle avocado al conocimiento de cada causa* requerir los 
informes a que se refiere el art, 14 de la ley, lio importa 
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atribuir a ésta retroaetividad incompatible éon principio o 
garantía éomtítucioiiái alguna: p. 280, 

Decretos nacionales. 

Jubilación en u f*niAinne9. 

24. El decreto 20.214/44, en cuanto cxcluve ei cómputo de 
las remuneraciones extraordinaria» para establecer ei monto 
de la jubdaeidn, no es violatorio de (a i-rmddad asegurada 
por el art. 1í¡ cío la fonst. Naieionah p. 472. 

Vario*. 

25. El decreto 2&527/44, cu cuanto cxcluve de los benefi- 
mm del art. 4* deí decretn 1580/4:* a los locatarios de irimuc- 
bles de propiedad del Estado o fie sus entidades autiíríiuieas 
cuando estas los requieran para sus propias necesidades v 
con destino a uso público, no es violatorio del art. 1« de la 
( oirst. Nacional: p. 578. 

Impuestos y contribuciones provinciales. 

Vvnxumo y producción, 
Buenot AJr«i. 

26. A falla de prueba de la oportunidad en cpic fue cobra- 
do el impuesto al vino establecido por la ley HÍÍ07 de la Prov. 
de Buenos Aires y de las condiciones en que se bailaba la 
mercadería en ese momento, debe desestimarse la impugna- 
ción de «pie es violatoria de las disposiciones de la Const. 
Nacional sobre comercio intcrprovineial por recaer sobre ía 
circulación territorial: p. 364. 

Tctrtioriati 

27. El impuesto territorial de la ley 5127 de la Prov. de lis. 
Aires, cobrado a los condóminos del inmueble gravado aten- 
diendo al valor total del mismo y con preseindenciu de la 
parte de cada uno de aquellos, es violatorio de los arts 4 
y lí¡ de la Const. Nacional: p. 477. 

Efectos de la declaración de inconatitiicioiimUdad. 

28. Si bien es admisible ta declaración judicial referente a 
la suma hasta la cual ha podido cobrarse legítimamente el 
impuesto declarado confiscatorio, cabe excluir aquellos casos 
en cpie no es posible al Tribunal hacerlo con precisión v ob- 
jetividad. En el supuesto de <pic el calculo del reajuste fuese 
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posible con arreglo a lo resuelto en el fallo dictado en un 
juicio anterior de repetición entre las mismas partes y frus- 
trado por la demandada al cobrar nuevamente el gravamen, 
sólo correspondería pronunciarse sobre aquél en el procedi- 
miento de ejecución de la nueva sentencia; si * ntonces fuera 
propuesto: p. 100. 

29. Las sentencias que declaran inconstitucional un impuesto 
no impiden necesariamente su nueva percepción por las pro- 
vincias, siempre que se realice previo reajuste de aquel cum- 
plido por los organismos pertinentes, con arreglo a las con- 
clusiones del Tribunal. Ello supone, tratándose de impuestos 
territoriales invalidados por eonfiscatorios, la reducción de 
su monto en la medida necesaria para obviar la tacha consti- 
tucional en los términos de la sentencia que dispuso su rein- 
tegro: p. 1*50. 

30. La declaración judicial de que un impuesto es confis- 
catorio y\ por ello, inconstitucional, sólo alcanza a la porción 
del monto en que consiste el exceso. Corresponde al Tribunal 
determinarla cuando puede hacerlo con precisión y objeti- 
vidad. Fuera de ese caso t incumbe al Fisco practicar la reli- 
quidacióu con arrefílo al criterio enunciado en la sentencia: 
p. 193, 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Demanda, 1, 2. 

CONTRABANDO. 

Ver : Aduana* 3, 4. 5. 

CONTRATO. 

Ver: Expropiación, 1, 18; Jubilación de empleados naciona- 
les, 1. 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Costas. 2; Honorarios, 2. 
CONTRIBUYENTE. 

Ver: Impuestos a los réditos, 1, 4: Prescripción. 11. 

CONTROL DE CAMBIOS. 

Ver: Impuestos a los réditos. 3. 
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CONTROL DE OONSOTIJCIONAUDAD» 

Ver : Constitución Nacional, % 2, 4, 28, 29; Corte Suprema, 2; 
uobierno de faeto, 2; Jurisdicción y competencia, 20; Recur- 
so extraordinario, 5. 

COBREOS Y TELECOMUNICACIONES. 

Ver: Pago, 4. 

CORTE SUPREMA ("). 

1. Tan incuestionable como la libertad del juicio de loa 
jueces en el ejercicio de su función propia, es que la inter- 
pretación de la Constitución Nacional por parte de la Corte 
Suprema tiene autoridad definitiva para la justicia de toda 
la Kepubliea. Ello impone, ya que no el puro v simple aca- 
tamiento de su jurisprudencia, susceptible siempre de ser 
controvertida, el reconocimiento de la superior autoridad le 
que esta ,i ii&t i t lición al mente investida; p. 51. 

2. La efectiva prescindencia de los fallos de la Corte Su- 
prema, cuyo leal acatamiento es indispensable para Ja tran- 
quilidad publica, la paz social y la estabilidad de las insti- 
tuciones importa un agravio al orden constitucional: p. 160 

3. La institución de un tribunal al que le es encomendada 
como función exclusivamente propia de él, la decisión final 
de Jas causas que versan sobre puntos regidos por la Cons. 
titueión' (art 100 de ésta) importa atribuir a la interpre- 
tación que este Tribunal haga de ella una autoridad que no 
es sólo moral sino institucional, es decir, que el orden de las 
instituciones de que se trata reposa sobre ella* Y es patente 
que lo perturban los tribunales inferiores" que prescinden 
pura y simplemente de aquella, sin pretender que la singula- 
ridad del caso haga inaplicable lo decidido en la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema, ni intenten reabrir, en recto 
ejercicio de la libertad de juicio que es, en principio, pro- 
pia de los jueces, la dilucidación del punto sobre el que dicha 
jurisprudencia se pronuncia: p. 25 1. 



F^iil;/1 » m n * Alando, 1¡ rosta». 2 ; Expropiación, 10, 11; 
hs^irita l ; Hónranos, 3; Intcreaca I; JurMfarió* J competencia* 

S VicTffí 1 ' «•eWaal, 1; Reclino de aclaratoria, í; Reclino d,» 
W*t* \ •% H Kecurao de reposición, I ; Recurso ele revrWoria T He 

SS^fí^Sn U ?• 46 > "í 64 > *<* ttr *> ordinario cte apet 
cifin, a, 4; Retroactividad, l ; Supcrinteodenria, 1. ^ 



COSA JUZGADA ('). 

1. La sentencia dictada en un juicio reivindicatorío tiene 
autoridad en la cosa juzgada con respecto a la provine m «pie 
se allanó a .ser citada de eviceión manifestando que confia- 
ba en la competencia del mandatario de los demandados para 
hacer una defensa eficaz de sus derechos y «pie solo inter- 
vendría directamente en la causa en el easo de juzgarlo nece- 
sario; p. fií*. 

COSTAS jpfc 
Personal tu litigio. 

1. La condena con epatas ;a derecho, en principio, a baeer 
tsñtfgo al vencido del importe de los gastos que la defensa 
impuso al vencedor, entre los cuales está el costo de la re- 
presen íación y el patrocinio de «|ue se haya valido. No I hay 
disposición lej/al ni principio jurídico .pie impida al lusco 
ejercer ese derecho y obtener a ese efecto la Fijación del 
valor económico .Id trabajo .-uinplido por «pnenes lo repre- 
sentaron y patrocinaron; p, 125, 

Derecho para litigar. 

2. Corresponde aplicar las r ostan del juicio a la provincia 
Me se opuso a la dentuda sobre repetición del impuesto 
territorial indebidamente cobrado, no obstante existir juris- 
prudencia reciente de la Corte Suprema opuesta a sus pre- 
tensiones, reiterada poco después en otros casos: p. -Ul. 

3. Comprobada la infracción a las normas de impuestos in- 
ternos de I» cual deriva la presunción de fraude, y demos 
trada la inocencia del infractor y revocada, en consecuen- 
cia, la resolución condenatoria «le la Administración, no pro- 
, ede aplicar al Kisco las costas del jun io: p 41íi. 

Desarrollo del juicio. 
Allanamiento. 

4. Procede imponer las costas al Fisco que. si bien se allanó 
¡i la demanda sobre repetición de impuestos, obligó al actor 



(!> Wr también: lf>nir*o rxtríiordinarin. 4.1; Rrrurao ordinario de 

tafOMii U* de nello*, 4; Rerario extraordinario, 16; He 
mr«» ordinario de ablación, «, 10. 
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a pagar el gravamen y a iniciar el juicio al no resolver la 
Dirección de Réditos las recursos de repetición oportuna- 
mente interpuestos: p. 60. 

5. Si el allanamiento y la cousi^nmción son posteriores ai 
dnigeuciamieiito del mandamiento es improcedente la exen- 
ción de costas a la demandada: p. 106. 

Desistimiento 

6, No habiéndose producido el cambio de jurisprudencia 
respecto de los requisitos de la protesta invocado en el desis- 
timiento como causal de este y del pedido de exención de 
costas, corresponde imponer al actor el pago de ellas: p, 4G0. 

CUESTION ABSTRACTA. 

Ver: Recurso extraordinario. :J6; líeeurso ordinario de ape- 
lación, 2. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 7. 8, 11. 1-, VI, 22. ¡36, 37, 50. 
51, 52. 

CUESTION JUSTICIABLE. 

Ver: Precios máximos. I; Recurso extraordinario. 2, 8, 4, 
CULPA. 

Ver: Evicción, 1; Extradición, 1; Homicidio, 1; Lesiones, 1. 

D 

DAÑOS Y PERJUICIOS. 

Ver: Evicción, 1, 3, 4, 5; Expropiación, 1. 0, 17; Impuestos 
internos, :í; Jurisdicción y competencia. 19; líeeurso extraor- 
dinario, 32. 

DECLARATORIA DE HEREDEROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27. 

DECRETOS-LEYES. 

Ver: Gobierno de faeto, :i; Recurso extraordinario, 15. 
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DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 9 ( 10, 12, 13, 14, 15, 16, 17; 
Recurso de queja. 3; Recurso extraordinario, 6, 25, 26, 27, 
28, 33, 43, 56, 64. 

DEFENSOR (')* 

1. La representación de lo» defensores en las cansas crimi- 
nales no cesa por haber recaído sentencia condenatoria: 
p. 361. 

DEFRAUDACION. 

Ver: Impuestos internos, 1 ; Jurisdicción y competencia, 21, 
2íl, 24; Ley de sellos, 5; Multas, 3. 

DELITOS. 

Ver: Concurso de delitos, 1; Constitución Nacional, 9; Homi- 
cidio. 1, 2¡ linputabilidad, 4; Insubordinación, 1; Jurisdic- 
ción y competencia, 7, 8, 9, 10, 21, 22, 23, 24, 26; Lesiones, 1; 
Ley de sellos, 5; Prescripción, 12; Recurso de aclaratoria, 1; 
Recurso extraordinario, 26; Tentativa, 1, 2, 

DEMANDA (*). 

Contestación a la demanda. 
Requisitos. 

1, En presencia de la negativa general de los hechos con- 
tenida en la contestación a ía demanda, no puede sin más 
concluirse que no exista cuestión en el juicio sobre el valor 
de la fracción motivo de la litis, punto que, por otra parte, 
no Qf susceptible de decidirse en el incidente referente a la 
intervención del Tribunal de Tasaciones: p. 312. 

Efectos. 

2. Si en la contestación a la demanda no se hizo cuestión 
sobre la regularidad de los procedimientos administrativos 
con los que se Ilejró a la determinación de la suma adeudada 



(i) Wr también: Constitución Nacional, 14; Lev de sellos, 1, 2; 
iCeeurno ordinario de apelación, 12, 

(3) Ver también; Costas, 2; Evicción, 2; Intereses, 1; Jurisdicción 
y eomix'hmcia, 17, 20; Prese ripción, ti; Recurso extraordinario, 52. 
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por el demandado, limitándose la defensa a alegar la pres- 
cripción del art. 4023 del Código Civil, es decir, que el titulo 
con el cual se promovió la aceito no fué observado, es inad- 
misible la objeción que a los procedimientos con que se lo 
constituyo se hizo recién en la expresión de agravios: p. 174. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Expropiación, 8; Recurso extraordinario, 4, 30. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 1. 

DESALOJO. 

Ver: Expropiación, 9, 17; Recurso extraordinario, 28. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Costas» 6. 

DESPIDO. 

Ver: Recurso extraordinario, 24, 35. 
DIPLOMATICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia» 13. 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA* 

Ver: Impuesto a ios réditos, 8, í>, 16; Recurso extraordina- 
rio, 48. 

DIVISION DE L08 PODERES. 

Ver: Recurso extraordinario, 2, 4. 

DOBLE INSTANCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 12. 



Ver: Constitución Nacional, 9; Impuestos internos, 7. 
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DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27; Notificación, 1, 2; Re- 
curso de queja, 5; Recurso extraordinario, 39. 

Domino. 

Ver: Expropiación, 8; Recurso extraordinario, 30. 

E 

EBRIEDAD 

Ver: inmutabilidad, 5, 

EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 28; Evicciúii. 5 ; Recurso extra- 
ordinario. 17. 

EJERCITO. 

Ver: insubordinación, 1; Jurisdicción y competencia, 7, 8, 
10. SÍS, 2IÍ; IViLsinnes militares, 1, 2, 3, 4, 5. 

EMBARGO. 

Ver: Prescripción, 13, 

EMPLAZAMIENTO. 

Ver: Notificación. 3. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 24, 35. 

EMPLEADOS FERROVIARIOS. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios, 1. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 

Ver: Jubilación de empleados nacionales, 2. 

ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA. 

Ver: Jurisdicción y Competencia, 17. 
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ENROLAMIENTO 

Ver: Amnistía, 1. 

ENTIDADES AUTARQUICAS. 

Vít: Constitución Nacional. 25; Jurisdicción y competencia, 
(i; Ley de sellos, 3. 

ERROR. 

Ver: Impuestos Internos, 1; Intereses, 1; Jurisprudencia* 1; 
Prescripción, <»; Recurso de aclaratoria, 1. 

ESCRITURA PUBLICA. 

Ver: Impuesto a los rcditos, l¡ Pago, 2. 

ESPECULACION. 

Ver: Constitución Nacional, 17, 20; Precios máximos, 1, 2; 
Jíecurso extraordinario, M, 25; ltecur&o ordinario de apela- 
ción, i); Tribunales administrativos, 1. 

ESTAFA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 
EVICCION <*). 

1. La indemnización de los perjuicios a partir de la lecha 
en que la sentencia dictada en el juicio de reivindicación de- 
bió ser cumplida, debe calcularse como interés a tipo ban- 
earío del valor asignado al campo, si así lo lian convenido tas 
partes. Debe excluirse del cómputo de los mismos el tiempo 
transcurrido sin formalizar ejecución contra el citado de evic- 
ción, por exclusiva culpa de los actores: p. (¡!*. 

2. El vendedor citado de evicción es responsable de los fru- 
tos correspondientes al tiempo transcurrido entre la notifi- 
cación de la demanda sobre reivindicación y la fecha en (pie 
debió quedar cumplimentada la sentencia, las que, en la duda 
deben calcularse con arreglo al criterio más fuvorable pana el 
deudor : p. 6!>. 

3. El vendedor citado de evicción es responsable del precio 
de la tierra recibido por el y de los daños y perjuicios que 



(i) Ver también: Osa juxgndtt, 1. 
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representan I» diferencia entre el precio pagado y Íd que 
vale la cosa el clin de la evicción, es decir que responde por 
el valor de la cosa et día de la evicción: p. tií). 

4. La responsabilidad del citado de evicción comprende el 
resarcimiento del valor del bien por ól vendido y los daño» 
v perjuicios a que se refieren los urts. 2118, g£Í9 y 2121 del 
i\ Civil: p, tí9. 

5. El reivindicante no puede ser forzado a ejecutar la sen- 
tencia contra el citado de evicción, si prefiere hacerlo contra 
el demandado, ni está obligado a ejecutarla contra este cuan- 
do no se trata de recuperar el inmueble sino de resolver 
en indemnización de daiios y perjuicios la obligación de res- 
tituir la indemnización que puede reclamar al primero: p. ffi. 

6. No demostrado que los adquirentcs conocieran el peligro 
ile la evicción antes de la adquisición, es ineficaz la prueba 
del conocimiento «pie habrían tenido los reivindicantes y sus 
antecesores, lo que es ajeno al art. 2106 del 0, Civil: p. W. 

7. Como el citado de evicción no es responsable ante el rei- 
vindicante sino porque lo es ante el reivindicado, la primera 
de las responsabilidades mencionadas no puede tener más 
extensión que la segunda, Y puesto que esta última es sus- 
ceptible de limitación, si quien vendió fue o\ «robierno de una 
provincia cuyas leyes ponen a su responsabilidad por la evic- 
ción un límite compatible con los que admite el mencionada 
t ódijro, ese límite legal rijre en la venta de que trata el juicio 
aunque no se haga mención explícita de él, siempre que la 
norma lejrai limitativa haya estado en videncia cuando se 
efectuó la transferencia: p. lif*. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Prescripción, 5. 

EXCESO EH LA DEFENSA. 

Ver: Imputabilidad, 4. 

EXIMENTES. 

Ver: Homicidio, 1 ; Impuestos internos. 1 ; Imputabilidad, 1, 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

Ver: Honorarios, 2; Recurso extraordinario, 42, 
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EXPRESION DE AGRAVIOS. 

Ver : Demanda, 2. 

EXPROPIACION ('). 
Principios generales. 

L El desalojo del arrendatario o de sus derecho-habientes 
del bien expropiado debo decretarse a solicitud del expro- 
piado^ sin perjuicio de los derechos que aquellos puedan ha- 
cer valer por los daños que de ello Ies resulten : p. 443. 

2. Las reformas introducidas por la ley 13.264 han servido, 
entre otros efectos, para calificar definitivamente la natura- 
leza del juicio de expropiación, elevándola a la categoría de 
una institución de derecho público mediante la cual el Estado 
reivindica, en el proceso de la desapropiación forzosa de una 
concesión de servicios públicos, la máxima ingerencia en la 
defensa de los intereses económicos de la sociedad : p. *»00. 

3. Las normas de derecho privado sólo son aplicables subsi- 
diariamente a la expropiación de una empresa de servicios 
públicos, cuyo origen, funcionamiento y desafectación se re- 
pulan por las normas del derecho público: p. 6G0. 

Indemnización. 
Determinación del valor real. 

4. El art. 31 de la ley n* 13.204 es imperativo para los jue- 
ces a quienes corresponderá, cualquiera sea el estado de la 
causa, antes de la sentencia final de aquélla, requerir del 
tribunal de tasaciones el informe que especifica el art. 14 de 
la misma ley: p. 178. 

5. En el caso de expropiación de la totalidad de los bienes 
que integran una empresa de servicios públicos, corresponde 
requerir el dictamen del Tribunal de Tasaciones establecido 
por el art. 31 de la ley 13,264, sin distinguir entre muebles 
e inmuebles: p. 000. 

8. En los casos de expropiación de cosas muebles e inmue- 
bles desprovistas de todo vínculo con entidades del derecho 
público, el justiprecio deberá efectuarse de acuerdo con las 
reglas del art. 16 y concordantes de la ley 13.264: p. 600. 

(i) Ver también: Constitución Nacional, 2, 22, 23; Demanda, li 
Honorarios de abogados y procuradores, 1 ; Jurisdicción y competencia, 2, 
15, le; Becurao extraordinario, 20, 21, 30, 37; Retroactividad, % 
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7, El valor del patrimonio de uña empresa de servicios pú- 
blico» resulta, para el Estado, inseparable de la función que 
desempeña y debe desempeñar. Su estimación, «pie si^ue la 
suerte de ese destino al pasar a poder del Estado por ex- 
propiación, no puede ser menor ni mayor que el valor de 
afectación que representaba para el titular anterior; p. (¡00. 

8. Xn obstante la orgánica integridad y la unidad económi- 
ca y técnica de los bienes afectados al servicio público a ear- 
jri» de un concesionario, en el caso de expropiación de la tota- 
lidad de ellos corresponde, con arreglo a las disposiciones de 
la ley 1M.2<>4, distinguir las rosas expropiadas y someter al 
dictamen del Tribunal de Tasaciones del art. 14 la tierra de 
propiedad le la empresa y las construcciones asentadas en 
ella, con exclusión de las maquinarias, instalaciones e imple- 
mentos ci. locados en dichos edificios y terrenos. (Voto del 
Dr. Casares) : p. (¡00, 

Daños causados al locatario 

9, B) inquilino con un contrato de locación vencido tiene 
derecho a obtener la indemnización de los daños que le oca- 
siona su desalojo decretado i onio consecuencia forzosa de la 
expropiación; p, 2*h7. 

Procedimiento* 

I*ey que rige el procedimiento. 

10, ha ley federal de expropiación es aplicable a los juicios 
radicados ante la Corte Suprema: p. 219. 

11. La ley federal de expropiación 13.264 es aplicable a los 
juicios sometidos a conocimiento y decisión de la Corte Su- 
prema, cualquiera fuera el estado en <pie ellos se encuen- 
tren: p. IíOM. 

Procedimiento judicial. 

12. El requerimiento de los informes del Tribunal de Ta- 
saciones dispuesto por el art. UI de la ley 13.264 se ba pre- 
visto solamente en los juicios tic expropiación tic inmuebles 

el suelo y sus mejoras — por lo que no corresponde dar 
intervención al referido organismo *i con arreglo a lo expre- 
sado por las partes, el litigio lio VQpsa sobre aquéllos y 
mando además la naturaleza del pleito —expropiación de los 
elementos de una empresa de tranvías— haría inconducente 
la medid)) ¡ p. 210, 

13- Las observaciones hechas al art. 11 de la ley 13.264 
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por el demandado en un juicio de expropiación, en el sen- 
tillo do que dicha disposición legal es inequitativa en cuanto 
no indemniza el lucro cesante y prescinde del valor panorá- 
mico de los inmuebles para la determinación de su justo pre- 
cio, deben ser consideradas al Tallarse el juicio; p. 281. 

14, El art. 31 de la ley 13,264 es imperativo para los jue- 
ces y se refiere a la sentencia definitiva en la acepción de 
fallo final del superior tribunal «le la causa: p. 281. 

15, Si art. 31 de la ley 13.264 es imperativo para los 
jueces a quienes corresponderá, cualquiera sea el estado de 
Ja causa antis de la sentencia final de aquélla, requerir del 
Tribunal de Tasaciones el informe que especifica el art 14 
de la misma ley: p, ;U2. 

16, La paralización de los juicios de expropiación estable- 
cida por el art. 1. ¡nc. 7, del decreto ftW25/48 no es sin más 
y de por sí operativa, sino que se halla supeditada a lo que 
dispone el art. 2; por lo cual y ante la oposición del repre- 
sentante de la Nación, corresponde proseguir el juicio: p. 446. 

Efectos. 

17, La expropiación se perfecciona con la entrepra o consig- 
nación judicial del precio y la tradición del inmueble, pasan- 
do el dominio del mismo al Estado. El locatario no puede 
oponerse válidamente al desalojo exigido por el expropiador 
so pretexto dé que, con arreglo al art, 17 de la Constitución 
Nacional, debe i tidenm ¡asarse previamente los perjuicios que 
la expropiación le causa: p. 287. 

18, Iniciada la causa de expropiación, el desahucio del in- 
quilino procede sin indemnización previa, sin perjuicio de la 
reclamación que pueda formular en juicio aparte, en el cual 
se considere tanto la procedencia de ella como el monto del 
resarcimiento: p, 578, 

EXPULSION DE EXTRANJEROS. 

Ver: Constitución Nacional, 11. 
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EXTRADICION ('). 

Extradición con países extranjeros. 

Procedimiento. 

1. El procedimiento de extradición no reviste el carácter de 
un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimien- 
to JS proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre 
| tt culpabilidad o iuculpabilidad del individuo reclamado, en 
los hechos que dan hipar al reclamo . 
Con arreplo al art. S, inc. 4, de la ley 4055 la 3«WMdjceión 
de la Corte Suprema en dichas causas es amplia por ser ellas 
susceptibles de afectar las relaciones internacionales: p. &. 

EXTRANJEROS 

Ver: Constitución Nacional, 3, 21. 



FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Constitución Nacional. 19; Precios máximos, 1. 

FALSIFICACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 9. 
FALTA DE ACCION. 

1. Fundándose la protesta y la demanda del actor en que 
,L considera como un impuesto a. «j^SS 
naeado con arreir o a los decretos 9b.i(>2/41 y IfA-'W** 
rí£ vendedores'de combustible y no resultando que estos 
le havan exipido sama alpuna en nombre del Fisco ni tam- 
poco la administración, pues sólo hay P™« ba J e '« u f ¿«* ™ n 
presas proveedoras aumentaron el precio a los P™durtos en 
una simple operación de compraventa, procede rechazar por 
falta de .acción ia demanda de repetición deducida por el 
Sradbr de combustibles contra el Fisco »«™ »■ 
referencia v de que los vendedores teman que entregar a este 
Ól time tí sobreprecio que cobraran conforme a la autonaa- 
l|?Ínetel2S Solamente los vendedores, que ingreaa- 



(i) Ver también: Fiecal, 1 ; R*«w«> ordinario de apelación, 1, 4, 11. 
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ron el sobreprecio, podrían haber cuestionado la obligación 
de hacerlo: p. 137. 

FERROCARRILES. 

Ver: Incidentes, 1. 

FISCAL ('). 

1» La intervención de los procuradores fiscales en las cau- 
sas sobre extradición no tiene liifrar en el solo ejercicio de la 
acción pública, de la cual no son arbitros: p, 5. 

FRUTOS. 

Ver: Evieción, 2. 

O 

GENDARMERIA NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26. 

GOBERNADOR DE PROVINCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 20; Recurso extraordinario, 0. 
GOBIERNO DE FACTO. 

1. Los gobiernos de hecho tienen facultades para establecer 
impuestos y las sanciones aplicables a los infractores: p. 51. 

2. El problema judicial de las facultades legislativas ele los 
gobiernos de "facto" cuando la vigencia de la Constitución 
no ha caducado con el hecho de la revolución, es, precisa- 
mente, el de la compatibilidad de su ejercicio con los princi- 
pios de esta ultima: p. 251. 

3. Los decretos leyes de carácter penal dictados por el go- 
bierno de facto, como el ti* 536/45, son válidos por razón de 
su origen y subsisten mientras tío sean derogados por ley, 
aunque no hayan sido ratificados por el Congreso: 438, 



(i) Ver también: Integración de tribunales federales, 1; Recurso 
extraordinario, 13, 31; Recurso ordinario de apelación, 1, 4; Recusación, 1, 
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HOMICIDIO 



GRAVAMEN. 

Ver: Constitución Nacional» 2; EéctirSO ordinario de apela- 
eióu, 5. 

GUERRA, 

Ver: Pensiones militares, 1; Recurso extraordinario, 35. 



HABEAS CORPUS. 

Ver: Recurso extraordinario, 33. 

HIPOTECA. 

Ver: I*r i vi legios, 1. 

homicidio < l ). 

Homicidio simple* 

1 La progresiva concatenación de agravios morales y mate- 
ríales inferidos por la víetin M a los hermanos del homicida, 
reiterados en la incidencia final que precipito e! crimen, no 
basta para admitir la inimputabilidad del acosado, tanto 
más «.imuto une su propia imprudencia al atajar c interpelar 
intempestivamente a quien luego mató de un tiro de Winches- 
ter, podía desencadenar la tragedia, como efectivamente ocu- 
rrió en la cual no se ha probado que mediara la agresión 
ilegítima indispensable para repelerla racionalmente. No 
surgiendo de autos elementos suficientes para tener por acre- 
ditada la ¿gravante de alevosía, corresponde considerar al 
procesado como incurso en el delito de homicidio simple e 
imponerle sólo doce años de prisión, teniendo en cuenta el 
exc elente concepto de que goza, sus hábitos de trabajo y de- 
dicación a la familia, su no ingerenci en los hechos poste- 
riores realizados por los demás eoproeesados, los danos y ve- 
jámenes que debió soportar la víctima, la fama de hombre 
guapo que a esta última se le atribuía, la extraña desapari- 
ción del revólver que llevaba y en cuyo uso inminente funda 



m Ver también: Hurto, l; Imputabílidad, % 4; Juririiccino 7 
«ciencia, 8*¡ Lesiones, 1¡ Prueba, 1, 2; Recurso do aclaratoria, 1; 
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el victimario Ja necesidad de la necesidad de la leprítimu de- 
fensa, y el insulto que precedió al disparo mortal; p. 1(¡2, 
2. Prohado que el procesado es el autor de la muerte por 
estrangulación, a los pocos minutos de haber nacido con vida, 
de una criatura del sexo femtemno, hija suya, según creencia 
del victimario, tuya paternidad es dudosa dada la facilidad 
con que la madre se prestó a los primeros requerimientos 
carnales no obstante ser hija de la concubina del homicida 
y encontrarse los tres en la misma habitación, a lo que deben 
agregarse circunstancias que permiten presumir la existencia 
de otras relaciones sexuales por parte de la madre de la cria- 
tura asesinada, corresponde calificar c' delito como de ho- 
micidio simple, toda vez que tratándose de una agravante 
calificativa tan estricta como es la de la paternidad, cual- 
quier iluda basta para no tener por suficientemente probado 
el vínculo de sangro y aplicar el art. 18 del Cúd. de lVoced. 
en lo Criminal. 

Para la graduación de la pena, debe confutarse tanto la 
premedit ación confesada, sangre fría demostrada y los bár- 
baros procedimientos elegidos para consumar el crimen, con 
la intima creencia de considerarse padre de la criatura el pro- 
cesado, ni que procede condenar a la pena de veinticinco años 
de prisión: p. 180. 

HONORARIOS 

Regulación. 

1. En el procedimiento previo de la regulación, cuyo objeto 
propio es sólo esta últiu/a, no es admisible discusión alguna 
sobre el derecho a cobrar los honorarios sin perjuicio de que 
el punto cuestionado se dilucide en el juicio en que se inten 
te la acción respectiva, por la parte vencedora: p. 123; 

2. Para regular los honorarios de los letrados en el juicio 
sobre entrega y escrituración de tierras que terminó con el 
rechazo de la demanda, corresponde estimar el monto del jui- 
cio en el SO % del valor de dichas tierras en el momento de 
trabarse el litigio. Dicho valor sólo puede establecerse me- 
diante el avalúo para el pago de la contribución territorial 
o por tasación judicial. No basta la valuación practicada en 
un expediente administrativo; por lo cual, en presencia de 
este sólo dato, debe declararse que no existen en autos los 



(i) Ver también: Rcrurao extraordinario, 40, 56. Koctirso ordina- 
rio de apelación, 10. 
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IGUALDAD 



elementos necesarios para regular los honorarios ele letrados 
y peritos: p. 234. 

S. La estimación de honorarios afectada ante la Corle Su- 
prema por un ingeniero agrónomo «pie no obedece a ningún 
convenio ni importa renuncia, no puede ser alterada por el 
profesional después de su presentación, tanto menos cnanto 
que la modificación se hizo con posterioridad a la regula- 
ción efectuada por el Secretario del Tribunal. Es procedente 
como medida para mejor proveer, el envío de los autos al 
Consejo Profesional de Ingeniería Agronómica, a fin de que 
exprese fundadamente su opinión sobre el honorario que, por 
aplicación del Arancel, correspondería al peticionante: 
p. 59& 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES ('). 

1. El arancel establecido por el decreto ir* 30,439/44. no es 
aplicable a los juicios de expropiación, sin perjuicio de tomar 
en consideración, entre otros elementos de criterio, bis esca- 
las en el establecidas: p. 308. 

HURTO (-). 

I. Debe considerarse como hurto simple el apoderamicnto 
por el procesado, del dinero que guardaba en un bolsillo 
de la camisa la persona a quien dió muerte de una puñala- 
da. Ello, porque la única violencia física ejercida no tuvo 
otro propósito que liberarse su autor de los golpes de que 
era objeto, no el de sustraer el dinero, sustracción que sin 
fuerza en las cosas o violencia física innecesaria sobre un 
muerto sólo la realizó circunstancialmente a fin de hacerse 
de medios para facilitar su fuga: p. 17. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 18, 24; Pago, 5; Recurso extra- 
ordinario. 3, 28, 37. 



(M Ver también: Recurso extraordinario, 15. 

(3) Ver también: Jurisdicción y competencia, 7, 9. 
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IMPORTACION. 

Ver: Aduana, 1, 2; Impuestos internos, 4. 

IMPUESTO ('). 
Principias generales. 

1. Las tasas y los impuestos son dos especies de un mismo 
género próximo» cual es ei de las contribuciones o derechos 
fiscales: p, 303. 

IMPUESTO AL CONSUMO. 

Ver: Palta de acción, 1. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: Constitución Nacional, 21; Jurisdicción y competencia, 
27; Prescripción, 10; Recurso extraordinario, 34, 39. 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

Ver: Prescripción, 11. 

IMPUESTO A LOS REDITOS (-). 

Deducciones. 
Inmuebles. 

1. Es injustificada la negativa de la Dirección de Réditos 
a aceptar la amortización de ciertas mejoras de un campd, 
fundada en que no se ha probado la fecha de su construc- 
ción y su costo, si dicho establecimiento contaba con aqué- 
llas al ser adquirido por el contribuyente y no se discriminó 
su valor en la escritura traslativa del dominio. En esas con* 
(liciones, procede hacer la amortización con arreglo a lo que 
dispone el art. 101 de la Reglamentación General: p. 548. 



O) Ver también: Aduana, 5; Banco Hipotecario Nacional, 1; Cons- 
titución Nacional, l f 3, 4, 5, 28, 29, 30; Costas, 4; Gobierno do facto, 1; 
Interines, I ; Jurisdicción y competencia, £0; Multas, 4; Pago, 3, 5; Prcs- 
cr¡{ic¡ón, 4, 13, 14, 15; Privilegios, 1. • 

(2) Ver también: Costas, 4; Prescripción, 6, 7, 8, 9, 10, 11; Recurso 
extraordinario, 48; Sentencia, 1. 
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Comercio o Industria. 

2. No habiéndose probado la existencia de los habilitacio- 
nes que el actor manifiesta haber pagado a sus hijos y tara- 
poco que aquél hubiese entregado suma alguna por tal con- 
cepto a estos últimos, debe rechazarse la reclamación del 
contribuyente, tendiente a que, de conformidad a lo dispues- 
to por el art. 23, inc. e), de la ley 11.682 (t. o.) t dichos 
pastos se deduzcan «te la renta bruta anual s p. 100, 

3. La ley de impuesto a los réditos sólo admite en los ba- 
lances impositivos lo percibido o lo devengado y no consien- 
te reservas para el cumplimiento de carcas que no sean las 
correspondientes al año respectivo. Es, así. improcedente la 
reserva de ganancias efectuada por una sociedad para cum- 
plir una obligación no exiirible aun durante el año fiscal, 
como la de'ida a la Oficina de Control de Cambios descubierta 
ü raíz de una inspección y suma no liquidada: p. 422. 

4. Reconocida por las autoridades administrativas en las 
actuaciones respectivas la existencia de habilitaciones acor- 
dadas por el contribuyente a sus hijos, debe rechazarse la 
pretensión del Fisco de no haberse probado el papo efectivo 
de ellas. 

Las habilitaciones acreditadas anualmente a los hijos de un 
contribuyente que no guardan una razonable equivalencia 
con la importancia y el mérito ele los trabajos realizados por 
aquéllos, importan una liberalidad y no pueden ser considera- 
dos como pastos necesarios para obtener, m'antener y conser- 
var los réditos, a que se refieren los arts. 2 y 23, inc. e) de la 
ley 11.682 (t. o.):p. 548. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

6* Las utilidades obtenidas por una compañía argentina de 
reaseguros al reasegurar seguros contratados en el extran- 
jero sobre riesgos en el extranjero provienen de fuente ex- 
tranjera y no están sujetos al pago del impuesto a los rédi- 
tos: p. 483 

0. La información de la firma consignataria que no da 
cuenta cumplida del origen del cereal liquidado no es sufi- 
ciente para modificar la estimación hecha por la Dirección 
de Réditos sobre la base de ser otra la procedencia de la 
mercadería: p. 548. 
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Procedimiento y recursos. 

7. Si el actor maní fcstó su conformidad a fin tic que cuando 
él careciera de los comprobantes correspondientes, la oficina 
de Kéditos fijara los coeficientes que tenía establecidos parí 
los diversos pistos que abarcan la cosecha, acarreo, elabora- 
ción y conservación de vinos, y omitió probar en su oportu- 
nidad las erogaciones que invoca, corresponde aceptar la 
prudente estimación hecha por la Dirección Gral. del Imp. 
a los Réditos, con arreglo a dichos coeficientes: p, 106. 

8. Es procedente la oposición formulada por la Dirección 
General Impositiva al pedido del actor en el sentido de que 
se librase oficio requiriendo de la mencionada repartición 
informaciones sobre constancias existentes en la Dirección y 
referentes a extraaos al pleito: p. 22í), 

6, El art. 69 de la ley 11.683 establece para la Dirección Ge- 
neral Impositiva la obligación del secreto de los datos al men- 
tes a extraños al contribuyente que litiga contra el Fisco 
salvo que exista conformidad de éstos, no siendo razón sufi- 
ciente para prescindir del mismo, la circunstancia fie que de 
esta manera su prueba pueda verse dificultada, porque la 
reserva obedece a evidentes razones de orden público, ten- 
dientes a la más fácil percepción de la renta y a contemplar 
además la discreción a que tienen derecho los otros contri- 
buyentes, obligados a las declaraciones y sujetos a las requi- 
siciones necesarias para el control de la administración: 
p. 229. 

10. El secreto sobre las manifestaciones formuladas al Pisco 
por los contribuyentes que dispone el art. 69 de la ley 11.683, 
no impide que se requieran informes sobre aquéllas, siempre 
que no afecten a terceros. No son secretas esas manifesta- 
ciones por ser tales, porque no lo son para quien las hizo, 
sino en cuanto contengan informes atinentes a otras personas, 
contribuyentes o no, es decir, a causa de ser constancias exis- 
tentes en la administración referente a terceros, concepto que 
ha sido incorporado al art. 100 del decreto n* 14.341/46 (ley 
12.922) : p. 229. 

IMPUESTO TEBEITORIAL. 



Ver: Constitución Nacional, 27, 29; Costas, 2; Honorarios, 2. 
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IMPUESTOS INTERNOS (*). 

Régimen represivo. 
Defraudación y simples infracciones. 

1. El error ¡n imputable, bajo la forma de ignorancia de las 
leyes, sólo ha sido aceptado por la jurisprudencia a titulo 
excepcional, como eximente de sanción legal: p. 237, 

2. La existencia de contravención a las leyes de impuestos 
internos y sus reglamentos puede resultar de la contabilidad 
del contribuyente, o de documentos emanados y reconocidos 
por este, aun cuando las constancias de los mismos no con- 
cuerden con las de los libros oficiales, siendo en tales casos, 
a cargo del interesado la prueba de su inocencia, que no re- 
sulta de la circunstancia de no estar esclarecidas las manio- 
bras necesarias para completar la evasión fiscal. 

Es demostrativa de la inexactitud de las anotaciones en los 
libros oficiales, referentes al traslado de una partida de vino, 
la manifestaron explícita del contribuyente, de la que aque- 
lla result* en cuyo supuesto, la absolución del interesado 
requi<" pi leba por éste de su inocencia; p. 241. 
8. De acujdrdo e lo dispuesto por el art. 36 de la ley 3764 y 
35 do la ley 12,148 —27 y 82 del t o.— las multas estableci- 
das en los mismos no están condicionadas al número de par- 
tícipes en cada uno de los actos ilícitos previstos, sino al 
mtonto del perjuicio fiscal, sm perjuicio de la solidaridad de 
la responsabilidad de los infractores: p. 251. 

Artículo de tocador. 

4. El arf. 20 de la ley 12.148 —110 del t. o.— que establece 
que los artículos de tocador con la mitad del contenido bási- 
co, cuyo precio de venta no sea mayor de m$n. 0,30, pairaran 
un impuesto de m$n. 0,03, se refiere al precio de enajena- 
ción por el fabricante o importador, por lo que no debe 
impuesto ni comete infracción quien los revende a mayor 
precio: p. 237. 

5, Habiendo sido hecha directamente por el fabricante al 
público la enajenación de las respectivas medias unidades 
básicas del fijador elaborado por aquél y vendido por la su- 
cursal del mismo establecida con distinto nombre en otra 



(i) Ver tamban: Corta», 3; Uy, 2: Multaa, l t 3; Rccurw extra- 
ordinario, 13, 63, $5; Recurso ordinario <le apelación, 2. 
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ciudad — pues no es venta la facturación del producto a la 
casa de la provincia, por la firma de que esta es filial — cabe 
concluir que existió evasión de impuesto interno contempla- 
da por el art. 30 de la ley 37*54 —27 del t. o.— por haberse 
omitido de ese modo el pajro del correspondiente al fijador 
elaborado por el fabricante, cuya responsabilidad no excusa 
la sola circunstancia de no haber obstaculizado la comproba- 
ción de las operaciones realizadas: p, 237. 

Objetos de lujo. . v 

6, Las infracciones al decreto fil7(¡/44, modificatorio del 
art. 14 de la ley 11.252 —145 del t. o.— ine. d, ap. % ratifica- 
do por la ley I2.ÍJ22, cometidas después de sancionado el 
impuesto, son punibles con arreglo al art. 36 de la ley 3764 
—27 del t. o.— sin agravio alpuno de la Cnnst. Nacional: 
p. 51. 

Vinos. 

7, La diferencia en más de vinos no anotados en la forma 
que establece el art. 23, tít. VII, de la Reglamentación Gene- 
ral de Impuestos Internos, importa una presunción de fraude 
"juris tantuni", que puede ceder ante la demostración de su 
inexistencia; lo cual impone el examen de la prueba de des- 
earlo. 

Justificada por el infractor la falta de intención dolosa y 
no siendo suficiente el hecho de que un ibes y ucho días des- 
pués del terremoto de San Juan fueran reanudadas las acti- 
vidades de la bodega afectada por aquél, para deducir que 
se habían normalizado las circunstancias en que ordinaria- 
mente se desenvolvía, debe declararse que la infracción no 
encuadra en el art. 36 de la ley 37(i4 —27 del t. o.: p. 413. 

IMPUESTOS MUNICIPALES, 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1. 

IMPUESTOS NACIONALES, 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1. 

IMPUESTOS PROVINCIALES, 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1; Constitución Nacional, 
1, 4, 6, 18, 19, 26, 27; Recurso extraordinario, 41. 



661) INCIDENTES 

IMPUTABILIDAD ('). 

1. Si la reacción del b&jnieidn no guardó debida proporción 
eon la intensidad y peligrosidad aparente del ataque el he- 
cho debe catti|¡ettr«e como homicidio por exceso de defensa 
por no encuadrar cu la eximente total de la legítima defensa: 
p. 17. 

2. El grado de pelijrro y ta intensidad de \n agresión «b-ben 

medirse ten! !o cu cuenta ia estimaron! subjetiva de cada 

¡ndiyidiiO; esperiabnerne ruando se actúa en un Ble dio donde 
predomina la fuerza y falta educación: p. 17. 

3. El inc 6* del art. '14 (íél C6Á. Penal protege tu» solamente 
la vida sino t ambir n los derechos esenciales a la dignidad de 
las personas: p¡ 17. 

4. Debe enmadrarse dentro de las prescripciones del art. 
35 del (Vid, Penal, esto es, exceso en la defensa, el delito Üp 
homicidio conitetldo por quien filé ilegítimamente agredido 
de palabra y de hecho por la victima y de inmediato a gpl- 
pes de azada por el sujeto qtie la acompañaba, sin (pie hubie- 
se mediado provocación alguna de su parte. Pero toda vez 
qué ha habido una éVidéntc desproporción entre los medios 
agresivos y los puestos de manifiesto en la reacción defen- 
siva, no se hallan reunidos los requisitos que configuran la 
legítima defensa: p, 251. 

5. El simple temor de que la víctima, semieaída y en estado 
de ebriedad, estuviera armada, no suple por sí solo la falta 
de un peligro actual capa/, de exculpar la reacción flel pro- 
cesado; por lo que debe rechazarse la eximente de legítima 
defensa y el exceso de la misma invocados, pues aquélla pre- 
supone un estado inicial que la justifique: p. 547. 

INCIDENTES O- 

1. La inteligencia de las disposiciones del convenio sobre 
venta y transferencia a la Nación de las empresas ferrovia- 
rias de propiedad británica no puede ser establecida por vía 
de incidente referente al sellado, ni es cuestión (pie puede 
afectar tanto la procedencia del recurso como' el fondo del 
litigio, en caso de ser los derechos litigados de los compren- 
didos en la mencionada operación, y cuya decisión es así 
prematura: p. 255. 



(1) Ver también: Extradición, 1; Homicidio, 1; Lemonot, 1. 

(2) Ver también . Demanda, 1, 



INTERESES 



INHIBICION. 

Vett: Prost-ripc irni, V.l. 

INMUEBLES. 

Ver; Coueesióii, 1, 2; Constitiieión Nacional, 22, 23, 25, 27; 
Erieeión, 5; Expropiaron, 5, 6, 12, 13 f 17; Impuestos a los 
réditos, 1; Privilegio*, 1; Recurso extraordinario, 5. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, G, 

INSUBORDINACION. 

1, Existe delito dé iusubordinaiiún siempre que un inferior 
falle los respetos debidos a la autoridad o a la dignidad del 
superior, aunque el ¡techo se cometa fuera del servicio y de 
los lugares exclusivamente sometidos a la autoridad militar, 
siembre que se relacione ron la condición o estado militar del 
superior y del subordinado: p, 461. 

INTEGRACION DE TRIBUNALES FEDERALES. 

1. En el caso de reetisaeióu del Proe. Qváh de ta Nación 
debe darse iiiterveneióii al Fiscal de la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital más antiguo: p. ¡140. 

INTERESES O- 

Relación jurídica entre las partes. 
Repetición de impuestos. 

1, Los intereses de las sumas indebidamente pagadas en eOJl- 
eepto de impuestos se adeudan desde la notificación de la 
demanda sobre repetieión. No obsta a ello la eireunstaneia 
de fine al allanarse a la acción, el representante del Fisco, 
después de invoear la constante y reiterada jurisprudencia 
de la Corte Suprema que así lo ha decidido, haya dieho que 
su representada pagará los intereses eorrespondientes a eon- 
tar de la fecha de interposición de la demanda, pues no es 
presumible (pie se haya propuesto realizar una liberalidad 
para la que no estaba* autorizado y resulta evidente que se 
trata de un error material: p. (¡0. 



(i) Ver también: Eviccio», 1; Recurso ordinario de apelación, «. 
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JUECES 



J 



JUBILACION Y PENSION. 

Ver: Abogado, 1; Constitución Nacional, 24. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS. 
Cómputo da servicios. 



1. El afiliado que después de haber pedido, para obtener la 
jubilación, que se le formulara el cargo correspondiente ai 
tiempo de servicios prestados sin aportes, siguió trabajando 
mientras se cumplían los trámites administrativos y llego así 
a reunir el tiempo necesario para jubilarse sin tener que re- 
currir a aquellos servicios sin aportes, tiene derecho a pres- 
cindir de ellos y a que no se le hagan los descuentos que 
faltan para cancelar el cargo mencionado: p. 102. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Cómputo de servicie». 

1, Ante lo dispuesto en el art, 3* del decreto 26.214/44, los 
afiliados a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Ci- 
viles a quienes se había otorgado la jubilación ordinaria sin 
computar a los efectos de establecer su monto, las retribucio- 
nes por servicios extraordinarios ni las sumas correspondien- 
tes al valor locativo de ta casa habitación, no tienen derecho 
a la inclusión de esas cantidades: p. 472. 

Jubilaciones. 
Determinación del monte. 

2. El decreto 26.214/44 es aplicable a las jubilaciones abor- 
dadas e impide elevarlas sobre la base del cómputo del 
valor locativo de la casa y de las asignaciones extraordina- 
rias percibidas por el interesado antes de jubilarse, si omitió 
solicitar ese cómputo con anterioridad a la vigencia del men- 
cionado decreto ¡ p. 2!)0. 

JUECES. 

Ver: Concurso de delitos, 1; Constitución Nacional, 5, 6; 
Corte Suprema, 1, 3; Jurisdicción y competencia. 3, 5; Me- 
didas disciplinarias, 2; Pago l, 8? Pena, Sj Precios máximos, 
1; Recurso extraordinario, ¡17; Tentativa, 2. 
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JUECES NATURALES. 

Ver: Constitución Nacional, 17; Keeurso extraordinario, 25; 
Tribunales administrativos, 1. 

JUICIO CRIMINAL. 

Ver: Extradición, 1; Sentencia, 2. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Multas, 2; Recurso extraordinario, 41; Recurso ordina- 
rio de apelación, 7. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Recurso extraordinario. 41. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA (>). 

Principios generales. 

1. Aunque con arreplo » reciente jurisprudencia sea incom- 
petente la justicia federal para conocer en los juicios (pie ver- 
sen sobre cuestiones referentes al derecho de trabajo, aquella 
debe continuar interviniendo hasta la total terminación de 
la causa iniciada y tramitada con anterioridad a la menciona- 
da jurisprudencia: p. 346. 

prorroga. 
Trámites judiciales. 

Las manifestaciones formuladas por el representante del 
dueño del bien expropiado al diligenciarse el mandamiento 
de toma de posesión, en el sentido de que desconoce la com- 
petencia del imgado provincial para intervenir en el respec- 
tivo inicio de expropiación, no importan opción por vía ele ia 
ÍSiSffií preíistí en el arfc 412 del Código Supletorio: 
p. 325. 

Conflictos entro jatees. 

3. Corresponde a la Corte Suprema dirimir el conflicto plan- 
teado entre un juez federal y otro de provincia con motivo 



Bccumo 



(i) Ver también: Extradición, 1; Recurso extraordinario, 33, 38; 
rao ordinario de apelación, 4; Retroactividad, 2. 
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ile sostener aquél que este último — que dictó sentencia con- 
denatoria contra quien se hallaba cumpliendo una pena im- 
puesta por el primero — debió revocar la libertad condicional 
de que estaba gozando el penado por habérsela acordado el 
juez de sección y dictar la sentencia única que prevé el art 58 
del Código Penal: p. 403. 

Cuestiones de competencia. 
Generalidades 

4. La simple iniciación de una cuestión de competencia no 
autoriza la suspensión de los procedimientos: p, 346. 

Intervención de U Carta Suprema. 

5. Corresponde a la Corte Suprema, en ejercicio de la facul- 
tad que le atribuye el art. 9 de la ley 4ÍH5, declarar la compe^ 
tencia del juez que realmente la tenga, aun cuando la con- 
tienda sometida a su decisión se haya trabado entre otros: 
p. 266. 

Competencia federal. 

Por la materia, 

Catma en que son parte» entidades autárquicas nacionales. 

6. No corresponde a la justicia federal sino a los tribunales 
de la justicia del trabajo de la Capital el conocimiento 
de un juicio de apremio promovido por el Instituto Nauonal 
<ie Previsión Social contra un empleado por cobro de la suma 
a que aquél lo condenó proveniente del depósito omitido de 
aportes obreros y contribuciones patronales y n/ultas por in- 
fracciones al art. 6o del decreto 31.66.1/44 v al art. 77 del 
decreto 33.302/45: p. 444. 

Causas penales, 
/•«r el hiaar* 

7. Los conscriptos a cuyo respecto la justicia militar conoce 
de los delitos de violación, hurto y falsificación deben ser 
juzgados por la justicia federal en cuanto al delito de defrau- 
dación que cometieron al cobrar en la Oficina de C. y T. loa 
giros substraídos ¡ p. 28. 

8. Por tratarse de un hecho cometido en un lugar sujeto a 
la jurisdicción absoluta y exclusiva del Gobierno Nacional co- 
rresponde declarar la competencia de la justicia federal para 
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entender en un sumario por suicidio ocurrido en el Hospital 
Militar Central, si de autos no resulta que aquél sea impu- 
table a persona que revista carácter militar, que tampoco te* 
nía la víctima: p. 266, 

9. Corresponde a la justicia federal conocer de los delitos de 
hurto y falsificación de un cheque cometidos en las oficinas 
de Yacimientos Petrolíferos Fiscales en una provincia, y a Jos 
tribunales provinciales sobre el delito de defraudación come- 
tido ul descontar dicho documento en una casa de comercio 
local : p. 347. 

( ditos varios, 

10. Habiendo resuelto el juez federal intervinientc en el res- 
pectivo proceso, de acuerdo con la opinión del procurador fis- 
cal, que los hechos imputados a los acusados — uno de los 
cuales, conscripto, afirma que el otro, sargento del Ejercito, 
le cobró una sun.'a de dinero para evitar su incorporación a las 
filas— no configuran el delito de excepciones dolosas del ser- 
vicio militar previsto por el art. 49 del decreto 29.375/44, 
ratificado por la ley 12.913, y quedando solamente por juz- 
gar el delito común de estafa, ajeno a la competencia de dicho 
magistrado, la causa es de competencia de la justicia ordina- 
ria : p, 186. 

Competencia originaría do la Corte Suprema. 

Generalidades. 

11. La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
declararse en cualquier estado del pleito, a petición de parte 
o de oficio: p. 31. 

12. La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
y debe ser declarada en cualquier estado del juicio, a petición 
de parte o de oficio: p. 161. 

Agentes diplomático* y consulares. 
Eateji^rifl y mlni*tro« *KtroaJ«roi. 

13. No corresponden a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema las causas de naturaleza criminal referentes a per- 
sonas con carácter diplomático, si de autos no resulta que efec- 
tivamente interviene en ellos, como actora o demandada, algu- 
na de aquéllas: p. 279. 

14. No dirigiéndose la acción contra una persona aforada, 
pues el imputado —ex Regente del Viee-Consulado de Italia 
en Santa Pe — dejó de serlo desde que cesó en su cargo, ni 
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~ ; endo el actual Repente del Vice-Consulado parte querellante 
en el proceso, es indudable que no procede la competencia 
originaria de la Corte Suprema: p. 279. 

Cautas en que en parte una provincia. 
f'íiuaaa regida* por el derecho poraún. 

18. Loa juicio» de expropiación seguido* por una provincia 
contra extranjeros o ciudadanos vecinos de otra, en los que no 
se discute la procedencia de aquella sino tan sólo la indem- 
nización que corresponde acordar son de competencia origi- 
naria de la Corte Suprema : p. 325. 

18, Si bien los juicios de expropiación seguidos por una pro- 
vincia contra extranjeros o ciudadanos vecinos de otra, en 
los que «filo se discute la indemnización que corresponde acor- 
dar, son de competencia de la Corte Suprema, que se reduce 
a la apreciación del valor de los bienes expropiados; no co- 
rresponde a dicho tribunal conocer originariamente en el caso 
en que se cuestiona la procedencia y acierto de la expropia- 
ción: p. 358, 

Causas que Teman sobre normas locales y actos de las autoridades provin- 
ciales regidos por aquéllas. 

17. La circunstancia de que la actorn haya dado a la deman- 
da el carácter de una reclamación fundada en los principios 
que rigen el enriquecimiento sin causa, no basta para atribuir 
a la causa el carácter civil necesario para que proceda la 
competencia originaria de la Corte Suprema; ai la decisión del 
pleito depende de lo que se resuelva sobre cuestiones que revis- 
ten carácter local y se hallan sometidas a la competencia de 
los tribunales provinciales; p. 31. 

lg. Cuando la dilucidación de las cuestiones planteadas en 
i*l pleito impone el examen y la determinación de los efe» tos 
de una concesión provincial, así como la valide» y consecuen- 
cia de los actos posteriores de la provincia realizado* sobre 
la base de los derechos que. a juicio de aquélla sunren de la 
concesión que está regida por normas de derecho administra- 
tivo local, su juzgamiento incumbe a los tribunales provin- 
ciales: p. SI. 

19. No corresponde a la Corte SupremVi conocer originaria- 
mente en el juicio sobre reivindicación e indemnización de 
daños promovido contra una provincia con el objeto de repo- 
ner las cosas en la situación anterior a los procedimientos de 
las autoridades de aquella por los cuales se detuvo a depen- 
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dientes del actor mientras pescaban en una laguna, so pre- 
texto de (|iie lo hacían sin permiso en a -nías fiscales, y se los 
despojó de la pesca, las barcas y los implementos que utili- 
zaban, si no obstante invocarse la violación de normas consti- 
tucionales, (a acción se funda también en cuestiones de orden 
local como las referentes a saber si las autoridades se ajus- 
titron o no a lo dispuesto por las leyes provinciales sobre la 
materia ni por Ja reglamentación de las mismas: p. 161. 

Catuán quo versan sobre cuestione! fedérale*. 

20. La circunstancia de que el superior tribunal de una pro- 
vincia ante la cual se ha promovido contra esta demanda con- 
tencioso administrativa por repetición de impuesto fundada 
en la ilegalidad e ineonstitueionalidad del decreto respectivo 
en el orden local y en la violación de la Constitución Nacio- 
nal, carezca de atribuciones para pronunciarse sobre este últi- 
mo punto, no obsta a la improcedencia de la jurisdicción ori- 
ginaria de la Corte Suprema de la Nación para conocer de la 
demanda fundada en los mismos hechos que aquélla, cuyo tras- 
lado solicitan los actores que se difiera hasta que se dicte 
sentencia en dicha causa; pues la particularidad de referen- 
cia no impide que la Corte Suprema pueda pronunciarse opor- 
tunamente, por medio del recurso extraordinario, sobre las 
cuestiones federales planteadas en forma lepal. 

Tampoco basta para fundar la interposición de la demanda 
ante la Corte Supremla la finalidad de interrumpir la pres- 
cripción de la acción : p. 159. 

Competencia penal. 
Pluralidad di dtlitot. 

21. La defraudación «pie configura la apropiación de los ani- 
males de una persona en una provincia y la defraudación co- 
metida con su venta en perjuicio de otra en una provincia 
distinta son independientes entre sí y deben ser juzgadas sepa- 
radamente por los tribunales de las provincias en que se come- 
tieron: p. 25. 

22. Cuando a raíz de un hecho distinto deba juzgarse a una 
persona que ya está cumpliendo pena por sentencia firme, co- 
rresponde al juez que pronuncie el último fallo dictar la sen- 
tencia única que establece el art. 58 del Código Penal, aunque 
para ello tenga que revocar la libertad condicional acordada 
por el primero: p. 403, 
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Delitos cu particular. 

Defraudación. 

23. Es juez competente para conocer en una ♦•ansa sobre de- 
fraudación el del lugar donde se lia realizado la apropiación 
indebida: p. 25. 

24. El juez del lugar en que los denunciantes fueron fies- 
apoderados del dinero «pie entregaron en papo de "pasajes de 
llamada", es el competente para conocer en la cansa sobre de- 
fraudación promovida por aquéllos contra ta persona con quien 
contrataron: p, 350. 

Competencia militar. 

80, El carácter excepcional de la jurisdicción militar impide 
extenderla so color de que en tocio hecho ocurrido en una 
dependencia militar —en el caso. Hospital Militar Central- 
deba entender el respectivo juez de instrucción militar, pues 
ello implicaría generalizar «n fuero de naturaleza restringi- 
da : p. 266. 

26. Corresponde a la just icia de instrucción militar de la den- 
darmería Nacional conocer de la causa instruida con motivo 
del homicidio cometido por un gendarme contra un superior 
fuera del servicio y en lugar no sujeto a la jurisdicción mili- 
tar, si la agresión tuvo su causa en actos de la víctima corres- 
pondientes al ejercicio de su autoridad de superior: p. 461. 

É 

Sucesión. 

Domicüio del cauuite. 

27. Xo siendo suficiente la circunstancia de haberse dictado 
declaratoria de herederos a favor del hermano del causante 
y retirado la mayor parte de los fondos, para considerar con- 
cluido el juicio sucesorio en el cual quedan aún bienes por 
liquidar y distribuir y ni siquiera ha sido pagado el impuesto 
a la transmisión gratuita, y habiéndose probado que el cau- 
sante no se hallaba domiciliado en la provincia ante cuyos tri- 
bunales tramita la sucesión sino en un territorio nacional, debe 
declararse la competencia de los jueces de este último para 
conocer en el juicio: p. 399. 
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JURISPRUDENCIA O* 

li Si bien es cierto que la autoridad de los precedente» judi- 
ciales no es siempre decisiva, también lo es que si las circuns- 
tancias de! caso no revelan claramente el error o la inconve- 
niencia de las decisiones anteriores, haciendo ineludible un 
cambio de criterio respecto de la cuestión jurídica decidida, 
corresponde aplicar la doctrina de los mencionados anteceden- 
tes: p. 325. 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7; Ley de sellos, 5. 



L 

LEGALIZACION. 

Ver: Autenticación, 1. 

LEGITIMA DEFENSA. 

Ver: Homicidio, Ij Imputnbilidad, 1, 2, 3, 4. 5. 
LESIONES 

1. Resultando de la declaración del lesionado, como de las 
de dos testigos presenciales que aquel se hirió levemente en 
la mano al interponerse entre el homicida y su víctima, sin 
que el prhntero lo atacara ni supiera de la herida curable en 
el plazo de cuatro días, es evidente la inculpabilidad del pro- 
cesado que debe ser sobreseído respecto al delito de lesiones: 
p. 17. 

LEY 

Interpretación y aplicación. 

1. No es preciso que las leyes especiales dispongan literal- 
mente lo contrario que las disposiciones generales del Cód. 



(I) Ver también: Corte Suprema, 1, 2, 3; Cortas, 2, 0; Intereses, 
1; .Jurisdicción y competencia, lj Medidas disciplinarias, I, 2; Recurso 
ordinario de apelación, 12. 

(i) Ver también: Recurso de aclaratoria, 1. 

(2; Ver también: Oobierno de facto, 3; Recurso extraordinario, 26. 
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Penal para excluir la aplicación de éstas. Es suficiente que la 
aplicación subsidiaria del código mencionado sea incompati- 
ble con la orgánica armonía de las disposiciones de aqué- 
llas: p. r ¡4. 

2. Cualquiera que sea la naturaleza que se atribuya a las san- 
ciones establecidas por leyes especiales —como sou las de im- 
puestos internos— esto es, si tienen en el orden represivo una 
especificidad propia o son pura y simplemente derecho penal, 
tratándose de leyes especiales, es decir, de organismos legales 
autónomos, la norma primera de interpretación es la de ate- 
nerse a sus propias disposiciones en todo cuanto se baile fun- 
damentalmente contemplado por ellas: p. 64. 

LEY ACLARATORIA. 

Ver: Pensiones militares, 5. 

LEY DE BELLOS 0). 
Generalidades. 

1. La intimación dispuesta con respecto al condenado para 
que reponga el Mellado, debe ser notificada a su defensor, cuya 
representación no cesa por haber recaído sentencia condena- 
toria ¡ p. 361. 

2. La intimación de reposición del sellado en las causas cri- 
minales dtíbe hacerse al defensor aunque haya recaído senten- 
cia condenrfloria ; lo cual no importa desconocer que la obliga- 
ción de reponer incumbe al procesado ni extenderla a su de- 
fensor: p. 361. 

Exenciones. 

3. A los efectos de hacer valer la liberación del gravamen del 
sellado que corresponde al Pisco Nacional y sus reparticiones 
autárquieaa es necesario que quien peticiona invocando la ges- 
tión de intereses de aquéllos, acredite en forma el debido apo- 
deran) iento, porque la referida franquicia es concedida en con- 
sideración a la persona del titular y sólo alcanza a las gestio- 
nen realizadas por éste: p. 205. 

4. Habiendo dictaminado el Sr. Procurador General en el sen- 
tido de que ni la parte actora, a cuyo favor se falló la causa 
con costas, ni la provincia demandada en virtud de lo dispues- 



(1) Ver tattibiéns Incidentes, l; Bceurso de queja, 4. 
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to por el ine. 1° del art, 103 del decreto 9432/44 —ley 
12.922 — deben reponer las fojas correspondientes a actua- 
ciones practicadas por el tribunal en la ejecución de la sen* 
tencia, corresponde declarar que las referidas fojas —cédulas 
y notificaciones en la oficina — no deben ser repuestas: p, 287. 
5. La sola circunstancia de hallarse autorizada la actuación 
en papel simple para ciertos trámites o ante determinadas ins- 
tancias, no implica la exención de sellado cuando se inter- 
pone el recurso extraordinario, por lo que procede intimar la 
correspondiente reposición al recurrente que está cumpliendo 
condena por defrandación aplicada por la justicia militar: 
p. 361. 

LEYES FE DERALES 

Ver: Expropiación, 10; Recurso extraordinario, 7, 8, 11. 
US YES PERALES, 

1. Las normas generales del Código Penal no deben aplicar- 
se con respecto a infracciones sancionadas por leyes especiales 
sino cuando esa aplicación, además de estar justificada por la 
ausencia de las disposiciones pertinentes en la ley especia!, 
sea congruente con el organismo jurídico de esta última: 
p. 134. 

LEYES PBOVDf OIALES. 

Ver: Constitución Nacional, 18; É*ím on, 7; Jurisdicción y 
competencia, 19 ; Recurso extraordinario, 5, 25. 

LIBERTAD CONDICIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia: 3, 22. 

LmSOOMTESTACIOH. 

Ver: Demanda, 1; Recurso extraordinario, 52; Sentencia, 2 
LOCACION DE COSAS. 

Ver: Constitución Nacional, 25; Expropiación, 1, 9, 17, 18; 
Jubilación de empleados nacionales, 1 ; Prescripción, 7. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 24, 35. 
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MANDATO. 

Ver: Costa», 1 ; Defensor, 1; Honorarios de abogado y procu- 
radores, 1; Ley de sello», 1, 3. 

MATRICULA* 

Ver: Abogado, 1. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

L Importa desconocimiento de la superior autoridad de la 
Corte Suprema el apartarse «le su jurisprudencia mencionán- 
dola sin controvertir sus fundamentos, con el agravante de 
invocar para ello "el deber de aplicar la Constitueió "\ modo 
tácito de expresar €|ue se repara así el incumplimiento de. ese 
mismo deber en que el Superior habría incurrido; por lo que 
corresponde apercibir a los vocales de la Cámara federal que 
suscriben la sentencia que el Tribunal revoca : p. 51. 
2. Si los magistrados recurrentes de la sanción que les fuera 
impuesta — la que no se funda en que se hayan apartado de 
la jurisprudencia de la Corte Suprema, sino en el modo de 
apartarse y en los términos con que la discrepancia fue expre- 
sada — se amparan en la sola mención del deber que tienen 
de aplicar ante todo la Constitución, entendiendo que ese de- 
ber se cumple mejor con el mantenimiento del propio criterio 
que con la aceptación, que impone ía condición subordinada 
del tribunal de que formaban parte a la superior autoridad 
que la propia Constitución acuerda a las sentencias de la Cor- 
te, en punto a la interpretación y aplicación de ella, debe man- 
tenerse la medida disciplinaria —apercibimiento— que les fue- 
ra aplicada: p. 251. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

* Ver: Constitución Nacional. 13. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Prescripción, 13. 
MENOR DE EDAD. 

Ver: Pena, 3. 
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MILITARES. 

Ver: Insubordinación» l¡ Jurisdicción y competencia, 7, 8, 10. 
25, 26; Pensiones militares, 1, 2, 3, 4, 5. 

BEXN13TB08, 

Ver: Aduana, 1. 

MULTAS («). 

1. No procede convertir en prisión las multas impagas apli- 
cadas por infracción a las normas sobre impuestos internos: 
p. 64. 

2. No basta la iniciación del procedimiento de apremio para 
cambiar la naturaleza penal de la multa, ni autorizar una 
prescripción distinta de la misma, solución aplicable aún me- 
diando sentencia en el apremio: p. 240. 

3. Es de carácter penal ta multa impuesta por una defrau- 
dación prevista en las leyes de impuestos internos: p. 240. 

4. Las multas determinadas por infracciones a un reprimen 
fiscal de tasas tienen mayor y más propia analogía con las 
(¡lie se imponen por infracción a las leyes de impuestos que 
con las penas de multa establecidas por el Código Penal y las 
leves especiales a que se refiere el art. 4* de este último: 
p.*393. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Banco Hipotecario Nacional, 1 ; Recurso extraordinario 4. 

N 

NACIMIENTO. 

Ver: Prueba del nacimiento, 1. 

NOTIFICACION <*). 

1. La constitución de un domicilio inexistente en tina queja 
traída a la Corte Suprema permite tener al recurrente por 

(1) Ver también: Aduana, 6; Impuestos Internos, 3; Jurisdicción 
y competencia, 6; Prescripción, 13, 14, 15; Recurso extraordinario, 11, 
12, 63, 65; Recurso ordinario de apelación, 2, 6, 7. 

(2) Ver también: Eviceión, 2; Intereses, 1; Ley de sellos, 4; Ra» 
curso de queja, 5; Recurso extraordinario, 55, 56, 57. 
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notificado de la sentencia con la cédula que el ujier manifies- 
ta no haber podido diligenciar por esa circunstancia y a noti- 
ficarlo en Ion estrados del tribunal las sucesivas resolucio- 
nes: p. 14 

2. La demolición del domicilio lepal con ■ ituído en las instan, 
cias anteriores, en una causa en que se concedió el recurso 
extraordinario, hace procedente la notificación por nota de la 
sentencia de la Corte Suprema: p. 14. 

3. La incompareiicia de las partes al término del emplaza- 
miento autoriza, en el caso de los recursos extraordinarios con- 
cedidos a tenerlas por notificadas por nota: p. 14. 

O 

OBRAS PUBLICAS 

Ver: Uccurao extraordinario, 5. 

ORDEN PUBLICO 

Ver: Impuesto a los réditos» 9. 

P 

PAGO ('). 
Pago indebido. 

Repetición de lo pagado sin cauaa. 

1, Es misión propia de la justicia determinar y hacer efecti- 
vo el cumplimiento de las obligaciones en la medida en que la 
ley las impone, lo cual comporta la correlativa facultad de 
imponer la repetición de lo que se haya exigido fuera de esc 
lín/itis es decir, sin causa o por una causa contraria a las leyes 
(art. 7!I2 del Cód. Civil): p. 187. 

2. La circunstancia de que las provincias puedan imponer a 
los escríbanos la obligación de exigir el pago del impuesto te- 
rritorial antes del otorgamiento de la escritura traslativa del 
dominio, corno medio de facilitar la percepción del tributo, no 



(i) Ver también: Aduana, 1; Constitución Nacional, 4, 6, 28; 
Costas, 4; Kxpropíaeión, 17; Falta de acción, 1; Intereses, 1; Jim* 
dicción y competencia, 20; Precios máximos, 1; Prescripción, 4, 7, 8, 9, 
10; Recurso o it ra ordinario, & 
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puede sor eficazmente invocada para impedir la repetición del 
mismo fundada en el derecho acordado por las leyes nacio- 
nales: p. 587. 

Protesta. 

Forma, 

3. Puesto que los jueces no pueden decidir en términos ge- 
nerales la conformidad o disconformidad de los actos del po- 
der publico con la Constitución, sino únicamente cuestiones 
concretas, es indispensable qué en la protesta haya mención 
precisa de los motivos por los cuales se formula oposición al 
pago del gravamen: p. 137. 

Prueba. 

4. Porque el actor ha podido proveerse en término de los 
comprobantes necesarios, debe admitirse la observación for- 
mulada á la remisión y recepción de los telegramas de pro- 
testa sobre lo» cuales la Dirección de Correos y Telecomunica- 
ciones no lia podido expedirse por haber sido destruida la do- 
cumentación respectiva al vencimiento del término de su ar- 
chivo: p. 364. 

Alcance* 

5. No hallándose comprendida en la protesta la impugnación 
de un impuesto por desigual, corresponde rechazar la de- 
manda de repetición fundada en esa cuestión : p. 364. 

PAPEL, 

Ver: Recurso extraordinario, 23. 
PAPEL SELLADO. 

Ver: Incidentes, !; Ley de sellos, 1, 2, 3, 4, 5; Recurso t!e 
queja, 4. 

PARENTESCO. 

Ver: Prueba, 1. 

PARTIDA DE NACIMIENTO. 

Ver: Prueba del nacimiento, 2. 
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PATRONATO NACIONAL. 

1. Con la salvedad de los derechos del patronato nacional 
corresponde que la Corte Suprema preste acuerdo para que el 
P. E. conceda el pase a la nota por la cual el Nuneio Apostó- 
lico comunica que Su Santidad ha designado titular del Arzo- 
bispado de La Plata ai Obispo oportunamente presentado por 
el (¡ohierno Nacional para ese carpo, sin perjuicio de la indis- 
pensable presentación de la bula respectiva: p. 216. 

PELIGROSIDAD. 

Ver: Pena, 3; Tentativa, 2. 

PENA ('). 

1» En tanto no se haya cumplido la pena principal impuesta, 
es prematuro todo pronunciamiento tendiente a la suspensión 
de la accesoria de reclusión prevista en el art, 52 del Cód. 
Penal y decretO-ley 20.H42. del .? ele ajiosto de lf»44: p. 2tKK 

2. Corresponde ordenar la inmediata libertad del procesado 
cuya pena se halla cumplida con el tiempo que lleva de prisión 
preventiva: p. 254. 

3. Las rejrlas de reducción dé penas que establece el art. 3í, 
inc. b) del Cód. Penal para los menores delincuentes son de 
carácter facultativo para los jueces y quedan librados tanto 
a las formas calificadas de los actos criminosos como a la ma- 
yor o menor peligrosidad de los delincuentes: p, 579. 

PENSIONES MILITARES. 
Pensiones a loa militares. 
Inutilización para 1a carrera militar. 

Etfreito, 

1. El fundamento de la distinción establecida por los arta. 16, 
17 y 18 del tlt. III de lf| ley 4707 no debe referirse a la causa 
determinante de la incapacidad sino a las circunstancias en 
que se produjo el hecho que originó la inutilización; de modo 
que el beneficio previsto eti el art. 18 sólo procede cuando la 
inutilización se haya producido en circunstancias que podrían 



(l) Ver también: Aduana, 4, 7; Concurso de delitos, 1; Constitu- 
ción Nacional, 20} Gobierno de facto, 1; Homicidio, 1, 2; Jurisdicción y 
rom potencia, :í, 22; Ley, 3; Multas, 1, 2, 3; Prescripción, 13, 14; Recurso 
de aclaratoria, 1; Recurso extraordinario, 65; Tentativa, 1, 2. 
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haber autorizado un ascenso extraordinario por mediar un 
acto de arrojo y valor, tanto en la guerra como en la paz: 
p. 331. 

Pensiones a deudos de militares. 

3, A falta de prueba de que el fallecimiento del causante ha- 
ya ocurrido en acto del servicio, su viuda e hijos menores sólo 
tenían derecho a una pensión militar equivalente a la mitad 
de la que hubiera correspondido al causante si hubiera pasado 
a retiro el día de su muerte: p. 331. 

3. El beneficio previsto en el art. 12, inc. 3% del tít. IV de la 
ley 4707 a favor de los deudos de oficiales e individuos de 
tropa, debe ser determinado con arreglo a lo dispuesto en los 
arts. 16 y 17 del tít. III, con exclusión del art. 18 del mismo: 
p. 331. 

Guerreros de la Independencia* 

4. La circunstancia de que el causante haya intervenido en 
la batalla de Maiptt como subteniente del Batallón de Infan- 
tes de la Patria, no basta para considerarlo como guerrero de 
la Independencia a los efectos de las leyes 11.412, 12.613 y 
12.913, pues dicho cuerpo no fué organizado en lo que hoy 
forma el territorio argentino sino en suelo chileno. Por ello 
no procede acordar a sus descendientes la pensión prevista por 
dichas leyes: p. 320. 

5. El decreto-ley 22.174/44, ratificado por la ley 12.913, es 
aclaratorio del art. I* de la ley 12.613 y se aplica a los casos 
no juzgados: p. 329. 

PERITOS. 

Ver: Honorarios, 2. 

PESCA. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 19. 

PODES DI POLICIA. 

Ver : Recurso extraordinario, 4. 

PODES EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional, 11, 17, 20; Patronato Nacional, 1; 
Precios máximos, 1; Recurso extraordinario, 9, 12, 14, 25, 37. 
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PRECIOS MAXIMOS ('). 

L La fijación dél pret-io máximo fie venta fíe los combusti- 
bles que importan los decretos 96.702/41 y 121.742/42 es un 
ácto típicamente privativo ilel P. E. insuseeptible de revisión 
judicial. Los particulares compradores no pueden impugnar 
válidamente dichos precios por la vía de un juicio de repeti- 
ción de la parte de ellos que consideren cobrada con exceso 
al amparo de una autorización del P. K. para llevarlos hasta 
un límite máximo que no estaba justificado por el costo: p. 137. 
2. Atento lo dispuesto por el art. 4? de la ley 13.402, corres- 
ponde a la justicia federal conocer en apelaciones con res- 
pecto a las resoluciones condenatorias por infracciones a 
las leyes 12.830 y 12.083 comtetidas en las provincias aun- 
que sean de fecha anterior a la de la ley 13.492: p. 354. 

PREMEDITACION. 

Ver: Homicidio, 2. 

PRESCRIPCION ( 2 ). 
Principios generales. 

1. La defensa de prescripción debe ser considerada y re- 
suelta en primer término al dictar sentencia: p, 269. 

Tiempo de la prescripción. 

Materia civil. 

Prescripción decenal. 

2. Prescribe a los diez años la acción tendiente a recobrar 
el importe de que el demandado — ex Jefe de una Oficina 
de Correos — que se halla prófugo, dispuso sin pertene- 
ceré. La acción tiene por objeto una deuda exigible y el 
plazo de su prescripción es el del art. 4023 del Código Ci- 
vil y no el del art. 4037 del mismo Código: p. 174. 

3. A los efietu* de la prescripción establecida en el art. 
4023 del Cód. Civil, conceptúase ausente a quien está radi- 



(1) Ver también: Constitución Nacional, 17, 20; Recurso extraor 
dinario, 9, 20, 2~> t 36, 37; Recurso ordinario de apelación, 3; Tribunales 
administrativos, 1. 

(2) Wr también: Demanda, 2; Jurisdicción j competencia, 20; 
Muí t;i*. 2; Recurso de aclaratoria, í| Recurso eitraordinario, 8, 22; Re* 
curso ordinario de apt'Heión, 2 t 6, 7. 



PRESCRIPCION 



679 



eado fuera de los límites jurisdiccionales de las grandes 
circunscripciones políticas de la organización constitucional 
en que la persona o cosa demandada so encuentran, siendo 
indiferente la distancia intermediaria: p. 269. 

4. La prescripción de la acción de repetición de lo pagado 
en concepto de un impuesto impugnado como violatorio de 
la Constitución Nacional está regida por el art. 4023 del 
Cód. Civil: p. 269. 

5, Del texto mismo del art. 4023 del Cód, Civil, de la 
nota del Codificador y de sus fuentes, se sigue que el plazo 
de 20 años es una excepción establecida en beneficio del 
acreedor ausente. Por consiguiente, el acreedor a quien le 
es opuesta la prescripción del artículo mencionado y alega 
la condición de ausente es un excepeionante y, convo tal 
está obligado a probar el hecho con el cual se excepeiona, 
esto es, su condición tie ausente: p. 269. 

Leyes especiales* 

Impuesto a ¡o* rédito*. 

6* A los efectos de la prescripción prevista en el art. 24 
de la ley 11.683 (t, o.) debe entenderse que existe "error de 
concepto" allí donde la propia declaración del contribuyen- 
te, por pura y propia deliberación del mismo, no influida 
siquiera por los procedimientos o modos de ver que tenga 
en el momento implantado» la repartición recaudadora, y 
menos por reglamentos formales de recaudación, introdujo 
el error de tener por gravado lo que realmente no lo está, 
p. 88. 

7. Prescribe a los diez años la acción de repetición del 
contribuyente que si bien pagó el impuesto a los réditos, 
como sujeto ostensible sobre quien recaiga la carga sin dis- 
criminar de las suyas las rentas correspondientes a sus 
hijos como herederos de la madre fallecida antes de la crea- 
ción del gravamten, formuló en sus declaraciones juradas, 
la reserva de que más adelante separaría dichos réditos. 
Igual prescripción rige para los arrendamientos que el actor 
pagó por campos de propiedad de sus hijos mayores, qu<* 
debieron serle acreditados en la liquidación del impuesto: 
p. 88. 

8. Prescribe a los diez años la acción de repetición del con- 
tribuyente que omitió las amortizaciones por despaste a 
que tenía derecho conforme el art. 20. íne. c) de la ley 11.682 
y 49 del decreto reglamentario del 1* de junio de 1933 y 
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pajró el monto del impuesto sin la deducción correspon- 
diente: p. 88. 

9. Prescribe a los diez años la acción del contribuyente ten- 
diente a obtener la devolución del impuesto a los réditos 
cobrado sobre la renta o dividendos producidos por bonos 
del Banco de la Provincia de Bs. Aires, en una época en 
que el Fisco no aceptaba la exclusión de dicho gravamen: 

10. Prescribe a los diez años la acción del contribuyente 
que, ateniéndose al criterio administrativo existente en el 
momento del pago del ^ravamíen, rectificado después por la 
jurisprudencia de la Corte, se abstuvo de deducir en su de- 
claración, anterior a la ley 12.151, el impuesto sucesorio 
para determinar el rédito neto imponible: p. 88. 

11. Resultando de autos que el contribuyente no papó el 
impuesto a Iiik ventas por imposición de las autoridades en- 
car¿radus de su percepción sino voluntariamente, como aquél 
lo reconoce en su (lemán da, corresponde aplicar la pres- 
cripción de do» años que establece el art 24 de la ley 
11,688 (t o.): P* 505. 

Prescripción en materia penal. 

Generalidad*». 

12. La presc ripción de la acción penal corre y se opera con 
relación a cada delito .independiente auuque exista concur- 
so de ellos: p. 324. 

Interrupción. 

13. El concepto de los actos de procedimientos interrup- 
tivoa de la prescripción previstos en el art. 3* de la ley 
11.585 comprende los encaminados a adelantar los trámites 
conducentes y necesarios para el cumplimiento de la pena. 
Tratándose de una ro!ulta t alcanza a los embarpos y demás 
medidas precautorias — inhibiciones y su reinscripción — y 
a los trámites de la ejecución del fallo de la causa entre 
ellos la sentencia de venta: p. 315. 

Tiempo. 

Leyes ¡mptmtiva*. 

14. La prescripción de cinco íifios prevista en el art, 1» de 
la ley 11.585 — 36 del t. o.— para "las multas por infrac- 
ción de las leyes de impuestos" corresponde tanto a la ac- 
ción como a la pena: p. 240. 
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15. Tuesto que la ley 11.585 establece un réginjen especial 
de prescripción para las infracciones a las leyes" de impues- 
tos en general, la prescripción de las acciones dirigidas i 
hacer efectivas las multas por infracciones a un régimen 
de tasas que no tiene prescripción propia, como las de la 
ley 11.245 debe juzgarse con sujeción al régimen especial 
aludido: p. 393. 

PRESUNCIONES. 

Ver: Costas, 3; Impuestos internos, 7; Prueba, 2. 
PRISION. 

Ver: Aduana, 4; Homicidio, lj Multas, 1; Recurso extraor- 
dinario, 63, 65. 

PRISION PREVENTIVA. 

Ver: Pena. 2; Recurso extraordinario, 44, 

PRIVILEGIOS ('). 

1. El acreedor hipotecario tiene derecho a ser satisfecho 
sobre el valor del inmueble afectado, con preferencia . res- 
pecto del crédito fiscal por impuestos sobre dicho bien sur- 
gido con posterioridad a la constitución de la hipoteca: 
p. 587. 

PROCURADOR. 

Ver: Honorarios de abogados y procuradores, 1; Recurso 
extraordinario, 15. 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

Ver: Integración de tribunales federales, 1; Ley de sellos, 
4; Recurso extraordinario, 61; Recurso ordinario de apela- 
ción, 11; Recusación, 1. 

PROTESTA. 

Ver: Constitución Nacional, 1, 4, 6; Costas, 6; Palta de ac- 
ción, 1; Pago, 3, 4, 5. 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 19. 
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PROTOCOLIZACION. 

Ver: Constitución Nacional, í. 

PROVINCIAS. 



juzgada, 1; Costas. 2; Evu-ck.ii, 7; .jurisdicción y conn»r- 
teneiu, 9, 15. 17, 18. 19. 27; Ley «le sellos, 4; Papo. 2; Pre- 
cios máximos, 2; Prescripción, 3; Recurso extraordinario, 
3. 4, 29, 30, 32, 41. 

PRUEBA (>). 

Prueba en materia penal. 

1. Es evidente la inhabilidad legal del único testigo pre- 
sencial del homicidio, «pie no sólo es sobrino de la victima 
—parentesco que deliberadamente ocultó en el sumario- 
sino que también fué «no de los agresores del procesado. 
Por lo demás, sus contradicciones tendientes a mejorar su 
situación comprometida, le restan valor hasta como simple 
testigo de información : p. 254. t 

2 Corresponde tener como indivisible la confesión calm- 
eada del homicida, si las pr-sunciones admitidas para com- 
pletar la prueba legal susceptible de dividir aquella, carecen 
de suficiente eficacia probatoria, por cuanto no son inequí- 
vocas ni resultan concordantes entre sí, por lo que se trata 
de meras conjeturas que no se fundan en hechos probados 
según lo exige el inc. 7', del art. 3*8 del Cód. de Proe. 
Criminal v. por lo mismo, "narecen desprovistas de adecuado 
valor legál, aun dentro del cuadro procesal de la prueba 
indirecta: p. 254. 

PRUEBA DEL NACIMIENTO. 

1. Con arreglo a los arts. 1» y 2» del decreto reglamentario 
de la lev 346, la justificación del nacimieuto en país extran- 
jero debe realizarse mediante la presentación de la respee- 

(i) Ver también: Accidentes del trabajo, 2; Aduana, 4 ¡ Ciudada- 
nía v uaturaliaKión, U Conrtitueión Naeiona), JA 2«; Cortan 3 £ 1.IU 
de acción, 1; Homicidio, 1 ; Honorario*, 2; Irnpuerfoa a tarfítojM 
8, 9: Imp'ucrto» interno., 2, 7; Lemonea, 1; Pago. 4; p '*™™ 
S: PrccHpeión, 5; Prueba del nacimiento, 1; Becurao extraordinario, 6, 

- 1, 4f8# 
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tiva partida legalizada, o, en el caso de no ser posible obte- 
nerla, mediante prueba supletoria permitida por las leyes 
del país de origen : p. 258. 

2. El informe del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto de la Nación según el cual es imposible obtener la 
partida de nacimiento en determinado país extranjero por 
negarse las respectivas autoridades a dar curso a pedidos 
de esa índole, es prueba suficiente de dicha imposibilidad 
y hace admisible la producción de la prueba supletoria del 
nacimiento ante los tribunales argentinos, a efecto de la 
obtención de la carta de ciudadanía: p. 581. 

PRUEBA SUPLETORIA. 

Ver: Prueba del nacimiento, 2. 

PUERTO. 

Ver: Aduana, 3. 



Q 

QUERELLA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14, 

R 

RECLUSION. 

Ver: Pena, 1. 

RECURSO DE ACLARATORIA ('). 

1. Hallándose prescripto en la fecha en que se dictó la 
sentencia de la Corte Suprema, el delito de lesiones leves 
imputado al procesado por él y por homicidio, y habiendo- 
se, por lo tanto, incurrido en error material en aquélla ai 
condenarle por ambos delitos, corresponde declararlo asi 
con motivo de la aclaratoria pedida por la defensa y re- 
ducir la pena aplicada: p. 324. 



(i) Ver también: Recurso de reposición, 1. 
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BEOUUO DI KUUDAD O- 

í, Es improcedente el recurso de nulidad cuando la repa- 
ración que con él se procura puede obtenerse mediante el 
de apelación interpuesto por el mismo recurrente: p. 598. 

RECURSO DE QUEJA (*) 

1* El recurso de queja no es susceptible de ser deducido 
telegráficamente: p* 186. 

2. Debe desestimarse el recurso de queja si la presentación 
del mismo es extemporánea, aun ampliando el término del 
art 231 de la ley 50 por razón de la distancia: p. 186. 

3. El art. 230 de la ley 50 no prevé la intervención del ape- 
lado en el procedimiento de la queja, en tanto el recurso 
no se declare procedente. No hay en ello agravio al art 13 
de la Const. Nacional que no produce ni aun la decisión 
sobre el fondo del juicio, en tanto no sea revocatoria de la 
sentencia apelada: p. 206. 

4. El informe que en el recurso de hecho requiere la Corte 
Suprema del tribunal de la causa debe evacuarse en papel 
simple» no obstante las disposiciones que al respecto conten- 
ga la ley de sellos local, y sin perjuicio de oportuna reposi- 
ción por quien corresponda, conclusión extensiva al supuesto 
en que el tribunal requerido opte por la remisión de los 
autos a titulo de informe: p. 442. 

6. Corresponde notificar en los estrados de la Corte Supre- 
ma al recurrente que ha omitido constituir domicilio legal 
no obstante las dos intimaciones que a ese efecto se le han 
hecho en la queja: p. 443. 

6, Es improcedente el recurso de queja interpuesto fuera 
de término ante la Corte Suprema el 29 de octubre de 1948 
por la parte que fué notificada en San Juan él 17 de sep- 
tiembre de la denegación del recurso ordinario de apelación : 
p. 547. 

BEOUBSO DE REPOSICION. 

1. Las resoluciones de la Corte Suprema no son suscepti- 
bles de recurso de reposición, aun intentado por vía de acla- 
ratoria; la que en el caso tampoco podría admitirse por ser 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 16. 

(3) Ver también; Recorto extraordinario, 57, 61. 
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ajustado lo resuelto a la jurisprudencia del Tribunal y a las 
circunstancias mencionadas por el recurrente: p. 443. 

* 

RECURSO DE REVOCATORIA, 

1. Las sentencias de la Corte Suprema son insusceptibles 
de recurso de reconsideración: p, 281. 

RECURSO EXTRAORDINARIO <*). 
Requisita comunes. 

Tribunal de justicia. 

L La decisión por la cual un delegado regional de la Se- 
cretaría de Trabajo y Previsión establece un régimen gene- 
ral de salarios anteriormente inexistente, no tiene carácter 
judicial sino normativo, por ¡o que no procede contra ella 
el recurso extraordinario, aunque se haya atribuido retro- 
actividad a dicha resolución: p. 479. 

Cuestión Jnstidabla. 

3. No procede el recurso extraordinario fundado en la ale- 
gada violación del principio de la separación de los poderes 
por las resoluciones de los tribunales locales: p. 105. 

3, No corresponde a la Corte Suprema rever, por vía de la 
invocación de la garantía de la igualdad, la organización 
de los tribunales locales reservada a las provincias por el 
art. 104 y siguientes de la Constitución Nacional: p. 105. 

4. Siendo la cuestión central del litigio la referente a la 
validez de los decretos núins. 247 y 3021 — de la Provincia 
y Municipalidad de Sstnta Pe — atacados por la actora co- 
mo violatorios de la garantía de la propiedad consagrada 
por el art. 17 de la Constitución y defendido» por la deman- 
dada por tratarse de "expresiones concretas del Poder de 
Policía" la circunstancia dp fflue la sentencia recorrida 
invalide actos realizados por una municipalidad local y pue- 
da por esa vía desconocer atribuciones propias del inunici- 
pio en el orden provincial, no basta para hacer viable el 
recurso extraordinario sobre la base de ta invocación del 
art. 5* de la Const. Nacional. Rilo es así porque las cuestio- 
ne» referentes a la división de los poderes y al incorrecto 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 4; Juriidieeión J compe- 
tencia, 20; Ley de «ello*, 5; Notificación, 2, 3; Recorto ordinario de 
apelación, 5. 
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ejercicio de las funciones propii s de los tribunales en el 
orden local — aun de haber realmente existido — no autori- 
zan la concesión del recurso extraordinario ni ineunjfce a la 
Corte Suprema decidir sobre la transgresión de las dispo- 
siciones que gobiernan la administración de Ja justicia pro- 
vincial; p. 206. 

GraTtmeo. 

5. Quien invocó la ley 3388 de la Prov, de Bs. Aires como 
fundamento de su demanda sobre devolución de la contri- 
bución de afirmados, no puede objetar después su constitu- 
cional idad en cuanto autoriza el cobro de cierta cantidad 
en los casos en que la obra públVa no lia valorizado el in- 
mueble. El recurso extraordinario interpuesto en esas con- 
diciones es improcedente: p. 159. 

6. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la violación de la defensa sobre la base de no haberse dado 
audiencia al recurrente en las actuaciones administrativas 
ni de habérsele permitido producir prueba de descargo en 
el procedimiento judicial subsiguiente por haberse tramita- 
do el recurso en relación, si aquel no intentó allegar prueba 
ni ha indicado en que consistían ni en que medida era sus- 
ceptible de excusar o atenuar su responsabilidad por los 
hechos que se estimaron reconocidos por su declaración: 
p. 456. 

Requintos propios. 

Cuestión federal, 

Cuestione* fedérate* ¿impte*. 
Interpretación de bu leyes federal* 

7. Procede el recurso extraordinario coi». ra ta sentencia 
que desconoce el derecho fundado por el recurrente en el 
art, 32 de la ley federal 10.676: p. 41. 

8. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
interpreta en sentido opuesto al sustentado por el recurren- 
te la ley 11.585: p. 64. 

9. Procede el recurso extraordinario fundado en que la fa- 
cultad conferida por el art. 4* de la ley 12.ÍW3 a los goberna- 
dores de provincias para ejercer las alribmloiip, conferidas 
al Poder Ejecutivo Xaciona!, previa autorización de este, es 
violatorio dé los arta, 05, 104 y 105 de la Const. N'aéional por 
importar el ejercicio de facultades judiciales por el poder 
administrador: p. 259. 
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10. No discutiéndose las particularidades de hecho en los 
procedimientos realizados en el juicio y tratándose de deci- 
dir si el alcance del art. 3» de la ley 11.58o comprende o exclu- 
ye dichos actos, procede el recurso extraordinario fondado 
en la interpretación de dicha norma: p. 31o. 

11. Habiéndose puesto en cuestión la interpretación de las 
leves federales núms. 11.245 y 11.585, procede el recurso ex- 
traordinario interpuesto contra la sentencia que por aplica- 
ción del Cód. Penal declara prescripta la acción tendiente 
a hacer efectiva una multa impuesta en virtud de lo estable- 
cido por el art. 4* de la ley 11.245: p. 393. 

Leyes federales de carácter procesal. 

12. La sentencia del juez administrativo de la Capital Fe- 
deral por la cual, sobre la base de la procedencia de la ape- 
lación establecida al solo efecto devolutivo por el art. 3* de 
la ley 12.983 requiere el previo papo o deposito de la multa, 
se declara bien denepado el recurso interpuesto contra el de- 
creto del P. E. que impone a una misma firma tres inultas de 
* 100 000 in/n., no es susceptible de recurso extraordinario 
fundado en la interpretación de aquella norma procesal y en 
UvXeióo de los arts. 18 y 19 de la Const. Nacional que se- 
ciín el recurrente importaría la decisión apelada, no impug- 
nada inequívocamente por 01 como arbitraria: p. 91 £. 

Ditersfeucton ae otn* nemas T setos fsastslss. 

13. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho fundado por el procurador fiscal recu- 
rrente en el decreto 6176/44: p. 51. 

Cuestione* fedérale» compleja». 
ineonstltsciontlMsd ds norma» 1 setos a s d oss l ss. 

14 Habiéndose &» stionado en autos la constitucionalidad 
de un decreto del P. E., cuya validez admite la sentencia 
apelada, procede el recurso extraordinario interpuesto por 
la demandada que, además, funda su derecho en preceptos 
de la Const. Nacional : p. 578. 
Cuestiones no fedéralas. 

¡nltrpreiarióA de norma* loeale* de procedimiento*. 

15. La invocación de las disposiciones del decreto 30.439 
(ley 12.997) aplicado por los tribunales ordinarios de la Ca- 
pital no basta para sustentar el recurso extraordinario: p. 48-. 

16. Las cuestiones referentes a la imposición y monto de las 
costas son ajenas al recurso extraordinario: p. 482. 
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17. Efe inaplicable lo referente a las sentencias arbitrarias, 
en el caso en que los trabajos que motivan la regulación de 
que se apela se han cumplido con motivo de trámites posterio- 
res a la sentencia de remate dictada en el procedimiento de 
la ejecución del fallo —que contempla el art. 23 del decreto 
90.439 — con las características en cuanto a las circunstancias 
de hecho que excluyen aquella calificación: p. 482. 

SxeluJtiáñ de la* c%c9ti*me* de hecho. 

18. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia que tiene fundamentos de hecho y de 
derecho común suficientes para sustentarla : p. 186. 

19. Las sentencias fundadas en razones de hecho y de dere- 
cho local son irrevisibles por la vía del recurso extraordina- 
rio: p. 346, 

■spropUcUB. 

90. La cuestión relativa a la naturaleza del formo! — si es 
materia prima o "producto" en el sentido que esta expresión 
tiene en la ley 12,591 — es cuestión de hecho y prueba, por lo 
que la conclusión de la sentencia apelada según la cual es 
materia prima, no puede revisarse en el recurso extraordina- 
rio: p. 219. 

91. El cálculo del costo del formol expropiado es cuestión 
de hecho y prueba. 

Puesto que la ley no contiene sobre el particular ninguna 
determinación, la inclusión o exclusión de determinadas par- 
tidas en dicho cálculo no comporta interpretación de la ley 
sino fijación de lo que la Cámara entendió que era, en el 
caso, el costo real de lo expropiado, de acuerdo con la prue- 
ba producida y con lo que significa gramatical y comercial- 
mente "costo": p, 219. 

ta»«MtM f um 

22. Las cuestiones de hecho y derecho común, como lo son 
las relacionadas con la efectiva prestación de un servicio pú- 
blico» y con la prescripción, son ajenas al recurso extraordi- 
nario : p. 41. 

23. Si bien la aplicación del art. 6 9 de la ley 11.281, (t. o.) 
— 48 de la 12.578 — requiere la detertnü nación de lo que en 
dicho texto significa la expresión "carácter comercial" la 
pertinente decisión judicial se funda, en definitiva, en el 
examen de la publicación de que se trata en cada caso para 
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comprobar si tiene o no dicho carácter, y como de tal modo 
en el recurso contra ella interpuesto el pronunciamiento debe 
recaer ineludiblemente sobre este último punto, que es lo que 
constituye el objeto propio de la Sentencia recurrida, no cabe 
recurso extraordinario a su respecto, por tratarse de cuestión 
de hecho y prueba : p. 215, 

fttlaclte dlrtcta. 

Norma* extraña» al Juicio. 

Si. Es inadmisible la impugnación fundada en que el art. 2* 
del decreto 7032/45 priva de resarcimiento a quienes sean 
separados de sus empleos en las circunstancias que prevé, 
contra la sentencia que prescinde de dicha norma por no 
fundarse el reclamo de indemnización en que se haya excluí- 
do injustificadamente al actor de las funciones directivas de 
Ta sociedad sino del carpo de subgercnte para el cual habían 
sido contratados sus servicios : p, 200. 

Arto. 10 UNili CoutltmcttD. 

25. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que la sentencia recurrida es violatoria del art. 18 de la Const. 
Nacional, que carece de relación directa e inmediata con la 
cuestión debatida en el pleito consistente en saber si t con 
arreglo a la ley 5135, el P. E. de la Prov. de Bs. Aires pudo 
atribuir válidamente al Director de Abastecimiento, por el 
decreto 29.723, la facultad de aplicar las sanciones corres- 
pondientes a las infracciones a la ley de represión del agio? 
cuestión resuelta afirmativamente por el tribunal de la causa 
en forma irrevisible por medio del recurso extraordinario: 
p. 11. 

28. No procede el recurso extraordinario fundado en el ar- 
tículo 18 de la Const. Nacional contra 1a sentencia dictada 
sobre la base del alcance atribuido a los tcrminos "interrum- 
pir" o "entorpecer" la comunicación telefónica del art. 197 
del Cód, Penal y por apreciación de los hechos de la causa, 
aun cuando se alegue que la garantía invocada prescribe la 
interpretación analógica y extensiva en materia penal: p. 180. 
27. La resolución por la cual se ho en extensivos los efec- 
tos del fallo que decidió la causa, quien no fué parte en 
ella, por razón de su vinculación con el demandado y de 
acuerdo a lo dispuesto por la ley común vigente, no es sus- 
ceptible de recurso extraordinario, fundado en el art. 18 de 
la Constitución Nacional, máxime cuando el recurrente ha 
sido oído para la solución del punto: p. 312. 
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28. No procede el recurso extraordinario en juicio de des- 
alojo» fundado en que el art. 612 del Cód. de Proceda. Civiles 
de la Prov. de Bs, Aires es violatorio de la igualdad y de 
la defensa en juicio, en cuanto niejra al demandado el re- 
curso de apelación que, sin embarco, concede al actor: 
p. 346. 

29. Es contradictoria la invocación de los arts. 104 y 105 
de la Conit Nacional, que consagran el ámbito de autonomía 
ilo las provincias para dar intervención a la Corte Suprema 
en lo que se presenta como un conflicto entre autoridades 
ile una provincia: p, 206, 

Sentencia* con fundamentos no fedérale*, » federales consentidos. 

30. Es improcedente el recurso extraordinario contra la 
sentencia que decide cuestiones de hedió y de derecho local, 
como lo es particularmente la referente a la interpretación 
v alcance de la ley de 2756 de la Prov. de Santa Pe y que 
m bien trata de la garantía de la inviolabilidad de la pro- 
piedad y de las limitaciones susceptibles de imponerse al do 
minio v del medio para establecerlas, el recurso extraordi- 
nario no se ha fundado en los arts. 14, 17 y 28 de la Coust. 
Nacional que írobieruan el caso: p. 206. 

Filad * m en t oí de orden local y procesal. 

31. La sentencia de la Cámara respectiva que, no obstante 
haber expresado el Fiscal de Cámara que no mantiene la ape- 
lación interpuesta por el fiscal de primera instancia, revoca 
el fallo absolutorio del juez del « rimen, se funda, en lo refe- 
rente a la jurisdicción del tribunal de alzada, en razones de 
orden procesal suficiente para sustentarla y no puede ser 
calificada de arbitraria, habida cuenta «le la jurisprudencia 
concordante de la Corte Suprema, compartida por otros tri- 
bunales: p. 282. 

32. Xo procede el recurso extraordinario fundado en los 
arts. 14 v 17 de la Constitución Nacional y en el carácter 
inalterable de las tarifas contractuales, contra la sentencia 
de un tribunal provincial no tachada de arbitraria que, ba- 
sada en fundamentos uo federales suficientes para susten- 
tarla como los referentes al alcance de las cláusulas de la 
concesión local y a los principios de derecho administrativo 
que la gobiernan, decide que las tarifas invocadas por la 
actora tienen el carácter de máximas, no constituyen un pre- 
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ció iiiiieo e inmutable para regir durante todo el tiempo de 
la concesión, no son de índole contractual sino reglamentaria 
y han podido ser válidamente reducidas por la ordenanza 
impugnada; sin perjuicio del derecho del concesionario para 
reclamar la indemnización correspondiente en el caso de que 
los nuevos precios alterasen la ecuación económico financiera 
de la concesión: p. 316. 

33. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la violación del art. 18 de la Constitución Nacional por no 
mediar orden de detención contra la persona a favor de 
quien se dedujo el habrás corpm o por provenir de juez in- 
competente, contra la sentencia que declara existir dicha or- 
den y rechaza el ¡tabeas corpas basándose en lu interpreta- 
ción de las normas del Código de Procedimiento en lo Cri- 
minal: p. 435. 

34» No procede el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que interpretando la ley 11.287 llejm a la conclusión de 
que corresponde efectuar una reliquidación del impuesto a 
la herencia reduciéndola a un porciento menor que el apli- 
cado por el Consejo y declarado eonf iseatorio : p, 493. 

Fundamentos á» hecho. 

35. Carece de objeto dilucidar la cuestión referente a saber 
si el decreto 11,599/46, es o no aplicable a las separacio- 
nes producidas con anterioridad, si la sentencia apelada no 
sólo se funda en la ¡naplicabilidad del decreto sino en que 
no hay prueba de que el actor estuviera comprometido en 
actividades contrarias a la paz o la seguridad de las nacio- 
nes americanas; a lo cual agregase (pie tampoco se hizo men- 
ción de ello al disponer su cesantía en el carpo de subiré- 
rente que continuó desempeñando durante varios meses des* 
puís de la intervención de la sociedad: p. 200, 

36. Si bien es cuestión federal la que se refiere al sentido 
y alcance de lo dispuesto en el art. 16 de la ley 12.591, 
como al recurrente no le agravia que por aplicación de dicho 
articulo la sentencia limite el resarcimiento al costo más el 
10 <í , sino que ello se ha<ya negún un calculo del costo que 
no se ajusta a la realidad, el pronunciamiento sobre la cues- 
tión federal mencionada tendría en este caso carácter exclu- 
sivamente teórico puesto que, cualquiera fuese la decisión, no 
influiría en la fijación del precio para el cual el juez y la 
Cámara no se han atenido al art. 16, sino en cuanto a la 
indemnización del 10 % : p. 219. 

37. Si bien la alegación de haberse violado la i ¡maldad cons. 
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tituye en principio cuestión federal, la que se formula en el 
caso no es materia propia del recurso extraordinario, toda 
vea que se quiere demostrar la injusticia de la indemniza- 
ción fijada confrontándola con lo que el propio Gobierno 
expropiante consintió en ese mismo tiempo como precio del 
formo). Sosteniendo los demandados que debe papárseles en 
este juicio de expropiación lo que hubieran podido obtener 
en plaza por lo expropiado vendiéndolo a los precios que 
habría autorizado el 1\ E. en ese entonces, In consideración 
del punto conduciría en definitiva o a la revisión del precio 
fijado en la sentencia recurrida —lo que es impropio del re- 
curso extraordinario — o a una apreciación de la actitud del 
1\ E. en la emergencia con respecto al formo! no expropiado, 
lo que no es atribución judicial: p. 219. 

Itaiohictóa contralla. 

38. Por falta de resolución contraria no es susceptible de 
recurso extraordinario el pronunciamiento que mantiene otro 
por el cual un Tribunal Superior de Justicia provincial de- 
claró su incompetencia para entender en la causa, razón por 
la cual no sólo falta aquella resolución contraria sino que 
tampoco pudo haberla, pues la incompetencia aludida impe- 
día al tribunal entrar al fondo del asunto: p. 280. 

39. Es improcedente, por falta de la resolución contraria 
que requiere el art. 14 de la ley 48, el recurso extraordina- 
rio interpuesto contra la sentencia que declara confiscatorio 
v por ello inconstitucional el impuesto a la herencia del 50 % 
establecido por el art. ÍÍO de la ley 11,287 pera el caso de 
un extraño domiciliado en el extranjero: p. 493. 

Mátesete definitiva. 

Concepto y generalidades. 

40* lm resoluciones que regulan honorarios constituyen sen- 
tencias definitivas en lo referente al monto de !a suma que 
establecen, y son susceptibles de recurso extraordinario en 
cuanto el agravio constitucional en que la apelación se fun- 
da, proviene de la cuantía de aquella: p. 284. 

Resoluciones anteriores a ta sentencia definitiva. 

41. Desestimado por la Corte Suprema el recurso extraordi- 
nario interpuesto en el aprejnio por cobro de impuestos pro- 
vinciales contra la sentencia que consideró inadmisible la de- 
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fo sifia de inconstitucional idad en esa clase de juicios, la poste- 
rior alegación de tratarse de un easo excepcional de agravio 
irreparable, formulada sin que las circunstancias de la causa 
hubieran variado para fundar el recurso extraordinario con* 
tra la sentencia que ordenó proseguir la ejecución, es extem- 
poránea y no autoriza el recurso. La alegación de la existen- 
cia de otras ejecuciones referentes a otros gravámenes no mo- 
difica los términos de la cuestión: p. 432. 

42. Si de los autos principales resulta que no ha recaído re- 
solución alguna refereute a la procedencia del fuero federal 
invocado por los recurrentes y lo decidido en la sentencia 
apelada versa solamente sobre las facultades del Presidente del 
tribunal de la causa para disponer la devolución del expedien- 
te administrativo y la inoportunidad e improcedencia del pe- 
dido de suspensión del acto administrativo, cabe concluir que, 
en cuanto a la denegación del fuero, no existe sentencia defi- 
nitiva susceptible de recurso extraordinario, como quiera que 
la cuestión en que se lo funda es susceptible de pronuncia- 
miento ulterior que no es dado anticipar al efecto: p. 346. 

VftTtM. 

43. lia garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza la concesión del recurso extraordinario en cada 
oportunidad que en el curso del proceso se alegase la restric- 
ción de la audiencia del procesado : p. 104. 

44. No procede el recurso extraordinario contra el auto de 
prisión preventiva, pues no pone fin al pleito ni impide su 
prosecución ni causa agravio irreparable al procesado en 
cuanto la calificación del hecho imputado reviste carácter 
provisional: p. 104. 

Resoluciones posteriores; a la sentencia definitiva* 

45. Las resoluciones por las cuales el tribunal superior de la 
causa hace efectivo su propio fallo con el alcance que a su 
criterio tiene, no son susceptibles de recurso extraordinario, 
pues tales decisiones, aparte de carecer de carácter de sen- 
tencia definitiva a los fines del art. 14 de la ley 48, tienen 
fundamentos en la autoridad de la cosa juzgada, lo que 
basta para la improcedencia de la apelación. Ello, en cuanto 
el nuevo pronunciamiento no importe palmario desconoci- 
miento de lo decidido por el fallo definitivo de la cansa, ni 
decida de manera final cuestiones ajenas a aquél : p. 251. 
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Tribunal superior. 

40. La circunstancia de que la sentencia de una Caí mará Fe- 
deral sea susceptible de recurso ordinario para ante la Corte 
Suprema no impide la procedencia del recurso extraordinario 
deducido por el interesado : p. 21í>. 

47. Cuando la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aire» conoce por vía del recurso de inaplicabilidad de ley, no 
es el superior tribunal de provincia a los efectos del art. 14 
de la ley 48, en tanto confirme la sentencia dictada por una 
cantara \le apelación local: p. 2í)0. 

Requinto! formatos. 
Introducción de 1* cuestión federal. 

Qhí/hch pueden hacerlo. 

48. La Dirección General Impositiva puede objetar la orden 
de expedir los informes que conceptúe prohibidos por el 
art. 100 del decreto 14.341/46 —ley 12.922— e interponer los 
recursos que las leyes autorizan contra la resolución que des- 
conoce el derecho que entiende asistirle en la emergencia, en- 
tre los cuales, el extraordinario: p. 229. 

Oportunidad. 

49. Xo procede el recurso extraordinario fundado en cuestio- 
nes planteadas después de la sentencia final de la causa, que 
pudieron haberse propuesto en el curso del juicio, pues sólo 
requerían la previsión de la posibilidad del acogimiento de la 
demanda : p. 105. 

60, Xo corresponde a la Corte Suprema examinar ni decidir 
por la vía del recurso extraordinario la cuestión referente a 
la inconstitucionalidad de la ley ¡146 y de su decreto regla- 
mentario, que ha sido tardíamente alegada en el escrito de 
interposición del mencionado recurso, pues pudo ser prevista 
y planteada con anterioridad, de manera que el tribunal su- 
perior de la causa hubiera podida pronunciarse sobre ella: 
p. 258. 

Resolución sobra U oportunidad «ti pUnt— Isnto. 

ÉL Si la cuestión federal ha sido planteada extemporánea- 
mente, no es posible interpretar como un pronunciamiento im- 
plícitamente contrario a la pretensión de los actores el silen- 
cio que respecto de aquel observan las sentencias apeladas, 
pudiéndose inferir —por el contrario— que la consideración 
de la cuestión federal fue omitida en la inteligencia de que 
su presentación no fue hecha en tiempo oportuno: p. 265. 
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Pla&Uftalwto en 1# inmnci*. 

52. Debiendo planteare la cuestión federal al establecerse 
las bases de la Mí* contestado, es improcedente el recurso 
extraordinario fundado en la que se propuso en el alegato de 
1* instancia, donde se cuestiona la resolución de la Interven- 
ción Nacional de Córdoba del 30 de diciembre de 1946 — modi- 
ficatoria de la Ordenanza que el Consejo Superior de la mis- 
ma institución sancionara el 28 de julio de 1926 — que los 
actores impugnan como violatoria de las garantías consagradas 
por los arts. 14, 17 jr 18 de la Const. Nacional, siendo así que 
la demanda se funda, precisamente, en la ordenanza aludida 
y en la inaplicabilidad de la resolución atacada: p. 265. 

Mantenimiento. 

53. No obstante el pedido hecho por el interesado en el me- 
morial presentado ante la Corte Suprema, no corresponde a 
ésta tomar en consideración cuestiones oportunamente intro- 
ducidas en primera instancia pero abandonadas en segunda y 
no mencionadas en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario: p. 101. 

54* Habiéndose solicitado en el memorial presentado por ei 
apelante ante la Corte Suprema la revocación de la sentencia 
por una cuestión distinta de las invocadas como base del re- 
curso extraordinario en el escrito que se lo interpuso y no 
conteniendo este último fundamento alguno respecto de dicha 
cuestión corresponde declararlo improcedente: p. 321. 

Interposición del recurso. 

Término» 

55, Es indiferente el régimen en materia de días hábiles vi- 
gente ante el tribunal apelado si el recurso extraordinario 
fue deducido dentro de los cinco días corridos de notificada 
la sentencia y por consiguiente, en termino: p. 85. 
66* El recurso extraordinario reapecto de un auto de regula- 
ción de honorarios debe interponerse dentro de los cinco días 
de notificada la reculación, término que no se interrumpe 
por la interposición de recursos improcedentes en el orden lo- 
cal Ello aunque la apelación se funde no sólo en la confisca- 
toriedad de los honorarios sino en la violación de la defensa 
en juicio : p. 284. 

67. El auto denegatorio del recurso extraordinario se noti- 
fica por nota o sea, en el procedimiento ante los Tribunales 
del Trabajo, el día hábil subsiguiente ai de su fecha; por lo 
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eual hállase fuera de término el recurso de hecho interpuesto 
despufo de transcurrido el plazo de tres días a contar desde 
dicha notificación: p. 442. 

Fundamento, 

58. Es improcedente el recurso extraordinario, si en el es- 
crito en que se interpone se ha omitido la pertinente refe- 
rencia a los hechos de la causa y a la vinculación que los mis- 
mos y las cuestiones en ella debatidas guardan con la cuestión 
federal que se pretende someter a la decisión de la Corte Su- 
prema : p. 101* 

69. Es improcedente el recurso extraordinario, cuando en el 
escrito de interposición del misino se ha omitido la necesaria 
referencia a los hechos de la causa y a la relación que ellos 
guardan con la cuestión que se intenta someter al Tribunal, 
a cuyo efecto son insuficientes las remisiones a lo anterior- 
mente actuado en juicio: ps. 432, 438, 447. 
60. No está correctamente fundado el recurso extraordinario 
en el que se omite la referencia necesaria de las circunstancias 
de hecho y de su vinculación con las cuestiones federales en 
que se basa la apelación: p. 547. 

Trámite. 

01. No habiendo dictaminado el Procurador General sino 
respecto de la procedencia del recurso extraordinario, siendo 
muchas e importantes las cuestiones planteadas en la queja, 
corresponde darle vista sobre el fondo antes de dictar sen- 
tencia : p. 85. 

Resolución. 

Limites del pnmandamltnto, 

62. No corresponde a la Corte Suprema en ejercicio de su 
jurisdicción extraordinaria decidir cuestiones planteadas por 
primera vea en el memorial presentado ante aquélla: p. 105. 

63. No corresponde a la Corte Suprema dictar pronuncia- 
miento al puno referente a la inconvertibilidad en prisión de 
la multa aplicada por infracción a la ley 12.148, si el fallo 
recurrido no ha decidido esa cuestión : p. 315. , 

64. Reducida la queja a la violación de la defensa en juicio, 
la Corte Suprema debe limitarse a decidir esa cuestión : p. 456. 
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66, Tratándose de la ejecución de una multa de reducido 
monto por infracción a las normas sobre impuestos inter- 
nos, iniciada hace mfis de doce años y en la cual se solicita 
la conversión de dicha multa en prisión, corresponde que la 
Corte Suprema se pronuncie sobre el fondo del asunto: p. 64* 

BB0VB8O ORDIKARIO DE APELACION < l ). 
Segunda instando 

1. La circunstancia de que el procurador fiscal haya dictami- 
nado que correspondía rechazar la extradición pedida por un 
pafs extranjero no obsta a la procedencia del recurso ordina- 
rio de apelación interpuesto porél contra el fallo del juez que 
se pronuncia en el mismo sentido : p. 5. 

Tercera instancia, 
OtnarftUdJMles. 

2. Hallándose prescripta la pena de multa aplicada a los in- 
fractores a las leyes de impuestos internos, por haber estado 
paralizada la causa durante el plazo establecido en el art. 1* 
do la ley 11.585 —36 del T. O,— resulta innecesaria la consi- 
deración de si las actuaciones posteriores a la sentencia de pri- 
mera instancia son interruptivas de la prescripción, en los tér- 
minos del art. 3 de la ley mencionada —art. 38 del T. O. : 
p. 240. 

3. No procede el recurso ordinario de apelación para ante la 
Corte Suprema contra la resolución de un juez federal en una 
causa sobre infracción a las leyes de precios máximos: p. 547. 

Itntiftaa definitiva. 

Concepto, 

4. La jurisprudencia referente al concepto de sentencia de- 
finitiva para ><* procedencia del recurso ordinario de apela- 
ción no es aplicable sin más en las causas sobre extradición, 
sino que debe considerarse que tienen aquel carácter las reso- 
luciones que ponen fin al procedimiento en la forma en que 
se lo ha seguido y prescindiendo de la posibilidad de su reite- 
ración. De otra manera podría desvirtuarse el propósito a que 



(i) Ver también: Recurso de nulidad, 1; Recurso de queja, 6; Be- 
curto extraordinario, 46; Sentencia, 2. 
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responde la jurisdicción acordada a la Corte Suprema y resul- 
tar comprometidas las relaciones internacionales, sin la ga- 
rantía de su intervención oportuna en los autos. 
Es así, procedente el recurso ordinario de apelación para ante 
la Corte Suprema interpuesto por el f iset. de una Cámara Fe- 
deral contra la resolución de ésta denegatoria del recurso de- 
ducido por el procurador fiscal contra el fallo del juez fede- 
ral que rechaza el pedido de extradición formulado por un 
país extranjero: p. 5 

6. La tercera instancia ordinaria sólo procede respecto de 
las sentencias definitivas o sea aquellas que ponen fin al pleito 
o hacen imposible su continuación, siendo inaplicable para 
este recurso el procedimiento de equiparación admitido para 
el extraordinario respecto de los autos que causan gravamen 
irreparable: p. 309» 

6. Si bien procede la apelación ordinaria contra las senten- 
cias que declaran la prescripción de la multa en el procedi- 
miento de su ejecución, por tratarse de resoluciones que 
ponen fin a la causa por razones no contempladas en el fallo 
final de la misma, no ocurre lo propio con los pronunciamien- 
tos que desestiman la defensa de prescripción en las circuns- 
tancias enunciadas: p. 309. 

Re*oiuói&ne* potteriore* 

7. Procede el recurso ordinario de apelación contra la sen- 
tencia que, en procedimiento de apremio tendiente al cobro 
de la trAilta aplicada por infracción a las leyes de impuestos 
internos, la declara prescripta : p. 240. 

Juicio* ta i«a la Ración os falta. 

8. Procede el recurso ordinario de apelación previsto en el 
art. 3 V , inc. 2* de la ley 405», si de autos resulta que el importe 
de las costas y de los* intereses, en la medida en que éstos se 
controvierten, excede el límite de cinco mil pesos: p. 60. 

Siendo obligación de la parte apelante, a los efectos del 
otorgamiento del recurso del art. 3*, inc. 2* de la ley 4055, 
determinar el monto de la suma en que pretende se modifique 
la sent encia recurrida, y no resultando, ni de lo actuado en el 
curso del juicio ni de lo expresado en el escrito en que se 
interpuso la apelación, que el valor disputado supere la suma 
de m$n. 5.000, corresponde declarar mal concedido dicho re- 
curso: p. 249. 

10. Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema contra la sentencia dictada por una 
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Cámara Federal, en la parte que impone la» costas al apelante, 
si se lo interpuso después del plazo legal, so pretexto de que 
era menester aguardar la regulación de honorarios para saber 
si el ntonto de las costas autorizaba la apelación, y era pre- 
siimible que el mismo podía exceder la cantidad de $ 5.000: 
p. 308. 

Cansas criminales. 

11, La tercera instancia en materia de extradición es inde- 
pendiente del dictamen del Proc General respecto de la im- 
procedencia de aquélla : p. 5. 

12. La modificación de la jurisprudencia de la Corte supre- 
ma respecto de la procedencia del recurso de tercera instan- 
cia para ante ella, no priva a las sentencias ejecutoriadas del 
carácter de tales, ni cabe llegar a tal conclusión por virtud de 
la doctrina de otros fallos del tribunal que contemplan el 
supuesto de recursos no deducidos por el defensor del proce- 
sado con arreglo a lo dispuesto en el art 690 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, es decir, de pronunciamientos 
que no se hallan firmes: p. 324. 

RE0UB80 DE DTAPUOABIUDAD E IHC0H8TITÜ0I0- 

Ver: Recurso extraordinario, 47. 
RECUSACION (*). 

1. El art. 21 de la ley 50, según el cual "en ningún caso pue- 
de ser recusado el Proc. Generar', no rige para los juicios cri- 
minales, en los que corresponde aplicar el Cód. de Procedi- 
mientos respectivo, que ha sustituido a aquella ley. 
El art. 76 del Cód. de Proc. en lo Criminal es aplicable al 
Proc. Gral. de la Nación, que integra el ministerio fiscal ante 
los tribunales federales. 

Aunque no cualquier intervención del fiscal en la causa auto- 
rice su recusación fundada en el art. 75, inc, 4*, del Cód. de 
Proceda. Criminales, debe declararse impedido para dictaminar 
en ella al Proc. Gral. de la Nación que emitió opinión sobre 
la misma al aconsejar, como Auditor General de Guerra y 
Marina, su elevación a plenario: p. 340. 



(1) Ver también: Integración de tribunales fedérale», 1. 
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RETRO ACTIVIDAD 



REIVINDICACION. 

Ver: Cosa juzgada, 1; Evicción, 1, 2, 5, 6, 7; Jurisdicción y 
coiu patencia, 19. 

REMISION DE AUTOS. 

Ver: Recurso de queja, 4. 

RENUNCIA, 

Ver: Constitución Nacional 1; Honorarios, 3; Recurso extra- 
ordinario, 5. 

REPARTICIONES AUTARQUICAB. 

Ver: Constitución Xaeioua!, 25; Jurisdicción y competencia, 
6 ; Ley de sellos, 3. 

REPRESENTACION. 

Ver: Costas, 1 ; Ley de sellos, 3. 

REPRESION DEL ADIO. 

Ver: Constitución Nacional, 17, 20; Precios máximos, 1, 2; 
Recurso extraordinario, 9, 25; Recurso ordinario de apela- 
ción, 3; Tribunales administrativos, 1. 

RETROAOTIVIDAD (*). 

1. Pese a la circunstancia de que, en la causa sobre expro- 
piación tramitada en instancia originaria ante la Corte Supre- 
ma, se haya llamado autos para sentencia no existe óbice cons- 
titucional* para que se requieran los informes previstos en el 
art. 31 de la ley 13.264: p. 219. 

2. El principio de la irretroactividad de las leyes no es apli- 
cable a las de competencia y procedimiento mientras no afec- 
ten los actos concluidos o dejen sin efecto lo actuado con 
arreglo a leyes anteriores y, por lo contrario, las nuevas leyes 
de esa índole se aplican a los casos pendientes, aun en caso 
de silencio de los mismos al respecto, distribuyéndose aquellos 
ron sujeción a las nuevas replas de jurisdicción: p. 354. 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 22, 23; Pensiones mili- 
tara, 5; Recurso extraordinario, 1. 



SERVICIOS PUBLICOS 



8 

SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 1. 
SEGURO. 

Ver: Impuesto a los réditos, 5. 

SENTENCIA ('). 
Principios generales. 

t Los inconveniente* que pueden resultar de la «itf"*»" 

1 i in<» ñA decreto 14.341/46 —modificatorio de la 
£ fiWTt o )- deben ser contemplados con arreglo a 
\S modaHdades ¡ lie cada causa, en oportunidad de tentar» 

el juicio: p. 229. 

Materia penal. 

2 En las causas de naturaleza penal no existe litis contcs- 
LióTy la potestad judicial del tribuna de alzada no esta 
limitada ñor los pedidos de la acusación y la defensa, si bien 

p. 64. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 12, 17, 32. 

SERVICIO MILITAR. 

Ver: Amnistía, 1; Jurisdicción y competencia, 10. 
SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Concesión, 1. 2; Expropiación 2. 3. 5. 7. 8. 12: Jurisdic- 
ción y competencia, 18; Recurso extraordinario. 22, ¿¿. 

^~v7t tamban: Canear» de delito», U .Oa^tít^yM», 
1« ¿3 «8 39. 30: Corte 8uprcmn, 3; Cosa jurgada, lj Defcn ?£ ?' 
EVienian? í, 2, C; ExpwptaetdV, 13, 14. 15; JnrUdicción y iiMm 

, Pre-frioción. 1, 13: Rwur» de aclaratoria, 1; «e* ™» <™ 
SS'tVfSÍff moratoria, 1; Ifean» ^"Wrdi^o H 18, 2T, 
31, 33, 34, 40, 48, 45, 47, 65; Becwae ordinario de apelación, 4, 5, 6, 7 K. 
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TELEORAPO 



SOCIEDAD. 

Ver: Impuesto a los réditos, 3, 5. 

SOLIDARIDAD. 

Ver: Impuestos Internos, 3. 



averno*. 

Ver: Aduana, 6; Jurisdicción y competencia. 27; Prescrip- 
ción, 7» 10 ; Recurso extraordinario, 39. 

SUPERINTENDENCIA 

1. La Corte Suprema ha dictado el Reglamento para la jus- 
ticia federal y letrada de los Territorios Nacionales en ejerci- 
cio de las facultades que le otorga el art, 99 de la Constitución 
Nacional y 10 de la ley 4055 : p. 313. 

f 

TARIFAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 
TABA» <*). 

1. Los derechos establecidos en la ley 11.245 tienen en el 
orden fiscal el carácter de tasas, pues se cobran en concepto 
de retribución del servicio prestado en cada caso por la ofici- 
na pública: p. 393. 

TELEFONOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 26, 

TELEGRAFO. 

Ver: Recurso de queja, t 



(>} Ver también: Abogado, 1. 

(3) Ver también: Banco Hipotecario Nacional, 1; Impuestos, t; 
Multas, 4; Prescripción, 15; Recurso extraordinario, 11. 



TRIBUNAL HE TASACIONES 



703 



TENTATIVA. 

JU Demostrado el carácter fatalmente mortal e instantáneo 
de la herida de bala que hizo estallar el hígado de la víctima; 
que, por tanto, loa golpes de palo y machetazo» inferidos al 
cuerpo de la misma no podían herirlo de muerte, pues ya había 
fallecido, no procede considerar a quienes los aplicaron co- 
autores de un homicidio ya cometido por manos ajenas, sino 
declararlos pasibles de las sanciones propias del delito impo- 
sible, cuya graduación queda subordinada a las reglas y a la 
escala del art. 44 del Cód. Penal: p. 162. 
2. Si bien el Cód. Penal no castiga con extrema severidad a 
los comprometidos en un delito imposible y puede llegar a la 
exención de toda pena, esa regla no es de carácter absoluto. 
Queda librado al criterio judicial la apreciación de las circuns- 
tancias del hecho intentado y la mayor o menor peligrosidad 
de los agentes, que funciona así comto índice para la libera- 
ción o no de las sanciones penales: p. 162. 

TSBCEROS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 8, 9, 10; Recurso extraordina- 
rio, 27, 

TERKDIO. 

Ver: Constitución Nacional, 11; Evicción, 1; Notificación, 3; 
Pago, 4; Recurso de queja, 2; Recurso extraordinario, 55, 56, 
57 ; Recurso ordinario de apelación, 10. 

TERRITORIOS HAOTOHAUM. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 27. 

roñaos. 

Ver: Ciudadanía y naturalización, 1; Lesiones, 1; Prueba, 1. 

TRANVIA! ELBGTRICOS. 

Ver: Expropiación, 12. 

TRIBUNAL DI TASACION B8 

Ver: Constitución Nacional, 22, 23; Demanda, 1; Expropia- 
ción, 4, 5, 8, 12, 14, 15; Retroaeti viciad, 1. 



704 YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS (»). 

1. La atribución por ley ele funciones de naturaleza judicial 
a funcionarios y organismos administrativos, nacionales o pro- 
ríndales, con respecto a cierto tipo de infracciones, como las 
referentes a las leyes de represión de la especulación, ha sido 
reconocida como constitucionalmentc válida por la juris- 
prudencia de la Corte Suprema: p. 11, 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6; Recurso extraordina- 
rio, 57. 

TRIBUNALES MILITARES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 25, 

V 

VICE CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 

VINOS. 

Ver: Constitución Nacional, 26; In/puesto a los réditos, 7; 
Impuestos internos, 2> 7. 

VIOLACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7. 

YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 



(l) Ver también: Recurso extraordinario, 32. 
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ANTONIO PAJARO PODALO 

fS^JtAPI'CIGN ¡ /." i n i í//f iVái con paiten extran jeras. Procedimiento. 

El procedimiento de extradición nn revisto el carácter de 
\m verdadero jitictó criminal, pues no envuelve el cono- 
eimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna 
sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo recla- 
mado én les hechos que dan logar al reclamo. 

Con arrejrlo al art, 4", inc. 3°, de la ley 4005, la jurisdic- 
ción de la Corte Suprema en dichas causas es amplia por 
ser ellas susceptibles de afectar las relaciones internacio- 
nales, 

RECURSO ORDINARIO DE APELAMOS : terctra instancia. Sen- 
tencia definitiva. Concepta. 

La jurisprudencia referente al concepto de sentencia de- 
finitiva para la procedencia del recurso ordinaria de ape- 
laran no es aplicable sin más en las cansas sobre extradic- 
ión, sillo que debe considerarse que tienen aquel carácter 
las resoluciones qué ponen fin al procedimiento en la forma 
en (pie se lo ha seguido y prescindiendo de la posibilidad 
de su reiteración. De otra manera podría desvirtuarse el 
proposito a que responde la jurisdicción acordada a la 
Corté Suprema y resultar comprometidas las relaciones 
internacionales, sin la garantía de su intervención oportuna 
en los autos. 

Es así, procedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema interpuesto por el fiscal de una 
Cámara Federal contra la resolución de ésta denegatoria 
del recurso deducido por el procurador fiscal contra el 
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fallo del juez federal que rechaza el pedido de extradición 
formulado por un país extranjero. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Terctra instancia. Can- 
sas crimintUe*. 

La tercera instancia en materia de extradición es inde- 
pendiente del dictairien del Proc. General respecto de la 
improcedencia de aquella, 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia. 

La circunstancia de que el procurador fiscal haya dictami- 
nada que correspondía rechazar la extradición pedida por 
un país extranjero no obsta a la procedencia del recurso 
ordinario de apelación interpuesto por él contra el fallo 
del juez que se prouuneia en el mismo sentido. 

FISCAL. 

La intervención de los procuradores fiscales en las causas 
sobre extradición no tiene lugar en ei solo ejercicio de la 
acción pública, de la cual no son arbitros. 



Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, 24 de abril de 1948. 

Autos y vistos: 

Para resolver el presente pedido de extradición de Antonio 
Pájaro Dobalo. formulado por el Juzgado de Instrucción de 
Lalín. Provincia de Pontevedra, España; 

Y considerando : 

Que a fs. 91 del excediente agregado por cuerda separada, 
la Corte Suprema de la Nación, resolvió desestimar el pedido 
de extradición de Antonio Pájaro Dobalo y ordenar en conse- 
cuencia su inmediata libertad, considerando que la prueba 
asertiva, terminante y plena de la estadfa de Pájaro en Mon- 
tevideo, no permite otra suposición. 

Que por lo tanto, la presente reiteración implica rever 
aquella resolución pasada en autoridad de cosa juzgada y no 
hallándose comprendido el caso de autos en ninguno de los 
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previstos del art. 551 del Cód. de Proc. en lo Criminal, corres- 
ponde desestimar esa solicitud y así se declara. 

Que por otra parte, de las planillas de fs, 13 y 15, resulta 
que Antonio Pájaro Do balo no registra antecedentes y de las 
constancias de autos se desprende que desde la fecha de la comi- 
sión del delito de homicidio que se le atribuye, han transcurrido 
13 años, plazo que excede al máximo señalado por el art. 62, 
inc. 2* del Cód. Penal, para la prescripción de la acción penal. 

Estableciendo el art. 9 9 del Tratado de Extradición con 
España de 1881, que no será concedida cuando por la legisla* 
ción del país requerido esté proscripta la pena o la acción cri- 
minal, corresponde hacer saber esta circunstancias al Sr. Juez 
exhortante. 

En consecuencia, atento lo dispuesto en las disposiciones 
legales citadas y el art. 443, inc. 4* del Cód, de Proc. en lo Cri- 
minal y de conformidad con lo dictaminado precedentemente 
por el Proc. Fiscal, resuelvo: no hacer lugar a la extradición de 
Antonio Pájaro Dobalo. — Oscar D, Palma Beltrán. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs, Airea» julio 22 de 1948. 

Y vistOS: 

Para resolver lo solicitado por el Sr. Proc, Fiscal de Cámara 
en esta causa seguida con motivo del pedido de extradición 
formulado por las autoridades judiciales españolas contra An- 
tonio Pájaro Dobalo y, 

Considerando: 

Que el Sr. Proc. Fiscal de la instancia, en la vista que se le 
confiere a fs. 17, se limita a pedir no se haga lugar a la extra- 
dición en razón de que la acción penal emergente del delito que 
se imputa al nombrado se habría preseripto. Conforme con lo 
solicitado por el Ministerio Público, el juez se pronuncia a fe 
18, no haciendo lugar al pedido de extradición. 

El Proe. Fiscal al notificarse apela de la resolución, re- 
curso que es concedido por el juez ; y este tribunal a fs. 20 lo 
declara mal concedido por no causar gravamen al apelante. 

Contra esta resolución el Sr. Proc. Fiscal de Cámara in- 
terpone recurso ordinario ante la Corte Suprema, invocando la 
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disposición contenida en el art 3°, inc. 4* de la ley 4055, y la 
obligatoriedad do los representantes del Ministerio Público de 
agotar las instancias, emergente del decreto del P. E. Nacional 
del 18 de setiembre de 1891. 

El mencionado decreto tiende a repula r la actuación de los 
integrantes del Ministerio Público en miras a una mejor defen- 
sa dé los intereses fiscales, aun en desmedro de la opinión per- 
sonal de aquéllos, los que deberán ajusfar su conducta a las ins- 
trucciones que reciban del P. É., estableciendo en la última parte 
del art. 1* que "no podrán desistir de las acciones o pedir so- 
breseimiento de las causas, sin previa consulta y aprobación de 
dichos ministerios'*. 

Los claros términos del mencionado decreto no autorizan 
a darle un alcance que no tiene ni pudo tener, en el sentido de 
pretender modificar las realas proees;;;es que regulan la acti- 
vidad jurisdiccional, limitando su disposición a la esfera de 
las facultades legales de quien emana. 

Si bien la materia que se ventila en esta causa puede inci- 
dir en las relaciones internacionales, de donde surgiría interés 
por parte del P. E. de obtener un pronunciamiento de los más 
altos tribunales del país, podría dar motivo a las instrucciones 
que reciban los procuradores fiscales conforme al citado decre- 
to, en cuyo caso deberán condicionar el ejercicio de la acción 
a la obtención de tal fin, cumpliendo con fas reglas procesales. 
Pero cuando el representante del Ministerio Público se limita a 
pedir el rechazo de la acción que se provee de conformidad, 
no es posible conceder la apelación violentando la regla del 
art. 501 del Cód. de Proe. Criminales, so pretexto de un pre- 
sunto interés que pudo haber tenido el P. E. f y que es ajeno a 
las decisiones judiciales. 

La Corte ¡Suprema en el caso Winkelman, t. 42, pág. 444, 
ba sustenido que las causas por extradición no constituyen 
propiamente hablando, un juicio o un proceso, criterio repro- 
ducido en los casos Captyn 106-20; Nava 110-442; Vito 111-3.1, 
etc.; doctrina que se circunscribe a fijar el alcance del pro- 
nunciamiento en el sentido de que en tales causas ni se inves- 
tiga ni debe decidirse sobre la culpabilidad o inocencia del in- 
dividuo imputado de un delito cometido en el extranjero, que 
está por lo demás, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 655 
del Cód. do Proe. Criminales que fija en forma precisa su objeto 
y fin. Pero ello no autoriza a sostener que dado el carácter par- 
ticular de estos juicios puede prese i nd irse de las reglas conte- 
• nidas en los arts. 650 y 501 del mencionado código. 

En mérito a lo expuesto no se buce lugar al recurso de ape- 
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laeión deducido por el Sr. Proe. Fiscal ile Cámara. — Agustín 
Ñores Martínez. — Maximiliano Consol*. — José R. Inista 
Cornet. 



Vistos los autos: "Recurso do hecho deducido por 
el Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apela- 
ción en los autos Pájaro Dobalo Antonio s./ extradi- 
ción", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte que 
el procedimiento de extradición no reviste el carácter 
de un verdadero juicio criminal» "pues él no envuelve 
en el sistemado la legislación nacional sobre la materia, 
el conocimiento del proceso en el fondo» ni implica de- 
cisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del 
individuo reclamado, en los hechos que dan lugar al 
reclamo" —Fallos: 42, 409; 150, 316; 166, 173; 178, 81 
y otros — . 

Que igualmente se ha decidido que en esta clase de 
causas, por ser ellas susceptibles de afectar las relacio- 
nes internacionales, la jurisdicción de esta Corte es 
amplia —Fallos: 157, 116— criterio que condice con 
los términos generales del inc. 4* del art. 3* de la ley 
4055, según el cual el Tribunal conocerá en última ins- 
tancia por apelación y nulidad de las sentencias defi- 
nitivas de las Cámaras Federales de Apelación "de la* 
causas de extradición de criminales reclamados por paí- 
ses extranjeros". 

Que si bien es exacto que esta Corte ha declarado 
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qué el recurso legislado en el precepto transcripto sólo 
procedo respecto de sentencias definitivas — FaUos: 
lí*7, 250 — no ha de entenderse con ello que sea sin unís 
Aplicable la jurisprudencia existente respecto de la ape- 
lación ordinaria —Fallos: 187, 40ó — sino que deben 
considerarse tales las que ponen fin al procedimiento 
en la Furnia en que se lo ha seguido y prescindiendo de 
la posibilidad de su reiteración. De otra manera podría 
desvirtuarse el propósito a que responde la jurisdicción 
acordada a esta Corte, y resultar efectivamente compro- 
metidas las relaciones internacionales, sin la garantía 
de su intervención oportuna en los autos. 

Que por análogas razones y con fundamento además 
en lo dispuesto en el art. 659 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, la tercera instancia en materia 
de extradición se ha declarado independiente del dicta- 
men del Sr. Procurador General respecto de la improce- 
dencia de aquélla — Fallos: 108, 181 — , 

Que no existe tampoco motivo para supeditar los 
recursos interpuestos en las instancias anteriores del 
procedimiento a la opinión expresada en sus dictáme- 
nes por los respectivos representantes del Ministerio 
Público sobre la extradición. No lo es el hecho de que 
la sentencia que la deniega no cause gravamen al referi- 
do Ministerio, porque la intervención de los fiscales no 
tiene lugar en el solo ejercicio de la acción pública, de la 
que por otra parte, no son arbitros, ni esa circunstan- 
cia impediría que el fallo tenga la recuperación inter- 
nacional a que se ha hecho referencia, ni el art. 650 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal supedita a 
ella la procedencia de la apelación que autoriza. 

Que esta inteligencia, concordante con la doctrina 
del considerando octavo del decreto de Pcllegrini de 
18ÍH y con el dictamen del Sr. Procurador General a 
que hace referencia la resolución ministerial de 20 de 
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diciembre de 1930, concilla la libertad de criterio de loa 
fiscales, indispensable para el ejercicio de bu función 
específica, con su deber de representar al Gobierno de 
ta Nación y defender el legítimo interés del mismo, a 
obtener, cu estos procedimientos, la sentencia final de 
esta Corte. Y ello es posible, según queda dicho» por la 
naturaleza especial de la causa y por el carácter múlti- 
ple de las funciones del Ministerio Público en el fuero 
federal. 

En su mérito se declara mal denegado a fs. 22 el 
recurso interpuesto a fs. 21 y se revoca la resolución 
apelada de fs. 20. Y vuelvan los autos al tribunal de su 
procedencia a fin de que se pronuncie sobre la apelación 
concedida a fs. 19. 

' * f 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 

r r* 



FELDMAN Y SKULSKT 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts* 16 o 19 de la Constitución. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
la sentencia recurrida es violatoria del art 18 de la Const. 
Nacional, que carece de relación directa e inmediata con 
la cuestión debatida en el pleito consistente en saber si t 
con arreglo a la ley n* 5135, el P. E. de la Prov. de Bs. 
Aires pudo atribuir validamente al Director de Abaste- 
cimiento, por el decreto* 29.723, la facultad de aplicar las 
sanciones correspondientes a las infracciones a la !ey de 
represión del apio; cuestión resuelta afirmativamente por 
el tribunal de la cansa en forma irrevisible por medio del 
recurso extraordinario. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Befen** en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

El articulo 18 de la Const. Nacional refiérese al caso de 
un litigante al que se haya formado una comisión o se le 
haya designado un juez especial para que lo juzgue, si- 
tuación que no es equiparable a la que resulta de atribuir 
al Director de Abastecimiento de la Prov. de Bs. Aires la 
facultad de aplicar las Canciones correspondientes a la 
ley de represión del agio. 

TRIBUS A LES A DMINISTRA TI VOS. 

La atribución por ley de funciones de naturaleza judicial 
a funcionarios ; organismos administrativos, nacionales o 
provinciales, con respecto a cierto tipo de infracciones, 
como las referentes a las leyes de represión de la especu- 
lación, ha sido reconocida como constitucional mente váli- 
da por la jurisprudencia de la Corte Suprema. 

. Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

En el recurso extraordinario deducido por el inte- 
resado, se omite precisar los hechos de la causa y la 
vinculación que los mismos y las cuestiones debatidas 
tienen con el caso federal que se pretende someter a la 
decisión de la Suprema Corte. 

En consecuencia, y de acuerdo con la interpreta- 
ción que V. E. ha dado al art. 15 de la ley 48, la apela- 
ción no está fundada en los términos que lo exige la 
citada disposición legal. 

Igualmente, considero que la cuestión constitucio- 
nal no ha sido oportunamente planteada, pues el mo- 
mento correcto para articularla fué en ocasión de la 
audiencia celebrada el 15 de setiembre de 1947 (fs. 2 
del expediente administrativo agregado). 

Por lo expuesto estimo corresponde declarar ira- 
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procedente el recurso extraordinario, y que el misino 
ha sido mal concedido a fs. 29. — Bs. Aires, setiembre 
23 de 1948. — Carlos G. Detfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Feldman y Skulsky apelan multa 
en Bahía Blanca en los que se ha concedido el recur- 
so extraordinario a fs. 29. 

( onsiderando : 

Que el recurso extraordinario se funda en que en 
el presente caso ha sido violado el art. 18 de la Consti- 
tución Nacional en cuanto prohibe juzgar a loa habitan- 
tes de la Nación por comisiones especiales o sacarlos 
de sus jueces naturales designados por la ley antes del 
hecho de la causa porque, según la ley 5135 de la Prov. 
de Buenos Aires, corresponde al P. £. de la Provincia 
y no al Director de Abastecimiento designado por el 
decreto 29.723, que se aparta de aquélla, juzgar las in- 
fracciones a la ley de precios máximos. 

Que el art. 18 de 1. Constitución Nacional carece de 
relación directa e itfr ¿mata con la cuestión debatida 
en el pleito, puesto que la solución de ella no depende de 
la inteligencia de aquél sino de saber si, con arreglo a 
la ley 5135, el P. E. de la Provincia pudo atribuir al Di- 
rector de Abastecimiento, como lo hizo por medio del de* 
creto impugnado, la facultad de aplicar las sanciones 
correspondientes a las infracciones a la ley de represión 
del agio. 

Que resuelta esta cuestión por el Juez provincial en 
sentido afirmativo e ir re visible por medio del recurso 
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extraordinario en razón de tratarse de la interpretación 
de normas locales» desaparece el fundamento de la ar- 
güida violación del art 18 de la Constitución Nacional, 
cuya invocación no basta, por lo tanto, para sustentar 
el recurso extraordinario (Ley 48, art. 15; Fallos: 187, 
491; 190, 597; 192, 308; 197, 159). 

Que, por lo demás, la cláusula del art. 18 de la Cons- 
titución Nacional invocada por el recurrente se refiere 
al caso de un litigante al que se haya formado una co- 
misión o se le haya designado un juez especial para que 
lo juzgue (Fallos: 145, 271; 187, 458) situación que evi- 
dentemente no es la de autos. A lo cual cabe aún agregar 
que la atribución por ley en asuntos de índole similar 
al presente, de funciones de naturaleza judicial a fun- 
cionarios y organismos administrativos, tanto en la es- 
fera nacional como provincial, ha "do reconocida co- 
mo constitucionalmente válida por la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema (Fallos : 193, 408). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a fs. 29. 

Tomás D, Casabes — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Lokohi — 
J usto L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valekzüela. 



ICARIA CÜLLIOAN DE BENT v. DE LIA I. ALSINA 

NOTIFWACWN. 

La incnmparencia de las partes al término del emplasa» 
miento autoriza» en el caso de los recursos extraordinarios 
concedidos a tenerlas por notificadas por nota. 
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NOTIFICACION. 

La demolición del domicilio legal constituido en lia ins- 
tancias anteriores, en una cansa en qne se concedió el 
recurso extraordinario, hace procedente la notificación 
por nota de la sentencia de la Corte Suprema. 

NOTIFICACION. 

La constitución de un domicilio inexistente en una queja 
traída a la Corte Suprema permite tener al recamóte 
por notificado de la sentencia con la cédula que el ujier 
manifiesta no haber podido diligenciar por esa circunstan- 
cia y a notificarle en los estrados del tribunal las sucesiva» 
resoluciones. 

Dictamen del Procuradoe General 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 13 debe darse por notificada a 
la interesada en el domicilio que tiene constituido en 
autos (fs. 6), con la diligencia practicada a fs. 14. 

No obsta a ello el informe allí consignado por el 
Ujier del Tribunal de no existir el número indicado 
en la calle del expresado domicilio porque se trataría 
de una negligencia imputable a la misma parte qne lo 
constituyó. 

Corresponde, pues, que la liquidación practicada a 
fs. 15 sea notificada por nota. (Doctrina de V. E. en 
causa "Munafó Hnos. c,| Impuestos Internos, sobre in- 
fracción", sentencia de 8 de Agosto de 1947). Buenos 
Aires, Setiembre 27 de 1948. — Carlos G. Delfmo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de octubre de 1948* 
Autos y vistos; Con?' lerendo: 

Que en su presentación de fs. 6 D* Delia I. Alsina 
constituyó domicilio en la calle Lima N* 874 de esta Ca- 
pital. Dispuesta su notificación en el mismo de la resolu- 
ción que desechó la queja intimando la reposición del 
sellado — fs. 13 — el ujier informa que en la referida 
calle no existe el N 9 874. 

Que esta Corte en el precedente de Fallos: 185, 26 
há decidido que la incomparecencia de la» partes al tér- 
mino del emplazamiento autoriza en el caso de los re- 
cursos extraordinarios concedidos» a tener a aquéllas 
por notificadas por nota, por aplicación de la doctrina 
de los arts. 213 de la ley 50 y 8 de la ley 4055, como única 
manera de dar efecto a aquella citación y de sancionar 
adecuadamente la negligencia de los litigantes. Por lo 
denús igual criterio se ha seguido en la causa "Munafó 
Hnos." — fallada en 8 de agosto de 1947 — con motivo 
de la demolición del domicilio constituido en las instan- 
cias anteriores. 

Que si bien en la especie se trata de una queja por 
denegación del recurso extraordinario no existe motivo 
para llegar a solución distinta porque la constitución 
de un domicilio inexistente no puede ser razón para im- 
pedir el trámite legal de la causa ni excusar la respon- 
sabilidad del recurrente por los impuestos que adeuda. 

En su mérito y por los fundamentos del Sr. Procu- 
rador General, téngase a la recurrente por notificada 
de la sentencia de fs. 13 con la diligencia de fs. 14, de- 
biendo la providencia de fs. 15 así como las que se dic- 
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ten en lo sucesivo notificarse en los estrados del Tribu- 
nal. Córrase nuevamente vista al Sr. Procurador Ge- 
neral. 

Tomás D. Oasakes — Fklipb S. 
Pérez — Luis % Lonohi — 
Justo L. Alvaiiez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela, 



FRUCTUOSO RODRIGUEZ 

LESIONES. 

Resultando de la declaración del lesionado, como de las 
de dos testigos presenciales que aquél se hirió levemente 
en la mano al interponerse entre el homicida y su víctima, 
sin que el primero lo atacara ni supiera de la herida cu- 
rable en el plazo de cuatro días, es evidente la inculpabi- 
lidad del procesado que debe ser sobreseído respecto al 
delito de lesiones. 

HURTO. 

Debe considerarse como hurto simple el apoderamiento 
por el procesado, del dinero que guardaba en un bolsillo 
de la camisa la persona a quien dio muerte de una puña- 
lada. Ello, porque la única violencia física ejercida no 
tuvo otro propósito que liberarse su autor de lorf golpes 
de que era objeto, no el de sustraer el dinero, sustracción 
que sin fuerza en las cosas o violencia física innecesaria 
sobre un muerto sólo la realizó circunstancialmente a fin 
de hacerse de medios para facilitar su fuga. 

EXCESO DE DEFENSA. 

Si la reacción del homieidia no guardó debida proporción 
eon la intensidad y peligrosidad aparente del ataque el 
hecho debe calificarse como homicidio por exceso de de- 
fensa por no encuadrar en la eximente total de la legítima 

defensa. 



18 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



LEGITIMA DEFENSA. 

El grado de peligro y la intensidad de la agresión deben 
medirse teniendo en cuenta la estimación subjetiva de 
cada individuo, especialmente ruando se actúa en un 
medio donde predomina la fuerza y falta educación. 

LEGITIMA DEFENSA. 

El inciso 6° del artículo 34 del Cód. Penal protege no 
solamente* la vida sino también los derechos esenciales 
a !a dignidad de las personas. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de octubre do 1948. 

Vistos los autos "Rodríguez Fructuoso s.¡ homici- 
dio, tobo y lesiones", en los que se ha concedido a fs. 98 
el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que como se desprende de las actuaciones acumula- 
das on la presente causa, está plenamente acreditado 
que en la mañana del día 12 de febrero de 1944, un gru- 
po de personas entro las que se encontraban el proce- 
sado y las víctimas do los hechos incriminados, eran 
trasladadas en una volauta desde la localidad de ¡ba- 
rróla hasta el paraje "Quebracho Siete" en el depar- 
tamento de Patino del Territorio Nacional de Formosa. 

Que como surge de la amplia confesión de Rodrí- 
guez a fs. 30, ratificada a fs. 70, y se halla comprobado 
por abundante prueba testimonial de conocimiento di- 
recto, a pocos kilómetros del punto de partida, Cayeta- 
no Ojeda que había bebido mucho con anterioridad, co- 
menzó a interpelar a Rodríguez acerca de una linterna 
que le facilitara tiempo atrás en calidad de préstamo, 
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reclamación que iniciada más o menos eordialmente 
subió de tono a tal extremo que con el propósito de evi- 
tar mayores ulterioridades desagradables. Rodríguez 
le entregó un billete de cinco pesos. Pese a ello, demos- 
trando Ojeda un creciente enfurecimiento y previas al- 
gunas palabras de grosera réplica por el ofrecimiento 
del dinero que no quiso aceptar, descendió del vehículo 
y desde tierra lo desafió u pelear, a lo que no se prestó 
Rodríguez, dispuesto como estaba a restar toda impor- 
tancia a la incidencia. Las declaraciones contestes de 
los testigos presenciales, Manuel de los Ríos a fs. 19 
vta. y Carísimo Ayala a fs, 23, corroboran ese doble as- 
pecto de la confesión del victimario. En esa situación 
las cosas, aprovechando Ojeda que detrás de la volanta 
y montado en un equino seguía el tropero Andrés Ra- 
mírez, se subió a las grupas del animal pretextando el 
excesivo peso del pasaje que fatigaba a los bueyes en- 
ganchados al vehículo, y continuó así la marcha en un 
trayecto de mil metros. 

Que apareados nuevamente la volanta y los que ca- 
balgaban, Ojeda desmontó dirigiéndose al interior del 
carruaje y situóse al lado de Rodríguez, donde con más 
energía que antes reanudó la cuestión del préstamo de 
la linterna. Persistiendo el ultimo en su propósito de 
evitar cualquier hecho de insospechable gravedad, como 
lo expresa a f s. 33, se retiró al otro extremo de la volanta 
donde le siguió Ojeda, quien no conforme ya con los re- 
novados insultos y la fracasada incitación, le dio dos em- 
pellones y de inmediato, vista la pasividad de Rodrí- 
guez, terminó por propinarle una bofetada. En esas 
circunstancias con un cuchillo que llevaba en la cintura 
y luego de sortear la intervención de Hipólito Valdez 
que pretendió separar a los dos hombres y en cuya opor- 
tunidad quedó lesionado, Rodríguez infirió a Ojeda una 
punzante puñalada en el hipocondrio izquierdo que le 
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ocasionó la muerto o» Forma casi instantánea (ver in- 
formo médico do fs< :!S v.), no obstante lo c-ual alcanzó a 
sallar del vehíetilo, cayendo al suelo a una distancia 
aproximada de tres metros, 

Que en seguida de te escena relatada y a estar a los 
términos de su confesión tenida por válida en las sen- 
tencias do l\. S8 y <H), el heridor se apeó de la volanta no 
sfilo fiara p^eyepir^ do cualquier represalia por parte 
de los otros viajeros, sino además para prestar algún 
auxilio al herido, en el supuesto de que se encontrara 
con vida. Fui hacia el sitio donde aquél permanecía 
raido boca ahajo y tomándolo de ún brazo lo dio vuelta, 
comprobando entonces que toda ayuda resultaba inútil 
porque Ojeda estaba muerto. Al observar en ese ins- 
W« que en el bolsillo de la camisa del extinto había un 
pequeño rollo de dinero, se apoderó de él, para hacerse 
de medios con el objeto de facilitar su fuga al Paraguay. 
El dinero lo arrojó poco después al ser sorprendido en 
el monte donde buscó refugio y fué detenido por la 
Policía. 

Que como se advierte en la precedente relación de 
hechos concorde en lo esencial con todos lo» elementos 
de juicio aportados a la causa, tres son los delitos que 
se le imputan al procesado y por los cuales se lo conde- 
na m los términos que lo hace la sentencia apelada, con- 
firmando a su vez y en lo principal, el fallo de primera 
instancias lesiones leves, robo y homicidio, cometidos 
f u concurso ideal, según lo establece el pronunciamiento 
del tribunal ánqw, por aplicación de la regla del art. 54 
del Código Penal. 

Que las constancias de autos y los agravios de la 
defensa a fs. 92 y 10(5, obligan a considerar por separado 
los tres delitos tanto más, cuanto que el liempo trans- 
currido respecto a los delitos conexos con el de homicidio 
y las modalidades de que aparecen revestidos, pueden 
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hacer variar tanto el fundamento del concurso delictivo 
como la especificidad de los hechos más graves. Por 
otra parte, y en lo que al homicidio concierne principal- 
mente, la iudivisihilidad de la confesión prestada por 
el reo y no desconocida en ninguna de las dos instancias 
y a la cual adhiere este Tribunal por no hallar méritos 
suticientes para descalificarla, unida al valor probato- 
no de las otras piezas concurrentes del sumario, indi- 
can la necesidad de examinar esc hecho en su singula- 
ridad delictiva, n los efectos de su debido encuadramien- 
to, considerado cu sí mismo o en su conexidad con los 
restantes. 

„. ,?. ue * n Io 1 ue se ^¡ere a las lesiones inferidas a 
Hipólito Valdcz, tanto la espontánea declaración de éste 
a ts. 27 vtn. como la de Ramírez a fs. 16 y Ayala a fs. 25, 
coinciden en afirmar que el propio Valdez se hirió le- 
vemente en la mano al interponerse entre los contendo- 
res, sin que Rodríguez lo atacara en ningún momento 
y sin siquiera saber de esa herida (fs. 35) curable en el 
plazo de cuatro días, de acuerdo al informe médico co- 
rriente a fs. 40 vta. Es evidente, pues, la inculpabilidad 
de Rodríguez en la comisión de ese delito. En el peor de 
los casos y en virtud de lo dispuesto en los arts. 89 y 62 
inciso 2% dercódigo represivo, la acción penal estaba 
proscripta al tiempo de dictarse el fallo de primera ins- 
tancia, fechado en mayo de 1947. Corresponde, enton- 
ces, sobreseer respecto al delito de lesiones, lo que así 
se declara. J 

Que en cuanto al apoderamiento del dinero, ambas 
sentencias recurridas han considerado que se trataba de 
hi figura penal prevista en el art. 164 del respectivo 
Código. En ese aspecto y atento a las circunstancias va 
recordadas, forzoso es aceptar como lo admite el Si- 
Procurador General a fs. 104 vta., que no mediaron en 
el hecho ninguna de las particularidades que tipifican 
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el delito de robo, desdo que la única violencia física 
ejercida por el autor no tuvo otro propósito que liberar- 
se de los golpes do que era objeto, no ej de substraer el 
dinero» substracción que sin fuerza en las cosas o vio- 
lencia física innecesaria sobre un muerto, sólo la realizó 
cireunstaucialmentc y en virtud de las repentinas razo- 
nes invocadas en su confesión. El homicidio, pues, no 
tuvo como propósito generador el robo, según errónea- 
mente y por simples inducciones personales inconcilia- 
bles con la prueba rendida en autos, lo declara el infe- 
rior en el considerando II del fallo de fs. 88, En eon- 
pcruetifia, el hecho debe calificarse como de hurto sim- 
ple, por lo que en atención a lo previsto en los arts, 1G2 
y 62, ine. 2', del Código Penal, declárase que la acción 
pena] hallase igualmente proscripta. 

Que excluida la represión de aquellos delitos y des- 
aparecido por ende el concurso ideal a que arriba la 
sentencia de la fYunara Federal, corresponde conside- 
rar únicamente el de homicidio. A tales efectos y para 
la mejor apreciación de las circunstancias obrantes en 
el proceso, es indispensable determinar en primer tér- 
mino, si hay o no concordancia probatoria entre los tér- 
minos de la confesión calificada de Rodríguez y lo que 
surge del dicho de los testigos. En ese sentido es fácil 
observar en lo que se relaciona con los hechos esencia- 
les percibidos por los testigos Ramírez a fs. 15, de los 
Ríos a fs. !!>, Avala a fs, 23 y Valdez a fs. 27, que mien- 
tras el homicida procuró de todas maneras rehuir la 
pendencia entablada por Ojeda y manifiestamente agra- 
vada por su ebriedad, este último terminó por precipitar 
el crimen al tomarlo a empellones y darle un golpe de 
puño. Por tanto, ambas pruebas se complementan, lo 
que no es posible desvirtuar ni puede ser motivo de rec- 
tificación alguna. 

Que, por consiguiente, el hecho debe ser examina- 
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do dentro de la estrecha vinculación jurídica que guar- 
dan entre sí, el inciso 6' del art. 34 y el art 35 del Código 
Penal. Las constancias del proceso demuestran inequí- 
voca y concordemente que la agresión ilegítima partió 
de la víctima y asimismo, que en todo momento faltó 
la más simple provocación por parte de Rodríguez. No 
puede desconocerse que la agresión existiera y si bien 
es cierto que ella todavía no había pasado de los empe- 
llones y golpes de puño, no es menos exacto que la ley 
admite la defensa preventiva prevista genéricamente en 
el cuadro de la iiumpu labilidad criminal. Es por lo mis- 
mo que la clausula b) del inciso 6* del art. 34, se refiere 
explícitamente a la necesidad racional del medio emplea- 
do para impedirla o repelerla, llegado el caso. Impedir, 
pues, que la agresión ilegítima iniciada pasara a mayo- 
res extremos, inevitables casi siempre en una lucha que 
nunca se sabe de antemano como puede terminar. Esa 
defensa de carácter preventivo ha sido reconocida antes 
de ahora por esta Corte Suprema en los fallos que se 
registran en los tomos 152 pág. 200 y 185 pág. 333. 

Que la eventualidad del empleo de un arma no po- 
día escapar al ánimo ya fuertemente sobrecogido del 
golpeado, fuere por la anterior invitación a pelear que 
hacía presuponer su tenencia, fuese por las costumbres 
del ambiente en que toda incidencia epiloga con su uso 
inmediato y a veces sorpresivo. Por lo demás, e inexpli- 
cablemente, en el sumario no existe certificación alguna 
a ese respecto, por lo que no puede desecharse el natu- 
ral temor del victimario, de hallarse frente a una si- 
tuación de sumo peligro. 

Que es de señalar aquí de acuerdo con una constan- 
te jurisprudencia, que el grado de peligro y la inten- 
sidad de la agresión recibida deben medirse teniendo 
en cuenta la estimación subjetiva de cada individuo y 
especialmente, cuando se actúa en un medio donde pre- 
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domina la fuerza y falta educación (Fallos: 152, 200; 
185, 383; ct<\). Por todo ello no resulta aventurado ad- 
mitir, que el procesado Rodríguez se considérase por 
lo menos ante una grave amena/a para su integridad 
física. 

(¿ue sin perjuicio do todo lo dielio y dando por sen- 
tado que únicamente habían mediado los empellones y 
golpes de puño, aun así, tampoco es injustificable la 
reacción defensiva con armas opuesta a un borradlo 
excitado, por cuanto como lo tiene resucito esta Corte, 
el inciso U 9 del artículo 34 del Código Penal protege no 
solamente la vida de una persona, sino también "sus 
derechos, es decir los que son esenciales a la dignidad 
de la misma" (Fallos: 186, 166), En medios como el de 
que aquí se trata, el hombre que públicamente se deja 
asestar puñetazos sin defenderse de una u otra manera, 
queda sujeto a vejámenes de toda especie. 

Que, por tanto, cabo concluir que Rodríguez fué 
objeto de una agresión ilegítima, en la que faltó toda 
provocación de su parte. Sin embargo, su reacción defen- 
siva juzgada objetivamente, no guardó debida propor- 
ción con la intensidad y peligrosidad aparente del ata- 
que. Por ello el hecho no puede encuadrarse dentro de 
la eximente total característica del estado de legítima 
defensa, al no concurrir las tres condiciones clásicas re- 
queridas por el inciso 6' del artículo 34. 

Que, en resumen de todo lo expuesto hasta aquí, 
correspondo declarar que el procesado se encontró en 
la necesidad de defenderse de una agresión llevada en 
contra de su dignidad y presumiblemente de su vida, 
agresión de bocho consecutiva a una serie de insultos y 
a una provocación a pelear, pero dada la intensidad del 
ataque consumado hasta ese momento, su reacción jus- 
tificada excedió sin emlwirgo los límites que la necesi- 
dad imponía en las circunstancias explicadas. Por ello, 
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el acto acriminado debo apreciarse de acuerdo a las 
prescripciones del artículo 35 del Código Penal. 

Que, adcmiís y para poder juzgar con equidad la 
acción cometida por el encausado, debe tenerse en cuen- 
ta muy especialmente, la absoluta falta de antecedentes 
«pie se consigna en la planilla de t\s. 77, sus hábitos de 
trabajo y el buen concepto público que merece. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de 
te. 96 y se condena a Fructuoso Rodríguez a cumplir la 
^jena de dos años de prisión con accesorias legales y 
lostas (arts. 35 y 84 del Código J cnal). Y, atento al 
tiempo que lleva detenido en prisión preventiva y lo 
preceptuado en el art. 24 del mismo Código, decretase 
su inmediata libertad. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longiii — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



SILVERIO MARGARITO GARCIA v. RUDECINDO 
OBISPO BERON 

JURISDICCION T COMPETENCIA: Competencia penal Delitos en 
particular. Defraudación. 

Es juez competente para conocer en una causa sobre 
defraudación el del lagar donde se ha realizado la apro- 
piación indebida. 

JURISDICCION T COMPETENCIA: Competencia penal Plurali- 
dad de delitos. 

La defraudación que configura la apropiación de los ani- 
males de una persona en una provincia y la defraudación 
cometida con su venta en perjuicio de otra en una pro- 
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vineia distinta son independientes entre si y deben ser 
juzgadas separadamente por los tribunales de las pro- 
vincias en que se cometieron. 

Dictamen del Phocuiiador General 

Suprema Corte; 

r fasta donde lo permiten apreciar los elementos 
de criterio obrantes en este expediente, se acusa a Ru- 
decindo Obispo Berón do haber vendido como de su pro- 
piedad a Silverio García en Puerto San Martín, (Pcia. 
de Santa Pe), animales vacunos ajenos. El juicio por 
sustracción de la hacienda lia quedado radicado ante la 
Justicia del Crimen de Victoria (Entre Ríos), en cuya 
jurisdicción se consumara (fs. 102 vta.), la cual no 
acepta ser competente para entender en la presente 
causa. 

Análogo temperamento lia adoptado el Juez de 
Instrucción de Rosario quedando así trabada cuestión 
de competencia negativa que corresponde dirimir a 
V. E. (art. 9 f Ley 4.055). 

Las declaraciones obrantes a fs. 6 y 15 vta., reve- 
lan que la transacción reputada dolosa se realizó en 
Puerto San Martín, pueblo donde el denunciado firmó 
el recibo agregado a fs. 4. 

Se trata pues, de un bocho independiente del que 
motivó el juicio radicado en Victoria, Por lo tanto, y 
siendo la jurisdicción criminal improrrogable resulta 
evidente que el Juez del lugar donde ocurrió el suceso 
es el competente para juzgarlo. 

Por las razones precedentes opino que el presente 
conflicto debe resolverse en favor de la competencia 
del Juez de Instrucción de la ciudad de Rosario. Buenos 
Aires, Septiembre 23 de 1948. — Carlos O. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de octubre de 1948* 

Autos y vistos : Considerando: 

Que los magistrados en conflicto están de acuerdo 
en que corresponde a los tribunales de la Provincia de 
Entre Ríos conocer en el proceso referente al delito atri- 
buido a Rudecindo Obispo Berón en perjuicio de doña 
Verónica Ferrari de Carrizo, pero discuten la compe- 
tencia para entender en la causa iniciada con motivo de 
la defraudación de que pretende haber sido víctbr i Sil- 
verio Margarito García. 

Que de las constancias de autos (fs. 55, 56, 58, 65 y 
66) resulta que este último delito liabría sido cometido 
en jurisdicción de la Provincia de Santa Fe, como tam- 
bién lo admiten los señores jueces de ambas provin- 
cias (fs. 96 y fs. 102 vta.) por ser ése el lugar en que se 
habría efectuado la apropiación indebida en perjuicio 
de García (Fallos : 210, 974). 

Que los hechos imputados a Berón —defraudación 
a la Sra. de Carrizo al apropiarse de los animales de 
ésta en la Provincia de Entre Ríos y defraudación al 
Sr. García al venderle esos animales en la Provincia de 
Santa Fe y cobrarle allí el precio— son independientes 
entre sí; por lo cual y lo dispuesto por los arts. 5, 67, 
tac. 11, 102 y 104 de la Constitución Nacional, es indu- 
dable que deben ser juzgados separadamente por los 
tribunales de las provincias en que fueron cometidos 
(Fallos: 183, 69), 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, se declara que e! Sr. Juez 
de Instrucción de la ciudad de Rosario, Provincia de 
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Santa Fe, es el competente para conocer en la causa 
seguida contra Rudeeindo Obispo Bcrón sobre defrau- 
dación a Silverio Margarita García. En consecuencia, 
remítansele los autos y h'gasc saber en la forma de es- 
tilo al Sr. Juez de 1* instancia en lo Criminal de Vic- 
toria, Provincia de Entre Ríos. 



JORGE JOSE IIEITZMANN Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas 
penales. Por el lugar* 

Lo» conscriptos a cuyo respecto la justicia militar conoee 
de lo* delitos de violación, hurto y falsificación deben «<*r 
juzgados por la justicia federal en cuanto al delito de 
defraudación que cometieron al cobrar en la Oficina de 
C. y T. los giro» substraídos. 



Dictamen- del Procurador General 



Viene a V. EL para que sea di/imida, la presente 
contienda do competencia trabada entre la Justicia Mi- 
litar y la de Sección de San Luis, por haberse ambas 
considerado incompetentes para conocer en el proceso 
instruido a Jorge Josó Ilcitzmann, Julio César Luc y 
Víctor Salafia. 

Según se desprende del sumario respectivo los dos 



Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis R. Lonohí — 



Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela, 
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primeros prestaban servicio militar como conscriptos 
en la Base Aérea Militar "Coronel Pringles" en la cual 
revistaba Salafia como voluntario de 2a. 

Se los acusa de haber violado cartas recibidas en 
la Base extrayendo de las mismas giros remitidos a 
otros conscriptos. Posteriormente» se habría falsifica- 
do las firmas de los destinatarios y del Suboficial Ma- 
yor que debía autenticarlas, hecho lo cual hicieron efec- 
tivos los importes de las libranzas en la Oficina de Co- 
rreos de Villa Reynolds (fs. 191). 

Como se expresa en los dictámenes de fs, 420 y 482, 
y lo tiene decidido V, B., tales hechos constituirían» pri- 
ma fuete los delitos de violación de correspondencia en 
concurso ideal con harto, y falsificación de firmas, que 
se habrían cometido en jurisdicción militar; y el de de- 
fraudación en la Oficina de Correos al cobrar los giros 
dolosamente endosados (202 : 268). 

De acuerdo con el criterio expuesto, el Sr. Juez Fe- 
deral de San Luis debe juzgar a los prevenidos por el 
delito do defraudación, consumado, como queda dicho, 
en lugar donde el Gobierno de la Nación ejerce juris- 
dicción con carácter de exclusiva, como es una depen- 
dencia del Correo. 

Por las razones precedentes y consideraciones con- 
cordantes de los preindicados dictámenes de los Sres. 
Auditores Generales de Guerra y Marina, opino que el 
Sr. Juez de Sección debe juzgar con prioridad el delito 
previsto y penado por el art. 172 del Código Penal. En 
ese sentido, sulicito sea dirimida la presente contienda 
(art. 122 Cód. Justicia Militar). — Bs. Aires, setiem- 
bre 23 de 1948. — Carlos G. Detfiuo. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de octubre de 1948. 
Autos y Vistos : Considerando i 

Que los magistrados en conflicto están de acuerdo 
en que competo a la justicia militar el conocimiento de 
los delitos de violación, hurto y falsificación atribuidos 
a los procesados, y se declaran ambos incompetentes 
para entender en el delito de defraudación cometido al 
cobrar en la oficina local de Correos y Telecomunicacio- 
nes los giros substraídos. 

Que, como afirma el Sr. Procurador General, co- 
rresponde al Sr. Juez de Sección conocer con respecto 
al delito mencionado en ultimo término, por haberse 
cometido en lugar no sujeto a la jurisdicción militar 
sino a la federal (ley 48, art 3% ¡nc. 4*; Palios: 151, 42; 
183, 30) y tratarse de hechos que no pueden ser subs- 
traídos a las respectivas jurisdicciones conforme a lo 
resuelto en los casos de Palios: 158, 412; 206, 261; 
207, 80. 

Por tanto, se declara que corresponde al Sr. Juez 
Federal el conocimiento de los delitos de defraudación 
imputados a Jorge José Hcitzmann, Julio César Lúe 
y Víctor Salafia. En consecuencia, hágasele saber en 
la forma de estilo y devuélvanse los autos al Sr. Secre- 
tario de Aeronáutica, a sus efectos, 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lokghi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valexzuela. 
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MORETTI, TOMATIS Y CIA. (Hoy Castiglioni, Pea y Cía.) 
v. PROVINCIA DE CORRIENTES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema* Causas en que es parte 
una provincia» Cansas civiles» Causas que versan sobre ñor ¡a* locales 
y actos de las autoridades provinciales regidos por aquéllas. 

Cuando la dilucidación de las cuestionen planteadas en 
el pleito impone el examen y la determinación de los efec- 
tos de una concesión provincial, así como la validez y 
consecuencia de los actos posteriores de la provincia rea- 
lizados sobre la base de los derechos que, a juicio de aqué- 
lla surgen de la concesión que está regida por normas de 
derecho administrativo local, su juzgamiento incumbe a 
los tribunales provinciales. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema, Causas en que es parte una 
provincia. Causas civiles. Causas que versan sobre normas locales V 
actos de las autoridades provinciales regidos por aquélla». 

La circunstancia de que la aetora haya dado a la demanda 
el carácter de una reclamación fundada en los principios 
que rigen el enriquecimiento sin causa, no basta para atri- 
buir a la causa el carácter civil necesario para que proceda 
la competencia originaria de la Corte Suprema; si la 
decisión del pleito depende de lo que se resuelva sobre 
cuestiones que revisten carácter local y se hallan someti- 
das a la competencia de los tribunales provinciales, 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
declararse en cualquier estado del pleito, a petición de 
parte o de oficio. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por lo que resulta del contrato agregado * fs. 3/4 
o información producida a fs. 30/31, y tratándose de 
una causa civil, procede la jurisdicción originaria de 
la Corte para entender en este juicio, de conformidad 
con lo que prescriben, respectivamente, los arts. 100 
de la Constitución Nacional, y 1% inc* 1* de la ley 48. 
(Palios: 146: 393; 147: 224- 153 : 66 y 214; 154: 372). 
— Bti. Aires, mayo 7 de 1948- — Carlos G. Detfuto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 4 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Moretti, Tomatis y Cía, (hoy Cas- 
tiglioni, Pes y Cía.) contra Corrientes la Provincia s./ 
cobro de pesos* % de los que resulta: 

Que a fs. 14 D. J. Carlos Díaz de Vivar, en repre- 
sentación de M Moretti, Tomatis y Cía,", inicia deman- 
da contra la provincia de Corrientes por cobro de la 
cantidad de mfn. 123.419 en concepto de capital adeu- 
dado por U es-concesionaria del matadero de la ciudad 
capital de esa Provincia, reconocida en el decreto de 
caducidad de la concesión n* 460, de fecha 20 de octubre 
de 1943, más los intereses que correspondan desde la 
fecha del citado decreto y los moratorios desde la noti- 
ficación de la demanda hasta la fecha del pago, o la que 
en más o en menos resulte corresponder en derecho con- 
forme a la prueba, con costas en caso de que no se allane 
de inmediato al ajuste y pago; todo ello en mérito de 
las consideraciones siguientes. 
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El Gobierno de la Provincia de Corrientes, con fe- 
cha 20 de octubre de 1943, dictó el decreto n» 460, dis- 
poniendo la caducidad de la concesión municipal otor- 
gada por ordenanza n* 163 para la "Explotación del Ma- 
tadero de la ciudad de Corrientes" y la incautación de 
todas las instalaciones, bienes y cosas afectadas al ser- 
vicio. Como consecuencia de esta medida, pasaron las 
obras al patrimonio provincial, enriqueciéndose con el 
valor representativo de las cosas incautadas, circuns- 
tancia que constituye razón y causa, además de otras 
consideraciones, de la obligación que tiene la deman- 
dada de pagar lo que la concesionaria debía a la actora 
por la construcción de las obras incautadas. 

Como es facultad privativa del poder público conce. 
dente declarar la caducidad de la concesión cuando así 
lo exijan los intereses públicos, no es necesario, para 
ejercer la acción, esperar que el acto de la caducidad 
quede irrevocable por reconocimiento judicial, desde 
que lo es por propia naturaleza. 

Conformo a la jurisprudencia de la Corte Suprema 
la ex-concesionaria tendría derecho a reclamar la in- 
demnización de los perjuicios reales que haya sufrido, 
siempre que demostrase que la caducidad no fué de- 
cretada con justa causa. Si esta última existiera sólo 
podría reclamar el pago de aquello en que se hubiere 
beneficiado la provincia en desmedro suyo por causa 
del empleo útil o del enriquecimiento sin causa. En el 
sub'jndtce no es esta la situación de la ex-concesionaria, 
pues las obras fueron construidas por la actora con 
arreglo al contrato celebrado con aquélla que, por no 
haber pagado el importe convenido, no puede preten- 
der que se le reconozca por ello suma alguna a título 
de empleo útil o de enriquecimiento sin causa. Ese de- 
rocho pertenece a la actora, que hasta la fecha de la 
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demanda no ha podido cobrar lo que le corresponde 
por los trabajos que realizó. 

La actora no discute los actos por los cuales el Go- 
bierno de la Provincia declaró la caducidad de la con- 
cesión y procedió a incautarse de los bienes, ni los efec- 
tos subsiguientes de este hecho; pero sostiene que por 
haber la concesionaria recibido del concedente el poder 
de contratar la construcción de las obras necesarias pa- 
ra la explotación del servicio público, debe verse en 
ello una relación de mandato, de gestión de negocios o 
de representación susceptible de tener efecto en cabeza 
del conferente, mandante o representado, por virtud 
de los principios de derecho común y del hecho de la 
incautación. El efecto de la incautación viene, así, a 
producirse en cabeza del Gobierno de la Provincia de 
Corrientes y en relación a la actora, constructora de 
las obras impagas, no por causa inmediata de la con- 
cesión sino de los principios de derecho común, aplica- 
dos en la emergencia por vía de gestión, mandato im- 
plícito o representación necesaria, como así de los que 
regulan el empleo útil y el enriquecimiento sin causa, 
por cuanto al no haber existido donación o convención 
expresa, que facultara al Gobierno para tomar por an- 
ticipado las obras y no pagarlas, no se encontraría 
como sustentar en las leyes lo contrario. 

AI incautarse de las obras la Provincia sabía que 
estaban impagas y que no se había reservado en el con- 
trato de concesión ningún derecho con relación a las 
obras, para el caso de caducidad, anulación o revoca- 
ción de la concesión antes del vencimiento del plazo de 
quince años estipulado. Por consiguiente, ni por la con- 
cesión, ni por la naturaleza o espíritu de la contrata- 
ción, le es dable al Gobierno de Corrientes atribuirse, 
por la incautación u otro medio, la propiedad de las' 
obras, sin indemnizar con imputación al valor do las 
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mismas, promediando, como promedió, caducidad y no 
extinción por vencimiento del plazo. Si no se recono* 
ciera que este hecho produce los efectos expresados y 
la obligación reclamada por la actora, se produciría a 
costa de ésta un típico caso de enriquecimiento sin cau* 
sa que afectaría las garantías constitucionales del de* 
recho de propiedad. 

Después de referirse al contrato de construcción 
de las obras de referencia, la actora manifiesta que 
inició ante los tribunales de Corrientes, dos ejecucio- 
nes con pagarés protestados y con otros que no lo fue* 
ron, contra los concesionarios Avalle, y que en 1941 
fueron decretados en ambas ejecuciones embargos so- 
bre todo derecho que por la concesión pudiera corres- 
ponder a D. Alejandro Avalle. De ello fué debidamen- 
te notificada la Municipalidad de la Ciudad de Corrien- 
tes, aunque ambos juicios se extraviaron. Explica cir- 
cunstancialmente, todos los hechos realizados por los 
componentes de la empresa concesionaria para eludir 
el pago de lo adeudado a la actora, así como todas las 
gestiones judiciales efectuadas sin éxito por ésta para 
cobrar su crédito, y termina sosteniendo la competencia 
originaria de la Corte Suprema por tratarse do una 
causa civil, fundada en los principios del enriqueci- 
miento indebido, promovida contra una provincia por 
vecinos de otras. 

Que a fs. 41 D. Miguel O. Méndez, en representa- 
ción do la Provincia de Corrientes, solicita el rechazo 
de la demanda en todas sus partes, con costas, por en- 
tender que la actora carece de acción contra la Provin- 
cia de Corrientes, ni tiene crédito que reclamar contra 
ésta. 

Con respecto a los hechos expuestos en la demanda 
niega expresamente : que el concesionario haya recibido 
las obras de conformidad, punto que debe resolverse 
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en pleito entre aquél y el constructor Niega también 
la forma de pago del precio de las obras ; las notifica- 
ciones a la Municipalidad de los embargos decretados 
en los juicios seguidos contra Avalle, que estos juicios 
tuviesen relación con las obras construidas en el Ma- 
tadero Municipal de la Ciudad de Corrientes, y que los 
pagares ejecutados en dichos expedientes también la 
tuvieran, y agrega que no se ha determinado cuál era 
el estado de los referidos juicios, ni que cd los mismos 
se hubiera dictado sentencia. 

Afirma que los recaudos acompañados con la de- 
manda no acreditan la existencia de crédito alguno del 
actor contra Avalle o Avalle y Cía. y mucho menos 
contra la Provincia de Corrientes, ajena a los contratos 
celebrados entre esas partes. La actora no tiene acción 
directa contra la Provincia, porque ésta no lia contra- 
tado con ella y las estipulaciones de contratos no pueden 
oponerse a terceros — arts. 502 y 1195 del Código Civil—, 
ni invocarse por ellos o contra ellos — art. 1199—, Los 
actores, pues, sólo pueden tener acción contra Avalle 
o Avalle y Cía. 

Por otra parte expresa que sostener, como lo hace 
la actora, que al contratar la construcción del Matadero 
el concesionario actuaba con una relación de mandato, 
gestión o representación del concedente, que haga sur- 
gir obligaciones a cargo de éste, es absurdo e importa 
desconocer la naturaleza jurídica del contrato de con- 
cesión de servicios públicos, conforme al cual el conce- 
sionario no actúa en nombre del Estado, "sino en nom- 
bre propio y por cuenta propia >K 

Niega que exista enriquecimiento sin causa a costa 
de la actora pues, aun prescindiendo de que el matade- 
ro fué levantado sobre terreno de propiedad de la Mu- 
nicipalidad y como accesorio pertenece a ésta, el conce- 
sionario se obligó a dejarlo a favor del cona dente. Si 
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la actora, al contratar con Avalle, no averiguó su situa- 
ción legal con respecto a la provincia, sólo aquélla debe 
soportar las consecuencias de sus actos. En el presente 
caso, no hay relación de causa a efecto entre el beneficio 
que se dice obtuvo la Provincia con la incautación de las 
obras y el empobrecimiento que pueda haber sufrido 
Moretti, Tomatis y Cía,, por falta de pago del saldo del 
valor de aquéllas, construidas de acuerdo al contrato 
celebrado con Avalle. Por otra parte, existe causa jurí- 
dica en la relación de derecho que ha determinado la 
incautación del matadero y la nulidad de la concesión, 
pues se ha fundado en la violación de la misma por el 
concesionario* 

Agrega que hasta ese momento nada se ha resuelto 
sobre el derecho del ex -concesionario a la indemniza- 
ción que éste reclama, de modo que mientras se encuen- 
tren en trámite los expedientes administrativos inicia- 
dos por Avalle y Cía., ante las respectivas autoridades, 
no puede admitirse que exista enriquecimiento sin causa. 
Si prosperase la demanda del constructor y la de los 
ex-concesionarios, la Provincia se vería obligada a pa- 
gar, por una sola incautación y acto jurídico, una doble 
indemnización a distintas personas, lo que es un absur- 
do. Sostiene, además, que lo referente a saber si la de- 
claración de caducidad de la concesión ha sido o no 
fundada y si los ex-concesíonarios tienen derecho a in- 
demnización, no puede debatirse en este juicio, como 
tampoco el punto relativo a la supuesta deuda de aqué- 
llos con respecto a la actora, pues deberá dilucidarse 
en pleito entre ellos. 

El decreto de caducidad de la concesión, al mencio- 
nar que Avalle contrató las obras con Moretti, Tomatis 
y Cía,, y que éstos comunicaron a la Intervención Fe- 
deral que se les adeudaba un saldo procedente del con- 
trato de construcción, contiene expreso reconocimiento 
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de que era Avalle o su sucesor el obligado al pago de 
la obra, en virtud ;M contrato» como lo admitió en su 
oportunidad la parte actora t sin pretender dirigirse 
contra el Municipio o la Provincia. 

Por otra parte, la demandada niega asimismo que 
los actores tengan acción subrogatoria u oblicua contra 
ella, |nies dicha acción sólo so confiere a quién haya 
prohado que es acreedor quirografario y los actores no 
han presentado en juicio justificativo alguno del crédi- 
to que pretenden tener contra Avalle, ni que éste alcan- 
ce a la cantidad que reclaman. 

Después de afirmar que los actores no pueden in- 
vocar ningún privilegio, en su carácter de constructo- 
res, termina ptdicndt se rechace la demanda en todas 
sus partes» con costas. 

Que abierta la causa a prueba — fs. 55 vta. — pro- 
d lijoso la que menciona el certificado de Secretaría de 
fs, 343. — A fs. 350 y fs. 366, se agregaron los alegatos 
de las partes, dictaminando el Sr. Procurador General a 
fs. 378. A fs. 378 vta. se llaman autos para definitiva, y 

Considerando: 

Que la demanda se funda, en síntesis en que al 
haberse incautado la Provincia, a raíz de la declaración 
de caducidad de la concesión para la explotación del 
matadero de la ciudad de Corrientes, de las instalaciones 
construidas por la actora con arreglo al contrato cele- 
brado con el concesionario y no pagadas por éste, ha- 
bría enriquecimiento sin causa del concedente a expen- 
sas de la firma constructora si no le abonara el importe 
que se le adeuda por las obras realizadas. 

Que para llegar a esa conclusión, la actora parte 
de la base de que, en primer término, si bien el concesio- 
nario tendría derecho en el caso de que la caducidad se 
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hubiera decretado con justa causa, al pago de aquello 
en que la provincia se hubiese enriquecido como con- 
secuencia de la incautación, nada podría reclamar con 
éxito en el presente caso porque omitió pagar el importe 
de las instalaciones a la empresa actora que las cons- 
truyó; y en segundo término, "el efecto de la incauta- 
ción viene a producirse en cabeza del Gobierno de la 
Provincia de Corrientes . , . no por razón de la concesión 
sino de los principios del derecho común, aplicables en 
la emergencia por vía de la gestión, mandato implícito 
o representación necesaria, así como de las que regu- 
lan el empleo útil y el enriquecimiento sin causa pues 
que con o sin concesión, con o sin su caducidad, si la 
provincia ingresa a su patrimonio — como acontece en 
el caso — un bien que lo acrecienta, debe pagarlo por- 
que si no hubo donación o expresa convención que lo 
facultara por anticipado para tomarlo y no pagarlo 
no encontraría como sustentar en las leyes lo contrario" 
(fs. 16 vta.). 

Que la actora niega, además, facultades a la pro- 
vincia para finiquitar con el concesionario las conse- 
cuencias de la incautación con prescindencia de la em- 
presa constructora (fs. 15 y 375). 

^ue, por su parte, la provincia demandada niega 
terminantemente que, al contratar la construcción de 
las instalaciones, el concesionario actuara con una re- 
lación de mandato, gestión o representación del conce- 
derte, que haga surgir obligaciones a cargo de ésta; 
sostiene su derecho, como concedente, para liquidar con 
el concesionario las consecuencias de la caducidad y la 
incautación, como efectivamente lo ha hecho después 
según resulta de fs. 57 y siguientes, y afirma, fundada 
en el contrato de concesión, que la actora carece de 
acción en el presente caso. 

Que la dilucidación de las cuestiones mencionadas 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



necesariamente impone el examen y la determinación 
de los efectos de la concesión, así como de la validez y 
consecuencias de los actos posteriores realizados por 
la provincia sobre la base de los derechos que, a su 
juicio» surgen de dicha relación jurídica r regida por 
normas y principios de derecho administrativo pro- 
vincial que, conforme a la jurisi -udencia de esta Corte 
Suprema revisten carácter local, por lo que su juzga- 
miento incumbe a los tribunales provinciales (Fallos: 
195, 383; 209, 28). 

Que la circunstancia de que la acto ra haya dado 
a la demanda el carácter de una reclamación fundada 
en los principios que rigen el enriquecimiento sin causa, 
no basta para atribuir a la causa el carácter civil ne- 
cesario para que proceda la competencia originaria de 
esta Corte Suprema; pues la decisión del pleito depen- 
derá de lo que se resuelva sobre cuestiones que, como 
se ha dicho, no revisten carácter común sino local y se 
hallan sometidas a la competencia de los tribunales pro- 
vinciales (Fallos: 184, 72; 194, 496; 206, 287; 209, 514). 

Por tanto, y debiendo pronunciarse la incompeten- 
cia originaria aun de oficio y en cualquier estado del 
pleito (Fallos: 209, 514), se declara que esta Corte Su- 
prema es incompetente para conocer en la presente 
causa. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 
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BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. MUNICIPALIDAD 
DE BAHIA BLANCA 

BECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples. Interpretación de tas leves fe- 
derales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho fundado por ei recurrente en el art. 
32 de la ley federal n* 10.676. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exctusián de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 

Las cuestiones de hecho y derecho común, como lo son las 
relacionadas con la efectiva prestación de un servicio pú- 
blico, y con la prescripción, son ajenas al recurso extra- 
ordinario. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. Régimen Ugah 

El art. 32 de la ley n* 10.676 no incluye a los impuestos o 
tasas municipales, perfectamente diferenciables de los 
nacionales o provinciales» entre los gravámenes de los cua- 
les se hallan eximidas las propiedades del Banco Hipote- 
cario Nacional. 

La cuota cobrada por inspección de motores y genera- 
dores de vapor instalados en una sucursal de dicho Banco 
no perturba el desenvolvimiento de la institución ni im- 
pide los fines determinantes de su creación. 



Sentencia del Juez Federal 

Bahía Blanca, 19 de setiembre de 1946. 

Y vistOS: 

Estos autos n* 113, año 1944 "Banco Hipotecario Nacional 
contra Municipalidad de Bahía Blanca, cobro de pesos", lia* 
mados a fs. 63, vta. para definitiva, de los cuales resulta: 

V) A fs. 3, el Dr. Eugenio Alvares Santos, en represen- 
tación del Banco Hipotecario Nacional demanda a la Munici- 
palidad de Bahía Blanca por cobro de la ¡rama de $ 1.136,50 % 
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que abonó bajo reserva de repetirla, y cuyo pago le fué re- 
querido por la autoridad municipal en concepto de impuesto 
sobre inspección de motores eléctricos, generadores a vapor e 
instalación» de ascensores y máquinas, cañerías y radiadores 
para la calefacción, instalados en el edificio de propiedad de 
su mandante, ubicado en la esquina de la Av. Colón y calle 
Vicente López, de esta ciudad. Que en razón de su autarquía» 
emanada de la Ley Orgánica, la institución demandante tiene 
su gobierno propio y que, dentro de los locales donde funcionan 
sus oficinas, es exclusiva la legislación y jurisdicción naciona- 
les; que ninguna otra autoridad, ni provincial ni municipal, 
puede invadir sus locales so pretexto de inspecciones de orden 
publico, sin ser requeridos sus servicios o sus auxilios por el 
gobierno propio de sus casas. Afirma que no es aplicable al 
Banco el impuesto exigido, que no se le prestó nunca el servi- 
cio que se le cobró, y que no correspondía incluir las multas 
pues estarían prescriptas en un período mayor de 5 años 
atrás. Destaca que la Municipalidad sólo tiene derecho a co- 
brar los impuestos sobre servicios prestados, tales como barri- 
do, limpieza y alumbrado. Reitera que la Municipalidad nunca 
prestó los servicios de inspección que motivan este pleito y que 
el Banco no los precisa por cuanto tiene, para ese fin, su per- 
sonal técnico especializado y pago. Pide se declare procedente 
la acción y se condene a la Municipalidad a devolver la suma 
de $ 1.136,50 % con intereses y costas. 

2») A fs. 6 se ordena correr traslado de la demanda, que 
es contestada a fs. 19 por el Sr. Nicolás Paladino en represen- 
tación de la Municipalidad de Bahía Blanca. Expresa que la 
demandada tiene facultades para inspeccionar los locales del 
Banco en los que haya instalaciones mecánicas para calefac- 
ción, calderas, motores y maquinarias que puedan constituir 
peligro para la salubridad pública, por cuya razón los im- 
puestos y las multas han sido legalmente percibidos y no 
procede su devolución; que el hecho de tener el Banco personal 
especializado no es inconveniente para el ejercicio de la ins- 
pección y el control que exigen la seguridad y salubridad 
publicas; que la inspección se ha realizado, que si bien el 
Banco está exento de impuestos y contribuciones por los títu- 
lo* que emite, no lo está por el pago de impuesto de alumbrado, 
barrido y limpieza, como lo reconoce el actor. Sostiene que la 
facultad de policía de industria, salubridad y seguridad per- 
tenece tanto a las provincias como a las municipalidades por 
atribuciones que confieren el art 183, inc. 4* de la Constitu- 
ción vigente y el art 47 de la Ley Orgánica Municipal de la 
Provincia. Pide se rechace la demanda, con costas. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



43 



Considerando : 

I. Que, de acuerdo a los términos de la demanda y su 
contestación, la litis contestado ha quedado trabada sobre 
estas doa cuestiones: a) Facultad de la Municipalidad de 
Bahía Blanca, para cobrar tasas en concepto de inspección 
de motores eléctricos, generadores a vapor, instalaciones de 
ascensores y máquinas para calefacción, de propiedad del 
Banco Hipotecario Nacional: b) Improcedencia del cobro de 
esas tasas por la no prestación de dichos servicios de ins- 
pección. 

II. Primara cuestión: El Banco actor sostiene que den- 
tro del concepto "impuestos munícipules" no entran los de 
inspección a realizarse en instalaciones ubicadas en el inte- 
rior de los edificios que ocupan sus oficinas, por cuanto en 
razón del gobierno propio de la Institución, derivado de la 
autarquía que emana de su ley orgánica, es el Directorio 
quien ordena esos servicios que se realizan por intermedio de 
sus oficinas técnicas especializadas; que dentro de esos locales 
es excluyente la legislación y jurisdicción nacional, y que las 
medidas* de seguridad e higiene son realizadas por la admi- 
nistración del Banco, sin requerir la intervención municipal 
para el cumplimiento de las mismas. 

La Municipalidad entiende que en las leyes que gobiernan 
al Banco Hipotecario Nacional, cuya autarquía reconoce, no 
hay disposición expresa que lo exencione del pago de impues- 
tos por Jos servicios que ella presta, en ejercicio de las facul- 
tado» de policía de salubridad y seguridad públicas, conferidas 
por la Constitución Provincial y la Ley Orgánica de las muni- 
cipalidades. 

En verdad, el Banco actor ha reconocido atribuciones a 
la demandada para percibir impuestos por alumbrado, barrido 
y limpieza, fundado en que dichos servicios han sido prestados. 

Ambas partes refuerzan sus argumentos basándose en 
dos resoluciones de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
eión, dictada* en sendos juicios entablados por el Banco de 
la Nación Argentina contra la Municipalidad de la Capital 
Federal. El primero de ellos, fué por repetición de una suma 
de dinero pagada en concepto de impuestos de alumbrado, ba- 
rrido y limpieza (Palios: t. 192, pág. 20), y el segundo, por 
repetición de lo pagado en concepto de impuestos por inspec- 
ción de instalaciones electromecánicas, térmica» e inflamables 
(Fallos: 192,53), es decir, caso análogo al sub judice. De 
la doctrina de ambos fallos surge i 1') Que en cnanto a im- 
puesto sobre alumbrado, barrido y limpieza debe pagarlo *1 
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Banco no sólo por los edificios en que tiene instaladas sus 
oficinas, sino también, por aquéllos que convierten en casa 
habitación, aunque sea para sus empleados; 2*) En cuanto a 
las tasas de inspección de las referidas instalaciones mecánicas 
en edificios ocupados por el Banco y en casas de departamen- 
tos de su propiedad, que dicha institución no se halla exenta 
de m pago cuando el servicio se ha realizado en su beneficio 
y para seguridad de su clientela, haciendo la salvedad en el 
fallo correspondiente al segundo juicio, "Que si se hubiere 
alegado que el Banco de la Nación tiene organizada una ins- 
pección técnica sobre sus edificios que responda al mismo fin. 
tendrá razón a negarse a pagar este impuesto por un servicio 
que le resultaría superfluo. . . "í 

El Banco Hipotecario ha discutido con este argumento 
desde la tramitación administrativa, como resulta de las pre- 
sentaciones de fs. I del expediente núm. 337/942, y 3 del 
núm. 1114/942, agregados por cuerda como prueba de la 
propia demandada. En autos, sostuvo en el capítulo IV de su 
demanda* que el Banco tiene su personal técnico y especiali- 
zado para realizar en el interior de los edificios donde fun- 
cionan sus oficinas, la inspección, cuidado y vigilancia que 
requieren los motores, máquinas e instalaciones eléctricas y 
a vapor. Todo ello ha quedado acreditado: 1») Con las decla- 
raciones de Santos Pagiani (fs. 30), Alejandro Banegas (fs, 
30 vta.), Julio P. Alvarez (fs. 32), y Marcos Pigueroa (fs. 32 
vta.), pertenecientes al personal de servicio del Banco, que 
por la naturaleza de loa hechos sobre que declaran son indis* 
pensables y hacen improcedente la tacha relativa que se pro- 
pone en el alegato (fs. 53), apreciadas como son de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica (ley 50 art. 124, y Cód Su- 
pletorio, arta. 207, 209 y 204) ; 2*) Con el informe emanado 
del Vicepresidente del Banco Hipotecario Nacional (fs. 57) 
del que no sólo resulta la existencia del "Departamento Téc- 
nico de Ingeniería" sino su intervención en la construcción, 
reparación y modificación de las instalaciones que dan motivo 
al pleito. 

Que, en estas condiciones, no le es necesario al actor el 
servicio de inspección que pretende haber realizado la muni- 
cipalidad demandada. 

Ili. Segunda cuestión: No obstante la conclusión a que 
se arriba en el considerando anterior, que surge de una inter- 
pretación jurisprudencial, debe resolverse sobre la improce- 
dencia del cobro, alegada por el actor. 

La demanda pretende la devolución de las sumas pagadas 
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I ^o?a rV « ,0 *, d ? m8 P ec «6'» comprendido» entre loa «fin 1932 
L ' qu * j amá » le ,uer °n Prestado!. Reclama 

la suma de * 1.136,50 abonada a la Municipalidad * Ba- 
nk Jhnca, según resulta de los recibos acompañados a fa. 8, 
10, 11 y 12 incluyéndose en este último la constancia dé 
haberse abonarlo « 4 en concepto de estampillado. Dichos 
recibos no han sido desconocidos por la demandada ni han 
sido objetados el importe y el concepto a que ae refieren. 

La Municipalidad se concretó a afirmar que las inanee- 
cioncs se realizaron. H ^ 

- pr, £ ba a P° ptat| a Por 'as partes resulta que entre los 

anos 1932 y 1942 Ja Municipalidad sólo habría realiaal una 
SgSSgS ? las . '"stalaciones electromecánicaa y térmicas del 
Banco Hipotecario Nacional, el 27 de setiembre del último año 

míííoS 8 ™¿ qUe * de su pr °P ia ¡«formación, surge que 
entre 1932 y 1941 no se prestó el servicio euyo pago « pre- 
encle. no siendo el .cent* la respuesta incompleta dada al oficio 

e lH4o ? ftt pa ,n a a ít C ? ta ^ q í e se haya cf «t«ado la inspección 
ele 1942 (fs. 40 y 41) ; idéntica comprobación resulta de las con 
testaciones a las preguntas 3» y 4» del interrogatorio de fs. 29, 
el infraJcriptí el " Wlonc * arríba mencionada» y analizadas por 

n« n !i e iÍ 0(,0 i' CUal w deduce que si el """i no se prestó, 
no puedo reclamarse pago alguno por ese concepto. 

IV. Que las conclusiones de los dos puntos anteriores 
gafo de? «Sor"" COnBÍde " ir ' 8 ***** «puesta S S S?. 

Por estos fundamentos, fallo : Haciendo lugar a la doman. 
ÍISS 8 ]& »? unici I> a Ii«»d de Bahía Blanca a repetir 
SJ!aT rff&S? Nacion »l *n el término de 10 días la ran- 
ií* i f \ m - so m /n., eon más loa intereses al tipo oficial, 

da " *— * y "«^a. deí 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bahía Blanca, marzo 10 de 1948. 

Vistos y Considerando: 

n 11 «<?^¿ Ste * tribulla, ' pa r a «top'tficar la solución del caso 
t í ™? P - y q H e cons,ste «> saber si la Sncunul del Banca 
Hipotecario Nacional, que funciona en edificio propio en esta 
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ciudad de Bahía Blanca, está o no obligada a pagar la cuota 
que Lm ordenanzas municipales le fijan por inspección de mo- 
tores y generadores de vapor, comenzará por exponer cuál es 
el verdadero carácter del gravamen de referencia. Analizando 
en un caso anterior (Griot contra Municipalidad de Jacinto 
Aráuz, resuelto el 9 de marzo de 1933 y registrado en el tomo 5, 
folio 100 de su Protocolo de resoluciones) cierta carga idéntica 
establecida por una municipalidad de territorios nacionales, dijo 
esta Cámara: "Que si bien resulta que el pago que se repite 
es por el impuesto de inspección de un motor generador de 
luz, es evidente que el motivo de la imposición, empleado este 
término en bu sentido genérico comprensivo de tasas e impuesto 
no es puramente financiero, sino que está de por medio la retri- 
bución de un servicio público realizado por la Comuna en vir- 
tud de razone» de convivencia y de seguridad de todos los 
veeinos que hacen necesario la intervención edilicia y que es 
restricción implícitamente aceptada por todos los miembros de 
dicha agregación espontánea que constituye el municipio, apar- 
te de tener su consagración legal en el art. 2621 del Código 
Civil, fuera de los principios irenerales del derecho adminis- 
trativo establecido por el art 2611 del mismo código. Las razo- 
nes expuestas son el inobjetable fundamento de la exacción 
mientras ésta se mantenga dentro del límite de proporción con 
el servicio, punto no discutido". 

Que, ampliando el examen, se^ün las características del caso 
presente, debe dejarse sentado que esta exacción tiene otro 
carácter sui-gemrh. No puede en efecto, en técnica financiera, 
reconocérsele calidad de impuesto afrtctu sennu. es decir de re- 
caudación para los propósitos puramente rentísticos de los entes 
del derecho público, creado sin sentido retributivo o conmuta- 
tivo y encaminado a formar la masa llamóla ordinariamente 
* * rentas generales", porque se lo recauda para prestar un ser- 
vicio, Pero, a pesar de esta última peculiaridad, tampoco pue- 
do decirse que se trate de tasa, porque no es retributivo ele ser- 
vicio prestado a quien lo costea. El mecanismo de la exacción 
es otro: los tenedores de motores y generadores ; los que insta- 
lan ciertos aparatos, si éstos son susceptibles de ocasionar peli- 
gro o incomodidad para la convivencia, deben pagar para que 
el poder público mantenga el órgano necesario de vigilancia, el 
servicio de seguridad correspondiente. El beneficiario del servi- 
cio es la colectividad, de consiguiente, y no los contribuyentes 
especiales. 

Que con estns dilucidaciones, que no son hechas con el 
propósito de apurar la exactitud doctrinaria, llegamos directa- 
mente a la conclusión práctica que cuadra en este pleito: La 
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exacción para el examen de instalaciones e inspección de moto- 
res no puede ser discutida por el Banco actor en razón de la 
falta de prestación efectiva del servicio, porque éste es asunto 
que no debe interesar a los contribuyentes a quienes se les esta- 
blece la obligación de papar Los creadores del peligro, como 
tales, no pueden discutir la forma de la fiscalización. Será el 
vecindario el llamado a eso, incluso las mismas personas físicas 
de los contribuyentes de la exacción, si invocan su seguridad 
personal descuidada y las personas físicas y jurídicas por la 
seguridad y conservación de sus inmuebles, los que podrán cla- 
mar y reclamar la prestación efectiva del servicio, pero no pre- 
tender exonerarse de la prestación correspondiente. 

Que también es inaceptable la postulación del Banco actor 
de sustituir el servicio publico de inspección de motores y ge- 
neradores por el propio servicio. Por una parte, poca garantía 
para el vecindario habría de resultar. El concepto de garantía, 
como el de seguridad, mira aspectos prácticos y aspectos psico- 
lógicos igualmente respetables. Lo práctico puede ser que el crea- 
dor del peligro tome efectivamente todas las precauciones para 
suprimir las consecuencias eventuales de índole peligrosa ; lo psi- 
cológico es que el vecindario se sienta tranquilo por la seguridad 
de que un en ce administrativo representante del poder público 
y extraño y distinto del propio inspeccionado, ejerza la inspec- 
ción. El Banco pretende en su demanda y alegatos que el punto 
de vista practico lo lia resuelto por sus medios propios, mante- 
niendo un personal técnico y especializado para que realice en 
el interior del edificio la inspección, cuidado y vigilancia que 
requieren sus motores, maquinas e instalaciones eléctricas y a 
vapor. La prueba obtenida mediante el interrogatorio de fs* 29 
os contradictoria, siendo lo mas lógico y verosímil lo que dice 
el empleado Bancgas: cuando hay algún desperfecto en las ins- 
talaciones, se avisa a la casa centra! y de allí mandan un ins- 
pector técnico. En cambio, a fuer de babor demostrado dema- 
siado con los demás testigos, se llega a la poco creíble demos- 
tración de que el departamento técnico de la casa central manda 
cada quincena o cada mes un inspector de instalaciones, extremo 
excesivo, que plantea dudas i: " Inspector — o sea, mero fiseali- 
zador — o encargado de dirigir reparaciones y arreglos y por lo 
tanto, responsable del estado de los servicios ?, etc. Como siem- 
pre demostrar demasiado es demostrar poco. Además, los depo- 
nentes son empleados del Banco, testigos de necesidad, si se 
si se quiere. No se hace notar la circunstancia de ese punto 
de vista. Poro el Juez debe saber cómo saben lo que dicen: 
¿Están el día entero en las dependencias de máquinas?; /acu- 
den allí con frecuencia?; ¿por qué?; ¿o son empleados de ofi- 
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ciña que no «alen de cierto radio del interior del edificio y 
que no están allí sino en ciertas horas t 

Que, aun dando por supuesto el extremo tal como ha sido 
intención del actor demostrarlo, con ello no se llega a ningún 
punto práctico para el pleito, porque lo que en tal caso debió 
también demostrarse, y e&ui ya en derecho, es que el Banco 
tiene facultad para sustraerse a las reglas de seguridad de la 
convivencia y de la vecindad que la ley de fondo en su espíritu 
y aun en su 'letra, confía a la autoridad administrativa general 
con facultad de ordenación sobre la colectividad en esa mate- 
ria v que el redimen comunal de la Provincia de Buenos Aires 
confía a sus municipalidades y la Municipalidad de Bahía 
Blanca a su inspección técnica. 

Que el art. 32 de la ley orgánica del Banco Hipotecario 
Nacional (según su reforma por ley 10.676) no menciona la 
exención de derechos municipales, sino nacionales o provincia- 
les; el gravamen, como se ha demostrado, no puede ser califica- 
do ni como impuesto ni como contribución; no se trata del pago 
forzoso de obras o servicios que la colectividad establezca e im- 
ponga a los contribuyentes sin consultar su voluntad particu- 
lar, sino de la fiscalización de instalaciones, peligrosas en po- 
tencia, que la voluntad de un miembro de Ja colectividad —per- 
sona física o ente de derecho — ha hecho y cuya responsabilidad 
de existencia le incumbe directamente, así como hacerse cargo 
de las obligaciones que dicha existencia origine respecto a loa 
demás y a la autoridad pública. 

Que hasta ahora no se ha tratado el caso sino encarando 
al Banco como un miembro particular de la colectividad* como 
un propietario de la aglomeración edilicia que es la ciudad de 
Bahía Blanca y cree el tribunal, que en realidad, es la única 
manera como hay que tratar el caso. Pero el Banco Hipoteca- 
rio Nacional es una agencia del gobierno de la Nación, un ente 
autárquico que éste ha establecido para sus fines y no está en 
la mente del tribunal olvidarlo. Tampoco está en el desarrollo 
de este fallo olvidado, aunque no aludido hasta ahora el ampio 
poder de legislación de fomento general del Congreso Nacional, 
pero no es este tribunal quien lo olvida luego del detenido exa- 
men de la materia financiera en punto a posibles tangencias con 
los poderes de provincia o municipales que hizo en el caso 
Ferrocarril del Sud v. Municipalidad de Juárez (Fallos de a 
Corte Suprema de la Nación, t. 183, p. 190, protocolo de la 
Cámara, t 35, f. 324). Pero, como se ha visto, el Congreso Na- 
cional no ha pensado en eximir a la institución actora de este 
gravamen de convivencia — que no es de los impuestos y contri- 
buciones de que está exenta—, ni es sentir del tribunal creer 
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que esté herido tampoco el principio de preeminencia de las ins- 
tituciones federales — art. 31 Const. Nae. — , la legislación ex* 
elusiva del gobierno nacional sobre los lugares en que funcionan 
establecimientos de utilidad nacional dentro del territorio de 
las provincias — art, 67, inc. 27 — por el módico derecho de 
inspección de motores y generadores de que se trata y cuya fa- 
cultad inspectora conferida por el Código Civil a las institu- 
ciones locales, no ha juzgado el Congreso preciso trasladar a 
resortes del Gobierno Nacional, como condición para que fun- 
cione debidamente el ente jurídico que representa el estableci- 
miento, ni tampoco está implícito en la naturaleza misma del 
órgano nacional afectado que quede excluido, en el punto de la 
acción, de los resortes locales. Ante principios de tanta trascen- 
dencia como los enumerados, resulta cuestión diminuta que el 
Banco Hipotecario Nacional se vea obligado por la entidad en- 
cargada del gobierno edilicio a someterse, en la especialidad 
puramente ?dilicia, a contribuir en la forma que le ha sido 
impuesta a la lógica garantía colectiva de seguridad. Todos 
los principios están a salvo si se reconoce al Congreso Nacional 
la facultad arriba mencionada, con cuyo ejercicio podrá reme- 
diarse cualquier traba resultante para los fines propios de la 
institución afectada y para los generales del Gobierno de la 
Nación. 

Por ello, se revoca la sentencia de fs. 64 y se rechaza la 
demanda, con costas. — Ernesto Scurrouilte. — Benjamín de 
la Vega. — Luis González Warcalde. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 93 re- 
sulta procedente, toda vez que ha sido puesta en tela 
de juicio la interpretación del art. 32 de la ley 8172, y 
la sentencia apelada es contraria al derecho fundado 
en el mismo por el recurrente. 

Sostiene este, que de acuerdo a lo dispuesto en di- 
cho art. 32 la Municipalidad de Bahía Blanca no pudo 
cobrar válidamente al Banco Hipotecario Nacional cier- 
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tas sumas por inspección «lo motores eléctricos y gene- 
radores ate vapár. 

Resulta, eiñpcro, que el citado texto legal sólo exi- 
me a la» propiedades de! Banco "de todo impuesto o 
contribución nacional o provincial no pudiendo ex- 
tenderse, en consecuencia, dicha exención a los impues- 
tos, tasas o derechos municipales, no incluidos por el 
legislador en la misma 20 y fi.*!). 

Corresponde, pin-.-, continuar el fallo apelado 
obrante a f& Síi, en cuanto pudo ser materia ae recurso. 
— lis. Aires, setiembre !> de 1948. — Carlos (¡. Delffao. 

FALLO DE LA COKTK SUPREMA 

Bs, Aires, 6 de octubre de 1948. 

V f istos los aulos ** Banco Hipotecario Nacional c.| 
Municipalidad de Bahía Blanca s./ cobro de p¿sos , \ en 
los que se lia concedido a fs. 90 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso es procedente, por cuanto se lia cues- 
tionado la inteligencia de las exenciones acordadas al 
Banco Hipotecario Nacional por el art. ÍÍ2 de la ley 
KMiTíi y la decisión ha sido contraria a las garantías 
invocadas (art. 14, ine. 3 V , ley 48). 

V en cuanto al fondo del asunto, el citado artículo 
de la ley lO.fiTíi, no incluye a los impuestos o tasas mu- 
nicipales, perfectamente diferenciables de los naciona- 
les o provinciales, según lo ha declarado esta Corte 
Suprema (Fallos; 192, 20) y resulta de la discusión 
parlamentaria í Diario de Sesiones íVmiara de Senado- 
res, año 1919 T. T. f paig. 657). 

Que la actividad normal del municipio, destinada a 
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resguardar la seguridad colectiva, no perturba en el 
caso, el desenvolvimiento de la institución federal de 
que se trata ni impide los fines determinantes de su 
creación. 

Que las demás cuestiones de hecho y derecho común 
—efectiva prestación del servicio y prescripción— son 
ajenas al recurso extraordinario. 

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr, Procurador General y por sus propios funda- 
mentos, se confirma la sentencia recurrida de fs. 86. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valen-züela. 



JACINTO SANTTN v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. C uestiones federales simples, Interpretactón <de otras normas 
tf actos federales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho fundado por el procurador fiscal recu- 
rrente en el decreto N° 6176/44. 

IMPUESTOS INTERNOS: Objetos de lujo. 

Las infracciones al detrito N* 6176/44. modificatorio dei 
art 14 de la ley 11.252 —145 del T. O. — ínc. d. ap 3 
ratificado por la ley N f 12.32» cometidas después de san- 
cionado el impuesto, son punibles con arreglo al art 36 de 

%8S¡L££ el T - ~ 8in ° grAVio a,gMno de 18 Cons - 

GOBIERNO DE FACTO. 

Los gobiernos de hecho tienen facultades nara establecer 
impuestos y las sanciones aplicables a los infractores. 
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CORTE SUPREMA. 

Tan incuestionable como la libertad del juicio de los jueces 
en el ejercicio de su función propia, es que la interpretación 
de la Constitución Nacional por parte de la Corte Suprema 
tiene autoridad definitiva para la justicia de toda la Repú- 
blica, Ello impone, ya que no el puro y simple acatamiento 
de su jurisprudencia, susceptible siempre de ser controver- 
tida, el reconocimiento de la superior autoridad de que 
está institucionalmente investida. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Importa desconocimiento de la superior autoridad de la 
Corte Suprema el apartarse de su jurisprudencia mencio- 
nándola sin controvertir sus fundamentos, con el agravan- 
te de invocar para ello "el deber de aplicar 'la Constitu- 
ción *\ modo tácito de expresar que se repara así el incum- 
plimiento de ese mismo deber en que el Superior habría 
incurrido; por lo que corresponde apercibir a los vocales 
de la Cámara federal que suscriben la sentencia que el 
Tribunal revoca. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, julio 3 de 1947. 

Vistos: para resolver el recurso de apelación interpuesto 
por Jacinto Santin (fs. 49) contra la resolución de la Adminis- 
tración General de Impuestos Internos que le aplicó una mul- 
ta de m§n. 460 por infracción al art. 145 del T. O. de las Leyes 
de Impuestos Internos (fs. 37) y 

Considerando : 

Que la infracción imputada al recurrente se encuentra 
acreditada en las actuaciones administrativas que han dado 
lugar a ta sanción en recurso; 

Que sin entrar a discutir la existencia de las mismas, el 
recurrente arguye que el Decreto 6176/ 44 en que se funda la 
pena impuesta, carece de validez por ser inconstitucional j 

Que es de aplicación al caso, lo resuelto por el Juzgado 
en los expedientes de Gonzalo Muñoz y Jacinto Santin, en los 
que se resolvió rechazar esa defensa "por cuanto debe recono- 
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cerse al Gobierno surgido de la revolución del 4 de junio de 
1944, además de las atribuciones que la Constitución Nacional 
otorga al P. E. de derecho, las facultado» legislativas necesa- 
rias para el mantenimiento del Estado, entre las que se encuen- 
tran las previsiones de carácter fiscal impuestas como indispen- 
sables para la marcha de la Nación (C. 8. 201, 249). 

Por ello, se desestiman las defensa* opuestas y se confir- 
ma la resolución recurrida que impone a Jacinto Santin una 
inulta de m$n. 460 con costas. — Oscar D. Palma Bcltrán. 



Sfntencia de la CAmara Federal 

Buenos Aires, julio 7 de 1048. 

Considerando : 

Que en primer termino corresponde tratar la defensa de 
prescripción de la acción invocada por el sumariado a fa. 61 
—omitida en su sentencia, por el Sr* Juez a quo — y reiterada 
en esta instancia en los apuntes supletorios del informe ín vace 
a que alude la nota de fs. 69. 

El recurrente funda dicha defensa en que tratándose de 
una multa de carácter penal, la prescripción debe regirse por 
lo que al respecto establece el art. 62 ine. 6 del C. Penal ; y que 
en consecuencia en este caso aquélla se habría operado por 
hab^r transcurrido, tanto desde la fecha de evasión del impues- 
to o desde que la multa fué dispuesta, más del término de un 
año que señala el precepto legal citado. 

Que la defensa alegada no es procedente, por cuanto como 
lo tiene declarado repetidamente la jurisprudencia (C. 8. 205, 
556; 198, 214; etc.), en causas de esta naturaleza no obstante 
tratarse de multas de carácter penal, la prescripción se rige 
por las disposiciones de la ley especial para la materia impo- 
sitiva N* 11.585 y no por las del C. Penal 

De consiguiente, no habiendo transcurrido desde que se 
cometió la presunta infracción el tiempo que señala la referi- 
da ley, la prescripción no se ha operado ; y así se declara* 

Que por lo que hace a la cuestión relativa a la validez 
del Decreto N ff 6176/44, esta Cámara se ha pronunciado en 
reiteradas oportunidades en el sentido de que los impuestos que 
crearan los gobiernos de facto, carecen de fuerza compulsiva 
mientras una ley no les diera validez y vigor; y que la omisión 
de un contribuyente de abonar un gravamen establecido por 
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decreto gobierno provisional no fin; un cielito, porque falta- 
ba la ley anterior al hecho que motivaba el proceso, garantía 
proscripta por el art. 18 ríe la Constitución Nacional, y que ni 
aun la ley posterior del Congreso, ratificando el decreto que 
dispuso el impuesto, podría tener el efecto, como expresó la 
Corte Suprema en Fallos: líiíl, 307; de convertir en defrauda- 
dor a quien no lo fu»' bajo la vigencia de la ley anterior. 

Tales eoneeptos Fueron refirmados al decidir el caso Fras- 
cilio, en diciembre 17 de 1í»47. agreírando que es indiscutible 
que en materia penal no puede tener efecto la jurisprudencia 
«le la actual Corte Suprema, referente a la validez de los de- 
cretos de ca ráete r legislativo de los gobiernos de faeto. porque 
sería violatoria del precepto constitucional citado: "Ningún 
habitante de la nación puede ser penado sin juicio previo fun- 
dado en ley anterior ^1 hecho del proceso* \ Cualesquiera que 
sean los alcances y la validez que se reconozca a aquellos de- 
cretos — expresó en la oportunidad citada — es evidente que 
ellos no son ley para el lenguaje de la Constitución, pues para 
ella no hay otra l&y que la que dicta el Congreso, 

En presencia de los fallas de la Corte Suprema que desde 
el 31 de marzo ppdo. (210, 481) han declarado expresamente 
que los gobiernos de faeto pueden sancionar por decreto aun 
normas de carácter penal, este Tribunal, dejando a salvo el 
respete» que le merece la jerarquía del superior, atendiendo a su 
deber de aplicar la Const. Nacional como ley suprema (art. 31 
de la misma), y teniendo en cuenta que uno de los objetos 
de ¡a justicia nacional, según el art. 3* de la ley 27, ea sostener 
la observancia de la Constitución Nacional, prescindiendo al 
decidir las causas de todá disposición de cualquiera €le los otros 
poderes nacionales que estén en oposición con ella, puede y debe 
Reiterar süa anteriores decisiones en los casos de Muñoz (febre- 
ro 27 de 1040). Prydman (mayo 20 de 11146); Bucovich (di- 
ciembre 24 de 1947) y otros, en el sentido de que los decretos 
del Gobierno de fado no pudieron convertir en delictuoso, un 
acto o una omisión que no lo eran para la ley. 

La tesis que reconoce amplias facultades legislativas a los 
gobiernos de faeto, contradice uno de los principios que fueron 
básicos en la República desde los días de la Revolución de Mayo 
y que el Oral. Juan Gregorio de Las lleras. Gobernador de 
Buenos Aires» concretara como una de las reglas fundamen- 
tales de la asociación política de las Provincias Unidas, en el 
proyecto remitido al Congreso General Constituyente el 16 de 
agosto de 1825: "Que ningún hombre puede ejercer ni preten- 
der ñor título alguno, la facultad de conceder leyes a los pue* 
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blos ni éstos renunciar para sí, ni para su posteridad, el dere- 
cho de sancionarlas por medio de sus legítimos representantes". 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. 62 y en 
consecuencia se absuelve a Jacinto Santin, de la pena de multa 
impuesta en la resolución administrativa de fs. 37, de este 
sumario de Impuestos Internos 2400-30-945. — Horada García 
Rama. — Carlos Herrera. — Maximiliano Consoli (en disi- 
dencia). 

Disidencia 

Considerando ¡ 

I 9 ) En el sumario administrativo se constató que Jacinto 
Santín había vendido a Chale NVil 6 prendas de piel gravadas 
por el Decreto N f 6176 de fecha 10 de marzo de 1944. modi- 
ficatorio del art. 145 del Texto Ordenado, haciendo figurar tales 
operaciones en su contabilidad particular como ventas a co- 
merciante inscripto, exentas de impuestos. La inspección de 
Impuestos Internos dejó comprobado que el comprador no re- 
vestía tal carácter, habiendo este negociado 4 de ellas, quedan- 
do en su poder las 2 restantes. 

La Dirección General Impositiva exigió a Santin el pago 
del impuesto omitido, más la multa estatuida por el art. 27 
del T. O. 

El sumariado aceptó la procedencia del pago del impuesto 
e interpuso los recursos de ley ante el Juzgado Federal, contra 
la multa que se le había impuesto, sosteniendo que la misma no 
está autorizada por ley y que no le es aplicable el art. 36 de 
la ley 3764 (art. 27 del T. O ), ya que la Constitución esta- 
blece que sólo por medio de leyes pueden crearse impuestos y 
prohibe al P. E., crear o aplicar penas. Asimismo invocó la 
sentencia dictada por esta Cámara en fecha 7 de abril de 1945, 
por la cual se le absolvió de una multa de m$n. 0.802,10, que 
le había impuesto la Administración de Impuestos Internos. 
Por último, amparándose en el art. 62, inc. 1° del C. Penal, 
solicitó se declarara prescripta la pena de multa del décuplo 
del impuesto que había decretado la Administración. 

El Sr. Juez a quo desestimó las defensas opuestas y confir- 
mó la resolución administrativa recurrida. 

2°) En cuanto a la defensa de prescripción alegada, el 
recurrente incurre en evidente error al pretender que rigen en 
el caso a examen, las disposiciones del C. Penal. En efecto, 
por disposición del art. V de la ley 11.585, las multas por 
infracción de las leyes de impuestos, se prescriben a los 5 años. 
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La otra defensa, opuesta por el apelante como cuestión de 
fondo, negando al Gobierno de la Revolución Nacional, facul- 
tad para crear el impuesto y aplicar pena por transgresiones 
cometidas a loa mismos, debe ser encarada y resuelta bajo el 
doble punto de vista, que plantea. 

En lo que respecta al valor legal de los impuestos creados 
por el Decreto N» 6174/44, cabe destacar, en primer término 
que ti sumariado ha aceptado u consentido el pago de dicho 
impuesto, por lo que no media oposición, de hecho, a la validez 
constitucional del Decreto de referencia. 

Por lo demás, la Corte Suprema a partir de la sentencia 
dictada en los autos "Ziella, Egidio e./ Smiriglio Hnos." en 
fecha octubre 1* de 1947, ha sostenido, invocando el mante- 
nimiento del orden jurídico institucional, que los Decretos-Leyes 
dictados por el Gobierno de la Revolución Nacional, conservan 
el valor de leyes vigentes, mientras no sean derogados por otras 
leyes. 

En consecuencia, la sentencia del Sr, Juez a quo al deses- 
timar las defensas opuestas por el infractor, se lia ajustado 
estrictamente a derecho. 

3*) Considerando el aspecto penal de la multa, de que 
hace mt'rito el sumariado, a fin de que se invaliden los efectos 
del Decreto N* 6174/44, de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 18 de la Constitución Nacional, cabe observar: 

, a) El hecho de haber desechado la aplicación de las dis- 
posiciones del O. Penal, en materia de prescripción, dando 
preeminencia al respecto, a la Ley N* 11.585, indica claramente 
que no tienen aplicación en el caso de autos, las disposiciones 
de carácter penal. Las multas por infracción de las leyes de 
Impuestos Internos no revisten, pues, el carácter penal, emer- 
gente de las regulaciones de la ley represiva. 

b) El Decreto N* 6174/44, que amplió el art. 145 (t. o.) f 
no creó pena alguna. En realidad, el hecho de no abonar mi 
impuesto interno y haber procedido con mira de defraudar al 
fisco, fui* penado por el art. 36 de la ley 3764 (art. 27 del 
t. o.) ; do manera que el referido Decreto no ha convertido un 
hecho en delito. En iguales condiciones se encuentra el art. 28 
del t. o., que establece penas para las infracciones a los Decre- 
tos reglamentarios, los que necesariamente deben dictarse con 
posterioridad a la sanción de la ley. 

De consiguiente, debemos concluir que el hecho que se 
incrimina — haber eludido el pago del impuesto interno — fué 
siempre considerado reprensible por una ley anterior : el art. 36 
de la ley 3764 (art. 27 del t. o.). 
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c) A fin de no incurrir en el error de situar el caso de 
autos dentro de las disposiciones del C. Penal, para luego hacer 
prevalecer el art. 18 de la Gonst. Nacional, es preciso tener pre- 
sente el doble carácter — administrativo y penal — de las multas 
aplicadas por la Administración. En caso de que el inf ractor 
no haga efectivo el pago de la multa, después de promovidos y 
agotados los procedimientos ejecutivos, entran en juego los re- 
sortes legales de carácter represivo, convirtiendo la pena, en 
prisión. 

En su mérito, se confirma la sentencia de fs. 62 y vta,, con 
costas. — Maximiliano Con&oli* 

Dictamen del Pbocubador General 
Suprema Corte: 

Pronunciándose la sentencia apelada contra la va- 
lidez de un decreto del Poder Ejecutivo Nacional en el 
que la parte interesada funda sus pretensiones, el re- 
curso extraordinario es procedente de acuerdo con la 
ley 48, art. 14, ines. 1* y 3\ 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco tiene consti- 
tuido representante especial, el que ya ha tomado en 
autos la intervención que le corresponde, (fs. 83). — 
Bs. Aires, setiembre 16 de 1948. — Carlos G. Delfitw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 1948* 

Vistos los autos "Santin Jacinto 1. 1, 2400|3G|945", 
en los que se ha concedido a fs. 78 el recurso extraordi- 
nario. 

Y considerando: 

Que en estos autos, a diferencia de lo que ocurrió 
en el precedente que menciona el escrito de fs. 32, el re- 
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curso extraordinario ha sirio fundado con arreglo a 
la jurisprudencia de esta Corte. En tales condiciones, 
dada la naturaleza de la* cuestiones decididas por el 
fallo apelado, y de acuerdo a lo dispuesto por el ¡nc. 1% 
nrL 14, ley 48, lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General y a lo decidido en casos análogos, el recurso 
deducido a Es. 76 es procedente y ha sido bien concedido 
a fs. 78. 

Que en cuanto a] fondo del asunto corresponde re- 
vocar la sentencia apelada de fs. 70. Como lo expresó 
el Tribunal en los autos "Frascino Vicente - hnp. In- 
ternos" — fallados en 9 de agosto del corriente año — 
las infracciones del decreto 0176 de 10 de marzo de 
1944, modificatorio del art. 14 de la ley 11.252 —145 
del T. O.— inc. d, ap, 3, ratificado por la ley 12.922, 
cometidas después de sancionado el impuesto, son pu- 
nibles con arreglo al art. 36 de la ley 3764 — 27 del 
T. O. — sin agravio alguno de la Constitución Nacional. 
Ello porque el gobierno de tacto pudo establecer el 
impuesto de que trata el juicio, con arreglo a reiterada 
jurisprudencia de esta Corte, y siendo el gravamen así 
inobjetable, prevista la sanción aplicada por ley tam- 
bién anterior al hecho de la causa, la multa impuesta 
no vulnera la garantía del art. 18 de la Constitución 
Nacional. Los fundamentos de esta conclusión fueron 
dados in extctiso en Fallos: 209, 3Í>0; 210, 481 y los allí 
citados. 

Que estos fallos fueron dictados en fechas recientes 
y las cuestiones decididas en ellos son en punto a las 
garantías constitucionales de que se trata rigurosamen- 
te ¡guales a las planteadas en este juicio, tanto en su 
fondo como en las modalidades y circunstancias que 
hacen a la iuconstitiictoualidad alegada y declarada en 
la sentencia que es objeto del recurso. 

Que tan incuestionable como la libertad del juicio 
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cíe los jueces en ejercicio de su función propia es que la 
interpretación de la Constitución Nacional por parte 
de esta Corte Suprema tiene, por disposición de aqué- 
lla y de la correspondiente ley reglamentaría, autori- 
dad definitiva para la justicia de toda la República. 
(Const Nacional, art. 100; ley 48, art 14). 

Que ello impone ya que no el puro y simple acata- 
miento de su jurisprudencia — susceptible siempre de 
ser controvertida como todo juicio humano en aque- 
llas materias en que sólo caben certezas morales — el 
reconocimiento de la superior autoridad de que está 
iiistitucionalmente investida. 

Que apartarse de esa jurisprudencia mencionán- 
dola pero sin controvertir sus fundamentos, como ha 
ocurrido en esta causa, y con el agravante de invocar 
para ello "el deber de aplicar la Constitución", mo- 
do tácito de expresar que se repara así el incumplimien- 
to de ese mismo deber en que el Superior habría incu- 
rrido, importa desconocimiento deliberado de dicha 
autoridad. 

Por tanto se revoca la sentencia de fs. 70 y atentos 
los términos del voto de la mayoría se apercibe a los 
Srs. vocales de Cámara que la constituyeron Doctores 
( arlos Herrera y Horacio García Rams. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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Cía. SWIFT DE LA PLATA 8. A. FRIGORIFICA 
fe NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DF APELACION: Tercera instancia. Juí- 
cios en que la Nación es ¡xirte. 

Procede el recurso ordinario de apelación previsto en el 
art 3*, ¡ne. 2* de la ley 4Ü56, sí de autos resulta que el 
importe de las costas y de los intereses, en la medida en que 
éstos se controvierten, excede el límite de cinco mil pesos. 

INTERESES; Rehicwn jurídica entre Jas partes. Repetición de im- 
puestos. 

Las intereses de las sumas indebidamente pagadas en con- 
cepto de impuestos se adeudan desde la notificación de la 
demanda sobre repetición. No obsta a ello la circunstancia 
de que al allanarse a la acción, el representante del Fisco, 
después de invocar la constante y reiterada jurispruden- 
cia de la Corte Suprema que así lo ha decidido, haya dicho 
que su representada pagará los intereses correspondientes 
a contar de la fecha de interposición de la demanda, pues 
no es presumible que se haya propuesto realizar una libera- 
lidad para la que no estaba autorizado y resulta evidente 
que se trata de un error material. 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Allanamiento. 

Procede imponer las costas al Fisco que, si bien se allanó 
a la demanda sobre repetición de impuestos, obligó al actor 
a pagar el gravamen y a iniciar el juicio al no resolver 
la Dirección de Réditos los recursos de repetición oportuna- 
mente interpuestos. 



Sfntbncia de la Címara Federal 

Buenos Aires, julio 14 de 1948. 

Y considerando: Para resolver sobre los recursos inter- 
puestos por la parte actora: a) de apelación y nulidad en sub- 
sidio contra el auto de fs. 31 vta., b) de apelación y nulidad 
contra la sentencia definitiva de fs. 36 y por la parte deman- 
dada, de apela -ion contra esta última. 
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a) Que el auto de fs. 31 vta., es simplemente aproba- 
torio de la liquidación de capital; practicada de conformidad 
a la suma reclamada al iniciarse el juicio y requerido por la 
Dirección Oral. Impositiva, a los efectos del art. 37 de la 
ley 11.683 (Texto actualizado en 1947), lo que ningún grava- 
men le produce a la parte actora y resulta, por lo tanto para 
ella, inapelable (art. 206 de la ley 50). 

Que el recurso de nulidad no procede contra los autos iu- 
terlocutorios, conforme al art. 234 de la ley 50. Se declara en 
consecuencia mal concedidos ambos recursos. 

b) En cuanto al de nulidad contra la sentencia definiti- 
va no ha sido fundado en esta instancia, ni se advierte tampoco 
vicio alguno que pueda determinar su procedencia, por lo que 
corresponde desestimarlo. 

c) La sentencia apelada por la demandada no le causa 
agravio, pues las cuestiones decididas se ajustan a lo solicitado 
por la misma al allanarse a la demanda (fs. 26) y reiteradas 
a fs. 31 y al pedir se dictare el pronunciamiento (fs. 35). En 
su mérito, se declara mal concedido el recurso. 

Que con respecto a ]a apelación deducida por la actora son 
dos las cuestiones a resolver: I*) desde cuándo deben correr los 
intereses y II») si corresponde o no imposición de costas a la 
vencida. 

I*) Que si bien conforme a reiterada jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia, los intereses moratorios sólo co- 
rren desde la interpelación judicial (Fallos: 194,96 y 345; 
197, 209 ; 201, 218; 202, 385; 204, 150, etc.) es de advertir que 
la parte demandada manifestó conformidad con abonarlos des- 
de la interposición de la demanda (escritos de fs. 26, 31 y 35. 
y ratificación del primero a fs. 27) por lo que teniendo en 
cuenta lo expuesto, el Tribunal estima procedente confirmar 
cu esta parte la sentencia apelada. 

IT) Que el Sr. Juez a qm no hizo lugar a la imposición 
de costas al Gobierno de la Nación, atento el estado del juicio 
en que se formuló el allanamiento. 

Que este Tribunal ha orientado sus decisiones al respecto, 
en el sentido de que por ser las leyes de impuesto a los réditos 
y a las ventas relativamente nuevas y estarse aún en pleno 
período de elaboración de su jurisprudencia, no deben, en gene- 
ral, aplicarse costas al vencido, salvo cuando la claridad del 
punto debatido o la existencia de pronunciamientos judiciales 
anteriores liaban aconsejable lo contrario. Por eso es que en 
muchos casos no obstante condenarse al Fisco, no se le impo- 
nen costas; como tampoco en otros se aplican al actor, no obs- 
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tante el rechazo de sus pretensiones. Así, el Tribunal eximió 
ele costas a los contribuyentes, entre otros, en los casos: ** Cía. 
de Aguas Corrientes de Bahía Blanca' \ 8 de julio del corriente 
año; "Justesen" 19 de mayo próximo pasado; "Asíase", 22 del 
mismo raes y "Camerún**, de diciembre 3 de 1947; y no las 
aplicó at Fisco, en los de "Puhalde", del 1JÍ de mayo próximo 
pasado; "Bureasen", 22 de mayo próximo pasado; "Celulosa 
Argentina S. A,", 19 de noviembre de 1947 y "Cía. Swift de 
La Plata", 17 de setiembre del mismo año. 

Pero en el presente, no puede contemplarse el asunto de 
la misma manera, porque si bien es cierto que el Fisco se allanó 
a la demanda, lo cierto es que el actor se vió obligado a ocurrir 
a la justicia ante la actitud de la Dirección de Réditos que no 
resolvió sus recursos de repetición en los términos legales y 
que le habí; Migado a pagar impuesto sobre sumas que no 
debían trib irlo según sus propias decisiones El gravamen 
le tué **x i*rii.ti en 1944 y 194ít, cuando, según lo expresa el re- 
presentante de la demandada a fs. 2(i. desde 1940 estaba en 
vigor una resolución del Consejo cuya regla 5* contemplaba 
expresamente el caso, disponiendo que aquél no era exigióle. 

En su mérito, se confirma la sentencia apelada de fs. DC 
y su aclaratoria de fs. ÍÍ8 y se la modifica en cuanto a las costas, 
que se declaran a cargo de la parte demandada. Las de esta 
instancia en fcl orden causado, en atención al resultado de los 
recursos. — Carlos Herrera. — Horacio García Rams. — Alaji- 
tuiliano Conmti (en disidencia). 

Disidencia 

Vistos y considerando: Que corresponde confirmar la re- 
solivión de fs. .'1(5, en cuanto exime de las costas a la Nación 
demandada, por las siguientes razones: a) Porque la Dirección 
(¡nd. Impositiva se allanó a la devolución del importe recia- 
luado, en e! primer escrito que presentó a los autos — fs. 26 — 
ni eyacuar el traslado de la demanda, b) Porque la resolución 
administrativa de fecha 9 de noviembre de 1940. a que se alude 
en el escrito de allanamiento, es sólo un antecedente que auto- 
riza a la p. O. I. a paralizar el juicio, en beneficio del actor, 
c) La» reparticiones autánjnícas, — sobre todo, las que son re- 
caudadoras de tributos creados por la ley para satisfacer fines 
sociales — en principio, deben acotar todos los recursos legales 
en defen&a de los gravámenes fiscales. <0 Porque de las cons- 
tancias do autos resolta que es eí primer caso judicial que se 
produce, ya que no se cita fallo alguno recaído, con anteriori- 
dad, en causa análoga, e) Porque tal ha sido el criterio sus- 
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tentado por la mayoría de esta Sata, al eximir de hg costas 
a la actora, en los autos "Cía. de* Amias Corrientes de Bahía 
Blanca e./ Pisco Nacional, C. 6ÍÍ44" (8 de julio del corriente 
año) a pesar de haber sido vencida, en primera y segunda 
instancias. 

En su mérito, se confirma la sentencia, en cuanto se ha^e 
luffar al allanainieiuo de la Nación demandada, sin eov'aa. 
— Maximiliano Gónsoli. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«. Aires, 6 de octubre do 1948. 

Vistos los autos "Cía. Swift de La Plata S. A. 
Frigorífica coülra Gobierno de la Nación sobre repe- 
tición ( Réditos)*' en los que se ha concedido a fs. 47 vta. 
vi recurso ordinario de apelación* 

Considerando : 

(jue resulta ele autos que el importe «le las costas 
y de los intereses, en la medida en que éstos se contro- 
vierten, excede el límite del art. tV\ inc. 2* de la ley 4055; 
por tanto, es procedente el recurso concedido a fs. 47 vta. 

(Jue en cuanto a la fecha desde que han de compu- 
tarse los intereses es do tener en cuenta la manifesta- 
ción de la parte demandada en su escrito de fs. 26, donde 
invocando la "constante y reiterada jurisprudencia de 
la Corte Suprema" dice: **nii representada pagará los 
intereses correspondientes a contar de la feehu de in- 
terposición de la demanda'*; es decir, que se allana a 
lo que tiene establecido la jurisprudencia uniforme, o 
sea que los intereses corren desde la interpelación ju- 
dicial. No os presumible que el representante del Fisco 
se hubiere propuesto realizar una liberalidad — para lo 
cual no está autorizado— sino que evidentemente se 
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trata de un error material al pretender decir que los 
intereses debían ser calculados desde la notificación de 
la demanda. 

Que en lo referente a la imposición de costas a 
la parte demandada corresponde confirmar la senten- 
cia por sus fundamentos y conforme a lo establecido 
por esta Corte Suprema en las causas que se registran 
en T. 187, 677; 194, 293; 198, 13 y 127 entre otras. 

Por tanto se modifica la sentencia apelada y se 
resuelve que los intereses deben ser pagados desde la 
fecha de notificación de la demanda. Las costas en esta 
instancia en el orden causado. 

Tomas D. ( asares — FELIPE S. 

Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvabez "Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



NACION ARGENTINA v. MANUEL f , DUCAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las leyes fe- 
derales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
interpreta en sentido opuesto al sustentado por el recu- 
rrente la ley n* 11.585. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Revocación de ta sen- 
tencia apelada* 

Tratándose de la ejecución de una multa de reducido 
monto por infracción a las normas sobre impuestos inter- 
nos, iniciada hace más de doce años y en la cual se soli- 
cita la conversión de dicha multa en prisión, corresponde 
que la Corte Suprema se pronuncie sobre el fondo del 
asunto. 



DB JUSTICIA DE LA 

SENTENCIA: Materia penal 



En las causas de naturaleza penal no existe litis contes- 
tación y la potestad judicial del tribunal de alzada no 
esta limitada por los pedidos de la acusación y la defensa, 
si bien el fallo debe recaer sobre los hechos materia del 



proceso* 

LEY: Interpretación y aplicación. 



Cualquiera que sea la naturaleza que se atribuya a loa 
sanciones establecidas por leyes especiales —como son las 
de impuestos internos— esto es, si tienen en el orden re- 
presivo una especificidad propia o son pura y simple- 
monte derecho pti.al, tratándose de leyes especiales, es 
decir, de organismos legales autónomos, la norma primera 
de interpretación es la de atenerse a sus propias disposi- 
ciones en todo cuanto se halle fundamentalmente contera- 
piado por ellas. 

LEY: Interpretación y aplicación. 

No os preciso que las leyes especiales dispongan literal- 
mente lo contrario que las disposiciones generales del 
t,od. 1 enal para excluir la aplicación de éstas. Es sufi- 
ciente que la aplicación subsidiaria del código mencio- 
nado sea incompatible con la orgánica armonía de las 
disposiciones de aquéllas. 

MULTAS. 

No procede convertir en prisión las multas impagas apli- 
cadas por infracción a las normas sobre impuestos internos. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 1948. 

Vistos los autos " Pisco Nacional contra Manuel 
S. l>tieás sobro cobro de pesos", c n los que se ha con- 
cedido a f 8 . ¿32 el recurso extraordinauo. 
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Considerando: 

Que el recurso extraordinario ha sido bien otorga- 
do a fs. 52 porque se ha puesto en cuestión oportuna- 
mente la inteligencia de la ley 11.585 y la decisión recu- 
rrida es contraria a la que le atribuye el apelante. 

Que por tratarse de la ejecución de una multa de 
reducido monto aplicada al demandado por una infrac- 
ción a las normas sobre impuestos internos, que fué 
iniciada hace más de doce años y en la cual ahora se 
solicita la conversión de dicha multa en prisión, esta 
Corte Suprema estima que, de acuerdo con lo resuelto 
en casos que tienen analogía con el presente (Palios: 
189, 292; y "De Mata Delfino v. Impuestos Internos" 
decidido'el 14 de junio ppdo.) t le corresponde hacer uso 
de la facultad qne le confiere el art. 16, 2» parte, de la 
ley 48 y pronunciarse, en consecuencia, sobre ei fondo 
del asunto. 

Que ello se justifica, además, por tratarse de una 
cuestión de naturaleza penal y ser jurisprudencia reite- 
rada de esta Corte que en las causas de esa índole no 
existe litis contentación y la potestad judicial del tri- 
bunal de alzada a cuyo conocimiento se halla sometida 
no está limitada por los pedidos de la acusación y la 
defensa, si bien el fallo debe recaer sobre los hechos 
materia del proceso (Fallos: 184, 684; 186, 297). 

Que, por consiguiente, corresponde examinar en 
primer término si procede o no convertir en prisión las 
multas aplicadas por infracción a las normas sobre 
impuestos internos y no pagadas, pues de la solución 
que se dé a este punto dependerá que haya que consi- 
derar o no la cuestión referente a la prescripción de- 
clarada por la sentencia recurrida. 

Que si bien en Fallos : 206, 76, esta Corte llegó a 
la conclusión de que las multas de impuestos internos 
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son convertibles en prisión porque procede aplicar a 
su respecto lo dispuesto por el art. 21 del C. Penal, un 
nuevo estudio de la cuestión decide al Tribunal a apar- 
tarse de lo resuelto en aquel fallo. 

Que cualquiera sea la naturaleza que se atribuya 
a las sanciones establecidas por leyes especiales como 
la que aquí p e considera — ebto es, si tienen en el orden 
represivo una especificidad propia o son pura y sim- 
plemente derecho penal — , tratándose como se trata de 
leyes especiales, es decir, de organismos legales autó- 
nomos, la norma primera de interpretación a su res- 
pecto es la de atenerse a sus propias disposiciones en 
todo cuanto se halle fundamentalmente contemplado 
por ellas. 

Que la ley de impuestos internos, a diferencia de 
otras de análoga naturaleza, como la de aduanas, no 
hace mención alguna de la convertibilidad en prisión 
de las multas cuya imposición autoriza. Y esto, que 
podría ser sólo una omisión de la ley, adquiere, sin em- 
bargo, sentido positivo cuando se observa que la ley 
considera expresamente el incumplimiento de la pena 
de multa en los arts, 10 y 16 del texto ordenado dispo- 
niendo en este último que en caso de mora en el pago de 
la multa se solicitará el embargo de las existencias, ma- 
quinarias, edificios, etc., y en el primero que los pagos 
de impuestos y multas que no se efectúen en debido 
tiempo devengarán el interés del 2 c /o mensual. Dis- 
posición demostrativa de que cuando la sanción ha de 
consistir en multa el legislador ha querido mantener 
esa clase de pena por más que se eluda su cumplimien- 
to. Eventualidad esta expresamente contemplada, pues 
determina una onerosa agravación de la pena impuesta, 
pero en el orden de la misma especie de sanciones, es 
decir, en el de las represiones pecuniarias. 
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Que, por otra parte, en el art. 27 del texto orde- 
nado se establecen penas corporales en términos que 
expresan claramente haberse propuesto establecer las 
de esa naturaleza sélo para los casos a que el texto se 
refiere. Después de disponer que la defraudación será 
penada con multa de diez tantos de la suma que se pre- 
tendió def laudar se agrega: "pudicndo además apli- 
carse por los tribunales la pena de arresto al autor... 
en caso de grave defraudación, de reincidencia gene- 
ral o concurso de infracciones" por un término que no 
exceda de un año. Limitación esta última a causa de 
la cual, de admitirse la conversión de las multas en 
prisión podría darse la incongruencia de que a la trans- 
gresión mm grave corresponda una pena corporal me- 
nor que a la menos grave sólo sancionada con multa, 
pues la magnitud de las multas que esta ley impone obli- 
garía en muchos casos u que la prisión en que se la 
convierta llegue al máximo del año y medio que fija 
él art. ¡21 del C, Penal. 

Que de los preceptos examinados sigúese que aunque 
se considere aplicable en principio a la ley en cuestión 
lo preceptuado cu el art. 4 V del C. Penal, en esta parte 
de ella bay disposiciones contrarias a lo que sobre el 
particular legisla dicho Código en el art. '21, pues como 
Jo expresó esta Corte en la sentencia de la causa "Pas- 
cual E. Santoro y José K. T. Milano, infracción a la 
ley ÜX30" el 17 de setiembre ppdo., debe considerarse 
que la ley especial dispone lo contrario no sólo cuando 
lo hace literalmente, sino también cuando la aplicación 
subsidiaría del C, Penal es incompatible con la orgá- 
nica armonía de las disposiciones de aquélla. 

Por tanto se declara que no procede convertir en 
prisión la multa aplicada por la Administración Ge- 
neral de Impuestos Internos a que se refiere la pre- 
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gente ejecución, confirmándose por esa razón la sen- 
tencia apelada. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B # Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Kodolfo G. Valekzuela. 



JUAN CARLOS HILBERO (SUCESION) v. PROVINCIA 

DE SANTA FE 

COSA JUZGADA. 

La sentencia dictada en un juicio reivindicatorío tiene 
con respecto a la provincia que se allanó a ser citada de 
evicción manifestando que confiaba en la competencia del 
mandatario de los demandados para hacer una defensa 
eficaz de sus derechos y que sólo intervendría directa- 
mente en la causa en el caso de juzgarlo necesario la auto- 
ndad de la cosa juzgada, 

EVICCION. 

Como el citado de evicción no es responsable ante el rei- 
vindicante sino porque lo es ante el reivindicado, la pri- 
mera de las responsabilidades mencionadas no puede tener 
más extensión que la segunda. Y puesto que esta última 
es susceptible de limitación (art. 2098 del C. Civil), si 
quien vendió fué el gobierno de una provincia cuyas leyes 
ponen a su responsabilidad por la evicción un límite com- 
patible con los que admite el mencionado código ese lí- 
mite legal rige en la venta de que trata el juicio 'aunque 
no se haga mención explícita de él, siempre que lá norma 
legal limitativa haya estado en vigencia cuando se efectuó 
la transferencia. 

EVICCION. 

No demostrado que los adquirentes conocieran el peligro 
de la evicción antes de la adquisición, es ineficaz la prueba 
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do! conocimiento que habrían tenido los reivindicantes y 
sus antecesores, lo que es ajeno al art. 2106 del C. C. 

Eviccrox. 

El reivindicante no puede ser forzado a ejecutar la sen- 
tencia contra el citado de evicción. si prefiere hacerlo 
contra el demandado, ni está obligado a ejecutarla contra 
éste cuando no se trata de recuperar el inmueble sino de 
resolver en indemnización de daños y perjuicios la obli- 
gación de restituir la indemnización que puede reclamar 
al primero. 

FV i CC IOS. 

La responsabilidad del citado de evicción comprende el re- 
sarcimiento del valor del bien por él vendido y los daños 
y perjuicios a que se refieren los arts. 2118, 2119 y 2121 
del C. Civil. 

EVICCtOX. 

El vendedor citado de evicción es responsaole del precio 
de la tierra recibido por él y de los daños y perjuicios 
que representan la diferencia entre el precio pagado y lo 
que vale la cosa el día de la evicción, es decir que responde 
por el valor de la cosa el día de ta evicción. 

EV1CCIOX. 

El vendedor citado de evicción es responsable de los fru* 
tos correspondientes al tiempo transcurrido entre la noti- 
ficación de la demanda sobre reivindicación y la fecha en 
que debió quedar cumplimentada la sentencia, las que, en 
la duda deben calcularse con arreglo al criterio más favo- 
rable para el deudor, 

EVíC( IOX. 

ha indemnización de los perjuicios a partir de la fecha 
en que la sentencia dictada en el juicio de reivindicación 
debió ser cumplida, debe calcularse como interés a tipo 
banca rio del valor asignado al campo, si así lo han conve- 
nido las partes. Debe excluirse del cómputo de los mismos 
el tiempo transcurrido sin formalizar ejecución contra el 
rilado de evicción, por exclusiva culpa de los actores. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En dictamen de fs. 831 expresé a V. E. las razones 
por virtud de las cuales correspondía al Tribunal co- 
nocer en la presente causa, con jurisdicción originaria* 

La sentencia de la Corte Suprema (fs. 855) así lo 
decidió; quedando radicada en esa forma la acción ante 
V. E. Be acuerdo a mi dictamen de fs. 895, la resolución 
de la Presidencia de fs. 806 y la sentencia de fs. 903 
mantuvieron la precitada jurisdicción originaria* 

No encuentro mérito en la ulterior sustaneiación 
de la causa, ni han liecho reparo alguno al respecto laa 
partes para modificar lo resuelto sobre el particular. 

En cuanto al fondo del litigio, se trata de materia 
ajena a mi dictamen, sometida a la exclusiva aprecia* 
ción del Tribunal ; por lo que ha de excusarse no emita 
opinión al respecto. — Bs. Aires, octubre 4 de 1946. — 
Juan Alvar ez. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 6 de octubre de 1948. 

Y vistos estos autos caratulados "Milberg Juan 
Carlos (sucesión) contra Santa Fe, la Provincia, sobre 
indemnización de daños y perjuicios", de los que re- 
sulta; 

Que a fs. 832 se presenta D. Florencio Mnjíca Gar- 
mendia como apoderado de los herederos de D. Juan 
Carlos Milberg, con excepción de nenian Milberg, re- 
produciendo una acción do ejecución de sentencia que 
antes intentara en la Provincia de Santa Fe y cuyo 
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Superior Tribunal la declaró de jurisdicción originaria 
do esta Corte Suprema, remitiéndole, a tal efecto, los 
autos respectivos. Los antecedentes del asunto son los 
siguientes: 

En un juicio anterior sobre reivindicación, en el 
cual la Provincia de Santa Fe fué citada de evicción, 
la Corte Suprema dictó sentencia el 22 de diciembre de 
1924 (Palios: 142, 273), condenando a los demandados 
a restituir al actor el inmueble de que se trataba, de 
13,690 Hs. 8538 ni. 2 , y a devolverle los frutos percibidos 
desde la fecha de la notificación de la demanda y de los 
que por su negligencia bubiere dejado de percibir. 

Los actores persiguieron después ante los tribuna- 
les locales la ejecución de la sentencia aludida y obtu- 
vieron que por sentencia arbitral de primera instancia 
se condenara a la demandada a pagar m#n. 1.369.085,38 
por el valor del inmueble que no podía restituir, más 
m$n. 499.230,30 por devolución de frutos. Recurrida esa 
decisión por ambas partes, el Superior Tribunal de San- 
ta Fe anuló lo actuado hasta el momento en que la Pro- 
vincia había comparecido nuevamente como citada de 
evicción, no prosperando sobre el particular el recurso 
extraordinario que entonces se interpuso. 

En esas condiciones la actora solicitó que los autos 
fueran enviados a la Corte Suprema para ser trami- 
tados ante ella por ser el tribunal competente y así se 
dispuso. 

Afirma el actor que en el juicio de reinvidicación 
tramitado anteriormente ante la Corte Suprema, la 
Provincia había manifestado en su escrito de responde 
que confiaba en la competencia del mandatario de quie- 
nes la citaban de evicción para hacer una defensa eficaz 
de sus derechos y que sólo en caso de juzgarlo necesa- 
rio, tomaría intervención en la causa. Esto último fué 
lo que efectivamente hizo más tarde, siguiéndose el jui- 
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cío con sus representantes de Santa Fe, cuyo aperso- 
namiento en el litigio ful causa determinante del cono- 
pimiento de la Porte Suprema. Por tanto los actores 
lian podido y debido ejecutar lu sentencia contra la Pro- 
vincia de Santa Fe f conforme a los preceptos conteni- 
dos en el art. 2108 y concordantes del Código Civil y a 
la reiterada jurisprudencia del Tribunal. 

Arguye, por otra parte, que la acción no puede tra- 
mitarse sino por la vía ejecutiva» de acuerdo con lo que 
disponen los arts. 309 y correlativos y 249, inc. 1*, de la 
Ley 50 y Título XV del Código de Procedimientos en 
lo Civil de la Capital, de aplicación según ©1 374 
de la citada Ley 50. En consecuencia, reproduce y am- 
plía la acción de ejecución de sentencia contra la Provin- 
cia de Santa Fe, citada de evicción por los demandados 
en el juicio principal, y solicita se le tenga por ratifi- 
cado, en lo que procesalmcntc corresponde, del escrito 
presentado ante los tribunales ordinarios de aquella 
provincia, con los antecedentes que allí se mencionan. 
Como debe ajustar el trámite de esta ejecución a la 
preceptuado en los arts. 542 y 548 del código aludido, 
afirma que debe abonarse a su parte, por concepto de 
pago del inmueble, indemnización de frutos, daños y 
perjuicios y demás condenaciones de la sentencia, en 
primer termino el valor de la tierra, que estima en 
$ 3.500.000 teniendo en cuenta los elementos de juicio 
acumulados en la reivindicación, y en segundo lugar la 
cantidad de $ 8,50 m¡n., anual, por bectárea, como valor 
de los frutos, suma que debe abonarse a sus represen- 
tados desde la fecha de notificación de la demanda, ju- 
lio de 1913, hasta aquélla en que se haga efectivo dicho 
pago. No obstante esa apreciación acepta desde ya, si 
la demandada lo prefiere y así lo solicita, la formación 
de un tribunal arbitral que fije ese monto. 

Como la citación de evicción hecha por uno benefi- 
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eia a los demás condominos y da a quien la promueve 
el derecho de vigilar la tramitación del litigio y la fa- 
cultad de intervenir en él, sin perjuicio de las defensas 
que hiciera el citado, los actores estiman procedente que 
se dé conocimiento do esta demandada a los demandados 
originarios que no se hayan presentado en el juicio, y 
a ese solo fin pide que se les notifique. Termina solici- 
tando se determine el monto que la Provincia de Santa 
Fe, como citada de eviccióu por los demandados, debe 
pagar a los actores. 

Que a fs. 842, D. Herirán Milberg ratifica lo expre- 
sado en la demanda. 

Que declarada a fs. 852 la competencia originaria 
de esta Corte y ordenado el correspondiente traslado, 
a fs. 896 se manda notificar a los demandados origina- 
rios al solo efecto del ejercicio del derecho de vigilancia 
y se limita en el mismo sentido la participación gestio- 
nada a fs. 847 y 885 por el síndico del concurso de doña 
Erna Cabal Callen de Iturruspe, que fué parte deman- 
dada en el juicio reivindicatorío. 

Que a fs. 870 contesta la demanda D, David Giosa, 
en representación de la Provincia de Santa Fe. Dice que 
da por reproducidas todas las alegaciones que su parte 
ha opuesto en las actuaciones agregadas por cuerda se- 
parada y señala que la demanda en ningún momento 
menciona a los demandados, no obstante lo que categó- 
ricamente dispone el art. 57, ¡nc. 2, de la ley 50, ni tara- 
poco satisface en su requerimiento las normas bien pre- 
cisas que da el ine. (í del citado art. 57. Concreta la de* 
fensa en los siguientes puntos: 

I. Xiega la responsabilidad de la Provincia de San- 
ta Fe respecto de los hechos que sirven de fundamento 
a la acción instaurada, porque las trasmisiones de las 
tierras reivindicadas a los vencidos en el juicio respec- 
tivo fueron hechas en violación de expresas disposicio- 
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nes de la ley general de tierras del 28 de octubre de 1884, 
que establecía la nulidad de las operaciones concluidas 
en esas condiciones. El Gobernador no pudo, pues, com- 
prometer en esa forma a la Provincia, que es una per- 
sona jurídica en los términos del árfc 33 del Código Ci- 
vil, a la cual son aplicables las disposiciones contenidas 
en el art. 3G del mismo cuerpo legal. Cita, a mayor abun- 
damiento, el art. 34 de la Constitución Provincial que 
declara nulo todo acto, contrato, etc. que viole o menos- 
cabe los principios que el mismo Estatuto y las leyes 
establecen. 

II. En el caso de que la trasmisión fuera válida, 
la evicción estaría gobernada por los arts. 8 y 57 de la 
referida ley de tierras, que limitan la obligación de ]a 
Provincia en tal supuesto a la devolución del precio re- 
cibido. Niega en el caso tales efectos y sostiene que dicha 
obligación nunca nació directamente respecto de los ac- 
tores o sus antecesores. Si la evicción puede quedar sin 
efecto por convención, como lo admite el art. 2098 del 
Cód, Civil, no cabe duda que con mayor razón puede 
serlo por imperio de la ley. Además, puesto que los ad- 
quirentes conocían el peligro de la evicción, desde que 
la ignorancia de la ley no se presume ni puede alegarse, 
y estaban al tanto de las infracciones legales consuma- 
das al trasmitírseles las tierras, es indiscutible que aqué- 
llos no pueden invocarla (art. 2106 C. Civil). 

III. Como citada de evicción la Provincia sólo res- 
ponde ante los adquirentes y solamente con ellos tiene 
relación, no con el tercero vencedor en la reivindicación. 
Los vencidos en el juicio — los López Agrelo y otros — 
son los que deben responder de las consecuencias, si es 
que las hubo. V sólo ellos, que adquirieron de la Pro- 
vincia, pueden reclamarlo resarcimiento. Cita el art. 
2089 del Código Civil, el 1025 del Código Napoleón y las 
opiniones de Planiol y 1 audry Lacantinerie. Agrega 
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que mientras la evicción croa relaciones tínicas entre el 
trasmitentc y ol vencido, la reparación de ios daños es 
divisible, conforme lo dispone el art. 2107 del Cód. Civil, 
lo que importa destacar para comprender que no puede 
admitirse la responsabilidad directa y única donde hu- 
bo trasmisiones diversas y responsables múltiples. 

IV. Puesto que la demanda reconoce que la in 
mensa mayoría de las tierras a restituir se encuentran 
en poder de pequeños propietarios, colonos de bu na fe, 
que las adquirieron antes y durante el pleito de reivin- 
dicación, no se explica cómo la acción no se dirigió con- 
tra ellos de acuerdo a lo que dispone el art. 275S de] 
Cód. Civil. La reivindicación adolecería así de una grave 
falla, la que por sí misma revela que no lia sido la Pro- 
vincia la que produjo los daños cuya reparación se per- 
sigue, 

V*. La Provincia tuvo con los adquirentes de 1883 
y 1889, López y Arias y I^ópcz Agrclo, Rossi, Méndez 
Gon^alvez e Iturraspe, — respectivamente — , una rela- 
ción encuadrada en las condiciones de la compra%*enta 
civil, conforme a los términos de] art. 1325 del Cód. 
Civil. En mérito a ello su representada habría conside- 
rado en el momento inmediato y no cuando las obliga- 
ciones y efectos quedaron extinguidos por el tiempo, 
todo reclamo que encuadrara en las disposiciones le- 
gales pertinentes, tales como las contenidas en los arta. 
1344 y 1345 del Código Civil Pero no puede admitir 
que aquella relación se sustituya por otras, extraordi- 
nariamente superiores en alcance y monto, y que se in- 
vocan por quienes no tienen vinculación de derecho con 
aquélla. 

I>, spués de señalar que la sentencia del juicio rei- 
vindicatorío fue dictada en diciembre de lí>-4 y que re- 
cién en junio de lí>29 se pidió su testimonio, sin que se 
acreditara gestión alguna para su cumplimiento por los 
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poseedores efectivos, la demandada niega subsidiaria- 
mente la ra usa y el monto de los daños y resarcimiento 
que se reclama, anticipando que liará valer oportuna- 
mente toda prescripción que le favorezca, tal como las 
previstas en los arts. 4037, 4038 y 4023 del •Código Civil. 
Concluye solicitando el rechazo de la demanda, con 
costas. 

Que habiéndose dado cumplimiento a )o dispuesto 
a fs. 896 y 903, en relación con la notificación a los de- 
mandados originarios, se abrió la causa a prueba a fs. 
949 vta., produciéndose la que se certifica a fs, 1177, las 
partes alegaron sobre su mérito a fs. 1180, 1200 y 1215, 
el Sr. Procurador General dictaminó a fs. 1225, y a fs, 
1225 vta. se llamó autos para definitiva. 

Considerando: 

Que citada de evicción en el juicio reivindicatorío 
que los actores de esta ejecución promovieron contra 
A. López Agrelo y otros la Provincia de Santa Pe mani- 
festó, por medio do su representante, que confiaba en 
la competencia del mandatario de los demandados para 
hacer una defensa eficaz de sus derechos y que, por lo 
tanto, sólo intervendría directamente en la causa en el 
caso de juzgarlo necesario, (Conf. Fallos: 142, 280 fw 
//wr). Esta últ ima salvedad no reduce en lo más mínimo 
el significado de la presentación que importa reconocer 
la procedencia de la citación que la determinó y, por 
eiide, la relación jurídica de la provincia con los deman- 
dados a quienes ella había vendido la propiedad reivin- 
dicada. 

Que, por lo demás, la provincia no ha probado ni 
pretendido (pie los demandados, — lo cual es obvio que 
no ocurriera — , ni su representante en aquel juicio ale- 
garan la nulidad de la transferencia escriturada en 
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1889; fuera ello por las razones invocadas aquí o por 
otras. Puesto que allí no cuestionó la citación do que se 
trata, no es admisible que se desconozca en este juicio 
la validez de la transferencia aludida en razón de la cual 
se la citó, pues tanto importaría como desconocer la 
causa después de haber reconocido el efecto. La sen- 
tencia del juicio reivindicatorío tiene, pues, con respec- 
to a la provincia que se allanó a ser citada de evieción 
en él, la autoridad de la cosa juzgada. 

Que corno el citado de evieción no es responsable 
ante el reivindicante sino porque lo es ante el reivindi- 
cado, la primera de las responsabilidades mencionadas 
no puede tener más extensión que la segunda, Y puesto 
que esta última es susceptible de limitación (art. 2098 
del C. Civil), si quien vendió fué el gobierno de una pro- 
vincia cuyas leyes ponen a su responsabilidad por la 
evieción un límite compatible con los que admite el Có- 
digo Civil, va de suyo que ese límite legal rige on la 
transferencia de que se trate aunque no se haga men- 
ción explícita de él. Pero siempre que la norma legal 
limitativa haya estado en vigencia cuando se efectuó 
la venta, pues no cabe atribuir a una ley sancionada por 
el estado vendedor con posterioridad a la transferencia 
y #0¡Pf por tanto, no pudo tener en vista el otro contra- 
tante, efectos retroactivos modificatorios del contrato 
en cuestión. 

Que la transferencia escriturada en 1889, tuvo por 
objeto subsanar el defecto de que adolecía la transfe- 
rencia que se escrituró en 1883, proveniente de que en 
las treinta leguas que esta última comprendía diez eran 
de la tierra que el Gobierno Nacional había enajenado 
con anterioridad a don Enrique Bigand (conf. escritura 
de fs. 1121). Si bien la responsabilidad del defecto era 
de la Provincia y el acto de 1889 tuvo por objeto repa- 
rarlo, por lo cual la responsabilidad de la provincia 
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con respecto a la enajenación de 1889 no podía ser me- 
nor, salvo acuerdo expreso de los adquirentes, que la 
contraída con motivo del convenio originario, lo cierto es 
que la escritura se otorgó sobre la base de la resolución 
del 11 de abril de 1889 cuyo texto forma parte de aqué- 
lla, y en esta última se manda escriturar la extensión 
complementaria "conforme con la ley de tierras vigente 
en la provincia a lo cual los adquirentes no opusieron 
salvedad ni reserva alguna. Y la ley vigente, que era la 
1065 del 27 de octubre de 1884 (fs. 1111) dispone en el 
art. 57 que en caso de evicción y saneamiento de tierras 
con las cuales la provincia solvente las responsabilida- 
des a que esté sujeta cu virtud de contratos preexisten- 
tes, no responderá sino por el valor de la tasación de la 
tierra a indemnizar y que sirvió de base a la indemni- 
zación. Lo cual responde a la norma general del art. 8 
según el cual, en caso de ?v loción y saneamiento de tie- 
rras fiscales vendidas por la provincia, ésta sólo estará 
obligada a devolver ul comprador el precio recibido sin 
ningún otro emolumento. Por consiguiente, con respecto 
a las diez leguas escrituradas en 1889 la responsabilidad 
de la Provincia que se hace efectiva en este juicio debe 
limitarse al valor de dicho campo al tiempo de la es- 
crituración que, según la opinión concorde de los tres 
peritos, que el Tribunal acepta, era de $ 9,90 por hectá- 
rea en 1889, con intereses desde la fecha de la notifica- 
ción de esta demanda, por las razones que se darán más 
adelante. 

Que a propósito de lo argumentado por la provincia 
sobre la base de lo dispuesto en el art* 2106 del C. Civil, 
según el cual "cuando el adquirente de cualquier modo 
conocía el peligro de la evicción antes de la adquisición, 
nada puede reclamar del enajenante por los efectos de 
la evicción que suceda, a no ser que ésta hubiera sido 
expresamente convenida", corresponde remitirse a lo 
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expuesto en los dos primeros considerandos sobre la in- 
tangibilidad de los efectos de la sentencia dictada en el 
juicio reivindicatorío con formal intervención de la pro- 
vincia que, citada de evicción en él, no cuestionó su ci- 
tación. Por lo demás, tampoco se ha demostrado que los 
adquirentos conocían el peligro de la evicción antes de 
que la provincia les hiciera la transferencia de que 
se trata, Lo argumentado a fs* 874 vta. y sigtcs, sobre 
este punto no se refiere al conocimiento que podían te- 
ner los reivindicados, sino al que habría tenido el ante- 
cesor de los reivindicantes y estos mismos, lo cual es 
por completo ajeno a la hipótesis del precepto citado. 

Que ser responsable de la defensa del adqui rente 
cuando un tercero demanda a este último la propiedad 
que el citado de evicción le enajenó (art. 2108 C. Civil) 
comporta el serlo ante el reivindicante de todos los efec- 
tos ile la sentencia favorable que este obtenga. De que 
el reivindicante no pueda ser obligado a ejecutar la sen- 
tencia contra el citado de evicción, si prefiere hacerlo 
contra el demandado, no se sigue que deba ejecutarla 
contra éste cuando no se trata de recuperar el inmueble 
sino tic resolver en indemnización de danos y perjuicios 
la obligación de restituir. En cuanto acreedor del de- 
mandado a raíz de la sentencia reivindicatoría y por 
tener éste acción contra su enajenante a quién citó de 
evicción, el reivindicante puede ejercer dicha acción 
(art. 1196 del C. Civil) ejecutando contra el citado la 
sentencia que obtuvo a su favor. 

Que la sentencia condena a devolver el inmueble rei- 
vindicado y es verdad que no hay constancia de que ese 
efecto inmediato de ella fuera procurado por los reivin- 
dicantes, pues tanto la ejecución promovida primero 
ante la Justicia Provincial como la que se formalizó 
luego aaieesla Corte tendieron de inmediato a la indem- 
nización de danos y perjuicios, descontando que la res- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



ai 



thución so había hecho imposible, sino con respecto a la 
total extensión que el fallo comprende, a la mayor parte 
de ella. De todos modos la responsabilidad del citado 
de evicción, — respecto a las veinte leguas que quedaron 
efectivamente transmitidas en 1883, sin las limitacio- 
nes de la ley de 1884 — , comprende el resarcimiento del 
valor del bien por él vendido y los daños y perjuicios a 
que se refieren los arts. 2118, 2119 y 2121 del C. Civil—. 
Por consiguiente, que ese resarcimiento en lugar de que 
se lo requiera el adquirente vencido en la reivindicación, 
sea por haber tenido que desprenderse del inmueble pa- 
ra cumplir la condena, sea porque, en la imposibilidad 
de restituirlo, tuvo que indemnizar su valor al reivin- 
dicante, se lo demande este último no comporta agra- 
vación n¡ modificación de su responsabilidad que le 
autorice a oponerse a que se dirija inmediatamente con- 
tra él la ejecución de la sentencia. 

Que por aplicación de los arts. 2118, 2119 y 2121 
del C. Civil, —siempre con respecto a lo (pie la Provincia 
pudo transferir en 1883— el vendedor citado de evicción 
es responsable del precio de la tierra recibido por él y 
de los daños y perjuicios que representan la diferencia 
entre el precio pagado y lo que vale la cosa el día de la 
evicción. En suma, la medida de su responsabilidad en 
este punto — la medida de ella en cuanto a frutos e in- 
tereses se considerará más adelante—, está represen- 
tada por el valor de la cosa el día de la evicción. 

Que las conclusiones de los peritos respecto al va- 
lor de la tierra están seriamente fundada» en los pre- 
cios de transacciones relativas a campos próximos de 
análogas características y aun a los mismos que fueron 
objeto de la reivindicación, pues se realizaron con varias 
partes de ellas operaciones de compraventa en épocas 
relativamente próximas a la de la evicción, y en la pro- 
ductividad de estas tierras en ese mismo tiempo. La di- 
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vergeneia de las conclusiones, — el perito Urdaniz llega 
a un promedio do $ 212,59 la hectárea ; el perito Caminos 
a | 196725; y el perito tercero Rosa tasa a razón de 
| 179 la hectárea, también como valor promedio — , obe- 
dece a diferencias de criterio en la apreciación de los 
mismos elementos de juicio adoptados por los tres de 
común acuerdo. Si se tiene en consideración que entre 
estos elementos hay numerosas compraventas de frac- 
ciones reducidas, y la mayor extensión comprendida en 
estas transferencias es sensiblemente menor que la ex- 
propiada, débese reducir el precio fijado por el perito 
tercero, que es quien hace más ajustada apreciación de 
las constancias en que sé funda el juicio de ios técnicos. 
Si bien esto, el precio por él fijado, es lo que podía ob- 
tenerse por esa tierra en la época de que se trata, la 
subdivisión hubiera requerido gastos y computado ries- 
gos en la percepción de la totalidad del precio, que jus- 
tifican una reducción mayor que la efectuada en su 
estimación final por el perito. Por ello júzgase equitati- 
vo fijar en ciento sesenta y finco pesos moneda nacional 
el valor promedio de la hectárea para la porción del 
campo, comprendido en la escrituración de 1S83 que per- 
tenecía a la provincia enajenante, lo cual resulta dedta 
dendti de la extensión a que se refiere la escritura ca- 
tada, la que se consigna en la escrituración de 1884. 

Que respecto a los frutos correspondientes al tiem* 
po transcui rielo entre la notificación de la demanda y 
hi fecha en cjúe debió quedar euniplida la sentencia, — -<> 
de setiembre «le VM:\ y 21 de enero de — , conforme 
a lo convenido en el escrito de fs. 1052, los tres peritos 
Coinciden en estimarlos en £ L\lll.-C>1,s7 cauculados en 
el 20 % del producido, y en $ L^LSin^O si se considera 
el arrendamiento en dinero, a razón de $ 113) la hectá- 
rea por año. Si bien los tres afirman que el producido 
n al ile! campo lo traduce más fielmente el colonato par- 
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ciario, cu la duda ha de estarse a] criterio más favorable 
para el deudor. Por ello se adopta para este cálculo el 
producido del arrendamiento en dinero a razón de once 
pesos con cincuenta centavos moneda nacional por hec- 
tárea y por año sobre la extensión indicada en el con- 
siderando precedente. 

Que las partes convinieron a fs, 1052 en que la in- 
demnización de los perjuicios a partir de la techa en 
que la sentencia debió ser cumplida se calculase como 
ínteres del valor asignado al campo, para lo cual se pi- 
dió a los peritos que determinaran la tasa de él cu la 
Provincia de Santa Fe a partir de 1925. 

Que en este punto es preciso considerar la situación 
de la provincia citada de evicción como consecuencia 
del camino elegido por los actores para hacer efectiva 
la sentencia antes de radicar su acción ante esta Corte. 
En electo, comenzaron por promover la ejecución en la 
justicia provincial donde al cabo de un trámite de casi 
i» anos se dictó sentencia de primera instancia el 11 de 
mayo do I!);i4, la que fué anulada por la Cámara el 17 de 
noviembre de 103!». Y al intentarse la reanudación ele! 
procedimiento se objetó la competencia de aquella jus- 
ticia, lo cual determinó el pronunciamiento definitivo 
do! 17 de noviembre do 1!)41 con la declaración de que 
la causa era dé la jurisdicción originaria de esta Corle, 
que así lo admitió a fs. 832 el 21 de agosto do 1942. En 
Mima, la premoción recular de esta demanda dirruida 
contra ja provincia que había sido citada de evicción en 
el jílMó reivindicatorío lleva fecha del 5 de junio de 
1!»42 y la provincia no queda notificada de ella hasta «1 
2$ de septiembre del misino ano. Pues no se trata de un 
tiempo que insumiera la rendar ejecución de la sentencia 
dirigida contra los directa e inmediatamente responsa- 
bles de su cumplimiento, es decir, contra los reivindi- 
cados, de tal modo que la consecuencia de ello debiera 
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ser soportada por la responsabilidad subsidiaria del 
citado de cvieeíón, sino de un tiempo transcurrido sin 
formalizar ejecución contra este último por exclusiva 
culpa d<» los actores, no se puede responsabilizar a la 
provincia de los tratos, —o de los intereses que hagan 
sus veces — , correspondientes al lapso de esta demora. 
Por consiguiente, en concepto de frutos dejados de per- 
cibir después de la sentencia la Provincia de Santa Pe 
deberá abonar intereses sobre lo que aquí se fija como 
precio de la tierra, desde el 25 de septiembre de 1042 
hasta él día del pago con sujeción a las tasas que según 
los peritos rigieron a partir del ano indicado (fs. 1081* 
vta.) ; es decir a razón del 5 1/2 hasta el 31 de diciembre 
de w4$¡ y del 5 % en adelante. Y con el mismo criterio, 
os decir desdi» la misma fecha y con los mismos porción- 
tos se liquidaran los intereses sobre el valor de la tierra 
escriturada en 1889* En cnanto al interés del importe 
de los frutos correspondientes al tiempo transcurrido 
entre la fecha de la notificación de la demanda y la de 
la espiración del plazo que la sentencia fijó para su 
cumplimiento, es de justicia que so liquide del mismo 
modo pues se trata de las tasas del Banco de la Nación 
en el tiempo que abarcará la liquidación. 

Por tanto se condena a la provincia de Santa Pe 
a pagar a los actores en el plazo de noventa días a con- 
tar de la fecha en que se aprueban las liquidaciones per- 
tinentes efectuadas conforme a lo expresado en los con- 
siderandos 4, í», 10 y 11, el importe que las mismas arro- 
jen, con intereses a partir de la fecha en que la demanda 
quedó notificada, los que so liquidarán del modo dis- 
puesto en el último considerando. Con costas. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis K. Lonohi — 
Justo L. Alvares* Rodríguez 
— Rodolfo O. Valbnzuela. 
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P AQUEL PUEYRREDON DE LASTRA Y OTRAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso* Término. 

Es indiferente el régimen en materia de días hábiles vi- 
gente ante el tribunal apelado si el recurso extraordinario 
fué deducido dentro de los cinco días corridos de notifi- 
cada la sentencia y por consiguiente, en término. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

No habiendo dictaminado el Procurador General sino res- 
pecto de la procedencia del recurso extraordinario, siendo 
muchas o importantes las cuestiones planteadas en la queja, 
corresponde darle vista sobre el fondo antes de dictar sen- 
tencia. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corle: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 14 de los 
autos agregados sin acumular lia sido interpuesto dentro 
del termino de cinco días que establece el art. 208 de la 
ley 50, pues habiendo sido notificado el fallo definitivo 
del Tribunal de Faltas el 11 de Setiembre ppdo. (fs. 6 
y fs, 7), dicho recurso aparece interpuesto el día 16 del 
mismo mes, según surge de la constancia puesta al pie 
del respectivo escrito por el Oficial del Juzgado Emilio 
I\ Ortiz (fs. 18) y del informe elevado a % E. por el 
Juez "a qUP" (fs. 18 in fine del presente recurso). 

En consecuencia, y guardando debida relación las 
cues! iones federales planteadas con los hechos de la 
causa, opino que procede hacer lugar a la presente que- 
ja, declarando mal denegado a fs. 21 el mencionado re- 
curso extraordinario. Buenos Aires, Octubre 2 de 1948. 
— Carlos fí. Del fino. 
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FALLO Di LA CORTE SUPREMA 

Huoiios Aires, í¡ de octubre de 194S. 

V f|stoa el recurso do hecho caratulado 41 Lastra 
Raquel Pucyrmlón de y otros; apela resolución del 
Tribunal Municipal de Faltas''; y, 

( lonaidcrando : 

Qiie (¡amo se deprende de la certificaciÓxi corriente 
a fs. 1* tle los autos principales y lo hace notar asimis- 
mo el Sr. Procurador General, el recurso extraordinario 
contra la sentencia dictada el día 11 de septiembre piulo, 
póp 0Í Sr. jileas de Faltas, fué interpuesto dentro de Loa 
t 'rmiiins ¡eirá les previstos por el art. l!OS de la ley IV- 
dcral n 5Q. 

Que, por otra parte y en el supuesto de que el pro- 
cedimiento a seguir debe regularse teniendo en cuenta 
his dispositíoítes espeeiales del Código de Faltas, aún 
así, el recurso aparece igualmente deducido dentro del 
plazo de los cinco días "corridos" a partir de la Sen- 
tencia recurrida, de que se ha hecho mérito en el auto 
de ts. 21; Por tanto y de conformidad a lo dictaminado 
en i «nial sentido por el Sr. Procurador General, declá- 
rase mal denegado el recurso extraordinario. 

En su consecuencia y por la cantidad e importancia 
de las cuestiones promovidas en el memorial de queja, 
considerando que no obstante la naturaleza de la causa 
instruida corresponde proseguir el trámite de acuerdo 
a las normas que rigen la substanciación del recurso ex- 
traordinario ante esta Corte Suprema y de los cuales 
no le es permitido apartarse a los jueces y, además, en 
atención a que el referido dictamen debió limitarse en 
aquella oportunidad a evacuar el traslado en cuanto a 
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la denegatoria por defectos formales, vista al Sr. Pro- 
curador General a fin de que se sirva dictaminar sobre 
la procedencia o improcedencia de las cuestiones fede- 
rales que han sido planteadas en el recurso. 

Tomás D. Casares (en disiden- 
cia) — Felipe & Pérez — 
hviA R. Loaroin — Justo L. 
Alvarez Rodríguez — Ro- 

DOLFO 0. VALEXZrKLA. 

• ' f* 

ti- 

Voto del Su. Puesidéste Dr. D. Tomás D, Casares 
Considerando: 

Que como lo observa el Sr. Procurador General, 
habiéndose pronunciado sentencia en la causa el día 
lt de setiembre el recurso extraordinario, que scún 
el cargo de fs. 18 fué interpuesto el lfí del misino mes 
lo fue dentro de los cinco días que el art. 208 de la ley 
50 fija como plazo para su deducción. En consecuen- 
cia, carece de objeto considerar en esto caso si debe o 
no computarse el día feriado comprendido en los cinco 
que transcurrieron desde las doce de la noclic del 11 
basta la mismn hora del 16 (arts. 34 del C. Civil v 18 de 
la ley 50). 

Que se trata de una sentencia judicial definitiva, 
el recurso fué debidamente fondado y las cuestiones 
federales que constituyen su objeto están alegadas opor- 
tunamente pues surgieron con la sentencia de que se 
recurre. 

Que habiéndose dado vista al Sr. Procurador por 
decreto de fs. 19, el hecho de qne al evacnarla se haya 
limitado a dar opinión sobre la procedencia formal del 
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recurso, no impide, que el Tribunal se pronuncie sobre 
el fondo en el actual estado de los autos. 
Por tanto» así se declara. 

Tomas D. Casares. 



JOSE LAMAS v. NACION ARGENTINA 

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Im- 
puesto a los réditos, 

A los efectos de la prescripción prevista en et art. 24 de 
la ley 11.683 (t o.) debe entenderse que existe "error de 
concepto" allí donde la propia declaración del contribu- 
yente, por pura y propia deliberación del mismo, no in- 
fluida siquiera por los procedimientos o modos de ver que 
tenga en el momento implantados la repartición recau- 
dadora, y menos por reglamentos formales de recaudación, 
introdujo el error de tener por gravado lo cpie realmente 
no lo está. 

PRESCRIPCION; Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Im- 
puesto a Ion réditos. 

Prescribí» a los diez años la acción de repetición del con- 
tribuyente que si bien pagó el impuesto a los réditoa, como 
sujeto ostensible sobre quien recaiga la carpa sin discri- 
minar de las suyas las rentas correspondientes a sus hijos 
como herederos de la madre fallecida antes de la creación 
del gravamen, formuló en sus declaraciones juradas, la 
reserva de que más iniciante separaría dichos réditos. Igual 
prescripción rige para los arrendamientos que el actor 
pagó por campos de propiedad de sus hijos mayores, que 
debieron serle acreditados en la liquidación del impuesto. 

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Im- 
puesto a los réditos. 

Prescribe a los diez años la acción de repetición del contri- 
buyente que omitió las amortizaciones por desgaste a que 
tenía derecho conforme al art, 20, inc. c) de la ley 11.682 
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y 49 del decreto reglamentario del 1* de junio de 1933 y 
pagó el monto del impuesto sin la deducción correspon- 
diente. 

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Im- 
puesto £ los réditos» 

Prescribe a los diez años la acción del contribuyente ten- 
diente a obtener la devolución del impuesto a los réditos 
cobrado sobre la renta o dividendos producidos por bonos 
del Banco de la Provincia de Buenos Aires, en una época 
en que el Fisco no r.ccptaba la exclusión de dieho gra- 
vamen. 

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Leyes especiales. Im* 
puesto a los réditos. 

Prescribe a los diez anos la acción del contribuyente que, 
ateniéndose al criterio administrativo existente en el mo- 
mento del pago del «rravamen, rectificado después por la 
jurisprudencia de la Corte, se abstuvo de deducir en su 
declaración, anterior a la ley 12.151, H impuesto sucesorio 
para determinar el rédito neto imponible. 



Sentencia del Juez Federal 

Azul, abril 22 de 1946. 

T Vistos: 

Estos autos caratulados * 'Lamas José contra Fisco Na- 
cional — Demanda Contenciosa", de los que resulta: 

a) Que a fs, 1 se presenta D. José Lamas patrocinado 
por el Dr. Eduardo Domingo Moccero, quien a fs. 10 se pre- 
senta como su apoderado y letrado ("ver poder de fs. 8) y dice: 
que entabla formal demanda contra el Gobierno de la Nación 
(Dirección General del impuesto a los Réditos) por cobro de 
la suma de $ 19.548,84 importe abonado de más por el im- 
puesto a los réditos correspondientes a los años 1032, 1933 y 
1034, con mj'is los intereses y costas. Al liquidarse dichos años 
no se hizo discriminación alguna entre sus rentas y las de sua 
hijos, no se hicieron las amortizaciones correspondientes al 
año 1034 y no se excluyó los dividendos de los Bonos del Banco 
de la Provincia de Buenos Aires, Pide igualmente la deduc- 
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ción de las suma» papadas en concepto de impuesto a la he- 
rancia 011 los juicios sucesor ¡os de su espasa Alaría Onices de 
Lamas y de sus hijas España Esther y América fiamas, cuyo 
importe debe ser acreditado como gasto en los aiíns cues- 
tionados. 

b) Corrido traslado de la demanda, lo evacúa a f& 11 el 
Sr. Procurador Fiscal, en representación de la Xaeión y dicés 
que corresponde el rechazo de la demanda i n indas sus partes, 
con costas, en atención a truc en la totalidad del reel¡imo se ha 
operado la prescripción del art. 24 de la ley 11. «Ni T. ().. acla- 
rado por decreto de! P. E, n* 10í*3, de fecha 7 de noviembre 
de T 14 por haber transcurrido el plazo de dos años desde la 
IWha de pairo del impuesto respectivo. 

c) Abierta a prueba la causa, la ofrece Únicamente el 
actor, la que t? rre de fs. 17 a í)9 y designa audiencia, previo 
llamamiento de autos, a los fines del art. 47 de la ley 11,683 
T. O., se realiza a fs. 111, en cuya oportunidad el actor pide la 
inconstitucional idad del decreto de refereucia, quedando en 
estado de fallo. 

Y Considerando : 

\*\ Que al contestarse la demanda, el Pisco sólo opone 
la prescripción, sin oponer reparo alguno a la cuestión di» 
fondo comprometida, por lo flus -el Juzgado debe limitarse 4 *a 
admitir o rechazar esta única defen.sa, y decidir así la Mierte 
de la causa'*, pues de lo contrario se fallaría uUra-pctitio y la 
resolución sería susceptible de anulación por aplicación de lo 
dispuesto en los arts, 13 v 233 de la ley SO (Corte Suprema. 

t. 193. páír. si). 

2 ,} ) Que como lo ha resuelto la Corte Suprema "el art, 24, 
ley 11.68:1, al fijar cu dos años el plazo para demandar al 
Fisco por repetición de impuestos pairados por error de cálculo 
i» concepto en la* propias declaraciones del contribuyente _ o 
agente de retención, sólo se refiere al procedimiento adminis- 
trativo y no al judicial ; y en consecuencia, las instrucciones del 
Ministerio de Hacienda." para que seCfnsista en la prescripción 
hianual es ineficaz en el caso en que se trata de una acción y 
de un procedimiento judicial" (ver Fallos Corte Suprema 
U Ley. t. 35, pág, 198). J 

Que el actor, al efectuar el papo y por las razones de mi 
alegato, a la-s que me remito, no ha incurrido en error de 
cálenlo ni de concepto, únicos supuestos que prevé el art. 24 
de la ley 11.G83 T. O., salvo en lo que se refiere al impuesto 
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pagado de más por no haber deducido lo abonado en concepto 
do impuesto a la herencia en los juicios sucesorios de su esposa 
e hijas, que lo autorizaba el art. 23 inc. b) al decir "impues- 
tos" ya que no hay en la ley, ni en el decreto reglamentario 
ninguna prohibición expresa acerca de la deducción y por lo 
tanto al no hacerlo ha incurrido en un error de concepto 
(Corte Suprema La Ley. t. 22, pápr. 888; t. 35, páj?. 603). 

3 f ) Cuando el pa«ro se efectuara por causas distintas a 
las expresadas, pnpro indebido o por causa ilícita (arts. 792 y 
7í»4 del Código Civil), la repetición se rige por el art. 41 de 
la ley 11.683 T, O., el cual nada dice sobre prescripción, por 
lo que en lo que a ella se refiere, hay que atenerse a las dispo- 
siciones generales establecidas en el art. 4023 del Cód. Civil 
(Corte Suprema, t. 103, p. 81). 

lV>r lo tanto, cu el caso en estudio es de aplicación la 
prescripción de 10 anos que señala el art. 4023 del Códijro 
Civil y como dicho término no ha transcurrido desde el pago 
hasta la fecha de interposición de la demanda de fs. 1, corres- 
pondo desestimar esta defensa y así se declara, 

4') En cuanto a la aplicación al caso Sith-judice f del de- 
creto del 1\ E. de fecha 7 de noviembre de 1944, cuya incons- 
t¡tuciomi]idad alega el actor a fs. 105 y siguientes, no procede, 
pues la Corte Suprema ha resuelto que" es violatorio de la Cons- 
titución Nacional (art. 80. inc. 2) por las razones allí dadas, 
a las ijiié me remito (Pallo registrado en Diario La Ley de fe- 
Chñ 8 de febrero ppdo., n* 20.144). 

ff) Finalmente, y en cuanto al fondo del asunto, como ya 
se dijo en el primer considerando, no habiéndose opuesto otra 
defensa al contestar la demanda que la ya considerada y no des- 
conociéndose los hechos ni derechos invocados por el actor, eo- 
rresponde acordar lo peticionado, con la salvedad expresada 

Por ello, resuelvo: Xo hacer lugar a la prescripción opues- 
ta, y en consecuencia, declarar que el Gobierno de la Nación 
(Dirección General del Impuesto a los Réditos), debe devolver 
a don José Lamas la suma de $ 19.548,84 % con intereses al 
tipo de los que cobra el Banco ele la Nación Argentina, a partir 
de la notificación de la demanda, sin costas, en atención a la 
naturaleza de la cuestión debatida. — Salvador M. lrigoyen. 
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Sentencia de la Cámara Federal ( x ) 

Bahía Blanca, julio 14 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que el decreto-ley n* 30.141/44 de 7 de noviembre de 
dicho año, no obstante expresarse en sus considerandos que su 
objeto es dar al artículo 24 de la ley n* 11.683 el alcance que 
se deduce del estudio de sus antecedentes, no adopta la forma 
de legislación interpretativa y que, por consiguiente, tenga 
efecto retroactivo con relación a casos que no hayan pasado en 
autoridad de cosa juzgada. En efecto, su parte dispositiva, 
a la cual hay que atenerse para decidir esta cuestión, si es que 
contiene precepto relativo a ella, dice: "Sustituyese el texto 
del artículo 24 de la ley n* 11.683 (texto ordenado), por el si- 
guiente. . . "vale decir que se trata de nueva disposición legal. 
Por otra parte, no se convierte una ley en interpretativa por el 
hecho de que el legislador (o en este enso el Poder Ejecutiva, 
en juicio de potestad legislativa durante el período en que la 
jurisprudencia actual de la Corte Suprema de Justicia se la ha 
reconocido plenamente) la anuncie de intención interpretativa, 
tal cual resultaría por ejemplo de la expresión: "debe aclararse 
el concepto del citado artículo 24, . . *% contenida en el conside- 
rando 3* del decreto. Lo que dirime el carácter meramente 
aclaratorio o interpretativo es el alcance de los nuevos términos 
de la ley y su cotejo con el alcance del texto anterior. 

Ahora bien, el art. 24 mencionado es cierto que respondió 
a un propósito legislativo de limitar en todos los casos el tér- 
mino de la prescripción de la acción de repetición del im- 
puesto a los réditos a dos años, pero hay que aclarar: en todos 
los casos que en la ley admitía dicha acción y en cuanto a esto 
fué voluntad legislativa no concederla sino contra los pagos 
hechos por error de cálculo o de concepto en las propias de- 
claraciones del contribuyente. La jurisprudencia no reconoció 
la limitación de la acción a dichos casos, desde el momento 
que la sanción de la ley n* 12.151 agregó otras posibilidades 



(1) Esta sentencia fufi recurrida solamente por la parte Comanda- 
da que en el memorial presentado ante la Corte Suprema limitó su ape- 
lación en loa siguientes términos: "La cuestión única pues, a resolver 
por V. K. es la relativa a establecer si los pagos efectuados por el con- 
tribuyente y cuya repetición pretende, lo fueron por error de cálculo o 
concepto en sus" propias declaraciones como sostiene el Fisco, o no reriv 
tieron tales caracteres como lo declara la Cámara en el fallo recurrido". 
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de ejercicio de la acción de repetición, y para dichos casos 
nuevos interpretó que el término de la prescripción de la acción 
de repetición era el común de las acciones personales. El 
nuevo docreto-Jey también reconoce los casos de ejercicio según 
la ley n* 12.151, pero legisla sobre cosa nueva para declarar 
los comprendidos en la misma prescripción de los casos de la 
Jey 11.683. Es realmente un nuevo campo legislativo con re- 
lación al del nrt. 24 de la ley 11.683. De modo que no se trata 
de Jey puramente aclaratoria o interpretativa. Se perseguía 
"establecer que la prescripción de dos anos comprende todas 
los casos de repetición, incluyendo los previstos en el art. 41 
del texto ordenado'' (es decir Jos de la ley n' 12.151). No sólo 
hay sustitución de texto, sino sustitución de alcance legal, am- 
pliación de los casos comprendidos en la prescripción de dos 
años o sea, del campo de aplicación a una materia que no pudo 
ser prevista cuando se sancionó el texto sustituido. Así lo ha 
declarado la Corte Suprema en los casos registrados en sus 
* 1 fallos' 1 (t. 204, pág. 30: caso Za piola de Ortiz Basualdo no 
publicado en ellos. 20 de febrero de 1946 tomo 205, pág. 295 
y 339 conforme con principio análogos aplicados en t. 185, 
pá\ 32; t. 18ÍÍ, pfig. 513 y t. 192, pág. 422). Esto resulta de 
los antecedentes enunciados. 

Que en cuanto a la cuestión de inconstitucionalidad del 
decreto-ley, es indiferente que se trate de modificación o inter- 
pretación de la legislación vigente. En ambos casos, habría 
hecho el P. E. uso de potestad legislativa dictando en forma de 
decreto lo que es materia de ley, pero, reconocido que ha exis- 
tido modificación, entra en juego el principio de irretroactivi- 
dad de la ley nueva, en virtud del cual el decreto-ley no al- 
canza al caso presente y así carece el recurrente de título para 
atacar su constitucionalidad y reputarlo por inconstitucional 
como lo ha hecho. En cuanto a eso, habría de enfrentarse con 
una ratificación legislativa y con la jurisprudencia de la Corte 
Suprema a la que antes se hizo referencia. Pero el tribunal, 
por la razón expresada, estima innecesario examinar la cues- 
tión en este caso regida por las leyes anteriores. 

Que, en otro terreno, no se comparte el criterio del a-quo 
de que rechazada la defensa de prescripción de la acción, única 
que ha interpuesto el representante del Fisco Nacional (esto 
■—que sea única — es discutido por el Procurador Fiscal en esta 
instancia), queda decidida la suerte de Ja causa y que debe 
accederse a la demanda, so pena de fallar ultra-pe tita. No surge 
semejante consecuencia del sistema de la ley de procedimientos 
50 (ni de las leyes supletorias), no obstante el precedente 
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de jurisprudencia que se invoca y la autoridad respetable del 
tribunal que lo emitió. La indefensión silenciosa del deman- 
dado no abre campo liso y llano para la admisión de la de- 
manda. Es cierto que en la contestación se debe oponer todas 
tas excepciones, so pena de no ser admitidas después (art, 50. 
lev 50), pero el silencio sólo puede estimarse como confesión 
de los hechos alegrados por el demandante (art. 86, id.) y no 
reza con el derecho. 

La consecuencia que el fallo en recurso aduce, solamente es 
admisible cuando el demandado contesta confesando la deuda 
u obtigación euyi cumplimiento se le reclama, (art. 87, id,). 
De lo contrario* sin incurrir en la afirmación de que la Uiis 
contestado es cuasí-eontrato —que nipue siendo útil como sí- 
mil rio debe olvidarse que la relación procesal es relación 

humana de orden jurídico, fuente de derechos y obligaciones 
v que el silencio vale en ella en cuanto resulta expresión de 
voluntad o mejor dicho, manifestación de voluntad jurídica, 
regida por el art. í)lí> del Cód. Civil. En dicho sentido, el si- 
lencio del demandado no denota la aquiescencia, acerca de la 
nal versa especialmente el mencionado art. 87 de la ley de 
* ajuiciamiento, sino estar a lo que el juez decida respecto de 
i., justicia de la demanda por no tener excepciones que oponer. 
Es », teóricamente por lo menos, porque en el caso, probable- 
mente, lo que ha de verse en el silencio, es la excesiva confianza 
de la parte en la excepción de prescripción bienal que opuso. 
En resumen que ha de accederse a las pretensiones justas del 
actor y que ha de rechazarse lo que no resulte procedente. 

Que, por otra parte, y volviendo a considerar la cuestión 
de prescripción, la circunstancia arriba expresada de que debe 
inzuirse el caso conforme «1 régimen anterior al decreto-ley 
¡1,» 7 de noviembre de 10-14, no implica que lia de ser rechazada 
i» limim Útkhñ defensa de pn -erineióo. sino que ha de eon- 
.vii lepársela en parlieular con relación a cada una de las par- 
tidas integrantes de esta demanda de repetición, determinar 

b¡ él pago ofenrifieá error cíe efiíc^lo o error de concepto, ü 

otra especie «le ermr. •» t'akn causa » causa inexistente y, heelui 
esta tliserimiriaeión previa, aplicar la prescripción bienal la 
de I'» aros se-ún eormJlOtUW : El propio análisis de este punto 
enndueirta en los respectivos casos a determinar si la demanda 
es justa, 

Que de la debida ordenación de las cnestiones qne lia dé 

abarcar .1 fallo, ge pasa al estudio de otro elemento de criterio, 
necesario paca la dilucidación, o sea la determiiittétón ele lo 
qué débe ser tenidb pd? "ériror de concepto", expresión cuyo 
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alcance hay que buscar, por no pertenecer al teenicismo jurí- 
dico, en las acepciones corrientes de la palabra "concepto" 
y así puede suponerse que debe tratarse del error en que puede 
Incurrir el contribuyente al declarar como renta de una cate- 
goría mayormente gravada, la que corresponde a otra eatejroría 
menos imponible; al considerar como gravado lo que es ma- 
teria de exención del impuesto; al declarar que es renta lo que 
no lo es t sino fuente productora, o toda suerte de circunstan- 
cias congéneres que puedan presentarse en materia tan com- 
pleja y variada como la que abarca el campo del impuesto, 
configurado por la actividad multiforme de los habitantes y 
entes jurídicos de un país en procura de provecho. Teniendo 
en cuenta dicha complejidad, la Corte Suprema ha concluido 
por arribar a un criterio práctico consistente en reconocer el 
error de concepto allí donde la propia declaración del contri- 
buyente, por pura y propia deliberación de este, no influida 
siquiera por los procedimientos o modos de ver que tenga en 
el momento implantados Ja repartición recaudadora, y menos 
por reglamentos formales de recaudación, introdujo el error 
de tener por gravado lo que no lo está. Puede observarse la 
formación y evolución de esta jurisprudencia a través de los 
fallas dihieidatorios de cuando existe el "error de concepto" 
del arfe 23 de la ley ll,t>83 y del texto ordenado y cuando el 
pago indebido sinc causa, o por causa viciosa, o sin concurso 
de consentimiento, campo propio del art. I 9 de la ley 12,151 
v 41 del t. n. oti 1ÍOT. Véase Fallos, t. 175, p,300 : 188. 381; 
103; S] ; im, 457; J!M>, 216; 202. 44.Í y 513; 204, 30; 205, 295 
y 3:>í): 208. 540; 210. 144 y los que por recientes se conocen 
¡>or las revistas de jurisprudencia: casos Decaroli, Lanera Ríp- 
plntense y íiiitli y Chayes, fallarlos el 2. 7 y Ú de abril último. 
Este criterio práctico tiene la ventaja en justicia y equidad 
de contemplar la peculiaridad de muchos casos en que la decla- 
ración jurada, a pesar de aparecer como neto voluntario y 
libro del contribuyente, es en realidad producto del asesora- 
miento do los inspectores ¡ntervmientes y so atiende a las prác- 
ticas implantadas por el mecanismo administrativo, lo que, si 
bien no vicia el «cío. ii i quita espontaneidad. Puedo decirse 
qiie en tales casos np existo el error solamente en la declara* 
ción, sino que también existo cu la práctica administrativa tjtie 
le sirvo de p^uía ordinaria ¡si contribuyente de buena vohint.nl. 
Caracterícelo así el "error «le concepto" aparece para las 
elasifií raciones jurídicas «reneralcs del error, como un error de 
derecho de índole específica, pero esto tiene poco interés en las 
aplicaciones ocurrentes y para él criterio práctico énflucí£d0i 
Que otro punto que ha de examinarse previamente, es el 
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que plantea ei desacuerdo de las partos acerca de la proce- 
dencia de la demanda de repetición cuando no está resuelta la 
reclamación por vía administrativa. Respecto de este punto, 
otro punto de vista, práctico a la vez que jurídico puesto que 
consulta las reglas del derecho procesal y de la ley de proce- 
dimientos en lo tocante a la traba del litigio, la jurispruden- 
cia impone oposición mediante planteamiento formal de la 
cuestión correspondiente y no a ««lisa de mera observación o 
consideración de la contestación a la demanda contenciosa. 
Esto es lo (pie establecen los fallos de la Corte Suprema en 
casos de la misma índole registrados en los tomos 189, p. "WjT 
204, p. 150 y dentro de la misma y precisa cuestión en tomo 201 ( 
p. 12 y t. 803¿ p. 33í>, todo ello conforme a los arta. 57, ine. 6' 
v 85 ( argumento de la expresión " observando las formas pros- 
criptas para ésta" — para la demanda) o por ser previa la 
litis pendiente administrativa, como puede hablarse con pro- 
piedad dentro del campo particular de lo contencioso adminis- 
trativo, «uva peculiaridad admite tener por litispendencia, a 
lo que sin embargo no se discute en litis judicial, —salvando 
ademas la consabida cuestión de si lo administrativo puro 
constituye "instancia"—. Resumiendo: la mera puntualiza- 
<?ión de esta objeción sin formalizarla mediante petición con- 
tradictoria del carácter previo, no puede constituir capitulo 
del litigio y deben las partes y los jueces atenerse al consenti- 
miento del* abandono del recurso administrativo y a la acepta- 
ción de la vía contenciosa. 

Se pasa ahora a las cuestiones en particular: 
1») Discriminación de rentas entre los hijos del actor y 
éste y separación de los réditos respectivos como base de li- 
quidación del impuesto. En cuanto a esto, el sujeto impunible 
demostró suficientemente en la etapa administrativa el hecho 
de la disolución de la sociedad conyugal por muerte de su es- 
posa antes de la implantación del régimen impositivo de ré- 
ditos, ofreciendo para ello a la administración elementos de 
comprobación suficientes. Los hijos heredaron así la parte 
correspondiente del caudal y pasaron a ser otro» tantos suje- 
tos imponibles una vez cumplidas las formalidades para exte- 
riorizar la posesión de la herencia. La contestación a la de- 
manda ifs. 11) facilita la conclusión a que habría de llegarse 
de todos modos por la compulsa de antecedentes; se reconoce 
que al formular el Sr. Lamas sus declaraciones juradas por 
1932-34, formuló la reserva de que más adelante separaría 
los réditos que correspondían a sus hijos. Esto basta para de- 
mostrar que se atuvo a la situación perentoria resultante de 
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figurar aún los inmuebles y demás bienes como de su propie- 
dad y de ser por lo tanto el sujeto ostensible sobre quien recaía 
la carga impositiva. Esto basta también para concluir que la 
actual reclamación por este capítulo encuadra en el art. 41 
del t. o. por inclusión resultante del art. 1 de la ley 12.151, 
pero hay que tener en cuenta que los hechos se remontan al 
período anterior a la sanción de la ley 12.151, para aclarar que 
lo que ésta vino a suplir en el orden impositivo, es la ausencia 
de disposición especial análoga a las que en el orden civil re- 
plan la repetición de los pairos indebidos, pero que a falta 
de refría especial en la ley impositiva en el período intermedio 
entre las leyes 11.683 y 12.151, lo que no estuvo comprendido 
en el art. 24 de la primera como causal de repetición, estaba 
librado ul régimen civil de los pairos sin causa, o por falsa 
causa no emanada del error. Por lo tanto, la prescripción de 
10 años del art. 4023 del Cód. Civil riere en este caso, y no se 
había operado al tiempo de interposición de la demanda. Sal- 
vada esta defensa, la demanda es procedente, puesto que se ha 
gravado en la persona del actor rentas que correspondían a 
otras personas, alterándose así el procedimiento de formación 
del remanente neto que prescribe el art. 2 ? de la ley 11.082. 

2 o ) Se reclama la deducción de amortizaciones, año 1934, 
para reposición de maquinarias y otras deducciones de la mis- 
ma índole según las realas en vigor (alambrados, molinos, re- 
posición de reproductores, desgaste del automóvil, etc., ver 
fs. 8. 7 9 cuerpo de actuaciones administrativas). El actor in- 
terpreta erróneamente el informe de la Delegación Azul de 
fs. 38 de dicho legajo como aceptación de esta reclamación 
en el curso del tramite administrativo. El Delegado Echeva- 
rría, en la ocasión, no actuó como jefe de distrito en función 
de liquidar el impuesto, sino como mero informante de la auto- 
ridad administrativa que habrá de entender y resolver en el 
curso pendiente y ésta no llegó a pronunciarse, pues sobrevino 
la presente demanda judicial. No puede verse en eso ni inte- 
rrupción de la prescripción por acto de reconocimiento, ni 
renuncia a la prescripción ya ganada, ai fuera el caso y hay 
que retornar la consideración del asunto dejando de lado la 
razón aducida. Prescindiendo pues del argumento, el caso se 
plantea legalmente en la siguiente forma: en la declaración 
jurada de 8 de marzo de 1935, el contribuyente omitió las 
amortizaciones por desgaste a que tenía derecho conforme al 
art. 20. me. c) de la ley n* 11.682 (art. 23 en el ordenamiento 
de 1937) y 49 del decreto reglamentario de 1* de junio de 1933, 
entonces en vigor, pagando por lo tanto el monto del impuesto 
sin la deducción correspondiente. No se trataba de un error 
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de concepto, sino de una omisión generadora de pago indebi- 
do, con reclamación administrativa ulterior al 7 de agosto de 
1943 y demanda de 10 de junio de 1944. Conforme al código 
civil y sistema de la ley n* 12.151, el crédito no ha proscripto 
y en ;entido análogo, por lo menos en cuanto a la índole de la 
acreencia, se ha pronunciado la Corte Suprema en los casos 
de los tomos 202, pág. 443 y 203 pág. 181 de sus Fallos, en los 
cuales, sin embargo, no todas las circunstancias invocables eran 
idéntica*. 

8?) Se pretende la devolución del impuesto cobrado so- 
bre la renta o dividendos producidos por bonos del Banco de 
la Provincia de Buenos Aires. En la época del pago y con- 
forme a los procedimientos de percepción mantenidos entonces 
por la repartición recaudadora, no mediaba «xelnsión del ira- 
puesto devengado ni se la aceptaba y solamente en época ulte- 
rior v como consecuencia de un pleito seguido por dicho Ban- 
co para obtener la liberación de las sumas que hubo de rete- 
ner como agente de reención, la Dirección General convino en 
la devolución. Lo que el actor reclama corresponde a sus 
pagos anteriores y directos, respecto tile los cuales versa la pla- 
nilla de fs. 22 del 7* cuerpo de antecedentes administrativos. 
Consta la distinción entre, retenciones e ingresos en la circu- 
lar de gerencia de fs. 39 (judicial) que acompaña al, informe 
de fs. 40 del Distrito Azul Las razones de esta repetición son 
las mismas del fallo de la Corte Suprema del tomo 186, pág. 
170 de la compilación oficial. La prescripción es de 10 anos. 

4«) Los arrendamientos que el actor paga por campos de 
propiedad de sus hijos, deben serle acreditados en la liqui- 
dación del impuesto. Esto no es más que una consecuencia de 
la situación criminada al trntar del punto primero y no hay 
motivo especial tampoeo para que esto no se tome en cuenta 
al liquidar el año 1032, puesto que la separación de patri- 
monios es anterior a la implantación del impuesto. Sin em- 
bargo conforme al régimen establecido por el Cód. Civil, si, 
como parece, átennos de los hijos era menor de edad durante 
algún tiempo después de la implantación del impuesto, habrá 
que tomar en cuenta que lo que recibe por arrendamiento el 
hijo, reingresa en el patrimonio del padre en ejercicio de la 
patria potestad en calidad de usufructo legal y se establece 
así una r-ompensación, salvo la cantidad que la misma ley acep- 
ta como deducción por cargas de familia. Esta sentencia deja 
la revisión que por ese motivo haya que hacer librada a liqui- 
dación especial en s« caso, la que se practicará conforme a las 
directivas que se acaba de establecer, y por el momento se 
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reconoce la deducción por arriendos, visto que la forma de 
contestar a la demanda no permite actualmente otra cosa que 
hacer lugar a lo demandado siendo justo y con dicha salvedad 
quedará asegurada la justicia de la solución. Esta misma sal- 
vedad "se declara extensiva, en lo pertinente, al punto primero, 
si es el caso. Este capítulo se rige igualmente por la prescrip- 
ción decenal. 

5*) El impuesto sucesorio según el criterio que la Direc- 
ción General ha sostenido hasta el fallo de la Corte Suprema 
en el caso Aberg Cobo (t 199, p, 427), era gasto necesario 
para obtener el capital y no la renta. Las declaraciones jura- 
das que se atuvieron al criterio mantenido por la autoridad 
administrativa no podrán ser consideradas por lo tanto alcan- 
zadas por el art. 24 de la ley 11.683. Es cierto que puede 
existir y ha existido con relación a la ulterior interpretación 
auténtica del texto legal, un error de concepto en la propia 
declaración del contribuyente, puesto que él y no la admi- 
nistración tiene la responsabilidad de la declaración jurada 
voluntaria, pero el error no es tal respecto de la práctica se- 
guida en el momento del pago por la repartición encargada de 
exigir compulsivamente la declaración jurada y armada de la 
atribución de reputar como omisión que tenga pnr objeto in- 
fringir la ley (arte. 25 y 27, ley 11.683), situación que de 
por sí está demostrando que en tales casos no dependió exclu- 
sivamente de la libre determinación del contribuyente el eludir 
el error. Esto sobre todo debe tenerse presente cuando se 
trata de un caso de declaración anterior a la sanción de la 
ley 12.151, la cual al sancionar el recurso de oposición ha 
dado al responsable e! medio de plantear su discrepancia con 
el criterio fiscal antes de estar perentoriamente urgido por 
los plazos legales para hacer la declaración jurada y de dejar 
patentizado que no es por error de concepto que hace un patro 
que reputa indrbido. Por otra parte, en el curso de este fallo 
ya se lia aludido a la jurisprudencia de la Corte Suprema que 
no estima pago por error de concepto, sino pago sin cansa al 
hecho en dichas condiciones. Luego: prescripción de 10 años. 
Volviendo a lo que este alto tribunal resolvió en el caso Aberg 
Cobo, declarando gasto necesario para obtener la renta al im- 
puesto sucesorio pagado para el ingreso de la fuente de ingre- 
sos, dicha decisión estaba abonada por lo anteriormente re- 
suelto en los fallos de los tomos 175, pág. 205 y t. 181, p. 362 
y análogamente por lo establecido resneeto a la contribución 
territorial (t. 181, p. 483) que es también otro gravamen sobre 
el capital fuente, pero que es preciso pagar para obtener el 
rédito. 
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Por el mérito de las consideraciones que anteceden, se 
resuelve reformar el fallo en recurso, haciéndose lugar a la 
demanda con la salvedad establecida sobre el punto 4 V , e inclu- 
yendo en la suma a repetir lo pagado por falta de deducción 
ílel impuesto sucesorio. — Ernesto Sourrottille. — Benjamín de 
la Vega. — Luis González WarctUde. 

Dictamen del PuocriuDOH General 
Suprema Corte : 

El recurso ordinario de apelación interpuesto por 
la parte demandada es procedente, atento el monto del 
agravio contenido en la sentencia apelada y lo que 
dispone el art. S?, ine. 2 ? , de ta ley 4055. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
(Dirección General Impositiva) tiene constituido re- 
presentante especial, el que lia tomado ya a fs. 145 la 
intervención que le corresponde. — Bs. Aires, setiem- 
bre 15 de 1948. — Carlos G. Delfhto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 8 de octubre de 1948. 

Vistos los autos 44 Lamas José contra Fisco Nacio- 
nal, demanda contenciosa", en los que se ha concedido 
a fs* 139 vta« el recurso ordinario de apelación. 

Por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de fs. 129. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Ltis R. LONOHl — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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PAWET BARWIN8 Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos fórmale*. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escrito 
en que se interpone se lia omitido la pertinente referencia 
a los hechos de la causa y a la vinculación que los mismos 
y las cuestiones en ella debatidas guardan con la cuestión 
federal que se pretende someter a la decisión de la Corte 
Suprema ( l ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos formales. Introdu- 
cían de la cuestión federal. Mantenimiento. 

No obstante el pedido hecho por el interesado en el me- 
morial presentado ante la Corte Suprema, no corresponde 
a ésta tomar en consideración cuestiones oportunamente 
introducidas en primera instancia pero abandonadas en 
segunda y no mencionadas en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario (*). 

COXST/TUCIOX XACIONAL: Derechos ij garantios. Defensa en 
juicio. Procedimiento 1/ sentcncta. 

No es violatorio de la defensa en juicio el procedimiento 
seguido para decretar la expulsión de los extranjeros por 
el cual se les notificó oportunamente, por medio de la 
Policía Federal el propósito del P. E. de proceder a ex- 
pulsarlos por considerarlos culpables de actividades sub- 
versivas y se les permitió disponer de un plazo suficiente- 
mente razonable para intentar las defensas y los trámites 
tendientes a demostrar la improcedencia de la expulsión, 
nada de lo cual hicieron ni han pretendido que se les haya 
impedido hacerlo. 



669 (l> 13 á ° ° CtllHr * de l948, Pill1a8: 208 » 308 y 5 3S; 209, 78; 210, 
(8) Fallos: !&0, 392. 
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FRANCISCO GALEAZZI v. INSTITUTO NACIONAL DE 

PREVISION SOCIAL 

JUBILACION DE EMPLEADOS FEimOVI ARIOS: Cúmpnto de 
servicios. 

El afiliado í|ue después de haber pedido, para obtener la 
jubilación, tpie se le formulara el carpo correspondiente 
al tiempo de servicios prestados sin aportes, siguió traba- 
jando mientras se cumplían los trámites administrativos y 
llegfi así a reunir el tiempo necesario para jubilarse sin 
tener que recurrir a aquellos servicios sin aportes, tiene 
derecho a prescindir de ellas y a que no se. le hapin los 
descuentos que faltan para cancelar el cargo mencionado. 

Dictamen i>kl Procuuadok General 

Suprema Cork*: 

l). Francisco Galeazzi solicitó en agosto de 1943 
de la Cm WmPViñ do Jubilaciones y Pensiones de 
Empleados Ferroviarios lo formulase cargo por apor- 
tes no efectuados en su momento, correspondientes a 
servicios prestados entro 1M0 y 1915 (fe- 2 y 3). 

Formulado el cargo (fs. (i), Galeazzi ingresó la mi- 
tad do su importo (fs. 7), y autorizo a la Caja para que 
se le descontase un S 'í de su sueldo basta la total can- 
ecl ación del mismo (ib, 50- 

Con Ifeeha 3 d? julio de 1í)47, el Instituto Nacional 
de Previsión Social, acordó jubilan -ion ordinaria a Ga- 
loazzi, que habí:i cesado en el servicio meses antes dis- 
poniendo se dedujese mensualmonte el 10 c /c del babor 
clérbeoeficioj haata la tottí cancelación áé lo t|tte res- 
tad del G&fjgp formulado a fs. U ( $ 47,87; fs, -0, Ül 

Kl interesado sostuvo entonces que no siendo ne- 
cesarios tos servfcios a qüé sé roriore dicb» mr0 para 
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la obtención del beneficio, debía suspenderse el des- 
cuento ordenado (fs. 24). 

Desestimaba tal pretensión por el Instituto (fs. 
28), la Cámara del Trabajo, revocando lo decidido por 
éste hizo 1 ii<rar a la misma (sentencia de Fs. 41). Con- 
tra dicho fallo interpuso recurso extraordinario el Ins- 
tituto, el (jne resulta bien concedido a fs. 48 vta., atenta 
la materia discutida. 

Considero, empero, que Y. E. debe mantener lo re- 
suelto, por aplicación tic la doctrina sustentada en 209: 
92. La petición de fs. 24 no tendió a obtener la devolu- 
ción de lo paprado con anterioridad, como lo sostiene el 
recurrente (fs. 45), sino a que no se hicieran nuevo** 
descuentos para cancelar el cargo. 

No encuentro aplicable lo resuelto en 209: 306, in- 
vocado también por el Instituto, pues en esc caso V. E. 
decidió que el interesado seguía obligado a contribuir 
a la ( -aja con los aportes de ley, a pesar de haber cum- 
plido la edad y los anos de servicios necesarios para 
obtener jubilación, mientras no dejara el servicio. Es 
decir, los aportes que V. E. consideró procedentes co- 
rrespondían a servicios posteriores al pedido de jubi- 
lación, pero que fueron tomados en cuenta para fijar 
el monto de la misma. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar el fallo 
apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. — Bs. 
Aires, setiembre 29 de 1948. — Carlos G. Ddfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 13 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Galcazzi Francisco contra Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social, ley 10,650 M , en los 
I 
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que se ha concedido a fs. 48 vta, el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando: 

Que la cuestión planteada en el présenle, es seme- 
jante a la que tuvo oportunidad de considerar el Tri- 
bunal en el caso: Fallos 209, 92 y en la que se resolvió 
que el afiliado 0e después de haber pedido, para obte- 
ner la jubilación, que se le formulara el cargo corres- 
pondiente al tiempo de servicios prestados sin aportes, 
siguió trabajando mientras se cumplían los trámites 
administrativos y llegó así a reunir el tiempo necesario 
para jubilarse sin tener que recurrir a aquellos servi- 
cios sin aportes, tiene derecho a prescindir de ellos y 
del pago de los aportes correspondientes a los mismos. 

Por ello; porque el pedido de fs; 24 no persigue 
el reintegro de sumas que en concepto de cargos se pa- 
garan con anterioridad y de acuerdo con el precedente 
dictamen del Sr. Procurador General, se confirma la 
sentencia de fs. 41 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis B. Loxghi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



FELIX BARACCO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propio». Sentencia de- 
finitiva* Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

So procede el recurso extraordinario contra el auto de 
prisión preventiva, pues no pone fin al pleito ni impide 
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su prosecución ni cansa agravio irreparable al procesado 
en cuanto la calificación del hecho imputado reviste ca- 
rácter provisional 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio?. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones (interiores a la sentencia definitiva. Varias. 

La garantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
no autoriza )a concesión del recurso extraordinario en ca- 
da oportunidad que en el curso del proceso se alegase la 
restricción de la audiencia del procesado 



EMPRESAS ELECTRICAS DE BAIIIA BLANCA 
v. MUNICIPALIDAD DE BAHIA BLANCA 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos formales. Introducción 
de la cuestión federal. Oportunidad. 

No procede el recurso extraordinario fundado en cuestio- 
nes planteadas después de la sentencia final de la causa, 
que pudieron haberse propuesto en el curso del juicio, 
pues sólo requerían la previsión de la posibilidad del 
acogimiento de la demanda 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable. • 

No procede el recurso extraordinario fundado en la ale- 
gada violación del principio de la separación de los pode- 
res por las resoluciones de los tribunales locales ( a ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronun- 
ciamiento* 

No corresponde a la Corte Suprema en ejercicio de su 
jurisdicción extraordinaria decidir cuestiones planteadas 



(i) 13 de octubre de 1048. 
<a) Fallo»: 209, 342, 

(1) 13 do octubre de 1948. Fallos: 210, 718. 

(2) Fallo»! 20«, 21; 211 (Steveti»on Annte May),...; 212 (Pig- 
aaai Amé rico Angel ),.,.. 
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por primera vez en el memorial presentarlo ante aqué- 
lla (*)■ 

CONSTITUI JOS NAVIOS AL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia* 

La parantía de la defensa en juicio no requiere la doble 
instancia judicial 

RECURSO EX TU A O i {DINA RIO : Requisitos comunes. Cuestión 
ticiable. 

No corresponde a la Corte Suprema rever, por vía de la 
invocación de la garantía de la ¡prualdad, la organización 
de los tribunales locales reservada a las provincias por el 
art. 104 y siguientes de la Constitución Nacional. 



ADMINISTRACION Oral. DE OBRAS SANITARIAS DE 
LA NACION v. PROVINCIA DE TUCÜMAN 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Allanamiento. 

Si el allanamiento y la consignación son posteriores al 
diligrneiamiento del mandamiento es improcedente la 
exención de costas a la demandada ( 3 ). 



PEDRO BERTONA v. DIRECCION Oral. DEL IMPUESTO 

A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

Si el actor manifestó su conformidad a fin de que cuando 
Al careciera de los comprobante correspondientes, la ofi- 
cina de R.'ilitos fijara los coeficientes que tenía estable- 
cidos para los diversos gastos que abarcan la cosecha, aea- 



(1) Fallo»: 204, 23 y 489. 
(21 Falla»: 20a¿ 21í5. 

(3) n do octubre de 104*. Fallo»: 1*8, 116. 
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rreo, elaboración y conservación de vinos, y omitió probar 
en su oportunidad las erogaciones que invoca, corresponde 
aceptar la prudente estimación hecha por la Dirección Oral, 
del Impuesto a los Réditos, con arreglo a dichos coefi- 
cientes. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio e industria. 

No habiéndose probado la existencia de las habilitaciones 
que el actor manifiesta haber pagado a sus hijos y tampoco 
que aquél hubiese entregado suma alguna por tal concepto a 
estos iiltimos, debe rechazarse la reclamación del contribu- 
yente, tendiente a <p<% de conformidad a lo dispuesto por 
el art. 23, inc. c), de la ley n« 11.682 (T. O.) — dichos 
gastos se deduzcan de la renta bruta anual. 



Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, diciembre 10 de 1947. 

Y vistos: Estos autos n* 2.606-C, caratulados: '"Pedro Ber- 
tona c./ Impuesto a los Réditos, por demanda contencioso ad- 
ministrativa", llamados a fs. 127 vta. para dictar sentencia 
y con el legajo administrativo correspondiente agregado por 
cuerda separada, de 1<> "ue resulta: 

a) Que a fs. 8 * presenta Pedro Bertona interponiendo 
contra el Fisco nacto'uJ la demanda contencioso*administrativa 
autorizada por el ar*. 42 de la ley 1LG83. con el objeto de obte- 
ner la devolución de la suma que resulte abonada indebidamente 
en concepto de impuesto, con sus intereses. Pide costas. 

Expone que la Dir, Gral. del Impuesto a los Réditos im- 
pugnó sus declaraciones juradas y luego estimó de oficio su 
renta abultando ficticiamente la misma, por lo que oportuna- 
mente interpuso el pertinente recurso de reconsideración cuya 
resolución carece a su juicio de fundamentos de consistencia 
y de orden legal. 

Circunscribe su disconformidad con dicha resolución ad- 
ministrativa a dos puntos: la habilitación pagada a sus hijos 
Pedro, Carlos y Manuel, no reconocida por la Dirección y los 
gastos de elaboración de vino, estimados por la misma en sólo 
$ 0.45 por hectolitro. 

Respecto del primer punto expresa que posee dos estableci- 
mientos vitivinícolos ubicados en Lujan y en Medrano de esta 
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provincia, con una extensión total de 364 has. y una capacidad 
de 51.700 hectolitros, alcanzando los mismos en el año 1943 
una producción de 38.219,99 quíntales de uva y una elabora- 
ción de 28.311 hectolitros de vino y señala cómo la importancia 
de sus negocios hizo indispensable la colaboración de sus hijos, 
sobre todo a partir del año 1943, época de la adquisición de 
un viñedo de 178 hás., por lo que convino con los mismos la 
habilitación impugnada por la Dirección; retribución que juzga 
razonable en atención a las mayores responsabilidades contraí- 
das de las que da una idea indicando el aumento de producción 
* y elaboración experimentado en el año 1943, establecido en 
22.459,62 quintales de uvas y en 18.271 hectólitros de vino. Agre- 
ga con el mismo objeto que a partir de la adquisición señala- 
da ha intervenido únicamente en la dirección comercial de sus 
negocios, dejando a cargo exclusivo de sus hijos todo lo rela- 
cionado con la dirección, administración y atención de las tareas 
agrícola» e industriales de sus establecimi ios y destaca la dili- 
gencia y eficiencia do los mismos resultante según su opinión 
del interés puesto en el trabajo. Asimismo, considera arbitra- 
ria la resolución de la Dirección en cuanto rechaza las habili- 
taciones pagadas a sus hijos y que sólo importan el 17 % de 
las ganancias cuando en determinados casos se han aceptado 
habilitaciones que han alcanzado el 30 % de las ganancias netas. 

Funda su demanda en los principios que rigen los contra- 
toa en nuestra legislación civil y además en los arte. 23, apart. 
e) de la ley 11.682 y 90 de la reglamentación general ; restando 
valor a las disposiciones del decreto 18.229 de fecha 31 de di- 
ciembre de 1943 en razón de ser posterior al convenio celebrado 
con sus hijos, haber sido dictado por el Gobierno de hecho extra- 
limitándose en sus funciones y finalmente, por estar proporcio- 
nada al trabajo la retribución pagada a sus hijos. 

Respecto del segundo punto, juzga que los gastos de elabo- 
ración estimados por la Dirección difieren fundamentalmente 
con los reales, especialmente a partir del año 1940. 

b) Que declarada la competencia del juzgado y corrido 
traslado de la demanda al procurador fiscal, se presenta éste 
a fs. 16 solicitando su rechazo, con costas. 

Expresa que la Dirección impugnó, a los efectos imposi- 
tivos, las declaraciones jurada» presentadas por el actor corres- 
pondientes a los años 1939 a 1943, considerando que los sueldos 
pagados a sus hijos en parte y las habilitaciones en su totalidad 
no constituían gastos necesarios para obtener, mantener y con- 
servar réditos. En tal sentido sostiene que todo lo que excede 
de una retribución aceptable desde el punto de vista comercial 
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o económico es una simple liberalidad y no un gasto necesario 
para obtener, mantener y conservar el rédito o, en otras pala- 
bras, un empleo de la renta y no una carga de la misma. Así. 
destaca que Vas habilitaciones correspondientes al ano 1943 al- 
canzan a un 35 % de las utilidades obtenidats. Además, señala, 
a fin de demostrar la existencia de una situación familiar 
fiegiin ta cual el propósito perseguido por el actor mediante 
las habilitaciones sería formar a sus hijos un capital propio, 
algunas circunstancias que considera sugestivas, como la de no 
haber sido pagadas las habilitaciones que habrían quedado en 
calidad de prestamos en poder del actor y además la de no exis- 
tir contrato escrito que las estipule. 

En cuanto a las disposiciones de esa ley 11.682 y de su 
reglamentación, citadas por el actor, sostiene que si bien las 
mismas autorizan el pago de habilitaciones, éstas sólo pueden 
considerarse aceptables en cuanto sean gastos necesarios, con- 
forme con lo dispuesto por los arts. 2' y 23, inc. e) de la 
referida ley. 

Respecto del segundo punto materia del juicio, gastos de 
elaboración del vino, expresa que la Dirección, ante la circuns- 
tancia de no llevar el actor anotaciones de ninguna naturaleza, 
fue autorizada por el mismo para aplicar los coeficientes corres- 
pondientes a fin de determinar la materia imponible, según 
resulta de las actuaciones administrativas. 

iq o*S ÍnalmCIlt< *' sosíiene ,ft eonstitueionalidad del decreto 
]8.22í> ya citado que dispone la sustitución del inc. c) del 
art 24 de la ley 11.682 y establece, así, la improcedencia de las 
deducciones pretendidas. A ese respecto, analiza las razones 
perseguidas por el Gobierno, tendientes a asegurar los recursos 
necesarios para la buena marcha de la administración. 

Considerando : 

I* Que el art, 2.1 de la ley ] T .682, conforme con el princi- 
pio establecido por el art. 2* de la misma, autoriza a los con- 
tnbuyeutes por su inc. e) a deducir de la renta brota anual 

los salarios. . . y todos los demás gastos generales ordinarios, 
pagados adeudados, en cuanto ífcan necesarios para obtener, 
mantener y conservar los réditos de fuente argentina", dispo- 
niendo, a su vez, el art. 90 de la reglamentación general que 

la parte de utilidad del ejercicio que loa contribuyentes (ex- 
cepto la sociedades anónimas y de responsabilidad limitada) 
destinen a los empleados u obreros en forma de remuneración 
extraordinaria, aguinaldo, etc., será dedneible como gasto 
(art. 23, ¡nc. e], ley 11.682 [t. o.]) f siempre que se distribuya 
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dentro de lo» primeros 60 días hábiles del ejercicio comercial 
siguiente 1 '. 

Ante talen disposiciones la deducción en concepto de habi- 
litaciones resulta incuestionable, correspondiendo solamente es- 
tablecer en cada caso la op tunidad de su pago y ademas su 
condición de gasto necesario conforme con el principio que rige 
la materia- 
Previamente, cabe señalar que en el presente caso se niega 
el pago mismo de las habilitaciones. Ello en cuanto el procu- 
rador fiscal destaca las manifestaciones del actor formuladas 
durante la substanciación administrativa, relativas a la circuns- 
tancia de no haber abonado las habilitaciones que quedaron en 
su poder en calidad de préstamo y además a la de no existir 
comprobante alguno de dicho préstamo. Mas, la prueba ren- 
dida en autos permite acreditar en forma fehaciente que loa 
hijos del actor percibieron además de los sueldos asignados a 
los mismos determinadas habilitaciones. En ese sentido debe 
merituarse las declaraciones de Domingo Antonio Di Paola, 
Leandro Ortega, Mariano Fernández, René Navarro Correas, 
Angel Moseoni, Josó Angel Pereyra, Afilio Baldini, Serafín 
Simionatto, Florencio Hugalde y Florencio Iturre, corrientes 
a fs 49, etc., cuya uniformidad sobre el punto es elocuente; 
los informes de tres instituciones nanearías, el Banco de Italia 
y Uío de la Plata, el Banco Español del Rio de la Plata y el 
Banco de Londres v América del Sud, corrientes a fs t 36, etc. 
y destacados por el perito contador Carlos Sayavedra en su 
dictamen agregado a fs. 105 y sigts, relativos a los depósitos 
a nombre de Pedro, darlos y Manuel Bertona cuyos montos 
de $ 38,016,89, $ 57.402,47 y $ 85,420,61 no pueden sino res- 
ponder al pago de las habilitaciones cuestionadas ya que ha 
quedado asimismo, acreditado mediante la prueba testimonial 
analizada la dedicación total de los citados a los negocioa 
de su padre v finalmente, la circunstancia, señalada también 
en el informe pericial, relativa a la constitución de una socie- 
dad comen- ial colectiva entre el actor y sus hyos en la cual 
éstos se incorporaron, en concepto de integración de sus aportes, 
'los sueldos v habilitaciones obtenidos hasta el 31 de diciem- 
bre de 1945 como empleados de Pedro Bertona, según consta en 
las declaraciones juradas de impuesto a los réditos \ 

Descartada la objeción relativa al pago mismo de las habi- 
litaciones, corresponde determinar la oportunidad de su reali- 
zación. A su respecto, las manifestaciones del actor ya citadas 
nodrían, asimismo, constituir un obstáculo, pero toda la prueba 
analizada impone concluir que en realidad las habilitaciones 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



111 



convenidas entre el actor y sus hijo» quedaron, no bien las 
mismas fueron devengadas, en calidad de préstamo en poder 
det primero, correspondiendo admitir que la relación familiar 
existente pudo justificar en forma natural la falta de los com- 
probantes que acreditaran tal distribución inmediata. Por otra 
parte, las afirmaciones del actor se encuentran apoyadas me- 
diante las pruebas correspondientes, arropadas a fs. 27 a 32, 
por las que se establecen las deudas contraídas a raíz de la ad- 
quisición de un nuevo viñedo y que demostrarían la necesidad 
del préstamo concertado. 

Finalmente, corresponde determinar la condición de gasto 
necesario inherente a las habilitaciones cuestionadas. Con tal 
objeto se han aportado al juicio los informes de algunos indus- 
tríales de la provincia, el testimonio de un empleado habilitado 
y el dictamen pericial ya citado; pruebas de las que se despren- 
de en forma clara que las habilitaciones pagadas por el actor a 
sus hijos guardan una proporción respecto de las ganancias ob- 
tenidas — único índice que permite acreditar la condición reque- 
rida por la ley — conforme con la que se advierte en las remu- 
neraciones de la misma índole abonadas corrientemente en ex- 
plotaciones análogas de la plaza. En efecto, a excepción de los 
informes de Antonio J. Jluespe, Macedón i o Varaschin y Frank 
Romero Day, corriente a fs. 34, etc., cuyo análisis demuestra 
que algunos de ellos no pagan habilitación alguna y otros no 
t .oseen la organización del actor, corresponde tomar en cuenta 
el testimonio de Atilio Baldini, corriente a fs. 62, según el cual 
su padre le asigna un sueldo de $ 1.000 mensuales y ademas 
una habilitación correspondiente al 20 por ciento del producido 
total de los negocios y considerar, asimismo, los datos consigna- 
dos en el dictamen pericial, conforme al mismo además de la 
habilitación pagada a Atilio Baldini. su padre abonó en et 
año 1941 a Luis Vittori una habilitación correspondiente al 
10 %. Finalmente, deben observarse los datos correspondientes 
a la bodega de José Adid. aportados también por el perito 
Sayavedra, conforme a los cuales dicho industrial abonó en 
concepto de habilitaciones durante los años 1943, 1944 y 1945 
a Mahomed Sada, Abraham Adid v José Jalid Adid las sumas 
de * 35,304,39, $ 47.338,23 y § 124.807.0fl. respectivamente. 

En tal forma, resultando acreditado el pago de las habili- 
taciones, la oportunidad de su realización y su condición de 
gasto necesario, ya que las mismas sólo ascienden al 17 y frac- 
ción por ciento de las ganancias obtenidas según ta propia esti- 
mación de oficio» la reclamación formulada por el actor es pro- 
cedente. 
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En cnanto a la constitucionalidad del decreto 18.229 de 
fecha 31 de diciembre de 1943, discutida en el juicio, atenta 
la conclusión a que se arriba procedentemente, no cabe pronun- 
ciamiento a su respecto. El art. 24 de la ley 11.682 prohibía 
según su inc. c) ia deducción por concepto de ' 4 remuneración 
o sueldo pagado por los servicios personales prestados por el 
contribuyente, su cónyuge o sus hijos menores, considerándose 
como contribuyentes para este efecto a los asociudos. gerentes 
o administradores de las sociedades colectivas, en comandita 
o de hecho, *alvo el caso en que a! pagarse esas remunera- 
ciones se haya efectuado el papo del impuesto correspondiente" 
disponiendo el decreto de referencia la substitución del texto 
transcripto por el siguiente: "remuneraciones o sueldos del 
cónyuge o parientes del contribuyente» Cuando se demuestre 
una efectiva prestación de servicios se admitirá deducir la 
r* numeración abonada en la parte que no exceda a la retribu- 
ción que normalmente se abone a terceros por la prestación de 
tales servicios" Así, el caso en examen se encuentra compren- 
dido en la excepción contemplada en el texto vigente. 

2* Que en cuanto al costo de elaboración del vino, el actor, 
con el objeto de demostrar que la suma de $ 0,45 por hecto- 
litro, estimada por la Dirección, es exigua, ha aportado al juicio 
el testimonio de varios industriales y comisionistas del ramo 
y además. el dictamen pericial ya señalado, Conforme a los da- 
tos suministrados por los primeros el costo discutido estaría 
comprendido entre los extremos de $ 1,75 y 8 3 y según la 
opinión del perito, fundada en el análisis de contabilidades 
correspondientes a bodegas de la miama importancia que la del 
actor, dicho costo debe establecerse para los años 1939 a 1944 
entre las sumas de $ 2,18 y $ 2,44. Pero, es de observar que 
todos los costos señalados comprenden el proceso total de elabo- 
ración, inclusive los renglones correspondientes a amortización, 
seguros, intereses, administración, impuestos y otros, motivo 
por el cual no pueden tomarse en cuenta ya que la suma de 
S 0.45 estimada por la Dirección se refiere solamente a los 
siguientes gastos de elaboración : obreros, fuerza motriz, repa- 
raciones de maquinarias y anhídrido sulfuroso. En consecuen- 
cia, a fin de determinar la justeza de la estimación adminis- 
trativa, se impone considerar el dictamen pericial efectuando la 
discriminación correspondiente y de tal operación resulta que 
los gastos señalados sólo ascienden a la suma de $ 0,49 por 
hectolitro dentro de la cual está comprendida la asignación abo- 
nada al capataz cuyas tercas son cumplidas en la bodega del 
actor, según su propia manifestación, por su hijo Manuel con 
una asignación considerada en forma separada por la Direc- 
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ción. En definitiva, el costo en tal forma determinado no difie- 
re fundamentalmente del estimado por la Dirección por lo que 
teniendo en cuenta además la circunstancia de haber autori- 
zado el actor a dicha repartición a aplicar los coeficientes corres- 
pondientes a fin de determinarlo, corresponde rechazar la re- 
clamación a este respecto. 

Por estas consideraciones, resuelvo hacer lugar parcialmen- 
te a la demanda declarando que el Gobierno de la Nación de- 
berá devolver al actor la suma que resulte papada de más de 
acuerdo con la liquidación que practicará la Dir. Oral. Impo- 
sitiva en base a los considerandos de esta sentencia, con sus 
intereses computados desde la fecha de la interposición de la 
reclamación administrativa. Las costas en el orden causado. — 
Octavio Gil. 



Spntencia de la CAmara Federal 

Mendoza, junio 24 de 1948. 

1* í Es justa la sentencia en cuanto rechaza la reclama- 
ción del actor sobre el rubro relativo a los gastos de elaboración 
del vino? 2» ¿Es arreglada a derecho en cuanta acepta el recla- 
mo sobre el rubro relativo a las habilitaciones pagadas por el 
actor a sus hijos? 8* i En cuanto a costas? 

1* cuestión. — El doctor de la Reta dijo: 

Ambas partes expresan los agravios que les causa la sen- 
tencia del a qm : el actor, por cuanto ¿sta mantiene el costo de 
elaboración por hectólitro de vino calculado por la Adminis- 
tración, y por la forma en que se imponen las costas, y el repre- 
sentante de la demandada, por considerar improcedentes las 
habilitaciones aceptadas por la sentencia y por cuanto no se im- 
ponen las costas a la actora, agregando que no se ha probado 
que tales habilitaciones hayan- sido efectivamente pagadas y que 
en caso de que se entendiere lo contrario, tal pago se habría 
efectuado después de finalizado el plazo acordado por la ley. 

En cuanto al costo de elaboración de los vinos, que la 
Dirección estima en $ 0,45 por hectólitro, comprendiendo en esta 
suma, sólo lo invertido en pago de obreros, fuerza motriz, re- 
paración de maquinarias y anhídrido sulfuroso, costo que la 
sentencia acepta, corresponde mantenerlo en virtud de las si- 
guientes consideraciones : 

En atención a la circunstancia comprobada en autos, de 
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que el actor no ha llevado libros comerciales hasta después del 
año 1943, en el momento en que 3a Administración debió com- 
probar sus réditos, de acuerdo a sus entradas brutas, Bertona 
la autorizó expresamente para aplicar sus coeficientes con ob- 
jeto de determinarlos, y en base a esa autorización procedió 
a fijar en $ 0,45 e! costo de elaboración por hectolitro de vino. 

La citada autorización debe considerarse como un mandato 
dado por el contribuyente a la Administración (nrt. lí)04 t cód. 
civil ) . y es debido a ello que no obstante, el cálculo hecho en la 
pericia, en d^."de ese costo se estima en mayor cantidad, que no 
puede tenerse en cuenta en el presente caso, desde que por lo 
expuesto y en cumplimiento de lo convenido con anterioridad, 
ya había sido fijado esc gasto en la cantidad expresada. 

El argumento que el actor hace en el curso de su expre- 
sión de agravios, de que siempre procede la repetición para 
cualquier pago, sea éste voluntario o compulsivo, no resulta 
viable en el presente, ya que el mandato habría terminado por 
el cumplimiento del negocio encomendado al mandatario (art. 
1960, eód. eit.), y "los actos jurídicos ejecutados por el manda- 
tario en los límites de sus poderes y a nombre del mandante, 
como las obligaciones que hubiese contraído, son considerados 
como hechos por este personalmente" (art. 1946, eód. eit.). 

En virtud de lo que se deja dicho corresponde aceptar 
como costo de elaboración el fijado por la sentencia y en ese 
sentido doy mi voto. 

El doctor Vera Valle jo dijo: 

El actor expresa en su demanda respecto de este punto, 
que su renta neta ha sido abultada por la Delegación del Im- 
puesto a los Réditos, al disminuírsele los gastos de elaboración 
del vino, que han sido estimados por esa repartición en S 0,45 
por hectótitro. lo que, dice, difiere fundamentalmente con el 
costo real promedio y especial de su establecimiento de bode- 
ga, a partir del año 1940 y en especial en los últimos años. 

Ahora bien; según el documento agregado a fs. 24 del 
expediente administrativo, 2* cuerpo, ofrecido como prueba, 
fs. 20, el actor autorizó a la Delegación del Impuesto a los 
Réditos a que en los casos de no tener los comprobantes corres- 
pondientes, le fijara loa porcentajes que tenía establecidos la 
Delegación en los diversos rubros que abarcan la cosecha, aca- 
rreo, elaboración y conservación de vinos; documento que no 
ha sido desconocido por el actor en su demanda, ni observado 
después del ofrecimiento de prueba, ni en el memorial sobre la 
misma ffs. 118, puntos 7 y 8), por lo que debe tenérsele por 
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reconocido. Tal autorización constituye un contrato unilateral 
innominado, que obligaba a Bertona a aceptar la cantidad que 
fijara la Delegación por el concepto *' gasto de elaboración" 
(arts. íl$$, 1139, 1140, 1145, 1197, 1198 y demás concordantes 
del cód. civil), mientras no acreditara que se había fijado una 
cantidad distinta a la que la misma tenía establecida. 

De acuerdo a esa autorización, al practicar el reajuste del 
impuesto correspondiente a los añas 1939/43, y ante la falta de 
los comprobantes respectivos, la Delegación fijó el gasto de ela- 
boración de vino en la cantidad de $ 0,45 por hectolitro elabo- 
rado, por ser ese el límite establecido según resolución de geren- 
cia 3f>6/363, como se establece en el informe de fs. 41/43 del 
mencionado expediente, el que sirvió de base a la estimación de 
oficio de fs. 62, confirmada por resolución de fs. 72. 

El actor ba pretendido acreditar mediante la pericia de 
fs. 107/113 y otros medios, que dichos gastos en los años com- 
prendidos en la estimación de oficio, han sido mayores que la 
cantidad fijada por la Delegación; pero como el había autori- 
zado a esta para que fijara los porcentajes que las mismas tenía 
establecidos, lo que correspondía probar al actor, no era el 
"costo de elaboración de un hectolitro de vino en los años 1939 
a 1940* \ como le encomendó al perito (fs. 24. punto 4'). sino 
que la Delegación de réditos tenía establecida una cantidad 
mayor que la fijada, cosa que no ha hecho, ni siquiera intentado, 
pretendiendo que la Delegación debió acreditar que la suma 
fijada era la que tenía establecida, lo que en muñera alguna 
puede admitirse, pues que bastaba que así lo declarara, para 
que debiera tenerse por cierto, ya que se trata de una reparti- 
ción publica con autoridad propia para actuar en el desempeño 
ríe sus funciones, sin perjuicio de que, quien sostuviera que 
aquélla procedió irregular mente, lo acredite. 

En tal situación, debe estarse a la cantidad fijada por la 
Delegación, y por ende, rechazar la reclamación del actor so- 
bra este punto, como lo hace la sentencia recurrida, y voto en 
tal sentido. 

El doctor Rodríguez Saá, adhiere por sus fundamentos al 
voto del doctor Vera Vallejo. 

2* cuestión — El doctor de la Reta dijo: 

Que de acuerdo a lo dispuesto por el art 23 ¡ne. e) de la 
ley 11.682 (t. o.) qne autoriza al contribuyente para deducir 
de la renta bruta, "los salarios. . . y todos loa demás gastos 
generales ordinarios, pagados o adeudados, en cuanto sean ne- 
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redarlos para obtener, mantener y conservar los réditos de 
fuente argentina" con la única limitación a que se refiere 
el art. 94 de la reglamentación general, de que tal deducción 
sea efectuada, con excepción de las sociedades anónimas y de 
responsabilidad limitada, dentro de los primeros 60 días há- 
biles del ejercicio comercial siguiente, resulta indudable el 
derecho del actor a efectuar las deducciones cuestionadas, por- 
que éste ha demostrado que las mismas resultan una justa re- 
tribución frente al volumen de pus negocios y a las funciones 
desempeñadas por los empleados o habilitados. 

En atención a lns pruebas de que se hace mérito en la 
sentencia recurrida, al prolijo análisis hecho por el a quo en 
cada caso y conclusiones a que se llega, que el suscripto hace 
suyas, deben considerarse fuera de lugar las objeciones que el 
ministerio fiscal hace en cuanto a la falta de carácter nece- 
sario del gasto, oportunidad en que se efectuaron las deduc- 
ciones y falta de pago de las mismas, a lo que debe agregarse 
lo siguiente: 

El actor ha alegado que en virtud del acrecentamiento 
de sus negocios, a partir del año 1943, y en la imposibilidad 
material de atenderlos por sí solo, convino con sus tres hijos, 
Pedro, Manuel y Carlos en dividir las tareas, y de ahí proviene 
la causa de los sueldos y habilitaciones, sosteniendo que a par- 
tir de la época indicada, sólo ha intervenido en la dirección 
comercial de sus negocios, siendo atendidas la dirección y ad- 
ministración de las tareas agrícolas e industriales de sus esta- 
blecimientos, únicamente por sus hijos, en la forma ya expuesta 
a la Dir. de Réditos. 

Teniendo en cuenta el desarrollo que ha experimentado 
Ja industria y el comercio en todo el país, desde hace algunos 
años, la atención y la vigilancia personal de los negocios por 
su propietario, se ha hecho en la mayoría de los casos, casi im- 
posible, de ahí entonces que para poder continuar eon los mis- 
mos, sin que éstos experimenten disminución en su produc- 
ción o en su renta, debido a tal causa, se ha impuesto la prác- 
tica de delegar en atgunas personas, gerentes, administradores 
habilitados o contratistas, etc., ciertas funciones o actividades 
o la totalidad de las mismas, reservándose su propietario la 
dirección de los negocios, o sea una supervisión de ciertas fun- 
ciones. Ello es frecuente en explotaciones de distinta índoli» 
y en nuestro medio, especialmente en cuanto se refiere a las 
actividades relacionadas con viñedos y bodegas, así el propie- 
tario de un viñedo, confía a una persona llamada contratista, 
todo lo concerniente a las labores culturales del mismo por un 
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precio determinado por hectárea el que es pagado mensual- 
mente durante el año más un tanto por ciento de acuerdo a su 
producción, o sea una habilitación abonando en calidad de tra- 
bajo extra, ya sea al mismo contratista o a un tercero, todo 
aquél realizado en miras de su mejor conservación y produc- 
ción, reservándose el propietario la tarea de vigilar la ejecu- 
ción de tales trabajos cuando no la encomiende a un tercero y 
de comercializar su fruto. En cuanto al bodeguero, el propie- 
tario de la fábrica, adquiere la uva que ha de vinificar, si no 
la produce en sus viñedos propios, en cuyo caso debe empezar 
por pagar al corredor que ha intervenido en la operación de 
compraventa. Puesta la uva en bodega, si su propietario o 
poseedor no es competente o prefiere ocuparse de otros nego- 
cios, debe procurarse el trabajo de un enólogo o persona ca- 
pacitada para efectuar la elaboración y cuidar el vino resul- 
tante hasta que éste es entregado al comercio; por todo ese 
trabajo debe abonar al enólogo o quien haga sus veces, un 
porcentaje previamente estipulado de acuerdo a la cantidad de 
cascos o hectólitros elaborados, a más de un sueldo mensual, 
el que también es pagado en atención a la cantidad de vino 
producido. 

Tal situación ha sido debidamente contemplada por la 
Dirección en diferentes casos como lo sostiene el perito, y es en 
procura de su mayor beneficio, que permite deducir de la 
renta bruta de toda explotación industrial cualquiera sea su 
carácter, un porcentaje que sin estar delimitado en términos 
fijos, permite compensar la colaboración de terceros, sean pa- 
rientes o no, siempre que ella resulte necesaria para la obten- 
ción y conservación de la renta, y siempre que guarde relación 
eon el volumen de los negocios y el trabajo efectivamente rea- 
lizado. Esto es lo que precisamente sucede en el caso en estu- 
dio, sin que él haya sido considerado en toda su amplitud por 
Réditos, quien limita en parte y hasta niega el derecho de Ber- 
tona, para asignar a los hijos que eon él colaboran en sus explo- 
taciones, la parte que lea corresponde por su trabajo en vi- 
ñedos y bodegas. 

En consecuencia de lo expuesto, corresponde mantener laa 
deducciones a su renta bruta hecha por el contribuyente con 
el fin indicado y negadas por Réditos, en la proporción que el 
mismo las ha fijado, trátese de sueldos o habilitaciones o de 
ambos rubros a la vez, desde que el trabajo de sus hijos Pedro, 
Manuel y Carlos, se considera necesario y hasta indispensable 
para hacer posible la buena marcha de los negocios del autor, 
dado el volumen alcanzado por loa mismos desde el año 1943» 
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y los porcentajes fijados, lo» que guardan relación con las ga- 
nancias y tareas realizadas por cada uno de ellos, ya que se 
trata de la administración general, administración de 364 hás. 
de viña y de la elaboración y cuidado de 28.311 hectolitros de 
vino producidos en el ejercicio citado, todo lo que está de 
acuerdo con la» disposiciones invocadas de la ley de réditos y 
los antecedentes tenidos en cuenta por el a quo y a que se re- 
fiere la pericia que obra en autos. 

Por estas consideraciones se mantiene este rubro tal como 
lo resuelve ta sentencia, y en tal sentido doy mi voto. 

El doctor Vera Vallejo dijo: 

Acepto el planteo de la cuestión en los términos en que lo 
hace el a quo, pero disiento en las conclusiones a que llega, en 
razón de que no se ha acreditado debidamente que el actor haya 
realmente asignado habilitaciones a sus hijos durante el año 
1943, ni tampoco que ellas se hayan distribuido dentro de los 
primeros 60 días del ejercicio comercial siguiente, como lo re- 
quiere el art. 90 del decreto reglamentario de las leyes 11.082 
y 11.683, ni siquiera que esas habilitaciones fueran * * necesa- 
rias M pura obtener, mantener y conservar los réditos, como lo 
exige el art, 23, inc. e) de la ley 11.282, con arreglo a lo esta- 
blecido como norma general por el art. 2' de la misma ley. 

Las declaraciones de testigos producidas por el actor para 
acreditar la asignación de dichas habilitaciones, contestando 
a la 4* pregunta del interrogatorio de fs. 48, — aparte de no 
ser idóneas, conforme al principio consagrado por el art. 1193 
. del Cód. Civil — , son vagas, subjetivas y de oídas en su casi 
totalidad. Dicen unos, que así lo entienden, que lo han sen- 
tido decir o lo han oído, que se los han dicho los propios inte- 
resados, es decir, los Bertona (padre e hijos); sólo uno, el 
testigo Mariano Fernández (fs. 50 vta.), dice que le consta el 
conten ido de la pregunta, porque en una oportunidad concu- 
rrió al escritorio de Bertona para recibir el pago de una par* 
tida de material que le había vendido, viendo que en su pre- 
sencia, Bertona y sus hijos hacían la liquidación de las habi- 
litaciones que les correspondían a los hijos, las que les fueron 
abonadas. Aparte de ser ésta, una declaración singular, ella 
está contradicha por el propio actor, quien reconoce que no 
abonó las habilitaciones a sus hijos, sino que retuvo el importe 
de las mismas en calidad de prestamos (fs, 25, expíe, adm. y 
121 de autos), con lo que queda desvirtuada la declaración del 
nombrado testigo, el único que dijo constarle lo de las habili- 
taciones. 
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Tampoco está probado que Bertona haya "distribuido" 
Jas habilitaciones a sus hijos dentro del término antea expre- 
sado, pues los informes de fs. 36, etc. de los báñeos a que se 
refiere e i a quo s sólo acreditan que Carlos Alberto, Pedro y 
Manuel Bertona —los hijos del actor — , tenían depósitos de 
dinero en esos establecimientos, por las cantidades que con- 
signan, en las fechas de los informes, o sea, julio, agosto y oc- 
tubre de 1946, pero ninguno expresa que los tuvieran en el 
año 1944 ; cuando debieron haberse hecho los pagos de las ha- 
bilitaciones correspondientes al arlo 1943; y en tal situación, no 
es dable aceptar la simple manifestación del actor y de sus 
hijos en favor de sus afirmaciones e intereses, sin que conste 
fehacientemente en ninguna forma que en realidad se hubie- 
ran hecho las liquidaciones de tales habilitaciones y de que 
los hijos dejaran su importe en poder del padre en calidad de 
préstamo, porque de no ser así, se dejaría en manos de los 
contribuyentes al medio de eludir el cumplimiento de la ley en 
perjuicio del Estado, en una materia de orden público, como 
lo es la percepción del impuesto. 

Por lo demás, entiendo que no esta tampoco debidamente 
acreditado en autos, que esas habilitaciones fueran "necesa- 
riaa" —es decir, indispensables, como define este concepto el 
diccionario de la Real Academia Española— para obtener la 
renta, ya que los tres hijos tenían su sueldo mensual de $ 400 
según propia declaración del actor en acta de fs. 25 del expe- 
diente administrativo. El hecho de que otros contribuyentes 
hayan asignado también habilitaciones a algunos de sus emplea- 
dos, según resulta del informe pericial de fs. 107, no debe 
llevar a la conclusión de que sean "necesarias" para la obten- 
ción de la renta, ya que del mismo informe pericial y mi decla- 
ración de fs. 160, resulta que los favorecidos con esas habi- 
litaciones eran como ocurre también en el caso de autos, miem- 
bros de la familia de los respectivos contribuyentes; y en 
eambio, en el caso de que los empleados principales a sueldo 
eran extraños al contribuyente, no se les asigna habilitación, 
como lo informa el industrial Antonio Huespe a fs. 34, sin que 
deba aceptarse la impugnación del actor, de que no se trata 
de una declaracoón testimonial que haya podido controlar, aino 
de nn simple informe particular, ya que ofrecida la prueba 
en esas condiciones (fs. 22), no fué observada. Quiere decir, 
pues, que las habilitaciones acreditadas en autos, han tenido 
por objeto principal, beneficiar a personas emparentadas con 
el contribuyente, y que aun pudiendo ser ellas útiles, no deben 
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considerarse "necesarias" para la producción de la renta, 
como lo requiere la ley para que deban tomarse en cuenta como 
gasto de explotación. 

La Delegación de réditos ha procedido, pues, legalmente 
al rechazar las habilitaciones de los hijos del actor entre los 
gastos necesarios para obtener, mantener y conservar los ré- 
ditos; y por ende, corresponde revocar la sentencia en cuanto 
las admite. Voto en tal sentido. 

El doctor Rodríguez Saá, adhiere por sus fundamentos 
al voto del doctor Vera Vallejo. 

3* cuestión, — El doctor de la Reta dijo: 

En atención al resultado de la votación que determina el 
rechazo de la demanda, corresponde que las costas del juicio 
sean a cargo del vencido (art 48, ley 11.683). 

Los doctores Vera Vallejo y Rodríguez Saá, adhirieron al 
voto precedente. 

En mérito de lo que resulta del acuerdo precedente, se re- 
suelve confirmar la sentencia apelada en cuanto rechaza la 
reclamación del actor sobre el rubro relativo a los gastos de 
elaboración del vino, y se la revoca en cuanto acepta el recla- 
mo sobre las habilitaciones pagadas por el actor a sus hijos; 
y en su virtud, se desestima en todas sus partes la demanda 
entablada por Pedro Bertona contra la Dir. Oral del Impuesto 
a los réditos, con costas de 1* instancia, y las de alzada, en el 
orden causado. — Agustín de la Reta, — Jorge Vera Vallejo. — 
José E. Rodríguez Saá. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de octubre de 1948. 

Vistos los autos 44 Bertona Pedro v. Impuesto a 
los Réditos «./ demanda contencioso administrativa", 
en los que se ha concedido a fs. 174 el recurso ordina- 
rio de apelación. 
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Considerando : 

Que la parte actora formula sus agravios contra 
la sentencia de la Cámara Federal de Mendoza en dos 
planteamientos: sobre el costo de elaboración del vino 
y respecto de las habilitaciones que habría abonado a 
sus hijos, asimismo con relación a las costas que le han 
sido impuestas. 

Que en cuanto a la primera cuestión debe recono- 
cerse que el propio actor manifestó su conformidad a 
fin de que la oficina de Réditos fijara los coeficientes 
que tuviere establecidos para los diversos gastos o 
costos que abarcan las cosechas, en iodos los casos en 
que el contribuyente no ofrezca los correspondientes 
comprobantes (Conf, nota agregada a fs. 24), Dado 
que éste no llevó libros de comercio hasta el año 1943, 
su actitud resulta acorde con las circunstancias y re- 
veladora del propósito de cumplir con la ley. Su dis- 
conformidad con la Dirección General del Impuesto a 
los Réditos aparece cuando esta repartición pública 
formula las estimaciones correspondientes a razón de 
$ 0,45 por hectolitro. Como lo hace notar la sentencia 
de primera instancia, los testimonios de industriales y 
comisionistas del ramo se refieren al proceso total de 
elaboración del vino, mientras que la oficina de Réditos 
se ha circunscripto a estimar los gastos en obreros, 
fuerza motriz, reparaciones de maquinarias y anhídri- 
do sulfuroso; por eso al considerar el dictamen del 
perito tiene sólo en cuenta estos egresos, de lo cual re- 
sultaría un gasto de $ 0.49 por hectolitro, suma en la 
que estaría comprendida la asignación al capataz que, 
en este caso, se paga en forma separada de la dirección. 
Esta conclusión demostraría que los coeficiente» de 
gastos fijados por Réditos deben ser considerados co- 
mo prudentes y, por tanto, pueden servir de base seria 
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para la estimación impositiva que ha formulado, sobre 
todo cuando la parte actora no lia presentado ningún 
comprobante de sus erogaciones. Aun en el supuesto de 
pretenderse que en esos cálenlos se La incurrido en 
errores, la culpa sería exclusivamente del apelante. 

Que respecto a las habilitaciones sostiene la ado- 
ra, en su memorial presentado ante esta Corte Supre- 
ma, que la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos en momento alguno ha desconocido que liayan 
sido devengadas por sus lujos, habiéndose limitado a 
observar su monto. Es verdad que en el escrito de con- 
testación de la demanda se declara (fs. 17) que la cues- 
tión planteada consiste en saber si las habilitaciones 
acreditadas anualmente importan o no una justa retri- 
bución de los servicios prestados y si pueden ser consi- 
deradas como gastos necesarios para obtener, mantener 
y conservar los réditos, pero igualmente es cierto que 
en el mismo escrito (fs. 18 vta.) se expresa lo siguiente: 
44 Por otra parte, ya se ha dicho que las habilitaciones 
no estuvieron disponibles ni fueron por lo tanto distri- 
buidas"; y termina su exposición haciendo presente al 
juzgado que todos los hechos que no surjan de lo ex- 
puesto y de las resoluciones citadas debían tenerse por 
negados. Además, es de tener en cuenta que en el es- 
crito de demanda se pide una resi ución definitiva 44 de 
conformidad a lo peticionado y conforme a los resulta- 
dos que arroje la prueba *\ fs. 10. 

Que, en consecuencia, corresponde examinar la 
prueba rendida a fin de salvM" si hay una habilitación 
efectiva y en caso afirmativo, si ella fué pagada, para 
recién entrar en la verificación di si tales habilitacio- 
nes constituyen una justa retribución por los servicios 
prestados, con el objeto de que puedan ser consideradas 
como gastos necesarios conforme a la ley. 
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Que esa prueba lia resultado desfavorable para las 
pretensiones del actor. En efecto, el perito Carlos A, 
Sayavedra afirma, a fs. 110, que el demandante no ba 
llevado contabilidad conforme a las prescripciones le- 
gales y que recién al constituir la sociedad "Pedro Ber- 
tona e hijos", en julio de 1945, inició las registraciones 
de sus actividades dentro de las normas contables que 
impone la ley; a fs. 11*2 informa que la falta de libros 
le ha impedido verificar los créditos que, por concepto 
de habilitaciones, debieron pagarse a los hijos de Ber- 
tona, apresando que esa circunstancia le impuso la 
necesidad de orientar sus investigaciones a otros ele- 
mentos de juicio, como ser las cuentas banca rias de 
ellos y el aporte de dichos hijos para constituir la so- 
ciedad colectiva con el padre. La sentencia de la Cá- 
mara Federal sostiene, con toda razón, que los informes 
boncarios sólo acreditan que los tres hijos del actor 
que éste hace figurar como habilitados — tenían de- 
pósitos en esos establecimientos en las fechas de esos 
informes, o sea julio, agosto y octubre de 1946, porque 
ninguno expresa que los tuvieron en 1943, Por las mis- 
mas razones no puede establecerse una relación de 
causa a efecto entre las pretendidas habilitaciones y el 
aporte realizado para formar la sociedad cou el padre 
en el año 1945. 

Que la prueba testimonial tampoco le favorece. El 
testigo Di Paola al ser interrogado sobre si el Sr. Ber- 
tona paga a sus hijos un sueldo y una habilitación, con- 
testa "que así lo entiende", fs. 49. Ortega al contestar 
la misma pregunta expresa "que lo ha sentido decir 
pero que no le consta", fs. 49 vta. Fernández dice sa- 
berlo "porque ellos se lo han dicho" y también porque 
en cierta oportunidad vió que el Sr. Bertona y sus 
hijos "hacían la liquidación de las habilitaciones. . . las 
que fueron abonadas", fs. 50. Navarro Correas sólo 
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dice "que ha oído que el Sr. Bertona paga a sus hijos 
sueldo y habilitación " t fs. 55. Mosconi contesta "que 
es verdad y le consta por cuanto con motivo de su tra- 
bajo ha tenido oportunidad de saberlo, en especial de 
las operaciones de compraventa de vino en las que se 
ha entendido directa y únicamente con los hijos 11 , fs. 
55 vta. Pereyra también **ha oído decir", fs, 59 vta., 
habiendo igualmente 4 4 oído decir que trabajaban con el 
padre durante esa época", fs. 60 vta., ignorando el 
sueldo y habilitación que paga Pedro Bertona a sus hi- 
jos, fs. 62. Btildini 44 lo sabe porque personalmente lo 
han dicho ellos mismos", fs. 62. Simionatto 44 sabe que 
los paga pero que no sabe en que forma ni cuanto", 
fs. 63 vta. Moretti ignora lo que se le pregunta, fs. 75. 
Hugalde dice que "Pedro tiene un sueldo de aproxima- 
damente $ 600 y una habilitación del producido y el se- 
gundo, que atiende la bodega de Perdriel tiene un sueldo 
pero ignora a cuánto asciende el mismo y una habili- 
tación sobre el producido ; que con respecto a los demás 
ignora si tienen sueldo y habilitación", fs. 76. Iturrc, 
4 * tiene entendido por conversaciones tenidas con el Sr. 
Pedro Bertona y con los hijos de éste que los mismos 
perciben sueldo y tienen una habilitación, pero que ig- 
nora su monto", fs. 82. En el acta corriente de fs. 25 a 
26 del expediente administrativo el actor declaró que 
las habilitaciones no fueron abonada?, quedando en su 
poder en calidad de préstamo para hacer frente a los 
compromisos contraídos, rio teniendo comprobante al- 
guno de los hijos respecto a esos préstamos, conside- 
rándolo innecesario por tratarse de un préstamo de hi- 
jos a paulre. 

Que de lo expuesto resulta no haberse probado la 
existencia de las habilitaciones discutidas y tampoco 
que el actor hubiese entregado suma alguna por tal 
concepto h sus hijos. 
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Por tanto se confirma la sentencia apelada en todas 
sus partes, con costas en esta instancia. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



CIA. AZUCARERA TUCUMANA v. NACION ARGENTINA 

COSTAS: P¿rsona$ en litigio. 

La condena con costas da derecho, en principio, a hacer 
cargo al vencido del importe de los gastos que la defema 
impuso al vencedor, entré los cuales está el costo de la 
representación y el patrocinio de que se haya valido. No 
hay disposición lcjrai ni principio jurídico que impida al 
Pisco ejercer ese derecho y obtener a ese efecto la fijación 
del valor económico del trabajo cumplido por quienes lo 
representaron y patrocinaron, 

HONORARtOS: Regulación. 

En el procedimiento previo de la regulación, cuyo objeto 
propio es sólo esta ultima, no es admisible discusión al- 
guna sobre el derecho a cobrar los honorarios sin per- 
juicio de que el punto cuestionado se dilucide en el juicio 
en que se intente la acción respectiva, por la parte ven- 
cedora. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Buenos Aires, agosto 19 de 1948. 

Considerando; 

Que es función esencial de los procuradores fiscales la de 
representar al Pisco en los juicios que se le promuevan, como 
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asi resulta de lo dispuesto en el iue. 1* de loa arta. 117 y 119 
de la ley de organización de los tribunales de la Capital, del 
art 1* de la ley 3367 y del 3 f de la 3952. 

Que en retribución de todos sus servicios, inclusive los se- 
ñalados, los mencionados funcionarios reciben un estipendio 
mensual fijado por la ley de presupuesto, de conformidad con 
el art. 6* de la ley 43, que autorizó al P, E. para nombrar pro- 
curadores fiscales titulares en aquel las secciones en que lo 
estime conveniente, "con el sueldo que propondrá al Con- 
greso'*. 

Que algunas leyes especiales, como las de Impuestos In- 
ternos, de Impuesto a los Réditos y de Aduana, han autorizado 
a los Píscales que intervengan en el procedimiento contencioso 
a cobrar honorarios en lo» casos en que los recurrentes resulten 
condenados en costas; pero ello constituye una excepción al 
principio general de que sus funciones son remuneradas con 
el sueldo mensual a que se ha hecho referencia ; de manera que 
solamente en los casos especiales en que las leyes lo han esta- 
blecido expresamente tienen esos funcionarios el derecho a 
percibir costas* 

Que tal fué la doctrina sentada por la Corte Suprema en 
Palios, t. 90, pág. 94, donde ante una pretensión idéntica a 
la presente, dejó establecido que los funcionarios públicos que 
gozan de un sueldo establecido por la ley, no devengan hono- 
rarios; que los del orden judicial no han pretendido ni se ha 
decretado nunca a favor suyo regulación de honorarios en 
los asuntos en que han intervenido por razón de su ministerio ; 
que esc principio se ha observado siempre en presencia misma 
de las leyes de partida y de la recopilación castellana que im- 
ponen al vencido el pago de las costas, y que la verdad y jus- 
ticia de dicha re^la ha sido sin duda confirmada por el Con- 
greso de la Nación cuando se ha limitado a autorizar a los 
procuradores fiscales cu las leyes de aduana y de impuestos 
internos a percibir honorarios a más del sueldo por sus tra- 
bajos, en esta determinada clase de asuntos, cuando hubiese 
condenación en costas, disposición que por no haberse gene- 
ralizado para toda causa en que intervengan dichos funciona- 
rios, tiene el carácter de excepción y como toda excepción, con- 
firma la verdad de la regla. Aplicación de esos principios hizo 
la Cámara Federal de la Capital, en el caso "Pisco Nacional 
contra Shepherd y Cía.", el 18 de septiembre de 1940, decla- 
rando nula una regulación de honorarios practicada a favor 
del Procurador Fiscal; y las d* La Plata. Rosario y Bahía 
Blanca en los casos publicados en J. A.* t. 27, pág. 1160, t. 47, 
pág, 828 y Gaceta del Foro, t. 133, pág. 187. 
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Por lo demás, el art 221 apartado primero del Código de 
Procds. para la Capital establece que el litigante vencido de- 
berá pagar todos los gastos del contrario. Ese es el concepto 
de las costas, con el que eoneuerdan la mayoría de los trata- 
distas : reembolso de los gastos realizados en el juicio. Es evi- 
dente, entonces, qt.t» no pagando la Nación honorarios a sus 
procuradores fiscales sino un sueldo mensual que proviene 
de rentas generales, la imposición de costas en favor de aquélla 
en los juicios en que es parte, no puede comprender esos ho- 
norarios que los fiscales no tienen derecho a percibir y que 
su mandante, la Nación, no les abona. 

Que aunque en el sttb judice la parte interesada no se ha 
opuesto a la regulación, habiéndose limitado a manifestar dis- 
conformidad ron la estimación practicada y a apelar del monto 
regulado, tal actitud no puede obligar al Tribunal a realizar 
un acto que considera contrario a la ley, cual sería el de reco- 
nocer honorarios al Procurador Fiscal en un juicio ordinario 
de repetición de impuestos; y ello porque todo cuanto atañe a 
la organización del Poder Judicial y del ministerio fiscal es 
materia de orden público, en la cual, por definición, las con- 
venciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes, 
art. 21 del Ctfd, Civil. 

En su mérito, anúlase la regulación de honorarios de fs. 
121 vta. — Horacio García fíams. — Carlos Herrera. — Max. 
Comoli (en disidencia). 

Disidencia 

Considerando; 

I. Que, entablada por la Compañía Azucarera Tucumana 
demanda ordinaria contra la Nación, sobre devolución de de- 
rechos de aduana, abonados en concepto de importación de di- 
versos materiales destinados a los ingenios de la compañfa 
actora, el Ministerio de Hacienda de la Nación designó al 
Sr. Procurador Fiscal de la sección Capital en turno, para 
que asumiera la representación del Gobierno Nacional en el 
juicio de referencia (fs. 27). 

Fallado el juicio en primera y segunda instancias, la Corte 
Suprema, en definitiva, rechazó la demanda, con costas, a la 
Compañía Azucarera Tucumana. 

A fs. 121, la Procuración Fiscal, en forma impersonal, 
conforme a las disposiciones de la ley 12,997 (arts, 2 T y 6 9 ), 
estimó los honorarios correspondientes a los trabajos practica- 
dos tn 1» instancia, en la suma de $ 1.500 moneda nacional. 
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A £•♦ 121 vta., el Juzgado regido honorario» a la Procuración 
Fiscal y no ai Procurador Fiscal A su ves, el representante 
de la Compañía actora, a fs. 122 manifestó disconformidad con 
la regulación por considerarla elevada con relación al monto 
del juicio. El a quo mantiene la regulación y el represen- 
tante de la compañía interpone recurso de apelación contra la 
misma, a cuyos efectos, solicita se eleven los autos a esta Cá- 
mara. 

Ea, en esas circunstancias, al soto fin de entender t/ resol- 
ver respecto del monto de la regulación de honorarios practi- 
cada, que el expediente ha nido elevado a este Tribunal La 
naturaleza del recurso concedido <M ínsita la esfera de acción 
dentro de la cual debe recaer el pronunciamiento de la Ca- 
■uara. 

Se ha apelado únicamente, del monto de ta regulación de 
honorarios. Toda otra consideración sobre la naturaleza de la 
intervención del Ministerio Público, la retribución ele los ser- 
vicios prestados, cuando y cómo los Procuradores Fiscales de- 
ben percibir honorarios, constituyen cuestiones totalmente aje- 
nas a la que, por vía de recurso, se somete a decisión de este 
Tribunal En consecuencia, con sujeción a la materia moti- 
vante del recurso, estando el honorario regulado dentro de la 
suma prevista en las prescripciones de la ley 12.997, se con- 
firma. 

II. Las consideraciones contenidas en la exposición de la 
mayoría del Tribunal denegando, de oficio, e invocando razo- 
nes de orden público para revocar la resolución del a quo que 
regula honorarios al Procurador Fiscal, obliga al suscrito a se- 
ñalar algunos aspectos contrarios a la tesis sostenida, en la opi- 
nión precedente, : ; "■• 

Desde luego, no se puede prescindir del hecho de que el 
Sr. Procurador Fiscal investía en el sub judice la representa- 
ción del Gobierno de la Nación por mandato especial, que le 
había conferido el Ministerio de Hacienda. 

Se crea, así, una relación de mandante a mandatario en la 
que la actora, es un tercero, que no podría entrar a disentir 
la asignación y distribución de los honorarios a cuyo pago ha 
sido condenada. 

La jurisprudencia y la doctrina están contestes en dejar 
establecido que las costas se deben a ta parte. De manera que 
es el Fisco — y no tos terceros, ni menos el Tribunal — quien 
dispondrá de las costas reconocidas a su favor y juzgará de la 
pertinencia o no de la adjudicación de dichas costas a su man- 
datario. 
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Et por ello que en la sentetieia del Sr. Juez Federal Dr. E. 
A. Ortiz Basualdo, de fecha mayo 8 de 1947, en el juicio "Fisco 
Nacional e,/ Podestá sociedad mercantil limitada a./ cobro de 
averias" dicho magistrado expresaba: "Nada importa que el 
apoderado fiscal esté o no a sueldo de la parte que representa, 
pues ello es cuestión interna entre mandante y mandatario y la 
parte vencida debe cumplir con el papo de las costas, en este 
caso honorarios, ya sea que fotos se abonen al apoderado por ley 
o, a falta de ella» ingresen a las arcas fiscales". 

Las costas constituyen el reintegro al vencedor en el juicio 
de los pastos causídicas —entre ellos los honorario» devenga- 
dos — que aquél ha tenido que efectuar para obtener que loa 
Trigunales reconocieran su derecho (art. 221, 1* parte del Có- 
digo de Procds,). 

El concepto de las costas ha variado tanto en la jurispru- 
dencia, como en la doctrina. Las leyes de Partidas — ley 8, 
título 22, parte 3» — las establecían como una pena para el • 
litigante temerario ; después se considero que era un desembolso, 
a título de indemnización, que se imponía al vencido cuando 
procediese con culpa o negligencia ; y, por último, se ha consa- 
grado la teoría objetiva del riesgo, por lo cual las costas cons- 
tituyen una indemnización al vencedor, por razón de los gastos 
que le ha ocasionado el vencido, al obligarlo a litigar. 
En conclusión puede afirmarse: 

a) Que el Estado, cuando litiga con los particulares, tiene 
derecho a exigir, por intermedio de sus representantes legales, 
es decir, el Procurador Fiscal en este caso, que se le regulen 
costas. 

b) Que los honorarios de loa representantes fiscales for- 
man parte integrante de dichas costas. 

e) Que perteneciendo las costas al Estado, éste puede dar 
a las mismas el destino que estime procedente, sin que la parte 
condenada a abonarlas, ni el Tribunal pueda señalar al Fisco 
por medio de qué funcionario puede o no requerir su estima- 
ción y pago. 

IIL Insistiendo sobre el argumento que el apoderado fis- 
cal tiene asignado un sueldo mensual, en la recordada sentencia 
recaída en los autos: "Fisco Nacional contra Podestíi Soc. Mere. 
Ltda. sobre cobro de averías", el Sr. Juez Federal expresaba: 
* 'Lo contrario es inequitativo y produciría una desigualdad 
procesal que no puede admitirse por ser norma jurídica esencial 
la de la igualdad ante la ley". "Si en vez del Fisco, hubiera 
ganado con costas la otra parte, ella tendría el más completo 
derecho cte exigir el pago de los honorarios de su apoderado, 
estuviera o no, a sueldo de su parte; si está a sueldo, para 
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resarcirse de lo que le abona poriódienmoiite, y si «o, para rosar- 
elflú por .su trabajo en juicio". 44 Esta solución sigue el mismo 
criterio que se utiliza con él sollado de actuación en las cansas 
en que el Pisco es parlo, ya que si bien por ley está expresa- 
mente autorizado a actuar en papel simple, ello no inipliea que 
al resultar ganador del juicio, la parte contraria no abone la 
totalidad del sellado, esto es, que debe pagar mi actuación y 
reponer además tó¿ escritos del Fisco". 

La objetividad de los dos rasos precedentes — que se citan 
como ejemplos — ponen oti evidencia que la circunstancia do 
tener asignado un sueldo mensual nú orea un impedimento 
para que el Procurador Fiscal pueda pereibir honorarios. 

Pero, para que resalte más lo expuesto, bastará señalar que 
en este easo se trata de un simple pedido de regulación de 
honorarios, sin que nadie pueda saber, a esta altura del trámite 
procesal, vi destino r/tfc se dará a dichas honorarios. 

IV. Xo os ajustado sostener que sólo por excepción la ley 
autorice a los procuradores fiscales a pereibir honorarios. 

En realidad, el legislador en las leyes 11.283 (art. 78), 
3764 (art. 24). 11*683 lart. 55)* ha establecido expresamente 
que los procuradores fiscales percibirán — para sí — los honora- 
rios a que fueren condenados los demandados, por una razón de 
carácter financiero. En efecto, no tratándose de una fuente 
de ingresos fiscales, prevista en el cálenlo do recursos, y siendo 
la regulación de honorarios el resultado tic la acción personal 
del representante de la Nación, os justo reconocerle como pro- 
pio» dichos honorarios, que en nada ofertan la rentá Sél Estado. 

Distinta es la situación cuando los honorarios regulados son 
a cargo de la Nación. Al representante fiscal se le prohibe 
percibir dichos honorarios, porque el Estado para hacer frente 
a esos gastos debería sacar dichos fondos de lientas Generales, 

Además* es preciso tener presento que la intervención del 
Procurador Fiscal en esto juicio se debe */ m mandato especial 

La Corle Suprema en la causa "Gobierno Nacional contra 
Qioliti Luis y otros, sobro expropiación" (t. 187, pág. §60), 
ha establecido que no existo inhabilitación para que los profe- 
sionales que desem ponen empleos a sueldo do la Nación puedan 
Bobrat en los juicios cuando, cualquiera sea ta forma de sus 
nombramientos; las costa* sean a carao de la partv con quien 
litiga el Fisco. 

[m Cámara Civil %* de la Capital, ha expresado que: <§ ha- 
biendo intervenido el Agento Fiscal con una representación- 
especial del Fiscft diversa al Ministerio Público que ejercita, 
tiene derecho a que se le regulen honorarios" (iíaeeta del Foro, 
t. 113. pág. 178 y t. 78. pág. 352), expresando en los conside- 
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ramios del último tío los ínllos riendo*, que los agentes fiscales 
intervinieron en los autos cu virtud de una desitjnoeión especial 
ol Ministerio Publico que ejercitan flirts. 117 y 119 tío (a ley 
1893) y que el Fisco Nacional, como litigante, eatá equiparado 
a cualquier persona jurídica, y tiene derecho como cualquiera 
de ellos al beneficio (le las costas, sin que quepa crear un privi- 
legio a quienes sean vencidos con costas, en juicios contradicto- 
rios con él. Concordante con estos conceptos es que, en cambio, 
se les luí negado cuando intervienen en los juicios en razón de 
la función que desempeñan (Cámara Civil *2\ (¡aceta del Foro, 
t. 9Í, pág. 29; t. 110, pág. %). 

V. Los procuradores fiscales federales ejercen una doble 
función, acordada por la ley 1893 (arte. 117 y 119 y leyes 
3367, 3764. 11.281 y 11.683). Actúan no sólo como Ministerio 
Público, sino también como represen! antes legales de la Nación 
en juicio, conforme con las leyes 3367. 8952; 11.281 y 11.683, etc. 

Es de hacer notar que los procuradores fiscales no son los 
únicos funcionarios que pueden ejercer ta representación legal 
de la Nación en juicio; pues, conforme a la ley 3367 puede 
ejercerla el Sr. Procurador del Tesoro: conforme a la ley 11.683 
pueden ejercerla también los funcionarios que designe la Direc- 
ción General Impositiva. 

En todos los casos de contienda judicial, salvo en las causas 
de Aduana que tramiten ¡inte la jurisdicción federal en lo cri- 
minal, cuando la Nac ión actúa en juicio siempre media un 
decreto del P. E. Nacional que ordena al Fiscal Federal iniciar 
las acciones correspondientes o asumir la defensa «le la Na- 
ción en la demanda qué le ha sido promovida. Exceptuándose 
de lo expuesto tos rasos en que. por disposición expresa de la 
ley, éstos pueden asumir la representación alud uta sin necesidad 
de designación expresa por parte del P. Bi como en el cas*» de 
la ley 11.683, que establece la representación promiscua. 

La circunstancia de que la ley 3962 establezca que la de- 
manda deberá notificar* ni í* E. Nacional por conducto del 
Ministerio respectivo y i I Prnenrador Fiscal, no autoriza a con- 
fluir que esa representación exclusiva y necesaria, se«*ún el 
texto del art. l lf de la ley 836?, tenga por efecto liberar del 
pa«ro de los honorarios que, incluidos en la condenación en 
costas, debe abonar el vencido en juicio por la Faetón. No es 
del caso saber si dichos honorarias ingresan a las arcas fiscales 
o en qué carácter los perciben los procuradores fiscales federa- 
les. Pero es indiscutible que esos honorarios pertenecen a la 
Nación y ningún tribunal puede, basándose en consideraciones 
ajenas al recurso de apelación, negarle el derecho que por sen- 
tencia judicial, definitiva y firme, le corresponde. 
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VI. Para ratificar, del punto de vista procesal, la inopor- 
tunidad y nulidad da un pronunciamiento que no ha sido ma- 
teria, ni motivo del recurso de apelación interpuesto por las 
parten y concedido por el Juzgado, bastaría recordar lo estatuí- 
do por el art. 13 de la ley 50 y el art. 20 de la ley 4055. 

Por último, la Corte Suprema, en L 188, pfig. 460, ha dicho 
—siendo sus términos de estricta aplicación al sub judke—: 
"Que con arreglo a lo dispuesto en los arte. 2* y 7* de la ley 
3094, la regulación de honorarios debe hacerse procediendo 
brevemente y sin forma de juicio". "Que la discusión del de- 
recho a cobrarlos es inconciliable con el procedimiento snmari- 
simo establecido por la ley ; el cual se halla justificado precisa- 
mente porque no responde a otro objeto que el de fijar el 
monto de la retribución". "En esta oportunidad, pues, no son 
admisibles otras cuestiones que las relacionadas con ese punto". 
" Que en ese sentido se ha pronunciado la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema" — "Fallos: 68, 60; Ramón Barrera con- 
tra provincia de San Juan, octubre 25 de 1037". 

"Que en esas condiciones, no se priva a la demandada de 
oponer en su oportunidad las excepciones y defensas que tu- 
viese, si fuese requerida para el pago". "Que, por otra parte, 
este procedimiento cxelu e la posibilidad de que las cuestiones 
relativas a la procedencia del cobro de los honorarios sean deci- 
didas sin las ventajas y las garantías que para ambas partes 
representan las formas del juicio, de las cuales la ley manda 
prescindir cuando se trata de establecer el monto de aquéllos . 

Por lo expuesto, confirmase la regulación de honorarios 
apelada. — Max, Consoli. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de odubre de 1948. 

Visto** los nulos "Cía. Azucarera Tucumana e./ la 
Nación $./ devolución de derechos Aduana", en loa 
que se ha concedido a fs. 133 vta. el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando : 

Que la condena en costas da derecho, en principio, 
a hacer lugar al vencido del importe de los gastos que la 
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defensa impuso al vencedor, entre los cuales está el 
costo de la representación y el patrocinio de que se haya 
valido. No hay disposición legal ni principio jurídico, 
que impida al Fisco ejercitar ese derecho en los juicios 
donde es parte y la sentencia ha condenado a la con* 
traria al pago de las costas, pues si bien la ley 3094 que 
lo reconoce expresamente (art. 7°), fué derogada por el 
decreto ley 30.439, éste no contiene disposición ninguna 
que contradiga el principio enunciado, lo que quiere 
decir que la derogación no se refiere a este punto sino 
al criterio y el procedimiento de la regulación, que aque- 
lla ley establecía. En consecuencia, el Fisco debe poder 
obtener, por de pronto, la fijación del valor económico 
del trabajo cumplido por quienes lo representaron y 
patrocinaron, pues sin clin no tiene título para ejerci- 
tar el derecho que le acuerda la condena en costas en 
los casos de que se lia hecho mención. Que por las ra- 
zones dadas en la sentencia en recurso, el Fisco pueda 
carecer de acción algunas veces para cobrar ese im- 
porte a la parte vencida, es cuestión que se ha de dilu- 
cidar en el juicio en que dicha acción se intente, y no 
en el procedimiento previo de la regulación cuyo objeto 
propio es sólo esta última (Fallos: 188, 459; 189, 199; 
195, 181; 196,109). 

Por tanto y con el alcance expresado en los con- 
siderandos precedentes, se revoca la sentencia de fs. 124 
en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Lms R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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NACION ARGENTINA v. OOPROPÍ KTA1ÍIOS DEL DIA- 
RIO "la capital" 

ptifES PENALES. 

Las normas generales *lel Código Penal no deben Mplicát?- 
se con respecto a infracciones sancionadas por leyes espa- 
ciales sino cuando esa aplicación, ademfe tle estar justifi- 
cada por la ausencia «le las disposiciones pertinentes en la 
ley especial, sea eoiifrrnente con el organismo jurídico dé 
esta última. 

ADUANA; Penalidades, 

La muerte del multado no determina, en el régimen ffta- 
bíecido en las Ordenanzas de Aduana, la extinción de la 
responsabilidad a que sus bienes quedaron afectados en 
virtud de la multa, los cuales son recibidos por sus suce- 
sores legales con esa afectación. 



Sentencia de la CImara Federal 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1947, 

Vistos y considerando: Que la distinción entre las multas 
punitivas tendientes a prevenir y reprimir la violación de las 
disposiciones legales y multas resarcitorias instituidas con el 
objeto di» reparar el daño cansado con la infracción, ha sido 
claramente establecida por la Corte Suprema entre otros, en 
los fallos: 156, 100 y 102, 229. 

Que de conformidad eon lo resuelto reiteradamente por la 
('orle Suprema entre otros en el fallo: 1S4. 162; en el presente 
cast>, no cabe duda del carácter punitivo de la multa euyo cobro 
se persigue, en atención a qíie, por disposición expresa del 
art. IÍÉ2 tle las Ordenanzas de Aduana, es transformable en 
prisión. >i el condenado no satisface su importe. 

Que el art. 4 V del C¿d: Penal establece que sus disposicio- 
nes peñérales se aplicarán a todos los delitos previstos por leyes 
especiales en cuarito ¿sin* no dispusieren lo contrario. 

Que las Ordenanzas de Aduana, no eoníienen ninguna dis- 
posición qué cqpit&améptf raiuelva la cuestión, por lo mal de 
acuerdo a lo precedentemente expuesto, debe aplicarse subsidia- 
riamente el art. T»í>. inc. 1* del Código Penal declarando ex- 
tingruidfi la pena por muerte del condenado. 
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Por estos fundamentos se revoca la resolución apelada de 
fs, IIS vtn. y se declara extinguida la multa impuesta a Carlos 
Lagos por infracción a las Ordenanzas de Aduana. — José if. 
írusin Carnet. — Ayitstín Ñores Martínez. — Juan César 
Romero Iharra. 



FALLO DE LA PORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 1") de octubre de 1948. 

Vistos las autos "Fisco Nacional t\/ Copropieta- 
rios del Diario 44 La Capital" s./ Juicio Ejecutivo", 
en los que so lia concedido a fs. 187 el recurso extraor- 
dinario. 

Considerando: 

Que en el presente juicio se ejecuta el cobro de una 
inulta impuesta al diario "La Capital" de Rosario, 
ejecución que en presencia de lo resuelto a fs. 104 sólo 
podría hacerse electiva por la cuarta parte de su 
importe contra cada uno de los cuatro propietarios de 
la empresa periodística. 

Que la sentencia en recurso, en presencia del falle- 
cimiento de uno de los ejecutados, resuelve declarar 
extinguida la multa que se le impuso, lo que da motivo 
al recurso extraordinario intentado. 

Que como lo tiene declarado esta Corte en las cau- 
sas "Pascual K. Santoro y José K. T. Milano, infrac- 
ción a la ley 12.830" y "Fisco Nacional v. Manuel S. 
Ducás s./ cobro de pesos", falladas el 17 de setiembre 
y (í de octubre ppdos., respectivamente, las normas ge- 
nerales del Código Penal no deben aplicarse con res- 
pecto a infracciones sancionadas por leyes especiales 
sino cuando esa aplicación además de estar justifica- 
da por la ausencia de las disposiciones pertinentes en 
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la ley especial, sea congruente con el organismo jurí- 
dico de esta última. 

Que en este caso, si bien por disposición del art. 
1032 de las Ordenanza» de Aduana las penas de multa 
establecidas en ellas pueden ser transformadas en pri- 
sión cuando el condenado no satisface su importe, y 
esta clase de sanción tiene carácter estrictamente pe- 
nal y es por lo mismo incuestionablemente personal, 
mientras se trate del cumplimiento de la pena de multas 
antes que lo dispuesto por el art. 5!>, inc. 1\ del C. Penal 
ha de considerarse lo que la respectiva ley especial dis- 
ponga sobre el particular. 

Que el cumplimiento de las penas de multa está 
contemplado expresamente en el art. 1031 de las orde- 
nanzas citadas según el cual "los penados respon den 
con todos sus bienes y especialmente con las mercade- 
rías sobre que se ha intentado la defraudación, con los 
buques y transportes de dichas mercaderías, o con los 
establecimientos de barracas, saladeros, prensas, etc. 
que pueden ser embargados por las Aduanas basta que 
cada uno abone el importe de la multa o pena que le 
corresponde o hasta que afiance a satisfacción del Ad- 
ministrador con fiador que acepte de mancomún, et W- 
solidum la obligación de pagar la pena que se imponga 
a su fiado *\ Y los arts. 1045, 1051 y 1052 disponen el 
procedimiento para hacer efectiva de inmediato, por 
acto de las autoridades de la Aduana, la responsabili 
dad de que se trata. 

Que ello comporta un régimen de afectación de los 
bienes aludidos y de responsabilidad civil de los fiado- 
res en virtud del cual mientras la multa no es trans- 
formada en pena de prisión subsiste con preseindencia 
de lo que ocurra en orden a \r responsabilidad personal 
del penado. Es decir que no se trata sólo de la pena 
impuesta a la per^m de este último sino también de la 
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efectividad económica de la sanción pecuniaria de que 
se trata. 

Que, en consecuencia, la muerte del multado no de- 
termina, en el régimen de la ley especial que se está 
considerando, la extinción de la responsabilidad a que 
sus bienes quedaron afectados en virtud de la multa, 
los cuales son recibidos por sus sucesores legales con 
esa afectación. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada en cuan- 
to ha sido materia del recurso. 

Tomás B. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longiii — 
Justo L. Alvakez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



METROPOL AUTOBUS S. A. v. NACION ARGENTINA 

PAGO: Pago indebido. Protesta, Forma. 

Puesto que los jueces no pueden decidir en términos pene- 
rales la conformidad o disconformidad de loa actos del 
poder público con la Constitución, sino únicamente cues- 
tionea concretas, es indispensable que en la protesta haya 
mención precisa de los motivos por los cuales se formula 
oposición al pago del gravamen, 

FALTA DE ACCION. 

Fundándose la protesta y la demanda del actor en que éste 
considera como un impuesto al consumo el sobreprecio pa- 
pado con arreglo a los decretos 96.702/41 y 12U42/42 a sus 
vendedores de combustible y no resultando que ¿stos le 
hayan exigido suma alguna en nombre del Pisco ni tam- 
poco la administración, pues sólo hay prueba de que las 
empresas proveedoras aunfentaron el precio a los productos 
en una simple operación de compraventa, procede rechazar 
por falta de acción la demanda de repetición deducida por 
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el comprador de combustibles contra el Fisco sobre la base 
ti*» referencia y lo «pie los vendedores tenían que entregar 
a este último Vi sobreprecio que cobraran conforme a la 
autorización que se les dió. Solamente los vendedores, qué 
ingresaron el sobreprecio, podrían haber cuestionado la 
ob ligación de hacerlo. 

nmios m xxímqs. 

La fijación del precio máximo de venta de los combusti- 
bles que importan los decretos 9ÍÍ.702 41 y 121.742 '42 es 
un acto típicamente privativo del l\ B. insuseeptible de re- 
visión judicial. Los particulares compradores no pueden 
impugnar validamente dichos precios por la vía de un jui- 
cio de repetición de la parte de ellos que consideren cobra- 
da con excoso al amparo de una autorización del l\ E. 
para llevarlos basta un límite máximo que no estaba justi- 
fieado por el costo. 

PACO: Puno indebido. Repetición (fe h pagado sin caiwt* 

Es misión propia de la justicia determinar y hacer efecti- 
vo el cumplimiento de las obligaciones en la medida en 
que la ley las impone, lo cual comporta la correlativa fa- 
cultad ile imponer la repetición de lo que se baya exigido 
fuera de esc límite, es decir, sin causa o por una causa 
contraria a las leyes íart. 792 del Ond. Civil), 



Sentencia del Jrra Federal 

Buenos Aires, noviembre 21 de 1946. 

Y vistos: Esta causa seguida por la S. A Metropol Autobús 
contra la Nación Argentina, por repetición, y 

Resultando: 

t. Que la actora demanda al Gobierno Nacional por repe- 
tición de la suma de * 22.633,98 % que lia pagado bajo pro- 
testa, en concepto de sobreprecio fijado a! consumo de ¿ras oil 
v diesel oil, por decretos Nros. 96.702 y 121.742, de julio 31 de 
1941 y junio :? eje 1942. respectivamente. Pide intereses y costas. 

Dice que por concesión municipal tuvo en explotación la 
línea de ómnibus N* ti."» hasta el 5 de abril de 1943, en que 
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todos las bienes de la empresa pasaron a poder de la Corpora- 
ción de Transportes, por resolución judicial dictada en el i-es- 
peetivo juicio de expropiación. Las ómnibus qw utilizaba fun- 
cionaban con motores Diesel, «pie se alimentaban eon *ras oil y 
diesel oil, «pie adquiría de Yacimiento Petrolíferos Fiscales 
v de la Pan Ameriean Compañía Argentina de Petróleo, a pre- 
cios libremente concertados. Como consecuencia de los decre- 
tos Nros. !M>.7U2 y 121.742. el precio de esos combustibles sufrió 
un recargo de $ 38 por tonelada, no obstante lo cual debió 
seguirlos comprando, dadas las características de los motores 
en uso y la naturaleza del servicio a cpie estaban afectados, 
pero considera ndo «pie esos decretos eran inconstitucionales hizo 
constar su protesta, por escritura pública, por todos los impor- 
tes que en tal carácter debiera abonar, protesta que hie debi- 
damente notificada a las autoridades administrativas. 

¡se extiende luego en fundar las impugnaciones constitucio- 
nales tpie formula a los decretos de referencia. Estas que, en 
síntesis están expresadas en la protesta, son las siguientes : a ) La 
fijación del sobreprecio es un acto que excede los límites de la 
autorización conferida al Poder Ejecutivo por la ley invocada 
cuya letra v espíritu aparecen así alterados, con violación del 
Alt. 86. inc' 2* de la (Constitución Nacional, b) Crea una nueva 
fuente de injiresos para el Tesoro Nacional, que no está autori- 
zada en el artículo 4*. e) Traba la libertad de comercio, «rarait- 
tizada por el art. 14, al imponer un sobreprecio con fines fis- 
cales, prescindiendo de la voluntad de los contratantes, d) Su 
carácter compulsivo y obligatorio, lo convierte en un verdadero 
impuesto al consumo, cuya creación compele única y exclusiva- 
mente al Poder Legislativo, conforme a los arts. 17, 44 y 6*, 
inc, 2 V de la Constitución. 

II. Que al contestar la demanda, el representante de la 
Nación niega todos? los bechos que no reconozca de un modo 
expreso o que no lo hayan sido por el Poder Ejecutivo en las 
actuaciones administrativas agregadas. Dice que no le consta el 
monto que se intenta repetir, el que debe ser legalmente esta- 
blecido. 

En cuanto al fondo de la cuestión, dice que los decretos 
impugnados fueron dictados en ejercicio de la facultad conferi- 
da por la lev I2..VM, la que cu su art. 1!» se declara de orden 
público, suspendióndose durante su videncia la aplicación de 
las disposiciones de otras leyes (pie se le opongan. 

Sostiene que los decretos en discusión rijren las relaciones 
entre el Estado v el productor de esos combustibles, con pres- 
cinilciicia de su adquirentc. No se trata así de un impuesto sino 



140 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



de la fijación del precio de un artículo que cae dentro de los 
previstos de la ley 12.591. El comprador de esos combustibles 
es así, un tercero que carece de acción, desde que, en definitiva, 
ese elemento que integra el precio del artículo adquiere las 
características de uno de los pastos que, como costo, el produc- 
tor traslada al comprador Pallan así, las impugnaciones de 
orden constitucional que se basan en considerar al sobreprecio 
como un impuesto al consumo. 

Por todo ello pide se rechace la acción, con costas. 

Considerando: 

I. Que con los informes sum i nist ráelos a fs. 245 y.276 por 
Pan American Cía. Argentina de Petróleos y Yacimientos Pe- - 
trolíferos Fiscales, ha quedado probada la legitimidad de las 
facturas y recibos presentados por la actora para acreditar los 
pajros efectuados en concepto de sobreprecio del diese] oil y pas 
oil, habiéndose probado igualmente la existencia de esos papos 
con el informe del perito contador que compulsó los libros de 
comercio de la actora. 

De fs. 1 a 6 corre aprepado testimonio de la escritura de 
protesta levantada por la Compañía Metropol Autobús, impup- 
nando los decretos Xros. 96.702 y 121.742, en cuya virtud debió 
efectuar esos papos, la que reúne todos los requisitos exipidos 
por la jurisprudencia para su validez y ha sido debidamente 
notificada a las autoridades administrativas. 

IT. Que acreditados así, en debida forma, los hechos en 
que se funda la acción, corresponde estudiar su procedencia a la 
luz de los preceptos lépales que se invocan. 

"Por el deereto N 9 96.702, de julio al de 1941. se fijaron 
los precios máximos de venta en la Capital de fuel oil, diesel 
oil y pas oil disponiéndose que por la venta de esos productos 
obtenidos en el país de la destilación de petróleo crudo nacional, 
todo productor debía inpresar la suma de $ 18 % por tonelada, 
a que ascendía la diferencia entre el valor del producto nacio- 
nal y el importado' \ la que se destinaba a recuperar el que- 
branto originado, por la financiación de las cosechas de maíz, 

"Por el decreto 121.742, de junio 3 de 1942. se fijaron 
precios de venta más altos para los tres combustibles mencio- 
nados, aumentándose también a $ :tS % por tonelada, el sobre- 
precio «pie los productores de esos artículos obtenidos de la 
destilación de petróleo crudo nacional, debían inpresar al tesoro 
público". Esos fondos se destinaban a la adquisición de buques 
mercantes, especialmente petroleros, a intensificar la explota- 
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cióti de minas de carbón, y a recuperar los quebrantos origi- 
nados por la financiación de las cosechas de mate, 

III. Que el único fundamento legal que se invoca en am- 
bos decretos son las disposiciones de la ley 12.591, por lo que 
corresponde examinar si esos actos administrativos armonizan 
con el texto y el espíritu de la ley y si el Poder Ejecutivo ha 
obrado dentro de los límites de las atribuciones que la misma le 
confiere. 

La ley de referencia fué sancionada por el Congrao ocho 
días después de iniciada la guerra en Europa, con el propósito 
de contener la especulación que sobre los artículos de primera 
necesidad se había desatado. Por ella se determinaron los pre- 
cios máximas iniciales de venta de esos artículos al consumidor 
y se facultó al Poder Ejecutivo para modificarlos periódica- 
mente, como así también, para establecer los precios máximos de 
venta de fabricantes, importadores y mayoristas, a los comer- 
ciantes por menor. 

El propósito del legislador fue impedir la suba injustifica- 
da de esos precios en perjuicio de la población y abusando de 
una situación de excepción, pero como era natural que esos pre- 
cios no podían estabilizarse en forma definitiva, pues incidi- 
rían en ellos la escasez o falta total de muchos productos que 
las restricciones de la importación había de originar, se autori- 
zó su elevación cada vez que el Poder Ejecutivo lo considerara 
justificado. Al facultar a este último se tuvo en cuenta que 
era necesario originar un sistema ágil, que armonizara con las 
características del comercio y que era el Poder Ejecutivo el que 
estaba mejer habilitado para ello, no sólo por la naturaleza de 
la función que se le encomendaba, sino por ser el que poseía 
los medios necesarios para su mejor cumplimiento. 

Habilitado el Poder Ejecutivo con los amplios poderes que 
se enumeran en los arts. 7', 8', 9*, 14 y 16 de la ley, su misión 
esencial ha consistido en impedir que se produjera una eleva- 
ción artificiosa de los precios de venta y sólo ha podido autori- 
zar un aumento de esos precios, cuando estuviere justificado 
por un encarecimiento del costo de producción o la necesidad 
de reponer los "stocks" de mercaderías. Ninguna de esas cir- 
cunstancias han mediado en el caso de los productos derivados 
del petróleo crudo nacional, pues como expresamente se reco- 
noce en los considerandos del decreto Sí* 96.702, el precio de 
costo de los combustibles líquidos nacionales no había sufrido 
sino lijreras modificaciones. Quiere decir, entonces, que el alza 
de precios que allí se autoriza no estaba justificada por las 
necesidades reales de la producción sino que, como se confiesa, 
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filé dispúedtja para ^ttipftW? el precio de venta cíe G8ÓB pro- 
¿itotoa natfiouaícs con loa ¡luportadós del extranjero, beitéfi- 
eiáüdoseel Estado cou esa diferencia fie precio. 

Ba evidente que al obrar así, d i'oder Ejecutivo ha traus- 
gradíejo la ley v el propósito que determinó al l^riadpí a san- 
cionarla. Cierto es qu* con anas medida se procuro btitéuer 
iv« arsos para la ádquiaieión de elementos que permitieran un 
mnvnr abastecimiento de eómbuítíWes para proveer a ¡as ^ nece- 
sidades de la industria y de U población, pero por elevado que 
Haya sido el móvil que m inspiró, no puede aeeptarse ni justi- 
ficarse la violación de la ley que t on rilas sr lia cometido, l ara 
hi realización de los fines que se expresan en los decretos cues- 
tionados, debió requerirse del Congreso que arbitrara loa recur- 
sos necesarios, pero mítica usar de las facultades que la ley 
acordaba#f>aro desnaturalizar los riñes que ella perseguía y pro- 
vocar el aumento artificial dé precios que el legislador se pro- 
puso evitar. 

IV. Que como ya se ha dicho, el sobreprecio fijado por 
loa decretos impugnados, no ingresaba al patrimonio de ios pro- 
ductores de esos combustibles sino que éstos lian debido entre- 
garlo íntegramente al Estado y así ha ocurrido en todas las 
eompras hechas por la aetora. segán se expresa en los informes 
de Ts. 243 y 276i Se ha creado «le esa manera, por medio 
ile esos decretos un verdadero impuesto al consumo, sin ley 
míe lo autorice, invadiéndose la estera de aeeión (leí Pofler 

1 ¡slativo v arrogándose facultades que la Constitución, en 

su^ arts, 4* y (¡7, inc. 2' ha reservado al ¡Congreso con carácter 
exclusivo. 

Y Que* reconocido así que los decretos cu cuestión violan 
la r.,nsTÍtueión v la ley VJ..V.U. la demanda por repetición de 
lo pairado por ese concepto, debe prosperar, cu virtud de lo dis- 
puesin éh el art. 79Í del Cód. GiM incuestionable el 

derecho de ta netora para proitiotfer el pleito. 

Como antes se ha expresado, el sobre precio no ha inu- 
sado ai ftatríiiiomo de los produírtores, Estos no lian sido sino 
meros intermediarios encintados de la resudación de esa eou- 
iribueh'.n, que han debido entregar ¡ntcprameiite al tesoro pii- 
hlieo. tío han .sitio entonces, esos productores los que lian debido 
m, ¡.ortar el gravamen sino los coimimidores del combustible al 
pagar euii recargo cada una de sus adquisiciones. Solo estos 
han podido, con derecho, impuguar su legitimidad y demandar 
la repetición ele lo pagado. 

Por tastos fundamentos, fallo haciendo luga* a M demnii- 
da, declarando que la Nación debe devolver a la S. A. Metropol 
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Autobús las sumas pagadas por ésta como sobreprecio en las 
compras de ga$ oij y diesel oil. por aplicación de los decretos 
¡MÍ.702 D41 y 121,74*2 942. sillín liquidación a practicarse. Con 
interese^ a estilo tic ios qm eohra el Ilanco de la Nación desde 
la notificación ele la demanda y con costas. 



Sf.vtencia i>e la CAmaba Federal 

Buenos Aires, julio 12 de 1048. 

Vistos; Estos autos seguidos por la Sociedad Anónima Me- 
tropol Autobús contra la Nación por repetición, venidos en 
apelación en virtud del recurso interpuesto a t's. 307 vta,, con- 
tra la sentencia de fs. :UKÍ, el Tribunal planteó la siguiente cues- 
tión a resolver: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

Sol) re dicha cuestión el señor Juez doctor García Rams, 
dijo: 

Que la Sociedad Anónima Metropol Autobús demanda al 
Gobierno Nacional por la suma de * 22,633,98 abonados bajo 
protesta, en concepto de sobreprecio fijado al consumo de "gas 
oil" y "diesel oil". 

Estos pagos los efectuó por imperio de los decretos 90.702 
y 121.742 dictados el 31 de julio de 1941 y 3 de junio de 1942. 

Aeompana la escritura de protesta a fs. 1, notificada al 
Poder Ejecutivo por conducto de los Ministerios de» Hacienda, 
Marina y Agricultura. 

Aduce la actora (pie tuvo en explotación por concesión 
municipal de esta Capital, la línea de ómnibus 05, desde su 
otorgamiento hasta el día 3 de abril de 1943 en que se la des- 
poseyó por electo de la expropiación obtenida por la Corpora- 
ción de Transportes de la Ciudad de lineaos Aires, y tpie Cn 
esos ómnibus se utilizaban los combustibles mencionados, <jue 
adquiría de Y. P. R, y de la sociedad anónima Pan Americana, 
Compañía Argentina de Petróleo, a precios libremente con- 
certados. 

(¡uc por los decretos citados y en virtud del servicio pú- 
blico y siendo imprescindible por las características de los mo- 
tores utilizados por la empresa el consumo de dichos combusti- 
bles, tuvo que adquirirlos con el recargo de sobreprecio fijado, 
obligándola a pagar en el lapso de tiempo premencionado el 
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importe demandarte que descompone en los puntos a) y b del 

Cap. II del «crito de fs. 198. ( , 

Que la interposieión del reclamo administrativo, en cumpli- 
miento de la ley 11.634, fué denegado y eonfirraado este por 

e ' ! * Pnntuaiízáia 'demanda a fs. 202 sus fundamentos de ineons- 
titueionalidad de los deeretos 96.702 y 121.742. 

El Procurador Fiscal al contestar la demanda, sostiene que 
la amplitud de la ley 12.591, su definición como ley de orden 
público en el art. 19 y la facultad reglamentaria del Poder 
Ejecutivo, en este caso amplísima por las circunstancias en que 
al tiempo de su sanción se desarrollaba la vida económica de la 
Nación admiten semejante reglamentación y ampliación por el 
Poder Ejecutivo. Que éste dictó en uso de sus facultades, 
numerosos decretos fijando precios de venta al consumidor a 
una serie de productos de primera necesidad o que «h^»»*» 
al trabajo nacional y entre ellos los números 96.702 y 121.742, 
«,ue se cuestionan en estos obrados. Cita el dictamen del Procu- 
rador del Tesoro en el expediente administrativo, que expresa: 
"No se trata ni se está frente a un impuesto en su carácter 
específico de tal. sino y lo quo es muy distinto ante la fijación 
o integración del prcio de un articulo que cae dentro de lo 
previsto en la citada ley 12.591 y que forma un todo indepen- 
diente v ajeno al régimen fiscal "j agregando: "que todo ad- 
«uirente de fuel oil, diesel y gas oil, es tercero que carece de 
acción dewlo que. en definitiva ese elemento que integra el 
precio" del artículo adquiere las características de uno de los 
gastos que como costo el productor traslada al comprador 

Termina, alegando la improcedencia de la demanda y dado 
el carácter especial del sobreprecio agrega, "que demostrada 
la debilidad «le la impugnación del actor, cuando pretende ca- 
lificarlo de impuesto interno de consumo, que no atecta a a 
libertad de comercio, puesto que el Poder Ejecutivo ha obrado 
en ejercicio de sus poderes de policía a fin de evitar especula- 
ciones antisociales". ■ ft 

Que después de las alegaciones respectivas de fs ■ -»¡»J 
298. es dictada por el señor Juez a quo, la sentencia de ts. .wó, 
que es apelada a fs. 307 por la parte demandada. 

No se discute por la demandada el monto reclamado, desde 
que nada lia opuesto a la pericia de fs. 283. efectuada por el 
perito designado de conformidad de partes a fs. ¿U \ta., y 
no observado por los mismos. Esta prueba y las demás re ic- 
ridas en el primer considerando son de todo punto eficaces. 

Es pues sólo el punto jurídico y legal, el que deberá exa- 
minarse. 
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La expresión de agravios de fs. 310. sostiene que la ley 
12 501 no es solamente una ley «le precios máximos, sino que 
constituye lin sistema completo de "ordenamiento político de 
ffSSh «lo la producción y del i.itcrramb 10 . ,n ornacio- 
ml V. por lo «,..e no es exacto que el poder f >»'"f ™f r - » l 
«lietar los decretos i n. pilonados, haya violado los nrts 4< y W. 
j„c 2* de la Constitución Nacional, lo mismo que la ley indi- 
cada; pero no aporta argumento valedero que Induzca a re- 
voeá; la sentencia de fs. 3Q3* c«y«,s fu.ulame..t«.s 
Tribunal, por estar basados en la rigurosa verdad de los hechos 
acreditado» en autos y del derecho aplicable. 

Que es íttcuestioiiaWe en» de la letra y espíritu de a 
IC» 12591 no puede inferirse la facultad «pie se ha arr«.}ía<lo 
pI Poder Kiecutivo para imponer como sobreprecio una contri- 
bución para el tesoro publico, por loable que sea ^n«*M 
pewegukla, máxime, cuando por ..tros medio* ha podido f «• 
,cr ¿nales resultados sin mengua de las atriciones del Lon- 
«Piien competo la impoaif n do «»ntr.lmcMo„os s.endo 
axiomática sns facultades para ello (arts. 17. 44. 67, mes. 1, 
7» °7 y 28 «le la Constituci«'»n Nacional). 

' De acücrdo a la ley fflfá ba podido fijar precios y mo- 
difiearlos según su criterio y en virtud de las MljMg^ 
tmles «pie se le acordaron. Pero «le allí a t «jar un .sobreprecio 
con todos los caracteres de nn impuesto o cmtribuc.on, media 
una jrran diferencia. 

El espíritu «le la ley es «pie el precio de las mercaderías, 
fuera, ante todo, }«$t0¡ «le ahí las facnllades conferulas al 1 o- 
der Kiecutivo para que lo mantuviera en tal eoneept... retor- 
mándolos, aumei.tá.Kl«»h,s o «lismi....y«'n«lo <»s. pero. m¡¡£* 
acuerdo a la ley. ha p«.dido crear o establecer .... sobrepr cao 
cu su propio beneficio, cualquiera «pie sea la f.nal.da.r «le «se 
aumento. Bi«* pttoo escocer otro medio para .lepar a obtenerlo 
fZ «'I 'I- aumente* artificialmente el precio de un producto 
"esencial, invocando las facultades que le acordaba una ley tlos- 
tinada justamente, a impedir esa alza artificial. 

Sería contradictoria con el espíritu «le la ley, que fue 
sancionada pocos «lías «lespnés «le iniciada la ultima f*™ ™ 
Europa, como un valladar para la especulación y las bolsas 
nesraa para contener el agio sobre todos los articulo* «le pn- 
S¿ necesidad, la actitud «leí Poder Ejecutivo estable- 
eiendo es.- Nobrcprinio. o sen aumentando el valor «le esos ar- 
tículos; v «pie aquél fué indudablemente el espíritu de la ley, 
lo «Icmucstran los antecedentes parlamentarios «le la misma. 
Ya en el mensaje con «pie acompaño su proyecto «le ley, 
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el Poder Ejecutivo, después de referirse a las perturbaciones 
que en la vida de la Nación originaba la guerra mundial anun- 
ciaba como factor que las agravaba 14 el desarrollo de activida- 
des malsanas tendientes a provocar sin fundamento o causa 
justificable, la elevación o alza de los precios de las mercade- 
rías" y declaraba que el proyecto estaba "inspirado, exclusi- 
vamente, en el propósito de impedir, en beneficio del interés 
publico, el apio y la especulación". Que esa fué la finalidad 
de la ley, surge también de su articulado, ya que todas las me- 
didas que autoriza a tomar, fijación de precios máximos, supre- 
sión de derechos de aduana, restricción de las exportaciones, 
expropiación de mercaderías o productos, tienden a obtener 
que no se encarezcan los artículos necesarios o que vuelvan a 
bus precios razonables los que ya habían sido objeto de las 
maniobras especulativas. 

Los legisladores que emitieron opinión, sin excepción al- 
guna, atribuyeron también a la sanción el propósito indicado 
y de ninguna de esas opiniones puede deducirse la tesis sos- 
tenida por la expresión de agravios de que con la ley 12,591 
te quiso crear todo un sistema "de ordenamiento político de 
los consumos,de la producción, del intercambio internacional " ; 
y menos aún que elía autorizara al Ejecutivo a fijar un sobre- 
precio para ciertos productos nacionales con el propósito de 
dedicar las sumas que recaudare por ese concepto a atender 
el quebranto originado por la financiación de la cosecha de 
maíz o a la adquisición de buques mercantes o a la intensifica- 
ción de la producción de minas de carbón, como lo dispusieron 
los decretos que aquí se impugnan, de fecha 31 de julio de 1941 
y 3 de junio de 1942. 

El diputado Fassi, miembro informante de la mayoría de 
la Comisión que produjo despacho en la Támara respectiva, 
justificando las medidas punitivas, manifestó textualmente: 
"Lo que se persigue es el aumento artificial de los precios"; 
y más adelante: i4 ...se establece en primer termino el propó- 
sito fundamental de la ley, que es evitar la especulación con 
el aumento artificial de los precios..." (Diario de Sesiones 
1939, III, págs. 956 y 958). El diputado Ruggieri que expuso 
la opinión de la minoría de la Comisión, dijo: "que las medi- 
das de excepción eran para impedir las sangrías con que los 
especuladores sacian su apetito en la carne del pueblo consu- 
midor" (id. id., pág. 962)* 

Otros diputados expresaron que estaban " identificados con 
la idea fundamental de dar al país una ley de defensa contra 
la especulación desenfrenada y delictuosa"; señalaron que se 
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trataba de resolver "el encarecimiento artificial y extraordi- 
nario provocado en los artículos de primera necesidad (pag. 
964) ; v que ambos despachos, el de la mayoría y el de la mi- 
noría! '"tienden a impedir la elevación injustificada de precie*, 
con motivo de la situación de emergencia consiguiente a a 
guerra declarada en algunos Estados de Europa (pag. íJlto) ; 
"Es necesario que la aplicación de esta ley traiga la tranqui- 
lidad deseada al pueblo, afectado y conmovido por la amenaza 
de los especuladores y agiotistas", dijo el senador Landaburu 
(Diario de Sesiones, Sobado, 1939, II, pág. 252) miembro in- 
formante de la Comis¡ÓQy3f 1 alto cuerpo. El Ministro de Agri- 
cultura, después de referttse a la elevación injustificada de los 
precios, afirmó: "Por eso se trata, en la ley que estudiamos, 
de fijar precios máximos..-"; y más adelante: "Al mismo 
tiempo se estudia y se previene la posibilidad de la especula- 
ción" (pág. 256) ; y el senadof Martínez dijo que se trataba 
también "de una sanción moral a los que pretenden medrar 
con el hambre del pueblo argentino, haciendo subir artificial- 
mente el precio de los artículos de primera necesidad (pa- 

B "^Bae propósito, que trasciende de todo el articulado de la 
ley de sus antecedentes, de la discusión en ambas Cámaras del 
Congreso, ha sido aquilatado por la jurisprudencia de los tri- 
bunales federales, cada vez que fueron llamados a pronunciarse 
sobre la cuestión. "La ley es una ley de emergencia que otorga 
a la administración, las atribuciones que se han considerado 
necesarias para moderar la repercusión de la guerra sobre los 
los precios de ciertos artículos" —estableció la Corte Suprema 
en el caso registrado en Fallos, tomo 200, pág. 4a0; juicio de: 
Vicente Martini e hijos, citado posteriormente en otras senten- 
cias del Alto Tribunal—, En todos esos casos, se trataba, o bien 
de comerciantes que fueron objeto de sanciones por haber ven- 
dido a mayor precio que el fijado por el Poder Ejecutivo, o 
bien como en el de Klossterboer que decidió la Cámara y con- 
firmó la Corte (Fallos: t. 205, pág. 386), de la demanda por 
daños y perjuicios de una persona que se había visto obligada 
a vender al precio fijado y que sostenía era inferior al de costo. 
Con razón pudo entonces sostenerse que los derechos indivi- 
duales, no son absolutos; que son susceptibles de limitaciones 
en bien de la comunidad y aún que lo que debieron probar los 
interesados era que el precio fijado no era razonable ni equi- 
tativo. Todos esos juicios se referían a comerciantes que ha- 
bían vendido o querido vender a un precio mayor Aquí se 
trata de lo contrario : del consumidor que ha sido obligado a 
pagar un precio mayor en beneficio del Pisco. Pretender cohc 
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nestar tul ¡mporieídil invocando la ley dé presos máximos y 
ja doctrina i^tableeida en su aplicación e interpretación, es 
de todo pimío dé vista inadmisible. 

Es por todo dio indudable que el Poder Ejecutivo se alejo 
de la ley y que en tal aspecto la sentencia es justa, 

Bh su mfitfto y denlas fundamentos de la sentencia ape- 
lada, estimo «pie debe confirmársela, por eiianto la amplitud de 
poderes del Poder Ejecutivo, está limitada por loa art*. 29 y 
Mi, inr. 2? de la < 'Onstjl lición Nacional. 

por tanto voto por la aí'irmaliva sobre la cuestión pro- 
pltest a. 

El señor -Inca doctor Herrera adhirió por sus fundamen- 
tos al voto precedente. 

Sobré la misma cuestión, el señor Juez doctor Consol i. dijo: 
L Qtl«« la sociedad anónima M"tropot Autobús demandó 
a la Nación por la devolneión .le * *22.f¡:i:í.!»S x %. abonados en 
concepto de sobreprecio fijado al gas Olí y diesel olí por de- 
rivüK \'n.s. 96,702 y 121.712 dictados por el Poder Ejecutivo 
Nacional cu :tl de julio de lí»41 y !» de junio de 1942, respecti- 
vamente. Dichos decretos *e vinculan a la facultad reirlamen- 
taria tpie el Congreso de la Nación confirió al Poder Ejecutivo 
por la ley N Í3S9Í 

El actpr los ataca de ineoiistitucionalulad sosteniendo : a) 
fpie la fijación del sobreprecio del art. 2 V \ excede la autnriza- 
e¡6>l i-ouiWida al Poder Ejecutivo Naeional por la lev 12.591. 
Violándose el art. Sti. hu-, 2" de la Constitución Nacional, b) (pie 
crea una nueva fuente de ingresos al Tesoro Nacional, que no 
autoriza la enunciación hecha por el art» -T de la Constitución 
Naeional. e» que traba la libertad de comercio garantizada 
por el art. 14 .le la i 'onsl ittieión Nacional, al prescindir la vo- 
luntad y acuerdo del particular fiara la fijación del sobrepre- 
cio^ d » el sobreprecio sería un impuesto al consumo del com- 
bustible, cuya creación compete exclusivamente al Poder te- 
L'i^lativ o, e^nfbme a los arts, 17. 44 y 07, ¡tic 2" de nuestra 
Carta Fundamental, 

La sentencia del señor Juez n qun declara (pie los decretos 
cuestionados violan la Constitución y la ley t£591 y, en eonse- 
eucncia, hace lucrar a la demanda, condenando a la Nación a 
la devolución de las sumas reclamadas. 

II, Puntualiza la sentencia recurrida tpie "por el de- 
creto Nf* 96.702; de julio 31 de ÍM% W fijuron los precios má- 
xiruos flé venta cu la Capital, de fuel oil, diesel oil y gas ótt> 
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disponiéndose que por la venta tic esos productos obtenidos en 
el país tío la d^stiiaeifiíí de petróleo crudo nacional, lodo pro- 
ductor ctóbín ingresar la suma cíe $ 1H % por tonelada, a qm 
ascendía (a diferencia entre el valor del producto nacional y 
el impofefado", M Pór el decreto número 121.742, de junio 3 
de 1942* se lijaron precios ti* 4 venta mas altos para los tros com- 
bustibles meiiéionados. aumentándose también, a $ 38 % por 
tonelada, el sobreprecio que los productores de esos artículos 
obtenidos de la destilaeiór de petróleo crudo nacional, debían 
ingresar al tesoro público**. 

La ley 12.591, según el a quo, habilitaba esencialmente al 
Poder Ejecutivo para impedir una elevación artificiosa de pre- 
cios y sólo ba podido autorizar un aumento de esos precios 
cuando estejére jtístifícaclb por un encarecimiento del costo 
de producción o la necesidad de reponer los stocks de merca- 
derías. Que el alza de precias autorizada por los decretos re- 
feridos no estaba justificada por las necesidades reales de la 
producción, sino que fui* dispuesta pura equiparar el precio 
de venta do osos productos nacionales con los importados, be- 
neficiándose el Estado con esa diferencia de precio. 

"Se ba creado de esa manera, exprosa la sentencia, por 
medio de esos decretos, un verdadero impuesto al consumo, sin 
ley que lo autorice, invadiéndose la esfera de acción del Poder 
Legislativo y arrogándose facultados qüe la Constitución en 
sus art.s. 4" y 47, inc. 2 o , lían reservado al Congreso, con ca- 
rácter exclusivo*'. 

El señor Juez a quo, concluye que: "Es evidente que al 
obrar así, el Poder Ejecutivo ba transgredido la ley y el pro- 
pósito que determinó al legislador a sancionarla*'. 

III. Constituye en el caso, un punto esencial de diluci- 
dación determinar el alcance que corresponde a la ley 121)91, 
respecto de las facultades que la misma confiere al Poder 
Ejecutivo en materia de fijación de precios. 

La sentencia reconoce que la ley Otorga al Poder Ejecu- 
tivo Qmpliot poñeres pero limitados a impedir que se produ- 
jera una elevación artificiosa de los precios de venta y sólo ha 
podido autorizar un aumento de esos precios, cuando estuviere 
justificado por un encarecimiento del costo de producción o la 
necesidad de reponer los stocks de mcmulfrías. Sostiene la 
sentencia que so Im creado por medio de (licbos decretos, un 
verdadero impuesto al constriño. 

Tno de los requisitos eseneialos qué caracteriza el concepto 
de impuesto, soyrmi Otto Mavek. fhrrvlio tulm i it isi ra tiro ale- 
mán, tomo II. pfig. 189» filie» en el liocbo de que la imp&smm 
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debe responder a una regla constante, es decir, que se deter- 
mine el impuesto por hechos preestablecidos: presentando cierta 
regularidad. Y aprepa el autorizado tratadista (¡ermano que: 
Fuera de estos vasos. <l poder público podría proceder en vir- 
tud de autorizaciones dadas al gobierna : una imposición de 
parios aislados di esta naturaleza no seria un impuesto. El mis- 
mo autor éíwjiiarizando la definición precedente, exprosa: 
La pretendida contribución de guerra, no es una contribución, 
ea decir, un impuesta". 

El mismo articulado de la ley 12.501. evidencia la inexac- 
titud en que reposa ta anrumcutación con que el a qw funda- 
menta su conclusión pretendiendo que el Poder Ejecutivo ha 
trá^gredMo la ley y el propósito (pie determinó al legislador 
a sancionarla. En efecto, para el Juzgado^ dicha ley wmm 
pnr olijéto easi exclusivo^ la de impedir la elevación artificial 
tíe lew "precios de venta. En realidad, el texto de la ley. lejos 
de limitarse al alza de los precios, autoriza al Poder Ejecutivo 
a adoptar otras medidas que tienden a recular la economía na- 
cional y a beneficiar la riqueza del país. Es asi como la ley 
faculta al Poder Ejecutivo para suspender el impuesto ai Licio, 
nal de aduana del 10 % íart. 7*)? para restringir o prohibir 
la explotación de mercaderías (art. 14); asegurar mediante la 
imposición de multan que no sean rebajados los sueldos o sala- 
rios a empleados u obreros íart. 15) ; declarar de utilidad pu- 
blica y sujeto a expropiación las mercaderías y productos a 
qav se refiere esta ley (art. 16). ". 

l m antecedentes legislativos y la discusión parlamentaria 
justifican ampliamente el concepto de que esta ley rebasa el 
¡proposito <le contener simplemente el agio y la especulación 
en la venta de los artículos de primera necesidad. 

Se.'ún expresaba el Poder Ejecutivo en el mensaje ele- 
vando al Congreso él proyecto de ley ¡ M E1 estado de fierra en 
que se encontraba él continente europeo, con sus loicas pro- 
■ eeriones en todos los órdenes de la actividad social, importaba 
una profunda alteración de la situación económica mundial, 
cansando perturbaciones en la vicia de la nación y haciéndase 
sentir en forma especial en el orden económico y financiero . 
A la vez. a^re-aba: %4 Afectará, mientra* dure, libertades incli- 
vi<Íualeíí*aÍMíolukmente nsspetáWes, pero que pueden suspen- 
derse m6meui'áneiámetfl« en homenaje a la k'raydad del mo- 
mento actual, cuyas proyecciones son incalculah es ( ( amara 
de Diputados — Diario de Sesiones, 1930, tomo [II, pajrs. &4D 

' ' Bí miembro informante del despacho, diputado Fassi, 
expreó; - La ('omisión propone se-uir una política de ínter- 
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vención directa en los precios y ni mismo tiempo confiere fa- 
cultados para expropiar artículos de primera necesidad por 
causa de utilidad pública". "Se otorgan facultades al Poder 
Ejecutivo para que con toda discreción proteja la vida y el 
trabajo nacional". **Es una delegación que en ninguna forma 
afecta la prerrogativa del cuerpo, sino que está de acuerdo con 
el carácter «Ir» esta iniciativa, con la ductilidad y Flexibilidad 
que debe tener una ley de esta naturaleza" (págs. 056 y 957). 
En la discusión en general, dijo el diputado Ilardoy: "No se 
trata del ejercicio de una facultad inconstitucional por un 
tiempo transitorio, sino del ejercicio de una facultad perfecta- 
mentí constitucional de que dispone el Congreso, sin duda al- 
guna para resolver estas cuestiones durante todo el tiempo que 
ellas existan' 9 . "Normalmente, las relaciones económicas se 
establecen entre los particulares bajo el control del Estado, 
pero sin su intervención directa". "En situaciones de en*£r> 
gencia como la actual, ellas no pueden lograrse sin su interven- 
ción eft etica y enérgica". "Este poder de reglamentación,, de 
limitación, que restriñiré y regula para la promoción del bien- 
estar público la libertad natural o común del ciudadano en el 
uso de sus facultades personales y su propiedad ha sido reco- 
nocida por la doctrina y la jurisprudencia cada vez con mayor 
amplitud, buscando poner, de esta manera, en manos del Es- 
tado, los resortes adecuados a la complejidad creciente de la 
vida colectiva" (pags. 966 y 967). 

Al informar el despacho de la Comisión de Agricultura 
Industrias y Comercio, el senador Landaburu, refiriéndose a 
la modificación de los precios para los productores, fabrican- 
tes y mayoristas, en que reposa el argumento central de la sen- 
tencia recurrida, manifestó: "Después de la determinación de 
esos precios iniciales, el Poder Ejecutivo queda igualmente fa- 
cultado para fijarlos periódicamente, teniendo en cuenta la 
situación creada, y estimando todos los elementos y factores 
de juicio que deben concurrir lógicamente para esta clase de 
cotizaciones". "Como uno facultad correlativa con la anterior, 
sr autoriza también el Poder Ejecutivo para fijar el precio má- 
ximo que tos fabricantes g tos mayoristas deben imponer a los 
minoristas" (Cámara de Senadores, Diario de Sesiones, 1939, 
lomo 11. pág. 251). 

Refirmando !a amplitud de la ley y sus fines eminente- 
mente económico-sociales, el senador Caballero recalcó que: 
"Esta hg tiene toda la trascendencia que marca en nuestro 
país ti propósito de amparar dfsdr el gobierno — porque esa 
es ta füyeimi del Estado — a los débiles contra tos fuertes, re- 



132 FALLOS DE LA C'OlíTL SLTUEMA 

<jit! atufo tms rtfarimus. y tifsrccit tidn aboquilla* ¡a 
f/# alcanzar na destino diyno* 9 púir. 253)¿ 

Dé las transcripciones precedentes, surirc tí¡ pensa- 
miento del leirislador no ha rimitado la acción del Unbiomo 
dé la Xa «Ha a poiifenéí la é!évaci6ii abusiva de lo* precios de 
venta sino que, de%¿ r« «1 /Wir Bjemlim, m (iropásit^de 
regular todos los factores «tit^ directa » indirectamente podían 
incidir en el eoatQ, exjstcpieio y £*eeio dé las mercaderías de 
acuerdo eon las necesidades del pifo 

IV La jurisprudencia de los tribunales ha interpretado 
la ley 12Jiín/ asignándole él cihteter amplio do regulación de 
la economía nacional qtié 0Hétg$ del texto y de los anteceden- 
tes legislativos <|iit' o»' recen la disensión y aprobación de la 
misma. 

En el itiiciú M Vicente Mí rtífll e Hijos S. IÍ. L. v. la Na- 
eüfifr-* en féeba 27 de diciembre de 1044, la Corte Suprema 
se pronunció en forma terminante en favor de la eonstitiicio- 
nalidad de la ley I2;SM (G. &, FttfoW* tomo 200. pag. 4*0). 

Lo* fundamento* del fallo precitado fueron reproducidos, 
con otras oportunas consideraciones, en la sentencia de esta 
{'ámala recaída en los autos fc Kloosterboer Guillermo v. la Na- 
eíón s. ¡nconstitucionalidatl de decretos", diciendo, en techa 
20 de jnlio de l|Í5: **Esas disposiciones legales lian sido im- 
pugnadas por el recurrente tomo contrarias n determinados 
preceptos coiistitm-ionales, olí especial, los cpie garantizan la 
inviolabilidad de la wopiedad ; pero ya la Corte Suprema en 
Fallos tomo 20(1. prttf. 450. en sentencia de fecha 27 de diciem- 
bre ppdo., ha declarado su valitlez. expresando que nuestra 
Constitución no reconoce derechos absolutos de propiedad y 
libertad; que el ejercicio de las industrias y propiedades de M 
partioularVs. puede ser reglamentado en la proporción qw 10 
requiera la defensa v el afianzamiento de la salud, la moral, 
el bienestar general y ™« él «ti»* ecmémw de la vow uni- 
dad: une la medida de la reglamentación de estos debe bus- 
earse por un lado, en la necesidad de respetar su sustancia y 
por otra parte, en la adecuación do las restricción. * ijuo se los 
imponga, u las necesidades y fines públicos que los justifican, 
do manera qm np aparezcan como infundadas o arbn -anas, 
sino qm seatt razonables, esto es. proporcionada* a la- cir- 
ennstancias que las originan y a los fines que so procura al- 
eauzar con ellas; «pie el carácter excepcional de los momentos 
de perturbación social y económica y de otras situaciones sena'- 
¡antes do emergencia y la urgencia en atender a la sanción 
do los pmblonius que crean, autorizan el ejercicio del poder de 
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nolieía m Estado, en forma mis cnórpica que la que admiten 
, rí.ulns de sosie*, y normalidad; y que por la aplicación 
de osa doctrina se concluye sin esfuerzo que la limitado, legal 
Í SpoSSa de los precios, dezmada a híjeer Erente a la cr.- 
'is pr\Z-uU por la puerra. os en principia, constituoumal- 
mente válida". 

Kn .-iianto a tas samas abonadas en concepto de sobre- 
precio que redama el aetor, le es perfectamente aplicable el 
, to ' cim „ PÍ »|« por esta Cámara en o caso k oeste rWr 
Sffifo, ,„a»do establecía que : " Lym ,! <U mamlanh <hb,a 

mi u ««< 'i precio f*mM^TÉL^^l 

razonable «¡ rquiUüivo dMa* W condiciono» 4»l mrrtada y 
esa demostración es la que Mte". el actor adquiné , ta 
mercadería a un precio .pie no guardaba relación con el que 
podía obtener en el país, nadie más que él, debe soportar las 



eonseeneneias". 

Por lo expuesto, considero debe revocarse la sentencia de 
[s. 303 a 307 y, en consecuencia, rechazarse la demanda, con 
costas. 

Por lo tanto voto por ta nopal ¡va sobre la cuestión pro- 



Por lo que resulta de la votación que instruyo el acuerdo 
cpie antecede, se confirma la sentencia apelada de fS. jTO3, en 
cuanto hace lupar a la demanda y declara que la Nación debe 
devolver a la S. A. Metropol Autobús las sumas papadas por 
ésta como sobreprecio en las compras do &&w mjm*. «J¡ 
«>r aplicación de los decretos «..¡.702/941 y 121.742/942. sepun 
liquidación a practicarse, fon intereses n estilo de los que co- 
bra el Banco de la Nación, desde la notificación de la de- 
manda, con las costas de ambas instancias a la demandada. — 
}¡, tr „c¡o (¡arría **•»«. - **| "«™- - Ma„md,ano 
Comoi i (en disidencia). 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 1.1 de octubre tic 194S. 

Vislos los autos: "Metropol Autobús Soc. Anón. 
... Gptfer.no do la Nación s./ cobro de posos", éji los 
M uo se lia concedido a fs. 329 el recurso ordinario do 
apelación. 
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Considerando : 

Que este juicio tiene como antecedente inmediato 
una escritura de protesta (fs. 1), acto que necesaria- 
mente lia de estar condicionado al proposito de repe- 
tición que; la adora persigno, fundado en la ineonstitu- 
cionalidad de un decreto o una reglamentación. Como 
los jueces no pueden decidir en términos generales la 
conformidad o disconformidad de estos actos del po- 
der público con ta ('(institución, puesto que únicamente 
deben resolver cuestiones concretas, es indispensable que 
en la protesta haya mención precisa de los motivos por 
los cuales se formula oposición al pago del gravamen. 

Que en la mencionada escritura pública de pro- 
testa se fijan los términos de la misma en la siguiente 
forma: "a) Porque la fijación del sobreprecio es mi 
acto que excede los límites de la autorización conferida 
al Poder Ejecutivo por la ley invocada, cuya letra y es- 
píritu aparecen así alterados con violación de lo esta- 
tuido por el arf, S<¡, inc. *J'\ de la Constitución Nacional, 
b) Porque eren una nueva fuente de ingresos al Teso- 
ro Nacional que no autoriza la enunciación hecha en la 
clausula IV de la misma Constitución, c) Porque traba 
la libertad de comercio garantizada por el art 14, al 
imponer un sobreprecio con fines fiscales, prescindiendo 
de la voluntad, acuerdo y determinación de los contra- 
tantes, d) Finalmente, porque el carácter compulsivo 
y obligatorio asignado al pago del sobreprecio lo con- 
vierte en un verdadero impuesto al consumo del citado 
combustible, cuya creación compete única y exclusiva- 
mente a! Poder Legislativo, de acuerdo con las termi- 
nantes disposiciones de los arts. 17, 4S y f>7, inc, 2$ de 
la Con-l.'NVe^'iml. Ell mérito a lo expuesto, teniendo 
la sociedad ijite repre«nta necesidad imprescindible 
de consumir, por razón del servicio público que presta, 
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el combustible gravado, viene por este acto a documentar 
su más formal protesta, dejando expresa constancia de 
que su representada se reserva sus derechos para re- 
petir oportunamente del Gobierno de la Nación, por la 
vía y forma que la ley autoriza, todos los importes que 
desde la feclia y en lo sucesivo abone o delta abonar por 
concepto del sobreprecio impugnado, incluido en las 
facturas de compras de gas oi!, y también denominado 
comeroialmente por algunas empresas expendedoras 
bajo el rubro "Diesel Auto W 1" <t"e lo proveen a su 
representada ,ils diferentes empresas productoras exis- 
tentes en el país". 

Que de los términos del « itiulo instrumento publico 
se deduce que la protesta se funda en que el actor consi- 
dera (pie lia pnííndo un sobreprecio a sus proveedores 
de combustible al que atribuyo el carácter de un impues- 
to al consumo que de ninguna manera estima legitimo. 
Examinando los términos de esa escritura, asi como la 
demanda y demás constancias acumuladas, no resulta 
que la administración pública lia cobrado a la adora 
ningún sobreprecio que signifique un impuesto, ni que 
los "vendedores del combustible le hayan exigido suma 
alguna como representantes o en nombre del Fisco. So- 
lamente existe prueba de que las empresas proveedoras 
aumentaron el precio de los productos en una operación 
corriente do compra-venta» N'o se encuentra la vincula- 
ción jurídica o legal que la demandante debe tener con 
el Estado paro que proceda la acción instaurada, pues 
nada le ha sido exigido por éste y nada ha pagado tam- 
poco al Fisco. 

La circunstancia de .pie las empresas que han ven- 
dólo sus artículos a la actora se huyan encontrado en 
la obligación de depositar determinadas sumas tic di- 
nero referidas a los precios cobrados, no modifica la 
situación de ésta en lo referente a su falta de vincula- 
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ción jurídica con el Fisco. Como SO doclam en el misino 
escrito dé demanda, las empresas expendedoras lian 
acatado las disposiciones emiten ¡das en los decretos im- 
pugnados (fs. 208). 

(¿ik% en cierta de los eonsiderandos y la parte dis- 
positiva del decreto 9e#Q2/4Í —desenvueltos en el 
121.742— resulta lo siguiente: V) el P. K. com- 

prueba la existencia de mi sensible desnivel entre ol 
precio que era preciso lijar al combustible líquido im- 
portado en vista del aumento de los fletes y el (pie podía 
seguir teniendo el combustible nacional de la misma es- 
pecie, pues su costo no había sufrido sino ligeras modi- 
ficaciones; 2") Que en vista de ello se fija un nuevo pre- 
cio máximo (ley 12,5!») (pie debía irc^h* indiferenciada- 
meiitc para los combustibles líquidos nacionales y para 
los importados; :t") Qué como ello acuerda a los pro- 
ductores nacionales la posibilidad de obtener una jra- 
nancia representada por la diferencia entre el precio, 
suficientemente retributivo, que hasta ese momento 
podían cobrar, y el que se tes autorizaba a cobraren ade- 
lante sin (pie mediase a su respecto encarecimiento del 
costo, se dispone (pie "por las ventas do fuel-oil, sías-oil 
o diesel-oil destilados en el país de crudos nacionales, 
todo productor ingresará a la cuenta prevista por el art. 
:{ del presente decreto la diferencia de $ 18 por tonelada 
entre el valor del producto nacional y el extranjero. Se 
está, pues, en presencia, por una parte, de la fijación 
de un precio máximo y, por otra, de la imposición a los 
productores nacionales de la obligación de ingresar f 18 
por tonelada (pie vendan de los productos mencionados. 
Ahora bien, que la ley 12.501 autorizaba al F. E. a fi jar 
precio méxntiW pura la venta de estos productos no se 
cuestiona. V tampoco se puede cuestionar que no v< fa- 
cultad judicial revisar la ra/onahitidnd de los que el 
Pi 13, fije: lo (pie quiere decir que los particulares com- 
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p nulo res no pueden traer la impugnación de dichos pre- 
cios por la vía do un juicio de repetición de la parte de 
ellos que consideren cobrada con exceso al amparo de 
una autorización del P. EL para llevarlos hasta un límite 
máximo «pie no estaba justificado por el costo. Trátase 
de un acto típicamente privativo del poder administra- 
dor, cilio según como se lo ejecute podrá no ser, en de- 
terminados casos, acto de buen gobierno, pero de todos 
modos insusceptihlc tle remedio judicial. 

ÍJue otra cosa ocurre con la segunda parte del de- 
creto, o sea la obligación impuesta a los productores de 
ingresar ul Tesoro Nacional $ 1S por tonelada vendida. 
Se puede cuestionar si el P. K. estaba o no legalmente 
facultado para ello. Si no lo estaba cabía reclamación 
judicial, pues es misión propia de la justicia determinar 
y hacer efectivo el cumplimiento de las obligaciones en 
la molida uii Qfifi In ley las impone, lo cual comporta la 
coi relativa facultad de imponer la repetición de lo qtte 
se haya exigido fuera tle ese límite, es decir, sin causa 
o por una cansa contraria a las leyes (art. 702 del C. 
Civil). Pero los productores no fueron obligados a pa- 
gar los $ 18 por tonelada mediante el cobro obligatorio 
a los compradores de un determinado precio, pues el 
precio fue cobrado por ellos en virtud de la autorización 
cpie el decreto Ies acordó. Kn el régimen legal de precios 
a que estas operaciones estaban sujetas, hubieran po- 
dido cobrar nviios, y si no lo hicieron fue porque para 
acatar el cumplimiento de la obligación de pagar los 
$ 18 por tonelada sin quebranto económico se acogie- 
ron a la facultad de cobrar el preci^iáximo fijado. 
Luego la posible ¡legalidad tle la obligación aludida 
sólo piulo ser cuestionada por los mismos productores, 
pues para los compradores únicamente existió un deter- 
minado precio de plaza que se ajustaba al máximo le- 
galmente autorizado en la emergencia. 
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Que, por lo demás, se ha de tener presente que la 
fijación de igual precio máximo para la misma especie 
de productos nacionales o extranjeros, si bien no corres- 
pondía a los respectivos costos, obedeció, según se ex- 
presa en los considerandos del decreto a impedir el re- 
traimiento de las importaciones con las consiguientes 
dificultades para el aprovisionamiento normal del país. 
Lo que quiere decir que el régimen del decreto en cues- 
tión no tuvo por objeto obtener el ingreso de f 18 de la 
venta de cada tonelada de los productos nacionales 
de esta especie sino resolver un problema de abasteci- 
miento, i Jomo la solución requería la uniformiadd de 
precios que se acaba de mencionar y esa uniformidad 
acordaba a los productores nacionales la posibdidad de 
obtener un aumento de ganancias que de haber quedado 
en beneficio de ellos hubiera constituido un privilegio 
arbitrario; se dió a esta diferencia un destino de "bien- 
estar general", mediante la obligación de ingresarla al 
tesoro público para cubrir el quebranto producido por 
la financiación de las cosechas y promover la marina 
mercante nacional (decreto 121.742). 

Por tanto se revoca la sentencia apelada y se 
rechaza en consecuencia la demanda. Las costas de to- 
das las instancias se pagarán en el orden causado en 
razón de la naturaleza de ta cuestión debatida y ser re- 
vocatorio este pronunciamiento. 

Tomás I). Casares — Felipe S. 
Pérez — Lris R. Lonohi — 
.IrsTo L. Alvarez Rodríuuez 
— Roüolfo (i. Valeszuela. 
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JOSE VEGOI Y OTRO v, EMPRESA PAVIMENTADORA 

"LOS QUILMES" 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Quien invocó la ley n 9 3388 de la Prov, de Buenas Airea 
como fundamento de su demanda sobre devolución de la 
contribución de afirmados, no puede objetar después su 
eonstitueionalidad en cuanto autoriza el cobro de cierta 
cantidad en los casos en que la obra pública no ha valo- 
rizado el inmueble. Ei recurso extraordinario interpuesto 
en esas condiciones es improcedente (*). 



MARIA TERESA MINVIBLLB Y OTROS v. PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Cansas en que es parte una 
provincia. Causas que versan sobre cuestiones federales. 

La circunstancia de que el superior tribunal de una pro- 
vincia ante la cual se ha promovido contra ésta demanda 
contencioso administrativa por repetición de impuesto 
fundada en la ilegalidad e ineonstitueionalidad del de- 
creto respectivo en el orden local y en la violación de la 
Constitución Nacional, carezca de atribuciones para pro- 
nunciarse sobre este último punto, no ohsta a la impro- 
cedencia de la jurisdicción originaría de la Corte Suprema 
de la Nación para conocer de la demanda fundada en los 
mismos hechos que aquélla, cuyo traslado solicitan los 
actores que se difiera hasta que se dicte sentencia en dicha 
causa; pues la particularidad de referencia no impide que 
la Corte Suprema pueda pronunciarse oportunamente, por 
medio del recurso extraordinario, sobre las cuestiones fe- 
derales planteadas en *orma legal. 

Tampoco basta para fundar la interposición de la de- 
manda ante la Corte Suprema la finalidad de interrum- 
pir la prescripción de la acción (*). 



(t) 15 de octubre de 1948. 

(1) Pallo»: 188, 494; 176, 330; 209, 437. 
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SAIÍA PBBEYRA IRAOLA v. PROVINCIA DE CORDOBA 

CQNSTtTUCIOX XACIOXAL: Efectos *h h dr.lanwión de ¡ncans- 
tüucianalidad* 

hm m^nim que dolaran mciimtitüétoTial W impuesto 
no impiden oeeésaftóiiieiitó mi íitíeVa percepción por las 
npoviiaeiá»; siémpré que se watiee previo reajuste de aquél 
¡•umnliilo por los orpmismos pepiodñt^ con ftreSW f 
Uts Mmiwiww ád TribnriaKEÜá supone tratándose d? 
impuestos territoriales tevalidadc^ por conf iscatorio», Ja 
redwceifitt dé su tióhfo en la medida necesaria para mm 
ta tttéha roiisUUirinnal en Í4JÍ5 tóraimbs de la sentencia qi$ 
dispuso su reintegro 

La efectiva pmmnd¿ttéii( dé los fallos la forte Su- 
prema, cayo leal acatamiento indisponible para la 
trampiilidml pública la paz social y la estabilidad de las 
institu. iones importa un ajrravio ai orden constitucional. 

COXSrm CIOX XACIOXAL: Control *h con*tímitf#mHdá& t™~ 
puestos ¿i contribuctoiM* 

VA control ib» constitucioiialidad de los «ravámeiie» pro- 
viurialt's por la justicia federal se ejerce tárito F®* vía 
tic la repetición de lo pagado ron reserva, t mulada en a 
norma federal une s¿ pretende vichada, como mediante la 
invocación de esta última en la c jécur lóu tendiente al co- 
bro del tributo, con el fin de sustentar en la misma el 
recurso extraordinario en la oportunidad correspondien- 
te ( 2 ). 

i OXSTfTI'CIOX XACIOXAL: Kf$el*>9 <l< fel úeeWáeMn Ctó huons- 

titm tntmltrht'f. 

Si bien es admisible I» declaración jndi.ml referente ¡i 
I,, mmtt hasta la cual ha podido cobrarse lr|«t inminente el 
¡mpnesto declarado confiscatoHoi cabe exeluir aquellos 
casos en que «o es posible ni Tribunal jmeerio con preci- 
sión v objetividad. En el Minués!., de que el cálenlo del 



(i) 13 de octubre <K> IMS, PMle»i 21", : *w y '- 0s - 
Paltgi; l'J.% 87. 
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reajuste fuese posible con arreglo a lo resuelto en el fallo 
dictado en un juicio anterior de repetición entre las mis- 
mas partes y frustrado por la demandada al cobrar nue- 
vamente el gravamen, sólo correspondería pronunciarse 
sobre aquél en c! procedimiento de ejecución de la nueva 
sentencia; si entonces fuera propuesto ( s ). 



LEONARDO RODOGNO v. PROVINCIA DE BUENOS 

AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria f 9 la Corte Suprema. Cansas en que es parte una 
provincia* Cansas civiles. Causas que versan sobre normas locales y 
actos de las autoridades provinciales regidos por aquéllas. 

No corresponde a ta Corte Suprema conocer originaria- 
mente en el juicio sobre reivindicación e indemnización 
de danos promovido contra una provincia con el objeto 
de reponer la.s cosas en la situación anterior a los proce- 
dimientos de las autoridades de aquélla por los cuales se 
detuvo a dependientes del actor mientras pescaban en una 
laguna, so pretexto de que lo hacían sin permiso en aguas 
fiscales, y se los despojó de la pesca, las barcas y los im- 
plementos que utilizaban, si no obstante invocarse la vio- 
lación de normas constitucionales, la acción se funda tam- 
bién en cuestiones de orden local como las referentes a 
saber si las autoridades se ajustaron o no a lo dispuesto 
por las leyes provinciales 4416 y 4690 sobre la materia 
ni por la reglamentación de las mismas (*). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
y debe ser declarada en cualquier estado del juicio, a pe- 
tición de parte o de oficio (*). 



(*) Fallos: 212 (Víaña). pfig. 

(1) ir» ele octubre de 1048. 

(2) Fallos: 210, 780 y 839, 
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MARIANO CENTURION, LORENZO MARTINEZ Y OTROS 

HOMICIDIO: Homicidio simple. 

La progresiva concatenación de agravios morales y mate- 
riales* inferidos por la víctima » los hermanos del homi- 
cida, reiterados en la incidencia final que precipité el 
crimen, no basta para admitir la inimputabilidad del aeu- 
Hado, tanto más cuanto que su propia imprudencia al ata- 
jar e interpelar intempestivamente a quien luego mató de 
un tiro de winehester, podía desencadenar la tragedia, 
como efectivamente ocurrió, en la cual no se Ha probado 
que mediara la agresión ¡legítima indispensable para re- 
pelerla racionalmente. No surgiendo de autos elementos 
suficientes para tener por acreditada la agravante de ale- 
vosía, corresponde considerar al procesado como ineurso 
en el delito de homicidio simple e imponerle sólo doce años 
de prisión, teniendo en cuenta el excelente concepto de 
que posa, sus hábitos de trabajo y dedicación a la familia, 
su no ingerencia en los hechos posteriores realizados por 
los demás eoprocesados. loa daños y vejámenes que debió 
soportar la víctima, la fama de hombre guapo que a esta 
última se le atribuía, la extraña desaparición del revól- 
ver que llevaba y en cuyo USO inminente funda el vic- 
timario la necesidad de la legítima defensa, y el insulto 
que precedió al disparo mortal. 

TESTA TIYA. 

Demostrado el carácter fatalmente mortal c instantáneo 
de la heriáa de bala que hizo estallar el hígado de la víc- 
tima; que. por tanto, los golpes de palo y machetazos in- 
feridos al cuerpo de la misma no podían herirlo de muerte, 
pues ya había fallecido, no procede considerar a quienes 
los aplicaron co-autores de un homicidio ya cometido por 
manos ajenas, sino declararlos pasibles de las sanciones 
propias del delito imposible, cuya graduación queda su- 
bordinada a las reglas y a la escala del art. 44 del C. 
Penal. 

TENTATIVA. 

Si bien el C; Penal no castiga con extrema severidad a 
los comprometidos en un delito imposible y puede llegar 
a la exención de toda pena, esa regla no es de carácter 
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nbsoliito. Queda librado ul criterio judicial la apreciación 
do las circunstancias del bocho intentado y la mayor o 
menor peligrosidad de los agentes, que funciona así como 
índico para la liberación o no de las sanciones penales. 



Sentencia del Jije» Letrado 

Farinosa, setiembre 11 do 1946- 

Autos y vistos: 

Esta causa criminal N f 1211/042, venida a sentencia, se- 
guida por homicidio c./ Lorenzo Martínez, de apellido mater- 
no Beloto, sin sobrenombro ni apodo, paraguayo, de 31 años 
de edad con 12 de residencia en el país, soltero, comerciante, 
con instrucción, domiciliado en el paraje "Las Mwleritas", 
jurisdicción de Pozo del Tigre, de este Territorio; Mariano 
Centurión, sin sobrenombro ni apodo, paraguayo, de 33 años 
do edad ron 12 do residencia en el país, soltero, comerciante, 
con instrucción, con igual domicilio; Magín Ramírez o Salinas 
o Francisco Vargas, paraguayo, de 33 años do edad con 31 de 
residencia en el país, viudo, sin instrucción sabiendo sólo fir- 
mar, peón do agricultura, con el mismo domicilio indicado; y 
Claudio Ramón Riquelme, de apellido materno Días, sin sobre- 
nombre ni apodo, argentino, de 17 años do edad, sin instrue- 
ción sabiendo sólo firmar, peón agricultor, y con el mismo 
domicilio de los anteriores. 

Causa de la cpie resulta: 

Que con el parte de fs. 1, inspección ocular do fs. 6, in- 
formé médico de fs. 47 vta., peritaje de fs. <i7 vta., partida 
ile defunción de fs. 76. deelanieiones de fs. 12, 17, 20, 21 vta., 
36 vta., 41, 58¿ 60, 159. 160, 161 vía., 169, 170 vta. y 172; 
indagatorias tío fs. 2 vta., 27 vta., 31 vta., 33 vta., 52, 55, 
61, «4 vta., 106, 107 vta., 109 vta., 111 y 190, y demás ele- 
mentos de juicio obrantes en autos, — se imputa a los aousados 
ser autores responsables del delito de homicidio (art. 79 Cód. 
Penal) en perjuicio de l>. José David Ruú. 

Y considerando : 

Que se halla acreditado en autos que en diciembre 5/942, 
aproximadamente a las 8 horas, en circunstancias en que la 
víctima acarreaba una hacienda, en el paraje "Las Maderi- 
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tas", acompañado de su hijo menor Gildo y de su peón Do- 
mingo A^iioro, fu** interceptado en su paso, al enfrontar la 
casa, de Lorenzo Martínez y Mariano Centurión, por el prime- 
ro de éstos, armado ron un É< Winchester M calibre 14. 

Que al sor la víctima interpelada por el tal Martínez, 
detuvo su cabalgadura, descendiendo de la misma; circuns- 
tancia, csia. en «pie Martínez, apuntándole con su arma, le 
hace un disparo quito va a herir a aquélla en el abdomen. 

Que, caída así la víctima. Centurión y sus peones Magín 
Ramírez y Claudio Ramón líiquelme, con palos y anuas blan- 
cas, Completan ej ataque golpeándola hasta destruir parte de 
la cara y del cráneo. 

Que tales constancias emergentes de autos se bailan corro- 
horadas, no sólo por las propias confesiones hechas por los 
imputados Snte la Instrucción, con la sola excepción de Riquel- 
IIM . —sino también por la deposición del testigo presencial, 
no tachado, Cipriano Albornoz y su reconocimiento de los acu- 
sados (diligencia de fs. líí» vtn.). como por la declaración del 
menor Gildo, testigo presencia!, también, del ataque y nuerte 
de su padre, y por las constancias del informe médi o legal 
que certifica, además de la herida de bala, la existencia de nu- 
merosas Fracturas y lesiones de golpes de armas blancas en 
el cuerpo de la víctima. 

Que corrobora, asimismo, esa seria responsabilidad de loa 
procesados, las contradicciones evidentes habidas sucesiva- 
mente en sus declaraciones: ante la Instrucción, todos acusan, 
primeramente, como único autor a Centurión, tratando de 
desligarse los restantes de cualquier responsabilidad ; rectifi- 
can luego ante la misma Instrucción, aquellas manifestaciones, 
y ante los cargos acumulados, cada uno de los acusados con- 
fiera su determinada participación en el hecho, con la única 
excepción de Riqueline que, como se lia señalado ya, niega toda 
participación suya en el ataque y homicidio de la víctima. 

Que. ya ante estos Estrados, los acusados vuelven a recti- 
ficar sus declaraciones, esta vez con la excepción de Lorenzo 
Martínez, ipie confiesa, sí, haber sido el autor del disparo de 
arma que ocasionó la muerte de la vfcfí rta; rectificaciones 
estas ante el Tribunal iuc no se fundamentan en razones ni 
circunstancias alguna valederas, por lo que todo ello lleva al 
¡mimo del Juzgado la exteriorizaeióu de un propósito de eludir, 
110 obstante las confesiones y declaraciones anteriores, la t&fr 
pensahíliibul en el hecho por el que se les juzga. 

Que reafirma esa serie de reiteradas con tradiciones, el 
hecho, por ejemplo —señalado por el Ministerio Fiscal— de 
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que a fs, 106 vía. Centurión declara que la víctima al des- 
montar de su cabalgadura "desenfundó un revólver y avan- 
zó hacia Martínez apuntándole con el arma", y todos los res- 
tan ten acusados, por su parte, reconocen que la víctima "no 
sacó armas cu ninjrún momento". 

Que, establecido todo ello, esa responsabilidad, en cuanto 
a Lorenzo Martínez, es aceptada por la propia defensa (fs. 
Ííl% sin que pueda variar el máximo de esa responsabilidad 
la invocación de que el disparo hecho por aquél obedeció a la 
prepotencia de líuiz, como lo pretende la defensa; ya que si 
de alguien partió la provocación fué del propio Martínez al 
salir al cruce a la víctima y armado con un ' 'winehester". 

Que, en lo que respecta a los otros acusados, las diligen- 
cias del período probatorio no han variado en nada la situa- 
ción de los mismos acreditada durante el trámite del proeeso, 
sin que pueda desvirtuar esa situación de responsabilidad las 
polas manifestaciones de los acusados que, luego de haber reto- 
nocido sus participaciones en el hecho, pretendieron escudarse 
en sus posteriores negativas, 

Que, establecida así, a juicio del Magistrado esa responsa- 
bilidad, cabe ahora considerar la calificación legal de los hechos 
imputados para la aplicación de la penalidad a imponerse. 

Que, en cuanto a Martínez confesó de ser el autor del 
disparo de arma que diera muerte a la víctima, y en cuanto 
a la eo- participación de los otros acusados que contribuyeran 
al deceso del occiso, lucero de efectuado aquel disparo, yon sus 
matos tratos al cuerpo caído, antes de fallecer la víctima, en 
forma continuados "por algún espacio de tiempo" (E. Gómez: 
trat tíer. Pe»., 1. II, p&g* 55/63), dan, ya el perfil dentro 
del cual debe encuadrarse la responsabilidad legal de loa acu- 
sados. 

Que. la calificación no sería, as?, la del ensañamiento y 
sevicias graves, ya que no se hallarían reunidos los requisitos, 
en los procesados, de oeasiunar sufrimientos innecesarios a la 
víctima 44 por sentir el placer de verla sufrir antes de morir"; 
por lo que, no habiéndose acreditado estas cireunstíüiieiíi *, co- 
rresponde establecer la responsabilidad, dentro de las- disposi- 
ciones del art, 70 de la ley de fondo estipuladas para el homi- 
cidio simple, en la forma como lo interesa el Ministerio Pú- 
blico (fe, 109 vta.). 

Que, a los fines de la penalidad a establecerse, cabe tener 
presentes las informaciones de vidas y costumbres, las caracte- 
rísticas del hecho v la verdadera peligrosidad empleada para 
cometer el delito, exteriorizada en la consumación del hotni- 
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cidio, Apeándose a lu víctima, ya indefensa, luego de haber 
caído nial herida por la bala del "winehestíT'* calibre 44; 
fallo: condenando al Lorenzo Martínez, de las ya señaladas 
circunstancias perw>nales, Mariano Centurión y Ma^ín Ramí- 
rez, de las circunstancias también señaladas nt supra, a la pena 
de 20 añas de prisión cada uno con costas y accesorias lepa- 
lea, como autores responsables del deliro de homicidio simple 
(art, 7!» Cód. Penal) en perjuicio de D. José David liuiz. 

Condenando a Claudio Ramón Riquctmc, de las circuns- 
tancias personales señaladas, también, uf SUpra, a la pena de 
10 año» ilé igual pena y por el mismo hecho, penalidad que se 
establece, también con cosías y accesorias por ese término, 
en virtud de la disminución que autoriza el art. 37 inc. b) 
Cótfc Penal. — Jútm M. A, Chiara Vicyra. 



Sentencia de la (\vmara Pedfral 

Paraná. 22 de agosto de 1947. 

Y vistos: Considerando: Que de la prueba de autos estu- 
diada cu la sentencia recurrida, resulta que los procesados 
deben ser considerados autores principales del hecho de que 
se trata por haber tomado parte activa en la ejecución del 
hecho, datándose evidentemente de un acuerdo concertado 
para la consumación del misino, por lo que la sentencia recu- 
rrida debe considerarse ajustada a derecho y justa la pena im- 
puesta a los reos, dada la forma alevosa en que procedieron y 
la participación directa de éstos que debe considerarse indis- 
pensable para su realización, por lo que les corresponde igual 
pena, ron arreglo a lo establecido en el art. 45 del Cód. Penal, 
salvo en lo que se refiere a Riquelme que por su menor edad 
tiene derecho a que se le disminuya la pena en la forma 
determinada para la tentativa (arte. 70, 37 inc. b) y concor- 
dantes del CÓd. Penal). 

Por lo expuesto, sus fundamentos y los concordantes del 
dictamen del Fiscal de la instancia originaria de fs. 198, se 
resuelve: confirmar cu todas sus partes, con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 277 a 278. — E. Garbo Funes. — Julio A. 
limites. — A lu í Madariaya. 
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Buenos Aires, 1S de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Centurión Mariano, Martínez Lo- 
renzo, Ramírez Magín y Riquclme Ramón o Ramón Ri- 
quelme Díaz, homicidio", en los que se ha concedido a 
fs. 292 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que la sentencia apelada al confirmar por sus fun- 
damentos la pronunciada por el inferior a fs. 277, de- 
da ra la co participación y culpabilidad criminal de to- 
dos los imputados por homicidio en la persona de José 
David Ruiz, hecho acaecido el 5 de diciembre de 1942 
en el paraje "Las Maderitas" próximo a la localidad 
de Pozo de Tigre en el Territorio Nacional de Forana 
y en virtud del cual, se impone a Lorenzo Martínez, 
Mariano Centurión y Magín Ramírez la pena de 20 años 
do prisión con accesorias legales y a Ramón Riquelme 
Díaz la de 10 años de prisión en razón de su minoridad 
(arts. 79 y 37 inc. b del Código Penal, respectivamente). 

Que, según se desprende de las pruebas aportadas 
a la causa, el hacendado José David Ruiz fué muerto 
de un tiro de wincbester disparado a menos de cinco 
metros de distancia por su vecino el comerciante y agri- 
cultor Lorenzo Martínez, después de una brevísima in- 
terpelación en el camino adyacente a la vivienda de am- 
bos, en circunstancias que la víctima acompañado por su 
hijito y dos peones conducían un lote de hacienda va- 
cuna para abrevar en el río Colorado (confesión de fs. 
52, declaración de los co-procesados a fs. 55 y 61 vta. 
v testigos presenciales, fs. 17, 21 vta., 3fi y 41 vta.). El 
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informe médico de fs. 47 vta. a 50 vta. expresa categó- 
ricamente que lii herida de bala interesó al hígado en 
8U cara anterior y que "dada la gran fragilidad de este 
órgano, es mortal por el estallido consecutivo, dado que 
de dicho orificio nuuiaW un líquido espeso y achocola- 
tado de olor fétido r ciua^terístieo del hígado en estado 
de descomposición'*. 

Que, pese a diversas rectificaciones de todos los 
intervenientes en la causa, está igualmente prohado que 
de inmediato al hecho principal y estando en tierra el 
cuerpo inmóvil de Ruiz que había caído como "fulmi- 
nado", se acercaron a toda carrera Mariano Centurión 
y Magín Ramírez con un machete el primero y un palo 
con clavos en cada extremo el segundo, quienes golpea- 
ron repetidamente en el cuerpo y la cabeza de la víctima 
y de cuya agresión armada, su cadáver aparece con las 
numerosas heridas y contusiones dcscrtptus en el in- 
forme pericial de fs. 47 y siguientes. 

Que, en cambio, cuestiónase con toda energía la pre- 
sunta intervención armada en aquellos hechos, y aun su 
presencia en el lugar, del menor Ramón Riquelmc Díaz, 
a lo que presta mayor asidero, las abundantes contradic- 
ciones que es dable observar entre los testigos de cargo 
y de desea rgo acerca tle la participación directa o indi- 
recta de aquél en la comisión del hecho incriminado. 

Que, por su parte, la defensa de los procesados en 
segunda instancia y aun ante esta Corte, ha insistido 
esencialmente en la alegación de la legítima defensa en 
favor de Lorenzo Martínez y respecto a los restantes, 
en la atenuación del delito imposible, por haberse limi- 
tado a herir o golpear a una persona que ya estaba sin 
vida. Todo ello sin perjuicio y en subsidio, de encuadrar 
el caso dentro del homicidio en rtun previsto por el art. 
95 del (Vdigo Penal, al no poderse comprobar fehacien- 
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teniente, quién piulo sor oí autor de la tienda que en de 
finí ti va provocó el deceso de Ruiz. 

Que tanto la defensa como el Sr. Procurador de 
Cámara, han señalado las deficiencias del fallo de fe. 
277 y los errores de la calificación recaída y, por lo mis- 
ino, la desacertada graduación de las penas aplicadas 
que, respecto a Centurión y Ramírez coinciden en con- 
siderar excesivos, tanto más, cuanto que al concepto 
general no siempre muy favorahle a la víctima, se le 
oponen los óptimos antecedentes de todos los imputados. 

Que de la precedente relación de antecedentes, se 
desprende la necesidad de analizar por separado la si- 
tuación de cada uno de los encausados, pues, si como lo 
resuelve la sentencia apelada concordante con la de pri- 
mera instancia todos deben ser tenidos como co autores 
en concierto do voluntad criminosa o según lo entiende 
y lo reitera la defensa, se trata de un homicidio simple 
únicamente cometido por Martínez y de un delito impo- 
sible e irrealizable la tentativa de los dos últimos nom- 
brados, el Tallo se habría ajustado o no, para cada uno 
de los procesados, a las disposiciones del Código Penal 
invocadas en la sentencia recurrida. 

Que, en consecuencia, corresponde determinar en 
primer término, si se trata de un solo y mismo acto de- 
lictuoso, homicidio, dentro de la participación criminal 
a que se refiere el art. 45 del Código Penal o si por el 
contrario, el Tribunal debe abocarse simultáneamente 
al homicidio consumado por un solo agente activo y, 
también, a un tipo Mi gméés de tentativa que pueda 
ser juzgado de acuerdo a la figura excepcional del de 
lito imposible por inidoneidad del objeto, figura gené- 
rica ésta que como las demás concurrentes de inidonei- 
dad jurídica o del medio empleado, hállase incluida en 
el texto expreso del último apartado del art. 44 del Có- 
digo Penal. Todo ello, sin perjuicio que a mérito de las 
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conclusiones a que pueda arribarse, sea menester aplicar 
las disposiciones del art. 46 del citado Código. 

Que, a tales efectos y salvo las indagatorias poli- 
ciales de fs. % 1 \\a. y 28, en que impulsado Centurión 
por un sentimiento «le amistad hacía su socio Martínez 
se declaró único autor de la muerte de Ruiz, está debi- 
damente acreditado que Lorenzo Martínez descerrajó 
el tiro de winchester que provocó el deceso de aquél (fs. 
37, 4'J, 52, 5(5 y (ü). No cabe discusión, entonces, sobre 
esa circunstancia material, la que por otra parte no ha 
sido desvirtuada en ningún momento por la defensa, 
que se luí concretado a sostener tanto la exculpabüidaú 
prevista en el inc. (i* del art. 34, como la progresiva con- 
catenación de agravios morales y materiales inferidos 
por la víctima y reiterados en la incidencia final que 
precipitó el crimen. 

Que, aun aceptando la veracidad y gravedad de 
aquellos agravios referidos parcialmente al vejamen de 
los hermanos de Martínez, no es razón bastante para 
admitir la iitimputabilidad del procesado en un proceso 
de tardía reacción subjetiva, tanto más, cuanto que su 
propia imprudencia al atajar e interpelar intempestiva- 
mente a Ruiz con un arma de largo alcance « n sus ma- 
nos, podía desencadenar la tragedia como efectivamente 
ocurrió y en la que faltó o no se ha podido probar la 
agresión ¡legítima indispensable para repelerla racio- 
nalmente (art. 34, ¡Üo. & a) y b), del Código Penal). Y 
no surgiendo de autos elementos suficientes para tener 
por acreditada la agravante calificativa de alevosía, 
corresponde considerar a Martínez, como incurso en el 
delito de homicidio simple (art. 79 del Cód. Penal), 

Que, respecto a la graduación de la pena que igual- 
mente ha sido motivo del recurso y atento al excelente 
concepto de que goza Martínez, sus hábitos de trabajo 
y dedicación a la familia (fs. 88 y SÜ), su no ingerencia 
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en los hechos posteriores realizados por los demás co- 
procesados, los daños y vejámenes que debió soportar 
de la víctima y que no han sido desvirtuados ni en el 
sumario ni en la sentencia de primera instancia que al 
decir del señor Fiscal de Cámara debió ser "mejor es- 
tudiada y más explícita" (fs. "288 vta.), la fama de hom- 
bre guapo que se le atribuía a Ruiz, la extraña desapa- 
rición del revólver que llevaba y en cuyo uso inminente 
funda el victimario la necesidad legítima de defensa y 
el insulto que precedió al disparo mortal, en lo que coli- 
cúenla hasta el testigo de cargo Albornoz (fs ; 17 vta.), 
constituyen circunstancias suficientes para afirmar que 
la pena impuesta ha sido excesiva (art. 40 y 41 del Có- 
digo Penal). 

Que, respecto a la participación de Centurión y 
Ramírez, todas las comprobaciones sumariales permiten 
asegurar que su intervención fué posterior a la caída y 
muerte de Ruiz, tanto, que aun los testigos de cargo es- 
tán contestes en reconocer que aquellos permanecían 
alejados del lugar de la incidencia en actitud de cavar 
un pozo y que sólo después de escucharse el disparo 
llegaron a toda carrera (fs. 18, 22 vta., 37 y 42). 

Que, en consecuencia y atendiéndose al informe mé- 
dico de fs. 47 y de manera especial a la concluyente pe- 
ricia de los señores médicos de los tribunales de la Ca- 
pital evacuando a fs. 309 la medida para mejor proveer 
ordenada por esta Corte Suprema, corresponde tener 
por suficientemente probado, el carácter fatalmente mor- 
tal e instantáneo de la herida de bala que hizo estallar 
el hígado de la víctima y por consiguiente, que los gol- 
pes de palo y machetazos infringidos al cuerpo de Ruiz 
no podían herirlo de muerte, desde el momento que ya 
había fallecido. Sea cual fuere la intención de los agre- 
sores, el homicidio oslaba consumado y su intervención 
por más reprobable que fuese, no puede ser juzgada 
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como la do los co-autores de un homicidio ya cometido 
por manos ajenas, La ovidéiitc inidoneidad del objeto 
perseguido — es*.» os, apuñalar y golpear a un cadáver — 
y sobre la cual fúndase cutre otras cansas la doctrina 
del delito imposible, obliga a los jueces a prescindir de 
la intención real o probable que guiaba a los agresores. 

Qü6 ello no obstante y si bien la ley penal argenti- 
na no castiga con extrema severidad a los comprome- 
tidos en un cielito imposible y hasta puede llegar a la 
exin ición de toda pena, esa regla no es de carácter ab- 
soluto, como se desprende del propio texto del apartado 
final del art. 44 del Código Penal ,K1 precepto letral deja 
librado al criterio judicial, la apreciación de las cir- 
cunstancias del hecho tentado y la mayor o menor peli- 
grosidad fio los agentes actores, que funciona así como 
índice para la liberación o no de las sanciones penales. 
Aplicado al caso ese régimen fega;] basado en uniforme 
doctrina que rechaza la irrepresión absoluta del delito 
imposible, es evidente la despiadada acometividad y la 
peligrosidad de sus autores, a tal punto que la misma 
defensa no ha podido silenciar 4 Mu estúpida agresión al 
cadáver de Kuiz" {fs. 305 vta.). Por ello y demás ele- 
mentos de juicio del sumario, corresponde declarar tam- 
bién, que los procesados Centurión y Ramírez son pasi- 
bles de las sanciones propias del delito imposible, cuya 
graduación queda subordinada a las reglas y a la escala 
del art. 44 del (Vul. Penal. 

Que en cuanto a la participación del menor Riquel- 
me Díaz, no puede ser negada, pese al visible propósito 
de los restantes encausados que han procurado en toda 
forma excluirlo de los hechos. Los testimonios de Ma- 
rín (ís. 21 y\). Agüero (ís. 3<¡ vta.) y del hijo de la víc- 
tima — (íihlo Ruiz — a fs. 42, son totalmente concordes 
en ese aspecto como en las demás aseveraciones no con- 
tradichas por los proc esados, por lo (pie no puede du- 
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darse do su sinceridad. Más todavía, el testigo Albornoz 
a quien no le alcanza la sospecha de parcialidad afec- 
tiva o de dependencia que se ha alegado respecto a los 
anteriores, es bien categórico a fs. 17 vta. y de manera 
más parí ¡calar en el reconocimiento de fs, 39 v., res- 
pecto a la intervención de Riquelme Díaz. Forzoso es, 
pues, admitir su participación conjunta con Centurión 
y Ramírez y por ende, su represión de acuerdo a los prin- 
cipios y a las normas ya enunciadas. 

Por estos fundamentos «o reforma la sentencia ape- 
lada en cuanto a la calificación legal y graduación de 
la pena que corresponde al delito perpetrado por Lo- 
renzo Martínez, ni que so lo declara ineurso en el delito 
de homicidio simple y por el cual se lo condena a cum- 
plir la pena de doce años de prisión con accesorias le- 
gales y cosías. Respecto a Mariano Centurión, Magín 
Ramírez y Riquelme Ramón o Ramón Riquelme Díaz 
se la reforma igualmente y a mérito de lo expuesto en 
los considerandos precedentes y las reglas del art. 44 
del Código Penal, se los condena a cada uno de ellos, 
a la pena de cuatro anos de prisión con accesorias lega- 
les y costas. Por tanto y respecto a los tres últimamente 
nombrados, dado el tiempo que llevan en prisión pre- 
ventiva y lo prcccptuudo en el art. 24 del Cód. Penal, 
dispónese su inmediata libertad. 

Tomas 1). Casauks — Felipe S. 
Pkiikz — Luis R. Lonohi — 
Justo L, Alvaiiez R< dríouez 
— Rodolfo Q. Valenzuela. 
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NACION ARGENTINA v. JOSE TOMAS GARRAHAN 

PRESCRIIHUOX: Ticmp» dé ta prescripción* tíaUna ciciL Pretcrip* 
CÍÓn decenal* 

Prescribe a itís flfeí *ño$ la ac0i$ti tendiente a recobrar 
el importo do que el demandado — ex-Jofe *lo una Oficina 
do Correos — que so halla prófugo, dispuso sin pertene- 
wvle. La acción tiene por objeto una deuda exigióle y d 
plazo do su prescripción os ol del :;rt. 4023 del Código 
Civil y no ol del art. I(j$f del mismo Código. 

DEMAS VA: Contestación u la demanda. Efecto». 

Si en la contestación a la demanda no so hizo cuestión 
sobro la regularidad do los procedimientos administrativos 
oon los que se llegó a la determinación do la suma adeu- 
dada por ol demandado, limitándose la defensa a alegar la 
prescripción del art. 4023 del Código Civil, os decir* que 
el título eon el cual se promovió la acción no fué obser- 
vado, os inadmisible la objeción i\W a los procedimientos 
con qiie se lo constituyó se hizo roción en ta expresión 
do agravios. 



Sentencia del JüeS Feheral 

Morondos, octubre í) de 1047. 

Y vistíis: Esté juicio seguido por el Fisco Nacional contra 
don Jomó Tomás (¡arralum sobre cobro de posos, do cuyo estu- 
dio resulta: 

1«) Que a fs. 21 se presenta el Sr. Procurador Fiscal 
promoviendo, on representación del Fisco, demanda ordinaria 
por cobro de la suma do * M'Mhiu m/n„ a que asciende el 
déficit que dejó el demandado on la Agencia Ameghmo de la 
Caja Nacional de Ahorro Postal. Acompaña resoluciones de la 
Contaduría General de la Nación y pide haga liiirar a la acción 
con intereses y costas. 

2") Que citad*» por edictos el demandado (jarraban, (fs. 
23 y 24) éste no eompareció a juicio, por lo cual .se le designó 
como su defensor al Sr. Defensor Oficial, quien a fs. 28 con- 
testó la demanda negando los hechos y alegando la proscripción. 

3*) Que abierto el juicio a prueba se produjo la ccrti- 
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ficadu a fs. 35. rio habiendo alegado las partes sobre su méri- 
to, y a fs. 45 si» resolvió definitivamente por la Excma. Cáma- 
ra la cuestión relativa a la prescripción u la que no se hizo 
lugar. 

4*) Que a fs. 18 el suscripto, en virtud del referido pro- 
nunciamiento tlel superior, llamó autos para sentencia a fin de 
decidir robre e! fundo del asunto, y 

Considerando: 

I. Que Cómo se desprende de los términos de la demanda 
y de las constancias de la causa criminal n ? 3984 (agregada sin 
acumular) la suma reclamada por el Fisco tiene por origen un 
delito qué había cometido el demandado como empleado del 
Estado y en perjuicio de éste. Dicha causa criminal no ha sido 
aun sentenciada con respecto a Oarrahan; pero no obstante esa 
circunstancia es procedente un pronunciamiento en este juicio 
civil, por encontrarse prófugo el demandado — fs. 203 de la 
referida causa criminal y fs, 32 vta. del presente juicio (ort. 
1101. inc. 2* del Cód. Civil), 

M. Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
declarado que los agentes de la administración no pueden ser 
responsabilizados civilmente por hechos administrativos sin (pie 
proceda el examen de las cuentas y la resolución definitiva de 
la Contaduría 1S enera I de la Nación que declare su responsa- 
bilidad administrativa y ordene proceder al cobro del importe 
del cargo respectivo (Fallos, t. 193, p. 359), 

Tal requisito se ha cumplido en el caso de autos como lo 
prueban las resoluciones de Ja Contaduría n 9 8159, de fecha 
21 de octubre de 1933 y n* 1609 del 16 de mayo de 1938 (ver 
copias legalizadas de fs, 12 y 16 y cargo de fs. 19) , 

En dichas resol liciones consta que se ha cumplido con los 
requisitos exigidos por el art. 66 y 74 de la ley 428. 

III. Que contra las constancias de las referidas- resolu- 
ciones de la Contaduría no se ha formulado ninguna impug- 
nación concreta ni se ha intentado siquiera realizar prueba 
alguna que pudieran enervar sus conclusiones. 

Por lo expuesto y en virtud de lo dispuesto en los arts. 1077 
y 107S del Código Civil y 75 de la ley 428, fallo haciendo lugar 
a la demanda y condenando en consecuencia, a don José Tomás 
Carral m a pagar al Fisco Nacional dentro del término de 
10 días la suma de $ 9.309,67 % sus intereses desde la notifi- 
cación de la demanda y las costas del juicio. — Eduardo Gar 
cía Qttiroga. 
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Sentencia de la Cariara Federal 

En ln ciudad de La Plata a los dos días del mes de agos- 
to de 1948; reunidos en ta Sala de Acuerdos del Tribunal los 
señorea Camaristas, para tornar en consideración el juicio 
F. íMüKí, caratulado 14 Fisco Nacional contra José Tomás Ga- 
rrahan sobre cobro de pesos ' ; el Sr. Camarista Dr. Jorge Gar- 
cía González que votó en primer termino dijo: "Que la reso- 
lución de &, 4SI-50, apelada por el Sr. Defensor Oficial que 
patrocinó al demandado Garrahan, lia resuelto la acción ordi- 
naria por cohro de pesos entablada por el Sr, Procurador Fiscal 
Fetleral de Mercedes en representación del Fisco Nacional, con 
arreglo a derecho y a los elementos de juicio que obran en la 
causa y expedientes agregados por cuerda. Las consideraciones 
qué anota la defensa en esta instancia en su memorial de fs. 

en procura de demostrar (pie es pertinente la revocación 
de la sentencia aludida, carecen de eficacia legal a los fines 
expresados, pues no consiguen enervar sus fundamentos; % 
por otra parte, las mencionadas consideraciones, han sido reba- 
tidas — desvirtuándolas— mi acertado criterio legal por el 
Sr. Procurador Fiscal de ('amara en su contestación de fs. 55 
y vuelta, resultando innecesario agregar otros argumentos a 
los ya expresados por este funcionario. En mérito de lo ex- 
puesto se confirma, con costas, la sentencia en recurso que con- 
denó a José Tomás narraban a papar al Fisco Nacional dentro 
del término de 10 días, la suma de $ 9.309,67 % con intereses 
desde la notificación de la demanda y las costas del juicio". 

Los Rrcs. Camaristas, Dres. Roberto C. Costa y Alfredo 
Pérez Varas, que votaron en segundo y tercer término, respec- 
tivamente, dijeron : Que adhieren al precedente voto del Sr. Vo- 
cal Dr. José García González. 

Por tanto, y a mérito de los votos contenidos en el Acuer- 
do precedente, se confirma, con costas, la sentencia apelada de 
fs. 40 que condena a José Tomás Garrahan al pago de la suma 
de $ 9.30ÍUJ7 %, con intereses desde la notificación de la de- 
manda y las costas del juicio. — Alfreda Pérez Varas. — Jorge 
García González. — Roberto C. Costa. 
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Buenos Aires, 20 de octubre de 1948, 



Vistos los autos: "Fisco Nacional c.| Garrahan Jo- 
sé Tomás ilj cobro de pesos", en los que se ha concedido 
a fs. 59 vta. e] recurso ordinario de apelación. 



Considerando : 

Que respecto a la defensa de prescripción de la que 
se hizo reserva a fs, 53 (punto III) para hacerla valer 
ante esta Corte cuando la existencia de sentencia defini- 
tiva permitiese traer la causa ante ella (ley 4055, art. 
3') debe estarse a lo decidido por la Cámara en la sen- 
tencia de fs. 57. En el juicio promovido simultáneamente 
contra Garrahan y su fiador, el 22 de junio de 1939, es 
decir, cuando no habían transcurrido los 10 años del 
art 4023 del C. Civil aunque se tome como punto de 
partida de la prescripción el que se adopta en el consi- 
rando V de la sentencia de fs. 37, juicio ventilado lúe- 
go sólo con este último no hubo desistimiento ni expreso 
ni tácito, pues la promoción de esta causa no tuvo otro 
significado que el de llevar adelante la acción deducida 
contra Garrahan en aquella oportunidad y que la sen- 
tencia, sólo relativa a la situación jurídica del fiador, 
dejó a salvo. Y en cuanto a la prescripción del art. 4037, 
alegada por primera vez ea esta instancia, cabe obser- 
var, por de pronto que lá suma reclamada en este juicio 
no lo es en concepto de indemnización del delito que el 
demandado cometiera (art. 4037 del C, Civil). Trátase 
de recobrar el importe de que Garrahan dispuso sin 
perteiiecerle. La acción tiene pues por objeto una deuda 
exigible'y por consígnente el plazo de su prescripción 
es el del art. 4023 del Código Civil. 
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Que en la contestación de la demanda no se hizo 
cuestión alguna «obre la regularidad de los procedi- 
mientos administrativos con los que se Hegó a la de- 
terminación de la suma adeudada por (larra lian <|iic se 
le reclama en esta causa, limitándose la defensa a ale- 
gar la prescripción del art. 4023 del Código Civil Vale 
decir que el título con el cual se promovió la acción no 
fué observado, y no es admisible, en consecuencia, la 
objeción que a los procedimientos con que se lo consti- 
tuyó se hizo recién en la expresión de agravios de fs. 53, 
donde, por lo demás, se reconoce (fs, 53 vta. última 
parte) que la primera liquidación (resolución 8159) es- 
taba equivocada, como resulta del texto de ella y de la 
n* 1G09. 

Por tanto se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de fs. 57. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lonohi — 
Justo L„ Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valekzuela. 



MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS DE LA NACION 

v. ESTEBAN A VACA 

EXPHOPIACIOS: Indemnización, Determinación de! valor real. 

El art. 31 de la ley n* 13. 2fi4 es imperativo para las jueces 
a quienes corresponder», cualquier* sea el estado de la 
Causa, antes de la sentencia final de aquella, requerir del 
tribunal de tasaciones el informe que especifica el art. 14 de 
la misma ley. 

rOXSTÍTUCION XACiOXAL: Constitucionaliaad t inconstituciona- 
litiml. Leyes nacionales. Varias, 

El art. 31 de la ley n* 13,264, en cuanto establece que 
en los juicios de expropiación de inmuebles en que no se 
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hubiere dictado sentencia definitiva, corresponderá ol tri- 
bunal que se halle avoc. lo al conocimiento de cada causa, 
requerir los informes a que se refiere el art. 14 de la ley, 
no importa atribuir a esta ret inactividad incompatible con 
principio o garantía constitucional alguna. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de octubre de 1948. 

Vistos los autos: "Ministerio de Obras Públicas de 
la Nación c./ Esteban Avara s./ expropiación", para 
decidir respecto de las cuestiones planteadas a fs. 167. 

Considerando : 

Que el art 31 de la ley n f 13.264 es imperativo para 
los jueces a quienes corresponderá, cualquiera sea el 
estado de la causa t antes de la sentencia final de aqué- 
lla, requerir el informe que especifica el art. 14 de la 
misma ley. 

Que ello no importa atribuir a la ley citada retro- 
actividad incompatible con principio o garantía consti- 
tucional alguna, en cuanto no se trata de la invalida- 
ción ni de la prescindencia de la prueba producida en 
los autos, sino del allegamiento de un elemento de in- 
formación más, que la jurisprudencia de esta Corte ha 
declarado procedente en condiciones similares a las de 
autos. —Fallos: 200, 180; cons. 10 y sgtcs.— , 

Que estando radicado el juicio ante el tribunal es 
improcedente la ampliación de término pedida. 

En su mérito se decide: 

1) No hacer lugar a la prórroga de término so- 
licitada. 

2) Declarar constitucional el art 31 de la lev 

13.264. 
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3) Requerir del tribunal de tasaciones se sirva 
expedir en el término legal los informes dispuestos en 
los arts. 14 y 31 de la ley 13.264, a cuyo efeeto se le re- 
mití ni n los autos con oficio. 

4) Intimar previamente al expropiado para que 
dentro del filazo de diez días comparezca su represen- 
tante a integrar el referido tribunal, bajo apercibimien- 

. t« de prescindirse de su intervención. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longmi ~ 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo 0. Valenzuela. 



MARIA CRISTIXA TOARZABAL 

mCfímO EXTIfAOHMXAltlO: Requisitos propios. Mario* di- 
recta. Normas extrañas a! jairio. Antéalos 16 a 19 de /« Constitución. 

PÍO procede el recurso extraordinario fundado en el art. 18 
do la Constitución Nacional contra la sentencia dictada 
sobre la base del alcance atribuido a los termino» "inte- 
rrumpir" o "entorpecer" la comunicación telefónica del 
art. 19? del Código Penal y por apreciación de los hechos 
de Ja causa, aun cuando se alepue que la garantía invocada 
prescribo la interpretación analógica y extensiva en ma- 
teria penal. 



Sentencia del Juez Federal 

I Sueños Aires, diciembre 29 de 1Q47. 

Vista esta cansa instruida a María Angélica Coronel, 
sin sobrenombre ni apodo, argentina, soltera, de 2G aííos de 
edad, doméstica, ilonuYiliada en la calle Iíivadavia 2368, 1er. 
1 iso. Capital, acusada de infracción al art. 197 del Código 
Penal, de cuyas constancias. 
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Resulta : 

1») El sumario se instruye con motivo de la denuncia 
presentada a fs. 2 por María Cristina Igarzábal, quien soli- 
citó la intervención del Juzgado para que cesaran los insultos, 
molestias e interrupciones dé que era objeto el aparato telefó- 
nico Libertad (38) 7635, de que es titular. 

2 9 ) A fs. g¿ y 10/11 1» Policía Federal, Dirección Ge- 
neral de Correos y Telecomunicaciones y ex-Compañía Unión 
Telefónica, informan haber constatado que los días 28 y 29 
de aposto, 4, !) a 14 y líi de setiembre de 1946, el aparato tele- 
fónico del denunciante fué objeto de llamadas para moles- 
tar e insultar, como también de otras llamadas durante las 
cuales se permanecía con el auricular descolgado y se cortaba 
la comunicación sin hablar, siendo efectuadas todos ellas por 
una persona del sexo femenino desde los teléfonos Cuvo 5056 
y Cuyo 4260, instalados en Rivadavia 23<¡8, 1er. piso! depar- 
tamentos 1 y 2. respectivamente, los que figuran a nombre de 
la obstétrica Elisa Haydée Baeignlupy de Defeo, El primero 
de dichos informes agrega que la autora de tales interrupciones 
es María Angélica Coronel, que vive en el mismo domicilio y 
que presta servicios como doméstica de la mencionada pro- 
fesional. 

ÍP A fs. 7 presta declaración indagatoria María Angéli- 
ca Coronel, quien expresa que durante 3 años estuvo de novia 
con José Soto (li.), cortando estas relaciones hace más o me- 
nos 1 aiio. pues el citado contrajo enlace con María Celina 
Igarzábal; que poco tiempo después, una persona que se daba 
a conocer como "Sra. de Igarzábal llamó frecuentemente 
por teléfono a la dueña de la casa donde ella presta servicios, 
diciéndolc que la despidiera por ser una mala persona, motivo 
por el cual la declarante llamó a varios abonados que figura- 
ban en la guía telefónica con ese apellido, a fin de indagar 
quien podría ser el que hablaba con su patroua. Agrega que 
otro de los motivos por los cuales llamó a los abonados Igar- 
zábal, fueron los celos, pues su ex-novio se había casado con 
una persona de ese apellido. Termina reconociendo que desde 
el teléfono Cuyo 42<¡0 llamó frecuentemente, en horas de la 
noche, al aparato telefónico de la denunciante, pero sin recor- 
dar con exactitud si tales llamadas las efectuó en las horas 
especificadas en el informe policial de fs, 5. 

4*) A fs. 8 presta declaración testimonial Elisa Haydce 
Hacigalupy, quien manifiesta que en mi domicilio de la calle 
Rivadavia 2:ít>8, se encuentran instalados los teléfonos Cuyo 
5056 y Cuyo 4-60; que desde el mes de marzo de 194(i comenzó 
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a ser víctima de impertinentes llamados telefónicos de diversa» 
personas, dirigidos a su doméstica ¿María Angélica Coronel, Ja 
cual es ta tunea persona que queda en su casa cuando sale 
de la misma. Agrega que en cierta oportunidad, una de las 
personas que Humaba se dió a conocer como *\Soto M y le 
pulió que luciera lo posible para que cesaran las persistentes 
molestias de que él era objeto dé parte de la citada Coronel, 
5 ) A fs. 12 presta declaración testimonial María Cris- 
tina [garzahal, quien expone que en el mes de diciembre de 
, 1111 hermano suyo, llama ¿o Luis Adolfo ígapábal comen- 
zó a ser victima .le toda clase de insultos telefónicos, motivo 
por el cual retiró su teléfono y solicitó nuevo» número ; que 
poco tiempo después, ella misma comenzó a sufrir esos insul- 
tos proferidos por una persona del sexo femenino, la cual 
ademas, entorpecía el funcionamiento de su aparato telefó- 
nico, obligándola a presentar al .Juzgado la denuncia de fs 2 
Airrerra que con tal motivo, consultó con su citado hermano, 
quien Je hizo saber que posiblemente la persona que los inco- 
modaba fuera una mujer llamada María Cristina Coronel, 
a la cual había conocido José Soto Vilanova, quien estaba 
por contraer enlace con María Celina Ifcarzábal, hija del refe- 
rido hermano. Termina expresando que atribuve esas moles- 
tias, — qup en la actualidad han cesado— a impulsos de ven- 
ganza de la nombrada Coronel, ya que esta no tenía a quien 
incomodar, por haber su hermano retirado el telefono. 

li*) A fs. 13 presta declaración testimonial José Soto 
(li.) expresando que en 1942 conoció a María Angélica Co- 
roñe!, con la (pie estuvo de novio por espacio de 6 meses, cor- 
tando luego esas relaciones, a pesar de los continuos requeri- 
mientos de la misma para que las continuasen; que a fines 
de 1945 se comprometió con María Celina lírarzabal, su actual 
esposa, y que. como es* noticia se publicara en Jos diarios, 
presume que la nombrada Coronel se enterara v empezara a 
llamar a todas las personas de apellido Iparaibal, como tam- 
bién a molestarlo a él llamando al lugar en que trabaja v a 
su propio padre y hermana. Asrreira que en una oportunidad 
fue a la casa de Elisa Haydée Baeigalupy de Defco para soli- 
viarle que impidiera el uso del teléfono a María Angélica 
t oronel. que trabajaba en su casa y que la referida le prome- 
tio luieer todo lo que estuviera a su alcance para evitarle las 
molestias de que era víctima. 

V) l>e fs. 14 a 17 corren la planilla de antecedentes 
y el informe elevados por la Policía Federal y el Registro 
Nacional de Reincidencia, de tos que resulta que la procesada 
no registra ningún antecedente judicial. 
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8*) Decretada a fs. 18 la prisión preventiva de la pro- 
cesada (cuya excarcelación bajo caución juratoria se concedió 
a fs. 2 del incidente agregado por cuerda separada), se cerró 
el sumario a fs. 22, acusando el Procurador Fiscal' a María 
Angélica Coronel como autora del delito previsto por el art. 
197 del Código Penal y solicitando se la condene a 6 meses 
de prisión, con costas. La defensa, por su parte, solicita a 
fs. 23 su absolución. 

9«) Abierta la causa a prueba a fs. 25, y vencido el ter- 
mino de la misma sin que se produjera alguna, se efectuó una 
nueva intervención del aparato telefónico de la Sta. de Igar- 
zábal, a raíz de una segunda denuncia formulada a fe. 27, 
informando la Policía Federal, la Dirección General de Correos 
y Telecomunicaciones y la ex-Compañía Unión Telefónica (fs. 
29, 30/31 y 33), no haberse registrado anormalidad alguna. 

Considerando: 

P) Se halla debidamente acreditado en autos con los 
informes de fs. 5, 9 y 10/11 y con las propias manifestaciones 
de la procesada a fs. 7, y demás constancias del proceso, que 
la autora de las llamadas telefónicas denunciadas por María 
Cristina Igarzábal a fs. 2, es la procesada María Angélica 
Coronel. 

II*) Tales hechos, —de acuerdo a la constante juris- 
prudencia de la Cámara Federal de la Capital, reiterada re- 
cientemente en la denuncia formulada por Andrés Ignacio 
Chiape, resuelta el 18 de noviembre ppdo — , configuran el de- 
lito previsto por el art, 197 del Código Penal, en lo cual el 
suscripto deja a salvo su opinión personal, vertida en el ya 
citado caso (agosto 13 de 1947). 

III*) Hallándose acreditada la responsabilidad de la pro- 
cesada y no siendo admisibles las excusas alegadas por el de- 
fensor en su descargo — toda vez que no existe vinculación 
directa entre la procesada y la denunciante, sino entre aquélla 
y una tercera persona — corresponde aplicarle la sanción que 
determina la citada disposición legal, para cuya graduación el 
suscripto tiene en cuenta lo establecido en los arts. 40 y 41 
del mismo texto legal. 

IV*) Y de acuerdo con lo resuelto en casos análogos, 
estando probado el uso indebido de los aparatos telefónicos 
Cuyo 5056 y Cuyo 4260, de los que es responsable su titular, 
pues han sido empleados para fines que violan las disposiciones 
contenidas en el art. 30 de la ley n* 750 % ; corresponde apli- 
car las sanciones previstas en la "Reglamentación del Servicio 
Telefónico Público*', (arts. u* 49 y 50). 
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Por estas consideraciones, fallo: condenando a María Angé- 
lica Corone!, como autora del delito previsto por el art 197 
del Código Penal, a sufrir la pena de 6 meses de prisión, 
pena que se deja en suspenso, de ac uerdo con lo dispuesto 
por el art. 26 del mismo Códipo y atentas las partícula ridades 
del caso y la edad de la procesada (causa* c./ Barbieri. Nora, 
fallada el 30 de setiembre de 1944, confirmada el 12 de mar- 
jto de 1945) ; eon costas. — Oscar D. Palma Retirán. 



Sentencia de la Cámara Fedeiul 

Buenos Aires, 23 de aposto de 1948. 

Y vistos: 

Siendo arreglada a derecho, y de acuerdo eon lo resuelto 
por este Tribunal en el caso de Andrés Ignacio Chiappe fatla- 
do el 18 de noviembre de 1947, se confirma la sentencia de 
fs. 40 que condena a María Angélica Coronel, como autora 
del delito previsto por el art 197 del Cód, Penal, a sufrir 
la pena de i\ meses de prisión, que se deja en suspenso, de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 26 del mismo Código. — 
Agustín .Yares Martínez. — José /?. Irusta Cornet. — Maxi- 
miliano Consoli. 
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Bs, Aires, 20 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "I^arzabal María Cristina - Den, 
art. lí)7 Códifco Penal", en los que se lia concedido a 
fs. 58 el recurso extraordinario. 

Considerando ; 

Que esta causa lia sido resuelta por interpretación 
y aplicación del art. lí>7 del C. Penal y sobre la base de 
la prueba traída a los autos. Xi la apreciación de esta 
última ni la interpretación aludida, que lo es de una 
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norma de derecho común, son susceptibles de revisión 
por la vía del recurso extraordinario. En el supuesto 
de que la prohibición de hacer interpretaciones analó- 
gicas y extensivas en materia penal (art 12 del C. de 
Proc. en lo Crim.) sea una garantía constitucional por 
entenderse que dichas interpretaciones comporten, co- 
mo lo sostiene el recurrente, aplicación de pena sin ley 
(art 18 de la Constitución) es lo cierto que la del art. 
1!>7 se ha hecho en el caso sobre la base de lo que se 
entiende que el precepto significa por « 1 interrumpir 9 ' o 
"entorpecer 9 * la comunicación telefónica, y de una apre- 
ciación de los hechos probados según la cual configu- 
raron efectivo entorpecimiento. El razonamiento en que 
la conclusión se asienta podra ser o no acertado, pero 
no hay duda de que no es analógico ni extensivo, como 
no sea —supuesto que fuera erróneo—, en el sentido 
de que toda interpretación equivocada importa o una 
restricción del verdadero alcance de la ley, o una am- 
pliación impropia de 61 Pero es obvio que una tal ex- 
tensión indeliberada de dicho alcance es cosa por com- 
pleto distinta de la interpretación deliberadamente ex- 
tensiva. Abrir el recurso extraordinario en tales casos 
tanto importaría como convertirlo en una tercera ins- 
tancia ordinaria, con violación de lo dispuesto por el 
ine. 11 del art. 67 de la Constitución. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara mal concedido a 
fs. 58 el recurso extraordinario. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Longhi — 
Justo L. Alvaisez Rodiiíguez, 
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LA ROSARINA v. DODERO 

RECURSO DE QUEJA. 

El recurso de queja no es susceptible de ser deducido 
telegráficamente 

RECURSO DE QUEJA, 

Debe desestimarse el recurso de queja si la presentación 
del mismo es extemporáneo, aun ampliado el término del 
art. 231 de la ley 50 por razón de la distancia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales, Exclmum de las cuestiones de hecho. Reglas generales, 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto 
contra la sentencia que tiene fundamentos de hecho y de 
derecho cotm'm suficientes para sustentarla. 



EDUARDO ELIAS DELBENE Y JOAQUIN DEL RIO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competeneia federal Causas 
penales. Casos varios. 

Habiendo resuelto el jues federal interviniente en el res- 
pectivo proceso, de acuerdo con la opinión del procurador 
fiscal, que los hechos imputados a los acusados — uno de 
los cuales, conscripto, afirma que el otro, sargento del 
Ejército, le cobró una suma de dinero para evitar su in- 
corporación a las filas — no configuran el delito de ex- 
cepciones dolosas del servicio militar previsto por el art, 49 
del decreto n* 29.375/44, ratificado por la ley n» 12.913, 
y quedando solamente por juzgar el delito común de 
estafa, ajeno a la competencia de dicho magistrado, la 
causa es de competencia de la justicia ordinaria. 



(i) 20 do octubre de 194S. Pftlloi: 29, 452; 193, 34». 
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Dictamen del Procurado» General 
Suprema Corte: 

Según resulta de los autos principales, el ciudada- 
no de la clase 1927, Joaquín del Río, produjo informa- 
ción sumaria ante la justicia federal para exceptuarse 
del servicio militar, alegando ser el único sostén de su 
señora madre viuda. Resuelta su gestión en forma ne- 
gativa (fs. 33), afirma que el Sargento V de la Escuela 
Antiaérea, Eduardo Elias Delbene —a quien enteró de 
su situación—, le cobró la suma de un mil quinientos 
pesos nacionales para evitar su incorporación a las fi- 
las del Ejército. 

Por haberse declarado incompetente la justicia mi- 
litar que instruyó el sumario (fs. 139), recibió lo actua- 
do el Juez Federal de Azul, el cual adoptó análoga re- 
solución con respecto a su fuero y pasó los antecedentes 
al Juez en lo Criminal y Correccional del Departamento 
del sud de la Provincia de Buenos Aires (fs. 144 vta.). 
Ha considerado este último magistrado que los hechos 
origen del proceso caen dentro de las disposiciones del 
art. 49 de la Ley Orgánica del Ejército n* 12.913, cuyo 
juzgamiento, por disposición expresa de la misma, co- 
rresponde a la justicia federal (fs. 153) ; y ante la in- 
sistencia del Juez de Sección en su pronunciamiento 
anterior (fs. 7, exp. n* 3564), ha quedado trabada la 
contienda negativa que debe dirimir V. E. f cu virtud 
de lo dispuesto por el art. 9* de la ley 4055. 

Como se sostiene en el dictamen de fs. 6 (exp. n f 
3564), el sargento Delbene habría empleado un ardid 
para despojar al conscripto del dinero que éste afirma 
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haberle entregado» puesto que, por razón de sus fun- 
ciones en la Escuela Antiaérea, nada podía hacer, ni 



realizó gestión alguna para exceptuarlo, según se des- 
prende del sumario agregado. 

Tampoco resulta que del Río haya gestionado do- 
losamente su excepción ante autoridad competente, úni- 
co supuesto en el cual sería de aplicación el art. 49 de 
la ley 12.913. 

Como lo tiene resuelto V. E., el obtener cierta suma 
de dinero, so color de conseguir, mediante ella, una 
excepción del servicio militar, configura el delito do 
estafa, penado por el código de la materia (189: 176). 

Por las consideraciones precedentes, opino que el 
presente conflicto jurisdiccional debe resolverse en Fa- 
vor de la competencia del Juez en lo Criminal y Co- 
rreccional del Departamento Sud, — Bs. Aires, octu- 
bre I* de 1948. — Carlos G. Detf iito. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 20 de octubre do 1948. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que el Sr. Juez Federal lia resuelto, de acuerdo con 
la opinión del Sr. Procurador Fiscal, que los hechos 
imputados a los procesados Eduardo Elias Delbcne y 
Joaquín Del Río no configuran el delito previsto por 
el art. 49 del decreto 29.375/44 ratificado por la ley 
Í2i9Í3 ílSi 7 de la causa u* 3564). 

Que, por consiguiente, sólo queda por juzgar el 
delito común de estafa, ajeno a la competencia de dicho 
magistrado (art. 23 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal y 3' de la lev 48). 
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Por tanto, de acuerdo con lo pedido por el Sr. Pro- 
curador General se declara que corresponde al Sr. Juez 
en lo Criminal y Correccional n 9 1 del Departamento 
del Sud — Dolores — de la Provincia de Buenos Aires 
conocer en la causa seguida contra Eduardo Elias Del- 
bene y Joaquín Del Río. En consecuencia, remítansele 
los autos y llágase saber al Sr. Juez Federal de Azul en 
la forma de estilo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luís R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



TORIBIO F ARIAS 

HOMICIDIO; Homicidio simple. 

Probado que el procesado es el autor cíe la muerte por 
estrangulación, a los pocos minutos de haber nacido con 
vida, de una criatura del seso femenino, hija suya, según 
creencia del victimario, cuya paternidad es dudosa dada 
la facilidad con que la madre se prestó a los primeros 
requerimientos carnales no obstante ser hija de la concu- 
bina del homicida y encontrarse los tres en la misma habi- 
tación, a lo que deben agregarse circunstancias que per- 
miten presumir la existencia de otras relaciones sexuales 
por parte de la madre de la criatura asesinada, corres- 
ponde calificar el delito como de homicidio simple, toda 
vez que tratándose de una agravante calificativa tan es- 
tricta como es la de la paternidad, cualquier duda basta 
para no tener por suficientemente probado el vínculo de 
sangre y aplicar el art 13 del Cód. de Proced. en lo 
Criminal. 

Para la graduación de la pena, debe computarse tanto la 
premeditación confesada, sangre fría demostrada y los 
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bárbaros procedimientos elegidos para consumar el cri- 
men, con Ja íntima creencia de considerarse padre de la 
criatura el procesado, al qué procede condenar a la pena 
de veinticinco años de prisión. 



FALLO DE LA COI* TE SUPREMA 



Vistos los autos " Parías Toribio s./ homicidio", 
en los que se ha concedido a fs. 71 vta, el recurso ordi- 
nario de apelación. 

Considerando : 

Que en virtud de la confesión de Toribio Farías a 
fs. 1, 15 y 35 y do las declaraciones de la parturienta 
Guillermina Prado (fs. 1 y 12) y de la madre de ésta 
Natividad Prado (fs. 1 y 19), hállase debidamente com- 
probada la perpetración del homicidio de una criatura 
del sexo femenino, por estimulación cometida por el 
mencionado Parías a los pocos minutos de haber nacido 
aquélla con vida y en cuyo hecho delictuoso no tuvieron 
participación alguna las mujeres nombradas. La extrac- 
ción del eachíver de que informa el acta de fs. 1 y si- 
guientes, el certificado de defunción de fs. 21 y oí infor- 
me médico de fs. 22 vta. completan la prueba de carpo, 
por lo que en ese aspecto no cabe duda alguna en cuan- 
to a la responsabilidad criminal del procesado, no ne- 
gada en ningún momento por la defensa. 

Que respecto a la calificación legal del delito, es 
de tener presente que según creencia del victimario, se 
trataba de una hija habida con Guillermina Prado, en 
razón de lo cual el acto criminoso debiera ser encua- 
drado dentro de las disposiciones del inc. 1* del art 80 
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del Código Penal, (al como lo resuelve la sentencia ape- 
lada confirmando así el fallo de primera instancia. 

Que, sin embargo, es de señalar como lo observa 
el Sr. Procurador General, que el único antecedente o 
elemento de juicio acerca de la presunta paternidad de 
Farías, os el que surge de su propia creencia, bien du- 
bitable por cierto, si so tiene en cuenta la facilidad con 
que la mujer se prestó a sus primeros requerimientos 
carnales no obstante ser bija de la concubina de Farías 
y encontrarse los tres en la misma habitación, A ello 
debe agregarse el medio en que actuaban, la extraña in- 
ferencia de la madre al enterarse del embarazo, el 
retardo mental de la Prado y el estado de abandono 
moral en que vivía en semejante ambiente, circunstan- 
cias todas que permiten presumir la existencia de otras 
relaciones sexuales por parte de la madre de la criatura 
asesinada. Tratándose de una agravante calificativa 
tan estricta como es la de la paternidad, cualquier 
duda al respecto no despejada por otras pruebas suple- 
torias, basta para no tener por suficientemente pro- 
bado el vínculo de sangre que requiere la ley. Ella es, 
precisamente y por extensión de los principios que ri- 
gen en la legislación civil, la doctrina establecida por 
esta Corte Suprema en el fallo publicado en el tomo 
203, pág. 421, por lo cual y aplicando el art. 13 del Cód. 
de Procedimientos en lo Criminal, corresponde califi- 
car el delito de autos, como de homicidio simple. 

Que en lo que a la graduación de la pena concierne, 
debe computarse tanto la premeditación confesada, san- 
gre fría demostrada y los bárbaros procedimientos ele- 
gidos para consumar el crimen, como la íntima creencia 
de considerarse padre de la criatura el procesado. 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia de 
fs. 69 en cuanto a la calificación legal del hecho incri- 
minado, declarándose a Toribio Farías incurso en el 
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delito de homicidio simple, por el que se lo condena a 
cumplir la pena de veinticinco años de prisión con acce- 
sorias legales y costas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



SILVIO MIÑARDI Y OTROS 
ADUA \'A : Infracciones. Contrabando* 

Configura la infracción prevista por Jos arts. 1036 y con- 
eordantcs de las Ordenanzas d* Aduana, la introducción 
en territorio arpen tino de cubiertas y cámaras de goma 
procedentes del Brasil, hecha sin la documentación co- 
rrespondiente y por un puerto no habilitado, a lo que debe 
agregarse ia inexistencia de los recaudos consulares exigi- 
dos por las citadas ordenanzas, todo lo cual y en resumen 
implica por su clandestinidad y de acuerdo a la ley, la 
perpetración del delito de contrabando, sin que pueda 
invalidar esta conclusión el presunto permiso especial 
que se invoca y que en ningún momento fué acordado. 

ADUANA: infracciones* Contrabando, 

No pudiendo cuestionarse a mérito de las abundantes 
pruebas de autos y lo que se desprende, de las propias 
declaraciones de los encausados, la existencia del delito 
de contrabando, corresponde aplicar a sus autores la pe- 
nalidad establecida por los arts. 04 y 57 de la ley 11.281 
y 1023 de las Ordenanzas de Aduana, por haberse infrin- 
gido lo dispuesto en el art. 890 de las mismas, vale decir, 
pena de arresto o prisión de un mes a tres años para sus 
autores y el comiso de Ja mercadería secuestrada o su 
valor equivalente, 

ADUANA: Infracciones. Contrabando. 



Por el hecho de no estar gravada con impuesto la intro- 
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ducción de la mercadería objeto del contrabando, no pne- 
de sostenerse necesariamente la inexistencia de perjuicio 
fiscal por esa sola circunstancia, no siendo ello tampoco 
causal de inculpabilidad. 



Sfntencia del Juez Letrado 



Posadas, diciembre 30 de 1946. 

Y vistos: 

Para dictar sentencia en esta causa seguida por contra- 
bando a Silvio Lunardi, de apellido materno Omito, brasileño, 
de 44 míos de edad, cas: do, comerciante, con instrucción y do- 
miciliado en Iguazíí (brasil); Walter Jorge Tegoni, de ape- 
llido materno Sa*¡ t italiano, de 37 años de edad, casado 
odontólogo, con instrucción y domiciliado en Río Grande do 
Sur (Brasil) y Ernesto Fredolino Pristcher, de apellido ma- 
terno Noli, brasileño, de 56 años de edad, soltero, industrial, 
con instrucción y domiciliado en Río Grande do Sur (Brasil), 
en la que el Sr. Fiscal a fs. 129/132, solicita para los proce- 
sados la pena de un año de prisión y comiso de la mercadería o 
su valor equivalente, con costas y la defensa a fs. 141/144, la 
absolución de culpa y cargo de Tos procesados, y 

Resultando : 



Que a fs. 1 se denuncia al Subprefecto del Puerto 
Alba Posse, el secuestro de 417 cubiertas y 74 cámaras para 
automotores, introducidas clandestinamente al país; que como 
consecuencia de dicha denuncia se procede a la detención de 
los nombrados procesados Lunardi, Tegoni y Pristcher, por 
suponérseles autores de la introducción clandestina. 

2») Que con las declaraciones siguientes : marinero Al- 
bino Carballo, denunciante, fs. 1; Pedro Fachinello, fs. 6; 
Juan Fachinello, fs. 8; indagatoria de Walter Jorge Tegoni, 
fs. 10; de Ernesto Fredolino Fritseher, fs. 13 y ampliación 

íS/Sl* 24 ; de 8i,vio Ij,inar(,i > f *. 16; Acta y pianilla de fs. 
19/21; documentación de fs. 25; ratificaciones de Tegoni, 
fs. 43; Pristcher, fs. 45 y Lunardi, fs. 47, quedó acreditado 
que el día 22 de marzo del corriente año, los procesados intro- 
dujeron al país una partida de 417 cubiertas y 74 cámaras de 
automotor, habiéndose efectuado dicha introducción por el 
puerto " Fachinello M , no habilitado, sin haber obtenido el 
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pertinente permiso de las autoridades aduaneras, con lo que 
prima facw quedaba acreditado el cuerpo del delito (art 207, 
del C P. C), individualizados sus autores y justificada la 
iniciación del sumario. 

3*) Que a fs. 48 corre el auto de prisión preventiva dic- 
tada a los procesados como presuntos autores del delito de 
contrabando previsto y penado por los arts. 1036 de la lev 810 
y 54 de la ley 11.281. ' 

4») Que a fs. 53 se resuelve pasar las actuaciones a la 
receptoría de rentas de San Javier a los efectos del aforo 
correspondiente e informes del aapecto administrativo en d 
hecho sub causa, lo que se cumplimenta por dicha repartición 
a fs. 5ü/o7. 

5*) Que a fs, 58 el defensor de los procesados solicita el 
sobreseimiento definitivo de los mismos al que se hace lugar a 
fs. 67, no obstante la oposición fiscal de fs. 64, resolución 
apelada por este ministerio a fs. 70 vta. 

6*) Que la Excma. Cámara en su resolución de fs. 110/11 
revoca el sobreseimiento dictado por considerar que entre eí 
auto de prisión preventiva, consentido, y dicho sobreseimiento 
no se habían mollificado dentro del proceso las pruebas que 
dieron luprar al primero de los pronunciamientos citados 

T>\ Que a fs. 129/132 corre la acusación fiscal en la que 
se solicita para los procesados 1 año de prisión y comiso de 
la mercadería o su valor, con costas, acusación que es contes- 
tada por la defensa a fs. 141/144. 

Considerando : 



l 9 ) Que de las actuaciones analizadas v demás constan- 
cias de la instrucción, resulta acreditado que evidentemente, 
Jos procesados efectuaron la introducción de una partida de 
cubiertas y cámaras de automotor, en forma antirreglamenta- 
ria y por un puerto no habilitado a esos fines; pero no obs- 
tante estas comprobaciones, toda la actuación sumaria y pie- 
nana del proceso acredita la manifestación de los procesados 
en el sentido de haber efectuado las gestiones necesarias para 
la introducción de la mercadería en forma lefral y que enten- 
dieron hacerlo en esas condiciones al tratar de introducirlas por 
el mencionado puerto Fachinello. 



En efecto: 



a) Walter Jorge Tegoni (fs. 10 y 43) expresa que había 
convenido con sus eoproeesados la importación de la merca- 
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doria previa habilitación ilc puerto, a cuyos fines estos debían 
trasladarse a Son Javier; que antes de ello, contrató la me- 
diación de Vivaldino Díaz, para los mismos fines, habiéndole 
este maiuiestado que dicha introducción podía efectuarse li- 
bremente por puerto Faohiuello acompañando al indagado 
hasta dicho punto, 

b) El marinero Albino Carballo a fs. 3. corrobora las 
gestiones efectuadas por el intermediario Vivaldino Díaz en 
el sentido de legalizar la importación por puerto Faehinello. 

c) Ernesto Fristeher a fs. 13 y 45 declara haber obte- 
nido en batí Javier la documentación necesaria para la habili- 
tación de puerto, la que debió destruir en Taparendí (Brasil) 
para evitar ulterioridades en este país. 

d) Silvio Lunardi a fs. 16 y 47 confirma haber obtenido 
el documento de habilitación y su posterior destrucción en 
Tuparendi. 

e) Emilio Francisco Báez (fs. 122) al declarar al tenor 
del interrogatorio de fs. 120, contestando las preguntas tercera 
y cuarta, manifiesta tener conocimiento de la obtención del 
"permiso habilitante de puerto, documento que tuvo en sus 
manos el testigo por habérselo enseñado el procesado Lunardi. 
A su vez Pedro Conrado Báez (fs. 123 vta,), al mismo interro- 
ira tono que el anterior contesta la pregunta tercera que, Tía- 
biendolca preguntado su hermano Emilio Francisco a los pro- 
cesados Lunardi y Fristcher si tenían la autorización, le con- 
testaron afirmativamente exhibiéndole el documento al nom- 
brado Emilio Francisco en presencia del testigo declarante. 
Por su parte, el testigo José Afees (fs. 156) declarando al 
tenor del interrogatorio de fs, 150, manifiesta al contestar 
la pregunta cuarta, que le consta que los procesados Lunardi y 
*nsteher habían obtenido el correspondiente permiso de la 
autoridad aduanera de San Javier, por haberlo visto perso- 
nalmente; y Vicente Ramón Llamosas (fs. 158) a tenor del 
mismo interrogatorio, corrobora la existencia del permiso de 
que hacen mérito los procesados, declarando haber tenido co- 
nocimiento de ello en oportunidad de su entrevista con el 
Vista-Contador de San Javier, Sr. Manuel Sistema. 

f ) Que el dicho de los testigos analizados, corroborante 
de las indagatorias a que se ha hecho referencia, mantiene toda 
su fuerza legal no obstante la manifestación del Sr. Agente 
Fiscal hecha a fs. 157, pues dicha manifestación no constituye 
tacha. 

2*) Que, por otra parte, el diligenciamiento de los oficios 
de fs. 30 y 32, refuerza la manifestación de los procesados en 



196 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



el sentido do haber estado gestionando el negocio con la firma 
Plaza y García de San Javier, no obstante establecerse a fs. 35, 
por el Sr. Receptor tic Rentas, la inexistencia de presentación 
Oficial para procurar la habilitación de puerto. Y corrobora 
aun más la presunción de veracidad en el dicho de los proce- 
sados, el informe del Sr. Receptor de Rentas corriente a fs. 56, 
que acredita la presentación personal de Fristcher v Lnnardi, 
con el objeto de informarse acerca de la introduceVm de cu- 
biertas al pais t aun cuando se niega el hecho de haberse otor- 
gado el permiso, 

3? Que ante estos elementos de prueba y la disposición 
del art 318 del (\ p. C. f corresponde admitir la versión del 
hecho en la forma en que lo narran los procesados, máxime, 
si dicha versión, no sólo no es desvirtuada, sino corroborada, 
como so ha visto, por las demás constancias de autos. 

4 9 ) Que acreditados todos estos extremos, cabe dar por 
reproducidas en esta sentencia, las consideraciones formu- 
ladas en el considerando 6* (fs. 68 vta.) al resolverse el so- 
breseimiento definitivo, en base a la ausencia de intención 
dolosa de los procesados en el sub causa, ya que no otra cosa 
puede desprenderse de la actuación previa de los misinos pie- 
ñámente prohada en los considerandos precedentes. Y dar por 
sentado que la intencionalidad, si bien en orden de la defrau- 
dación aduanera en general, no es requisito indispensable 
(art 1058, ley 810), constituye un elemento típico imprescin- 
dible para la configuración del delito de contrabando, el que 
cae dentro del régimen penal común en donde uo cabe res- 
ponsabilidad sin dolo. 

ó*) Que con posterioridad al sobreseimiento definitivo, 
al que se ha hecho referencia, no obran en autos otros ele- 
mentos de prueba que los producidos por la defensa, en des- 
cargo y a mayor abundamiento de Iof existentes con anterio- 
ridad y que fundamentaron dicha resolución. 

ÍF) Que la Exema. Cámara al revocar esta providencia a 
fs. 110/111, fundamenta su resolución en el hecho de no ha- 
berse aportado nuevos elementos de juicio entre la prisión 
preventiva y el sobreseimiento revocado, sin llegar a expedirse 
sobre el fondo del asunto llevado en apelación. 

Por todo ello, disposiciones legales y principios jurídicos 
citados, de conformidad con lo solicitado por el Sr. Defensor 
y no obstante el pedido del Sr. Agente Fiscal, fallo: Absol- 
viendo de culpa y cargo a Silvio Lunardi, Walter Jorge Tegoni 
y Ernesto Fredolino Fristcher, de filiación ut supra, en el 
proresi» (í u<. se les incoara por el delito de contrabando, — 
fíaúl C(i»tr<> Olivera. 
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Y vistos: 



Sentencia de la Cámaua Federal 

Paraná, 14 de mayo de 1948. 



* f i? ,lt0í l L,,nardi 8i,vio - f$«>ni Walter Jorge y 
SSSS* Er ; ,es Í^P or eontrabando-, venidos por apelación 
eonmlich a fs. 175 contra la sentencia absolutoria de fs. 170 
a na vta., y 

Considerando: 

c^tSllh de í* n i sa 88 / ,,nda P^pahnente para solicitar la 
TStS?A d r ,8 r« sente " e 1 ,a «Sutoria dictada en autos, en 
el informe de fs. f,6 vertido por el Sr. Receptor de Aduanas 

«.¿¡Tí T ,nforme <* uc f « cra «querido por el juez que 
entendía en el proceso, a los fines del aforo de la mercadería! 
y actuaciones administrativas, pero en el que «1 informante se 
«playa en forma extensa opinando en lo que se refiere al 
f mdo de la cuestión, opinión que desde luego no le fué reque- 

1?™? P . re0,S ° tenepla cn cuenta y mcnos »«ptarla, máii- 
me 'cuando los argumentos expuestos en el referido informe y 
que la fundamenta, resultan legal y jurídicamente erróneos. 

i 6 í° r en dicho ínf °rme se «presa que, la 

in rodueción de cubiertas del extranjero (hecho que no se 

¡SmLÍ° fUé 8m 18 au * orÍ2ac¡6 « Pertinente otorgada por la 
autoridad que corresponde, no existiendo constancia alguna en 
¡Lí™? r,,e, °" «J»? *«' automación haya sido tramitada, no 

nífo^?I» ,í r o L . U ^ rdÍ í Brnest0 ****** requirieron 
?«rr?.rJtL k ^reducción de la mercadería en causa, 

o M¿£ E/° pu ? de ^r 8 *' 6 *' ««ácter de un pedido 
ÜTÜh para ., obt ? neP el í*"" 180 de introducción pertinente, 
cuya sola gestión tampoco traería como consecuencia ñor s 
aolo, la inculpabilidad de los procesados. n " eenracw " P° r 81 

»„ n„ a / r i ,eba a P° r . taf,ll 1 t »'"w'«n en el plenario, de la defensa, 

?« ™.íl i 7'- VaP '? r , aI re8pect0 Ia dación de autos, y así 
lo entiende el juez de la causa al sentenciar en la misma, ya 

StuUn^ñÍT d0 ' r 'r tÍma pr ° bado 1 ,,e 108 Procesad^ 
efectuaron la .ntroduccion de una partida de cubiertas en for- 
ma antirreglamentaria y por un puerto no habilitado a ecos 
fines conclusión que efectivamente está perfectamente de 
acuerdo con las pruebas acumuladas en el proceso 

Que es necesario también considerar, que, por el hecho 
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de no estar gravada con impuesto la introducción de la mer- 
cadería, no puede sostenerse necesariamente la inexistencia de 
perjuicio Fiscal por esa sola circunstancia, v en definitiva 
no es ello tampoco causal de inculpabilidad, como lo ha consi- 
derado también este tribunal al dictar la resolución que corre 
cu estos mismos autos a fs. 110 ratificando el criterio sostenido 
en casos anteriores similares al presente. 

Que por jo demás, aunque existiera esa autorización en 
la forma que lo sostiene la defensa, si ella no emanaba de la 
autoridad e-cargada dé espedirla o concederla, según la ley, 
mi exime i .iüpoco de culpa a los que introducen la mercadería 
pues, en tal situación el error de derecho resultante de la ale 
gaeioii de la defensa, no es excusable y constatada la importa- 
cion ilegal ile la mercadería en violación de las normas vigen- 
tes no obstante la falta de intención dolosa que pudiera pre- 
sumirse en el acto imputado, la infracción existe y sus autores 
se hacen pasibles de la penalidad establecida en* la ley de la 
materia por la introducción de la mercadería por puerto no 
habilitado y sin la doeu mentación requerida, (S. C. X t 187 
pa^r. 114 y lo.» pug. 290; arts. 443, 880, O. O. A. A. y 36 ley 

Que probado así el hecho material punible e individuali- 
zados mis autores, surge de los elementos acumulados a los 
autos y las disposiciones contenidas en los arts. 1036 y 1038 
de las O. i), de Aduana y concordantes de la ley 1L281 la 
necesidad de aplicar las sanciones legales, y dada la forma en 
que ha sulo introducida la mercadería de qne se trata, el delito 
cometido debe ser calificado como contrabando de acuerdo con 
lo que dispone el art. 1036 de las ordenanzas ya citadas, desde 
que lo fué sin la documentación correspondiente y por un 
lugar no habilitado, esto es en forma clandestina, por lo que 
corresponde a sus autores la penalidad establecida por loa 
arts. 54 y 57 de la ley 11.281 y 1923 de las O. O. por haberse 
infringido lo dispuesto en el art. 890 de la misma, vale decir 
corresponde el comiso de Ta mercadería secuestrada o de su 
valor equivalente y para sus autores pena de arresto o prisión 
de un mes a tres años. 

Por lo expuesto y consideraciones concordantes del Fiscal 
de < amara de fs. }gS¡ se resuelve; 

1") Revocar la sentencia apelada de fs. 170 a 173 vta. 
y condenar en definitiva a los imputados Silvio Lunardi Wal- 
ter .Jorge Tegoni y Ernesto Frcdolino Fritscher, cu vas cir- 
cunstancias personales obran en autos, a sufrir la pena de un 
año de prisión a cada uno de ellos, con costas, dejándose en 
suspenso el cumplimiento de la pena corporal impuesta de 
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conformidad con lo que dispone el art. 26 del Cód. Penal 
y atento a la falta de antecedentes de los procesados, según 
constancias de fs. 79, 80 y 81. 

2?) Declarar caída en comiso la mercadería secuestrada 
como contrabando o su valor equivalente que se halla deposi- 
tada en estos autos, con lo que deberán ser pagados los derechos 
fiscales que puedan corresponder y las costas del juicio, de- 
bi<?ndo el remanente ser entregado a denunciantes o aprehen- 
sores que justifiquen debidamente su derecho, previa deduc- 
ción y pago de todos los gastos. Art, 1030 de las ordenanzas. 
— Abel Madarhga. — E. Carbo Funes. — Julio A. Beniiez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREXLA 

Bs. Aires, 22 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Silvio Lunardi, Jorge Walter 
Tegoni y Ernesto Fritscher pof contrabando", en los 
que se ha concedido a fs. 225 el recurso ordinario de 



Considerando: 

Que a mérito de las abundantes pruebas de autos 
y lo que se desprende de las propias declaraciones de 
los encausados, no puede cuestionarse la infracción pre- 
vista por los arts. 1036 y concordantes de las Ordenan- 
zas de Aduana. Cualesquiera hubieren sido las gestio- 
nes pendientes y conducentes a la importación de las 
mercaderías secuestradas, lo cierto es que con anterio- 
ridad al presunto permiso especial que se invoca y que 
en ningún momento fué acordado, las cubiertas y cá- 
maras de goma procedentes del Brasil ya habían sido 
introducidas en territorio argentino y lo que es más, en 
puerto no habilitado. A ello debe agregarse la inexis- 
tencia de los recaudos consulares exigidos por las cita- 
das ordenanzas, todo lo cub\ en resumen implica por su 
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clandestinidad y de acuerdo a la ley, la perpetración 
del delito de contrabando. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma en todas 
sus partes la sentencia apelada do fs, 200. 



Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohl — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



DAMIAN GALVAN 

PENA. 



En tanto no se haya cumplido la pena principal impues- 
ta, es prematuro todo pronunciamiento tendiente a la sus- 
pensión de la accesoria de reclusión prevista en el art. 52 
del Cód. Penal y decreto-ley n* 20.942, del 3 de agosto de 
1944 (*). 



JUAN JOAQUIN HOPPBR v. S. A. SPRINOER 

Y MOLLER 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta* Normas extrañas al juicio* 

Es inadmisible la impugnación fundada en que el art. 2* 
del decreto 7032/45 priva de resarcimiento a quienes sean 
separados de sus empleos en las circunstancias que prevé, 
contra la sentencia que prescinde de dicha norma por no 
fundarse el reclamo de indemnización en que se haya ex- 
cluido injustificadamente al actor de las funciones direc- 
tivas de la sociedad sino del cargo de subgerente para el 
cual habían sido contratados sus servicios. 



(i) 22 de octubre de 1948. Fallos: 208, 562, 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recia* Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de hecho* 

Carece de objeto dilucidar la euestión referente a saber 
ai el decreto n* 11.599/946, es o no aplicable a las separa- 
ciones producidas con anterioridad, si la sentencia apela- 
da no solo se funda en la inaplicabilidad del decreto sino 
en que no hay prueba de que el actor estuviera compro- 
metido en actividades contrarias a la paz o la seguridad 
de las naciones americanas; a lo cual agrégase que tam- 
poco se hizo mención de ello al disponer su cesantía en el 
cargo de subgerente que continuó desempeñando durante 
varios meses después de la intervención de la sociedad. 

Dictamen del Procurados General 
Suprema Corte: 

La cuestión federal a resolver en estos autos, sus- 
ceptible de incidir en la decisión final del pleito, es la 
de determinar si las consecuencias jurídicas a que pue- 
de dar lugar el despido del actor, por aplicación de la 
legislación común, deben modificarse o enervarse por 
disposiciones contenidas en normas federales que el 
d* indado invoca en apoyo del derecho que alega. 

£1 actor, que era miembro del directorio y subge- 
rente de la S. A. Springer y Moller, fué separado del 
personal de la misma, e inició por ello el presente jui- 
cio. La sentencia en recurso le acuerda derecho a indem- 
nización, prescindiendo de las pretensiones del deman- 
dado que considera tal indemnización improcedente 
atento lo que establecen los decretos emitidos en acuer- 
do general de ministros, nos. 7032, de 31 de marzo de 
1945, y 11.599 de 25 de abril de 1946 (fs. 24/27). 

Las prescripciones pertinentes de los referidos de- 
cretos-leyes, cuya aplicación al sub-jud&e —en caso de 
ser procedente — determinaría la revocatoria del fallo 
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apelado, son la del art. 2 o del decreto-ley 7032, y la del 
art. 16 del n* 11 :99, 

El actor sostiene que la primera no le alcanza, pues 
en su carácter de sub-ge rente no formaba parte de las 
autoridades naturales de la administración de la firma; 
y que el decreto-ley 11.599 no le es aplicable por ser 
de fecha posterior a su separación del personal de la 
empresa. 

Aceptando que, unte la disposición contenida en el 
art. 335 del Código de Comercio, la primera de las ale* 
gaciones que formula el actor sea ajustada a derecho, 
no creo que lo mismo ocurra en lo que atañe a su segun- 
da argumentación, respecto de la cual dejo desde ya 
sentada mi diserej uncia. Tanto los considerandos del 
decreto-ley tí> 11.599 como su articulado, dejan perfec- 
tamente establecido el propósito primordial de fijar 
un sistema de liquidación a cuestiones pendientes na- 
cidas con anterioridad a su emisión y originadas en 
otros decretos-leyes de los que viene a ser en parte 
complementario y aclaratorio. Impone además un cri- 
terio para resolver situaciones en que se halla compro- 
metido el orden público, la seguridad de la Nación y las 
obligaciones contraídas en el orden internacional, y ante 
tales intereses no puede invocarse la irretroactividad 

No siendo, pues, este principio el que resuelve íw 
acnere la inaplicabilidad del decreto-ley 11*599, corres- 
ponde entrar a considerar si la situación del deman- 
dante encuadra o no en algunos de los supuestos que el 
mismo contempla. 

El art. 16 del ya citado decreto especifica: 41 Cuando 
medien cesantías sin causa, la Junta aplicará el régi- 
men de indemnizaciones establecido por la ley n» 11.729, 
con excepción de aquellas personas que estuvieran al- 
canzadas por las disposiciones del art 2*, inc. 5% del 
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presente decreto. La indemnización se abonará de los 
fondos correspondientes a las empresas respectivas". 
A su vez, el art. 2*, inc. 5" se refiere a "Las personas 
de cualquier nacionalidad que, a juicio del Poder Eje- 
cutivo, realicen o hayan realizado, a contar del 3 de se- 
tiembre de 1939 actividades contrarias a la paz o la 
seguridad de las Naciones Americanas". 

Frente a tales disposiciones corresponde decidir 
si las probanzas de autos permiten aplicar aquéllas al 
Siib-judice, punto este que por consistir exclusivamen- 
te en apreciación de prueba es ajeno a mi dictamen. 

De decidirse afirmativamente la cuestión, proce- 
dería revocar la sentencia apelada. En caso contrarío, 
ésta no sería susceptible de ninguna modificación, ya 
que fuera del aspecto federal que entraña la considera- 
ción a que me refiero, el pronunciamiento recurrido se 
funda en disposiciones de derecho común que deter- 
minan su irrevisibilidad en la instancia extraordinaria. 
— Bs. Aires, setiembre 13 de 1948. — Carlos G. Delfino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de octubre de 1948. 

Vistos los autos: "Hopfer Juan Joaquín c./ Sprin- 
ger y Moller S. A, —Cumplimiento de contrato — m$n. 
125.000'*, en los que se ba concedido a fs. 306 el recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

Que en la sentencia recurrida no se considera para 
nada lo dispuesto en el art. 2* del decreto 7032 porque 
la indemnización que el actor reclama no se funda en 
que se lo haya separado injustificadamente de las tun~ 
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dones directivas de la sociedad (art. 335 del C. de Co- 
mercio) .¡no del cargo de subgerente para el que la so- 
ciedad había contratado sus servicios, No cabe, pues, 
impugnarla como se hace en el recurso alegando que lo 
dispuesto en el citado texto legal tiene el alcance de 
privar de derecho a indemnización a quienes sean al- 
canzados por las separaciones a que el mismo se refiere. 

Que f en cambio, está en cuestión la inteligencia del 
decreto 11,599/46 pues el art 16 se refiere a separacio- 
nes como la reclamada en esta causa y al mismo tiempo 
que reconoce su procedencia en términos generales hace 
excepción con quienes están comprendidos en el inc. 5' 
del art 2* 

Que el decreto citado es de fecha posterior al despi- 
do del actor, por lo cual el primer problema que su 
invocación suscita es el de su efecto retroactivo, nega- 
do por la sentencia y sostenido por el Sr. Procurador 
Qeneral en su dictamen de fs, 328. 

Que no tiene objeto, sin embargo, la dilucidación 
del punto en este caso porque la condenación de la sen- 
tencia apelada no se funda sólo en la inaplicabüidad del 
decreto aludido sino en que no hay prueba de que el 
actor estuviera comprometido en actividades contrarias 
a la paz o la seguridad de las naciones americanas (art, 
2*, inc, 5*) ; A lo cual hay que agregar que tampoco se 
hizo mención de ello al disponer la cesantía del actor 
en el cargo de subgerente que siguió desempeñando du- 
rante cinco meses después de la intervención de la so- 
ciedad. Lo que quiere decir que aunque el decreto tu- 
viera efecto retroactivo, su aplicación no obstaría a la 
procedencia de la demanda si se ha de estar a la apre- 
ciación de la prueba hecha en la sentencia, Y tratándose 
como se trata de un recurso extraordinario dicha apre- 
ciación no es revisible por esta Corte. En consecuencia 
la dilucidación del punto relativo a la retroactividad 
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del decreto en cuestión tendría en este casa una finali- 
dad exclusivamente teórica. 

Por tanto, y de acuerdo, en lo pertinente, con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General se confirma 
la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurso. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



NACION ARGENTINA v. EMPRESA DEL PPRROCARRIL 
CENTRAL ARGENTINO 

LEY DE SELLOS: Exenciones. 

A los efectos de hacer valer la liberación del gravamen 
del sellado que corresponde al Fiseo Nacional y sua repar- 
ticiones autárquicas es necesario que quien peticiona in- 
vocando la gestión de intereses de aquéllos, acredite en 
forma el debido apoderamiento, porque la referida fran- 
quicia es concedida en consideración a la persona del 
titular y sólo alcanza a las gest iones realizadas por éste (*). 

INCIDENTES. 

La inteligencia de las disposiciones del convenio sobre 
venta y transferencia a la Nación de las empresas ferro- 
viarias de propiedad británica no puede ser establecida 
por vía de incidente referente al sellado, sí es cuestión 
que puede afectar tanto la procedencia del recurso como 
el fondo del litigio, en caso de ser los derechos litigado* 
de los comprendidos en la mencionada operación y cuya 
decisión es así prematura. 



0) 27 de octubre de 1048. Fallón 181, 30*. 
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NESTOR A, CASABIANCA 8. A. Y CIA. LTDA. v. 
MUNICIPALIDAD DE SANTA PE 

RECURSO DE QUEJA. 

El art. 230 de la ley 75 no prevé la intervención del ape- 
lado en el procedimiento de la queja, en tanto el recurso 
no se declare procedente. No hay en ello agravio al art. 18 
de la Const, Nacional que no produce ni aun la decisión 
sobre el fondo del juicio, en tanto no sea revocatoria de 
la sentencia apelada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable. 

Siendo la cuestión central del litigio la referente a la va- 
lidez de los decretos míms. 247 y 3021 — de la Provincia 
y Municipalidad de Santa Fe — atacados por la aetora 
como vtolatoriog de la garantía de la propiedad consa- 
grada por el art. 17 de la Constitución y defendidos por 
la demandada por tratarse de "expresiones concretas del 
Poder de Policía", la circunstancia de que la sentencia 
recurrida invalide actos realizados por una municipalidad 
local y pueda por esa vía desconocer atribuciones propias 
del municipio en el orden provincial, no basta para hacer 
viable el recurso extraordinario sobre la baae de la invoca- 
ción del art, 5* de la Const it. Nacional. Ello es así porque 
las cuestiones referentes a la división de los poderes y al 
incorrecto ejercicio de las funciones propias de los tribu- 
nales, en el orden local — aun de haber realmente exis- 
tido — no autorizan la concesión del recurso extraordinario 
ni incumbe a la Corte Suprema decidir sobre la trans- 
gresión de las disposiciones que gobiernan lu administra- 
ción de la justicia provincial. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consentidos. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que decide cuestiones de hecho y de derecho local, 
como lo es particularmente la referente a la interpreta- 
ción y alcance de la ley n* 2750 de la Prov, de Santa Pe 
y que si bien trata de la garantía de la inviolabilidad de 
la propiedad y de las limitaciones susceptibles de impo- 
nerse al dominio y del medio para establecerlas, el recurso 
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extraordinario no se ha fundado en loa arts. 14, 17 y 28 
de la Constit. Nacional que gobiernan el caso, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Relación di- 
recta, formes extrañas at juicio. Varias. 

Es contradictoria la invocación de los arts. 104 y 105 
de la Constit. Nacional, que consagran el ámbito de auto- 
nomía de las Provincias para dar intervención a la Corte 
Suprema en lo que se presenta como un conflicto entre 
autoridades de una Provincia. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por decreto del Departamento Ejecutivo Munici- 
pal de la Ciudad de Santa Fe se declaro intervenida la 
administración de un establecimiento dedicado a la pas- 
teurización de leche y sus derivados, y se facultó a los 
interventores a ocupar las respectivas instalaciones. 

Hecha efectiva la resolución, la sociedad propieta- 
ria inició este juicio, pidiendo la devolución de lo in- 
cautado y reclamando daños y perjuicios. 

En su escrito de conteste la demandada sostuvo la 
validez y legalidad de tales medidas, y manifestó estar 
facultada para tomarlas, por la autorización que le 
acordó el Gobierno Provisional por decreto sancionado 
en acuerdo de ministros, y por las atribuciones que en 
igual sentido le confiere la ley provincial 2756 orgá- 
nica de los municipios; y se allanó al pedido de restitu- 
ción de bienes supeditando el cese de la intervención a 
la condición de qne la fábrica y demás bienes e instala* 
ciones fueran recibidos en funcionamiento. 

La actora, considerando que el allanamiento a la 
demanda se condicionaba a nna exigencia que no se le 
podía imponer, no lo aceptó, e insistió además en su ya 
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formulada reclamación de daños. Fué pues necesario 
continuar el pleito. 

Como antes de llegar los autos a estado de senten- 
cia la Provincia de Santa Pe inició demanda de expro- 
piación contra la actora, el juez decidió excluir de su 
pronunciamiento lo relativo a la procedencia de resti- 
tuir los bienes comprendidos en dicho juicio. En lo de- 
más declaró correcto el allanamiento de la demandada; 
ordenó la restitución de los bienes no incluidos en la 
expropiación e hizo lugar en parte a los daños y per- 
juicios. Mas para regular estos últimos consideró que 
debía tenerse en cuenta que la actora había agravado 
su situación al no aceptar el allanamiento de la deman- 
dada —declarado correcto en la sentencia—, prolon- 
gando así el estado de intervención del establecimiento. 

Apelado el fallo por ambas partes, se ha pronun- 
ciado en última instancia el Superior Tribunal de Jus- 
ticia de la Provincia de Santa Pe. Contra su decisión 
la demandada ha interpuesto el recurso extraordina- 
rio, cuya denegatoria motiva esta queja, bajo la preten- 
sión de que la sentencia vulnera las facultades que los 
arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional reconocen 
a los Gobiernos de Provincia. 

En mi opinión, nada de lo resuelto en autos confi- 
gura el caso federal, y el recurso deducido al amparo 
del inc. 3*, art. 14 de la lej 48, es improcedente. 

La sentencia impugnada decide en síntesis, los si- 
guientes puntos: 

1») Que no ha mediado por parte de la Municipa- 
lidad un allanamiento incondicionado y efectivo, como 
debe ser para poner fin al pleito, sino un ofrecimiento 
de parte encaminado a este propósito. 

T) Que la exigencia formulada a la actora de re- 
cibir la fábrica en funcionamiento —condición a la que 
se subordinó el allanamiento—, comporta una res trie- 
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ción al dominio para cuya imposición se requiere la 
existencia de una ley que autorice la medida en forma 
expresa. Agrega que ni los decretos de incautación (pro- 
vincial y municipal ), ni la propuesta efectuada, están 
respaldados por ley u ordenanza» pues de la ley 2756, 
orgánica de los municipios, no aparece el otorgamiento 
de facultades como las señaladas. 

3*) Que, la actora, al no aceptar el allanamiento 
en los términos ofrecidos por la contraparte, lia hecho 
uso de un derecho, y que en consecuencia la prosecu- 
ción del juicio y de la intervención en el establecimien- 
to no puede imputársele a efectos de restringir el cri- 
terio con que deban apreciarse los daños ocasiondaos. 

De las cuestiones precedentemente enunciadas re- 
sulta evidente que la involucrada en el punto 2* reviste 
una importancia decisiva a efectos de determinar la 
procedencia del recurso, toda vez que, si a su respecto 
se descarta, las comprendidas en los puntos 1* y 3*, to- 
madas aisladamente, no podrían por sí solas hacerlo 
pertinente, por cuanto se refieren a hechos regidos por 
el derecho procesal y común, y ajenas en consecuencia, 
por su naturaleza, a la jurisdicción extraordinaria de 
la Corte. 

En otros términos cabe afirmar que, dado lo de- 
cidido en la causa» y frente a las pretensiones del ape- 
lante, es preciso que V. E. resuelva, en primer término» 
si configura el caso federal la apreciación que en una 
causa judicial hacen los tribunales de provincia sobre 
las atribuciones de una municipalidad local. 

Y no creo que a ese interrogante corresponda una 
respuesta afirmativa. 

La justicia provincial se ha pronunciado sobre los 
límites que imponen las normas jurídicas locales a las 
autoridades de ese orden en el ejercicio de su poder de 
policía, y declara como está delimitada, por aplicación 
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de dichas normas, la esfera de acción de cada uno de 
los poderes de la Provincia. 

Fácil es advertir entonces que tal resolución com- 
promete cuestiones de orden puramente local, y que 
bajo ningún concepto puede proyectarse judicialmente 
hacia el terreno federal, toda vez que no se la impugna : 

a) bajo la pretcnsión de ser repugnante a una ga- 
rantía individual, ni 

b) so pretexto de que reconozca al gobierno pro- 
vincial atribuciones cuyo ejercicio sólo corresponda al 
Gobierno Nacional. 

De no mediar, en un juicio, circunstancian como las 
enunciadas precedentemente en a) y b), todo lo relativo 
a las relaciones de interdependencia entre los poderes 
de una misma provincia se reduce a una cuestión de 
carácter eminentemente local. 

Los arts. 104 y 105 de la Constitución Nacional no 
crean una garantía en favor de una o más autoridades 
locales respecto de otras de la misma provincia. Menos 
pueden en consecuencia autorizar el control, por el 
Gobierno Federal, a través de uno de sus poderes, de 
esa garantía que no está contenida en sus disposiciones. 

La garuntía que esos artículos estatuyen, es en be- 
neficio del ente político "provincia" frente al Estado 
Nacional. Establecen un régimen de interdependencia 
entre éste, por una parte, y cada una de las provincias 
por el otro; reconocen a éstas sus autonomías como an- 
teriores a la Nación misma; y las oponen como preexis- 
tentes a los poderes cuyo ejercicio se atribuye al Go- 
bierno Central por la delegación que se le efectúa me- 
diante la Constitución. Vienen así, estas prescripciones, 
a complementar y ratificar el sistema adoptado por 
nuestra carta fundamental de enumeración taxativa de 
poderes cuando ellos se confían al Gobierno Federa], 
a cuyo efecto declara expresamente que "las provin- 
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cias conservan todo el poder no delegado" y que "se 
dan sus propias ¡nstitueiones locales y se rigen por ellas 
sin intervención del Gobierno Federal". 

Dado lo expuesto cabe afirmar que en el sub-júdice 
no existe relación directa e inmediata entre la cuestión 
materia de la litis y los invocados arts. 104 y 105 de la 
Constitución Nacional, a los efectos de la procedencia 
del remedio federal. 

Por el contrario, puede sostenerse que, de existir, 
sena precisamente para alejar su pertinencia, va que 
el recurso extraordinario, instituido como medio de con- 
trol para hacer efectiva la supremacía de la Constitu- 
ción, jugaría en este caso como una verdadera intro- 
misión del Poder Judicial de la Nación en un campo en 
que las provincias tiene derecho a desenvolverse, por su 
autonomía, sin ninguna supervisión del Gobierno Pe- 

#IAl*Cll 



Tampoco puede determinarse la apertura del re- 
curso por la alegación formulada al deducir la queja, 
en el sentido de que lo resuelto en la sentencia importa 
tanto como desconocer los principios fundamentales en 
que se informa el régimen municipal consagrado en el 
art. 5* de la Constitución Nacional. A este respecto in- 
variable y reiteradamente ha declarado V. E. que no le 
competo, por la vía de la apelación extraordinaria, de- 
cidir si los tribunales de provincia cumplen su cometido 
en forma compatible con la citada disposición constitu- 
cional. 

Y el fundamento que inspira ese criterio es clara- 
mente perceptible. Mientras los principios establecidos 
en el art 5* no puedan vulnerarse en un caso judicial 
en forma de afectar simultáneamente otras garantías 
constitucionales en qué poder fundar el recurso extra- 
ordinario, la cuestión es de carácter puramente poli- 
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tico, y, como tal, el examen do esa circunstancia está 
vedado al Poder Judicial. 

Por todo lo precedentemente expuesto, y porque, 
como acertadamente lo ha resuelto V. E., "el recurso 
extraordinario no tiene por objeto someter al conoci- 
miento de la Corte Suprema cualquier causa en que pue- 
da existir agravio o injusticia a juicio del recurrente, 
sino mantener la supremacía constitucional" considero 
que el remedio federal lia sido bien desestimado al de- 
negarse la, apelación interpuesta. 

Correspondería, en consecuencia, no bacer lugar 
u esta queja. — Bs. Aires, setiembre 21 de 1948. — Car* 
los (¡ t Del fino 
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Bs. Aires, 27 de octubre de 1948. 

Vistos los autos: * 4 Recurso de liecbo deducido por 
el demandado en los autos Casabianca, Néstor A, S. A. 
y Cía. Ltda. c./ Municipalidad de Santa Fe", para de- 
cidir respecto de la reposición pedida a fs. 146. 

Considerando: 

Que la resolución del Sr. Presidente de esta Corte 
de fs. 144 se ajusta a la jurisprudencia que en ella se 
cita y también a lo dispuesto en el art 230 de la ley 50 
que no prevé la intervención del apelado en el procedi- 
miento de la queja, on tanto el recurso no se declare 
procedente. Es en esa oportunidad, con arreglo a lo dis- 
puesto por la ley 40S5 —art. 8 — miando debe oírse a las 
partes, cuya expresión de agravios versará en conse- 
cuencia, sobre el fondo del asitfito y no sobre la proce- 
dencia del recurso. Pot T otra parte, tampoco admite la 
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ley procesal la participación del litigante vencedor con 
motivo del pedido formulado en el escrito en que la 
apelación se deduce ante el tribunal superior de la cau- 
sa, y ademas ni aun la decisión sobre el fondo del juicio, 
en tanto no sea revocatoria de la sentencia apelada, 
causa agravio alguno al apelado que autorice la invoca- 
ción por el mismo de la garantía del art 18 de la Cons- 
titución Nacional 

En su mérito se deniega la revocatoria pedida a 
fs. 146, debiendo estarse a lo decidido a fs. 144. 

Considerando en cuanto a la procedencia de la 
queja : 



Que a estar a lo expresado en el recurso de hecho 
— fs. 116, esp. a fs. 128 vta.— la parte demandada ape- 
lante entiende que el fallo recurrido es contrario a 4 'la 
validez del título que se fundamenta en los arts. 5% 104 
y 105 de la Constitución Nacional y que es materia del 
litigio. En efecto, lo que se cuestiona es la función po- 
licial a cargo de los gobiernos de provincia, y también 
el funcionamiento del régimen municipal (art S% ídem) 
en cuanto a la oportunidad y modo de su ejercicio. Y 
el título que se fundamenta en las clausulas fijadas 
está representado por los decretos nos. 247 y 3021, Pro- 
vincial y Municipal, cuya legitimidad ha negado el tri- 
bunal superior de la Provincia de Santa Fe". Es así 
que la demanda que inicia la causa se fundó en la ilega- 
lidad e inconstitucionalidad del segundo de los referidos 
decretos — fs. 4 de los autos principales— cuya validez 
sostuvo el escrito de responde — fs. 15— por habérselo 
espedido en cumplimiento de lo dispuesto en el primero; 
porque constituye u un razonable ejercicio de las atri- 
buciones que la ley 2756. . . confiere a las autoridades 
comunales y porque debe verse en la intervención del 
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vstablecimiento de pastea» ización de leche y sus deri- 
vados "La Técnica" de los actores, "una acertada 
regulación del derecho de propiedad en beneficio co- 
mún" es decir un caso de ejercicio del poder de policía. 

Que en resumen la cuestión central del pleito —co- 
mo así expresamente lo establece la queja, fs. 129 vta.— 
es la referente a la validez de los mencionados decretos 
locales nos. 247 y 3021, atacados por la actora como 
violatorios de la gnrautía de la propiedad qoe consagra 
el art. 17 de la Constitución Nacional y defendidos por 
la demandada por tratarse de «expresiones concretas 
del Poder de Policía" que para el caso se dice susten- 
tan los arts. 5 f , 104 y 105 de la Constitución. 

Que desde luego la circunstancia de que la senten- 
cia en recurso invalide actos realizados por una muni- 
cipalidad local y pueda por esa vía desconocer atribu- 
ciones propias del municipio en el orden provincial, 
no basta para liacer viable el recurso extraordinario so- 
bre la Ijase de la invocación del art. 5 de la Const Na- 
cional. Es en efecto reiterada la jurisprudencia de esta 
Corte con arreglo a la cual las cuestiones referentes a 
la división tic los poderes y al incorrecto ejercicio de 
las funciones propias de los tribunales, en el orden local, 
—aún de haber realmente existido— no autorizan la 
concesión del recurso referido. Pues de haber transgre- 
sión a las disposiciones que gobiernan la administración 
de justicia provincial, como bien dictamina el Sr. Pro- 
curador General no incumbe a esta Corte decidirlo. — 
Fallos: 208, 21; causas "Stcvenson Annie May v. Con- 
sejo Nacional de Educación" y "Pignani Américo An- 
gel v. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires" 
falladas en 14 de julio y 4 de octubre del cte. año y otras. 

Que tampoco los arts. 104 y 105 de la C. N. permiten 
conceder el recurso. Con exactitud observa el Sr. Procu- 
rador Oeneral que estos artículos consagran el ámbito 
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de la autonomía de las provincias y +s contradictorio 
invocarlos para dar intervención a la Corte Snprema 
Nacional en lo que se presenta como nn conflicto entre 
autoridades de una Provincia. 

Que la sentencia en recurso decide además cues- 
tiones de hecho y de derecho local, como lo es particular- 
mente lo referente a la interpretación y alcance de la ley 
2756, y en cuanto trata de la garantía de la inviolabili- 
dad de la propiedad; de las limitaciones susceptibles 
de imponerse al dominio y del medio para establecerlas, 
no son los arts. 5, 104, 105 y 31 de la C. N. sino los arts. 
14, 17 y 28 de la misma Carta los que gobiernan el caso, 
— conf. dect. Palios: 210, 1208 y lo. allí citados—, en 
los que la queja no ha sido fundada. Conf. esp. fs. 128 
vta. y 129. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Tomas D. Casabes — Felipe S. 
Pérpz — Luis R. Lonohi — 
• Justo L. Alvares Bodbíoubs 
— Rodolfo G. Valbnzubla. 



JACOBO PBÜSER S. A, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resumió, propio,. Cueetione, no 
federales. Exetunó» de loe cuestione, de hecho. Impuesto, y iaeoe. 

Sí bien la aplicación del art. 6» de la ley 11.281, (t. o.) 
—48.de la n* 12.578— requiere la determinación de lo qué 
en dicho texto significa la expresión "carácter comercial", 
la pertinente decisión judicial se funda, en definitiva, en 
el examen de la publicación de que se trata en eada caso 
para comprobar si tiene o no dicho carácter, y como de tal 
modo en el recurso contra ella interpuesto el pronuncia- 
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miento debe recaer ineludiblemente sobre este último 
punte , que es lo que constituye el objeto propio de la sen* 
tencia recurrida, no cabe recurso extraordinario a su 
respecto, por tratarse de cuestión de hecho y prueba (*). 



BULA DE Sü SANTIDAD PIO XII INSTITUYENDO 
CANONICAMENTE ARZOBISPO DE LA PLATA 
A MONSEÑOR TOMAS JUAN SOLARI 

PATBONATÚ NACIONAL. 

Con la salvedad de los derechos del patronato nacional 
corresponde que la Corte Suprema preste acuerdo para 
que el P. E. conceda el pase a la nota por la cual el Nun- 
cio Apostólico comunica que Su Santidad ha designado 
titular del Arzobispado de La Plata al Obispo oportuna- 
mente presentado por el Gobierno Nacional para ese cargo, 
sin perjuicio de la indispensable presentación de la bula 
respectiva. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Atento lo resuelto por V. E. en 182: 263; 206: 334 
y 337 y 208 : 17, no encuentro inconveniente en que se 
conceda el pase, sin esperar la llegada de las Bulas res- 
pectivas a que alud-* la comunicación a V. E. del Poder 
Ejecutivo Nacional, fs. 2, y como acto emanado del Su- 
mo Pontífice —doctrina de V. E, en 142 : 342— al pedi- 
do formulado por el Señor Nuncio Apostólico referente 
al nombramiento que el Santo Padre lia hecho del Señor 
Obispo Titular de Aulón, Auxiliar y Vicario General 
del Excmo. Señor Cardenal Arzobispo de Buenos Aires, 
doctor Tomás J. Sotan, como Arzobispo Titular do La 



(*) 27 de octubre de 1048. 
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Plata; con las reservas de práctica que emanan de la 
Constitución y las leyes vigentes sobre Patronato, Bue- 
nos Aires, octubre 21 de 1948. — Carlos G. Detfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de octubre de 1948- 
Autos y vistos: Considerando: 

Que el Exorno. Sr. Presidente de la Nación somete 
a la consideración de esta Corte Suprema, a los fines 
expresados en el ine. 9* del art. 86 de la Constitución 
Nacional, la nota rt 9 16.068 de feclia 24 de setiembre del 
corriente año, por la cual el Sr. Nuncio Apostólico co- 
munica que Su Santidad Pío XII ha designado como 
titular del Arzobispado de La Plata al Exemo. y Revmo. 
Monseñor Dr. Tomás Juan Solari, Obispo Titular de 
Anión, Auxiliar y Vicario General del Arzobispado de 
Buenos Aires, oportunamente presentado por el Go- 
bierno Argentino para ese nombramiento, a quien se 
autoriza para tomar posesión del cargo sin las Bulas. 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida por 
esta Corte Suprema en los casos publicados en los to- 
mos 182, pág. 263; 206, págs, 334 y 337, 208, pág. 17; 
y 211, pág. 100, corresponde prestar el acuerdo reque- 
rido, con la salvedad de los derechos del Patronato Na- 
cional a que se hace referencia en dichos pronuncia- 
mientos. 

Por tanto, de conformidad con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General, la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación presta su acuerdo para que el Exemo. 
Sr. Presidente de la Nación concede el pase al pedido 
formulado por el Sr. Nuncio Apostólico con respecto al 
nombramiento que el Sumo Pontífice ha hecho del Sr. 
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Obispo Titular de Anión, Auxiliar y Vicario General do 
Arzobispado de Buenos Aires, Monseñor Dr. Tomás 
J. Solar!, como Arzobispo Titular de la Plata, dejando 
a salvo, como es de práctica, los derechos que correspon- 
dan al Patronato Nacional, si de algún modo pudieran 
quedar comprometidos en el caso actual y sin perjuicio 
de la indispensable presentación de la Bula respectiva. 
Devuélvanse estas actuaciones al Poder Ejecutivo con 
el oficio correspondiente. 

Tomás D. Casaees (según su vo- 
to) — Felipe S. Pérez — 
Luis R. Lonqhi — Justo L. 
Alvares Rodríguez — Ro- 
dolfo G. Valenzetela. 



Voto del Señor Presidente Doctor Don Tomás D. 

Casares 

Autos y Vistos : Considerando : 

Que de acuerdo con los fundamentos expuestos en 
los votos publicados en los tomos 206, pág. 336; 208, 
pág. 19; y 211, pájp. 104 de la colección de Fallos de esta 
Corte Suprema, nada cabe observar en el presente 
caso. 

Por tanto, así se declara. Comuniqúese al Excmo. 
Sr. Presidente de la Nación en la forma de estilo y 
devuélvanse estas actuaciones. — Tomás D. Casares. 
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PROVINCIA DE TUCUMAN v. LA ELECTRICA DEL 
NORTE 8. A. (HOY TRANVIAS ELECTRICOS DE 
TUCUMAN & A.) Y LA ELECTRICA DE TUCUMAN 

EXPROPIACION: Procedimiento. Ley que rige et procedimiento. 

La ley federal de expropiación es aplicable a los juicios 
radicados ante la Corte Suprema ('). 

VETROACTIVIDAD; 

Pese a la circunstancia de que, en la causa sobre expro- 
piación tramitada en instancia originaria ante la Corte 
Suprema, se haya llamado autos pan sentencia no existe 
óbice constitucional para que se requieran los informes 
previstos en el art. 31 de la ley 13.264, 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento Judicial, 

El requerimiento de los informes del Tribunal de Tasa- 
ciones dispuesto por el art. 31 de la ley 13.264 se ha pre- 
visto solamente en loa juicios de expropiación de inmuebles 
—el suelo y sus mejoras — por lo que no corresponde dar 
intervención al referido organismo si con arreglo a lo 
expresado por las partes, el litigio no versa sobre aquéllos 
y cuando además la naturaleza del pleito —expropiación 
de los elementos de una empresa de tranvía»— haría in- 
conducente la medida. 



NACION ARGENTINA v. AUGE FRERES Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal su- 
perior. 

La circunstancia de que la sentencia de una Cámara Fe- 
deral sea susceptible de recurso ordinario para ante la 
Corte Suprema no impide la procedencia del recurso ex- 
traordinario deducido por el interesado. 



O) 27 de octubre de 1948. Fálloit 181, 67; 196, 556. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales* Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación, 

La cuestión relativa a la naturaleza del formo) —si es 
matoria prima o "producto" en el sentido que esta ex- 
presión tiene en la ley ti* 12.591— es cuestión de hecho 
y prueba, por lo que la conclusión de la sentencia apelada 
según la cual es materia prima, no puede revisarse en 
el recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

El calculo del costo del forniol expropiado es cuestión 
de hecho y prueba. 

Puesto que la ley no contiene sobre el particular nin- 
guna determinación, la inclusión o exclusión de determi- 
nadas partidas en dicho cálculo no comporta interpreta- 
ción de la ley sino fijación de lo que la Cámara entendió 
que era, en el caso, el costo real de lo expropiado, de 
acuerdo con la prueba producida y con lo que significa 
gramatical y comcrcialmentc "costo". 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta* Cuestiones no federales o federales consentidas. Fundamentos 
de hecho. 

Si bien la alegación de haberse violado la igualdad cons- 
tituye en principio cuestión federa), la que se formula en 
el caso no es materia propia del recurso extraordinario, 
toda vez que se quiere demostrar la injusticia de la indem- 
nización fijada confrontándola con lo que el propio Go- 
bierno expropiante consintió en ese mismo tiempo como 
precio de! formnl. Sosteniendo los demandados que debe 
pagárseles en este juicio de expropiación lo que hubieran 
podido obtener en plaza por lo expropiado vendiéndolo a 
los precios que habría autorizado el P. E. en ese entonces, 
la consideración del punto conduciría en definitiva o a 
lu revisión del precio fijado en la sentencia recurrida — 
lo que es impropio del recurso extraordinario— o a una 
apreciación de la actitud del P. E. en la emergencia con 
respecto al formol no expropiado, lo que no es atribución 
judicial. 



DE «JUSTICIA DE LA NACIÓN 221 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación <K- 
recta. Cueshones no federales o federales consentidas. Fundamentos 
ac hecho* 

Si bien es cuestión federal la que se refiere al sentido y 
aleance de lo dispuesto en el art. 16 de la ley n» 12 591 
como al recurrente no le agravia que por aleación dé 
dicho articulo la sentencia limite el resarcimiento al 
costo mas el 10 %, sino que ello se haga según un cálcalo 
del costo que no se ajusta a la realidad, el pronunciamien- 
to sobre la cuestión federal mencionada tendría en este 
caso carácter exclusivamente teórico puesto que, cualquie- 
ra fuese la decisión, , 10 influiría en la fijación del precio 
paro el cual el juez y la Cámara no se han atenido al 
art. 16. sino en cuanto a la indemnización del 10 %. 

Sentexcia del Juez Federal 

Bs. Aires, mayo 3 de 1946. 

Y vistos: 

Para resolver en definitiva estos autos seguidos por la 
Naco.» contra Auge Frercs y Cía. sobre expropiación ; y 

Resultando: 

mtrtL i^in^íí" inicia Í UK }° de «P">P¡ac¡ón de una 
partida de 10.020 kilogramos de formoldehyde (formol) que 
lego en el vapor Río Gallegos para la firma demandada. Alegí 
que el proposito perseguido es el de evitar la especulación a 

nroccíiíln A-T** ^ P rod « et0 - Manifiesta haber 
procedido ya u la intervención e incautación de esa partida y 
fundando su derecho en lo dispuesto por el art. 16 déla leí 
U..m deposita y ofrece en pago total la suma de * 23.920, 91 
que representa el precio de costo del producto incautado con 
«¡as un 10 % de indemnización. Pide que en definitiva» d" 
clare expropiada a su favor la partida de formol en cuestión 
u. Citada la demandada y convocadas las partes a la 
audiencia proscripta por la ley, al comparecer la actora repro- 
duce su escrito de demanda, en tanto que la contraparte ex. 
presa que atenta la finalidad invocada por el P. E. no discute 
au derecho a expropiar la mercadería referida, pero en cambio 
no acepta el precio ofrecido. Niega la afirmación de la actora 
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de que hubiera escasez de formo I en plaza y desfaca que la me- 
dida adoptada a su respecto configura una violación a loa 
principios establecidos por el art 16 y 17 de la Constitución 
Nacional desde que no han sido objeto del mismo trato otra» 
empresas comerciales que vendían formol y a las cuales no ae 
les ha trabado la libertad de esa venta. Tacha asimismo de 
inconstitucional la ley 12.591 en cuanto faculta al P. E. a ex- 
propiar con el solo pago del precio de costo con mus una indem- 
nización de 10 % y sostiene que el precio a abonarse es el 
corriente en plaza, tanto más cuanto que ni la ley 12.591 ni 
sua decretos reglamentarios contemplan la situación y el precio 
del formol que dice lia sido fijado por el Pisco en forma uni- 
lateral y arbitraria. Niega que el precio de costo sea el de 
$ 21.745,65 % y termina estimando el valor de la partida ex- 
propiada en la suma de $ 220.440 % importe que solicita se 
condene a pagar a la Nación, con costas, y 

Considerando: 

I. Que ante todo, debe declararse que toda la prueba ren- 
dida por la demandada y sus manifestaciones hechas en el 
alegato, referentes a las existencias de formol en plaza y a la 
fulta de necesidad de la expropiación de la partida en debate, 
son inoperantes. Con ellas se pretende atacar la procedencia 
de la expropiación resuelta, procurando demostrar la falta del 
requisito de la utilidad pública, exigido por la Constitución 
Nacional y por la ley, para la procedencia de la expropiación. 
Todo ello no tiene valor alguno, pues la existencia o no de la 
utilidad pública, es asunto que no puede ser materia de con- 
troversia y prueba, ya que eüa escapa a la jurisdicción judicial, 
pues está librada exclusivamente a los poderes políticos del 
Estado y no es susceptible de ser revisada por los tribunales 
de justicia, como reiteradamente lo ha resuelto la Corte Su- 
prema (Palios: 4, 311; 6, 67; 93, 219 j 104, 247). 

II. Que sólo queda entonces por determinar el monto de 
la indemnización que debe pagarse a la demandada, por la 
partida de formol de su propiedad, de que se ha incautado la 
autoridad administrativa, en ejercicio de la facultad que, a 
ese efecto^ le acuerda el art 16 de la ley 12.591. 

III. Que la primer divergencia que sobre este punto 
existe entre las partes, versa sobre la forma de establecer el 
monto de esa indemnización, pues mientras el Pisco sostiene 
que, conforme al citado art. 16, ella debe ser igual al precio 
de cosió, más un 10 %, la demandada pretende que se le pague 
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áL¡S¡Z. al PreCÍ ° e ° rrÍente Cn Plaza > en ,a fwha de Ia 
El proveyentc considera que ante lo claro y terminante 

"L*™* i 86 contcm P ,1,n do» «sos que pueden pro- 
eTaoorTdo,%i°^T ad0 P-W ""^j 88 P " mas ° P™*^ 

puede n ewederd°;i1o P "/ 8 Í n . dud8b í e ' 3" e ,a ¡ nd ««">¡»«««ii no 
pueao exceder del 10 % del precio de costo y lo único aue 

fin **m ♦ 8ttnc,on ? d » en momento excepcional, con el 
-ÍTY repr , ,mir Una d « m ««da e injustificada espe- 
» ™T ,8 J CUal 8011 mue8tr » elocuente laa diferencias 

entre los precios de costo y de venta, extraídas de los ¡broa 3 
la demandada por los peritos (fs. 303)— ha establecido ™ 

ductos e aborados, declarados de importancia vital un tai 

E22*fcÍ i r * r térn l mo de fiU v fe«*» la aplicación de 

K?l8? M" P TT ,et . de ° ,ra l ,eyes 1 ue 8e le opongan» 
(art. 19). No puede entonces eaber duda que es sólo a la luz 

wl PrWept0S qW i™**™ «I* «»" Corte 

¡SE^Í^™^ 8 ? bPe 8,1 VaHdez ^nstitucionVl! 
ST q " e ha podldo dl8 Po n er la expropiación de los 
artículos de primera necesidad a que se refiere, a precios Z 
comprei^vos {^J***^ experimentada 

- i- l V : ^ e t ? rob | en w*«n en desacuerdo las partes en cuanto 

í J^T n8C ' Ón deI PK>CÍ ° de C08t0 - El Fi^o se ha liS; 
íJÍSfJ 6 I >rec,0 J 1 uc p «"'*« de la factura de origen y l" ha 
«Bregado lo pagado por derechos de importación V «astos de 

£*Z C t 8d T CTO ' mientra8 * M ,a fi ™« demandada prí 
í iresS™ ÍT n e ° . Cttenta . ,os Proporcional** que 

i la afren V ,a liene en N »«va York, más una 
partida de gastos especiales, que dice haber efectuado uno de 
sus socios en los Estado» Unidos de Norte América 

A este respecto, el suscripto comparte ínteirramentA I» 
conclusiones a que llega el perito tercer? enVtaCne 

En cuanto a los gastos de la agencia en Nueva York, na- 

SÜÍSidrde d ^ d í trÍbUÍrSe P^rcbn.lmenj'en?™ 
todas las partidas de mercadería» que se negocien con su ínter- 
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vención y el proveyente cree, que lo mismo debió hacerse con 
los gastos que durante el ejercicio haya tenido la firma en su 
sede central en esta capital, pero como sobre este ponto nada 
se ha dicho por las partes ni se ha producido ninguna prueba, 
no puede suplirse esta omisión. 

Otra cosa muy distinta ocurre con los pretendidos gastos 
especiales. En primer lugar, no se ha probado ni explicado si- 
quiera, en qué han consistido esos gastos y es de particular 
importancia hacer resaltar que ellos ascenderían a la enorme 
suma de $ 133.957,67 % mientras que el precio de compra 
de la partida de formol, para cuya adquisición se habrían he- 
cho esos gastos, ha sido sólo de $ 7.571,89 % Es elemental que 
todo gasto o perjuicio que se pretende sea indemnizado, debe 
estar debidamente justificado y con más razón en este caso, 
en que hay tan enorme desproporción entre el importe de esos 
gastos y el valor de compra de la mercadería. Pues bien, 
como ya se ha dicho, ningún justificativo se ha presentado de 
la existencia y licitud de esos gastos y los mismos asientos he- 
chos en los libros comerciales de la demandada, no están abo- 
nados por los comprobantes que deben respaldar toda regís- 
t ración. Si a esto se agrega que en esos libros el asiento se 
ha hecho casi un año más tarde y que en el libro inventario se 
ha anotado la partida de formol con un valor en que no está 
incluida la suma de los presuntos gastos especiales, forzoso es 
concluir que esta cantidad no puede computarse para la fija- 
ción del precio. 

Hecha esta discriminación, queda como precio de costo de 
la mercadería expropiada, el de $ 14.553,54 % formado por 
los valores y gastos que enumera el perito tercero a~fs. 305 vta. 
de su informe. A la suma expresada debe agregarse el 10 % 
de su importe, con lo que se integra la indemnización total. 

V, Que la circunstancia de que no se hayan expropiado 
otras partidas de formol de las existentes en plaza, no configura 
una violación al principio de igualdad ante la ley que consa- 
gra el art 16 de la Constitución Nacional, como lo sostiene la 
demandada. La autorización para exprppiar que contiene la 
ley 12.591, es facultativa y no imperativa. La ley ha dejado 
al criterio del P. E. determinar la extensión en que ha de usar 
esa facultad de excepción y es natural que así sea, pues es la 
autoridad administrativa la que está más capacitada para co- 
nocer las necesidades de la población en esa materia y la que 
por su organización y elementos de que dispone, puede obrar 
coa mayor rapidez, con lo que se consigue asegurar los fines 
que se tuvieron en mira al sancionar la ley. Si con respecto 
al formol, el P. E. no ha considerado necesario expropiar otras 
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partidas, esto no significa un trato desigual para la demandada, 
pues se le reembolsa el costa de su mercadería mas lo que la 
ley establece como indemnización y si esta expropiación la 
priva de posibles ganancias exorbitantes, éstas no pueden to- 
marse en cuenta, no sólo porque lo prohibe el art. 16 de la 
ley 180 sino porque ellas serían contrarias al espíritu y a la 
letra de la ley 12.591. 9 

Por estos fundamentos, fallo: declarando defintivamente 
transferida a favor de la Nación, la partida de 49 cascos de 
formol, llegada en el vapor Río Gallegos el 25 de junio de 1942, 
consignada a Auge Preres y Cía., a quien deberá abonar la 
Nación la suma de $ 16.008,89 % en concepto de total indem- 
nización. Sin coatas, en razón de la pin* petitia en que ha in- 
currido la expropiada, quien deberá devolver a los autos la 
diferencia entre lo que se manda pagar y lo que percibió a 
fs, 21 vta. — Eduardo A. Ortiz Bmrildo. 



Sentencia de la CAmara Federal 

Bs. Airea, julio 19 de 1948. 

Considerando: Que en el memorial supletorio del informe 
tfi voce, la recurrente ha puntualizado en esta instancia loa 
agravios que entiende le causa la sentencia de fs. 364, los 
cuales se reducen en definitiva, a sn pretensión de que se' fije 
como indemnización el precio de plaza de la mercadería en el 
momento de la desposesión y no el de costo más el 10 % como 
ha resuelto el Sr. Juez a qm. 

Que como lo ha expresado la Corte Suprema en Fallos 
201: 71, la ley llamada de precios máximos — N* 12.591— ha 
podido disponer la expropiación de los artículos de primera 
necesidad a que se refiere a precios no comprensivos del alza 
inmoderada experimentada por los mismos, pues precisamente 
para combatir ese fenómeno se la ha dictado, en defensa de 
intereses vitales de la comunidad. 

Que en virtud de la facultad otorgada al P. E. por el 
art. 2» de la mencionada ley — determinar los productos que 
debían quedar comprendidos en ella— se dictaron diversos de- 
cretos para llenar esa finalidad, entre los cuales el N* 117.860 
de 15 de abril de 1942 que incluyó entre aquéllos las drogas 
"así como cualquiera otra materia orgánica o inorgánica o ele* 
mentes necesarios para preparados de cualquier naturaleza em- 
pleados en la atención o tratamiento de la salud ", enunciado 
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amplio en el que cabe perfectamente el formo!, dados los osos 
diversos para que se presta puestos de manifiesto en los in- 
formes agregados a los autos. 

«.faife j 6 *** el í omo1 *> ,ied6 comprendido entre las 
ira " ce P t,ble « <k »er expropiadas, de conformidad 
con lo dispuesto por el art. 16 de la ley 12 .491 ; pero no al 
precio de plaza, en la época de la desposesión, como lo preten- 
de la demandada, puea ello hubiera estado en completa contra- 
dicción on el espíritu y las finalidades de la ley, «no al de 
costo con una indemnización de hasta el 10 % o al de plasa 
durante la primera quincena de agosto de 1989, autorizados 
ambos por los arta. 1» y 16 de la ley referida. 

Que en estos temperamentos no puede Terse un ataque o 
una violación a fe libertad o al derecho de propiedad recono- 
caos? garantizados por la Constitución Nacional porque, como 
también lo recordara la Corte Suprema en la sentencia arriba 
citada, nuestra Constitución no reconoce derechos absolutos de 
propiedad y libertad los cuales son susceptibles de ser regla- 
mentados, siempre que lo sean de manera razonable —es decir, 
adecuada a los motivos de interés y bienestar general qus justi' 
f ican el ejercicio del poder de policía y no de manera infundada 
y aroitraria— y en tanto que en esa forma se respeta su sub- 



Que por ultimo, el hecho de que a pesar de la expropiación 
de algunas partidas de formol, su precio se mantuviera en plasa 
muy por encima del costo que aquí se ha comprobad», no quiere 
decir que la expropiación fuera innecesaria. Por lo contrario, 
estaría demostrando que hubiera sido conveniente expropiar más 
partidas; o quejas incautadas no fueron empleadas con acierto 
por ia autoridad administrativa, hechos ambos ajenos a la cues- 
tión sometida a juicio y a la potestad del Poder Judicial. 

*.n su mérito y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia recurrida de fs. 364. Costas de esta instancia también 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de octubre de 1948. 

Vistos los autos "Gobierno de la Nación v. Auge 
Y cía - «-I expropiación (formol) $ 23.920,21", 
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en los que se ha concedido a fs. 390 el recurso extraor- 
dinario* 



Considerando : 



Que el recurso extraordinario trae la causa al mis- 
mo Tribunal a que la hubiera elevado el recurso ordina- 
rio del art. 3* de la ley 4055. Y si bien esta Corte actúa 
con distinta jurisdicción en ambos casos, nada obsta, 
en principio, a que la parte recurrente resigne la am- 
plitud de jurisdicción que acuerda el recurso ordinario 
y se limite a traer al Tribunal las cuestiones específi- 
camente propias del extraordinario con la consiguiente 
exclusión de las de hecho y prueba y las relativas a la 
interpretación y aplicación de las normas de derecho co- 
mún y procesal. 

Que en el recurso interpuesto a fs. 384 se plantean 
las siguientes cuestiones: V que el formol expropiado 
no es materia prima sino producto, por lo cual no es 



aplicable a sn expropiación la norma del art. 16 de la 
ley 12. 591 —precio de costo más el 10 %— ; V que la 
norma citada no rige la fijación del justo precio por los 
jueces sino sólo la consignación que debe hacer el Poder 
Ejecutivo para poder incautarse de las materias primas 
o productos a que la misma se refiere; 3 t que comporta 
violación de la igualdad expropiar a razón de $ 1,45 el 
kilogramo y autorizar al mismo tiempo la venta del 
mismo producto a * 11,50, 12,00 y 14,00; 4» que no es 
justo el cálculo del costo hecho en la sentencia recurrida 
al no comprenderse en él los gastos indirectos —los de 
la agencia en Nueva Tork, las comisiones pagadas allí 
y los gastos del negocio en la Argentina. 

Que la cuestión relativa a la naturaleza del formol, 
—si es materia prima o "producto" en el sentido que 
fe esta expresión tiene en la ley 12.591— es cuestión de 
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hecho y prueba. Por consiguiente, la conclusión de la 
sentencia apelada según la cual el formol es materia 
prima no puede revisarse en el recurso extraordinario. 

Que también lo es el cálculo del costo. Puesto que 
la ley no contiene sobre el particular ninguna determi- 
nación, la inclusión o exclusión de determinadas parti- 
das en dicho cálcuk no comporta interpretación de la 
ley sino fijación de lo que la Cámara entendió que era, 
en este caso, el costo real de lo expropiado, de acuerdo 
con la prueba producida y con lo que significa grama- 
tical y couiercialinente *' costo *\ 

Que es, sin duda, cuestión federal la que se refiere 
al sentido y alcance de lo dispuesto en el art. 16 de la 
ley 12.591. Pero como al recurrente no le agravia que 
por aplicación de dicho artículo la sentencia liirite el 
resarcimiento al costo más el 10 % f sino que ello se haga 
según un cálculo del costo que no se ajusta a la realidad, 
— conf, fs. 389 y 389 vta. — , el pronunciamiento sobre 
la cuestión federal mencionada tendría en este caso ca- 
rácter exclusivamente teórico puesto que, cualquiera 
fut»se la decisión, no influiría en la fijación del precio 
para la ual el Juez y la Cámara T io se han atenido al 
art. 16 sino en cuanto a la indemnización del 10 %. En 
lo que al costo se refiere, lo que hacen las sentencias 
mencionadas es pronunciarse sobre la cuestión de hecho 
y prueba que comporta la determinación de lo que el 
formol expropiado costó a sus dueños. 

Que la alegación de haberse violado la igualdad 
constituye en principio cuestión federal, pero la que se 
formula en esta causa no es materia propia del recurso 
extraordinario. Se quiere demostrar la injusticia de la 
indemnización fijada confrontándola con lo que el propio 
Gobierno expropiante consintió en ese mismo tiempo 
como precio del formol. Hecha la invocación del prin- 
cipio de igualdad para sostener que debe pagarse a los 
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demandados en este juicio de expropiación, lo que hu- 
bieran podido obtener en plaza por lo expropiado ven- 
diéndolo a los precios que según el informe f s* 142 habría 
autorizado el P. E. en ese mismo tiempo, la considera- 
eión del punto en este recurso extraordinario conduci- 
ría en definitiva o a la revisión del precio fijado en la 
sentencia de fs. 379, lo que es impropio de él según que- 
dó explicado, o a una apreciación de la actitud del P, E. 
en la emergencia con respecto al formol no expropiado, 
lo que no es atribución judicial. Si la finalidad del ar- 
gumento es objetar la expropiación de que aquí se trata, 
no ya en cuanto al precio, irrevisible en el recurso ex- 
traordinario, sino en sí mismo, cabo observar que desde 
la contestación de la demanda se reconoció su proce- 
dencia (fs, 13). 

Por tanto oído el Sr. Procurador General se decla- 
ra improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 390. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L, Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valexzuela. 



CARLOS GLAESER v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción 
de la cuestión federal Quiénes pueden hacerlo. 

La Dirección General Impositiva puede objetar la orden 
de expedid los informes que conceptúe prohibidos por el 
art. 100 del decreto 14.341/46 —ley 12,922— e interponer 
los recursos que las leyes autorÍ7jm contra la resolución quo 
desconoce el derecho que entiende asistirle en la emergen- 
cia, entre los cuales, el extraordinario. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recios. 

Fs procedente la oposición formulada por la Dirección Ge- 
neral Impositiva al pedido del octor en el sentido de que se 
librase oficio requiriendo de la mencionada repartición in- 
formaciones «obre constancia» existentes en la Dirección v 
referentes a extraños al pleito. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recurso». 

El secreto sobre la» manifestaciones formuladas ni Pisco 
por los contribuyentes que dispone el art. 69 de la iey 
1 1.bbd. no impide que se requieran informes sobre aquéllas, 
siempre que no afecten a terceros. No son secretas esas 
manifestaciones por ser tales, porque no lo son para quien 
las lnzo, sino en cuanto contenpan informes atinentes a 
otras personas, contribuyentes o no, es decir, a cansa de ser 
constancias existentes en la administración referente a ter. 
ceros, concepto que ha sido incorporado al art. 100 del de- 
creto ti> 14.341/46 (ley 12.922). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y rtwto». 

El art. 69 de la ley n* 11.683 establece para la Dirección 
General Impositiva la obligación del secreto de los datos 
atinentes a extraños al contribuyente que litiga contra «1 
* isco salvo que exista conformidad de ésto*, no siendo ra- 
wn suficiente para prescindir del mismo, la circunstancia 
de que de esta manera su prueba pueda verse dificultada, 
poique la reserva obedece a evidentes razones de orden pú- 
blieo, tendientes a la más fácil percepción de la renta y a 
contemplar además la discreción a que tienen do-echo los 
otros contribuyentes, obligados a las declaraciones y sujetos 
a las requisiciones necesarias para el control de la admi- 
nistración. 

SESTESCIA: Principios genérale* 

Los inconvenientes que pneden resultar de la aplicación 

í "^SSA docn * to »* 14A »/46 -modificatorio de la 
ley n° 11.083 (t. o.)— deben ser contemplados cou arriólo 
a las modalidades de cada causa, en oportunidad de deci- 
diree el juicio. 
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Dictamen del Pkocürador General 
Suprema Corte: 

De acuerdo con la doctrina de V. E. la sentencia de 
fs. 44 de los autos principales es definitiva a los efec- 
tos del artículo 14 de la ley 48, toda vez que desconoce, 
de manera después irreparable, una exención invocada 
por el recurrente (191: 253), 

Por ello, y por ser contraria dicha sentencia a la 
pretensión que el apelante funda en la inteligencia que 
asigna a normas federales, el recurso extraordinario 
es procedente de acuerdo con el citado artículo 14, in- 
ciso 3\ de la ley 48. 

Corresponde, en consecuencia, hacer lugar a la prén- 
sente queja, Buenos Aires, octubre 16 de 1948, — Carlos 
G. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de octubre de 1948. 

Vistos los autos: ' 'Recurso de hecho deducido por 
el demandado en los autos Olaeser, Carlos c.| Fisco Na- 
cional", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que en Fallos : 198, 316 se recordó que "esta Corte, 
fundada en el principio de que la intervención de ter- 
ceros afectados por una decisión judicial, debe admi- 
tirse cuando es la única forma en que pueden defender 
su derecho vulnerado —Fallos: 47, 135; 118, 390; 131, 
400; 194, 99 entre otros— ha admitido que la Dirección 
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General del Impuesto a los Réditos puedo objetar la 
orden de expedir los informes que conceptúa prohibidos 
por el art. 69 de la ley 11.683, e interponer los recursos 
que las leyes autorizan contra la resolución que desco- 
noce el derecho que entiende asistirle en la emergencia, 
entre los cuales el extraordinario — conf. Fallos: 191, 
253; 193, 109; 196, 575 y 581*\ 

Que con posterioridad el Tribunal ha intervenido 
igualmente en circunstancias similares a las de autos 
—Fallos: 205, 160; 206, 419; 208, 111; 209, 582— sin 
abrigar duda respecto del carácter definitivo de la re- 
solución apelada, por ser claro que la concesión del re- 
curso extraordinario constituye el único medio para 
amparar oportunamente la exención invocada por el re- 
currente. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se declara mal 
denegado el recurso extraordinario — fs. 59 de los autos 
principales—, 

Considerando en cuanto al fondo del asunto por no 
ser necesaria más substanciación: 

Que a fw. 23 — ¡junto 2 f — el actor pidió se librase 
oficio a la Dirección General Impositiva requiriendo 
— punto c — copia del informe de la inspección practica- 
da en la Sociedad Anónima "Atanor" Industrias Quí- 
micas, con motivo de la constitución de la nueva Socie- 
dad Anónima Mixta "Atanor" Compañía Nacional pa- 
ra la Industria Química — punto d — informe si los va- 
lores en el balance final de la primera sociedad "Ata- 
nor" eran iguales a los de iniciación de la segunda y 
— punto e — informe si la sociedad "Atanor" pagó im- 
puesto a los réditos en 1!»44 o anteriores sobre los valo- 
res que formaron parte del activo de la sociedad al rea- 
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tizarse el balance final, y en su caso, qué monto o pro- 
porción correspondía a los valores asignados a cada 
acción de la nueva .sociedad por los que se canjearon las 
acciones de la anterior. Admitido por la sentencia ape- 
lada que la sociedad "Atanor" es un tercero con res- 
pecto al demandante —punto que escapa a la revisión 
del Tribunal— ocurre así que la totalidad de la infor- 
mación pedida versa sobre constancias existentes en la 
Dirección y referentes a extraños al pleito. 

Que los precedentes de esta Corte enunciados más 
arriba, recaídos en vigencia del art. 69 de la ley 11.683, 
ban dejado establecido que el secreto sobre las manifes- 
taciones formuladas al Fisco por los contribuyentes, 
no impide que se requieran informes sobre aquéllos, 
siempre que no afecten a terceros. No son pues secretas 
esas manifestaciones por ser tales, porque no lo son 
para quien las hizo, sino en cuanto contengan informes 
atinentes a otras personas, contribuyentes o no, es de- 
cir a causa de ser constancias existentes en la adminis- 
tración referentes a terceros. Y este concepto ha sido 
incorporado ai art. 100 del decreto N» 14.841 [46 —ley 
12.932 — que acatando la jurisprudencia mencionada 
establece para la reserva de las manifestaciones de los 
contribuyentes, la salvedad del caso que 14 las solicite 
el interesado, ... en cuanto la información no revele 
datos referentes a terceros". 

Que es así indudable que el texto citado establece 
también para la Dirección Impositiva la obligación del 
secreto de los datos atinentes a extraños al contribu- 
yente que litiga contra el fisco, no siendo razón sufi- 
ciente para prescindir del mismo, la circunstancia de 
que de esta manera su prueba pueda verse dificultada, 
porque la reserva obedece a evidentes razones de orden 
público, tendientes a la más fácil percepción de lá renta 
y a contemplar además la discreción a que tienen dere- 
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eho los otros contribuyentes, obligados u las declaracio- 
nes y sujetos a las requisiciones necesarias para el con- 
trol de la administración. Cabe todavía agregar que, 
también con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
el interesado ha podido proveerse de la conformidad de 
las personas afectadas por su pedido de informes v por 
último, los inconvenientes que pueden resultar de la 
aplicación del art. 100 del decreto 14.341, deben ser con- 
templados, con arreglo a las modalidades de cada cau- 
sa, en oportunidad de decidirse el juicio. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
J usTo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valeítzuela, 



LEANDRO GARCÍA Y OTROS v. PROVINCIA DE BUE- 

NOS AIRES 

HONORARIOS: Regulación. 

Para regular los honorarios de Ies letrados en el juicio so- 
bre entrega y escrituración de tierras que terminó con el 
rechazo de la demanda, corresponde estimar el monto del 
juicio en el 50 % del valor de dichas tierras en el momento 
de trabarse el litigio. Dicho valor solo puede establecerse 
mediante el avalúo para el papo de la contribución terri- 
torial o por tasación judicial. No basta la valuación prac- 
ticada en un expediente administrativo; por lo cual, en 
presencia de e*t4j solo dato, debe declararse que no existen 
en autos los elementos necesarios para regular los honora- 
rios de letrados y peritos. 
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FALLO DE LA COETE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de octubre de 1948. 

Vistos los autos M García Leandro y otros contra 
Buenos Aires la Provincia sobre entrega de tierras", 
para decidir respecto de lo peticionado a fs. 243 y en los 
escritos que anteceden, y 

Considerando: 

Que la demanda de fs. 6 persiguió la entrega y es- 
crituración de las tierras que en la misma se indican, y 
de haber ella prosperado, no cabe duda, atento lo dis- 
puesto por el art, 8* del Arancel de Abogados, que el 
monto del juicio hubiera sido el valor de aquellos 
terrenos. 

Que la circunstancia del rechazo total de la deman- 
da, no es razón suficiente para prescindir del valor de 
las tierras en cuestión, si bien, con arreglo a lo decidido 
en Palios: 203, 340; el importe del juicio sólo alcanza 
al 50 % de aquél. 

Que si bien en el ari 8* del Arancel citado se esta- 
blece que se tendrá por monto del litigio el que resulte 
de la sentencia, de ello no se sigue que en este caso dicho 
monto haya de ser el valor de las tierras de que se trata 
al tiempo de dictarse el fallo puesto que este último re- 
trotrae las cosas al momento de la demanda y lo que 
acuerda o lo que niega se refiere a lo reclamado en esta 
ultima. Es, pues, el valor de las tierras al tiempo de 
trabarse el litigio el que se ha de tener en vista en las 
regulaciones de este juicio. 

Que la tasación practicada en el expediente admi- 
nistrativo agregado a fs. 237 no está autorizada por el 
art. 9 9 del decreto N* 30.439, que no prevé, a falta de 
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avalúo para el pago de la contribución territorial, sino 
la tasación judicial. 

En su mérito se declara que no existen en autos los 
elementos de criterio necesarios para practicar la re- 
gulación de los honorarios estimados a f s. 243 y 246. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis EL Lokohi — 
J üsto L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo 6. Valenzuela. 



Ano 1948 — Noviembre 



DROGUERIA DE LA ESTRELLA S. A. v. IMPUESTOS 

INTERNOS 

IMPCKSTOS IXTKIiXOS: Artkuíos de tocador. 

El iirt 20 de la ley 12.148 —110 del T. O.— que esta- 
blece que los artículos tle tocador con la Mitad del conte- 
nido básico, cuyo precio de venta no sea mayor de 
m$ti. 0.30, pujarán un impuesto de m$n. 0,03, se refiere 
al precio de enajenación por el fabricante o importador, 
por lo que no debe impuesto ni comete infracción quien 
las revende a mayor precio- 

IMPUESTOS INTERNOS: Artíetdos de lavador. 

Habiendo sido hedía directamente por el fabricante al pú- 
blico la enajenación de las respectivas medias unidades 
básicas del fijador elaborado por aquél y vendido por la 
sucursal del mismo establecida con distinto nombre en 
otra ciudad — pues no es venta la facturación del produc- 
to a la casa de la provincia, por la firma de que ésta es 
filial — cabe concluir que existió evasión de impuesto in- 
terno contemplada por el art. 36 de la ley 3T64 — 27 del 
T. O. — por haberse omitido de ese modo el pago del co- 
rrespondiente al fijador elaborado por el fabricante, cuya 
responsabilidad no excusa la sola circunstancia de no ha- 
ber obstaculizado la comprobación de las operaciones rea- 
lizadas. 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y 
pie» infracciones. 

El error inimputable, bajo la forma de ignorancia de la* 
leyes, sólo ha sido aceptado por la jurisprudencia a título 
excepcional, como eximente de sanción legal. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1948. 

Vistos los ñutos: ** Actor Droguería de la Estre- 
lla S. A. — Demandado Impuestos Untemos — Cau- 
sa Recurso contencioso", en los que se lia concedido 
a fs. 72 el recurso ordinario de apelación, 

Y considerando : 

Que la sentencia de fs, 69 en cuanto absuelve a 
la Droguería de la Estrella 8. A. de la evasión del 
impuesto interno correspondiente a las medias uni- 
dades básicas de los fijadores adquiridos de sus fa- 
bricantes, se ajusta a la jurisprudencia de esta Cor- 
te que lia establecido que no constituye infracción la 
venta de aquéllos al consumidor, a mayor precio que el 
previsto por el art, 20 de la ley 12.148 —110 del T. O — 
porque **es acertada la conclusión de que el precio que 
prevé e] artículo*' citado **es el de enajenación por el 
fabricante o importador'* que en la especie se ha man- 
tenido dentro del margen legal, — conf, causa "Nelson 
Raúl A, y Cía, — Imp. Int. 4183-1-940" fallada en 22 de 
septiembre del corriente año. 

Que en cuanto al fijador elaborado por la misma 
sumariada y vendido por la sección o sucursal de aquélla 
establecida en la ciudad de Rosario, con el nombre dé 
Droguería del Aguila, la enajenación de las respectivas 
medías unidades básicas se ha hecho directamente por 
el fabrican te al público. No es, en efecto, venta la factu- 
ración de aquéllas a la casa de la provincia, por la firma 
de que es filial. No es aquí tampoco atendible la alega* 
ción de la necesidad de la elevación del precio de compra 
por el revendedor para alcanzar el mínimo de utilidad 
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que requiere la atención de los gastos <j e comercializa- 
ción de los productos y la obtención de algún beneficio, 
porque siendo el fabricante y el comerciante una sola 
y única entidad, no puede existir la imposición de aquel 
precio por el primero al segundo, en que se basa el ar- 
gumento. 

Que 011 tales condiciones la infracción cometida 
constituye un caso de evasión de los impuestos inter- 
nos contemplado por el art. 36 de la ley 3764 —27 del 
T. O. — toda vez que por vía de las operaciones referidas 
se ha omitido el paso del correspondiente al fijador 
elaborado por la sumariada, cuya responsabilidad no 
excusa la sola circunstancia de no haber obstaculizado 
la comprobación de aquéllas. Por lo demás no está jus- 
tificado que mediara únicamente error inimputable» que 
bajo la forma de ignorancia de las leyes la jurispruden- 
cia no ha aceptado sino a título excepcional como exi- 
mente de sanción legal. —Fallos: 178 f 224; 182, 384 y 
otros. 

Que la comprobada en la causa no es así una infrac- 
ción formal. Kilo, porque con arreglo a lo dicho, la venta 
de los productos elaborados por Brancato y Oriet» no 
constituye ninguna contravención y la de las unidades 
fabricadas por la Droguería de la' Estrella, es punible 
en la forma prevista por el art. 36 de la lev 3764 — 27 
del T. O, 

En su mentó se decide modificar la sentencia ape- 
lada de fs. 69 imponiéndose a la Droguería de la Es- 
trella S. A., Sección Droguería del Aguila, multa de 
míu. 3.245,60. Con costas en esta instancia. 

Tomas D. Casahes — Felipe R. 
Pérez — Luis R. Loxgiii — 

Justo L. Alvakez Roduígitez. 
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ANTONIO DIAZ Y JOSE QUIRINO MARTIXS 

BECUnSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instando. 
Senltncia definiiica. Resoluciones posteriores. 

Procede el recurso ordinario de apelación contra la sen- 
tencia que, en procedimiento de apremio tendiente al cobro 
de la multa aplicada por infracción a las leyes de impues- 
tas internos la declara prescripta ( í ) . 

PRESCRIPCION: Prescripción en materia penal Tiempo. Leyes im- 
positivas. 

La prescripción de cinco años prevista en el art. I 9 de la 
ley 11.585 —36 del T. O;— para "las multas por infrac- 
ción do las leyes de impuestos" corresponde tanto a la ac- 
ción como a ta pena ( 2 ). 

MULTAS. 

Es de carácter penal la multa impuesta por una defrau- 
dación prevista en laa leyes de impuestos internos ( s ). 

MULTAS. 

No basta la iniciación del procedimiento de apremio para 
cambiar la naturaleza penal de la multa, ni autorizar una 
prescripción distinta de la misma, solución aplicable aún 
mediando sentencia en el apremio (.*), 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Ge- 
neralidades. 

Hallándose prescripta la pena de multa aplicada a los 
infractores a las leyes de impuestos internos, por haber 
estado paralizada la causa durante el plazo establecido en 
el art. 1« de la ley 11.585 —36 del T. O.— resulta in- 
necesaria la consideración de si las actuaciones posteriores 
a la sentencia de primera instancia son interruptivas de 
la prescripción, en loa términos del art. 3 de la ley men- 
cionada —art. 38 del T. O. 



(') 3 de noviembre de 1948. Folios: 187, 659. 

(3) Fallos; 187, 589; 211, 308, 

(3) Fallos: 160, 13. 

(4) Fallos: 187 f H9; 211, 308. 
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ISAAC OROZCO 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen reprenivo. Defraudación y sim- 
ple» infracciones* 

ha existencia de contravención a las leyes de impuestos 
internos y sus reglamentos puede resultar de la contabili- 
dad del contribuyente, o de documento» emanados y reco- 
nocidos por este, aun cuando las constancias de los mismos 
no concuerden con las de los libros oficiales, siendo en 
tales casos, a cargo del interesado la prueba de &u inocen- 
cia, que no resulta de la circunstancia de no estar esclare- 
cidas las maniobras necesarias para completar la evasión 
fiscal. 

Es demostrativa de la inexactitud de las anotaciones en los 
libros oficiales, referentes al traslado de una partida de 
vino, la manifestación explícita del contribuyente, de la 
que aquella resulta, en cuyo supuesto, la absolución del 
interesado requiere la prueba por éste de su inocencia. 



Sentencia del Juez Federal 

San Juan, diciembre 12 de 1947. 

Y vistos: Estos autos N* 11.813, caratulados: "Orozco 
Isaac — Recurso contencioso administrativo*', llamados a fs. 70 
vta. para dictar sentencia y con el sumario administrativo 
N* 190, Sección 24, ano 1945, apresado a fs, 3 y sietes., de 
los que 

^0 Resulta ; 

l v ) Que empleados de ta Adm. Oral de Impuestos In- 
ternos, con fecha 24 de octubre de 1944, concurrieron a la 
bodega de la firma Ahun linos, ubicada en Capéete con el 
objeto de practicar un inventario general de existencias de vi- 
nos y valores fiscales, ocasión en la que en atención a la cir- 
cunstancia de encontrarse el libro oficial de la bodcíru en 
poder del representante de la misma. Sr. Basualdo, fueron in- 
formados en forma verbal por D. Elias Abraham Ahun sobre 
el movimiento habido durante el mes, correspondiendo señalar 
a este respecto especialmente la información relativa al hecho 
de no haberse efectuado un traslado de vino por la cantidad 
j¡j> 12.000 litros que oportunamente se gestionara. 
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2») Que los citados empleados, al día siguiente de la 
referida actuación, concurrieron al escritorio del Sr. Aníbal 
í'ésar Basualdo ubicado en esta ciudad a fin de compulsar el 
libro oficial de la bodega inventariada, pudiendo comprobar 
que en el mismo, contrariamente a lo informado por D. Elias 
Abraham Ahun, figuraba registrado, con fecha 23 del mes, un 
ingreso de 12.000 litros de vino nuevo procedentes de la bode- 
ga de Isaac Orozco, motivo por el cual solicitaron del Sr. Ba- 
sualdo manifestara las razones que determinaron la anotación 
señalada, expresando este haberla efectuado por orden del 
Sr. Ahun. 

8») Que los mismos empleados, al día subsiguiente, con- 
currieron nuevamente a la bodega de la firma Ahun Unos, 
con el propósito de informar a la misma sobre el resultado 
de la compulsa del libro oficial y solicitar del Sr. Elias Abra- 
ham Ahun la aclaración correspondiente al traslado de 12.000 
litros de vino, oportunidad en la que éste, ratificando su ante- 
rior declaración, manifestó no haber recibido dicho vino, atri- 
buyendo a un -rror del Sr. Basualdo la anotación observada. 

4°) Que el Sr. Aníbal César Basualdo, con fecha 28 del 
mismo mes, citado por los empleados actuantes, les manifestó 
fine el asiento relativo al ingreso del vino procedente de la 
bodejra de Isaac Orozco constituía un error producido al inter- 
pretar equivocadamente una orden del Sr, Ahun. error que 
lo indujo, asimismo, a hacerle firmar, sin (pie tampoco lo ad- 
virtiera, la nota de terminación de traslado. 

Por su parte, la Srta. María Etelvina Aballay. represen- 
tante de Isaac Orozco. citada también por los empleados ac- 
tuantes, les manifestó acto continuo, ante la solicitud que se 
le formulara, no estar enterada sobre la realización efectiva 
del traslado cuestionado y además haber efectuado la anota- 
ción correspondiente en el libro oficial de la bodega de su 
representado atendiendo una orden telefónica del contador de 
la firma Ahun linos., Sr. Manzur Amado. 

ñ v ) Que los referidos empleados, prosiguiendo la inves- 
tigación, concurrieron el mismo día al domicilio del Sr. Ama- 
do, ocasión en la que éste negó haber impartido la orden reci- 
bida por la Srta. Aballay, como también haber tenido rela- 
ciones, él o la firma Ahun linos., con Isaac Orozco. 

Asimismo, en el mismo lu^ar y fecha el Sr. Abraham 
Elias Almo, miembro tic la sociedad bodeguera, reconoció 
como suya la firma puesta al pie de la unta de terminación 
ele traslado que se le exhibió pcn> afirmó que la misma fué 
suscripto por error, al estar incluida entre otros papeles que 
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le presentara el Sr, Basualdo, ya que en ningún momento ha- 
bía recibido los 12.000 litros de vino, 

6») Que, finalmente, con fecha 30 del mes, compareció 
el Sr. Isaac Orozco ante los empleados actuantes, informán- 
doles a su requerimiento que los 12.000 litros de vino faltan- 
tes en su bodega al practicarse el último inventario habían sido 
vendidos a un comisionista cuyo nombre no recordaba, señalan- 
do, además, no haber tenido nunca relaciones comerciales con 
la firma Ahun linos, 

7') Que la Tercera División de Contralor en su infor- 
mo de fecha 5 de enero de 1946 sostuvo que correspondía apro- 
bar sin cargo los inventarios practicados en las bodegas de 
Ahun Unos, e Isaac Orozco, considerando a los 12.000 litros 
de vino salidos de esta última como expendidos en infracción 
a los arte. 100 y 101 del T. O. de las Leyes de Impuestos 
Internos. Además, entendió que tanto Ahun Unos, como Isaac 
Orozco habían infringido el art. 15 del Tít. I de la Regí. Ge- 
neral y la primera, también, el art. 67 del mismo título. 

& 9 ) Que conferida vista a Ahun finos, y a Isaac Oroz- 
co por el término de 10 días para que alegasen en su defensa, 
transcurrió dicho término sin que la evacuasen. 

9 9 ) Que el Administrador General, por resolución de 
fecha 6 de junio de 1045, en base a las actuaciones del suma- 
rio y al informe de la Tercera División de Contralor, impuso 
a Isaac Orozco la obligación de abonar en concepto de im- 
puesto la suma de m$n. 720 y le aplicó, «demás, una multa 
de m$n. 7.200 conforme a lo dispuesto por el art. 27 del T. O. 
de las Leyes de Impuestos Internos. 

10) Que disconforme Isaac Orozco con dicha resolución 
condenatoria interpuso ante este Juzgado el recurso contencio- 
so administrativo autorizado por el art. 17 del citado ordena- 
miento legpl, y 

Considerando: 

I. Que el actor, til interponer el recurso, sostiene haber 
trasladado efectivamente a ta bodega de la firma Ahun linos. 
1m partida de 12.000 litros de vino considerada por la Admi- 
nistración como expendida en fraude. En apoyo de su afirma- 
ción hace mérito de las anotaciones de los libros oficiales de 
las bodegas intervinicntes en la operación cuestionada. 

II. Que como lo sostiene el actor existe en su favor toda 
la documentación resultante de la tramitación regular de un 
traslado de vino de bodega a bodega proscripta por el art. 28 
del Tít. VII de la Kegl. General. Así. adermis de las anota- 
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salSÍ cuJÍS ° fÍC¡a,eS P CÍtaám ** dan * las 

s-iiidas y entradas correspondiente, cabe tener en considera, 

c on por «na parte, la solicitud de la autor"^^ &» 

presentante de Ahun Une, por otra parte, la comunicación 
Hní w "T" í a snscri P ta directamente pT A h m 

í csl^nt^ j"™' * ¿¿«E 

í .;„ n »Ti en tambi ' > ? bra ? en oontr » *'cl actor todas las actúa 
eiones del sumario administrativo va que las mismaVnorm¡!J n 
dm.rtuar las conclusiones de la documen aciS señalada ín 
electo eonforme resulta de las decía racione^ S loTSrt Ahun 

mae» ; g , , l , r ,C, : , ° el trM <™»tionado, ¡S 

«7, « V °^ ta Ta,op a ,a ''««nunicación de l« 

le un y.no. máxime si se tiene en cuenta „o sólo la dcclírá 

mi B m» M^'"Pta por error, sino también la feeha de In 
BSh ^T^'fida entre las declaraciones de los Sres Áíu n 
Además la dcelaracón inicial del representante Basualdo é 
mod>f cada ,«,ster,orme„te concordando con las de síí repre- 
sentados. Por otra parte, la declaración de la represente 

»a lor Amado P.nalmente, en forma fundamental la declara- 
ción del propio actor, concordante con | a (I „ este V.lt mo nír 
m.tc concluir que su vino no fué trasladé o a la ^ bodera dé 

fraÜde. conocerse su destino, fué expendido en 

II!. Qué los arts. 3!) y 40 del Tít. I de la Re<*I General 

v atfS^deU 80 r - f r'"? a la Vn,idez * StSSR 
j a la ruaeuin de las existenc.ns, cuestiones que no interesan 

en la resolución del presente caso, va que a | practfeaSTw 
real el traslado del vino procedente de la bode-a del actor 

Zt'rTr l ° : < ad r n f' nt0m ™ Ut > '* (1H sumario la 

«ontrad.ee.on entre las anolaciones del libro ofieial d™a pr " 

Ah^h»™ Tíí y '£ ,n /»™™«n «'ministrada por 11 Elían 
Abraham Ahun. En definitiva, nnnea se consideró a la paí 

retVor:;r:?Sr° in ^ da ,a *m&£¿ 

eial ín r ;.„?" e P " "'T* a ' valor * la documentación ofi- 
hnll ni a,,0> ; a re< Urso i "'«"-P'" , «»o por el aelor es de 
hacer notar que el mismo es relativo eom, lo ha Vleílamo 
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la Exorna, Cámara Federal de Mendoza en la cama acímida 
por Francisco Ntfcif contra Impuestos Internos, originaria 
del Juzgado Federal de Mendos», señalando que "el argu- 
mento hecho valer por el actor de que frente a Impuestos In- 
ternos son los libros oficiales los que tienen valor definitivo 
no es exacto sino en tanto en cuanto no haya prueba que de- 
muestre error o falsedad en sus anotaciones pues que siendo 
Astas verificadas por el propio contribuyente, vale deeir, unila- 
terales, no Rueden por sí solas constituir prueba fehaciente 
en contra de la Administración, porque si tal ocurriera ésta 
quedaría a merced de la buena o mala fe del contribuyente o 
imposibilitada de probar el error o fraude en que se pudiera 
haber incurrido, lo que no está de acuerdo con los principios 
que rigen la validez de los netos jurídicos y menos aun la 
materia penal, aplicables a las infracciones a las leves impo- 
sitivas. En consecuencia, la Administración puede impugnar 
la verdad de las anotaciones de los libros oficiales y probar 
su error o falsedad por todos los medios de priiAa./." 

V. Que las hechos constatados constituyen una infrac- 
ción que corresponde ubicar entre los supuestos previstos v 
castrados por el art. 27 del Texto Ordenado desde que, sin 
lugar a dudas, se trata de una falsa declaración tendiente a 
eludir el pago del impuesto. 

Por castas consideraciones. 

Resuelvo ; 

No hacer lupar al recurso contencioso administrativo in- 
terpuesto por Di Isaac Orozco contra la resolución administra- 
tiva recaída en el sumario X» 190, Sección 24, ano 1045 v 
en consecuencia, manticnese la multa de m£n. 7.200 aplicada 
al mismo. Con costas. — Cario* Alberto Cuello. 



Sentencia de la Címara Federal 

ifit Q En -?wá*d de Mendoza a 7 días del mes de aposto de 
lí)4rt f reunidos en la Sala ile Acuerdos de la Exema. Cámara 
Federal de Apelación en Mendoza, los Sres. Vocales, Dr. Afrus- 
fin De la Reta. Dr. Jorge Vera Vnllejo y Dr. José Elias Ro- 
dríguez Boa. trajeron a deliberación para dictar sentencia, 
los Autos N* 10.053-0-105, caratulados: "Orozco Isaac, Recur- 
so Cnntcnfíioso- Administrativo^ venidos del Juzgado Federal 
de San Juan, — Expte/N* 11.813, año 1945—, a virtud del 
recurso de apelación concedido a fs, 76 respecto de la sentencia 
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fie fecha 12 de diciembre de 1947, corriente a fs. 71, por la 
que se resuelve: "No hacer lugar al recurso eontene ¡oso-admi- 
nistrativo interpuesto por D. Isaac Orozeo contra la resolución 
administrativa recaída en el sumario X' 1 190, Sección 24, Año 
1945 y, en consecuencia* mantienes* la multa de m$n. 7.200 
aplicada at misino. Con cretas. De conformidad con lo dis- 
puesto por la ley 12.997 repúlanse los honorario» devengados 
por el ex Procurador Fiscal Nacional. Dr. Justo M. Manrique, 
en la suma de m$n. 333,50; los del Sr. Procurador Fiscal 
Federal, Dr. Enrique Ramón Razón Agrás, en la de mén. 333,50 
y los del abogado patrocinante del actor, Dr. í. S. Aguiar A. 
en la de m$n. 156", 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

1* ¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada? 
2* ¿Las costas.' 

De acuerdo con lo establecida por los arts. 15$ del Regla- 
mento para la Justicia Federal dictado |M>r la Corte Suprema 
de la Nación y 4* del de la Cámara, se fijó el siguiente orden 
de votación: Dr. Vera Vallejo, Dr. De la Reta y Dr. Rodrí- 
guez Saá. 

Sobre la I* cuestión, el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

Al expresar los agravios que le causa la sentencia, el re- 
currente insiste en sostener, como lo ha hecho en 1* instancia, 
que la operación de traslado de 12.000 litros de vino de su 
bodega a la de Ahun linos., en octubre «le 1944, y que la Ad- 
ministración de impuestos internos ha declarado inexistente, 
ha sitio efectiva; apoyando su aserto, en las actuaciones ad- 
ministrativas sobre solicitud de autorización para el traslado 
ffs. 21), la comunicación hecha por la firma antes nombrada, 
de haberse efectuado (l's, 24) y en las auotaeiones hechas en 
los libros oficiales de ambas bodegas, las que deben prevalecer 
sobre las declaraciones de Elias Abraham Ahun y sus emplea- 
dos, de que el traslado no se realizó y que las anotaciones 
lie has en el libro oficial lo han sido por error. 

El ti-tjtni ha considerado ya esa defensa y estudiado de- 
tenidamente las actuaciones administrativas de referencia fren- 
te jt las constataciones hechas por los empleados de Impuestos 
Internos en la bodega de Ahun Unos, y las declaraciones pres- 
tólas por I>. Elias Abraham Ahun. I). Isaac Orozeo y sus re- 
presentantes unte dicha Repartición, poniendo en evidencia 
que la partida de vino cuestionada no fué trasladada a la bo- 
dega de Ahun Unos,; sin que el recurrente traiga nuevos ole- 
mnitos do juicio para demostrar el ermr de esa conclusión. 
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A ello cabe agregar, que el propio recurrente ha desau- 
torizado la anotación de su libro oficial, al declarar ante los 
empleados de Impuestos Internos sumariantes, que no lia te- 
nido relaciones comerciales con los Sres. Ahun Unos y que 
el vino hitante en su bodega, en la cantidad de 12.000 litros 
lo vendió a un comisionista cuyo nombre no recuerda (fs 9) • 
declaración que, al no haber sido impugnada de nulidad, hace 
prueba en juicio, conforme a lo establecido por el art. 22 del 
l, O. de las Leyes de Impuestos Internos. 

rp n ti m ' nrr f n . t<? I » . h » 1 '" te n»»<l° tampoco acreditar haber 
realmente vendido el vino de referencia a la firma Ahun Unos 
ya sea mediante el contrato que se acostumbra firmar en esa" 
clase de operaciones, o ya por el pago de su importe, que es 
practica hacerlo por cheque, previa liquidación de la ope- 
ración. ™ 

Todo ello está demostrando que los 12.000 litros de vino 
para cuyo traslado de la bodega de Orón» a la de Ahun Unos 
se solicito autorización a lmp. Internos, no se efectuó, siendo 
lalsas las anotaciones hechas en los libros oficiales de ambas 
bodegas; y que ese producto, faltante en la bodega de Orozco. 
ra* vendido clandestinamente y sin el pago del impuesto co- 
rrespondiente, como lo ha establecido la Administración y lo 
confirma el a-quo. 

»^«^„r n HT ,, , ci ,"™ l ^ l,,,I, . ta ***** al matmu, con 

arreglo al nrt 27 del T. O., y la sentencia que 1» mantiene, son 
arregladas a derecho ; y voto en tal sentido. 

preeedTnte rtS ' ^ '* * IÍ0(,, * ,f?uez Saa ' ******* al voto 
Sobre la cuestión, el Dr. Vera Vallcjo. dijo: 

ni «^\w'T l ^' a l 5^?^MÍ!#»fe y « 1«» establecido por 
ni art. 406 del Cod. de Procedimientos en lo Criminal, corres- 
ponde mantener tanibom la imposición de costas, haciéndola 
extensiva n |„ s de esta instancia; y voto en tal sentido. 

precedente™ °* '* **** * Kmlríeu,,z Saa - «^hirieron al voto 

Por lo que resulta do hi votación que antecede, se confir- 
ma en todas sus partes la sentencia apelada, con costas de esta 
instancia. A f ¡„xti„ ( ¡ I; ¡„ fí¿ itt . — J or(/ e PM Vulkjo. - 
•Jasé Elias Rodrtgnég Saá. 
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Buenos Aires, 3 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos: Orozco Isaac, Recurso contencio- 
so administrativo", en los que se lia concedido a fs. 92 
el recurso ordinario de apelación. 

. Y considerando : 

Que con arreglo ai la jurisprudencia de esta Corte 
la existencia de contravención a las leyes de impuestos 
internos y sus reglamentos puede resultar de la conta- 
bilidad del contribuyente, o de documentos emanados y 
reconocidos por éste. Ello aun cuando las constancias 
de los mismos no coneuerdan con las de los libros oficia- 
les, siendo en tales casos, a cargo del interesado la prue- 
ba de su inocencia, que no acredita la circunstancia de 
no estar esclarecidas las maniobras necesarias para com- 
pletar la evasión fiscal. — Conf. causas "Grimalt y Boec- 
ke <\l linp. Internos"; 44 Pedro Loreti v. Imp. Internos" 
y 4 *S.A. Agrícola, Industrial y Comercial "Cremnselii 
linos." v. Imp. Internos" falladas en 25 de agosto del 
corriente año y otras. 

Que igual eficiencia demostrativa de la inexactitud 
tic las anotaciones en los libros oficiales tiene sin duda 
la manifestación explícita del contribuyente, de la que 
aquélla resulta, porque no babtla razón atendible para 
distinguir tal supuesto del enunciado en los consideran- 
dos anteriores. 

<¿ue no cabe desde luego descartar sin más que tales 
manifestaciones sean erróneas y puedan baber obedeci- 
do a la perturbación originada en la nerviosidad del de- 
clarante en el acto de la inspección a que fué sometido 
por los empleados de Impuestos Internos, tal como se 
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lo expresa en el memorial de fs. 66 —a fs. 67 vía- 
Pero esa posibilidad no exime al contribuyente do acre- 
ditar su inocencia en los términos de la jurisprudencia 
mas arriba citada porque solamente sobre la base de tal 
prueba cabo desechar la presunción de fraude que, en 
las condiciones de autos, posa sobre aquel. 

Que esa prueba no se lia producido en [ a especie. 

Kn su mérito y por los fundamentos concordantes 
de la sentencia apelada de fs. 87, se la confirma en todas 
sus partes. 

Con costas. 

Tomás I). Casares — Felipe S. 
Pkhhz — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvaiikz Rodhíuuez. 



MARTIN DÜRRÜTY v. NACION ARGENTINA 

WCOSS0 OnDWARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jai- 
( iw en que la .Xurt/ín <•« parte. 

Siendo ciblipat'ión de la parte apelante, a los efectos del 
ptorjtamiento del recurso del art. 8*. ine. 2», de la lev 
40*5 determ mar el monto de la soma e» que pretende í 
modifique Ja sentencia recurrida, y no resultando, ni de 
lo actuado en el curso del juicio ni de lo expresado en el 
escrito en que se interpuso la apelación, que el valor dis- 
putado supere la «tima de m$n. 5.000, corresponde declarar 
mal concedido dicho recurso. 

DlCTAMKN DEL PllOCUKADOIl OKNEIUL 

Suprema Corte: 

Kl monto discutido en la presente causa justifiea 
la intervención de V. B. en instancia ordinaria de acuer- 
do con lo dispuesto por el art. 3', inc. 2* de la ley 4 055 
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Corresponde, pues, declarar bien concedido a fs. 
105 el recurso interpuesto a fs. 104 para ante la Corte 
Suprema. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
(Dirección (Jcneral impositiva) tiene constituido repre- 
sentante especial, el que ante V # B¿ lia hecho ya la defen- 
sa de sus derechos. Buenos Aires, octubre 9 de 1048. — 
Carlos (!. ÍMfiuo. 



FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1ÍMS. 

Vistos los autos: "Durruty Martín c.| Fisco Nació- 
nal demanda contenciosa en los que se lia concedido 
a fs, WS el recurso ordinario de apelación. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
— Fallos: 211, U3 — es obligación de la parte apelante 
determinar el monto de la suma en que pretende se mo- 
difique la sentencia recurrida —Fallos: 197, 320 y otros 
— a los efectos del otorgamiento del recurso del art 3* 
¡nc. 2 de la ley 4035. 

(¿uo ni ile lo actuado en el curso del juicio ni de lo 
expresado en el escrito que se interpuso la apelaeióii 
resulta que el valor disputado supere la suma de tatiL 
.1.000. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador Genera] 6C 
declara mal com edido el recurso ordinario a fs, 103. 

Tomás D. Casahes — Felipe S. 
Pérez — Lns R, Lonohi — 
Justo L. Alvares RodrÍüüez. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 25 l 

VICTORIO DE LVCA. EMILIO GIIERZI Y 
ALEJANDRO GERLO 

Sf"! J? <" ,e P"ra la improcedencia dé iÍtoScST 

SíSfif^ d * mm,pra fiaal cucstiones >fc 

do participe* en rada «no de los actos üS^SS 



HORACIO GARCÍA KA.MS Y CARLOS HERRERA 
GOME ¡{so DE FACTO. 

ras :,: sx-sr * - <¿=<s 



HH^l " * ***** * ,W * 1W, «HcJ 194, 403, 177, ¿tffj 
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MEDIDA S Di SC ¡PUS A RIA S. 

Si los magistrados recurrentes de la sanción que les fuera 
impuesta — la que no se funda en que se hayan apartado 
de la jurisprudeiieia de la Corte Suprema, sino en el modo 
tle apartarse y en los términos con que la discrepancia fué 
expresada — se amparan en la sola mención del deber 
que tienen de aplicar ante todo la Constitución, enten- 
diendo que ese deber se cumple mejor con el mantenimien- 
to del propio criterio que con 1h aceptación, que impone 
la condición subordinada del tribunal de que formahan 
parto a la superior autoridad (pie la propia Constitución 
acuerda a las sentencias de la Corte, en punto a la inter- 
pretación y aplicaeión de ella, debe mantenerse la medida 
diseipl inaría — apercibimiento — que les fueni aplicada. 

comí: SUPREMA. 

La institución de un tribunal al que le es encomendada 
como función exclusivamente propia de él, lu decisión 
final de las ** causas que versan sobre puntos regidos por 
la Constitución" (art. 100 de ésta) importa atribuir a la 
interpretación que este tribunal haga de ella una autori- 
dad que no es sólo moral sino institucional, es decir, que el 
orden de las instituciones de que se trata reposa sobre ella. 
Y es patente que lo perturban los "tribunales inferiore»" 
que prescinden pura y simplemente de aquélla, sin preten- 
der que la sinjrn lar idad del caso hasra inaplicable lo de- 
cidido en la jurisprudencia de la Corte Suprema, ni in- 
tenten reabrir, en recto ejercicio de la libertad de .juicio 
que es, en principio, propia de los jueces, la dilucidación 
del punto .sobre el que dicha jurisprudencia se pronuncia. 



FALLO m LA PORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1948. 

Vistos los untos "(lama Rams Horacio y Herrera 
Curios, vocales de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital, solicitan se deje sin efecto la sanción discipli- 
naría que lea fué aplicada por lu Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en los autos: "Santin Jacinto — 
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Impuestos Internos*', para decidir sobre lo pedido a 
fs. 1. 

Considerando : 

Que está, por de pronto, fuera de lugar todo lo ar- 
gumentado en el precedente pedido de reconsideración 
puesto que la sanción impuesta a los señores magistra- 
dos recurrentes no so funda en que se hayan apartado 
de la jurisprudencia do esta Corte sino en el modo de 
apartarse y en los términos con que la discrepancia fue 
expresada. 

Que contra lo afirmado en la presentación que an- 
tecede, en el voto que determinó el apercibimiento se 
trataba de la Constitución Nacional. Fuera de que así 
se liaec constar en dicho voto, no podía dejar de tratarse 
de ella, pues el problema judicial de las facultades le- 
gislativas de los gobiernos de "fuoto" cuando la vigen- 
cia de la Constitución no ha caducado con el hecho de la 
revolución, es, precisamente, el de la compatibilidad de 
su ejercicio con los principios do esta última. 

Que, |ior lo demás, los magistrados recurrentes, am- 
parándose en la sola mención del deber que tienen de 
aplicar ante todo la Constitución, entendieron que ese 
deber se cumplía mejor manteniendo el propio criterio 
discrepante que ateniéndose, —como lo imponía la con- 
dición subordinada del tribunal de que formaban par- 
le—, a la superior autoridad que la propia Constitución 
acuerda a las sentencias de esta Corte eu punto a la in- 
terpretación y aplicación do ella, precisamente. Con lo 
cual, además de ser impropia la decisión por el modo y 
los términos de la discrepancia mantenida mediante ella, 
lo fué también del punto de vista del orden judicial, 
puesto que la institución de un tribunal al que le es en- 
comendada como función exclusivamente propia de él, 
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la decisión final de "las causas qiio versen sobre pun- 
tos regidos por la Constitución" (art. 100 de ésta) im- 
porta atribuir a la interpretación que este Tribunal 
baga de ella una autoridad que no es sólo moral sino, 
corno se la llamó en el pronunciamiento recurrido, insti- 
tucional, es decir que el orden de las instituciones de 
que se trata reposa sobre ella, Y es patente que lo per- 
turban los "tribunales inferiores" que, como en este 
©aso, prescinden de él pura y simplemente, pues en el 
fallo en cuestión no se pretende que la singularidad del 
raso luciese inaplicable lo decidido en la jurisprudencia 
de esta Corte de ln que se apartaba, ni se intente rea- 
hrir, en recto ejercicio de la libertad de juicio que es, 
en principio, propia de los jueces, la dilucidación del 
punto sobre el que diclia jurisprudencia se pronuncia. 
Por lo ta lito, estése a lo resuelto. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Péicrz — Luis H. Lnxoiii — 
Justo L. Alvaiiez Rodríguez. 



ANDRES GONZALEZ ORTIZ 

PRUEBA: Prueba en materia penal 

Es ovíllente la inhabilidad legal del único tea-tipo presen- 
cial del homicidio, que no sólo es sobrino de la víctima 
— parentesco que deliberadamente ocultó en el sumario — 
sino que tiimbh'ii fué uno de los agresores del procesado. 
Por lo demás, sus contradicciones tendientes a mejorar su 
situación c< m prometida, le restan valor hasta como simple 
testigo de in formación. 

PltVEUA : Prueba en' materia penal. 

Corresponde tener como indivisible la confesión calificada 
del homicida, si las presunciones admitidas para cumple- 
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tur la prueba legal susceptible de dividir aquélla, parecen 
de suficiente efieacia probatoria, por cuanto no son inequí- 
vocas ni resultan concordantes entre sí, por lo que se 
trata de meras conjeturas que no se fundan en hecho* 
probados según lo exige el ine. 7\ del art. 358 del Cód, 
de Proc. Criminal y, por lo mismo, aparecen desprovistas 
de adecuado valor legal, aun dentro del cuadro procesal 
de la prueba indirecta. 

¡MPVTABiUDATK 

Debe encuadrarse dentro de las prescripciones del art. 35 
del Cód. Penal, esto es, exceso en la defensa, el delito de 
homicidio cometido por quien fué ilegítimamente agredi- 
do de palabra y de hecho por la víctima y de inmediato a 
golpes "de azada por el sujeto que la acompañaba, sin que 
hubiese mediado provocación alguna de au parte. Pero 
toda ves que lia habido una evidente desproporción entre 
lo* medios agresivos y los puestos de manifiesto en la 
reacción defensiva, no se hallan reunidos los requisitos 
que configuran la legítima defensa, 

PENA, 

Corresponde ordenar la inmediata libertad del procesado 
cuya pena se halla cumplida con el tiempo que lleva da 
prisión preventiva, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "González Ortiz Andrés — Homi- 
cidio", en los que se lia concedido a fs. 112 el recurso 
ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que la sentencia recurrida al confirmar por sus 
fundamentos la de primera instancia, divide la confesión 
<lol encausado González Ortiz, sobre la base principal do 
las declaraciones del único testigo presencial tomado en 
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cuenta en el pronunciamiento judicial, Raimundo Rote- 
la. Que es de observar, sin embargo, la evidente inhabi- 
lidad legal del citado testigo, por cuanto no sólo es so- 
brino de la víctima Romualdo Chamorro —parentesco 
tjue deliberadamente ocultó en el sumario — sino ade- 
más y como .se desprende de las actuaciones promovi- 
da, no culi t radichas en ninguna oportunidud, fué uno 
de los agresores de González (Miz, agresión reiterada 
a! huir éste y a la que puso término la decidida inter- 
vención de la mujer Apolinnría Vergara. Por lo demás, 
mis contradicciones tendientes a mejorar su situación 
comprometida, la restan valor hasta como simple testigo 
de información, por todo lo cual y en suma le son apli- 
cables las reglas de los incisos 8 V y f) v del art. 27tí del 
(Vid. de Proccd. en lo Criminal e inciso 4* del art 307 
* leí precitado Código, 

(¿lie respecto a las presunciones igualmente admi- 
tidas [Mira completar la prueba legal susceptible ele di- 
vidir la confesión del homicida, todas ellas carecen de 
suficiente eficacia probatoria, por cuanto no son inequí- 
vocas ni resultan concordantes entre sí. Tales, entre 
otras, las que se hacen derivar del golpe de azada pro- 
pinado por Rotela, su grado de intensidad ofensiva y 
lus efectos probables referidos a la reacción defensiva 
del victimario. Se trata, pues, de meras conjeturas que 
no se fundan en hechos probados según lo exige el ¡ác- 
7* del art. 358 del Cód. do Proc. Criminal y por lo mismo 
aparecen desprovistas de adecuado valor legal, aun den- 
Iro del cuadro procesal de la prueba indirecta. 

Que a mérito de las precedentes consideraciones y 
atento lo dispuesto en los arts. 317 y 318 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, corresponde tener como 
indivisible la confesión calificada de González Ortiz» 
lo c|ue así se declara. 

CJue en consecuencia y teniendo en cuenta las demás 
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constancias de autos no impugnables, cabo admitir que 
González Ortiz fue* ilegítimamente agredido de palabra 
y de licelio por Chamorro y de inmediato a golpes de 
azada por Rotela, sin que hubiese mediado provocación 
alguna de su parte. Por tanto y encontrándose en peli- 
gro inminente su integridad física a la par que su pro- 
pia dignidad de hombre honesto y trabajador, no es 
dable cuestionar y menos aun inferir actitudes apro- 
piadas acerca de a quien convenía enfrentar primero, 
pues se trata de una reacción instintiva adoptada instan- 
táneamente en el momento del peligro y no controlable 
con el raciocinio medio corriente en circunstancias me- 
nos apremiantes, tanto más, si era sabido que la víctima 
acostumbraba portar una pistola de repetición y tenía 
la fama irascible que eoineidentemente se reconoce en 
autos a través de informaciones de personas calificadas 
y hasta del propio agresor Rotela (fs. 70, pregunta ter- 
cera). Agregúese, además, el hecho notorio de haber sido 
anteriormente procesado por lesiones (planillas de fs, 
77 y ¡50). 

Que ello no obstante, ha habido una evidente des- 
proporción entre los medios agresivos y los puestos de 
manifiesto en la reacción defensiva, por lo que contra- 
riamente a lo sostenido en las tres instancias corridas, 
no se hallan reunidos todos los requisitos que configu- 
ran la legítima defensa. De ahí, entonces, que el caso 
debe ser encuadrado dentro de las prescripciones del 
nrt. 35 del Código Penal, esto es, exceso en la defensa. 

Que, independientemente de lo expresado hasta 
aquí, concurren en favor de la verosimilitud de la con- 
fesión prestada por el procesado, sus inmejorables an- 
tecedentes, los hábitos de trabajador contraído a soste- 
ner con destacada suficiencia las necesidades del hogar 
formado y el óptimo concepto público que merece, a lo 
que cabe sumar, el hecho de que fuere interpelado y 
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agredido mientras se hallaba *oIo y entregado a sus 
tareas rurales; más todavía, su inmediata y espontánea 
presentación a la autoridad policial Todas estas circuns- 
tancias m fin, contribuyen para poder juzgar con ma- 
yor equidad la arción cometida por el encausado. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fs. 
ton a. y se condena a Andrés González Ortiz a cumplir 
la pena de dos años de prisión con accesorias legales y 
costas (arts. 35 y 84 del Código Penal). Y, dado el tiem- 
po que lleva detenido y de ac uerdo a lo dispuesto en el 
art. 24 del mencionado Código, decrétase su inmediata 
libertad. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxghi — 
Justo L. Alvakez Rodríguez. 



RODOLFO FANTA 
P RIE HA DEL XACIMIESTO. 

Con arreglo a los arts. 19 y 2° del decreto reglamentario 
de la ley 346, la justificación del nacimiento en país ex- 
tranjero debe realizarse mediante la presentación de la 
respectiva partida legalizada, o, en el caso de no ser po- 
sible obtenerla, mediiintc prueba supletoria permitida por 
las leyes del país de origen ( 1 ) . 

UECVnSO EXTRAORDINARIO: RrrjumtoH formales. Introduc- 
ción de la cuestión federal Oportunidad, 

No corresponde a ta Corte Suprema examinar ni decidir 
por la vía del recurso extraordinario la cuestión referen- 
te a la inconstitucionalidad de la ley 346 y de su decreto 
reglamentario, que lia sido tardía ni en te alegada en el escri- 
to ile interposición del mencionado recurso, pues pudo ser 



(l) g do noviembre de 1049. Falloa: 211, 332 y 470. 
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prevista y planteada con anterioridad, de manera que el 
tribunal superior de la causa hubiera podido pronunciarse 
sobre ella 



JORGE SADIR v. PODER EJECUTIVO PROVINCIA 

DE SALTA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación tic las leyes fede- 
rales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que la fa- 
cultad conferida por el art. 4* de la lev 12.083 a los go- 
bernadores de provincias para ejercer las atribuciones 
conferidas al Poder Ejecutivo Nacional, previa autoriza- 
ción de éste, es violatoria de los arts. 95, 104 y 105 de la 
Const. Nacional por importar el ejercicio de facultades 
judiciales por el poder administrador. 

CONSTITUCION ¿VACÍOS AL: Cnnstituciomdidad e inconstüttcw- 
naliitad. Let/es narionatts. Administrativas. 

La ley 12.983, en cuanto faculta al P. E, o a los goberna- 
dores de provincia, en su caso, para imponer las sanciones 
que establece dejando expedita la instancia judicial contra 
elidías resoluciones no importa violación de los arts. 95, 
104 y 105 de la Const. Nacional. 

CONSTITICION NACIONAL: Derechos y garantía*. Defensa en jai- 
cío. Principió* acarrales. 

Debe ser desestimada la argüida violación del art 18 de 
la Constit. Nacional, fundada por el recurrente en no ha- 
berse invocado por el P. K. de la Provincia la infracción 
concreta de una disposición legal preestablecida» si en el 
acia respectiva si» hace expresa referencia a los arts. 20 y 
21 del decreto ÍÍ2.506, reglamentación cuya validez cons- 
titucional ha sido reconocida por la Corte Suprema. 



(1) Pallo»: 210, 718. 
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Sentencia del Juez Federal 

Salta, 7 de julio de 1948. 

Y vistos: El recurso de apelación y nulidad deducido por 
IX Jorge Nadir, de la localidad de Rosario de la Frontera con- 
t ra la resolución del Poder Ejecutivo de la Provincial con 
fecha 28 ,1c abril de 1948, recaída en expte. níim. 5602-D-948 
del Ministerio de Economía, Finanzas v O. Públicas por la 
que se dispone: "Art. K Aplícase una inulta de $ 1.000 m/n. 
y un día de arresto por reincidente al comerciante ¡Jorge Sa- 
dir establecido con negocio de tienda y almacén al por menor 
en la calle Gücmcs 238 de la localidad de Rosario de la Fron- 
tera, por infracción a los arts. 5* y 6* de la lev 12.830 (no 11c 
var en r<-!rla la documentación exigida por los decretos 32.50b' 
Nac. y 3886 Prov.), expte. 22,750 de este juzgado, y 

Considerando : 

Que el suscripto es competente para conocer el presentí» 
recurso por tratarse de una multa de § 1,000 m/n., impuesta al 
recurrente por el Poder Ejecutivo de la Provincia, en virtud 
de la tai u liad que le acuerda el art. 2* del decreto nacional 
num. 13.63.1/947, de conformidad a lo dispuesto por el art 4* 
de la ley 12.983 y en mérito a que, por el art 3* de la misma 
ley. son recurribles ante los jueces federales aquellas multas 
i-uyo monto exceda de la suma de ¡5 500 m/n. 

»> J :n J u ? n1n a la Wf&^t <l"* la» facultades otorgadas al 
! fc. Nacional por la ley 12.983 y delegadas por éste a los 
gobiernos de provincia (art. 4'' de la misma ley y art 2 P del 
decreto nacional 13.(S35/í>47) lian sido declaradas" constitucio- 
nales por el suscripto in re "Salustro y Karanícolas e. Resol. 
Poder Ejecutivo de la Prov." y "Electo Vargas e. Resol. 
Poder Ejecutivo de la Prov.". 

La causal de nulidad invocada por el recurrente y funda- 
da en la meonstitueioimlidad del otorgamiento de las* mencio- 
nadas facultades al P. E. f debe por lo tanto desestima rse. v así 
se declara. 

En cuanto a la apelación : 1* Que entre las facultades que 
la ley 12.830 otorga al P. E., se encuentra la de "ejercitar 
cuantos mas artos integraren las facultades preenunciadas y 
tocios los recursos que aseguren el cumplimiento de esta ley" 
(Art. 2'\ inc j). Siendo indudable, como ya lo ha resuelto 
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con anterioridad el suscripto, que la obligación de marear las 
mercaderías es uno de los principales recursos tendientes al 
eiimplitniento de dicha ley (Cajisa Fertillo contra Resol, p. E. 
de la Provincia), pudiendo díclia obligación ser válidamente 
un puesta por el P. E, 

- 9 Que la existencia de las infracciones que se constatan 
cu las actas de denuncia de fs, 1/4 (falta del libro de existen- 
cia de mercaderías y falta de marcación de las mismas), ha 
sido expresamente reconocida por el imputado en sus manifes- 
taciones consignadas al dorso de las referidas actas, y al prestar 
declaración indagatoria (fs. G y vta.). 

Que, por lo que se refiere a la falta del libro de existencia 
de mercaderías, constatada durante la vigeueia del decreto 
provincial niíni. 38S6-E-ÍM7 (arts. 3* y 7*) t no ha producido 
el imputado prueba alguna de descargo. 

Que tampoco lo ha hecho con respecto a la omisión del 
numero de referencia en la marcación de las mercaderías. En 
efecto, sostiene el imputado que la marcación se estaba verifi- 
cando en el período comprendido entre el 30 de octubre de 
1ÍÍ47 fedia en que por primera ve/, se constató la infracción 
y el 13 de marzo de 1948, fecha en que se labró la última acta 
por ase motivo. Y agrega que durante ese intermedio, con fecha 

• \n 5? / rer0 del ílño en Cl,rs0 - 80 ,0 a P ,!e *> UüÁk multa de 
S¡ 40(1 m/n. por decreto mim. 8301 recaído en expte. 4198-D, 
a raíz de la constatación de dicho hecho, lo que implicaría, en 
el caso, que se lo está procesando dos veces por la misma causa 
(escrito de descargo de fs. 10/11) y memorial agregado por vía 
de informe in vocc a la carátula de este expediente. 

Ahora bien, esta argumentación del recurrente desconoce, 
a juicio del suscripto, la finalidad que se tuvo en mira al esta- 
blecer la obligación de la que se ha constituido en infractor. 
La obligación de marcar las mercaderías con un número de 
referencia que las individualice en cuanto a su origen, costo v 
vo i? 0, / ,ctermil,íl(la P°* eI art - 20 del decreto nacional 32.506/ 
1J47, tiene por objeto, como ya lo ha expresado el suscripto en 
casos análogos (Gasa Tonsa ¿ Resolución del P. E. de la Pro- 
vincia), el control de las utilidades líquidas a aplicarse sobre 
el monto de las ventas de los artículos destinados a la indumen- 
taria personal y textiles par:» uso del hogar, artículos que son 
precisamente, según las actas de fs. 2/4, aquellos cuya marca- 
ción se ha omitido en el caso: mercaderías de tienda y zapatos. 

Este control se vería fácilmente burlado si se permitiera 
la exposición para su venta, de mercaderías que no estuvieran 
debidamente marcadas e individualizadas con su número de 
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referencia, bajo e) pretexto de que la remarción no estaba 
aun concluida. 

Sí dicha torea, eoimo lo sostiene el recurrente, es engorrosa 
y lenta, las mercaderías debieron retirarse de la venta, para 
ir saliendo a medida fjue fueron remarcadas. Tal es la fina- 
lidad fie la reglamentación legal >\ al proceder en contrario, 
el imputado ha estado infringiéndola en forma reiterada. En 
consecuencia, ha existido tina infracción independiente eada 
vez que el imputado ha sido sorprendido con la mercadería 
expuesta para la venta sin llevar el número de referencia. 

W> Que, atenta la naturaleza y la gravedad de las infrac- 
ciones comprobadas, la reiteración de las mismas, el capital en 
jnro de! comerciante infractor ($ 100.000 m/n.) y lo resuelto 
por el l*. E. de la Provincia en casos análogos, considero equi- 
tativa la multa de $ 1.000 m/n. aplicada al recurrente en 
primera instancia. 

Pnr lo expuesto, resuelvo: Confirmar la resolución recu- 
rrida en euantn lia podido ser materia del recurso, declarando 
las costas de esta instancia a cargo del apelante. — Carlos 
Gómez Rincón. 



Dictamen del Procubador General 
Suprema Corlo: 

El recurso extraordinario de fs. 29 se funda en dos 
extremos: u) que la intervención en autos del poder 
Kjocuíivo do la Provincia de Salta romo Juez do 1* 
instancia es violatoria de los nrts. £% 104 y 105 de la 
Constitución Nacional; b) que se lia desconocido el art. 
18 del mismo texto por no haberse invocado en la sen- 
toncia condenatoria violación concreta de una disposi- 
eión legal preestablecida. 

Por lo que hace a la primera do talos cuestiones, 
observo que los arts. !>;>, 104 y 105 de la Constitución 
—el primero do los cuales se refiere al Presidente do 
la Nación y los otros dos a I; ? facultades y autonomías 
provinciales — carecen de relación directa e inmediata 
ton el punto debatido, VA art. 4* de la ley 12.983 se ha 
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limitado a deferir a los "gobiernos de provincia" el 
ejercicio de las facultades que dicha ley otorga al Poder 
Ejecutivo Nacional, previa autorización de éste; el he- 
dió de que las autoridades locales hayan organizado esc 
ejercicio en contradicción con su ordenamiento consti- 
tucional o legal — según se alega— escapa a las facul- 
tades de control de la Corte Suprema de Justicia Na- 
cional. Por otra parte. V. E. en fallo reciente dictado 
eu causa análoga ha declarado, reiterando anteriores 
decisiones que **la atribución por ley en asuntos de ín- 
dole similar al presente de funciones de naturaleza ju- 
dicial a funcionarios y organismos administrativos, tan- 
to en la esfera nacional como provincial, ha sido recono- 
cida como constitucionalraente válida" (Fcldman y 
Skulsky, apelan multa — 4 octubre ppdo.; 193408). " 

En cuanto a la segunda cuestión, es inexacto que se 
haya omitido citar concretamente las disposiciones le- 
gales que se dicen violadas, pues tanto el decreto de fs. 
13 como el fallo de fs. 26 señalan como infracción la 
ausencia de la documentación exigida por el decreto 
32.506)47 (art. 20) y sancionan los arts. 5 y 6 de la ley 
12.830, no expresando, por otra parte, el recurrente en 
virtud de qué razones considera ausente el requisito de 
ley anterior al hecho del proceso. 

Corresponde, en consecuencia, declarar mal conce- 
dido a fs. 31 el recurso de fs. 29, Buenos Aires, octubre 
1!» de 1948. — Carlos f?. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Jorge Sadir c.| Poder Ejecutivo 
Provincia, su resolución", en los que se ha concedido 
a fs. 31 el recurso extraordinario. 



* Di FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Considerando: 

Que el recurrente ha sostenido en oí curso del ju¡ 
ció, por una parte, que la facultad conferida por el art 
4 de la ley 12.983 a los gobernadores de provincias para 
ejercer las atribuciones conferidas al Poder Ejecr ivo 
Nacional, previa autorización de éste, son violatorias 
lauto de la Constitución Provincial como de los arts. 
9@j 104 y 105 de la Constitución Nacional, por importar 
el ejercicio de facultades judiciales por el poder admi- 
nistrador. 

Que si bien no incumbe a esta Corte Suprema exa- 
minar la cuestión con respecto a las normas de orden 
provincial, el recurso extraordinario procede en cuanto 
a la impugnación fundada en las disposiciones citadas 
de la Constitución Nacional. La falta de relación direeta 
alegada en el dictamen del Sr. Procurador General no 
es admisible pues, como resulta del art. 4 de la ley 
12.983, los goternadores provinciales actúan en lugar 
del P, E. Nacional, ejerciendo sus facultades, y es claro 
que si las de este fueran inconstitucionales también lo 
serían las de aquéllos. 

Que la jurisprudencia de esta Corte Suprema lia 
reconocido reiteradamente la validez constitucional de 
la impugnad!) facultad del P. E. (Fallos: 201, 428 ; 207, 
90 y 1(55 entre otros) y no se lian dado razones que im- 
pongan la modificación de la doctrina de esos pronun- 
ciamientos- 

Que La argüida violación del art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional, fundada en no haberse invocado por el 
P. E, de la Provincia la infracción concreta de una dis- 
posición legal preestablecida, debe ser también desesti- 
mada; tanto porque en el acta de fs. 4 se liace expresa 
referencia a los arts. JO y 2t del decreto 32.506, como 
v.o pudo menos que reconocerlo el recurrente en el me- 
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monal presentado en reemplazo del informe in voce 
cuanto porque la facultad de establecer esas reglamenta- 
canta conforme a lo dispuesto por el art 2, inc. j) de 
ta ley 12.830 lia sido reconocida por esta Corte Suprema 
en Fallos: 211, 457. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Genera], se confirma la sentencia apelada en lo que lia 
podido ser materia del recurso extraordinario. 

Tomas IX Casaues — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxgiu — 
Justo L. Alvaiíez Rodkíouess. 



ALFREDO ACVZA Y OTROS v. UNIVERSIDAD 
NACIONAL DE CORDOBA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO; Requisitos formales. Introducción 
de h cuesttón federal. Oportunidad. Planteamiento en 1* instancia. 

Debiendo plantearse la cuestión federal al establecerse las 
bases de la litis conteslatío. es improcedente el recurso 
extiaoninidrin fundado en la que se propuso eu el alegato 
de 1» instancia, donde se cuestiona la resolución de la 
Intervención Nacional de Córdoba del 30 de diciembre de 
1946 — niodiftcatoria de la Ordenanza que el Consejo Su- 
perior de la misma institución sancionara el 28 de julio de 
1926— que los actores impugnan como violatoria de las 
garantías consaírradas por los arte. 14, 17 v 18 de la Const 
Nacional, siendo así que la demanda se funda, precisa- 
mente, en la ordenanza aludida y en la inaplicabilidad 
de la resolución atacada 

RECURSO EXTRAORD/XAR/O: Requisitos formales. Introducción 
de h cuestión federal Oportunidad. Resolución sobre la oportunidad 
de¡ planteamiento. 

Si la cuestión federal ha sido planteada extemporánea- 
mente, no es posible interpretar como un pronunciamiento 



(1)8 do noviembre de 104», Fallo»: ITS, 38!; I8S, 4S2; 165. 
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implícitamente contrarío a la pretensión de los actores el 
silencio que respecto de aquél observan las sentencias ape- 
ladas, pudiéndose inferir —por el contrario— que la con- 
sideración de la cuestión federal fué omitida en la inte- 
ligencia de que su presentación no fué hecha en tiempo 
oportuno (*)• 



ALFREDO CESAR SALA 



JURISDICCION Y COMPETKSCIA; Competencia militar. 

El carácter excepcional de la jurisdicción militar impide 
extenderla so color de que en todo hecho ocurrido en una 
dependencia militar —en el caso. Hospital Militar Géá- 
tral— deba entender el respectivo juez de instrucción mi* 
litar, pues ello implicaría general issar un fuero de natu- 
raleza restringida* 

mmsmcctm i mMmtmsm: cm-*t¡<mv* & competencia. 

Intervención de la Corte Snprema. 

Corresponde a ]a Ccrte Suprema, en ejercicio de la facul- 
tad que le atribuye el art. f> de la ley 4055¿ declarar la 
competencia del juez que realmente la ten^a, aun cuando 
la contienda sometida a su división se haya trabado entre 



JüniSDlCCWN V ÜOMPSfEífCÍA: Competencia federal. Cama* 
penales, l or el Uujar, 

Por tratarse de un hecho conutido en un lugar sujeto a 
la jurisdicción absoluta y exclusiva del Hohierno Nacional, 
corresponde declarar la competencia de la justicia federal 
para entender en un sumario por suicidio ocurrido en el 
Hospital Militar Central, si de autos no resulta que aquél 
sea imp itable n, persona que revista carácter militar, que 
tampoco tenía la víctima. 



(1) Fsilloi: 180, 153; 18», 482; 205, 165. 
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DEL PlíOCUJCADOlt GeNEUAL 

Suprema Corto: 

El ^7 do agosto ppdo., en la habitación N* 1, piso 
*> m*pm Militar ConlniL fui encontrado muer- 
to d en ermo Alfreda C&ja* Sala, „„¡en presentaba 
mía hmm en la rc-ión earotídea superior derecha (fs. 

Para intervenir en el respectivo sumario, se han 
declarado competentes tanto ta justicia militar (fs 23 
v a. y 28), como la de instrucción de la Capital (fs. 3 v 5 
vta., medente agregado por cuerda separada), quedan- 
do asi trabada la contienda <,uc corresponde dirimir a 
I* g" m nM do to ^¡«Puesto en el art. 9 de la ley 

m Código de Justicia Militar, al legislar sobre la 
competencia de los tribunales de su fuero, establece oue 
los mismos deben entender en : 

"Los delitos y faltas que afectan directamente el 
derecho y lo* intereses del Estado o de los individuos 
cuando son cometidos por militares o empleados mili' 
tares en actos del servicio militar o en Lugares sujetos 
exclusivamente a la autoridad militar, como ser plazas 
«Je guerra, teatro de operaciones, campamentos, fortines 
cuarte es, arsenales, hospitales y demás establecimien- 
tos militares" (art. 117, inc. 2*). 

En el caso de ñutos, y de acuerdo con la disposición 
transenpta, en principio corresponde intervenir al Juez 
Militar^ cuya incompetencia resultara recién en el su- 
puesto M ue de la investigación »o resultara delito impu- 
table a persona que posea "estado militar". Si así 
ocurriese, sería entonces el momento de pasar las actua- 
ciones a la justicia federal. 
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Por las razones expuestas, opino que e] presente 
conflicto debe ser resuelto en favor de la competencia 
del Señor Juez de Instrucción Militar. Buenos Aires, 
octubre 9 de 1948. — Carlos O, Del futo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de noviembre de 11J4S. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien el hecho que se investida ocurrió en el 
Hospital Militar Central, no resulta de autos que aquél 
sea imputable a persona que revista carácter militar, 
i ;'iiicter que tampoco tenía la víctima. 

Que, por consiguiente, falta en el presente caso uno 
de los requisitos indispensables exigidos por el art. 117, 
fríe, 2% del Código de Justicia Militar para que proceda 
1;¡ competencia de los tribunales que el mismo establece, 
cuyo carácter excepcional y restringido ha sido reite- 
radamente declarado por esta Corte Suprema en Fallos: 
210* 775 y los allí citados, 

(Juc t conforme también a la jurisprudencia del Tri- 
bunal (Fallos: 207, 2¡)0; 20!», ÍÍJ3) corresponde a la 
Corle Suprema, en ejercicio de la facultad que le atri- 
buye el art. í) de la ley 4055, declarar la competencia del 
jttéas que realmente la teñirá aún cuando la contienda so- 
metida «*! sil decisión se baya trabado entre otros. 

Que por tratarse de un hecho cometido en un lugar 
sujeto a la jurisdicción absoluta y exclusiva del Gobier- 
no Nacional (Fallos: 1(5(5, 15)3; 197, 200; 207, 288) co- 
rresponde a la justicia federal de la Capital conocer en 
el presente caso (Ley 48, art. 3", inc. 4*; Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, art. 23, inc. 4°). 

Por lo tanto, oído el Sr. Procurador General, se de- 
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clara que el conocimiento de la causa instruida ron dio- 
Uvo <le la muerte de D. Alfredo (V-sai- Sala corresponde 
al Kr. Juez Federal 011 lo Criminal y Cocteccioiml de | u 
Capital dé la República, a quien se remití tan tos autos, 
haciéndose sabor en la forma de estilo a los señores .1 ho- 
cos de [nstruccféu Militar y de Instrucción en lo Crimi- 
nal »lo la Capital. 

Tomás 1). Casabes — Fklm>k S. 
Pííükz — Lris B. Lonohi _ 
Justo L. Alvaiiez Ronafottm 



MARIA LARRAMENDY DE BELLOHQ, SITESIOX v 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PfíKSCfílI'C/OX:' Principios general,*. 

La «ofensa «lo proscripción «lobo sor considerada v re- 
suelta en primer término «1 dictar sentencia. 

VRESCfíIPCIOX: Tiempo de ta prescripción. Materia civil. Pre*. 
rniH-,,,» tira-nal. * TW 

A los efectos de la prescripción establecida en el ai*. 4023 
del Qódiffo < mi. conceptuase «úsenlo a quién está radi- 
cad» lucra de los límites jurisdiccionales de bis erando* 
circunscripciones políticas de la «rjraimaeión constitu- 
cional en que la persona o cosa demandada se encuentran 
siendo indiferente la distancia intermediaria. 

VSSSSt rit """ '" ** J** 

La proscripción do la acción de repeti.,ón de lo pagad» 
en concepto de un impuesto inipiiirnad» como violatorio 

Ti ñ- i ?nS, !í! ,L * , .° n Xacion " 1 «** Wtil* por el art. 4023 
del lodico Civil. 
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PRESCRIPCION: Tiempo de Ja prescripción. Materia civil. Prn- 
eripción decenal. 

Del texto mismo del art. 4023 del Códipo Civil, de la nota 
del Codificador y dé sus fuentes, se sijnie qne **1 pl»«» tío 
20 años es una excepción establecida en beneficio del acree- 
dor ausente, Por consiguiente, el acreedor a quien le es 
opuesta la prescripción del artículo mencionado y alefra 
la condición de ausente es un excepcionante y, como tal, 
está obligado a probar el hecho con el cual se excepcionn. 
esto es, su condición de ausente. 

COXSTITtCiOX XACIOXAL: Control de comtttucionaUdnd. Inte- 
rés para impugnar la constitnciomlidad. 

La presentación hecha Usa y llanamente ante los tribuna- 
les provinciales solicitando la protocolización de las hi- 
juelas de que se trata, sin formular reserva alguna, im- 
porta un asentimiento tácito respecto al impuesto que de- 
bía pagarse por el mencionado concepto y la renuncia a 
alegar posteriormente su inconstitucionalidad, no obstante 
la protesta hecha con los debidos requisitos formales, re- 
cién cuando han terminado los trámites de esta diligencia 
y en el momento de hacer oblación del gravamen. 

Dictamen del Procuradok General 

Suprema Corte: 

La jurisdicción originaria de V. E. procede en este 
caso por razón de ta materia. Así lo admitió, implícita- 
mente, la providencia de fs. 8 vta. al dar curso a la de- 
manda. 

En cuanto al fondo del asunto, versa sobre devo- 
lución de sumas pairadas por particulares a la Provincia 
de Buenos Aires por aplieaeión del impuesto de sieto 
por mil a que se refiere el art. 18 im\ 3 de la ley N*&902 
de la Provincia de Buenos Aires, y del art. 858 del código 
de Procedimientos provincial, que exige el pago previo. 
Trátase de un gravamen a la protocolización de hi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



271 



judas, declaratorias de herederos y testamentos otor- 
gados fuera de la jurisdicción provincial. 

V. E. se ha pronunciado ya reiteradamente en el 
sentido de la iiieonstitucionnrulad del impuesto y de la 
exigencia procesal, declarando que, pues con arreglo a 
nuestro sistema jurídico no es obligatorio protocolizar 
en una provincia los netos judiciales ¡jasados en otra, 
ningún gravamen puede imponerse por tal concepto, 
lie hecho notar en ocasiones anteriores que la protoco- 
lización se pide como paso previo al registro, y desde 
que con arreglo a repetidos fallos de V. E. tampoco este 
es obligatorio, los interesados pueden optar entre no 
registrar sus declaratorias de herederos y sus hijuelas, 
en cuyo caso nada se les exigirá, o acogerse a las indis- 
cutibles ventajas de la inscripción, sujetándose a las 
leyes locales que organizan ese servicio. La provincia lo 
ofrece bajo ciertas condiciones: si éstas son inconstitu- 
cionales, desaparece ¡p.so fado la obligación de registrar 
(art. 5(¡4, eód. civil). Como no considero justo que los 
interesados reciban dichas ventajas, y aun las exijan, 
sin pagarlas, permítame Y. E. mantener una vez mas, 
respetuosamente, el criterio a que acabo de aludir. 

Kn este caso, media una circunstancia especial hecha 
valor por la Provincia: los interesados solicitaron la 
protocolización sin formular salvedad alguna acerca de 
la taclia de inconstitueionalidad que han opuesto des- 
pués de obtener lo (pie deseaban. Así resulta de las cons- 
tancias obrantes a fs. 12 y 155. Sería del caso, entonces, 
aplicar la jurisprudencia sentada por V. E. en 1S(5 :4."i7. 
Dijo entonces la ('orto que la protesta no puede repu- 
tarse becha oportunamente, si "el interesado se pre- 
sentó primero ante el Juez en lo Civil de Buenos Aires 
pidiendo lisa y llanamente (pie se mandara protocoli- 
zar las hijuelas de que se trata sin formular reserva 
alguna, lo que importa un asentimiento tácito respecto 
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al impluvio que saina debía pagar, y reinen cuando lian 
terminado tos trámites de esta diligencia y en el mo- 
mento do hacer oblación cfól rtilsriTOj formula la reserva. 
Kl mm presenta los mismos earaeiores del que se pro- 
dujo en la musa Edmundo I». Pérkms y Margarita I>. 
IVrkins v. Provincia de lineaos Aires tl60:24a) y que 
esta Corte resolvió dando por decaído el derecho de im- 
pugnar la constitu* ionalidad del impuesto, por no haber 
protestado enando solicitó la proloi-olizaeion". . . 

Como oso mismo es lo q M e ocurre en el snh r jnt¡in\ 
bastaría tól cirGuivstíiticiá para desestimar la demanda* 

Poí lo qiíd se refiere a decidir si la prescripción de 
los impuestos roqtuoré vélbte afióís enando el deudor se 
halla domiciliado fuera de La Provincia en que se los 
adeude, trátase de una cuestión de derecho común, o do 
hecho y prueba, ajena a mi dictamen. 

Opino, pues, que aun resultando favorable a la pai te 
acto ra la solución de esto ultimo punto, la demanda no 
podría prosperar. Buenos Aires, junio 17 do 1016¿ — 
Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i í es, S de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Belloeq María Larrameudy de, 
sucesión — su concurso eivil v. Rueños Aires la Pro- 
vincia sJ inconstitucionalidad del impuesto de protoco- 
lización*', tle los que resulta: 

<¿ue a fs. 5 se presenta el Dr. Aristóhulo TL Dura- 
íiona, en ivpresentaeión del concurso eivil de la suce- 
sión de Da, María Lnrrameiuly de Bellocq y promueve 
demanda eontra la Provincia de Buenos Aires, por repe- 
tición de $ 37.9.15,1!) injn., pagados a la demandada en 
concepto de impuesto al protocolizarse el testamento 
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de la citada causante. Pido asimismo intereses a partir 
de la fecha del pago y protesta e imposición de costas, 
en mérito a lo siguiente. 

La sucesión de Da. María Larramcndy de Bollocq 
—actualmente en concurso civil — tramitó ante el Juz- 
gado en lo Civil X v 9 de la Capital Federal y el respec- 
tivo testamento fué protocolizado en la Provincia de 
Buenos Aires, según escritura X 9 171 autorizada por el 
escribano I). A maído J, Cocea ro el 2:í de diciembre de 
1931, después de realizados los trámites ante el Juzgado 
de Primera Instancia en lo Civil y Comercial dej De- 
partamento Capital de aquella .jurisdicción, a cargo del 
Dr. Isla, Secretaría X v 4. 

El 124 de diciembre de li)31, D. Vicente Belloeq, a 
la sazón administrador de la sucesión y en tal carácter, 
abonó la suma cuya repetición intenta, correspondiente 
al 7 por mil sobre el monto de los bienes existentes en 
la provincia — $ 5.419.313,95 rü¡n¿ — y simultáneamente 
formuló protesta ante el Escribano Publico D. Arnaldo 
J. Cocea ro, según testimonio de escritura que se encuen- 
tra agregado, con más documentación, al juicio "Bellocq 
e Hita y otros contra Fisco de la Provincia de Buenos 
Aires'* E.vpte. % líí!), de trámite originario ante la Cor- 
te Suprema, cuyas constancias pide se tengan como in- 
tegrantes de la demanda. 

Los arts. 18, inc. 3\ de la ley de sellos X' 3ÍM12, y 
«S58 del Código de Procedimientos de la Provincia de 
Buenos Aires, en cuya virtud fué requerido el pago del 
impuesto que cuestiona, crean a su juicio una situación 
de desigualdad y en cuanto contienen la exigencia de la 
protocolización de testamentos otorgados fuera de la 
jurisdicción provincial y establece!] el gravamen res- 
pectivo, son viola torios del art. 7* de la Constitución 
Nacional y además de la ley 44, modificada por la 
X* 5133, que no exige otro requisito, que la simple le- 
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galizaeión do los testimonios. Funda asimismo su de- 
roe lio en la jurisprudencia de la Corte Suprema, en los 
casos que cita. 

Sostiene que esta causa, por la naturaleza de la ac- 
ción y por tratarse de una demanda entablada contra la 
Provincia por vecinos de distinta jurisdicción, es de 
competencia originaria de este Tribunal y concluye pe- 
ticionando en la forma antes expuesta. 

Comparece a fs. 18 a contestar la demanda, D. Faus- 
tino Alsinu, en representación de la Provincia de Bue- 
nos Aires y niega todos los Lechos expuestos en aquélla 
y la aplicación del derecho invocado. 

Aun en el caso de comprobarse el pago del impues- 
to, que por no constarle, también niega, desconoce 
acción a la actora para repetirlo y eficacia a la protesta, 
por no fundarse conforme a los preceptos legales ni 
individualizarse el supuesto pago. 

Agrega que la alegación de inconstitucionalidad, 
admitiendo la personería — que niega — de quien la plan- 
tea, ha debido ser sustentada en la oportunidad de 
tramitar ante los Tribunales de la Provincia de Buenos 
Aires, la protocolización del instrumento publico, con 
intervención del apoderado escolar y el Sr, Agente Fis- 
cal, en un proceso al que la doctrina que cita, atribuye 
el carácter de un verdadero juicio al que puso fia la sen- 
tencia en él recaída. 

Sostiene que la actora ha acatado voluntariamente 
las disposiciones del código procesal de la provincia, 
sin formular disconformidad ni reserva de ninguna de- 
fensa, ya que la protesta que pretende haber realizado 
en ocasión del supuesto pago, sería tardía, infundada 
e inhábil para rever decisiones firmes del Tribunal que 
la actora escogió para promover el juicio de protocoli- 
zación. 

Opone asimismo al progreso de la demanda, la pres- 
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cripeión ele la acción, pues expresa que aun cuando se 
admitiera el derecho a repetir y la realización del pago, 
este habría sido efectuado el 24 de diciembre de 1931, 
fecha desde la cual, lia transcurrido con exceso el plazo 
de 10 años hasta la iniciación de este juicio, que dice ha 
aceptado la Corte Suprema en los fallos que cita y que 
es también el término fijado por la ley 11.585. 

Afirma que su representada no considera incons- 
titucionales los requisitos y gravámenes exigidos por 
las disposiciones cuestionadas, dado que la protocoli- 
zación e inscripción en el Registro, importa^ solamente 
el ejercicio de una facultad de administración no dele- 
gada en el Gobierno de la Nación y el impuesto se limita 
a gravar un acto realizado en jurisdicción provincial y 
sobre bienes ubicados en la misma. 

Destaca la improcedencia de la petición formulada 
por la actora, respecto a los intereses, que pretende a 
partir de la fecha del pago y protesta, ya que en el peor 
de los casos para su parte, aquéllos procederían a partir 
de la notificación de la demanda, conforme a jurispru- 
dencia de este Tribunal. 

Concluye solicitando el rechazo de la demanda, con 
expresa imposición de costas y costos. 

A fs. 23 vta. se corre traslado de la defensa de pres- 
cripción, el que es contestado a fs. 24 por el represen- 
tante de la actora, quien se opone al tratamiento de la 
cuestión como de previo pronunciamiento y pide que la 
misma sea resuelta en el momento de dictarse sentencia. 

En cuanto al fondo, admite el transcurso de 13 años 
y 10 meses, entre la fecha del pago y la de iniciación 
de la demanda, pero sostiene que la prescripción no se 
ha operado, por no haber transcurrido el plazo de veinte 
anos que corresponde de acuerdo al art. 4023 del C. Civil, 
que considera aplicable al caso de autos, conforme a ju- 
risprudencia que cita de este Tribunal. 
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La actora —dice — está radicada fuera do los lí- 
mitos jurisdiccionales de la provincia demandada, pues 
la causante doña María Larramendy de Bellocq y todos " 
sus herederos se domiciliaban en la Capital Federal, 
donde se tramitó el juicio sucesorio de aquélla — actual- 
mente su concurso civil — agregado como prueba a los 
presentes y del que resultan los hechos expuestos, 

(¿ue, en consecuencia, se trata de prescripción en- 
tro ausentes y rige el término de 20 años que no se ha 
cumplido, por lo que citando en su apoyo jurisprudencia 
tle la Corte Suprema y otros tribunales de la Capital, 
concluye pidiendo el rechazo, con costas, de la excepción 
alegada. 

A fs. 2!) se resuelve que la cuestión no es de previo 
pronunciamiento y se ordena la apertura del juicio a 
prueba, sobre cuyo vencimiento y producción corre el 
certificado de fs. $5; alegan, la actora de fs. 38 a 44, 
la demandada tle fs. 45 a 53, dictamina el Sr. Procura- 
dor General a fs. 56¡57, llamándose autos para defini- 
tiva a fs, 57 vía,; y 

Considerando: 

Que correspondo resolver en primer término, la de- 
fensa de prescripción, según lo ha establecido una 
constante jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fa- 
llos: 18fí, 477; y 204, (526). 

Ambas partes concuerdan en cuanto al lapso trans- 
currido enfre la fecha en que fué pagado bajo protesta 
el impuesto cuya repetición se persigue y la de inicia- 
ción de la demanda —13 años y 10 meses — , mas discre- 
pan en lo que se refiere a la norma aplicable, dentro de 
las previsiones del arí. 4023 del C. Civil 

Que la parte actora, al contestar el traslado de la 
defensa opuesta por su contrarur (fs. 24 a 27), ha sos- 
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tenido que tanto la causante de la sucesión concursada 
María Larramendy de Bcllocq, cuanto la totalidad 
de sus herederos, se domiciliaban en la Capital Fede- 
ral y que, en consecuencia, rfgq en el caso, la prescrip- 
ción vicenal que contempla la citada disposición. 



Que esta Corte lia precisado en pronunciamientos 
anteriores el concepto de ausente en esta materia (Palios 
180, 400 y 1Í13, Ü<¡7) y afirmado la aplieabilidad del art. 
4023, a la prescricióíi de acciones como las intentadas 
en este juicio (Fallos: 1ÍK5, ±11), 

Que ni las constancias de los expedientes agregados 
ni las manifestaciones de la attora a fs. 510 de los autos: 
"Larramendy de ¡Éclloeq Alaría s.| testamentaría con. 
cursada", denunciando el domicilio de algunos herede- 
ros cu la Capital y de olios en la Provincia de Buenos 
Aires, salvan la deficiencia de la prueba a los fines de 
acreditar oí hecho básico de la ausencia invocada por la 
excepcionada y su continuidad. Se origina así la nece- 
sidad de elucidar el punto relativo al cargo de la prueba, 
pues de su solución depende en este caso la procedencia 
de la defensa examinada. 

Que del texto mismo del art. 40:í:í, de la nota do] 
Codificador, — "... toda prescripción liberatoria se 
cumple a los diez anQs^, y de sus fuentes (art. 1068 
de Goyena quien se remite sobre el particular al 3Sf08 
del (\ de Lutsiana) se sigue que el plazo de *J0 anos es 
una excepción establecida en beneficio del acreedor 
ausciile. En efecto, "todas las acciones personales... 
se prescriben por diez años m el acreedor está presente 
y por veinte años si está ausente", dice el último de los 
preceptos citados. Por consiguiente, el acreedor a quien 
le es opuesta la prescripción del art. 02$ y alega la con- 
dición de ausente es un exeepeionante y t como tal, está 
obligado a probar el hecho con el cual se excepoiona, es- 
to es, su condición de ausente, Todo lo contrario de iin- 
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portar ello la carga imposible de probar una negación, 
ésta es la interpretación que resuelve con justicia lo con- 
cerniente al régimen de la prueba en este punto. Del 
deudor que se acoge u la prescripción del nrt. 4023 ale- 
gando que lian transcurrido más de diez aüos no cal* 
decir que afirma bal>cr estado presente su acreedor. En 
esta alegación no hay otra cosa que la invocación del 
principio general (pie rige su defensa mientras no se 
pruebe que el caso está comprendido en la excepción. Y 
por lo mismo, del acreedor que opone el hecho de su au- 
sencia no cabe decir que niega, pues lo que opone es la 
afirmación del liceho del propio domicilio durante el 
tiempo de la prescripción. Hcebo positivo y hecho pro- 
pio del excepeionante ; doble razón por la cual debe re- 
caer sobre él la prueba pertinente. 

A mayor abundamiento, se observa que a no mediar 
una singularísima coincidencia, algunos de los herede- 
ros de la sucesión concursada, habrían entendido apli- 
ca lile al caso la prescripción decenal, al promover la 
demanda en autos: "Bellocq c Hita y Srtas. Bellocq 
contra Buenos Aires, la Provincia, sobre inconstitutío- 
nalidnd", un día untes del vencimiento del término de 
diez años (fs. 11 vta. expte. citado). 

Que, por lo demás, no obstante reunir la protesta 
efectuada al realizar el pago los debidos requisitos for- 
males, como se expresó ineidentalmento en la sentencia 
de la causa B. 1<>!» (líellocq o Hita c.| Prov. de Buenos 
Aires. Fallos: 1*02, 278 es de estricta aplicación aquí lo . 
que esta Corte decidió en Fallos: 109, 245 y reiteré 
en 1S<>, 457, como lo recuerda el Sr. Procurador Clene- 
ral en su dictamen: '«el interesado se presentó primero 
aiíte el Juez en lo Civil de Buenos Aires pidiendo lisa 
y llanamente que se mandara protocolizar las hijuelas 
de que se trata si» formular resvrva alfmua, lo que im- 
perta un asentimiento tácito respecto al impuesto que 
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sabía debía pagar, y recién cuando lian terminado los 
trámites de esta diligencia y en el momento de hacer 
oblación del mismo, formula la reserva. Ei caso pre- 
senta los mismos caracteres del que se produjo en la 
eausa Edmundo R. Perkins y Margarita D. Perkins 
v. Provincia de Buenos Aires (16f), 245) y que esta 
Curte resolvió dando por decaído el derecho de impug- 
nar la constituí ionalidad del impuesto, por no haber pro- 
testado cuando solicitó la protocolización". En este 
caso medió también asentimiento liso y llano, pues todo 
el procedimiento de la protocolización se substanció sin 
salvedad ni reserva alguna. Salvedad o reserva que hu- 
biera sido perfectamente compatible con la urgencia 
invocada por los actores | ara explicar que la cuestión 
de constitueionalidad no se planteara en la oportuni- 
dad de atjuel procedimiento. 

Por estos fundamentos, se rechaza la demanda, sin 
costas en atención a la naturaleza de las defensas que 
prosperan. 

. Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo 1í. Alvarez 
Rodríguez. 



JOSE FALDELLA 

JVHISDH rHtX Y COMI'KTESCIA: Competeneh federal Com 
l>r!eiicw orininnnn de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos tj con- 
stares. Embajadores y Mhwtrw extranjeros. 

No corresponden a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema las causas de natu/aieza criminal referentes a 
personas con carácter diplomático, si de autos no resulta 
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que efectivamente interviene en ellos, como aetora o de* 
mandada, alguna de aquéllas ('). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal GoU 
petmcia originaria de ta Corte Suprema, Agente* diplomáticas g ton- 
safares, Embajadores g Minhtro* extranjeras. 

No dirigiéndose la acción contra uña persona aforada, 
pues el imputado —ex Regente del Vice-Consulado de 
Italia en Santa Fe— dejó de serlo desdo que cesó en su 
cargo, ni siendo el actual Regente del Vite-Consulado 
parte querellante en el proceso, es indudable que no pro- 
cede la competencia originaria de la Corte Suprema ( 2 ). 



CENTRO DE EMPLEADOS DE COMERCIO v. PROVIN- 
CIA DE CORDOBA 

RECURSO EXTUAOnDISAMO: tterpusito* propias, Resotneión 
contradictoria* 

Por falta de resolución contraria no es susceptible de re- 
curso extraordinario el pronunciamiento que mantiene 
otro por el cual un Tribunal Superior de Justicia provin- 
cial declaró su incompetencia para entender en la causa, 
rar/m por la cual no solo falta aquella resolución contraria 
sino que tampoco pudo haberla, pues la incompetencia alu- 
dida impedía al tribunal entrar al fondo del asunto (?), 



NACION A R(¡ ENTINA v. TIERRAS DE SAN CLE- 
MENTE S. R. L. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constituí tonalidad e ¡ncon*titnrintia- 
lidad. Le ge* navio nales. Varia». 

El art. :i1 de la ley M 13,264, en cuanto establece que 
en los juicios de expropiación de inmuebles en que no se 



(i) g do noviembre ñv 1048. Fallo»: 192, 496; 196. 473; 203, 307; 

210, I0S6. 

C¿\ Fallos: 207, 115; líos, l.Jl. 

<3> 10 ik- noviembre ilv 1948, Faltos; 148, 62; 1S9, 308; 201», 
154 j 600, 
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hubiere dictado sentencia definitiva, corresponderá al tri- 
bunal que se halle avocado al conocimiento fli cada causa» 
requerir los informes a que si» refiere el art. 14 de la ley, 
no importa átríbiíjir a ésta rctroaetividad incompatible eon 
principio o garantía constitucional alguna ( f ). 

COXSTiTt'CÍOX XACÍOXAL: Derechos u r/nrantias. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

VA ejercicio cid la facultad judicial de dictar medidas pjlíá 
mejor proveer autorizadas por la ley procesal respectiva, 
no es incompatible con la garantía constitucional de la 
defensa en juicio ( 2 )> 



MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS DE LA NACION 
v. ESTEBAN A VACA 

RECURSO DE REVOCA TOMA. 

Las sentencias de la Corte Suprema son insusceptibles de 
recurso de reconsideración ( 3 ). 

EXPROPIAVIOX : Procedimiento. Procedimiento judicial. 

El art. 31 de la ley N* 13.264 es imperativo para los jueces 
y se refiere a la sentencia definitiva en la acepción de fallo 
final del superior tribunal de la eausa. 

COXSTITCCIOX XACÍOXAL; Control de eomtilucionalidad. Inte- 
res pura im pugnar la catislitucionaUdad. 

El demandado en un juicio de expropiación eareee de in- 
terés para impugnar la ley 13.264 por sus efectos respecto 
de los casos a iniciarse en el futuro. 

EXPROPIA CIOX: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

Las observaciones hechas al art. 11 de la ley 13.264 
por el demandado en un juicio de expropiación, en el sen- 
tido de que dicha disposición legal es inequitativa en 



(1) 10 de noviembre de 1948. 

(2) Pullos: 1SÍ», 306; 198, 95. 

(3) !0 d£ noviembre de 1ÍI48. Fallos: 206, 372. 
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cuanto no indemniza el lucro cesante y prescinde del valor 
panorámico de los inmuebles para la determinación de su 
justo precio, deben ser consideradas al fallarse el juicio. 



APOLO PACIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos federales o federales consentidos. 
Fundamentos de ornen focal t/ procesal 

La sentencia de la Cámara respectiva que, no obstante ha- 
ber expresado el Fiscal de Cámara que no mantiene la 
apelación interpuesta por el fiscal de primera instancia, 
revoca el fallo absolutorio del juez del crimen, se funda, 
en lo referente a la jurisdicción del tribunal de alzada, en 
razones de orden procesal suficiente para sustentar a y 
no puede ser calificada de arbitraria, habida cuenta de la 
jurisprudencia concordante do la Corte Suprema, com- 
partida por otros tribunales. 



Dictamen del Pitocriuuon General 



Suprema Corte: 

Como la reconoce el mismo interesado al deducir 
la queja, la cuestión que pretendo someter a decisión de 
la Corte es de naturaleza procesal. 

En cuanto a la impugnación do arbitrariedad que 
»c formula contra el fallo apelado, olla no lia sido opor- 
tunamente articulada, toda vez que no aparece en la in- 
terposición del recurso extraordinario. 

Corresponde, por lo tanto, desestimar el presente 
recurso directo. Buenos Airea, Noviembre 4 de 1!)4S. — 
Carlos (1. Ih lfuuK 
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Buenos Aires, 10 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Recurso de Hecho deducido por 
el procesado en los autos " Fació Apolo —supuesta ten- 
tativa de estafa—*', para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 110 
de los autos principales se funda en la tesis de que "den- 
tro del espíritu y la economía del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal*' la Cámara de Apelaciones del 
fuero carece de jurisdicción para revocar la sentencia 
absolutoria del Juez del Crimen, que fué apelada por el 
agente fiscal, cuyo recurso no mantuvo el Fiscal de la 
Cámara del Crimen. Invócase al efecto los arts. 460, 
461 y 577 del cuerpo legal citado y el art. 18 de la Cons- 
titución Nacional alegándose que en las condiciones 
expresadas las sentencias del tribunal apelado, han sa- 
cado a Fació "de los jueces designados por la ley". 

Que el recurrente no desconoce "que existe juris- 
prudencia adversa'* a la argumentación que desarrolla, 
pero sostiene que ella es arbitraria, porque es "contra 
legem", según "se desprende con claridad meridiana 
denlas disposiciones de los arts. 577 y 461 del Cód. Pro- 
cesal que he glosado' 9 . 

Que sin embargo esta Corte contemplando el pro- 
blema planteado en la especie y aplicando también el 
Cód. de Procedimientos en lo Criminal, ha sentado la 
misma conclusión que impugna el apelante —Fallos: 
172, 387; 184, 6S4; 18(5; 297; lí>7, 286; 198, 206. Si a ello 
se agrega que ese criterio ha sido electivamente compar- 
tido por otros tribunales, cualquiera sea el acierto o 
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error de esa jurisprudencia, no calió duela de la sin ra- 
zón de la tacha do arbitrariedad formulada en ol escrito 

en el recurso se dedujo, 

Qne oii tales condiciones la cuestión en que el re- 
curso i \t raordiiuii'ip se funda es puramente procesal, 
fto truardando con citó relación directa el precepto de la 
Const. Nacional Invocado. 

Kn su niéifito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr> Pf^eurador General se desestima la procedente 
queja. 

Fki.ü'k S. Pkukz — Lns R. Lon- 
oii i — JaitO L. Alvaiíkz 
Romrír.rKK — Rodolfo 6\ Va- 

LKNZIKLA. 



MATADERO PRKiOKIFirO MENDOZA S. A. v. PROVIN- 

CIA DE MENDOZA 

RECURSO EXTRAOltniyAIifO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva, Concepto fi ijeneraluUuies. 

Las resoluciones que regulan honorarios constituyen sen- 
teñeras definitivas cu lo referente al inontn «le la suma que 
establecen, y son susceptibles de recurso extraordinario 
en cuanto ti agravio constitucional en que la apelación se 
funda, proviene Je la cuantía de aquélla. 

RECURSO EXTRA 0RD1XA RIO: Requintos formales. Interpon 
ción M recurso. Término* 

El recurso extraordinario respecto ile un auto de regula- 
ción de hoiinrarios debe interponerse dentro de los cinco 
días de notificada la regulación, término que no se inte- 
rumpe por la interposición de recursos improcedentes en 
el orden local. Ello aunque la apelación se funde no solo 
en la eonfiseatorieclad de los honorarios sino en la viola- 
ción de la defensa en juicio. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



285 



Dictamen ukl PROCURADOR General, 

♦Suprema Corle: 

% K. time reiteradamente resuelto que el término 
para deducir la apelación extraordinaria no se sus- 
pende por la interposición de recursos improcedentes, 
y que 110 es materia de revisión ante la Corte las deci- 
siones que versan sobre la pertinencia o impertinencia 
de los recursos de orden local. 

Por aplicación de esta doctrina correspondería des- 
estimar la presente queja. Buenos Aires, octubre *J9 de 
1948. — Carlas fr. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huellos Aires, 10 de noviembre do 1948, 

Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por 
la actora en los autos Matadero Frigorífico Mendoza 
S. A, c.| Provincia de Mendoza", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
las resoluciones que regulan honorarios constituyen 
sentencias definitivas en lo referente al monto de la 
suma que establecen, y son susceptibles de recurso ex- 
traordinario en cuanto el agravio constitucional en que 
la apelación se funda, proviene de la cuantía de aqué- 
lla —Fallos: 209, 454 y los allí citados. 

Que en la especie, el recurso deducido en los autos 
principales contra la providencia que regula en in$n. 
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51.000, los honorarios devengados por el Fiscal do Es- 
tado _f s . 2 de la causa * 4 Fiscal de Estado en j: nú- 
mero 10.659 44 Sociedad Anónima Matadero Frigorífico 
Mendoza — v. — Poder Ejecutivo de la Provincia — 
s.| Iiuonstitueionalidad, Regulación"— debió así inter- 
ponerse dentro de los cinco días de notificada la refe- 
rida resolución, toda vez cjue se lo funda en el carácter 
confiscatorio de la regulación. No es óbice a ello la cir- 
cunstancia de invocarse igualmente el art. 18 de la 
Constitución y la falta de audiencia del recurrente en la 
incidencia, porque precisamente ese hecbo pudo autori- 
zar también el recurso contra el auto regulatorio, en ca- 
so de constituir fundamento suficiente para el mismo, 
de acuerdo a lo admitido por la jurisprudencia en casos 
análogos —autos 44 Pauta leo, Rafaela Bcnítez de, soli- 
cita intervención e.| Villa Enrique", Recurso de Hecho 
fallado en 4 de agosto del corriente año y los allí ci- 
tados — . 

Que el Tribunal ha declarado también de manera 
reiterada que el término para la interposición del recur- 
so extraordinario no se suspende por los que se deduz- 
can en el orden local —Fallos: 206, 340 y otros. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ché! — Jrsro L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo O. Va- 
lenzüela. 



j 
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AXQELA 8UXINO DE GtLAlíDI Y OTROS V, PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES 

LEY DE SELLOS: Exencione*. 

Habiendo dictaminado el Sr. Procurador General en el 
sentido de que ni la parte actora, a cuyo favor se Talló la 
causa con costar ni la provincia demandada en virtud de 
lo dispuesto por el iuc. 1* del art, 103 del Decreto nú- 
meo 9432/4-* —ley n* 12.922— deben reponer las fojas co- 
rrespondientes a actuaciones practicadas por el tribunal en 
la ejecución de la sentencia, corresponde declarar que las 
referidas fojas — cédulas y notificaciones en la oficina — 
no deben ser repuestas (*). 



NACION ARGENTINA v. HIJOS DE LUIS COSTANTINI 
EXPROPIACION; Efectos. 

La expropiación se perfecciona con la entrega o consinrna- 
eión judicial del precio y la tradición del inmueble» pa- 
sando el dominio del mismo al Estado. El locatario no 
puede oponerse válidamente al desalojo exigido por el ex- 
propiador so pretexto de que, con arreglo al art. 17 de la 
Constitución Nacional, debe indemnizarse previamente los 
perjuicios que la expropiación le causa. 

EXPROPIACION; Indcnmiiación. Daños causados al locatario. 

El inquilino con un contrato de locación vencido tiene de- 
recho a obtener la indemnización de los daños que le oca- 
siona su desalojo decretado como consecuencia forzosa de 
la expropiación. 



(i) 10 de noviembre de IMS. 
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Buenos Aires, 15 de noviembre de 1948. 



Vistos los autos "Gobierno de la Nación contra Hi- 
jos de Luis (Vistantini s.| desalojo", en los que se lia 
concedido a fs. 134 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que él Gobierno de la Nación demanda el desalojo 
de un inmueble adquirido mediante expropiación, cuya 
ubicación, ostensión y linderos son detallados en el es- 
crito inicial de este juicio, fs. 75. 

Que en su presentación el Sr. Procurador Fiscal 
Federal expone que una parte del inmueble de referen- 
cia se halla ocupada por la demandada como consecuen- 
cia de un contrato de arrendamiento concertado con los 
anteriores propietarios, el que venció en junio de 1940, 

Que la demandada se opone al progreso de la acción 
a pesar de reconocer que los efectos de la expropiación 
no son sólo ínter partes sino también erga o mnes, fun- 
dada en que es necesario el previo pago de los perjuicios 
que la expropiación y toma de posesión del inmueble 
lo acarrean, habiendo seguido el Gobierno Nacional 
aquel juicio sin dar audiencia al arrendatario y sin de- 
positar el correspondiente resarcimiento. No niega el 
licclto de eneon» ravse vencido su contrato de arrenda- 
miento, pero sostiene que el mismo estaba vigente al 
tiempo de la expropiación. Por último solicita se sus- 
penda el juicio de desalojo basta que sea resuelta, como 
cuestión previa, la nulidad que tenía planteada en la 
causa de expropiación. 

Que la expropiación se perfecciona con la entrega 
o consignación judicial del precio y la tradición del in- 
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mueblo, pasando el dominio del mismo al Estado (Conf. 
Fallos: 187, 24). Como lo sostiene el pronunciamiento 
recurrido, el juicio de expropiación terminó por senten- 
cia definitiva el 20 de agosto de 1942, en tanto que la 
parte demandada en esta eausa pretende alegar la nuli- 
dad de aquélla recién con fecha 20 de octubre de 1947* 
El inquilino con un contrato de locación vencido tiene 
derecho a obtener la indemnización de los daños que le 
ocasiona su desalojo decretado como consecuencia for- 
zosa de la expropiación (Fallos: 197, 95), Por consi- 
guiente, los efectos de la expropiación no privan de nin- 
guno de sus legítimos derechos a la demandada, que ca- 
rece de título para intervenir en aquel juicio, no resul- 
tando, en consecuencia, vulnerabas ningunas de las ga- 
rantías constitucionales invocadas. Tampoco los tiene 
para pretender hacer valer en esta accción de naturaleza 
sumaria las alegaciones presentadas en la expropiación. 

Que la tacha de inconstitucionalidad con que se 
impugna la sentencia para considerarla violntoria del 
art. 17 de la Constitución Nacional, resulta inconsistente 
de acuerdo a los precedentes considerandos. No habien- 
do sido demandada la recurrente por expropiación de 
bienes de su propiedad, la indemnización previa que re- 
clama carece de todo fundamento constitucional desde 
que, por otra parte, está reconocido su derecho a obte- 
ner la indemnización que pudiera eorrespondcrle. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada en 
cuanto ha sido objeto del recurso extraordinario, 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
G, Valenzuela. 
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TOMAS J. SCAGLIA (S. R. L,) 

ADUANA: Penalidades. 

La facultad contenida en el art. 1056 de las Ordenanzas de 
Aduana no reconoce otra restricción que la de que las 
causas de atenuación resulten de "la sumaria" y alcanza 
a todas las penalidades que se mencionan en los arts. 896 
a 1034 de aquel estatuto 



VICTOR MODESTO MARCHETA y. ZACARÍAS RIEGA 
DOMINGUEZ Y OTRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal su- 
perior. 

Cuando la Suprema Corte de la Provincia de Buenas Aires 
conoce por vía del recurso de inaplicabilidad de ley, no 
es el superior tribunal de provincia a los efectos del art. 14 
de la ley 48, en tanto confirme la sentencia dictada por 
una cámara de apelación local ( 2 ). 



CARLOS KLEIN v. TXSTITKTO NACIONAL DE PRE- 
VISION SOCIAL 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilaciones. De- 
terminación del monto. 

El decreto n° 26.214/44 es aplicable a las jubilaciones acor- 
dadas e impide elevarlas sobre la base del cómputo del 
valor locativo de la casa y de las asignaciones extraordi- 
narias percibidas por el interesado antes de jubilarse, si 
omitió solicitar ese cómputo con anterioridad a la vigencia 
del mencionado decreto. 



ii) US noviembre do Pullo»: 1!'"», ÍP2, 

<-') 15 de riüvu'inbro do tí»4S. Pullos : 'J03, fiü. 
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Reí^lución díx Instituto Nacional de Previsión Social 

Bs. Aires, 25 cíe julio de 1047. 

Visto que IX Carlos Klein, solícita se incluya en el pro- 
medio jubilatorio que sirvió de basé para acordarle el bene- 
ficio que disfruta, el valor locativo y las sumas percibidas en 
concepto de remuneraciones extraordinarias durante la pres- 
tación de sus servicios y 

Considerando: 

Que el interesado se desempeñó como gerente en el Banco 
de la Nación Argentina hasta el 7 de mayo (le 19.18, perci- 
biendo haberes como beneficiario de esta seccional, desde el 8 
del mismo raes y año ífs. 8, 15 y 18). 

Que el art 3 del decreto-ley ií« 12.582 del 8 de mayo de 
1946, prescribe: "las disposiciones del presente decreto-ley, 
regirán respecto de los afiliados en actividad a la fecha del 
mismo sin que puedan ser invocados por quienes hubieran obte- 
nido con anterioridad alguna prestación". 

Que el decreto-ley ii* 26.214/44, no permite la computa- 
ción de ninguna sobreasignación que haya gozado el afiliado, 
ni a los efectos del descuento, ni para fijar el monto de la 
jubilación. 

Por lo expuesto: de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Asesor Letrado; de conformidad con lo aconsejado prece- 
dentemente por la Comisión v atento a lo dispuesto por el 
i art. 17 del decreto 29.202/44 (fs, 78 y 8<D. 

La Junta Seccional de la Ley 4349,, aconseja resolver: 

1*) No se haira lugar a la reconsideracifin interpuesta 
por el jubilado D. Carlos Klein. 

2>) Elevar las presentes actuaciones al Directorio. — 
Daniel Rivera, — Jorge Raúl Boucket, 



Kksoi.ithón* i>el Diki:ctokto 

Pis. Aires, 21 de agosto de 1947. 

Se deja constancia que el Directorio en sesión de la fecha 
de conformidad con lo aconsejado por la Comisión de Presta- 
ciones de la ley 434Í* acordó adoptar como resolución el Pro- 
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yecto elevado por la Junta Sesiona! de la ley 4349. — Dr. José 
F. Domínguez. 

Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

Bs. Aires, marzo 16 de 1948. 

Visto y Considerando: 

Por los fundamentos dados por este Tribunal en la causa 
"Muñoz Ricardo c. Instituto Nacional de Previsión Social, sec- 
ción ley 4349", que aquí se dan por reproducidos, se resuelve: 

Confirmar la resolución recurrida de fs. 83 en cuanto la 
misma pudo haber sido materia de recurso, — Electo Santos. 
— Ignacio Bonci Isla. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se discute en estas actuaciones si a D. Carlos Klein, 
que obtuvo jubilación ordinaria el año 1938 en la en- 
tonces Caja Xacional de Jubilaciones y Pensiones Civi- 
les, dejando a salvo su derecho para solicitar la amplia- 
ción del cómputo de sueldos (fs. 15 y vía.), le ha sido 
bien denegada esa ampliación, a base de lo dispuesto 
en los decretos Nos. 26 + 214|44 y 12.582|46. 

Estudiando casos similares, V, E. tiene resuelta la 
inaplicabilidad del primero de dichos decretos, por fun- 
damentos cxteiisibles al segundo (Galfrascoli v.| Gobier- 
no Nacional, sentencia de Julio 4 de 1947 y 209: 264). 

A mérito de tales antecedentes, soy de opinión que 
corresponde revocar el failo apelado obrante a fs. 96, 
en cuanto pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, 
agosto 31 de 1948, — Carlos G. Detfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre do 1948. 

Y vistos: los autos "Klein Carlos v. Instituto Na- 
* cional do Previsión Social*', venidos de la Cámara de 
Apelaciones del Trabajo por vía de recurso extraordi- 
nario y, 

Considerando : 

Que el recurrente obtuvo .jubilación el V de setiem- 
bre de 1938 a raíz de su presentación de fs. 10 en la cual, 
ni en el certificado de servicios de fs. 3, se hace mención 
alguna de asignaciones extraordinarias y uso de casa. 

Que al notificarse del decreto respectivo hizo cons- 
tar: "Dejo a salvo me presentaré al P. E. a solicitar la 
ampliación de cómputos". 

Que efectuó un primer reclamo el 19 de abril de 
1939, pero no se aludió en él a la computación de asigna- 
ciones extraordinarias y uso de casa, que es a lo que 
se refiere la denegatoria de la Caja, confirmada por la 
Cámara del Trabajo en la sentencia que es objeto de 
este recurso extraordinario. Por lo demás, sobre la pre- 
sentación de 1939 no recayó ninguna decisión y el inte- 
resado no insistió en ella. 

Que el pedido de computación de las asignaciones 
extraordinarias y el goce de casa habitación no lo hizo 
el recurrente hasta el 21 de diciembre de 1944 (fs. 56). 

Que también esta presentación fué abandonada, y 
las gestiones determinantes del pronunciamiento dene- 
gatorio de la Caja no fueron iniciadas hasta el 9 de mayo 
de 1947. 

Que según estos antecedentes el cuso de este juicio 
difiere del que la Corte decidió en Fallos : 209, 264 pues 
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en este último, por aplicación del decreto 26.214|44, se 
había reducido el haber jubilatorio no obstante que el 
beneficio estaba acordado desde fecha anterior a la del 
decreto citado, mientras que aquí se trata de obtener 
con posterioridad a la vigencia do dicho decreto el au- 
mento de la jubilación concedida, alegando para ello un 
cómputo de asignaciones extraordinarias y del valor 
locativo de la casa de que dispuso el empleado, que se 
invocaron por primera vez cuando ya estaba en vigencia 
el decreto 26/214144, cuyo arh 3* dispone que se aplicará 
"a los que hayan recibido prestaciones que deben con- 
siderarse ya definitivamente fijadas en su monto". 

Que tiene, en cambio, aplicación aquí lo rcsueliu en 
Palios: 206, 112 donde se trataba, como en esta causa, 
de obtener una mejora del beneficio acordado, mediante 
un cómputo de retribuciones extraordinarias que el in- 
teresado omitió "por inadvertencia" hacer valer en la 
solicitud originaria. Díjosc allí que el decreto en cues- 
tión "es sin duda contrario a las pretensiones del recu- 
rrente pues su texto es inequívocamente excluyente del 
beneficio" que pretende, y que "tampoco es discutible 
la aplicación del decreto al caso de autos ante los térmi- 
nos de su art, 3*". 

Que de los antecedentes y modalidades par!, uiures 
del caso también se sigue que no hay violación del art. 
17 de la Constitución porque, tratándose sólo Uel monto 
del beneficio, no hay derecho adquirido a favor del afi- 
liado mientras no se le haya acordado la jubilación que 
reclama (Fallos: 180, 187; 182, 238; 184, 537, ete). La 
salvedad de que se lia de tratar de empleados en activi- 
dad hecha en Fallos: 152, 25»; 153, 127; 178, 349; 180, 
2<il, etc., y puntualizada en 210, 808, no es de aplicación 
aquí pues no se refiere a la modificación del monto del 
haber jubilatorio sino al cambio de beneficiarios o la 
imposición de nuevos requisitos, — más años de servicio 
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a mayor edad—, lo que no puede hacerse sin injusticia 
a afiliados que por haber cesado en el servicio han de- 
jado de estar en condiciones de cumplirlos. 

Que si el monto de las jubilaciones puede ser modi- 
ficado por la ley, como lo tiene reconocido esta Corte 
en Fallos: 179, 394, lo que quiere decir que el hecho de 
haber prestado los servicios y efectuado los aportes 
bajo un determinado régimen no da irrevocablemente 
derecho a obtener el monto jubilatorio que conforme a 
ese régimen hubiera correspondido, la variación que se 
disponga en cuanto a la cuantía con respecto a los bene- 
ficios que hayan de acodarse en adelante no puede con- 
siderarse violatoria del principio de igualdad. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurso- 

Tomas D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LülS B. IjONGHI — 

Justo L» Alvarez Rodríguez. 



AGUSTIN E. BORRE v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importación, Aforo. 

El art 2*, ine. 9°, de la ley n' 11.281. establece un de- 
recho üd miaren* del 5 % para los flejes de procedencia 
extranjera sin distinguir entre lo» de hierro y los de acero. 
Las disposiciones de orden administrativo que, como la 
resolución ministerial del 3 de julio de 1940, establezcan 
diferencias de trato derivadas del distinto material cons- 
titutivo de los flejes, contrarían la mencionada norma te- 
cali; por lo que procede la repetición de los derechos co- 
brados con exceso por haberse aplicado la citada resolu- 
ción. 
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Sentencia del Juez Federal 



Bs. Aires, 13 de raarzo de 1947. 



Vistos para sentenciar este juicio seguido por D. Agustín 
Borré contra la Nación sobre devolución de derecho de aduana y 

Resultando : 

I. Que el actor demanda a la Nación por cobro de la 
suma de $ 21.843,61 % que en concepto de impuesto aduanero 
indebidamente se le obligó a pagar. Pide intereses y costas. 

Dice que en su carácter de despachante de aduana en di- 
ferentes oportunidades documentó ante la Repartición diversas 
partidas de flejes de acero sin trabajar pertenecientes a la firma 
Pal Argentina Ltda. conforme con laa declaraciones formula* 
das en los respectivos despachos de importación. 

No obstante tratarse de flejes expresamente consignados 
en el art. 2*, ine, 9» de la ley 11.281 con un derecho de impor- 
tación del 5 % 9 la Aduana de la Capital con un criterio equi- 
vocado le ha obligado a pagar el 25 % más el 7 % adicional 
que fija el art* 8 pretendiendo que se trata de mercaderías 
comprendidas en el art* 17 de dicha ley. 

Funda extensamente la tesis que sostiene y por todo lo ex- 
puesto solicita se haga lugar a su demanda advírtiendo que la 
suma que reclama fné abonada con el debido protesto. 

II. Que el 8r, Procurador Fiscal en su escrito de responde 
después de negar todos loa hechos alegados por el actor en 
cnanto expresamente no los reconozca, manifiesta que es exacto 
que la letra del artículo 2*. ine. 9* de la ley 11.281 habla de 
"flejes*' pero otra cosa resulta a través de los antecedentes y 
espíritu de la citada disposición legal, pues de ellos se deduce 
que ha querido referirse únicamente al "hierro en flejes sin 
trabajar*' y es en mérito de ello que se dictó la resolución mi- 
nisterial de fecha 3 de junio de 1940 haciendo aplicable al 
caso el derecho del 25 %, que es el que acertadamente percibió 
la Aduana y que sin rozón impugna el demandante. Por estos 
fundamentos pide se rechace la demanda, con costas. 

Y considerando: 

I. Que todos los hechos expuestos en la demanda se en- 
cuentran debidamente probados en las actuaciones adminis- 
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irativas agregadas, por lo que procede pronunciarse directa- 
mente sobre el derecho con que se sustenta, 

lí. Que en la fecha de introducción de las mercaderías 
<lc que se trata en este juicio y el papo de sus derechos respec- 
tivos, regía la ley 11*281, que en su art. 2*, inc. 9 fija el derecho 
del íi % ad-valorem a los flejes, sin hacer distingo alguno en- 
tre loa de "hierro" y los de "acero". 

Que. en cambio la ley anterior n* 4933 sólo se refería a 
los flejes de hierro dulce por lo que habrá que concluir por una 
reírla elemental de hermenéutica jurídica que la ley 11.281, 
con un criterio más liberal, lia fijado el 5 % de derechos de 
importación ad-vatorcm para toda clase de flejes. 

Y así lo ha debido entender el propio Ministerio de Ha- 
cienda cuando por resolución del 17 de abril de 1941 (n. v. 205) 
modificó su anterior de fecha 3 de junio de 1940. que esta- 
blecía otro criterio para el despacho de flejes de acero. Pero 
de cualquier manera, esta última resolución al alterar los de- 
reehos fijados por la ley, carece de valor y no ha podido^ apli- 
carse al actor por cuanto a! dictarla el Ministerio de Hacienda 
ha ultrapasado las facultades que le acuerda el art. 150 de la 
Reglamentación de la ley de Aduana (T. O.)* 

Por estas consideraciones, fallo : declarando que la Nación 
debe devolver a D. Agustín E. Borré, la suma que resulte do 
la liquidación a practicarse oportunamente, con intereses es- 
tilo Banco de la Naeión a contar desde la notificación de la 
demanda y las costas del juicio. — E. A. Ortte Basualdo. 



Sentencia pe la CXmara Federal 

Bs. Aires, 19 de mayo de 1948* 

Y considerando : 

Que el actor documentó ante la Aduana varias partidas 
do fleje» de acero sin trabajar, obligándole esa repartición a pa- 
irar el 25 % ad-vaterem más el 7 % adicional que fija el art. 8 
de la ley 11.281, por entender que se trataba de mercadería* 
no comprendidas en el arancel, art. 17 de la misma ley. 

El inc. 9* del art. 2» de la ley 11.281 establece que los fle- 
jes que se importen paparán el 5 % ad valorem, sin hacer dis- 
tingo entre los de hierro o acero. 

El Director General de Aduana, en el expediente admi- 
nistrativo n* 19621/41 agregado por cuerda, aconseja a fs. 9 
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ni Sr. Ministro de Hacienda que "se determine el derecho que 
corresponde a los flejes de acero en litigio,» teniendo presente 
lo establecido en el art. 2°, inc. 9 y art. 17 (hoy 28) de la 
ley 11281, toda vez que, de acuerdo a las mencionadas disposi- 
ciones, en el presente caso, correspondería aplicarse el derecho 
del 5 %, en razón de no existir prescripción legal al pruna que 
las derogue expresamente''; y el Ministro de Hacienda en su 
resolución de fs. 11 del mismo expediente dice: "Que estudia- 
dos los antecedentes de las disposiciones legales en vigor, así 
como el alcance e interpretación que cabe asignar a éstos, surge 
a juicio de este Departamento la evidencia de (pie el derecho 
que corresponde aplicar a los flejes de acero sin trabajar es 
el de 5 %, puesto que el art. 2* inc. 9« de la ley 11.281, no 
establece diferencia alguna según los flejes sean de hierro o 
acero". 

Después de dictada esa decisión, el Procurador del Te- 
soro sostuvo a fs. 27 del expediente 19.434 también agregado 
"que en forma alguna podría defenderse ante los estrados 
judiciales la tesis sustentada en los informes denegatorios pro- 
ducidos so pretexto ile una pretendida norma de despacho, 
pues los pagos se han realizado bajo protesta". A todo ello 
cabe agregar que aún cuando se reconociera valor de "norma 
de despacho*' a la resolución del Ministerio de Hacienda R. ¥. 
19,1 de fecha 3 de julio de 1940, con la que argumenta la ex- 
presión de agravios de fs. 48, ella no podría en manera alguna 
primar sobre el texto de la ley. La declaración del documen- 
tante y el aforo por la Aduana deben ajustarse a las normas 
de despacho en vigencia; pero ello no impide al interesado re- 
clamar la devolución de lo que entiende se le ha cobrado ¡legal- 
mente cuando ha realizado los pagos bajo protesta. 

Que este Tribunal con fecha 29 de marzo de 1944, en la 
causa T. 1880, confirmó la sentencia del inferior, que esta- 
blecía que la importación de flejes de acero debía regirse por 
el art 2*. inc. 9' de la ley 11.285. 

En su mérito v por sus fundamentos se confirma con cos- 
tas la sentencia de fs 42. — Carlos Herrera. — Horacio García 
Katm. — ñlarimilhno Constad (en disidencia). 

Disidencia 

Considerando; 

La cuestión a resolver estriba en saber si una partida de 
ffejes de acero sin trabajar debe abonar como derecho de 
Aduana el 25 $ que rige para toda mercadería que no figura 
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en la tarifa de Avalúo, con más el adicional del 7 % © si el 
derecho nue correspondí» tributar es el del 5 % del valor de la 
mercadería. 

Partiendo de lo establecido por el art. 2* inc. !)* de la 
ley 11.281, la Aduana sostiene que la tasa ad valore m debe com- 
prender tan solo a los flejes de Hierro y no a los de acero. 
Funda su punto de vista en el hecho de que al efectuarse el 
ordenamiento de las leyes aduaneras, en el art. 44 de la ley 
12 345 sólo se lia incluido a los 4 * flejes de hierro sin trabajar** 
(art. 2*, inc. m) del T. O. de dicha ley. 

En realidad, dicho texto nace de !o dispuesto en eí tratado 
comercial arpen t i no-británico, que fuera aprobado por la ley 
1 1.S2H desdoblando la partida n* 1150 de la Tarifa de Avalúos. 

En cambio, interpretando la ley 11.281 con prescmdencia 
de los aforos y derechos establecidos por la ley 11.823, que rige 
para la importación de mercaderías provenientes de Gran Bre- 
taña, es evidente que aquella establece el derecho del 5 % 
piira los ** flejes sin hacer distinción alguna si éstos son de 
hierro o de acero". 

Ulteriormente el Ministerio de Hacienda, en la resolución 
V. 205 de abril 17 de 1942 dejó sentado que el art. 2* inc. 9 
de la ley 11.281, no establece diferencia alguna según los flejes 
sean de hierro o de acero y que, en consecuencia, el derecho que 
corresponde aplicar a los flejes de acero sin trabajar es el 
de 5 %. 

La opinión del Sr. Procurador del Tesoro respecto al al- 
cance del art. 2*, inc. 9* de la ley 11.281, es plenamente coinci- 
dente con la resolución ministerial, recaída en el expediente 
n* 19.434/42. 

Por las consideraciones precedentes y los fundamentos de 
la sentencia de fs. 42, se confirma ésta, con la salvedad de que 
las costas se declaran en el orden causado, en razón de que 
la parte vencida tuvo razón probable para litigar en base a la 
interpretación de las disposiciones légale», que rigen en la 
materia. — Maximiliano Consoli 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1948. 



Vistos los autos "Borré Agustín E. el Gobierno de 
la Nación s.| devolución derechos de Aduana", en los 



300 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



que se lia concedido a fs. 57 vía. el recurso ordinario de 
apelación, 

Considerando: 

Que el art. 2* ine. 9* de la ley n 9 11.281 establece que 
los flejes que se importen al país de procedencia extran- 
jera pagarán el 5 jh ad valoran sin hacer distingos en- 
bo los de hierro y los de acero. 

Que en consec uencia, toda disposición de orden ad- 
ministrativo, que so pretexto de reglamentar el aludido 
precepto establezca diferencias de trato derivadas del 
distinto material constitutivo de los flejes, atenta con- 
tra la voluntad del legislador, claramente expresada. 

Por ello se confirma con costas la sentencia apela- 
da de fs. 55. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 



COMPAÑIA GENERAL DE FOSFOROS SUD AMERI- 
CANA S. A. v. NACION ARGENTINA 

ADUANA: Importación. Aforo, 

El pago de los derechos de aduana se rige por las dispo- 
siciones vigentes en la ¿poca en que se pidió la mercade- 
ría a depósito, aunque en 1» oportunidad de ser despa- 
chada a plaza Hirieran normas fiscales más benignas. 

Sentencia del Jvez Federal 

Bs. Aires, abril 17 de 1947. 

Y vistos: Para sentenciar este juicio seguido por la Com- 
pañía General de Fósforos Sud Americana S. A. contra la Na- 
ción sobre devolución de dereelios de aduana y, 
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Resultando : 

I) Que la Cía. actora demanda a la Nación por repeti- 
ción de la suma de $ 28.521,40. Pide intereses y costas. 

Dice que en los meses de noviembre de 1941 y enero de 
1942 introdujo al país, por el puerto de Buenos Aires, merca* 
derías consistentes en cartones forrados para la fabricación 
de las cajas de fósforos. 

Acogiéndose a lo dispuesto en el art. 43, ley 11.231, de- 
claró ante la Aduana "ignorar contenido". 

Esta repartición, por su parte, de acuerdo a la misma dis- 
posición lepra!, efectuó la toma de contenido oficial con clasi- 
ficación de cartulina, ajustándose así al decreto núra. 382, de 
ag. 21/939. 

Posteriormente, y por gestiones efectuadas por el Centro 
<!c Importadores, se dictó el decreto núm. 103, de jun. 2/942 
que por fin fijaba con exactitud la clasificación a darse a la 
mercadería en cuestión y que sin lugar a dudas era cartón 
forrada. 

Fué entonces que con fechas jul. 10 y 18/942 solicitó el 
despacho correspondiente declarando "cartón forrado", no 
obstante lo cual la Aduana de la Capital le obligó a pagar los 
derechos como si se tratara de cartulina, según la partida 
3833 aforo kilo * 0,32 al 25 %. 

Funda extensamente el derecho que le asiste a la devolu- 
ción que pretende así como ln inconsistencia de los argumentos 

sime ron de base a la resolución de la Adm. de la Aduana; 
plantea la cuestión federal porque en el caso se habrían vio- 
lado los principios de igualdad contenidos en el art. 16, Const. 
Nae M y por todo lo expuesto solicita se haga lugar a su de- 
manda. 

II) Que el procurador fiscal» al eontestar la demanda, 
niega y desconoce, en primer término, todos los hechos que no 
reconozca expresamente o que lo hayan sido por el P. E. o 
autoridad competente en las actuaciones administrativas agre- 
gadas sin acumular. 

En cuanto al fondo del asunto se remite a los informes 
producidos en estas últimas actuaciones de las que resulta 
que el proceder de la Aduana se ha ajustado a las disposi- 
ciones vigentes en el momento en que el actor declaró sus mer- 
caderías ignorando contenido. 

Por todo lo cual, solicita se rechace la demanda, con costas. 
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Considerando : 



Que del análisis de las disposiciones contenidas en lo* 
arta, 108, 109, 288, 289, 290 y demás correlativos de las 00. 
de Aduana, so observa que todas ellas concurren al propósito 
do precisar la responsabilidad que incumbe al Erario Nacio- 
nal por pérdida, detrimentos o averías que sufran las merca- 
derías mientras se encuentran depositadas en los almacenes 
generales de la Aduana, sea que esta responsabilidad deba fi- 
jarse por la declaración de los consignatarios o por la verifi- 
cación de oficio de la Aduana. 

A ese efecto, concordante con aquellas disposiciones lega- 
les, el art. 43. ley 11.281, autoriza a dicha repartición en loa 
casos en que el consignatario presenta el manifiesto y copia 
de factura de la mercadería con la cláusula de ignorar conte- 
nido y no trae la documentación detallada dentro de los 8 días 
siguientes al vencimiento del término acordado por el art. 279 
de las citadas Ordenanzas para la presentación de las copias 
de factura a depósito, a proceder, dentro de las 24 horas 
subsiguientes, a verificar los contenidos de los bultos, apli- 
cándole una multa equivalente al 5 % del importe de los de- 
rechos* 

Pues bien, este proposito precautorio se ha cumplido, en 
el caso de autos, una vez que la Aduana, en base a dichas dis- 
posiciones legales, verificó y clasificó la mercadería de confor- 
midad a la norma vigente entonces —decreto núm. 38-, de 
ag 21 /939— pero de ello no se infiere que, mediando, como 
ocurre en el **b lite, un decreto del P. E. (núm. 103, de ju- 
nio 2 de 1942) que modifica esas normas de clasificación, y 
encontrándose aún en depósito la mercadería, haya de mante- 
nerse la clasificación anterior. Lo lógico hubiera sido que la 
Aduana, actualizando su verificación, hubiera procedido a una 
nueva clasificación, pues nada le impedía hacerlo asi. 

Si bien es cierto que, conforme a los arts. 287 y 289, el 
Fisco ha estado respondiendo ante la documentante por el 
valor asignado en la Tarifa de Avalúos a la cartulina, no 
puede dejar de tenerse en cuenta que no ha mediado aquí un 
cambio en la especie ni en la calidad, sino tan sólo en la 
norma de clasificación, y ese cambio, favorable al actor, ha 
demostrado que el Fisco estuvo equivocado cuando clasifico 
como cartulina al mismo artículo que ahora clasifica como 
cartón forrado. Si estuvo así respondiendo ante el importador 
por un valor superior al real, ello se ha debido a su propio 
error v Oú puede prevalerse do él para cobrar derechos de un- 
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portación superiores a los que de acuerdo a la ley y la calidad 
de la mercadería, le correspondo percibir. El caso cae asi 
dentro de las prescripciones del C. C, arts. 792 y 703. 

Por estas consideraciones, fallo declarando qne la Nación 
debe devolver a la Cía. (¡ral. de Fósforos Sud Americana 
S. A. la suma de $ 28.521.40 con intereses estilo Banco de la 
Nación desde la notificación de la demanda y las costas del 
juicio. — Eduardo A. Ortiz Basualdo. 



Sentencia de .a C Amara Federal 

Buenos Aires, julio 24 de 1948. 

Vistos estos autos seguidos por "Cía. Oral, de Fósforos 
Sttd Americana S. A. contra la Nación &/ devolución de de- 
rechos de aduana", venidos en apelación en virtud del recurso 
interpuesto a fs. 53 vía. contra la sentencia de fs. 49, el tri- 
bunal planteó la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es justa la sentencia apelada! 

Sobre esta cuestión, el señor Juez Dr. Carlos Herrera, 
dijo: 

Que la actora pidió a depósito la mercadería manifestan- 
do ignorar contenido y de la toma del mismo practicada por 
la Aduana resultó ser "cartulina" conforme a las normas de 
despacho vigentes en esa época. Posteriormente, mientras los 
efectos seguían en depósito, tales normas fueron modificadas, 
de tal modo que cuando la actora pidió el despacho a plaza, 
la clasificación que correspondía era de 4 'cartón forrado**, de 
tratamiento fiscal más benigno que la cartulina. Debe re- 
solverse, entonces, si la demandante debió pagar los derechos 
de acuerdo con la norma en vigor cuando pidió la mercadería 
r. depósito, como se lo exigió la Aduana, o de acuerdo con las 
que regían en el momento de despacharla a plaza. 

Que ante todo, debe dejarse establecido que en ningún 
momento la actora manifestó que se trataba de "cartulina**, 
de manera que no le es aplicable lo prescrito por el art. 352, 
00 de Aduana: "Si de la verificación resultan diferencias 
por haberse manifestado artículos de mejor especie o calidad, 
se aforarán y liquidarán los derechos por la mejor especie 
o calidad o por la mayor cantidad manifestada**. Como se ha 
dicho, la demandante no manifestó artículos de mejor calidad 
que los que resultaron, pues cuando los pidió a depósito ex- 
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presó ignorar contenido y cuantío los pidió a despacho manifes- 
tó lo que roaulté, es decir, cartón forrado. Ptlé ia Aduana la 
que al tomar contenido antes de ir a deposito los consideró 
como de mejor calidad que la que resultó en definitiva; y es 
evidente que ese acto de la autoridad administrativa no puede 
haber colocado al interesado en la situación perjudicial del 
art. 352, que requiere una manifestación propia y no se refie- 
re al cas© tle toma de ron ten ido de oficio por la Aduana, En 
definitiva, se obligó a la compañía actora a pagar los derechos 
tomo cartulina de lo que en la época de introducirse a plaza 
la mercadería era considerado ya por la Aduana como cartón 
forrado, sin que hubiera mediado manifestación contraria del 
interesado. Cualesquiera que sean las razones de orden teó- 
rifo (pie se enuncien, ellas no pueden justificar esa conse- 
cuencia verdaderamente injusta. 

Por ello y sus fundamentos opino debe confirmarse, con 
costas, la sentencia de fs. 49, 

Por tanto, voto por la afirmativa sobre la cuestión pro- 

puesta. 

El Sr. Juez Dr. García Rams 9 por sus fundamentos, se 
adhirió al voto precedente. 

Sobre dicha cuestión. 

El Sr. Juez Dr. Conscti dijo: 

La sentencia del a quo 9 que manda devolver a la Cía, Oral- 
de Fósforos Sud Americana (S. A.) el importe de los dere- 
chos aduaneros provenientes de la percepción de un aforo 
superior al fijado por el decreto del P. E. núm. 103/42, debe 
ser revocada por las siguientes razones: 

1) La recurrente, acogiéndose a la disposición del art. 
43, ley 11.281, manifestó, ni documentar ante la Aduana 
mercaderías que importaba en varias remesas, 4 * ignorar con- 
tenido* 9 . Vencido el plazo que acuerda dicha disposición legal, 
los vistas verificaron y clasificaron las mercaderías, que que- 
daron documentadas como cartulinas, de acuerdo con el decre- 
to ntím. 382, de agosto 21 de 1939. Dicha docume niación que- 
dó firme para las tres partidas introducidas al país en febre- 
ro 13, abril 13 y mayo 28/942, respectivamente. 

2) Con posterioridad a las fechas preindicadas, por ges- 
tiones promovidas por el Centro de Importadores, el P. E. 
dictó el decreto núm. 103, de junio 2/942, que modificaba 
e! decreto mím. 382, y que, en vez de cartulina —aforada kilo 
3 32 al 25 r r — clasifiró la mercadería como cartones fo- 
rrados —aforo kilo 0,192 al 25 %—. La recurrente pretendió 
acogerse a los términos del decreto núm. 103 para aplicar 
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rctroactividad a una situación jurídica estable — mercadería 
documentada de acuerdo al decreto núm. 382 en vigencia en 
ía fecha de la verificación — contrariando la expresa dispo- 
sición del art. 72, ley 11.281. que estatuye que las resoluciones 
modificatorias de las normas vigentes no comprenden a las mer- 
caderías ya documentadas. 

3) El hecho de encontrase la mercadería en depósito en 
la fecha en que se dictó el decreto núm. 103, no autorizaba 
a la firma importadora para pedir una nueva clasificación, 
porque la Aduana había ya documentada la mercadería de 
acuerdo con el decreto en vigor» y respondía ante la documen- 
tante por el valor asignado en la Tarifa de Avalóos a la 
cartulina. El hecho de estar la mercadería en depósito no 
puede tener un efecto tan grande, ni una gravitación tal que 
modifique la economía del régimen aduanero; y menos cuan- 
do los efectos importados han sido ya documentados (Corte 
Sup*i Fallos: 175, 86). Una vea las mercaderías clasificadas y 
aforadas, cualquier cambio introducido en la legislación adua- 
nera respecto de las normas de clasificación o monto del aforo 
no puede incidir, con efecto retroactivo, sobre las resoluciones 
legalmente producidas. Se sustituiría el reprimen de la legali- 
dad — que es permanente — por el de inestabilidad, que nece- 
sariamente sería arbitrario. 

4) El decreto núm. 103 de 1942 elevó al 30 % el límite 
de 25 % fijado para la pasta química, frente a un mínimum 
de 70 % de pasta mecánica de madera, en materia de clasi- 
ficación de cartones. La clasificación efectuada por la Adua- 
na de acuerdo con el decreto núm. 382 del 21 de aposto de 
1039, se ajustó estrictamente a tos términos de In ley vigente. 
Importa afirmar «na inexactitud evidente el pretender, como 
!o hace la sentencia recurrida, que la Aduana clasificó por 
error el artículo introducido al país. No existe en auto» ante- 
cedente alfnino que autorice al a quo a invocar las prescrip- 
ciones de los arta. 792 y 793, C. C, ya que no puede preten- 
derse que el pago haya sido efectuado sin causa. Por el con- 
trario, de haberse aplicado la nueva norma de clasificación 
del decreto núm, 103 respecto de la mercadería ya documen- 
tada, la Aduana hubiera podido invocar en su favor lo dis- 
puesto por el art. 793, C. C, pues en tal caso "el papo debe 
ser considerado hecho sin causa, cuando ha tenido lugar en 
consideración a una causa futura, a cuya realización se oponía 
un obstáculo legal, es decir, en el caso sub judice loa términos 
precisos y terminantes del decreto núm. 382 de agosto 21 de 
1939. Be manera que de prosperar la exéresis jurídica que 
hace valer la sentencia apelada, de acuerdo con el criterio 
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legal sustentado por la actora, lo dispuesto por el art. 703, 
O. C. f vendría a robustecer y confirmar con éxito pleno el 
punto de vista legal sostenido por las autoridades aduaneras. 
En mérito de lo expuesto, soy de opinión que d*be revo- 
carse la sentencia de fa. 4!» a fs. 51, rechazándose la demanda 
deducida por la Cía. «¡ral. de Fósforos Sud Americana (S. A.) 
contra la Nación, sobre devolución de derechos de aduana, 
con costas. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se confirma la sentencia apelada de fo, 4Í), en 
manto declara que la NVión debe devolver a la Cía. Oral de 
Fósforos Sud Americana (S. A.) la suma de $ 28.521,40, con 
interesen estilo Banco de la Nación Argentina desde la noti- 
ficación de la demanda. Las costas de ambas instancia» a 
cargo de la parte demandada. — Horacio García Rama. — Car- 
tos Herrera. — Maximiliano Comoti. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación interpuesto a fs. 
67 vta. por el Ministerio Público es procedente de acuer- 
do con el artículo 3 9 inciso 2* de la ley 4055. 

En cuanto al fondo de la cuestión, el Fisco Nacional 
(Dirección General Impositiva) tiene constituido repre- 
sentante especial, el que ante V. E. ha lieclio ya la defen- 
sa de sus derechos (fs. 75). Buenos Aires, octubre 29 
de 1948. — Carlos G> Delfitw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1948, 

Vistos los autos "Cía. Gral. de Fósforos Sud Ame- 
ricana S. A. c.| Gobierno de la Nación s.| repetición de 
derechos de Aduana**, en los que se ha concedido a fs. 
ü8 el recurso ordinario de apelación. 
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Considerando : 

Que según resulta de los antecedentes de autos, la 
mercadería consignada a nombre de la actora y que se 
hallaba en los depósitos de la Aduana fué clasificada 
como "cartulina" conforme a las normas de despacho 
vigentes a la época de la verificación. 

Que posteriormente y al solicitarse su despacho a 
plaza, tales normas de despacho se habían modificado, 
considerando la mercadería introducida con un trata- 
miento fiscal más benigno. 

Se trata entonces de determinar la norma aplica- 
ble en el caso para la liquidación de los derechos, esto 
es, si su pago se rige por las disposiciones vigentes a 
la época en que se pidió la mercadería a depósito, como 
lo exige la Aduana, o de acuerdo con las que regían en 
la oportunidad de despacharla a plaza. 

Que a este respecto cabe observar que el art. 72 del 
decreto reglamentario de la ley de Aduana contempla 
expresamente el caso, disponiendo que las resoluciones 
modificatorias de las normas vigentes, no comprende 
a las mercaderías ya documentadas. 

Que por otra parte, esta Corte Suprema ha tenido 
oportunidad de confirmar tal conclusión en el caso "F. 
López Albarracín v.| Gobierno Nacional — Aduana" 
que se registra en Fallos 175-86". 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fs. 64 y 
en consecuencia se desestima la presente demanda de- 
ducida por la Cía. Oral, de Fósforos Sud Americana 
S. A, Pagúense por su orden las costas de todo el juicio, 
en atención a la naturaleza de las cuestiones planteadas. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Longhi — 
Justo L. Alvabez Rodríguez. 
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NACION ARGENTINA v SUCESION DE DOSA ORACIA- 
NA BURNET DE A CLP 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia 
Juicio* ch que la Nación es parte. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema contra la sentencia dictada por 
una Cámara Federal, en la parte que impone las costas 
al apelante, si se lo interpuso después del plazo legal, 
so pretexto de que era menester aguardar la reculación 
de honorarios para saber si el monto de las costas auto- 
rizaba la apelación, y era presumible que el mismo podía 
exceder la cantidad de $ 5.000. 

HONORARIOS DE ABOGA DOS Y PROCURADORES. 

El arancel establecido por el decreto n* 30.439/44, no es 
aplicable a los juicios de expropiación, sin perjuicio de 
tomar en consideración, entre otros elementos de criterio, 
las escalas en él establecidas. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1948. 

Visto» los autos "Fisco Nacional v. Sucesión de 
doña Graciana Burnet de Auld s.| expropiación*', en Ion 
que se ha concedido a fs, 181 vta. el recurso ordinario 
do apelación. 

Considerando : 

Que el recurso contra la sentencia de fs. 164, en 
cuanto a la imposición de costas, ha sido mal concedido 
por haberse interpuesto tardíamente, no siendo atendi- 
bles las razones invocadas en el escrito de fs. 181, dado 
que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte Su- 
prema, era presumible que en el caso, su monto podía 
exceder la cantidad de $ 5.000 (Fallos: 202, 316). 
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Que en cambio, es procedente el recurso contra 
la resolución de fs* 179, atento el monto de los honora- 
rios regulados y lo dispuesto por el art. 3*, inc. 2*, de la 
ley 4055. 

Que entrando en lo que es materia de apelación, 
corresponde observar que el arancel establecido por el 
decreto N* 30439)44, no es aplicable a los juicios de ex- 
propiación, como lo tiene declarado en forma reiterada 
esta Corte Suprema (Fallos: 206, 322 y 208, 164), sin 
perjuicio de tomar en consideración — entre otros ele- 
mentos de criterio — las escalas en él establecidas. En 
consecuencia, dada la particularidad del caso, la labor 
realizada y el monto del juicio, el Tribunal estima equi- 
tativo reducir los honorarios cuya regulación se recurre, 
a la suma de $ 4.500,00 ra|iL que se fija en definitiva* 

Por ello, se declara mal concedido el recurso ordi- 
nario de apelación contra la sentencia de fs, 164 y se 
reforma la de fs. 179, reduciéndose los honorarios regu- 
lados a favor del letrado apoderado de la demandada 
Dr. Juan O'Farrell a la suma de cuatro rail quinientos 
pesos moneda nacional. 

Tomás D. Casares Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonhhi — 
Justo L, Alvahez Rodríguez. 



FISCAL v. JOAQUIN VEGA LLORENTE Y OTRO 

RBCünSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Sentencia definitiva. Concepto. 

La tercera instancia ordinaria srtlo procede respecto de 
las sentencias definitivas p sea aquellas que ponen fin al 
pleito o hacen imposible su continuación, siendo inapli- 
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cable para este recurso el procedimiento de equiparación 
admitido para el extraordinario respecto de Ies autos que 
causan gravamen irreparable. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sen- 
tencia definitiva. Concepto. 

Si bien procede la apelación ordinaria contra las senten- 
cias que declaran la prescripción de la multa en el proce- 
dimiento de su ejecución, por tratarse de resoluciones que 
ponei. fin a la causa por razones no contempladas en el 
fallo final de la misma, no ocurre lo propio con los pro- 
nunciamientos que desestiman la defensa de prescripción 
en las circunstancias enunciadas. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

V* B. ha decidido que las actuaciones destinada» 
a hacer efectiva la sentencia dictada en un juicio, no 
pueden dar lugar a nuevas sentencias definitivas en 
concepto del artículo 3* de la ley 4.055 (183:309). 

Por ello, y por cuanto respecto de otras pretensio- 
nes del recurrente la sentencia apelada autoriza un nue- 
vo pronunciamiento, considero que el recurso ordi- 
nario ha sido bien denegado y que proeede desestimar 
la presente queja* Buenos Aires, octubre 13 de 1948, — 
Carlos O. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por 
loa demandados en los autos Fiscal c.| Vega Llórente 
Joaquín y otro", para decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando: 

Que la tercera instancia ordinaria no procede sino 
respecto de las sentencias definitivas o sea aquellas que 
ponen fin ai pleito o hacen imposible su continuación — 
Fallos: 208, 125— siendo inaplicable para este recurso 
el procedimiento de equiparación admitido para el ex- 
traordinario respecto de los autos que causan gravamen 
irreparable. 

Que si bien se ha acordado la apelación ordinaria 
contra las sentencias que declaran la prescripción de la 
multa en el procedimiento de su ejecución —Fallos : 187 f 
569; causa "Díaz A. y otro s.| defraudación Imp. Int.", 
tallada en 3 de noviembre del cte. año y las allí citadas- 
olio obedece a la circunstancia de que tales resoluciones 
ponen fin a la causa por razones no contempladas en el 
fallo final de la misma y caben asi en el segundo supues- 
to enunciado en el concepto de sentencia definitiva a 
que se ha hecho referencia. — Conf . doet. de Fallos : 200, 
:í67; 206, 401 y otros. 

Que no ocurre lo propio con los pronunciamientos 
que desestiman la defensa de prescripción en las cir- 
cunstancias enunciadas. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la procedente 
queja. 

Tomas D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvakez Rodríguez. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



BONAPARTB DE NÍTSEZ Y OTRA v. ERINA CHEMELLI 
DE SFERCO Y OTRO 

RECURSO EX TRA ORDLXA HIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio, Arts. 16 a ID de la Constitución. 

La resolución por la cual se harén extensivos las efec- 
tos del fallo que decidió la causa, a quien no fue parte 
en ella, por razón de su vinculación con el demandarlo y 
de acuerdo a lo dispuesto por la ley común vidente, no es 
susceptible de recurso extraordinario, fundado en el art. 18 
de la Constitución Nacional, máxime cuando el recurren- 
te ha sido oído para la solución del punto 



SARA 8AAVEDRA DE PRADERE, SARA PRADERE DB 
GAYAN Y MARTA PRADERE DE RUEDA v. PROVIN- 
CIA DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

El art, 31 de la ley n* 13.264 es imperativo para los 
jueces a quienes corresponderá, cualquiera sea el estado 
de la causa antes de la sentencia final de aquélla, reque- 
rir del Tribunal de Tasaciones el informe que especifica 
el art. 14 de la misma ley ( 2 ). 

DEMANDA: Contestación a la demanda. Requisitos. 

En presencia de la negativa general de los hechos con- 
tenida en la contestación a la demanda, no puede sin más 
concluirse que no exiata cuestión en el juicio sobre el 
valor de la fracción motivo de la litis, punto que, por 
otra parte, no es susceptible de decidirse en el incidente 
referente a la ¡ntervenaión del Tribunal de Tasacio- 
nes ( a ). 



(i j 22 de noviembre de 1948. . _ 

<2) 22 de noviembre de 1948. Fallos: 187, t>28; 190, 18»? 101, 54. 
(*) Pullos: 201, 290; 209, 420. 
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CESAR REIDEIi 
SUPERINTENDENCIA. 

La Corte Suprema ha dictado el Reglamento para la jus- 
ticia federal y letrada de los Territorios Nacionales en ejer- 
cido de las facultades que le otorga el art. 99 de la Cons- 
titución Nacional y 10 de la ley 4055, 

ABOGADO. 

Los arts. 45 y 110 del Reglamento para la Justicia Fede- 
ral y Letrada de los Territorios Nacionales son preceptos 
de alcance general para todo el territorio del país. Sus 
efectos no pueden ser limitados a una parte del mismo ni 
impiden a los profesionales inscriptos limitar el ejercicio 
do su ministerio a los tribunales del lugar de su residen- 
cia; por lo cual es inadmisible la pretensión de quien 
a los efectos de acogerse a los beneficios de la ley de jubi- 
laciones de una provincia, solicita que se limite al terri- 
torio de ella su inscripción en la matrícula de abogados 
para actuar en el fuero federal. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La pretensión del interesado de quo se establezca 
en su beneficio un régimen especial de inscripción en la 
matrícula de ahogados es improcedente. 

Ante V. E. diclia inscripción sólo puede mantener- 
se, o cancelarse pura y simplemente pero no con efectos 
limitados para un caso concreto. 

En cuanto a los perjuicios que el sintonía imperante 
ante la Corte pueda ocasionarle en el orden local por le- 
yes provinciales, las gestiones encaminadas a enervarlos 
debe realizarlas ante quien corresponda. Buenos Aires, 
noviembre 12 de lí)48. — Cutios O. Dclfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de noviembre de 1948. 

Vistos los ñutos "Rcidel Cesar s.| eliminación Ma- 
tríenla de Abogados"; 

Y considerando: 

Que esta Corte en ejercicio de las facultades que 
le otorga el art 99 de la Constitución Nacional y 10 de 
la ley 4.055 ha dictado el Reglamento para la Justicia 
Federal y Letrada de los Territorios Nacionales, cuyos 
artículos 45 y 110 disponen, el primero que los abogados 
indicaran, eíi cada escrito, el tomo y folio de la ma- 
trícula de su inscripción y el segundo que la referida 
matrícula será llevada por la Prosecretaría Adminis- 
trativa del Tribunal. 

Que se trata de preceptos de alcance general para 
todo el territorio del país, cuyos efectos no pueden ser 
limitados a una de las provincias del mismo, sin desco- 
nocer su naturaleza, y que por lo demás no impiden a 
los profesionales inscriptos en la matrícula, limitar el 
ejercicio de su ministerio a los tribunales del Estado 
de su residencia. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador* General se decide no liacer lugar a 
lo pedido por el abogado D. Cesar ReideL 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonc.hi — 
Justo L. Alvauez Rodríguez. 
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FISCAL v. JOAQUIN VEGA Y OTRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión f*~ 
dfrch Cuestiones federales simples, interpretación de las leyes fe- 
derales. 

No discutiéndose las particularidades de hecho en los pro- 
cedimientos realizados en el juicio y tratándose de de- 
cidir si el alcance del art. 3* de la ley 11.585 comprende 
o excluye dichos actos, procede el recurso extraordinario 
fundado en la interpretación de dicha norma ('). 



PRESCRIPCION : Prescripción en materia penal. Interrupción. 

El concepto de los actos de procedimiento interruptivos 
de la prescripción previstos en el art. 3° de la ley n° 11.585 
comprende los encaminados a adelantar los trámites con- 
ducentes y necesarios para el cumplimiento de la pena- 
Tratándose de una multa, alcanza a los embarcos y de- 
más medidas precautorias — inhibiciones y su reinscrip- 
ción — y a los trámites de la ejecución del fallo de la cau- 
sa, entre ellos la sentencia de venta ( a ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronun- 
ciamiento. 

No corresponde a la Corte Suprema dictar pronunciamien- 
to alguno referente a la i neón vertibilidad en prisión de 
la multa aplicada por infracción a la ley n* 12.148, si el 
fallo recurrido no ha decidido esa cuestión, 



(!) 22 de noviembre de 1948. Fallos: 211, 308. 
(2) Fallos; 209, 221. 
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SOCIEDAD DE ELECTRICIDAD DE ROSARIO 4í Soc. 
ANONIMA BELGA" v. MUNICIPALIDAD DE ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación di- 
Tecla, Sentencias con fundamentos no fedérale* o federales consen- 
tidos. Fundamentos de orden hcat y procesal Interpretación de nor- 
mas y actos locales en ye itera l. 

No procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 
14 y 17 de la Constitución Nacional y en el carácter inal- 
terable de las tarifas contractuales, contra la sentencia de 
un tribunal provincial uo tachada de arbitraria que, basa- 
da en fundamentos no federales suficientes para sustentarla 
como los referentes al alcance de las cláusulas de la con- 
cesión local y a los principios de derecho administrativo 
que la gobiernan, decide que las tarifas invocadas por la 
actora tienen el carácter de máximas, no constituyen un 
precio único e inmutable para regir durante todo el tiem- 
po de la concesión, no son de índole contractual sino regla- 
mentaria y han podido ser válidamente reducida» por la 
ordenanza* impugnada; sin perjuicio del derecho del con- 
cesionario para reclamar la indemnización correspondien- 
te en el caso de que los nuevos precios alterasen la ecua- 
ción económico financiera de la concesión. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Kn la parle en que la sentencia de fs. 3521377 ha 
sido recurrido por la vía extraordinaria» decide: 

V el rechazo de la acción en cuanto la empresa 
actora desconoce competencia a la Municipalidad de- 
mandada para rever las tarifa^ eléctricas vigentes; 

2* admitir la validez de las rebajas sancionadas 
por la ordenanza «pie se impugna, a partir de la fecha 
de su emisión y en los límites del régimen de la concesión. 

Dicho pronunciamiento, que no ha nido tachado de 
arbitrario al interponerse el recurso, se funda en la ¡n- 
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terprotación que el Tribunal asigna a las cláusulas del 
contrato de concesión celebrado entre las partes (fs. 
36Sí punto 3*); en normas de derecho administrativo lo- 
cal; y en consideraciones de carácter doctrinario y ju- 
risprudencial. 

Lo expuesto es suficiente, pues, para determinar 
la improcedencia de la apelación extraordinaria dedu- 
cida, ante el criterio sustentado por V. E. w re "Provin- 
cia de Tucuniáii c.| Cía. Hidro Eléctrica de Tucumán" 
(¿Oí): 28), y que, en lo aplicable al $ub~judicc, ha sido 
reiterado al desestimar, con fecha 13 de setiembre de 
1948, el recurso de hecho presentado por la parte actora 
en los autos "Swift de ha Plata, Oía, Frigorífica S. A. 
v. Santa Fe la Provincia'*. 

Cabe por otra parte destacar que el fallo apelado 
no puede considerarse definitivo a los efectos del art. 
14 de la ley 48, toda vez que el mismo reconoce el dere- 
cho de reparar, mediante la vía pertinente y en su opor- 
tunidad, el agravio que invoca la recurrente como lesivo 
de su patrimonio y que estima inconciliable con las ga- 
rantías constitucionales en que apoya su defensa. (Ver 
fs. 368, punto 5* hi fine). 

En mérito a lo precedentemente manifestado soy 
do opinión que debe declararse mal concedido a fs. 388 
vta., el recurso extraordinario interpuesto a fs. 384. 
Buenos Aires, octubre 10 de 1948. — Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Sociedad de Electricidad de Ro- 
sario — Soc. Anónima BiJga — c.| Municipalidad de 
Rosario k.| recurso contencioso administrativo", en los 
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que se ha concedida a fs. 388 vta. el recurso extraor- 
dinario. 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo expresado por la recurrente 
a fs. 384, el recurso extraordinario interpuesto se funda 
en el desconocimiento de las garantías consagradas por 
los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional que resul- 
taría de la admisión por la sentencia apelada de la va- 
lidez de la Ordenanza n* 327 t en cuanto establece reduc- 
ciones para las tarifas que la actora se considera habili- 
tada a percibir de acuerdo con las ordenanzas que men- 
ciona de los años 1902 y 1914, por los suministros que 
realizara a los usuarios y a la propia Municipalidad de- 
mandada. 

Que a ese efecto arguye que las tarifas contractua- 
les son inalterables y no pueden ser un ¡lateralmente mo- 
dificadas sin violencia de las garantías constitucionales 
invocadas, ni con respecto a las tarifas del servicio pú- 
blico, ni para la electricidad que consume la misma mu- 
nicipalidad, no comprendidas en el contrato de conce- 
sión, y regidas por un contrato típico de suministros. 

Que por su parte la sentencia de fs. 352 decide que 
las tarifas invocadas por la concesionaria tienen el ca- 
rácter de máximas y no constituyen "un precio único 
o inmutable para regir durante todo el tiempo de la con- 
cesión *'Í Aplicando principios de derecho administrativo 
declara que no son de índole contractual sino reglamen- 
taria y pueden ser modificadas por el poder público, 
luego de oído el concesionario, en ejercicio de su inalie- 
nable poder de policía. Añade que la controversia lia 
quedado circunscripta 14 a resolver si la autoridad pú- 
blica ha tenido o no facultades para revisar unilateral- 
mente las tarifas vigentes de alumbrado eléctrico cuya 
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explotación realiza el Estado mediante un régimen de 
concesión". Y por último establece que si los nuevos 
precios alteraran la ecuación económico- financiera de 
la concesión, ocasionando pérdidas, sería indiscutible 
el derecho a reclamar indemnización, de acuerdo a los 
principios constitucionales y legales que amparan la 
propiedad. Con eso alcance el punto 2* de la parte dis- 
positiva decide "rechazar la demanda en cuanto desco- 
noce competencia a la Municipalidad para rever las ta- 
rifas eléctricas, admitiendo de consiguiente la validez 
de las rebajas sancionadas, en los límites del régimen 
de concesión, a partir de la ordenanza n* 327". 

Que así las cosas la sentencia apelada tiene funda- 
mentos de hecho y de derecho local suficientes para sus- 
tentarla. Porque son tales, con arreglo a la jurispruden- 
cia de esta Corte, los referentes al alcance de las cláu- 
sulas de las concesiones locales y a las normas y princi- 
pios de derecho administrativo que los gobiernan. Fa- 
llos : 209, 28; causa : "Swift de La Plata Cía. Frigorífica 
S. A. v. Santa Fe la Provincia* * fallada en 13 de sep- 
tiembre del corriente año y los allí citados. 

Que en efecto, toda la argumentación constitucional 
desarrollada tanto en el escrito en que el recurso extra- 
ordinario fué deducido como en el memorial presentado 
ante esta Corte, parte de la base de los derechos que la 
recurrente entiende le acuerda la concesión local que in- 
voca, y de la naturaleza de las cláusulas referentes a los 
suministros a la Municipalidad. Y es claro que éste es 
punto que solamente es susceptible de dilucidarse sobre 
la base de la interpretación de aquellos actos que no in- 
cumbe a esta Corte por la vía del recurso extraordina- 
rio según más arriba se ha dicho. Es cierto que la juris- 
prudencia de esta Corte ha establecido que la garantía 
constitucional de la propiedad alcanza a los derechos 
otorgados por las concesiones, pero es indudable que 
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1 ara la existencia de los derechos alegados no basta la 
<¡c la concesión, ni la invoc ación del pertinente precepto 
constitucional autoriza a esta Corte a revisar la intcli- 
gencia que, en uso de facultades innegables, le hayan 
atribuido los jueces de provincia. Es este punto propio 
ile la jurisdicción local y es así que respecto del alcance, 
adquisición, pérdida o transmisión de tales derechos 
"son los locales los únicos jueces con jurisdicción para 
decidir" —causa arriba citada— "sin que medie en ello 
agravio alguno a la inviolabilidad de la propiedad que 
coitsairra el art. 17 de la constitución Nacional y sin re- 
curso por la vía del art. 14 de la ley 48". Ibídem y Fa- 
llos: 184, 148; lí»2, 308. 

(¿ue por lo demás, toda vez que en oportunidad 
de la interposición del recurso no se ha pretendido que 
la recurrida sea una sentencia arbitraria e insostenible, 
tampoco cabe por vía de la jurisprudencia excepcional 
a esta materia referente, la revisión del fallo apelado, 
en lo que hace a las cuestiones no federales que el mis- 
mo decide. 

Que por último, no basta para fundar el recurso la 
sola admisión de la posibilidad que por 1* vía del ejer- 
cicio del poder de policía puedan modifiPrse los dere- 
chos y obligaciones del concesionario. La garantía cons- 
titucional tic la propiedad no llega en efecto, a asegurar 
a éste la absoluta certidumbre de aquéllos, en cuanto 
supondría la renuncia de la altad del Estado conce- 
dente de regular el servicio, y en definitiva de ejercer 
las atribuciones que como titular de aquel poder le in- 
cumben —Fallos: 211 : 83 y los allí citados— . La reserva 
de iiidcmnizaciór que para tales casos contiene el pre- 
cedente citado, no supone el reembolso de cualquier ero- 
gación o pérdida, sinó el reconocimiento de la existencia 
de limitaciones, impuestas por la necesaria considera- 
ción del desenvolvimiento normal de la actividad del 
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concesionario, que aparecen salvadas por el fallo en 
recurso. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se declara mal concedido 
el recurso extraordinario a fs. 388 vta. 

Tomás D, Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxom — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



FEDERICO JOAQUIN E. BLOCK 

RECURSO EXTRA ORD1NA RIO : Requisitos formato*. Introduc- 
ción de la cuestión federal. Mantenimiento. 

Ilabicndose solicitado en el memorial presentado por el 
apelante ante la Corte Suprema la revocación de la sen- 
tencia por una cuestión distinta de las invocadas como base 
del recurso extraordinario en el escrito que se lo interpuso 
y no conteniendo este último fundamento alguno respecto 
de dicha cuestión corresponde declararlo improcedente. 

CIUDADANIA 7 NATURALIZACION. 

La falsedad de la información sobre la base de la cual 
se ha otorgado la carta de ciudadanía, es causal de cance- 
lación de ésta; doctrina que no está limitada a los casos 
de informaciones en que los testigos afirman dolosamente 
como verdaderas circunstancias cuya inexactitud les cons- 
ta, sino que comprende también los testimonios de favor, 
prestados por quienes no conocen a la persona a quien se 
refiere su testimonio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos v aaranttas. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

Habiéndose oído al interesado, quien ha tenido ocasión de 
proveer a su defensa, suplida por la del defensor general 
por haber manifestado aquél no tener a quién designar a 
ese efecto, no media agravio suficiente al art. 18 de la 



322 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Constitución Nacional para fundar en él la anulación de 
lo actuado. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Federico Joaquín E. Block s.j 
nulidad de carta de ciudadanía", en los que se lia con- 
cedido a fs. 56 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario deducido a fs. 53 se 
funda: a) en el trámite impreso al juicio, o sea el de las 
causas correccionales, que se reconoce no fué objetado 
en el curso de la causa; y b) en la interpretación dada 
al decreto n* 6.605, en cuanto la sentencia apelada admite 
que "faculta a los jueces a pronunciarse por el sistema 
de libres convicciones". Arguyese también que el fallo 
se funda en pruebas que obran en un proceso en que 
Block no fue parle y en la declaración indagatoria im- 
procedente tomada a este, con lo que se habría vulnerado 
el art. 18 de la Const Nacional. 

Que el petitorio es así de la anulación de lo actuado. 
Para el caso de no ser procedente se solicita también 
la revocación de la sentencia apelada. 

Que en el memorial de fs. 63, ante esta Corte, el de- 
fensor oficial se limita a pedir se confirme la sentencia 
de 1* instancia, alegando no encuadrar el caso de autos 
en los supuestos contemplados por el decreto 6.605. 

Que toda vez que con arreglo a la jurisprudencia 
de esta Corte no corresponde al Tribunal pronunciarse 
sino sobre los puntos mantenidos en la instancia, de los 
oportunamente planteados en el juicio —Palios: 20!), 
28— ocurre así que la única cuestión susceptible de de- 
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cisión sería la sustentada en el memorial de fs. 63. Pero 
como a ese respecto el escrito en que la apelación se in- 
terpuso carece de todo fundamento — Fallos : 211, 462 — 
el recurso extraordinario es improcedente. 

Que sin embargo el Tribunal encuentra del caso 
agregar que con arreglo a su jurisprudencia, la falsedad 
de la información sobre la base de la cual se lia otorgado 
la carta de ciudadanía, es causal de la cancelación de la 
misma —Fallos: 138, 281; 168, 374—, Y esta doctrina 
no está limitada a los casos de informaciones en que los 
testigos afirman dolosamente como verdaderas, circuns- 
tancias cuya inexactitud les consta, sino que comprende 
también los testimonios de favor, prestados por quie- 
nes no conocen a la persona a quien se refiere su testi- 
monio. Hay en ello mutación u ocultación de la verdad 
cuyo conocimiento hubiera impedido el otorgamiento 
de la ciudadanía, que encuadra en el concepto de false- 
dad en la gestión de la misma (au. 2", inc. h) del decreto 
6.605 143) y de la cual cabe responsabilizar al interesado. 

Que en cuanto al procedimiento, toda vez que en 
la especie se ha oído al interesado, quien lia'tenido oca- 
sión de proveer a su defensa, suplida por la del defen- 
sor general, por manifestar aquél no tener a quien de- 
signar a ese efecto, no media agravio suficiente al art. 
18 de la Constitución Nacional para fundar en el mismo 
la anulación de lo actuado — Conf. doct. Fallos: 138, 
381— . 

En su mérito se declara improcedente el recurso 
extraordinario concedido en los autos. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvahez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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JUSTO S, HINOSTROZA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Causas criminales. 

La modificación de la jurisprudencia de la Corte Supre- 
ma respecto de la procedencia del recurso de tercera ins- 
tancia para ante ella, no priva a las sentencia» ejecutoria- 
das del carácter de tales, ni cabe llegar a tal conclusión 
por virtud de la doctrina de otros fallos del Tribunal que 
contemplan el supuesto de recursos no deducidos por el 
defensor del procesado con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 690 del Código de Procedimientos en lo Criminal, es 
decir, de pronunciamientos que no se hallan firmes (*). 



GUILLERMO QUILODRAN 

PRESCRIPCION; Prescripción en materia penal Generalidades. 

La prescripción de la acción penal corre y se opera con 
relación a cada delito independiente aunque exista con- 
curso de ellos 

RECURSO DE ACLARATORIA. 

Hallándose preseripto en la fecha en que se dictó la 
sentencia de la Corte Suprema, el delito de lesiones leves 
imputado al procesado por él y por homicidio, y habién- 
dose, por lo tanto, incurrido en error material en aquélla 
al condenarle por ambos delitos, corresponde declararlo 
así con motivo de la aclaratoria pedida por la defensa y 
'reducir la pena aplicada. 



(1) 24 do noviembre do 1948. Fallos: 158, 165; 161, 80; 192, 152. 

(2) 24 de noviembre de 1948. Fallos: 201. «3, 202, 168. 
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PROVINCIA DE SAN LUIS v. Cía. DE ELECTRICIDAD 

LOS ANDES S. A. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte una 
provincia. Causas civiles. Causas regidas por el derecho común. 

Los juicios de expropiación seguidos por una provincia 
contra extranjeros o ciudadanos vecinos de otra, en los 
que no se discute la procedencia de aquélla sino tan sólo 
la indemnización que corresponde acordar son de compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. 

JURISPRUDENCIA 

Si bien es cierto que la autoridad de los precedentes judi- 
ciales no es siempre decisiva, también lo es que si las cir- 
cunstancias del caso no revelan claramente el error o la 
inconveniencia de las decisiones anteriores, haciendo in- 
eludible un cambio de criterio respecto de la cuestión jurí- 
dica decidida, corresponde aplicar la doctrina de los men- 
cionados antecedentes. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judi- 
ciales, 

Las manifestaciones formuladas por el representante del 
dueño del bien expropiado ul diligenciarse el mandamien- 
to de toma de posesión» en el sentido de que desconoce 
la competencia del juzgado provincial para intervenir en 
el respectivo juicio de expropiación, no importan opción 
por vía de la declinatoria prevista en el art. 412 del Có- 
digo Supletorio. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corle: 

La escritura de constitución de la 44 Compañía de 
Electricidad de Los Andes S. áj% que en su parte perti- 
nente aparece transcripta en el poder de fs. 1|6, acredita 
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que ha sido formada y tiene su domicilio legal en la 
Ciudad de Buenos Aires. 

De los demás elementos de juicio obrantes en el ex- 
pediente resulta que el Gobierno de la Provincia de San 
Luis inició contra la sociedad referida, que prestaba 
sus servicios eléctricos en la Ciudad del mismo nombre, 
juicio de expropiación ante la justicia ordinaria local, 
y al tomar posesión el Gobierno de la Provincia de Ion 
bienes de la Compañía, el representante de ésta formuló 
ia protesta de que da cuenta la escritura de fs, 7|13. 

Trátase pues, de un juicio de expropiación iniciado 
por el Gobierno de la Provincia preindicada, ante los 
tribunales locales contra una persona jurídica argentina 
que tiene su domicilio en la Capital Federal. 

Kn numerosos casos de marcada analogía con el 
présenle, V. E. tiene declarado que los juicios de estas 
características eacn bajo la jurisdicción originaria do 
la Corte Suprema (178: 85; 186: 167 y 477; 182: 15, e 
in re : '* Provincia de Corrientes v. Compañía de Electri- 
cidad de Corrientes sobre expropiación", fallo del 25 
de Agosto de 1!>44, entre otros). 

Corresponde entonces, por aplicación de la referi- 
da doctrina, hacer lugar a la cuestión de competencia 
por inhibitoria deducida. Buenos Aires, marzo 11 de 
1948. — Carlos O. Ddfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, noviembre 24 de 1948, 

Y Vista la procedente causa caratulada: *'San Luis 
ln Provincia contra Cía. de Electricidad de los Andes 
S. A. sobre competencia por inhibitoria" para decidir 
respecto de la jurisdicción del Tribunal, 
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Y Considerando: 

Que la jurisprudencia de esto Corte es uniforme en 
el sentido de que los juicios de expropiación seguidos 
por una provincia contra extranjeros o ciudadanos ve- 
cinos de otrn, son de su competencia originaria. Así se 
lo decidió va en Fallos: 26, 133; se lo lia resuelto tam- 
bién en Faílos : 110, 293 y 298; 178, 85 ; 182, 15 y 29; 186, 
1(¡7; y en fecha reciente, Fallos: 208, 572, siendo ademas 
concordante la doctrina de Fallos : 54, 255 ; 59, 411; 61, 
16; 85, 200 y otros. 

Que los pronunciamientos de Fallos: 9, 442 y 10J, 
■241 no contrarían los precedentes arriba mencionados. 
Se refieren, en efecto, a la improcedencia del fuero fe- 
deral por razón de la materia o del interés del fisco na- 
cional en ta obra pública, cuestiones distintas a la de- 
cidida en aquéllos. 

Que si bien es cierto que la autoridad de los prece- 
dentes judiciales no es siempre decisiva, también lo es 
que si las circunstancias del caso no revelan claramente 
el error o la inconveniencia de las decisiones anteriores, 
haciendo ineludible un cambio de criterio respecto de la 
cuestión jurdica decidida, corresponde aplicar la doc- 
trina do los mencionados antecedentes. Fallos: 183, 409; 

192, 414 v otros. 

Que 'el error que se imputa a la jurisprudencia men- 
cionada en el primer considerando no resulta de las ra- 
zones alegadas a fs. 36 y fundadas en la inteligencia 
originaría de la Constitución Nacional, pues por una 
p¡'rte no so menciona referencia alguna concreta al pun- 
ió en cuestión y, por otra, el invocado es un argumento 
a que debo recurrirse con prudencia, dada la natural di- 
ficultad pnra la determinación precisa de aquélla. Conf. 
Willougbby, T. 1, pág. 54 y la opinión de Cooley allí 
transcripta. 
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Que en cuanto al carácter de la expropiación debe 
observarse que ha sido considerado por los precedentes 
mencionados con relación al art. 1, inc. 1 de la ley 48, 
con motivo de cuya interpretación se ha decidido que re- 
visten carácter de "causas civiles" no sólo las que nacen 
de estipulación o contrato, sino también las regidas por 
el derecho común —Fallos: 173, 85; 184, 72; 187, 202 y 
Otros— a lo que es de agregar que lo referente a la in- 
demnización a (pie tiene derecho el propietario expro- 
piado, ha sido legislado en el art. 2.511 del Código Civil. 

Que desde luego tampoco es indudable la inconve- 
niencia del mantenimiento de la jurisdicción originaria 
tle esta Corte, reducida la misma como lo ha sido por la 
doctrina de sus pronunciamientos, a la apreciación del 
valor de los bienes expropiados. Queda con ello a salvo 
la autonomía provincial, en cuanto no cabe en la causa 
discusión alguna respecto de la procedencia y acierto 
de la expropiación dispuesta y ya que la intervención 
del Tribunal en los juicios en que las provincias son 
par te —con la consecuencia de su obligación de compa- 
recer ante los estrados de éste— encuentra fundamento 
en jurisprudencia establecida desde la instalación de 
esta Corte —Fallos : 1, 485—; mantenida hasta el pre- 
sente —Palios : 208, 249— y actualmente no discutida. 

Que las manifestaciones formuladas por D. Septi- 
mio Fernando Bordón, en oportunidad de diligenciarse 
el mandamiento de fs. 48 de los autos principales, no 
importan opción por la vía de la declinatoria prevista 
en el art. 412 del Código Supletorio. Prescindiendo de 
que la personería de aquel no resulta de autos, porque 
no se trata del planteamiento de una excepción de in- 
competencia sino de una reserva formulada en ocasión 
de un tramite a que el expropiado no ha podido sustraer- 
se. Conf. doct. Fallos: 186, 526; 1»5, 91; 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
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dictamen del Sr. Procurador General se declara que 
esta Corte es competente para conocer originariamente 
en la cauna seguida por la Prov, de San Luis conlra la 
Compañía iW Kleetrieidad de los Andes S. A. f por ex- 
propiación, debiendo hacerse las comunicaciones de) 
vi\m al «efior Juez a cargo del Juzgado en lo Civil, Co- 
mercial y Minas n 9 2 de San Luis. 

Felipe S. Pkiikz — Luis R. Lon- 
GHI — Justo L. Alvaiiez Ro- 
Df ícujKx — Rodolfo O. Va- 

LENZUELA. 



CANDIDA MAXIMIAXA BLANCO Vi>A. DE PEÑA Y 
OTKA v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES Mi ¡ATABES; Guerrero» de la Independencia. 

El decreto-ley 22.174/44, ratificado por la ley 12.913, en 
aclaratorio del art l 9 de la ley 12.613 y se aplica a los 
casos no juzgados. 

PENSIONES MILITARES: Guerreras de la Independencia. 

La circunstancia de (pie el causante haya intervenido en 
la batalla de Maipú como subteniente del Batallón de In- 
fantes de la Patria, no basta para considerarlo como gue- 
rrero de la Independencia a los efectos de las leyes 
11.412, 12.613 y 12.913, pues dicho cuerpo no fué orga- 
nizado en lo que hoy forma el territorio argentino sino 
en suelo chileno. Por ello no procede acordar a sus des- 
cendientes la pensión prevista por dichas leyes. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 ele noviembre ele 1948. 

Vistos los autos "Pena Cándida Maximiana Blanco 
Vda. de y otra contra la Nación sobre pensión ley 
11.412'*, en los que se ha concedido a fs. 78 el recurso 
ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que según resulta de los términos de la contesta- 
ción de la demanda aparece negado en el caso el carác- 
ter de guerrero de la independencia que las actonis 
atribuyen a su ascendiente, D. Antonio Blanco (Véase 
punto 10% ine. c) del escrito de fs. 35). 

Que a los fines de justificar tal extremo, las acto- 
ras se remiten al informe del Archivo General de la 
Nación corriente a fs. 47 del que resulta que el Subte- 
niente Antonio Blanco, del Batallón de Infantes de la 
Patria, intervino en la batalla de Maipú (Véase alegato 
corriente a fs. 52). 

Que a su vez el Ministerio de Guerra, contestando 
la medida dictada por el Tribunal a fs. 89, informa que 
el Batallón de Infantes de la Patria antes aludido, con 
un efectivo de 523 hombres fué organizado en territorio 
chileno, posteriormente a la batalla de Chacabuco. 

Que el art. 1' del decreto n Q 22.174 del año 1944, hoy 
ley tí* 12.913 de estricta aplicación al caso en virtud de 
lo que dispone el art. 4 V del Código Civil, establece que 
"a los efectos de la ley 11.412 invisten el carácter de 
Guerreros do la Independencia los militares que, for- 
mando parte de los ejércitos o de las fuerzas navales de 
la República, organizadas en lo que |p# forma su actual 
territorio, actuaron en campañas de la guerra de la In- 
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dependencia entre el 25 de Mayo de 1810 y el 30 de junio 
de 1825... " 

Que como se observa y aun de admitirse que las 
actoras han justificado la filiación invocada, D. Antonio 
illanco no puede ser considerado — ante términos legales 
tan expresos — Guerrero de la Independencia para ha- 
cer derivar de dicho carácter, el beneficio que se per- 
sigue. 

Por ello se revoca la sentencia de fs. 74, desesti- 
mándose en consecuencia la presente demanda. Pagúen- 
se por su orden las costas de todo el juicio en atención 
a la naturaleza de las cuestiones planteadas. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvauez 
Rodríguez, 



DELIA SUAREZ GOMBOURO DE ZANNI v. NACION 

ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a los militares. Inutilización 

para ta carrera militar. Ejército. 

» 

El fundamento de la distinción establecida por los arta. 16, 
17 y 18 del tít. III de )a ley 4707 no debe referirse 
a la causa determinante de la incapacidad sino a las cir- 
cunstancias en que se produjo el hecho que originó la 
inutilización; de modo que el benefieio previsto en el 
art. Id sólo procede cuando la inutilización se haya pro* 
ducido en circunstancias que podrían haber Autorizado 
un ascenso extraordinario por mediar un acto de arrojo 
y valor, tanto en la guerra como en la paz. 

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militares. 

El beneficio previsto en el art, 12, inc. 3<\ del título IV 
de la ley 4707 a favor de loa deudos de oficiales e in- 
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dividuos de tropa, debe ser determinado con arreglo a lo 
dispuesto en los irte. 1« y W del titulo III. eon exclu- 
sión del art. lrt del mismo. 

PEXSIOXKS MILITA ItKS: Pensione* a deudos de militares. 

A falta de prueba de que el fallecimiento del causante 
haya ocurrido en acto del sen-icio, su viuda e hijos me- 
nores «'.lo tenían derecho a una pensión militar equiva- 
lente a la mitad do la <|uc hubiera correspondido al cau- 
sante si hubiera pasado a retiro el día de su muerte. 



Sentencia oel Juez Peokkal 

Buenos Aires, noviembre 8 de 104fi. 

Y vistos para resolver estos autos ca '* ttt 1 u,1 "] 0H .," Zc rÍ 
Helia Suárcx G. de y otros contra Gobierno de la Nación soore 
pensión militar'" de los que resulta: 

1' Que a fs. 11 se presentan los actores deduciendo for- 
mal det.ia.ula contra el Superior Gobierne ¡de la Nación por 
reconocimiento de pensión militar (ley 4707) y cobro , d ^ha- 
beres atrasados por la diferencia reclamada, en mérito de las 
siguientes consideraciones 

Dicen que son viuda e hijos legítimos del extinto Coro, 
net Pedro Zanni. carácter que acreditan con la documentación 
«.•empatiada. Que ocurrido el fallecimiento trágico del eau- 
¡35 la Toma conocida, e! P. B- les acordó la pepíu <m 
aetualmentc perciben que de acuerdo a lo que g 
constancias administrativas que se indican en el referido es- 
crito de fs. 11 v lo prueba que se traerá oportunamente, el 
falleeimiento del nombrado Cnel. Zanni se produjo en acto de 
servicio y consecuentemente la pensión que les corresponde es 
superior a la acordada. , . 

Que se han hecho en este sentido todas las gestiones admi- 
nistrativas del caso eon resultado negativo, razón por la que 
£SS ante la justieia en resguardo del derecho que .ta i asiste. 
Fundan la acción en las disposiciones contenidas en los arta, 
14 Ifi 16 v 19 de la Constitución Nacional, arts. «HVjU», 
S17 31 rt 319 332, 3114. 335, 336 y 872 del Código Militar, 
art 18. tít. III, cap. V de la ley n« 4707 y 3«» S pn,denc.a 
Atento sobre el particular. Se hacen en «te sentido una 
serie de consideraciones más al respecto y se pide en dnfmi- 
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tiva que se les reconozca el derecho al aumento de la pensión 
conforme a las disposiciones legales señaladas y se les abone 
asimismo las diferencias no percibidas por ese mismo concep- 
to, con intereses y costas. 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ramo, a fs. 18 se presenta el Sr. Procurador Fiscal, 
Dr. Antonio Álsina, contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente, afirma que la situación 
creada a raíz del fallecimiento del ex Coronel Zanni encuadra 
perfectamente dentro de las disposiciones contenidas en el 
árfc 12, ine. 4', cap. II, tít. IV de la ley n* 4707, conforme 
a cuyos preceptos ajustó el P. E. la pensión cuestionada, 
sosteniendo consecuentemente que ninguna reclamación cabe al 
respecto. Niega expresamente que el accidente que motivó la 
desaparición del Coronel Zanni se haya producido en acto de 
servicio y hace sobre el particular un prolijo anal bis de los 
hechos comprobados en esa oportunidad. Termina sosteniendo 
que la inaplicabilidad del invocado art. 18 (ley cit.) resulta 
así manifiesta. 

Luego de hacer algunas otras consideraciones de orden 
legal opone ta prescripción del art. 4030 del C. Civil, y pide 
en definitiva el rechazo de la acción con especial condenación 
en costas. 

Y considerando : 

I. Que la defensa de prescripción que entre otras articu- 
la la demandada en su escrito de responde (fs. 18), debe deses- 
timarse. Como puede fácilmente advertirse, lo que se reclama 
en este juicio un es en rigor la nulidad del decreto del P. E. 
del 5 de junio de 1042 como parecería entenderlo la deman- 
dada, sino el reconocimiento de un derecho fundado en ley. 
Ello descarta de por sí la aplicahilidad del recordado art. 4030 
en que se funda la defensa analizada y sobre el particular 
conviene recordar que el suscripto no se detiene en mayores 
consideraciones, -n razón de que la cuestión que motiva este 
pronunciamiento ha sido objeto de interpretación judicial por 
parte de la Suprema Corte de la Nación (ver S. C, Fallos: 
17H, 427) en el sentido expresado, antecedentes que autorizan 
el rechazo definitivo de la defensa formulada a fs. 18. 

II. Que en cuanto al fondo de la cuestión debatida esto 
es, si el fallecimiento del Coronel Zanni se produjo en acto 
de servicio o no, según lo afirman contrariamente las partes 
en juicio, ello se halla condicionado a una cuestión de hecho 
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que el Juzgado resolverá teniendo en cuenta a esos efecto» 
la prueba rendida en autos. La actora ha sostenido en su 
escrito de demanda (fs. 11) que el accidente que determiné el 
fallecimiento del causante — Cnel. Zanni— se produjo en acto 
de servicio. Funda este aserto en la naturaleza de las funcio- 
ne* prestadas por éste a la fecha en que ocurrieron los aconte- 
cimientos que motivan esta litis (Comandante de Aviación del 
Ejercito), y particularmente por el hecho de que entre los 
efectos personales hallados en la cartera que llevaba el cansante 
el día indicado, se encontraba un documento que motivó la 
formación del expediente secreto 1438/S/42, el que, por su 
contenido, hace suponer razonablemente que el portador se 
dirigía hacía la residencia del señor Ministro de Guerra, en 
cumplimiento de funciones que resultaban propias de las acti- 
vidadeH por él desarrolladas y que le fueron encomendadas. 

III Que de la prueba rendida durante la secuela del 
juicio (Ver inf. fs. 143/6, expte. letra Z125ÍM2), resulta acre- 
ditado el hecho de la existencia del documento a que se hace 
referencia en la demanda (fs. 11) así como de la instrucción 
del expte. 1438 8-42, el que a estar a la comunicación hecha al 
Juagado según nota corriente a fs. 16 de estos autos, no ha 
podido ser localizado, razón que motivó su no agregación al 
juicio. 

Ahora bien, aun cuando no haya podido materializarse la 
agregación de ese documento así como del expte. secreto que 
se instruvó a raíz de la presentación del mismo, la prueba de 
mi existencia v también el contenido del mismo, resultaría 
razonab!ement¿ probado con las constancias existentes en el 
expte. 259-Z.42 (ver fs. 128 a 147). Pero de tales anteceden- 
tes no puede inferirse seriamente, como se desprende, que 
ello implique una prueba de que el ex Coronel Zanni se diri- 
piera forzosamente a la residencia del Sr. Ministro de Guerra 
por ese motivo, aun cuando tal cosa pudiera constituir una 
presunción favorable siempre que de los demás elementos de 
juicio ésta resultara corroborada. 

Dentro ele esto orden de cosas, a inwio del suscripto la 
declaración del ex Ministro de Guerra, General Tonazzi (ver 
fs. 26 de estos autos y fs. 157. expte. 259-Z-42, agregado), 
v la declaración del Oficial del Ejército Norteamericano 
Sr Carlos IT. Pcrwester (ver fs. 2Í> de estos autos y fs. 8d/7 
del Expte. 259-Z-42 di), no traen mayores elementos de jui- 
cio dignos de ser tomados en consideración a los efectos per- 
seguidos. . . 

En efecto el General Touasízi. ningún conocimiento tuvo 
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en el sentido de que el causante tuviera la intención de visi- 
tarlo o necesidad de verlo, el día del aeeidente. Y en cnanto 
ai br. Derwester, ana cuando no recuerda exactamente la 
taclia de su entrevista con el ex Coronel Zanni (28 o 29 de 
febrero), sí recuerda que la última vez que lo vio —que resul- 
taría ser el día del accidente y a últimas horas de la tarde- 
ce le habría manifestado entre muchas otras «osas que 
tenia que hacer, "debía efectuar algunas compras, ver al Mi- 
nistro de Guerra y luego retirarse a su casa" (ver declara- 
eion is, ¿y). 

Esta única declaración que favorecería la tesis sustentada por 
la parte aetora tendiente a demostrar el hecho de que segura- 
mente, Zanni, se dirigía ese día a la residencia del Sr. Ministro 
de Guerra, dado la dirección en que viajaba y -1 lugar donde 
oraT^T • (camino a Campo de Mayo, ver fs. 3, expte. 
«¿iJ-Z-42 cit.) pierde toda su eficacia si se tiene en cuenta que 
también en esa dirección, por ese mismo camino podía dirigirse 
a la residencia particular que éste poseía en Bella Vista (ver 
fs. 61, expte. 259-Z-42). 

La presunción favorable que pudiera surgir de la circuns* 
taneia primeramente indicada, desaparece o pierde toda su 
fuerza de convicción, frente a la duda que lógicamente debe 
nacer referente a si la intención del accidentado en esa opor- 
tunidad, fué la de dirigirse a la quinta Ministerial, como se 
ahrma, o si por el contrario, dado la hora y lugar del hecho, 
este se proponía ir a su domicilio. 

IV. Que del anál isis de la prueba rendida según se ha 
expresado, no aparece a juicio del suscripto, acreditada en for- 
ma seria ni razonable la tesis sustentada por la parte actora. 
máxime si se tiene en cuenta que se trata de un hecho funda- 
mental en el que reposa el derecho que se pretende hacer valer 
y que tiene por finalidad la obtención de un beneficio especial 
en cuyo caso la aplicación de la ley debe hacerse con criterio 
restrictivo. 

. . Estas y muchas otras consideraciones que podrían hacerse 
sobre el particular, deciden al juzgado por el mechazo de la 
acción intentada en mérito de la falta de prueba 

Por las razones expuestas, fallo: rechazando la demanda 
instaurada por Da. Delia Snárez O. Vda. de Zanni y sus hijos 
menores Pedro Eduardo y Steila Maris contra el Gobierno de 
la Nación, sin costas en atención a Vas circunstancias especia- 
les del caso. — Eduardo A. Qrth Basttahlo. * 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, julio 21 de 1948. 

Vistos estos autos seguidos por Da. Delia Suárez G. de 
Zanni v otros contra el Gobierno de ta Nación sobre modifica- 
ción de pensión venidos en apelación en virtud de loa recursos 
deducidos a fs. 83 vta. contra la sentencia de fs« 65, el tribu- 
nal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

Primera : ¿Es procedente el recurso de nulidad interpuesto t 

Segunda: ¿Es justa la sentencia apelada? 

Sobre la primera cuestión el Sr. Juez Dr. Herrera dijo: 

El apelante ha fundado el recurso de nulidad deducido 
contra la sentencia de fs. 65 sosteniendo que por la equivocada 
apreciación que el Sr. Juez a quo ha hecho de la prueba ren- 
dida en autos, dicho fallo es contrario a derecho y a la ley. 

Con arreglo a lo dispuesto por el art. 233 de la ley pO es 
evidente que tales agravios no autorizan la procedencia de 
dicho recurso, pues sólo pueden servir de fundamento al de 

ftPel Por^éllo v porque no se observa ni en la sustanciaeión de 
la causa, ni en la forma de la sentencia, defecto procesal al- 
guno que haga admisible el recurso de nulidad, voto negati- 
vamente la cuestión planteada. 

Los señores Jueces doctores Consol i y García Rams adhi- 
rieron por sus fundamentos al voto precedente. 

Sobre la segunda cuestión el Sr, Juez Dr. Herrera dijo: 
Consta en autos que a raíz del fallecimiento del coronel 
Pedro Zaniu el P. E. por decreto de 5 de junio de 1942 acordó 
a su esposa y a sus hijos menores la pensión <PJc mit ™« ™ 
arts. 16, Cap. V, título IH y 12, ¡ríe. 4', titulo IV de la ley 4<07 
equivalente a la mitad de la que le hubiere correspondido al 
causante, si hubiese pasado a retiro el día de su fallecimiento. 
Los actores han solicitado aumento de ese beneficio sos- 
teniendo tener derecho, de conformidad con lo que disponen 
los arts. 18, Cap. V, título ITl y 12, inc. 3', titulo IV de la 
lev citada, a las dos tereeras partos de la pensión correspon- 
diente al grado inmediato superior, por haberse producido la 
muerte del causante en actos de servicio. 

Debe en primer término tenerse en cuenta que aun cuando 
el coronel Zanni hubiese fallecido en actos de servicio, no se- 
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ría de aplicación lo dispuesto por el inc. 3* del citado art. 12 
de la ley 4707, ya que dicho inciso, como lo ha establecido 
la Corte Suprema (t. 187, pág. 200), es bien claro y expreso en 
el sentido de que el beneficio que él establece, debe acordarse 
sólo con relación a lo dispuesto por los arts. 16 y 17 del título 
III de dicha ley, habiendo agregado que la discusión parla- 
mentaria pone de manifiesto el propósito del legislador de 
exelnir expresamente la mención del art. 18 en el referido 
inciso (IX de 8. de la Cámara de Diputados, año 1905, t II, 
págs. 153/4 y 417). 

Que en autos está acreditado que el coronel Zanni falle- 
ció a raíz de un accidente de tráfico ocurrido en la ruta na- 
cional 9 y a la altura del K. 22/900, el día 29 de enero de 1942, 
siendo aproximadamente las 21,15 horas. 

Este tribunal ya ha tenido oportunidad de pronunciarse 
en diversos casos, entre otros, en el de Abelardo He mi ida con- 
* tra la Nación, en 20 de diciembre de 1947, estableciendo que 
para acordar los beneficios que sanciona el art. 18 del título 
III de la ley 4707 es necesario que el daño ocasionado resulte 
de Ta acción de otro n otros contra la víctima y no cuando las 
heridas han sido cansadas en un mero accidente. De tal ma- 
nera, que el militar que en acción de guerra o en actos de ser- 
vicio recibe heridas por la acción del enemigo exterior o 
interior que lo han inutilizado para continuar su carrera, 
tiene derecho a retiro con la pensión del grado superior inme- 
diato, no así el que se inutilice en razón de heridas sufridas en 
un mero accidente, quien sólo puede gozar de los beneficios 
que sancionan los arts. 16 y 17 del mismo título de la ley ci- 
tada, según sea el grado de incapacidad sufrida. 

Teniendo en cuenta la forma y circunstancia en que se ha 
producido el fallecimiento del coronel Zanni, debe, pues, des- 
estimarse el derecho que se invoca a la pensión correspondiente 
al grado superior inmediato. 

Los actores han sostenido que el fallecimiento de dicho 
militar se ha producido en actos de servicio, porque al ocurrir 
el accidente se dirigía a la residencia del Sr. Ministro de Gue- 
rra en desempeño de sus funciones. 

Estimo como el Sr. Juez a quo que la prueba rendida en 
autos y en los expedientes administrativos acompañados no 
autoriza a considerar acreditado ese extremo legal. 

Interrogado al respecto el ex Ministro de Guerra, general 
Juan N. Tonazzi, ha expresado a fs. 157 del exp. n* 7957/42 
que en la noche en que se produjo el accidente que motivó el 
deceso del coronel Zanni no esperaba su visita, toda vez que 
ni lo había citado, ni él se la había anunciado, agregando que 
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ello no excluye la posibilidad de que tal fuera su propósito, 
dudo que al ocurrir el accidente se hallaba sobre la ruta que 
eunduce a su domicilio y que le constaba a Zanni que a esa 
hora el deponente se encontraba en la quinta, donde podía 
entrevistarlo en caso necesario, como cualquier otro jefe. 

Las posteriores manifestaciones del general Tonassasi he* 
ehaa en su exposición de fs. 101, aparte de que como él mismo 
lo dice sólo expresan su punto de vista personal con respecto 
a los hechos que se investigan y de que no modifican en lo 
sustancial su declaración anterior, no pueden ser consideradas 
en esta ocasión porque a fs. 109 se desestimó el pedido de am- 
pliación de la prueba formulado en el escrito de fs. 103. 

Que el otro elemento de convicción que se invoca al res- 
pecto o sea la declaración del oficial de las fuerzas aéreas 
norteamericanas Sr. Charles H. Deerwester, tampoco es deci- 
sivo, pues si bien es exacto que éste ha expresado a fs, 29 de 
estos autos que al entrevistarse con el coronel Zanni a ta hora 
del cocktail, éste le manifestó que "entre las cosas que tenia 
riñe hacer" "que tenía algo que comprar, verlo al Ministro 
de Guerra y luego irse a su casa" también lo es que ese mismo 
test ¡pro en su declaración de fs. 86 del expediente administra- 
tivo citado y que ha ratificado a fs. 29, ha manifestado no 
haber tenido conocimiento de que el extinto en la tarde del 29 
de enero de 1942 tuviera "que efectuar alguna diligencia o 
cumplir alguna orden superior en alguna repartición militar 
en la Capital o alrededores" y que no recuerda si fué en la 
tarde del día 28 o en la del 29 de enero de 1942 cuando estuvo 
con el coronel Zanni cinco minutos, ocasión en la que se habló 
sobre entrenamiento del cuerpo aéreo, sin poder precisar la 
hora. 

Que el hecho de que el extinto tuviera en su poder el 
documento que motivó la formación del expediente secreto 
n» 1438-S-42 tampoco es un indicio suficiente para dar por 
acreditado su propósito de entrevistarse con el Sr. Ministro 
ile Guerra en la noche en que ocurrió el accidente, ya que 
ninguna prueba se ha traído a los autos que demuestre que 
ese documento contuviera alguna información de la que re- 
cién tornara conocimiento y que por ello justificara la necesi- 
dad de hacérsela eonoeer, sin pérdida de tiempo, a su superior 
jerárquico, constituyendo una presunción en contrario a ese 
respecto lo expresado por el coronel -losé P. Suárez en su 
declaración de fs. 143 del expediente administrativo. 

No existiendo, pues, en autos prueba que acredite en forma 
fehaciente que el coronel Zanni falleció en actos de servicio, 
considero que la demanda interpuesta es improcedente. 
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Por lo expuesto voto en sentido afirmativo la cuestión 
planteada. 

Los Srcs. Jueces Dres. Consol i y García Rama manifes- 
taron que adherían por sus fundamentos al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se confirma la sentencia apelada de fs. 65 que 
desestima la demanda interpuesta por Da. Delia Suárez G. 
viuda de Zanni y por sus hijos menores Pedro Eduardo y 
¡$tella Maris contra la Nación, con declaración de que la misma 
no adolece de nulidad y con las costas de ambas instancias en 
el orden causado, en atención a la naturaleza de las cues- 
tiones resueltas. — Horacio García Rams. — Carlas Herrera, 
— Maximiliano Consoli. 
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Buenos Aires, 29 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos "Zanni Delia Suárez G. de y otros 
c.j Gobierno de la Nación s.[ Modificación de pensión", 
en los que se lia concedido a fs* 124 vta. el recurso or- 
dinario de apelación 

Considerando : 

Que esta Corte Suprema lia juzgado que el funda- 
mento de la distinción establecida por los arts. 16, 17 y 
lé «leí tít. 3" de la ley 4707 no debe referirse a la causa 
determinante de la incapacidad sino a las circunstan- 
cias en que se produjo el hecho que originó la inutiliza- 
ción; de modo que el beneficio previsto en el art 18 sólo 
procede cuando la inutilización se haya producido en 
circunstancias que podrían haber autorizado un ascenso 
extraordinario por mediar un acto de arrojo y valor, 
tanto en la guerra como en la paz. Fallos: 208-253. 

Que asimismo ha tenido oportunidad de consignar 
que el art 12 inc. 3* del tít. 4* de la ley X* 4707 es bien 
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claro y expreso en el sentido de que el beneficio que es- 
tablece debe determinarse con arreglo a lo dispuesto 
en los arte. 16 y 17 del título 3* de la ley y que la discu- 
sión parlamentaria del art, 12 citado pone de manifiesto 
el propósito de excluir expresamente la mención cfel 
art. 18 en el ine. 3' de aquél (Diario de Sesiones de la 
Cámara de Diputados, año 1905, tomo 2*, paga. 153(4 
y 417). Fallos: 187-260. 

Por ello y fundamentos de la sentencia en recurso, 
so la confirma. Pilgüense asimismo por su orden las cos- 
tas de esta instancia en atención a la naturaleza de 
las cuestiones planteadas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez 



EUGENIO WITTENBERO 

RECUSACION. 

El art. 21 de la ley 50, segrún el cual "en ningún caso 
puede ser recusado el Proc. General", no rige para los 
juicios crimínales, en los que corresponde aplicar el Cód. 
de Procedimientos respectivo, que ha sustituido a aquella 
ley. 

El art. 76 del Cód. de Proc. en lo Criminal es aplicable 
al Proc. Gral de la Nación, que integra el ministerio fis- 
cal ante los tribunales federales. 

Aunque no cualquier intervención del fiscal en la causa 
autorice su recusación fundada en el art, 75, inc. 4*. del 
Cód. de Proceds. Criminales, debe declararse impedido 
para dictaminar en ella ai Proc. Gral. de la Nación que 
emitió opinión sobre la misma al aconsejar, como Auditor 
General de Guerra y Marina, su elevación a plenario. 
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INTEGRACION DE TRIBUNALES FEDERALES. 

En el caso de recusación del Proc. Oral, de la Nación debe 
darse intervención al Fiscal de la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital más antiguo. 

Dictamen del Procubadob General 
Suprema Corto : 

En estas actuaciones, —que llegan a conocimiento 
de V. E. por el recurso extraordinario interpuesto por 
el procesado — 9 se ordenó por resolución de la Presiden- 
cia del Tribunal dar al suscripto la intervención que le 
corresponde (fs. 907 v.). 

Simultáneamente el apelante presentó el escrito que 
corre a fs. 908, en el que solicita: "se invite al Sr. Pro- 
curador General de la Nación a inhibirse de intervenir 
en el proceso", agregando que formula el pedido "en 
mérito de la participación que tuvo... en su carácter 
cíe Auditor General de Guerra y Marina en estos autos, 
como consta a fs. 604". 

Evacuando la vista que se me confiere de dicho es- 
crito, debo manifestar a V. E. que considero que la cir- 
cunstancia invocada no me inhabilita para desempeñar 
convenientemente mi ministerio, único supuesto en el 
que podría solicitar a !a Corte me declarara impedido 
de intervenir en los autos, de acuerdo con el art. 21 de 
la ley 50, 

Por otra parte la prescripción legal que cita el in- 
teresado (art. 75 inc. 4* del Código de Procedimientos 
en lo Criminal) es de aplicación exclusiva a los fiscales, 
pero no al Procurador General, el cual "en ningún caso 
puede ser recusado 1 ' según lo establece terminantemente 
el citado art. 21 de la ley 50. 

Cabe también agregar que aunque así no fuere, la 
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u< -t unción que mo cupo como Auditor (lencral de Guerra 
y Marina no está incluida entre los casos que contempla 
e ] Código de Procedimientos de la Capital, pues aparte 
de que no tuvo tugar en las actuaciones judiciales sino 
en un sumario militar, no he intervenido en ningún mo- 
mento en carácter de defensor, letrado, fiscal, perito o 
testigo, ni he dado recomendaciones acerca de la causa 
antes o después de comenzada. 

Corresponde, pues, desestimar la pretensión sus- 
tentada por el apelante a fs. 908, 

En consecuencia, y considerándome autorizado pa- 
ra ejercitar la facultad que me confiere el art. 8' de la 
ley 4.05"), a V. E. digo: 

MI recurso extraordinario deducido a fs. 904 debe 
ser desestimado: 

V) por cuanto se omite la necesaria referencia 
a los hechos de la cansa y a la vinculación que los mis- 
mos guardan con el pretendido caso federal que se 
intenta someter a decisión de la Corte; 

g») por cuanto la cuestión articulada es de natura- 
leza puramente procesal; y 

3*) porque la sola mención de que se ha violado la 
defensa en juicio no es suficiente para fundar el re- 
curso extraordinario, de acuerdo con la reiterada doc- 
trina de la Corte. 

Procedería, pues, declarar mal concedida a fs. ÍMX5 
ta apelación deducida a fs, 904, Buenos Aires, octubre 
23 de 1948. — Carlos G. Delfhw. 
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Buenos Aires, 29 de noviembre de 1948. 

Vistos los autos: "Wittenberg Eugenio, Infracción 
art. 222 del Código Penal", para decidir respecto de lo 
pedido a fs. 908. 

Y considerando: 

Que si bien el art 21 de la ley 50 dispone que "en 
ningún caso puede ser recusado el Procurador General 1 f 
este precepto no rige para los juicios criminales, en los 
que corresponde aplicar el Código de Procedimientos 
respectivo — Fallos: 191, 233 — que ha sustituido a la 
ley ritual antes mencionada, a partir de su sanción. 
Por otra parte el art. 5 de la ley 4162 que legisla sobre 
el reemplazo del referido magistrado, lo hace para los 
casos del art. 1% entre los que figuran los de recusación, 
impedimento, vacancia, etc. de los Ministros de esta 
Corte, y contempla por consiguiente algún supuesto de 
recusación del Sr. Procurador General que excluiría 
la omnímoda aplicación del art, 21 de la ley 50, 

Que el art. 76 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal establece que "los Fiscales podrán ser recu- 
sados por las causas determinadas en los incisos 3% 4% 
6% 7% S\ 10*, 12? y 13" del artículo anterior. . . " rezando 
a su vez el inc. 4 del art 75 que son causas legítimas de 
recusación " haber sido defensor de alguna de las partes, 
emitido dictamen sobre el proceso como letrado, o in- 
tervenido en él como fiscal, perito o testigo, o dado re- 
comendaciones acerca de la causa antes o después de 
comenzada". 

Que toda vez que el Sr. Procurador General inte- 
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gra el ministerio fiscal auto loa tribunales federales 
— art. 114 del Cód. de Proc. en lo Crim.— está compren- 
dido en los términos del art. 76 del cuerpo legal citado, 
pues los mismos son generales y por no existir razón 
para excluirlo de lo allí dispuesto, no siendo, según que- 
da dicho, aplicable el art. 21 de la ley 50. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el Código de Jus- 
ticia Militar —Tratado I, Tít IV, Cap. I, art. 55— en 
los Tribunales Militares permanentes el Ministerio Pú- 
blico será ejercido: 1») Por un Fiscal General, en el 
Consejo Supremo de Guerra y Marina y 2*) por un 
Fiscal en cada uno de los Consejos de Guerra, cuyas fun- 
ciones como tales están especificadas en los arts, 62 y 
63 del Capítulo citado. Las de los auditores permanentes 
—entre los cuales el auditor general— están determi- 
nadas en el capítulo II del mismo Título y Tratado — 
arts. 73 y 74— y entre ellas figura, ptira el funcionario 
designado tsü ultimo término, la de revisar todos los su- 
marios que eleven los jueces instructores, indicando los 
vicios o defectos de procedimiento para que sean debi- 
damente subsanados y aconsejar el sobreseimiento o la 
elevación a sumario. Ese carácter lia tenido la interven- 
ción del Dr. Carlos Gabriel Del f ino —entonces Auditor 
General de Guerra y Marina — a fs. 604 del sumario 
militar adjunto. 

Que el dictamen referente a la procedencia del so- 
breseimiento o la elevación de la causa a plenario impor- 
ta sin duda la emisión de opinión sobre la causa, que el 
código procesal da oportunidad a producir a los fiscales 
del fuero ordinario y federal en ocasión análoga. — 
Arts. 441, 460, 461 y concordantes—. Y aun admitiendo 
que la misión del Auditor General, en el supuesto de los 
arts. 326 y siguientes del Código de Justicia Militar sea 
puramente consultiva, el cumplimiento de la misma, im- 
porta la emisión de dictamen sobre el proceso como le- 
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irado, que contempla también el nie. 4 del art. 75 de] 
Cód. ¿fe Procedimientos Penales;. 

Que ni bien el precepto eitado requiere que el dic- 
tamen se haya expedido "sobre el proceso'* o la inter- 
vención del fiscal Laya tenido lugar "en ¿V\ ello debe 
entenderse con el alcance de actos realizados respecto 
de la ni" \ut\ causa, porque la letra de la ley no distingue 
él easo en que aquélla íiaya tramitado en jurisdicciones 
di i érenlos ni tal distinción sería razonable ante la in- 
cuestionable semejanza de ambos supuestos. 

(¿ue aun cuando no cualquier intervención del fiscal 
en la causa de pie a la recusación fundada en el art. 75, 
me. 4 del Código de Procedimientos Penales, porque a 
juicio del Tribunal no bastaría al efecto la simple parti- 
cipación en el trámite ni el dictamen expedido en oca- 
sión de dictarse la prisión preventiva del procesado, por 
no referirse sino "prima fació" a las constancias del 
proceso, no es dudoso que tales excepciones no alcanzan 
al supuesto de autos. 

En su mérito se decide declarar que el Sr. Procu- 
rador General se halla impedido para dictaminar en es- 
ta causa, debiendo darse la intervención de ley — art. 
5 ley 4162, arts. 70, 160 y 16S del Reglamento-^ al Sr. 
Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de la Capital 
más antiguo. 

Tomas D. Casahes — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez. 
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FELICIANO PEREYRA v. CIA. ARGENTINA DE 
PETROLEO ASTRA, S. A. 

JURISDICCION Y CON PE TESCl A : Principios tjenerates. 

Aunque con arreglo a reciente jurisprudencia sea incom- 
petente la justicia federal para conocer en los juicios que 
versen sobre cuestiones referentes al derecho de trabajo, 
aquélla debe continuar interviniendo hasta la total ter- 
minación de la causa iniciada y tramitada con anteriori- 
dad a la mencionada jurisprudencia (*). 



BASILIO Y LUIS BARELLI v. MIGUEL CHORNOCOZO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio** Relación di- 
mía. Normas extraña* al juicio. Arts. 10 a 19 de la Constitución. 

No procede el recurso extraordinario en juicio de desalojo, 
fundado en que el art 612 del Cód. de Proceda. Civiles de 
la Prov. de Bs. Aires es violatorio de la igualdad y de 
la defensa en ¿uicio, en cuanto niega al demandado el 

recurso de apelación que, sin embarco, concede al actor ( 3 ). 



HORACIO BERTRES Y OTROS v. 
RESOLUCION DEL P. E. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resolución?* anteriores a la sentencia definitiva, Cuestiones 
de competencia. 

Si de los autos principales resulta que no ha recaído 
resolución alguna referente a la procedencia del fuero 
federal invocado por los recurrentes y lo decidido en la 



(i) 2<> di* noviembre de 1948. Falloa: 202. 441; 210, 404; 211, 12. 
(Kn lu misma focha dietto* idéntica resolución a la que nnte. «te *n la 
cania caratulada: 'Cabala, Ramón v. General Motors Argentina, ». A., 

*tg*j K3S£ do tm mm m im ¡1 Wi m 

M> 19fl 279 (Kn la misma fecha ftctáso idéntica resolución a la que 
ontVcdo en ta causa rotulada "Pojwj Ardía!, Cenar v. Antonio Gar- 
ría v otro, sohre desalojo**). 
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sentencia apelada versa solamente sobre las facultades del 
Presidente del tribunal de la causa pora disponer la de- 
volución del expediente administrativo y la inoportunidad 
e improcedencia del pedido de suspensión del acto admi- 
nistrativo, cabe concluir que, en cuanto a la denegación 
del fuero, no existe sentencia definitiva susceptible de 
recurso extraordinario, como quiera que la cuestión en 
que se lo funda es susceptible de pronunciamiento ulte- 
rior que no es dado anticipar al efecto (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propios, Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

Las sentencias fundadas en razones de hecho y de derecho 
local son irrevisibles por la vía del recurso extraordina- 
rio (*). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidades^ 

La simple iniciación de una cuestión de competencia no 
autoriza la suspensión de Jos procedimientos ( 3 ). 



FISCAL v. AUTORES DESCONOCIDOS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia fedeml. Causas 
penates. Por el tugar. 

Corresponde a la justicia federal conocer de los delito» de 
hurto y falsificación de un cheque cometidos en las ofi- 
cinas ile Yacimientos Petrolíferos Fiscales en una pro- 
vincia, y a los tribunales provinciales sobre el delito de 
defraudación cometido al descontar dicho documento en 
una casa de comercio local. 



(i) 2í> de noviembre de 10JS. Fallí» : 21)7, 152. 
C-i) Fallón: 209, 28. 

(3} Fallo»: «4. 35; í»0, 38-1; Prov. de Buenos Airea c./ Swift de 
La Mata, 10 de abril de 1947. 
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Dictamen bel Procurador Gexf.kal 

Suprema Orle: 

Las constancias del presente sumario revelan quo, 
sog^n denuncia formulada por el Contador de la Adm¡- 
tifettactó» Mendoza de Yacimientos Petrolíferos Pi* 
cales,-de sus oficinas fui sustraído el cheque X* 404.140 
por $ 669,17, extendido a nomine del operario Ksteban 
Bitanga. A objeto de hacerlo efectivo, y en razón de ha- 
ber vencido el termino dentro del eual debió ser nego- 
ciado, se !o habilitó falsificando, además de la de Bi- 
tangtt, las firmas del precitado Contador y del Tesorero 
de Y. P. E\ También fueron estampados al dorso del 
documento los sellos auténticos de la Administración. 
Eu esas condiciones, el cheque fué cobrado en una casa 
de comercio local, la cual lo descontó en la sucursal del 
Banco de la Nación Argentina. 

Como se dedut del relato precedente, se lian come- 
tido en la mencionada dependencia del Estado los deli- 
tos t le hurlo y falsificación de documento, consumados 
al sustraer ef cheque y habilitarlo mediante la imitación 
de las firmas y el uso de los sellos auténticos de Y. P. F. 
Lá estafa se perfecciunó al descontárselo en la casa de 
comercio que aparece perjudicada en razón de que el 
líanco de la Nación debitó el importe de la letra en su 
( lienta corriente (fs. 42). 

Kstamos, pues, en presencia de un concurso real de 
delitos v, en tal hipótesis, es indudable que en los dos 
primeros debe intervenir el señor Juez Federal puesto 
que apareen consumados en lugar donde la Nación 
ejerce jurisdicción con carácter de exclusiva. En la es- 
tafa, también por razón del lu^ar, como es obvio, corres- 
ponde entender a la justicia ordinaria. Por las razones 
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expuestas, y de conformidad con la regla establecida 
por el art. 38 de la ley procesal, opino que la presente 
contienda negativa trabada entre el Juez Federal y el 
del Crimen y Correccional de la ciudad de Mendoza, 
debe ser dirimida en favor de la competencia del señor 
Juez de Sección. Buenos Aires, octubre 27 de 1948. — 
Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de noviembre de 1948. 
Autos y vistos; 

Por los fundamentos del precedente dictamen dei 
Sr. Procurador General y tratarse de hechos que no 
pueden ser substraídos a las respectivas jurisdicciones 
conforme a lo resuelto por la jurisprudencia de esta 
<?orte Suprema (Fallos: 158, 412; 206, 261; 207, 80 y 
sentencia del 4 de octubre ppdo. en la causa ** Jorje José 
lleitzmnn y otros"), se declara que el Sr. Juez Federal 
ilc Mendoza es el competente para conocer de los delitos 
de hurto y falsificación a que se refiere la presente cau- 
sa y que deberá juzgar con prioridad respecto del 
Sr. Juez del Crimen y Correccional, a quien correspon- 
derá conocer acerca del delito de defraudación. En con- 
secuencia, remítanse las autos al Sr. Juez de Sección y 
hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez del Crimen 

y Correccional de la Provincia de Mendoza. 

i 

Tomás D, Casares — Felipe S. 
FhjtEZ — Justo L. Alvarez 

KoDItÍGUEZ, 
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EMILIO MATIENZO 

JVR1SDICCWS Y COMPETKXCIA: Competencia penal DeUto* 
rn particular. Defraudación. 

El juex del lugar en que los denunciantes fueron des- 
apoderados del dinero que entregaron en pago de ♦ pasa- 
je de llamada", ea el competente para conocer en la 
causa sobre defraudación promovida por aquéllos contra 
la persona con quien contrataron. 

Sentencia del Juez del Crimen 

Dolores, 10 de agosto de 1948. 

Autos y vistos: 

Considerando que los delitos denunciados y a que se 
refiere este proceso se han configurado en el territorio de la 
Capital Federal, ya que los actos ocurridos en jurisdicción de 
este jungado serían tan sólo algunos de los medios de que se 
valieron los autores materiales y resultando de los actuados 
«,i. e en la investigación de los hechos ya ha tomado conoci- 
miento la justicia ordinaria de aquélla jurisdiee.on como surge 
del informe suministrado por la Policía Federal a fs. 1M. 
habiéndose dado intervención al Sr. Juea de Instrucción Dr. 
Ernesto M. Black. Secretaría n* 43 del Dr. Florencio Villegas, 
«leclúrase incompetente el suscripto y 

sin más trámite . al nombrado magistrado (arts. 8» y 9* del 
Cód. de Proc. Penal). — César E. Quenard. 

Sentencia del Juez de Instrucción de Bs. Aires 

Bs. Aires, 23 de agosto de 1948. 

Autos v vistos: parn resolver la excepción de falta de 
jurisdicción, deducida por el Sr. Agente Fiscal en la causa 
n* "4147 seguida a Emilio Maticnuo, representante en Mar 
del Piata' de " Argentina 's Express" por el delito de estafas. 
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Y considerando: 

Que por ante este Juzgado y Secretaría 48, se tramita 
proceso contra los integrantes de 41 Argentina 's Express'* por 
la venta de pasajes de llamada, en la cual han resultado dam- 
nificadas personas radicadas en Mar del Plata, adquirentes 
de pasajes, por intermedio de la Sucursal local de 4 'Argen- 
tina^ Express'*, hechos cuya competencia fué cuestionada 
por el Representante del Ministerio Publico. 

Que estas actuaciones se refieren a esos hechos y en de- 
finitiva, están vinculados estrechamente con la actuación de 
los integrantes de " Argentina 's Express" de manera tal que 
no pueden tramitarse por separado. 

Que consecuente con el criterio sustentado en el principal 
y en atención al carácter dependiente de la Sucursal Mar del 
Plata, oído el Sr. Agente Fiscal, resuelvo: mantener la com- 
petencia del jnzgado para entender en la causa u* 24.147. 
Hágase saher y oportunamente acumúlese a la causa mencío* 
nada, — Ernesto A r . Black. 



Sentencia de la Ciar ara Criminal y Correccional 

Bs, Aires, setiembre 28 de 1948. 

Y vistos: Considerando: 

Que este proceso viene a conocimiento del tribunal en 
virtud del recurso de apelación interpuesto por el Sr. Agente 
Fiscal contra el auto dictado a fs. 3 de las actuaciones inci- 
dentales, por el cual el Sr. Juez resuelve mantener su com- 
petencia para conocer en los hechos denunciados a fs. í) del 
principal por Pascual Mulnnc, Corrado Amato, Salvador Cas- 
torina, Domingo Caporale, Ignacio Asaro y Antonio Buffi, 

Que en la alzada, el Sr. Fiscal de Cámara postula la nuli- 
dad ile dicho auto fundado en la circunstancia de que los de- 
nunciantes nombrados, con excepción de Capnrale. se refieren 
a hechos que ya fueran materia de pronunciamiento con rela- 
ción a la competencia del Sr. Juez a quo y que, por consi- 
guiente, tal cuestión es irreproponible. 

Que si bien es exacto lo observado por el Sr. Fiscal, ello 
ño invalida el auto en recurso, toda vez que la declinatoria de 
jurisdicción, por parte del Sr. Juez del Crimen de la ciudad 
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de Dolores, a favor del a quo % colocaba a este en la necesidad 
procesal de pronunciarse al respecto, positiva o negativamente. 

Que según resulta de las actuaciones producidas, los he- 
chos a que se refiere la denuncia de fs, 9 del principal en el 
estado actual de la investigación, «parecen subordinados a la 
norma del art, 172 del Cód. Penal y los denunciantes habrían 
sido desapoderados en la ciudad de Mar del Plata, donde en- 
tregaron su dinero a Matienzo y por consiguiente en este lugar 
se habrían consumado los delitos imputados, siendo indife- 
rente que el nombrado Matienzo obrara en connivencia con 
personas (pie lo hacían en esta Capital. 

Por estos fundamentos, se reeliaza la nulidad pedida y 
se revoca el auto apelado de fs. 3, Devuélvase. — Ernesto J. 
fj r€r — Rodal f o Medina. — María A. Odcrigo. 



No surge de la prueba rendida en el sumario, que 
Emilio Matienzo estuviera h\ frento de la sucursal en 
Mar del Plata o fuera agente de Argentina 's Express, 
con sede central en la Capital Federal. 

Lo que resulta probado, es que percibió de varios 
vecinos do dicha ciudad, distintas sumas do dinero para 
obtener "pasajes de llamada" asegurando que garan- 
tizaba la operación sobre adquisición de los mismos (fs. 
17;i!> f 20, 'Ja, 25, 27, 2!>, 30 y 10")). Tales pasajes no lle- 
garon a poder de los interesados, y el dinero no fué rein- 
tegrado a los denunciantes con excepción de Carmelo 
Gambali que reconoce a fs, 179 haber arreglado su si- 
tuación con Matienzo, Por otra parte, éste, no lia res- 
pondido satisfactoriamente sobre el destino dado a los 
fondos. 

Ku tales condiciones, y estando plenamente acredi- 
tado que el desapoderamiento de que fueran víctimas 
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los denunciantes se produjo en la ciudad de Mar del 
Plata, es juez competente para intervenir en el sumario 
el del Departamento Sud de la Provincia de Buenos 
Aires, (art. 19 y 25 inc 1% Cód. de Proc. en lo Criminal). 

Por las razones expuestas, opino que la presente 
contienda negativa, debe ser dirimida en favor de la 
compotencia del señor Juez en lo Criminal y Correccio- 
nal de Dolores. Buenos Aires, noviembre 4 de 1948. — 
Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de noviembre de 1°48. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que según la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema (Fallos: 210, 974 entre otros) el lugar donde 
se ha realizado la apropiación indebida determina la 
competencia de los tribunales para conocer en la res- 
pectiva causa criminal, la cual es improrrogable atento 
lo dispuesto por el art 102 de la Constitución Nacional 
< Fallos: 182, 277; 191, 484). 

Que, como lo expresa el Sr. Procurador General 
en el dictamen precedente y la ( Vanara de Apelaciones 
en lo Criminal y Correccional de la Capital e*i el fallo 
de fs. 14 del incidente agregado, el desapoderamiento 
de los denunciantes aparece cometido en la ciudad de 
M:ir del Plata. 

Por ello se declara que el Sr. Juez en lo Criminal y 
Correccional de la ciudad de Dolores. — Prov. de Bue- 
nas Ai í es — es el competente para reconocer e M la causa 
seguida contra Emilio Maticnzo por estafa. En eonse- 
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cuencia, remítansele los autos y liábase saber a la 
Kxcma. Cámara Criminal y Correccional de la Capital 
en la forma de estilo. 

Tomás D. Casaukk — Felipe S. 
PÉBBZ — Justo L. Alvahez 
Rodiiíguez. 



DOMINGO SIRAVEGNA 

RETRO ACTIVIDAD. 

El principio de la irrctroaetividad de las leyes no es 
aplicable a las de competencia y procedimiento mientra» 
no afecten lo» actos concluidos o dejen sin efecto lo actua- 
do con arrepto a leyes anteriores y, por lo contrario, las 
nuevas leyes de esa índole se aplican a los casos pendien- 
tes, aun en caso de silencio de los mismos al respecto, 
distribuyéndose aquellos con sujeción a la& nuevas reglas 
de jurisdicción. 

PRECIOS MAXIMOS, 

Atento lo dispuesto por el art. 4* de la ley 13.492, corres* 
pondo a la justicia federal conocer en apelaciones con 
respecto a las resoluciones condenatorias por infracciones 
a las leyes 12.830 y 12.083 cometidas en las provincias 
aunque sean de feelia anterior a la de la ley 13.402. 



Córdoba, 18 de aposto de 1048. 
Sentenc ia del JüEZ Federal 

Autos v vistos: Los de apelación de Siravcpna, Domingo 
A. contra la Comisión Provincial de Abastecimientos, acerca 
de la incompetencia; y 

Considerando : 

Quo el Onbierno de la Provincia de Córdoba lia sido auto- 
rizado por el P. E, Nacional para ejercer las facultades que le 
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confieren las leyes 12,930 y 12.083. en virtud del art. 4 9 de 
esta última, y por lo tanto a sus tribunales de justicia corres- 
ponde conocer, decidir y ejecutar en todas las causas concer- 
nientes a la aplicación .de aquellas leyes (C, S. N M m re García 
y Cía.; 2G-1V-1948; Palios: 210, 826). 

Que como lo sostiene la doctrina y la jurisprudencia la 
incompetencia de jurisdicción en materia penal debe ser de- 
clarada de oficio por el juez que entienda en la causa, cual 
quiera sea su estado o errado en que se halle, porque carece de 
capacidad procesal y sus actos estarían viciados de insanable 
nulidad (JofhÉ: Manual de Procedimientos, t, I, págs. 194, 
301. Cám. Crim. Bs, Aires, t'fi re I. Sáenz, 20-IX-1935; Palios: 
II, 98; etc.). 

Por todo lo expuesto y conforme a lo dictaminado por el 
Sr. Proc. Fiscal, 

Resuelvo : Declarar la incompetencia de este juzgado para 
el conocimiento del presente juicio; y remitir los obrados al 
Tribunal Superior de Justicia de la Provincia. — Rodolfo Ba- 
rraco Mármol. 



Sentencia de la CXmAra CorueccionaIj 

Córdoba, octubre 1* de 1948. 

Vistos: Los autos "Siravepna Domingo c. Comisión Pro- 
vincial de Control de Abastecimiento — Revocatoria de multa 
— Apelación" remitidos a conocimiento de este tribunal, de 
los que resulta: 

Que a fs. 11 y ante el Sr, Juez Pederal se presenta D. Do- 
mingo Xiravcjrna interponiendo recurso de apelación contra 
la resolución dictada por el Sr. Interventor Federal en la pro- 
vincia con fecha 4 tle febrero del corriente a fio y por la cual 
impone al hotel y restaurante, sito en calle San Jerónimo 
n v 586. de esta ciudad, multa de 8 1.000 m/n., en aplicación 
do lo establecido por las leyes nacionales 12.830 y 12.983. 

Que a fs. 35 el Sr. Juez Federal se declara incompetente 
para entender en el caso remitiéndolo a la jurisdicción de la 
Provincia, 

Y considerando: 

1 *■') Que las facultades conferidas al P. E. Nacional por 
la ley 12.983, para aplicar directamente en todo el territorio 
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di* la Nación las sanciones que reprimen el agio y la especula- 
ción, sólo pueden ser ejercidas por los Gobiernos do Provincia 
dentro de su territorio, cuantío fueren autorizados debida- 
mente por aquél (art. 4"), para cuyo fin fué dictado el decreto 
u* 13-635 de fecha 17 «le mayo de 1047. 

2») Que la Provincia de Córdoba, Fué intervenida en 
cumplimiento de la ley del Congregó Í2933, promulgada el 
3 de julio dé 1ÍM7, por la cual se declararon caducos sus tres 
poderes, situación que subsiste en la actualidad. 

3*) Que el Sr. interventor Federal es un representante 
del Presidente de la República, que obra en función nacional 
y de conformidad a las instrucciones impartidas por el, al 
"efecto de cumplir una ley del Congreso (3, C\ N.; Fallos, 
t 154, p&m W2) . 

4 9 ) Que en esta situación institucional, que trae apare- 
jada la inexistencia del Gobierno de Provincia propiamente 
dicho, el ejercicio, por parte del Sr. Interventor Federal, de 
facultades privativas del P. E. de la Nación (art. 1° de la ley 
12.983) sólo puede entenderse realizando en su nombre y re- 
presentación. 

5») Que habiendo sido impuesta la sanción recurrida 
por el Sr. Interventor Federal, es de rigurosa aplicación lo 
dispuesto por el art. 3* de la ley citada, que concede apelación 
de las sanciones impuestas por el P. E* Nacional en las pro- 
vincias para ante los jueces federales, sin que obste la doctrina 
sentada por la Suprema Corte Nacional, en el fallo de fecha 
2fi de abril del corriente año, in re-, "(Jarcia linos.", que con- 
sideraba la competencia de los tribunales locales el conoci- 
miento del recurso de apelación deducido contra las resolu- 
ciones dictadas por los Gobiernos de Provincia. 

T/0 Que por estos motivos no es oportuno pronunciarse 
si este tribunal sería, en su caso, el competente para entender 
en estas apelaciones. Por ello y oído el Sr. Fiscal de Cámara 
so resuelve: Declarar la incompetencia de este tribunal para 
entender de la apelación interpuesta y devolver los autos ni 
Sr. Jueü Federal, para que en caso de disconformidad los 
eleve a la Suprema Corte de Justicia de la Nación a los fines 
del conocimiento v resolución de la cuestión de competencia 
planteada (nrts fk inc. b) de la ley nacional 4055 y 47 del 
Cód. de Proc. Penal de la Provincia), 
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Dictamen del Phociuudok Genekal 
Suprema Corte: 

A Ionio lo dispuesto por el art. 4* de la ley N* 
13.492, opino que la pmftlfl» contienda negativa, delu? 
ser dirimida en favor de la competencia del señor Juez 
Federal de la ciudad de Córdoba. Buenos Aires, noviem- 
bre 10 de 1948. — Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 ele noviembre de 1948. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que, Rosón el art. 4 de la ley 13.492, las sanciones 
que apliquen los gobiernos de provincia serán recurri- 
bles ante los jueces federales en tas provincias, salvo 
en los casos que menciona. 

Que es jurisprudencia reiterada de esta Corte Su- 
prema que el principio de la irretroactividad de las leyes 
no es aplicable a los de competencia y procedimiento 
mientras no afecten los actos concluidos o dejen sin 
docto lo actuado con arreglo a leyes anteriores (Fallos: 
210, 826 y los allí citados en el considerando 2*) y que, 
por lo contrario, las nuevas leyes de esa índole se aplican 
a los casos pendientes, aun en caso de silencio de los 
mismos al respecto, distribuyéndose aquéllos con suje- 
ción a las nuevas reglas de jurisdicción (Fallos: 95, 
201 ; 208, 225). 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se declara que el conocimiento 
tic la presente causa seguida contra Siravegna Domingo 
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coi 'responde al Sr Juez Federal de Córdoba, a quien se 
remitirán los autos haciéndose saber en la forma de es- 
tilo a la Cámara la. en lo Correccional de dicha ciudad. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Péukz — Jubto L. Alvarez 
Rodríguez. 



PR' VINTIA DE BUENOS AIRES v. MATHILDE DIAZ 

YELEZ Y OTRA 

JVmSIHVCIOS Y COMfETKSClA; Competencia federal Compe- 
tencia originaría de ia Corte Suprema. Causas in qae es parte una 
provincia. Causas Civiles. Cautas regidas por el dereeho común. 

Si bien los juicios de expropiación seguidos por una 
provincia contra extranjeros o ciudadanos vecinos de otra, 
cu los qtte sólo se diente la indemnización que correspon- 
de acordar, son de competencia de la Corte Suprema, que 
se reduce a la apreciación del valor de los bienes expropia- 
dos; no corresponde a dicho tribunal conocer originaria- 
mente en el caso en que se cuestiona la procedencia y 
acierto de la expropiación. 

Dictamen hkl Proguiudor Okxkum* 

Siiprema ( forte/: 

Consid&rb procedente la cuestión de competencia 
por inhibitoria promovida por las Xrns, ('armen Díaz 
Velez de Alvaro/ de Toledo y Matilde Díaz YoVz con 
motivo del juicio de expropiación que les iniciara la 
Provincia de Buenos Aires por ante el Juzgado Civil y 
Comercial X* 1 del Departamento del Sud de dicho lista- 
do, del ípic da cuenta el informe de t's. tí>. Se trata, cu 
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efecto, de una causa civil y las demandadas han demos- 
trado con la información sumaria producida a fs. 11 y 
vía. ser vecinas de esta Capital (182:15 y 29; 186: 167; 
208: 572). 

Opino, en consecuencia, que corresponde hacer lugar 
a lo solicitado en el escrito de fs. 6. Buenos Aires, se- 
tiembre 15 de 1948, — Carlos G, Del fino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de noviembre de 1948, 

Vistos los autos " Buenos Aires, la Provincia con- 
t ra Díaz Veloz Mathilde y Carmen Díaz Velez de Alvarez 
de Toledo sobre incompetencia por inhibitoria**. 

Y considerando: 

Que en oportunidad reciente — causa "San Luís 
La Prov. c. Cía. de Electricidad de Los Andes, S. A.", 
fallada en 24 de noviembre del ete. año — recapitulando 
su jurisprudencia sobre la materia, esta Corte ha de- 
clarado que son de su jurisdicción originaria los juicios 
seguidos por una provincia contra extranjeros o ciuda- 
danos vecinos de otra. Establecióse también en el pre- 
cedente citado que la competencia de esta Corte se re- 
duce a la aprec iación del valor de los bienes expropia- 
dos, y que 14 no cal>e en la causa discusión alguna res- 
pecto de la procedencia y acierto de la expropiación dis- 
puesta" en cuanto solamente lo primero ha de conside- 
rarse legislado en el art. 2511 del Cód. Civil — y consti- 
tuye por tanto "causa civil" a los efectos del fuero — 
quedando "con ello" a salvo la autonomía provincial". 

Que según se expresa en el escrito de fs. 6 la pre 
tensión de las peticionantes consiste, no en que el Tri- 
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bunal conozca en el juicio do expropiación iniciado por 
la Prov. da Buenos Aires, a los efectos de la determina- 
ción del precio de lu fracción expropiada, sino para que 
lo declare improcedente y admita, on su hora, las ex- 
cepciones di» "litis pendencia" y "falta de acción" cuya 
deducción anuncia en el iiíiin. VI del memorial mencio- 
nado. 

Que en tales condiciones y pese a la vecindad aere* 
ilitada con la información de fs. 11, no corresponde lia 
eer lugar a la inhibitoria pedida, que 110 es por lo demás 
la Única vía utilizablc para la decisión de las cuestiones 
¡1 que pueda ciar higa* la posible superposición de ex- 
propiaciones —nacional y provincial— que se denuncia. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador (¡enera! se decide no hacer lugar a ta cuestión de 
competencia por inhibitoria deducida a fs. (i. 

Tom.Ís D. Casares — Fewck S. 
Pérez — Justo L. Alvarez 

RODRÍCtTEZ. 



Año 1948 — Diciembre 



ALltERTO CARLOS Vli&CÉ 

¡Mí OS SELLOS: Kjntt miUH. 

Ln gpla circunstancia de bailarse autorizada la actuación 
en papel simple paira «*icrtos trámites o ante determina- 
das instancias, no implica la exención de tiritado cuando 
so interpone el reeurso extraordinario, por lo fpic procedo 
intimar la correspondiente reposición al recurrente que 
está cumpliendo condena por defraudación aplicada por 
til justicia militar. (') 

LEY HE SELLOS : QtyMMtiwtf** 

La intimación dispuesta con résped o -ul condenado para 
• pie reponga el sellado, debe ser mitificada a su defensor, 
cuya representación ni» cesa por haber recaído sentencia 
condenatoria. 



BKNKDICTO VILA 

ItEFEXStUL 

T.a representación de los defensores en las causas crimi- 
nales »io ee*a por Imber recaído semencia condenatoria. 



i I - •).. dktotfilm* .Ir \ms, PftUojt; ISI. til»; IIH, IHft, 
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I.FA ÍM SELLOS: ÜeneratUtaUcu, 

lüi intimación do reposición del sellado vn las causas eri- 
miualc* debe hacerse ul defensor aunque huya recaído 
sentencia e*iiidciiatnria ; lo cual ni importa desconocer 
«¡ni- la obligación de reponer incumbe al proeosado ni 
extenderla a su defcn*or. 

I Mi TA M KN l»KL VuoVI lUi>OÍl GttSKUAL 

SupiGina GtittQt 

Las hotifielieidiies eje Ps- "> y 7 lian sido debidamen- 
te diligenciadas en el domicilio legal constituido por el 
recurrente cu su escrito de fe f 1. Ha guardado, no 
obstante, silencio al respecto, 

Al hacérsele la intimación ordenada poí % É**j a fs. 
!) vta. a objeto de que reponga las fojas de actuación 
de su queja desestimada, opone reparos a fs. 11 soste- 
niendo qiíd las diligencias sobre el particular deben 
seguirse cqii el procesado de quien es él simplemente 
su defensor. Dicho procesado no ha interpuesto el pre- 
seiitc recurso de bocho, ni comparecido posteriormente 
ante V. E. 

Como la responsabilidad por el pago del impuesto 
«le sollos y multas correspondientes recae sobre "los 
,¡n*\ en infracción, otorguen, endosen, admitan, presen- 
hn. t . . etc. escritos o documentos, . sectil el art. 11(¡ 
del Decreto Iav 0432 44 (Ley X'' corresponde, 
y así lo pillo a V. ÉL, desestime la precitada oposición, 
y mantenga para con el presentante del escrito de fs. 1 
la intimación ordenada a fs. !> vta. en la forma allí dis- 
puesta por V. Vs. Buenos Aires, octubre 14 de t!>4S, — 
Carlos Q. P'eKfmo» 
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i-ALLo de la Corte suprema 

Bmim Aires, V t|é (Jimenibre de 194$. 
Autos y vistos; Considerando: 

Qpé todll voz que la representación de que los de 
tensores m cansa criminal están investidos no cesa por 
haber recaído sentencia condenatoria en la misma, co- 
rresponde notificar a aquéllos lo intimación dispuesta » 

toS efectos de la reposición del sellado. 

Que ello no importa desconocer que la obligación 
de reponer lo actuado incumba al procesado, con arreglo 
u lo dispuesto en los arts. 14$ 144 y 146 del Cód, de 
l*roc. en lo Criminal, ni extenderla a SU defensor a quien 
no alcanza lo dispuesto en el art. 11« de la ley de sellos, 
en cuanto no so trata de sancionar escritos presentados 
en infracción, sino del cumplimiento de la notifiración 
dispuesta en el nrt. ífcide aquélla, que por lo demás tam- 
poco impone la responsabilidad indirecta del peticío 
liante de l's. 11. 

Kn su mérito así se lo declara, debiendo correr el 
término del auto de fs. í) vta M a partir de la notificación 
de lo presenta providencia. 

Tomas Y). Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvakkz TtoimUu r//. 
— Rodolfo G. VMMmuR&ké 
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OODOY HXOS. v. PROVINCIA DÉ MÍENOS AIRES 

f ¡(¿ti: itogo. indebido. /Vfiír.sM. Prueba. 

l*nr*|iit* el actor ha podido proveerse en termino ele los 
rom probantes necesariCAi debe admitirse la observación 
formulada a la remisión y recepción de los telegramas de 
protesta sobré lus cuales la Diminuí de Correos y Tele- 
«•ommiicaeiom's lio lia podido expediré por haber sido 
destruida la doe'imentaeión respectiva al vencimiento del 
término de su archivo. 

t o\; Tn T( in\ IfACiONÁL; Vw*títntdami¡da$ e ineanntitucio- 
uatkUuL impuesto* it contribucione* ¡tro amúlales* (tornitmo y pro- 
titterifín. ¡turno* Airea. 

A falta de prueba de la cporl unidad eti que fué cobrado 
el impuesto «I vino establecido por la ley ii^ 3907 tic la 
l*n»v. de IjUCiios Airen y de las condicione» en que se 
Hallaba la mercadería en esc momento, debe desestimarle 
!a ¡itipngtiacióii de que es violatoria de las disposiciones 
de la Const. Nacional sobre i-omereio iuterprovineial por 
recaer sóbrenla eirrulación territorial. 

t'AÜÓ: Pkgo indebido, ftiúteatm Mcam * 

Xo hallándose comprendida en la protesta la impugnación 
lie un impuesto por desigua), corresponde reehny.ar la de- 
mnnda líe repetición fundada en esa cuestión. 

t u\STtTÍTH>\ XAHOXAL: fíertcftott 1/ garantía*. Igualdad 

La distinción hecha por las leyes impositivas de la l'rov. 
I" pifónos Aires eon tas bebidas alcohólicas está justificada 
per hi naturaleza de éstas, 

DirTAMKX OKI. PlüMTIíAtHUr < i KN Kl! \l . 

Suprema Curte : 

1 ¡ cülr iv Unos, y otros demandan a la Provincia de 
liuonos Aires la devolución de la suma de $ 6,866,20 
m it M (Hiyo pago los fuera oxiiíido eíí concepto «leí i*ra 
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vumcn establecido por la ley :íí»(i7 clu dicho Estado, y 
alegan como fundamento dé su acción la inconstitucio- 
ualidad de la misma y de su decreto reglamentario. Pro- 
cede, en consecuencia, la competencia originaria de V. 
% (arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional). 

Dos son los extremos en que se basa esa supuesta 
tnconstitucionalidad: a) violación de los arts. *r, 10, 11, 
108 y «7, ¡nt\ 12, do la Constitución Nacional; h) viola 
ción de los arts, 4, 14, líi y 17 del mismo texto. 

La primera ele las cuest iones planteadas se vincula, 
pues, eon la facultad exclusivamente conferida a la Na- 
ción de reglar él comercio entre las provincias (art 67, 
ino. 12) y con la consiguiente prohibición do restablecer 
las aduanas interiores (arts. í>, 10, 11 y 12). 

Se hace necesario, entonces, — como dijo V, E. en 
178:308— conocer la intención de la Constitución al abo- 
lir esas aduanas interiores, saber lo que ellas eran. 
"Las aduanas interiores — recordóse en ese caso (con 
stderando 2*) — tenían fines económicos y fiscales, se 
proponían defender la producción local en frente de la 
competencia de la producción de otras provincias y 
también crear recursos para el erario, siendo la renta 
principal de algunos estados, lo que explica la resis 
teneia tenaz que opusieran a su abolición. Los impues- 
tos aduaneros eran principalmente tres: a) el impuesto 
al tránsito, el más enérgicamente vetado noy la Consti- 
tución, como que era el que enconaba más la querella 
entre las provincias y consistía en un impuesto al simple 
paso de un producto por el territorio do la provincia, 
viniendo de otra provincia y destinado a una tercera; 
b) el de "extracción*' do los productos, impuestos lla- 
mados a veces de exportación, que gravaban la sola 
**saca" de ellos, destinados a otra provincia; c) el de 
introducción o también llamado de importación, «pie te- 
nía dos grados do imposición, a veces, un impuesto míís 
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alto cuando provenía del extranjero, otro monos cuando 
provenía do otra provincia* Lo que convertía a la adua- 
na en un instrumento dé querella y represalia entre las 
pnnineias, era el pro] Vito de protección tte la produc- 
ción local que se buscaba eon el impuesto, Ksta protec- 
ción del producto loenl tenía dos formas; gravamen 
lObre i*l producto introducido de otra pro\ ineia, que no 
pa^alia el similar local, y gravamen sobre el produeto 
que se samba «le la provincia, quedando libre de él el 
similar que sí* consumía en su territorio* Lo que impe- 
día, pues; que el país fuera un solo territorio para una 
sola Nación, como lo lia dicho e¡*ta Corte, era el trata- 
miento diferente del mismo producto, según sea local o 
importado, según se consuma en él o se exporte a otra 
provincia". 4 *Lo condenable, lo ilegal, es pues —como se 
agregara más adelante en el mismo caso — , el gravamen 
con fines económicos de protección o de pn ^ reacia, a 
fin de manejar la circulación económica (Consideran, 
do 3), 

Aluna bien, existí* una esfera de imposición reser 
vada por las provincias en virtud del art. 104 de la 

Constitución, poder que se extiende a todas las cosas 
que se encuentren dentro de su jurisdicción territorial 
y formen parte de su riqueza pública, salvo las limita- 
ciones provistas en los arts. í», 10, 11 y IOS de aquella 
(147:402; L74:358; 194:56); y que no resulta enervado 
por el solo hecho do que los bienes, mercaderías o pro- 

ductos seati ile procedencia extranjera o de otra pro 
vineia, siempre que estos se hallen incorporados a la 
masa general dé bienes del Pistado; de allí, que resulte 
esencial como principio complementario del sistema, la 
determinación del momento en «pie la circulación terri 
tonal o comercio ínter provincial concluyen para dar lu 
u r ar a actos de circulación económica, los que sólo pue- 
den tener lugar dado el supuesto previo de aquella ¡n- 



DE .H'STiriA DÉ LA NAClc>\ 3&? 

corporación a la riqueza pública el**! Estado respectivo, 
Kn efecto, las provincias recobran su piona capacidad 
impositiva a partir del momento en que las mercaderías, 
géneros o productos introducidos a su territorio llegan 
a confundirse y mezclarse ron su masa general de hie 
nm 9 porque ya no es posible afirmar que el impuesto 
irravita sobre el nutrid hecho di» la introducción di» !«•«* 
bienes (Fallos: 5Í : .Hí»; 1i"í : 14ít : 137), 

Pero, (?abe pregunta rsc, cuándo so produce esa con- 
fusión de la increado ría importada con la masa general 
ile bienes de la proviiu ia. Varios son los criterios que al 
respecto fueron adoptados lanío por V. K. como por la 
Corte Suprema de Kstados Unidos, según se demuestra 
cu el citado caso del tomo ITS: 3US (considerando 7 9 ), 
desprendiéndose de su sola enunciación la imposibilidad 
de fijar criterios generales o absolutos y la necesidad de 
lomar cu cuenta las circunstancias particulares de cada 
caso. 

Ka el présenle, soy tic opinión que no está proba- 
do que el impuesto cuya devolución reclaman los acto- 
ros so haya percibido con violencia de los principios 
constitucionales precedentemente examinados. 

Rn primer lugar, la ley 3907 no comportn en sí 
misma ii^ravio a las disposiciones citadas. "No es posi- 
ble -dijo \". B; i n 174: l!t;t desconocer el derecho de 
la provincia ib 1 Buenos Aires para establecer dentro de 
su territorio impuestos indirectos al consumo sobre las 
bebidas, naipes, tabacos, perfumes y demás efectos enu 
mcrados por la tey 3907» como tampoco la facultad con 
cúrrente do la Nación, para organizar iguales ^raváme 
nes snbrc !a misma materia imponible (Fallos: tomo 14!>, 
fiiijgi 26Q¡)» IVro Lo que i»o les está permitido hacer a las 
pnivincias ni a la Nación, es establecer impuestos al con- 
sumo interno, cuya percepción se realice mediante pro 
redimientes que signifique la violación de los principios 
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recordados en los anteriores considerandos. Ksto último 
es lo qao sucede, si no explícitamente con la ley 0907 im- 
pugnada ©ti esta causa, sí con su decreto reglamentario, 
a que da pie, concebido y redactado para contener todas 
las disposiciones relativas a un sistema de percepción 
de impuesto, en franca oposición con los principios 
« (institucionales y jurisprudencia de que acaba de ha 
cerse rneuctón". Por ello, se resolvió en 200 ¿462 y -OS: 
414 que era lícito el cobro del impuesto establéenlo en 
la mencionada ley una vez terminada la circulación te- 
rritorml e incorporada la mercadería a la masa general 
de bienes de la provincia, circunstancia tpie en esos 
casos SO demostró por el expendio efectivo del producto. 

Los adores han probado, ciertamente, haber abonado 
W gravamen, pero lo que no resulta de autos es que la 
oportunidad del cobro o forma de percepción importa- 
ran violación de los artículos 9, 10, 11, 12, «7 tne. 12, y 
tOS de la Constitución. Tan ello es así que, pese al mi 
nudoso análisis del sistema del decreto reglamentario 
de la ley 3907 efectuado en la demanda, no ha llegado 
a concretarse, ni siquiera en el relato de los hechos —no 
digamos ya en el período de prueba — , en qué condieio 
nos y mediante cuáles formalidades se abonó el im- 
puesto. 

La circunstancia de que se cobrara en forma pre 
\¡a a! consumo es insuficiente, por sí sola, liara invali- 
darlo, pues no implica que producto se encontrase to- 
davía en circulación territorial y exento por ello del 
poder inquisitivo que la Constitución confiere a las Pro- 
vincias. En efecto, aunque la "venta" y el "consumo" 
constituyen pruebas irrefutables de la incoloración de 
la mercadería a la masa general de bienes, del Estado, 
no son, sin embargo, las únicas circunstancias en que se 
puede considerar realizada tal incorporación; así, debe 
'esta reputarse efectuado en otras hipótesis, romo, por 
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cjein|jlpj cuando se da el raso del almacenamiento en c$- 
tatlo fijo ("in «lates rest") de la mercadería en comer- 
rio de la plaza, cuyo ramo es precisamente el del expon- 
dio al público, en forma fraccionada, de esa misma mer- 
cadería (conf. doctrina del Pallo 163:285, recordada en 
174:193). 

Por otra parte, concurren en el sub-judiee circuns- 
tancias que abonan la legitimidad del cobro del impues- 
to: á) los actores son comerciantes establecidos en Tres 
Arroyos, el misino lugar donde se abonó el gravamen; 
b) la mercadería estaba directamente constada a c«c 
lugar por sus remitentes; e) no se ha alegado que el 
producto no estuviese destinado al consumo en la Pro- 
vincia demandada; d) la naturaleza de los comercios de 
los actores permite abrigar la fuerte presunción — no 
desmentida — de que el consumo o, por lo menos, la ven- 
ta al detalle del vino se produciría allí mismo; e) no se 
lia probado que la forma de imposición adoptada traba 
ra efectivamente el curso normal del viaje de las mer- 
caderías desde su origen al punto de destino, Tres 
Arroyos. 

En consecuencia, opino que no está demostrado en 
autos que el impuesto se cobrara con perjuicio de la cir- 
culación territorial de la mercadería, sobre todo tenien- 
do en cuenta que, como lo ha resuelto V. E. reiterada- 
mente "la transgresión constitucional que se imputa a 
las leyes impositivas dictadas por el legislador en vir- 
tud de facultades indiscutibles debe resultar de una 
prueba tan clara y precisa como sen posible' 1 (210:33 
y los allí citados). 

Por lo que hace a la supuesta violación de los arts, 
4, 14, 16 y 17 de la Constitución, que también se invoca, 
considero que deben desecharse las alegaciones de falta 
de equidad e igualdad ante la ley y obstrucción del co- 
mercio, por carecer di 1 suficiente fundamento, habiendo 
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sido ya la primera objeto dfe pronunciamientos contra- 
ríos a las pretcnsiones cié los re curren tos en diversos ca- 
sos, entro «tro» 17S::¡()s y :Í0S:4H. En cuanto a la im- 
(jiiLfmw imi de eonfisculoriedad (art. 17) T queda por su 
naturaleza librada a la prudente decisión de V. K. Bue- 
nos Aires, agosto í¡ de ]!»4S. - (* f irt».< </. Detfirtf). 

VMAA) HF, LA CORTE srplíKMA 

Buenos áires, »í de diciembre de lí>4S. 

Vistos los autos -Miodoy linos., (¡alante José, Teni- 
ppw Unos., Airreste José y Cía., y Bellasalma Unos, 
contra Buenos Aires la Provincia s /Cobro do pesos", 
d* k hi< i|uc resulta : 

(¿itr a fs. 71 se presenta don Miguel Vignola, en 
nombre y representación de 06doy Unos., José (¡alante, 
Témpora» linos.. Agreste -losé y (*ía. y Mellasalma 
linos., firmas domiciliadas en la ciudad de Tres Arro- 
wK t Provincia de Buenos Aires, e inicia demanda contra 
osa Provincia por cobro de la suma de $ 6*866;j20 mjih, 
(pe representados bau pagado bajo protesta, con 
arreglo a las constancias de las planillas qiie acompa- 
ñan, p.n concepta del impuesto sobre el comercio de vi 
nos creado por ley provincial 390^ «pie estima in 
i-onstiínetonal. 

Después de referirse a las fechas de las respectivas 
protestas y a los pairos efectuados, la aetora analiza el 
mecanismo ti* las Itiyes ííí)u4 y 3900, que gravan el éo- 
niercto y la industria en general y el expendio de bebí 
das alcohólicas en particular y sostiene que, s¡ bittif las 
operaciones comerciales de primera mano estaban equi- 
tativamente contempladas 011 diebo régimeu fiscal, la 
proporcionalidad desaparéela al pa<ar los productos al 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



371 



comercio di» secunda mano, en «pie el negocio de vino se 
colocaba en notoria desventaja en razón del permiso 
especial exigido y creado por otra ley, cuyo importe 
alcanzaba a $ (ííHK— . Alude también a las leyes 3901, 
;¡!H)2 y -90f> y afirma que el fisco bonaerense, «son el 
ejercicio de sus facultades impositivas sobre la materia 
de que se trata, sólo le faltaba gravar la introducción, 
o sea establecer el tributo aduanero expresamente pro- 
hibido por nuestra Carta Magna. Ks lo que hizo, según 
la adora, con el impuesto creado por la ley .'ÍÍJ07, que 
considera inconstitucional y es lo que da origen a la 
repetición que se intenta. 

La ley 3907 declaraba gravado en su arl. l v el ex- 
pendio o existencia de determinados productos destina- 
dos al consumo local y, en lo que respecta al vino, esta- 
blecía lo siguiente en su art. 8* que "los vinos naciona- 
les genuinos, etc. pagarán un impuesto tic 0,003 por 
cada grado de alcohol en volumen contenido y por litro 
y hasta una graduación uo mayor de llíf L grados O. L.**. 
En el caso de exceder este límite, el impuesto se liqui- 
dará a razón de 0,0035 por grado y por litro, en propor- 
ción a la cantidad de los envases, excepto en los casos 
que se determinan en la escala que se menciona en el 
mismo artículo. 

Afirman los actores que si bien el art. V «le la ley 
alude al "expendio o existencia " «le mercadería como 
materia imponible, es claro «pie el expendio se produce 
vn el momento que los introductores venden «lentro del 
territorio provincial los artículos introducidos, mien- 
tras que la existencia es tal desde el instante «pie aque- 
llos entraron al territorio. Vale decir que el crédito fis 
cal nace c«m la llegada de los productos al territorio 
- provincial «*, lo quq es lo mismo, que el instrumente» 
legal establece una aduana interior con la consiguiente 
supresión de ln libertad de circulación territoriul y cuya. 
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organización se dispone on el decreto reglamentario res- 
pectivo. Después do examinar las normas de este últi- 
mo, se afirma en la demanda que se está en presencia 
ile un régimen aduanero mediante el cual el Fisco se in- 
cauta de las mercaderías al entrar a la Provincia, sin 
permitir a los introductores disponer ele ellas, en las es- 
taciones ferroviarias o puertos, hasta que no hayan pa- 
gado el impuesto o se hayan declarado deudores de éste, 
en cuyo caso deberán someterse al régimen de interven- 
ción previsto en el mismo ordenamiento, lo que n su jui 
ció implica convertir la casa de comercio en una depon 
delicia aduanera. Aclara después que el vino sobre el 
cual los actores han pagado el impuesto que impugnan 
procedía íntegramente de otras provincias y que en el 
momento en que se gravaba, el mismo se encontraba en 
su envase de origen sin haber sido objeto de transfor- 
mación ni operación comercial alguna en el territorio de 
la Provincia. 

Pe todo ello resulta, a juicio de los actores, que el 
ordenamiento impositivo que impugnan viola los arte. 
9 y 108 de la Constitución Nacional, que prohiben las 
aduanas taterproviflcialeijj 10 y 11 que declaran libres 
la circulación y el tránsito «le las mercaderías, y el 67, 
me 12, que confiere al Congreso Nacional la facultad de 
reglar el comercio entre provincias, con carácter exclu- 
vente. Bajo otro aspecto sostienen que la ley atacada 
contraría la libertad de comercio que asegura el art. 14 
del Estatuto Fundamental, así como también los prin- 
cipios de igualdad, equidad, proporcionalidad y genera- 
lidad ilo las cargas públicas a que aluden los arts, 4 y Hi 
del mismo. Invocan además las garantías del art. 17 de 
la Conei Nacional. 

Agregan i t ue, por alcanzar a todos el henefieio que el 
tributo proporciono, desde que su producido ingresa a 
rentas £enei$l<&, y por soportar el peso del impuesto 
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mío quienes comercian con vinos, y por ser inaceptable 
la discriminación entre productores e introductores, cu 
razón de afectar el comercio interprovincial, no puede 
sostenerse que los preceptos constitucionales aludidos 
tengan aquí vigencia alguna. 

Fundada así In ¡ncnnstitucionaüdad que niegan, los 
actores citan en apo. de su tesis diversos pronuncia- 
mientos del Tribunal, a cuya competencia originaria se 
refieren en la ultima parte de su escrito. Filialmente so- 
licitan se condene a la Provincia de Buenos Aires a de- 
volverles la cantidad ijue reclaman con sus intereses 
desde la notificación de la demanda y con especial eon- 
denaeión en costas. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a fs. 
88 el Dr. Gregorio P. Escudero, en nombre de la Pro* 
vineia de llucnos Aires, y dice: 

CJue lai acumulación tic diversos actores en los pre- 
sentes autos le obliga a considerar independientemente 
la situación jurídica de cada uno frente al proceso. En 
su mérito, plantea la falta de personería del apoderado 
actuante en cuanto invoca representación de la firma 
'•José Agreste y Oía'\ constituida en 10 de octubre de 
1038 por un término de 4 años y con vencimiento en el 
tifio lí'.'íí, tolda vez que no se acredita su continuación y 
vigencia al momento de plantearse la presente acción. 
El poder que se invoca constituye una sustitución rea- 
lizada en el año 1941 por el mandatario que instituyó la 
sociedad en el año 1SKÍ6 y siendo que la prórroga de 
aquel contrato no puede presumirse, el mandato carece 
do eficacia desde que aparece otorgado con posterioridad 
al cese convencional de la sociedad, frente a la cual es 
ente autónomo c independiente la sociedad en liquida- 
ción. 

Coi] respecto a la firma Tempone Unos, opone la 
falta de acción, ante la carencia de elementos sufieien 
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íes puní ten* v por justificado el derecho que pretendo. 

Contestando la demanda, excepto respecto del actor 
aceren del cual ha cuestionado la personería, niega ex 
presamente los hechos y el derecho invocados por los 
actores. Señala, además, que las protestas agregadas y 
de que hacen mérito los señores Godoy linos., Tempone 
linos; y la sociedad Bcllasalnia linos., son ineficaces e 
inhábiles, no amparando todos los pagos a que se pre- 
tende asignarlas, 

En cuanto al fondo del asunto y a la cuestión cons- 
titucional que se plantea, sostiene que la unificación 
nacional ele Impuestos despinza el problema doctrinario. 
Pero entrando a considerarlo tal cual lo presenta la 
demanda, sost iene que su argumentación importa desco- 
nocer las facultades legislativas en la elección de la ma- 
teria imponible, que son amplísimas, con mayor razón 
con respecto a los impuestos al consumo que, por ser in- 
directos, se diluyen en su percusión a través del consu- 
mo colectivo. Termina solicitando el oportuno rechazo 
de la demanda, con costas. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que 
certifica el actuario a fs. 23í>, alegamo las partes sobre 
su mérito a fs. 242 y 245. El Sr. Procurador General dic- 
tamina a fs. 255, llamándose autos para definitiva a fs. 
2S8 vta. y 

i !onsiderando ! 

Que la demandada áé¿6 a fs. 8Í> todos los hechos in- 
vocados por los actores e impugnó las protestas de que 
éstos hacían mérito. 

Que si bien las protestas que constan en los telegra- 
mas de fs. lí»4, 190 y 232 son formalmente suficientes, 
porque mencionan con precisión la ley impugnada y que 
el motivo de la impugnación es su inconstitncionalidad 
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(Palios; 1KS, ^47). na so ha prohudio en autos la anión 
ticidad tli* los telegramas aludidos ni que llegaran a des- 
tino porque, scguu los informes de fs. 1!»!) y JIM, los orí 
Ríñalos correspondientes al Uño en que habrían sido ex 
ludidos — ]!>;!4 — no se conservaban (*n las oficinas ros- 
poetivas al tiempo en qím la información so pidió — año 
1Ü47— . 

<¿ue tomo so expreso on Fallos: 21$, 04:! y pn la son 
ieneia dictada el i* do setiembre ppdo. on la causa M Asso 
oiatod Kstanoias Ltda. v. Córdoba'; esta comprobación 
no so lia lioeho imposible por múpü do la repartición 
mencionada, — cjtiü on éste caso os una dependencia do 
la demandada—, sino a consecuencia do la demora epii 
«pío los actores promovieron osla demanda, no obstante 
sor de público conocimiento el régimen administrativo 
•pie limita a nn éiél'tb número do años la oonsorvaeión 
tkt los originales de que so trata. 

Que, por lo domas, como hion le» puntualiza ol Sr. 
Procurador General eii su dictamen, la ineoustitucionu- 
lidad do las loyos provinoialos de qm api so trata do- 
ola radas on casos auforiores por esta Corto, so han ro- 
ferido, é&iííú no podía monos do suceder, a la prueba, 
producida on cada easo T do «pío ol impuesto so había co- 
brado on tal forma y oportunidad «pie su percepción 
actuó ooiuo una aduana interior, pues recayó antes do 
que la mercadería gravada so incorporase a la circula- 
ción económica de la provincia, a partir de cuyo momen- 
to osta Corto tiene reiterada moa te declarado y los pro- 
pios actores reconocen que las provincias estlin eonsti- 
tuciottal mente facultadas para percibir impuestos de es- 
ta especie. Poro osa prueba no existo on osta causa, 
pues ol informo de fs. 2U;¡ vta. nada ¡lustra y ol de fs. 
áí3 se limita a dejar constancia que ol impuesto fué 
abonado en la Sucursal Tres Arroyos del Banco infor- 
mante "por concepto do impuesto al consumo". El mero 
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hecho *k i que la contribueióu so cobrara ante» de que los 
actores vendiesen la existencia de vinos sobre la cual 
recayó no es por si solo demostrativo de que se lo cobró 
antes de que se confndiese o mezclase con lo masa ge- 
neral de hieru s de la provincia, pues como se puntualizó 
Olí el considerando 1(1» de Fallos 174, ll»o, esta puede 
considerarlo consumada por Uééhos distintos del expen- 
dio efectuado en la provincia, como es el almacenamien- 
to y clasificación para la venta en los comercios o de- 
[Kisitos a cuyos titulares fueron remitidas con use fin, 
Kn consecuencia, la prueba de la oportunidad en que el 
impuesto fué cobrado y de las condiciones do la merca- 
dería en ese momento era en el ¿liso indispensable y, 
sin embargo, falta por completo. 

( t >ue respecto a la imputación de desigualdad, ealw 
observar que se la funda en la incidencia de una ley que 
no es la mencionada en la protesta fuero de que la distin- 
ción lieclia con las bebidas alcohóli* ;ib está justificada 
por la naturaleza de éstas. Y er ^itnti a la eonfiscato 
riedad falta toda prueba con respecto i la que alegan 
los actores. 

Por lauto y de acuerdo eon lo dictaminado por el 
señor Procurador General se rechaza eon costas la de- 
manda. 

ToMÁS D. ( ASAItES — PELIPR S. 

Í'krkz — Justo L. Alvakkz 
Rodríoues! — Rodolfo G. 
Valkxzi'kla. 
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MARIO B. GAVIÑA VOli SI Y POR SUS HERMANOS v. 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

aGfMSftWÜIOÑ NACIONAL: Constitucionalidad e imunstitucio- 
natidad. I tu puesto* y vontriUueionex provinciales. Territorial. 

El impuesto territorial de la ley n v 5127 de la Provincia 
de Buenos Aires, cobrado a loa condominos del inmueble 
írravado atendiendo al valor total del mismo y con pres- 
cindencia de la parte de cadii uno de aquéllos] es viólate 
rio de los nrts. 4 y 1<¡ de la Constitución Nacional. 

( OS TAS : Derecho para titii/rtr. 

Corresponde aplicar las costas del juicio a la provincia 
qiie.se opuso a la demanda sobre repetición del impuesto 
territorial indebidamente cobrado, no obstante existir ju- 
risprudencia reciente de la Corte Suprema opuesta a sus 
pretensiones, reiterada poco después en otros casos. 



Dictamen del PitocuRAix>!t (Ikxkiml 
Suprema Corte: 

Procede la jurisdicción originaria de V. K. para co- 
nocer cu este juicio, por ser la demandada una Provin- 
cia y versar el litigio sobre la iuconstitucioiinlidad de 
una ley impositiva local. 

En cuanto al fondo del asunto, estimo de aplicación 
al caso la jurisprudencia reiterada en 20ÍM31 y recien- 
temente iii #v "Gavilla Mario B. v. Peía, de Buenos Ai- 
res" (Julio 28 ppdo.). No ohsta a esta conclusión el he 
cho de «pie en aquellas oportunidades la disposición 
impugnada fuera el arfe l\ mti* 5% de la ley 4204 de la 
Provincia demandada mientras que en esta se trata del 
urL É9 de la ley 51 27, pues tanto eli uno como en otro 
caso se da la situación de Iialierse liquidado el monto de 
la contribución territorial a cargo de los condominos de 
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un inmueble, nleiicliunilo al valor total del misino y ron 
prCHcindcncia de la [un to ideal de cada uno de aquéllos, 
lo qm V. ÉL lia declarado violatoriO dé los arts. 4 y 1 li 
di» la Constitución Nacional. 

Por tanto, dejando de lado toda cuestión de lie- 
rlio y prueba — romo tal ajena a mi dictamen — , opino 
i|iu» dcln» hacerse hijrnr a la 'demanda en su aspecto cons- 
titucional. Rueño* Aires, octubre 25 de 194S. — Carlos 
( t \ DclfiiMK 

FALLO pE LA CORTÉ SUMÍ KM A 

Buenos Aires, :í tfe diciembre de 1!*4S. 

Vistos los autos "Gavilla Mario R., por sí y por 
sus hermanos Klías Ricardo, Horacio y Carlos Alberto 
contra Rueños Aires la Provincia s.¡ inconstitucional! - 
dad ile la ley n 9 51i!7*% de los qw resulta: 

QttO a fs. 1(1 se presenta 0; Mario R Gavina por de~ 
rocho propio y en representación de sus hermanos Klías 
Ricardo, Horacio y Carlos Alberto Gavina Alvarado, 
demandando a la Provincia de Rueños Aires para que 
se la condene a devolverles la cantidad de $ 0.487,70 
ni tl, con más sus intereses y costas, y dice: 

(¿tic la ley 5127 «le la Provincia demandada osta- 
hloeo <|iie: 

** Art. 1', Por los inmuebles situados en la Provin- 
cia de Rueños Airoso sometidos a su jurisdicción deberá 
pagarse el siguiente impuesto anual: a) Inmuebles edi- 
ficados, afectados por tasas de servicios municipales : 
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'» > tos inmuebles no comprendidos en el inciso an 
terior, pagarán las lasas indicadas eü el mismo con au- 
mento del 1 ojoo por categoría, c) Kn los casos de modi 
fieaeióu de valores por subdivisión, las lasas estableci- 
das en fos incisos precedentes se aplicarán sobre e! valor 
total de las Fracciones, en tanto se realice subdivisión 
exteriorizada por hecho físico o por transmisión de do- 
minio, y sobre el saldo que quedara en easo de transmi- 
sión parcial". •* \rt. 2» Kl impuesto mencionado en el 
artículo precedente se aplicará de aeuerdo al valor di* 
eada inmueble sin tener ni cuenta el número de titulares 
del dominio o de quienes aleguen derechos al m¡smo f \ 

Aplicando el criterio que informa este último artíeu 
lo, la Provincia ha exigido a las propiedades de los neto- 
res a que se refieren las boletas adjuntas, el tanto por 
mil de la escala correspondiente al total de la valuación 
de eada inmueble, sin tener en cuenta el número de titu 
lares del dominio, que en el easo son cuatro. La tasa 
del impuesto varía según que el propietario posea una 
fracción de campo individualmente o en condominio con 
otras personas, y es claro que aquélla será tanto más 
onerosa cuanto mayor sen el número de los condóminos, 
malográndose así la igualdad en que debe encontrarse 
cualquier propietario respecto de otro que tiene una 
fracción de campo del mismo valor. 

Después de referirse por vía de ejemplo a las ano- 
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malías ¡pie resultan de aplicar tal criterio a las propte- 
dades do los actores, sostiene que la discriminación de 
referencia carece de toda base razonable, es arbitraria 
y viola los arts. 4 y lfide la Constitución Nacional. Acora- 
paña copia áé la protesta formulada al efectuar los pa- 
iros de que si* trata, mediante telegrama colacionado di- 
rigido al Si-, Director General de Rentas, 

luyóla en apoyo de su derecho los arts. 7í)2, 794 y 
502 del Código Civil, por tratarse de un pago sin causa; 
cita jurisprudencia del Tribunal y después de referirse 
a su jurisdicción originaria termina solicitando se de- 
clare que el url. 2» de la ley r>!27 de la Provincia de Bue- 
rios Aires y la forma como se ha aplicado en el caso el 
art. 1\ i lie. a y y b) T es violatorio del principio de razo- 
nubilidad tic las leyes, (arts. 2$ 17 y :t:i de la Const. Na- 
cional) y de los arts. 4 y 1(5 de nuestra Carta Magna. 
Pide, además, se condene a la demandada a devolver a 
lo? actores la cantidad reclamada, con sus intereses y 
costas. 

Que a ís. 22 contesta la demanda el Dr. Ramón Dolí, 
en representación de la Provincia de Buenos Aires, ne 
gando todos los hechos que no adndta expresamente y 
dejando a cargo de los actores la prueba respectiva, y 
la demostración de la autenticidad de los documentos 
y constancias qige por sí solos no hagan plena fe. 

En cuanto al fondo del asunto, expresa que las de- 
claraciones de ineonstitucionalidad de la Corte Suprema 
no obligan sinoco los casos resueltos; su jurisprudencia 
puede variar y por lo tanto carecen de fuerza de convic- 
ción los antecedentes jurisprudenciales de que hace mé- 
rito la demanda. 

Aunque fueran exactas las diferencias entre socie- 
dad y condominio a que el Tribunal aludió en el caso 
'♦Busso Ana Massotti de c. Pro\\ de Buenos Aires", 
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fallado el 7 áfotíl 1Í>4T, tic» ello no surgí 1 ninguna razón 
para equiparar un estado de indivisión al dominio liso 
y llano do una única persona sobre una cosa. Hay di- 
ferencia* de grado, categoría o clase, que tendrán o no 
importancia respecto de la faz jurídica de la situación* 
pero que carecen de ella en relación con el poder impo- 
sitivo. 

El derecho privado y el derecho fiscal se refieren 
a supuestos radicalmente distintos desde el punto de vis- 
ta jurídico. El derecho fiscal no tiene ninguna vincula- 
ción con el privado, dado que legisla fundamental y ex* 
elusivamente sobre las relaciones entre Estado e indivi- 
duos, salvo cuando en forma expresa se remite al dere- 
cho civil. Por lo tanto, la Provincia puede equiparar el 
condominio a la sociedad, aun tratándose de figuras ju- 
rídicas absolutamente distintas, toda vez que el poder 
impositivo funciona en plano distinto del de las rela- 
ciones civiles. 

El condominio de que se trata podrá no ser una uni- 
dad jurídica, pero no cabe duda que la subsistencia del 
estado de indivisión supone ventajas y el deseo de todos 
los condóminos de compartir los riesgos, las ganancias 
y las pérdidas que resultan de ese estado, Xo habrá 
sociedad desde el punto de vista del Derecho Civil, pero 
hay una unidad económica voluntaria que autoriza al 
Estado a calcular sobre esa base la capacidad rentística 
del bien. 

Puesto que la Corte Suprema tiene reconocidas las 
amplias facultades del Fisco en orden a la elección de la 
materia imponible y la consiguiente clasificación de los 
bienes, tío puede sostenerse que la ley impugnada vul- 
nere la igualdad constitucional ni puede admitirse que 
el ejercicio de aquella facultad implique un contralor 
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sobre la legislación de fondo, contrario a lo proscripto 
en t i art. u7, ine, 11 tk* la Constitución Nacional. 

P Fisco no tiene por (pié fraccionar lo que no está 
fraccionado por los misinos interesados. Tiene que aten- 
der, en cuanto al avalúo do los bienes, a las estimacio- 
nes declaradas y admitidas en el Catastro, El calculo 
sencillo de dividir la suma lotal por el número de here- 
deros a los efectos de establecer los índices marcados 
por la ley, no [Hiede hacerlo el Tribunal si previamente 
los mismos copropietarios y el Fisco no fijaron esos 
índices para cada parte de la única manera que pudie- 
ron hacerlo, esto es, fraccionando el bien, avaluando 
cada parcela e inscribiendo esos fraccionamientos y ava- 
lúos en la guíá, de acuerdó con el art. 1+ de la ley en 
cuestión. 

La jurisprudencia del Tribunal invocada por la 
demanda se refiere a una ley anterior —la 4204 — que 
si biéH establecía escalas variables para el adicional» no 
se refería al impuesto en sí ni establecía criterios ex- 
plicativos para los casos de subdivisión, a diferencia 
de la que ahora se ataca y que interpreta con justeza lo 
qué débe entenderse par una real y verdadera subdivi- 
sión. Es necesario que ella se exteriorice por un hecho 
físico, vale deeir por una verdadera transmisión de do- 
minio o una diversificación de destino como lo dice tam- 
bién «»! Código Fiscal de la Provincia en su art. SI. Ante 
tan expresas disposiciones leudes, no cabe mantener la 
jurisprudencia ¡interior. 

Por todo ello sostiene que las leyes y bis procedi- 
mientos aplicados no vulneran ninguna garantía consti- 
tucional y termina pidiendo el rechazo de la demanda, 
vioii costas. 

Que abierta la causa a prueba se produce la que in- 
di,; rl r'. rf ¡fiendo de fs. Itil, alegando las partes sobre 



DE JUSTICIA DE LA XACIÓN 



383 



su mérito a ls. m y WS. Kl Sr, Procurador General se 
impido a fe. 207, dictándose n fe. 207 vta. autos para 
definitiva, y 

( íonside rancio: 

<¿ue la cuestión tife qtíp So ^ata on esta t . mjsa f|1¿ 
L^pfeciahnciite considerada en Fallos: 207, 270, y la con- 
clusión a que allí se llegó fue reiterada en Palios: 209, 
431, Todos los argumentos desenvueltos por l¡i deman- 
dada mi este juicio fueron expresa o implícitamente con- 
templados en la sentencia citada en primer termino, y 
jiiiestq que iue»*o de examinarlos nuevamente y de eon- 
éé jftfcf é texto de la nueva ley 3127 que impone para los 
condominos el mismo tratamiento qüc la aplicada en los 
rasos anteriores, el Tííbuiial no halla razón para apar- 
tarse .¡el juicio que hizo de ellos entonces, bástale dar 
aquí por reproducido lo expuesto en aquel pronuncia- 
miento para fundar idéntica conclusión en este caso y 
hacer Iw-nv a la demanda que procura la devolución de 
!a diferencia entre lo pagado por los condominos actores 
eonel poreieuío correspondiente al valor total de la pro- 
piedad y ¡<» que debían pagar aplicando el poreiento ipie 
eoi^pontfe al valor de cada una de sus partes ideales. 

<¿ne este juicio fue proiuov ido y notificado a la Pro- 
viiieia demandada con postei anidad a la sentencia que 
hq citó al principio, a la que el 1<¡ de abril de 1947 reiteró 
dicho pronunciamiento y a la nueva reiteración produ- 
cida eou la constitución actual del Tribunal (Fallos: 
209, 4:¡1). < 'orrespeiide, en coüsocueiicía, la imposición 
<Ie las cosías. 

Por tanto se hace lugar a la demanda y se condena a 
la Provincia de Unenos Aires a devolver a los actores en 
el plazo de noventa días la cantidad de nueve mil caá- 
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trociente)* orhonta y swW pesos «muj setenta centavos 
monedu nacional, eon intereses a estilo di* los que cobra ol 
Banco de la Nación desde la fecha de la notificación de 
la demanda. V ron costas. 

Tomás 0, Casares — FüurE S. 
Pkkez — Justo L. Alvakek 
RooitíauEZ — Rodoiífo íl. 
Valexzuei*a. 



AN'MtKS DEL FRANCO 

f. 

ÓlÜmmmA V SATVhALiZACiÜS. 

Xo hnsta para denegar hi concesión de la ciudadanía la 
i ¡rcuustancia de que sea solicitada per un móvil que. 
como el de eonse«/uir trabajo con mayor facilidad o alguna 
ocupación menos fatigosa, no es incompatible con una 
recta disposición para cumplir los deberes que la adopción 
de aquella impone. 



Skxthncia i>í:l Jtez Feoeuai. 

San Rafael (Mendoza), 24 de mayo de 194S. 

V vistos: Para resolver la solicitad «le naturalización for- 
roldada por D. Andn's «leí Franco; y 

Considerando: 

Que el Sr. Procura de r Fiscal opone reparos al otorga- 
miento de la ciudadanía solicitada, y motivan su oposición 
ciertas mniiitYstíicimies h celias por el postnlante. de las cuides 
se desprendería que éste no ha acreditado merecer el alto pri- 
vilegio que la naturalización imperta; 

Que la ley :JU¡ y su I>ecreto Reglamentario establecen un 
conjunto de normas «pie patentizan el propósito de selei-rionar 
cuidad) sameni a los extranjeros qné desean naturalizarle. 



im justicia m; la nmción 



resultando de elias que se ha condicionado la obtención de 
U ciudadanía argentina al cumplimiento de ciertas exigencias 
tendientes a demostrar que quienes pretenden tal honor gozan 
de un mínimum do cualidades morales que no harán dañosa 
su incorporación a la colectividad. 

Que no obstante el silencio de la ley acerca de exigencia» 
de otra naturaleza, como sería la de que el solicitante demos- 
trara cariño por la patria adoptiva, ella está vi rtual mente 
comprendida en su contexto y más señaladamente aun la su- 
pone el requisito de la radicación continuada en el país por 
un termino mínimo de 2 años, ya que así se pondera el arraigo 
al suelo asignándole un valor de orden afectivo. Hiendo esto 
evidente, no basta para merecer la ciudadanía el acreditar 
conducta buena, hábitos de trabajo y un simple deseo de 
permanecer en el territorio, sino que es necesario demostrar, 
ante todo, una identificación completa con el espíritu na- 
cional, traducida en afectos nobles y desinteresados que nu- 
tran y fortalezcan esos vínculos de arraigo dándoles un con- 
tenido espiritual. 

Que en el caso de autos dicho requisito no aparece cum- 
plido, lo que puede afirmarse considerando las reiteradas 
manifestaciones hechas por el postulante, quien claramente ha 
afirmado a fs. 27 vta, y a fs. 41 que ha solicitado la ciuda- 
danía argentina con el fin de 4 'conseguir trabajo con más 
facilidad" o "alguna ocupación menos fatigosa y más ali- 
viada". 

Que estas manifestaciones carecerían de significado, por 
que dentro de nuestro régimen constitucional el extranjero 
goza de los mismos derechos individuales que el nativo, entre 
los cuales se cuenta el de trabajar y el de ser admitido en los 
empleos públicos sin más requisito (pie la idoneidad. Pero 
ellas cobran valor al analizarlas, pues trasuntan un utilita- 
rismo trío, de lodo punto inadmisible para dar fundamento 
a una solicitud de naturalización. En efecto, tales expresin- 
nos deben ser enérgicamente rechazadas, pues el aceptarlas 
importaría conceder categoría de verdad al aforismo hedo- 
nista ubi hene. ibi patria, egoísta concepto que contribuiría 
a aflojar los cimientos mismos de la nacionalidad. V si Ta 
indiferencia patriótica del nativo no halla justificativo de 
ninguna especie, porque el desamor que entraña debe comba- 
tirse* como faetor de disociación, tampoco puede comprenderse 
ni aceptarse que quien intenta obtener la ciudadanía argen- 
tina funde su pretensión en sólo un interés materialista que 
nunca permitirá hacer de & un buen ciudadano, atento para 
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responder con presteza y jienerosnlad a los m iamos de *ii 
nueva patria. 

Que si en la práctica ^turve, desgraciadamente, que mil- 
chas veces 86 « wulta esa moción egoísta, y la naturalización se 
obtiene con 11 ti liii interesado, lo generalizado del mal no 
disminuye sino aumenta su írravedad. Esta misma doloresa 
comprobación debe inducir a extremar las precauciones a fin 
de evitar que se produzca ti tales casos de viciosa adopción de 
la ciudadanía, y para ello se debe tratar de acreditar que el 
futuro nuevo ciudadano a.- pira a ser considerado un verda- 
dero argentino, no solamente para a provee luirse de una suma 
de nuevos derechos que favorecerán su existencia, sino tam- 
bién para reconocerse sujeto de serias obligaciones emergentes 
i le su nueva condición, y pura poner todas sus afanes al servi- 
cio del país que 1» ¡un para. Por estas consideraciones y las 
del dictamen fiscal de fs. 42, resuelvo: Xo hacer lucrar a la 
naturalización de D, Andrés del Fraileo; cuyos datos perso- 
nal'* figuran cu autos, - Cívtñenfe Munchadv, 
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Mendoza, a*mstp 31 de 1948. 

Vhm\ tiq? mtm íí* HUVi-rMTTI, cura rulados: "Andrés 
del Pranco, solicita carta de ciudadanía", venidos del Jugado 
Federal de San liaftiel, — Expíe. X" ÍO;530— , a virtud del 
rascarse de apelación interpuesto a fe. 45 respecto de la resn- 
liicióh corriente a f<. 4:?-44; 

Y cousideraudo : 

Que de acuerdo a lo dictaminado por el Si\ Procurador 
Kis-al. el u-tjuo deniega la carta de ciudadanía solicitada por 
el recurrente, por haber éste manifestado en Icfk autos, que lia 
solicitado la ciudadanía argentina con el fin de "conseguir 
trabajo *m ftiSü facilidad" o '*algíüi« ocupación menos fati- 
gosa y más aliviada": lo ipie. a juicio a-quü t importa 
reconocer que el móvil de la petición es un interés materia 
lista, que no debe admitirse, porque para merecer la ciuda- 
danía no basta acreditar conducta buena, hábitos de trabajo 
y mi simple deseo de permanecer en el territorio, sino (pie es 
necesario demostrar, ante todo, una identificación completa 
•••"i el espíritu nacional traducida en afee tos nobles y dcaín- 
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terciados que nutran y fortalezcan esos vínculo» cíe arraigo, 
dándoles un contenido espiritual. 

Que la Constitución Nacional estatuye en su art 20 que 
lo:* extranjeros "obtienen nacionalización residiendo 2 años 
continuo* en la Nación; pero la autoridad puede acortar esto 
término a favor del que lo solicite, alegando y probando 
servicios a la liepnblica" ; y la ley de Ciudadanía Argentina. 
M v 346, establece en su art. 2*, que san ciudadanos por natu- 
ralización: 1) Los extranjeros mayores de 18 años que residan 
en ía República dos años continuos y manifiesten, ante los 
Jucc.ra Federales de Sección su voluntad de serlo; 2) Lo» ex- 
tranjeros que acrediten ante dichos Jueces haber prestado, 
cualquiera sea el tiempo de su residencia, alguno de los servi- 
cios siguientes: '\ 

Que ni en el precepto constitucional citado, ni en la Ijoy 
de Ciudadanía v su Decreto reírla menta rio de 1Í» de diciembre 
de Í936, ni en el Decreto-Ley N v 6605/48, en el que se ha 
actualizado la cuestión relativa a las condiciones requeridas 
pura él otorgamiento de la ciudadanía y su revoeabilidad, se 
legisla sobre el móvil que baya inducido al extranjero para 
solicitar —o empleando la expresión de la ley—, para ma- 
nifestar su voluntad, de acogerse a la naturalización; y mucho 
menos se establece que ella no deba concederse si su propósito 
no fuera absolutamente desinteresado, o si no hubiera demos- 
trado una identificación completa con el espíritu nacional, en 
la forma que concreta el <i-gwo. 

Que siendo ello así, mientras el solicitante no manifieste 
idi-as contrarias al régimen institucional y al orden público, 
ni realice actividades delictuosas o inmorales, no hay razón 
para denegársela, si acredita los extremos legales antes men- 
cionados; sin que deba entrarse a juzgar sobre el espíritu 
altruista o egoísta que lo anime, ni sobre la intensidad de sus 
sentimiento de adhesión hacia el País, porque esas son cues- 
i iones de orden meramente subjetivo y del fuero interno de 
¿ada persona, que no deben ser sometidas a juicio. 

Que las manifestaciones hedías por el recurrente, a que 
se refiere el tt-quo, si bien no «1 notan una plena comprensión 
del tumor de la ciudadanía argentina que solicita, tampoco 
pueden tildarse de inmorales ni ofensivas para la Nación: son 
mas bien la expresión ingenua de un espíritu simple e inculto. 
<le un hombre rudo, de uno de tantos inmigrantes que han 
venido y siguen llegando al país en busca de un porvenir 
mejor, a labrarse una posición económica y social indepen- 
diente, que lian trabajado y trabajan con un propósito sin duda 
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interesad*», pero que han contribuido y contribuyen a labnir la 
i ¡queza y el engrandecimiento de la Nación. 

Que la voluntad e intención de nuestros constituyente*, 
fué brindar generosamente la ciudadanía a los extranjero» 
honestos y laboriosos, sin distinción de clase, raza, religión y 
cultura, pura que se vinculen míís íntimamente al País y lle- 
guen n formar parte integrante del pueblo argentino; y no 
se cumpliría ese noble prepósito, bt entrara a indagar y dis- 
criminar el móvil que induce a los extranjeros a solicitar su 
nacionalización y el grado de afecto que sienten por el País, 
y «e les rehusara su petición si manifestasen algún interés 
personal, no obstante reunir todas los recaudos exigidos por la 
Constituí ion y la ley y acreditaran condiciones morales inob- 
jetable». 

Que inspirado en ese espíritu amplio y liberal de nuestra 
Carta Fundamental, este Tribunal concedió recientemente la 
ciudadanía argentina a un extranjero analfabeto, apartán- 
dose de la jurisprudencia contraria existente a la sazón (J. A. 
l!)48 t I. f>ti!>), criterio que ha sido confirmado por la Corte 
Suprema con fecha 23 de junio último. 

Que en tal orden de ideas, y estando debidamente acre- 
ditado que el peticionante reside en el país desde hace más de 
10 años, y que es una persona honesta, sana, de buenas costum- 
brea, con hogar constituido, trabajadora, habiéndose hecho ya 
propietario con el producto d<* su trabajo (declaraciones de 
testigos de fs. 27, 28, 31 y 32). y que no profesa ninguna 
doctrina contraria a la forma de gobierno de la República 
(i's. 37 y 38), debe concluirse que el recurrente se ha hecho 
acreedor ¿jj que se le conceda la ciudadanía argentina que soli- 
cita, y que no existe óbice legal alguno para ello. 

Por estas fundamentos, y oído el Sr. Fiscal de Cámara, 
se revoca la resolución apelada; y en su virtud, se acuerda 
la ciudadanía argentina por naturalización, a Andrés del 
Franco, nacido el 3 de abril de 18í)2 en la Comuna de Con- 
trada, Prnviin-ia de Avellino, Italia, hijo de Cayetano y de 
Concepción Piemonte; debiendo hacérsele saber, al momento 
de prestar el juramento de ley, la obligación (pie tiene de 
enrolarse dentro del término de 7 meses, bajo apercibimiento 
de cancelársele la carta de ciudadanía, sin derecho a volverla 
a adquirir. — Agustín tic la Kcta. — Jorrjr Vira Vallcjo, — 
Jané Elfos Kotlrítjucz Saa. 
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Buenos Aires, 6 de diciembre de 1948. 

Vistos las autos "Andrés del Franco solicita Carta 
de ciudadanía" en los que se luí concedido a fe> 55 el 
rceü rso es t ra o rd ¡ na rio. 

Considerando: 

Que la opción por una ciudadanía distinta de la de 
origen es natural qtíq obedezca a que el acogimiento com- 
porta beneficios. Si la ciudadanía da acceso a las posibi- 
lidades ijue e| solicitante de este juicio confiesa hal>er 
tenido en vista —como resulta de los decretos y las leves 
que Ja exigen para numerosos empleos públicos—, no 
es irregular «olicitarln teniendo en cuenta esa exigencia, 
si sé batí cumplido los requisitos a que la obtención está 
supeditada. El móvil confesado en este caso no es de nin- 
gún modo, incompatible con una recta disposición para 
cumplir (cálmente los deberes que la adopción impone. 
El tiempo de radicación consütucionalnicntc requerido 
es tiempo de prueba de la rectitud de esa disposición. 
Acreditado que el solicitante lleva en el país 17 años de 
trabajo, di» buena conducta y de acatamiento de las ins- 
tituciones, se estsi ante una demostración de la actitud 
de esta |>ersona con respecto al país a cuyo seno se lia 
acogido que no puede considerarse enervada ni desme- 
recida por la intención lícita que se confiesa a fs. Ti 
y 41. 

Por tanto y sus propios fundamentos se confirma la 
sentencia de fs. 49 en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomas D. Casares — Felipe 8. 
Pérez — Luis R. Longui — 
Rodolfo O. Valexzuela. 
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MANUEL GONZALEZ SANCHEZ 

U/.V/N7M. 

La amnistía concedida por el art. V de hi ley 12.882 
«•mu premie a todcs los infractores a las leyes de enrola- 
miento y servicio militar y, por lo tanto, alcanza a toa 
procesados por infracción al art. 18 de la ley 11.386, 



SENTENCIA DEL JltéSS Feoekai. 

La Plata, mayo 31 de 1943. 

Y vistos esta causa seguida contra Manuel González 
Sánchez, argentino naturalizado, cubano de origen, de vein- 
tiún años de edad, soltero, con instrucción, empleado y domi- 
ciliado en Ta Capital Federal, por infracción al art. 18 de la 
ley 11.886. 

Y considerando ¡ 

L Que el querellado — que había obtenido su carnet de 
ciudadanía en 26 de noviembre de 1940 (fs, 32) — **e enroló 
con fecha 22 de agosto de W41 (f*. 8), excediendo, pues* el 
termino de siete meses que la ley 11.386. art. IH. fija para 
hacerlo. 

II. Que si bien ^ cierto que estuvo enfermo durante 
los meses de enero y febrero de 1041 (fs. 20) e impedido en 
consecuencia para abandonar su domicilio, la dolencia que 
padecía — seprún se precisó a fs. 43 — **no le impedía comu- 
nicarse do palabra o pi>r escrito con otra** personas". Por ello, 
debió comunicar su enfermedad a la oficina en rol adora, a los 
eFectos de que se le enrolase en su domicilio (art. 8JJ ley 
11*386), Al no hacerlo, se ha hecho responsable de la infrac- 
ción (pie SC le imputa. 

Por estos fundamentos, fallo: Condenando a Manuel Gon* 
?Mez Sánchez por infracción al art. 18 de la ley 11386 a la 
pérdida di ta vhtdadanm argentina qm nn pwlrA readquirir 
art. 2* ley pitada) : con costas. — Horario García Ram< 
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SKMi xriA DE LA CAMARA FEDERAL 

Buenos Aires. 17 de setiembre ih¡ Í04& 

V vistos í les de es til cati&o G, 3 lis. caraiulnda: González 
Sánchez Manuel — infracción al art. 18 Se la ley 11.388*', 
procedente del juzgado federal de esto sección. 

Por sus fundamentas, se confirma la sentencia apelada 
de fs. 44, 

Hágase saber y devuélvase. — A! f retío P<nz Varas. — 
1'haMa fíenci. — Luis Ü, Cn-rino. — Adolfo Lasca no. — 
Jorge (>nrcía González, 



si;ntkn< ia del 'iwtjá Federal 

U* Plata, julio 2:\ de 1947. 
AtitOS y Vistos! Considerando ¡ 

V Que la única ley de amnistía paro los i^os como el 
ile autos es la que lleva «*l n" promulgada el 7 de di- 
ciembre de 1946. 

2* Que la infracción al art. 18 de la ley 11.3S6 impi- 
tada en esta causa a Manuel ííouzález Sánchez fué juzgada 
definitivamente el 17 de setiembre de 194-3 al confirmar la 
Calmara Federal la sentencia de este juzgado, de fs. 44. En 
consecuencia la lev de amnistía citada es inaplicable en el 
presente caso. 

Por ello y de acuerdo a lo dictaminado por et Ministerio 
Fiscal a fs. declárase improcedente lo solicitado por Ma- 
nuel (Jonzález y Sánchez a fs. LO. — fienjamín A. .1/. flamUiU. 

f 

SENTENCIA DE LA CXmAHA FeDKKAL 

La Plata, setiembre 1"> de 194S. 

Y vÍNtos los de esta causa (¿. 4(lfií¡. caratulada: 'Miunzabz 
Sánchez Manuel % infracción al art. 18 de la ley Íl,3®0*% 
procedente del Juzgado Federal n° 1 de esta sección. 



■ 
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Y Considerando: 

<Jue M'íriiii se desprende de las constancias de autos ei 
ciudadano Mamtel (tons&lez Sánchez, obtuvo su carnet de ciu- 
dadanía el 28 de noviembre de 1940, el que le fué cancelado 
por sentencia de este Tribunal que corre a fa. 53, en virtud 
«Ir haber infringido la* disposiciones del art. 18 de la ley 
ti" 11.381». 

Que cmi posterioridad a dicha sentencia, el recurrente 
se presenta ante el Juzgado (ver fs. 60), solicitando se deje 
sin efecto tal resolución por considerarse comprendido en la 
amnistía decretada por la ley 12.882, petición que fué dene- 
gada por el Sr. Jues, con fecha 23 de julio de lií47. 

t¿ue ante ios términos claro» del art. 1* de la memronada 
ley, la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema de Jus- 
ticia Je la Nación en casos análogos (Fallón: 149, 214 y 371; 
152; ¿6 ; Itií), 8 y 178, 157) y habiendo el recurrente hecho 
su presentación dentro del término fijado por el art. V de 
la citada ley de amnistía, corresponde declarar insubsistente 
la sanción que le fuera aplicada en ia sentencia de fs. 55. 

Por ello, se revoca la resolución apelada de fa. 61 vta. 
y se declara que O. Manuel Sánchez y González ha adquirido 
su condición de ciudadano argentino naturalizado. 

llágase saber y devuélvanse. — Alfredo Pérez Vara». — 
Adolfo Ladino, — Jorge García González. — Roberto €. 
Costa. 



FALLO HE LA COKTE SI PKEMA 

Ruónos Airo», íi dé diciembre de 1948. 

Vistos los untos '•González Sánchez Manuel s.| in- 
fracción art. 1S —Ley W? ll..W\ en los que se ha con- 
eedído a fs. 68 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el art. P de la ley ü T 12.882 amnistía a Ion in- 
1 racimes a las leyes de enrolamiento y servicio militar, 
quedando exonerados de las penas y multas en que hu- 
bieran incurrido. 
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l¿ue n» presencia de los términos nitiplios en «pie se 
halla concebido el texto de la ley y la doctrina sustentada 
por esta Corte Suprema en raso* semejantes — Fallos 
1 78-157 y loa allí citados, la amnistía que la misma es- 
lublcce, alcanza en el caso a Manuel González Sánchez. 

Por ello se confirma la sentencia de fs. (¡5 en cuanto 
pudo ser materia de recurso. 



UVCimSO HXTHAOitMSMUOi Requisito* prophs. Cuestión fr- 
**cral. Ciiññtioim fMvrale* tímples. Interpretación Áé loé lates fe- 
fterate*. 

Habiéndose puesto en cuestión la interpretación de las 
leyes fedérale* Jiros. 11.245 y 11.585, procede el recurso 
«extraordinario interpuesto contra la sentencia que por 
aplicación tlel Código Penal declara proscripta la acción 
tendiente a hacer efectiva una inulta impuesta en virtud 
ile lo establecido por e| urt. 4 de la ley 11.245. 



Los derechos establecidos en la ley 11.245 tienen en el 
orden fiscal el carácter de tasa», pues se cobran en con- 
cepto de retribución del servicio prestado en cada caso 
por la oficina pública. 

IMPUESTO: Principio* genérale». 

Las tasas y los impuestos son dos especie* de un mismo 
género próximo, cual es el de tas contribuciones o dere- 
chos fiscales. 



Tomás D. Casares — Felipk S. 
Pitara* — Luis R, Lonuhi — 
Rodolfo (¡. Valkxzukla. 



MUHo GUSTELO Y CIA. 



TASAS- 




¿VI t AM.os DE U COUTE fíüPR&MA 

Mt'LTAS. 

L$a multas determinadas por inlraeeibues a un régimen 
fiscal de tasas tienen mayor y más propia analogía con 
las que so imponen por infracción a las íeyejs de impues- 
tos que con las peims de multa establecidas por el Código 
Venal y las leyes especiales a que Sé refiere el art. 4 V de 
este último. 

PRESCRIPCION: Prescripción en üt&tittiQ penal Tiempo. Ley&t 

Puesto que la ley 11*585 establece un régimen especial 
de prescripción para las infracciones a litó leyes de im- 
puestes en genera!. bi prescripción de las accione* díri 




especial aludido. 



Sentencia del Juez Federal 

San Juan. 2T de julio de 

Y Vistos los presentes 2043, año 19*1, caratulados "Muro, 
Ilustelo y Cía. -Recurso Contencioso Administrativo", para 
resolver sobre la apelación de la multa impuesta por la Direc- 
ción General de Oficinas Químicas Nacionales a fs. 27, y, 

Considerando : 

Que el Sr. Procurador Fiscal plantea a fs. 43 la incom- 
petencia del juzgado para entender en el presente recurso, 
fxeepeióu que debe rechazarse en virtud de lo resuelto por la 
Kxcnia. Támara Federal de Mendoza en autos n 9 1701 —año 
1-^47 — caratulados 14 Muro Bustelo y Cía. - recurso conten- 
cioso administrativo". # 

Que la Dirección íleneral de Oficinas Químicas Nacio- 
nales a fs. 27 impone a Mure, Bustelo y Cía. una multa de 
trescientos pesos m/tu por infracción al art. 25, inc. d) del 
Decreto Reglamentario de la ley 11.245. 

Que fio siendo la ley 11.245 una ley de impuestos, la 
prescripción de* la acción de la multa *e rige por las dispo- 
siciones que sobre !a materia legisla el Código Penal y no 
por la ley 11.585 creada para las leyes* impositivas. 
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Que siendo la prescripción materia penal fie orden 
público y debiendo decrétame de oficio según constante juris- 
prudencia de linearos tribunales nacionales, y atento a que 
desdo la constatación de la infracción — 2l\lc octubre de 
1944— hasta la fecha ha transeurido más del tiempo fíiado 
por et art. 82, inc, 5* y & del Código Penal, corresponde 
declarar preseripta la acción de la multa impuesta. 

Por clip resuelvo: declarar que en la presente causa se 
Ita operado la prescripción de la ación penal, dejando sin 
efecto la multa impuesta a fs. 27. Costas per su orden — 
Varios Alberto Cuello. 



Sentencia m la CCmaka pEDEnAi. 

Mendoza, setiembre 16 íl,« l!H8. 



Vistos y Considerando : 

Que el Sr. Fiscal de Cámara en su dictamen de fs. 58 
solicita la revocatoria de la sentencia apchda, aduciendo que 
la ley 11.245 es impositiva, y que las infracciones a la misma 
están sometidas, en punto a prescripción, a las previsiones 
de la ley 11.585, que establece un término de cinco «ños, el 
que no está cumplido. 

Que la ley 11,245 que establece las tarifas de análisis 
que deben aplicar las oficinas químicas nacionales, no es una 
ley impositivo, como lo sostiene el Sr. Fiscal de Cámara, puea 
no puede calificarse como impuesto lo que dichas oficinas 
cobran por íes servicios de análisk Son ellas verdaderas tasas 
y por lo tanto es inaplicable la ley 11.585, que clara y pre- 
cisamente se refiere a laa infracciones a las leyes de impues- 
tos. Así lo ha resuelto este Tribunal por mayoría de votos, 
cu fallo confirmado por la Corte Suprema de la Nación — 
Fallos: 195, p. 458. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada. — Agustín 
f ¡L la £ f [ ú - ~ Jor & € Vcra Vall€ Jo (En disidencia), — José 

l Fu éter ftsitlvirif*- i* 



Disidencia 



Que la cuestión pendiente en los presentes autos, consiste 
en el recurso coriteneioso-adurinistrativo interpuesto contra ta 
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multa aplicada iior í& Dirección (Jeneral fie las Oficinas Quí- 
micas Niitftoiiailt-H a firma Muro, ISustelo y Cía., por infrac- 
ción al art. 25, ifte. d) del decreto reglamentario de la ley 
11.245 sobre tarifa de análisis, según resolución de fs. 37, 
multa que el n-rfiiu lia declaradlo prescripta con arreglo al 
art. 62 del Cédígo Penal, por entender que, tratándose de 
lina multa regida por una ley sobre "tasas" no es de apK 
«•ación la ley 11/>H5 sobro ''impuestos**. 

Que si bien esta última ley habla sólo de 4 4 ¡ni puestos" 
comprende también la» ^taaas**; como lo non los valores esta- 
blecidos por la Ley de Tarifas de Análisis n v 11.245, que 
rumian parte, juntamente con los 44 impuestos" de Ion fondo* 
y de:eehos del Tesoro Nacional emules por el art. 4 V de la 
Carta Fundamental, 

que si híen existen diferencias entre 14 impuestos pro- 
piamente diMios" y "tasas \ como las hay también entre fas 
diversas ciasen de unos y otras, respectivamente, ellas no son 
esenciales, sino meramente técnicas ó formules* ya que todos, 
impuestos, tasas, derechos, etc., son en el tondo,, contribucio- 
nes que impone el Estado en el ejercicio d« su "poder finan- 
ciero" destinados al objeto antes expresado (Hielsa. "Der- 
rkn Administrativo", t. !P. p, 491. n* 819, Ed. 1!>38>. De ahí 
i|m\ como lo dice el mismo autor "En nuestras leyes adminis- 
trativas úsase ron frecuencia el termino "impuesto" referido 
a verdaderas "tasas" (ídem, pá«?, 582, nota 137); en cuya 
virtud es que para evitar las confusiones surgida* sobre el 
particular respecto de las empresas ferroviarias, la ley 10X57 
dispone que "1a exoneración de "impuestos" establecida por 
el art. 8* de la ley 8MUk comprende, además de los " impucs 
¡os propiamente dichos", los "tasas", contribuciones o retri- 
buciones de servicios, cualquiera sea su carácter o denomi- 
nación", salvo las excepciones que la misma ley ha fijado. 

Que nada autoriza a pensar que la ley 11,585 se refiere 
exclusivamente a los "impuestos propiamente dichos", con 
ptm uidencia de toda otra contribución o derecho, fiscal, mu- 
nicipnl o especial, por lo que debe entenderse que los com- 
prende a todos, ya que la razón que ha determinado la fija- 
ción de los plazos establecidos por la misma ley para la pres- 
cripción de los impuesto» y multas correspondientes a las in- 
fraeeiünes de las leyes respectivas, y (pie en las causas por 
dichas infracciones, los actos de procedimiento judicial inte- 
x rrunroen el término de la acción y de la pena, ha itido que el 

Estado no siguiera perjudica mióse en la pereepeión de sus 
rentas dehidn a la brevedad de los términos que se venían 
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aplicando paro la prescripción de los impuestos en general y 
de las multan, especialmente de estas últimas; razón común 
o comprensiva de toda clase de contribuciones y inulta» por 
infracción a las leyes que establezcan esas contribuciones. 

Esa es también la opinión de Bielsa, quien al referirse 
a este punto, dice: "Esta ley — n 9 11.585 — íes aplicable a 
todas las contribuciones, o sea, a los impuestos propiamente 
dichos, a las tasas y a las contribuciones de mejoras f El legis- 
lador usa en general el término "impuesto 1 ' como concepto 
general y comprensivo. El impuesto, la tasa, y la contribu- 
ción de mejoras pueden diferenciarse por. la causa, por el 
monto y por el criterio imponible, pero los principios consti- 
tucionales y tas reglas legales, especialmente en punto a pres- 
cripción son sustancial mente Ifts mismas*' (Op. y Tomo cita- 
don, pág. 515, n* 822). 

Que sin desconocer la autoridad que leviste el fallo de 
Ja* Corte Suprema de la Nación, a que se re. icre el voto de la 
mayoría, en el caso resuelto por este Tribunal con la disi- 
dencia del suscripto y confirmado por aquella, el mismo in- 
stóte en su disidencia, por considerar que su criterio se ajusta 
máa al espíritu de la ley 11.585 y a la doctrina; y habiéndose 
modificado la composición de la Corte, es oportuno provocar 
un nuevo pronunciamiento sobre el particular. 

Que no habiendo transcurrido desde la fecha de la infrac- 
ción reprimida (octubre de 1944), el término establecido por 
el art. I 9 de la citada ley 11.585, no se ha operado la pres- 
cripción. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, 
declarándose que no se ha producido la prescripción de la 
acción penal en la presente causa; debiendo volver los autos 
para que el a-quo ttc pronuncie sobre el fondo del recurso 
contencioso administrativo interpuesto. — Jorge Vera Valle jo. 



PALU> DE la corte SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Muro, Bustelo y Cía., recurso con- 
tencioso administrativo", en los que se ha concedido a 
fs, 64 vtn. el recurso extraordinario. 
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Considerando: 

Que la sentencia apellida confirma la de fa. 54 en 
la cual, por aplicación del Código Penal, se declara pres- 
cripta la acción para hacer efectiva una multa impuesta 
en virtud de lo establecido en el art, 4 de la ley 11.245. 
El recurso .se funda en que la prescripción de que se trata 
uo está regida por el Código Penal sino por la ley 11.585. 
Hallase, pues, en cuestión la inteligencia de dos leyes 
federales, como son las que se acaban de citar. 

Que la primera de ellas declara sujetos a la tarifa 
que la misma establece los análisis de la Oficina Quí- 
mica del De par! imento Nacional de Higiene enumerados 
Oía los arts. 1 y J, y por mandato de su art. 4 V , las infrac- 
ciones a ella y a los reglamentos que dicte el P. E. se- 
rón penados con multas de * 50.00 a $ 2.000,00. En cuan- 
to a la ley 11.585 dispone en el art. 1* que "los impuestos 
y las multas por infracción de las leyes de impuestos 
so prescriben a los 10 y 5 años respectivamente". 

Que los derechos establecidos en la ley 11.245 tienen, 
en e! orden Fiscal, el carácter de tasas pues se cobran en 
concepto de retribución del servicio prestado en cada 
caso por la oficina pública respectiva y consistente en 
efectuar alguno de los análisis que se mencionan en sus 
arN. 1 y 2. 

Que si bien tasas e impuestos son dos cosas distin- 
tas, lo son como pueden serlo dos especies de un mismo 
género próximo, cual es el de las contribuciones o dere- 
chos fiscales, I>e ahí que las multas determinadas por in- 
fracciones a un régimen fiscal de tasas tengan mayor y 
más propia analogía con las que se imponen por infrac- 
ción a las leyes de impuestos que con las penas de multa, 
establecidas por el Código Penal y las leyes especiales 
a que se refiere el art. 4 de este ultimo. 

Que, por consiguiente, si existe un régimen legal de 
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prescripción especialmente establecido para las infrac- 
ciones a las leyes de impuestos cu general, como es el de 
la ley 11.583, la proscripción de las acciones dirigidas a 
hacer efectivas las multas por infracciones a un régimen 
de* (asas <jue no tiene proscripción propia, lo cual obliga 
a aplicar disposiciones de leyes análogas, debe juzgarse 
< on sujeción al régimen especial aludido, 

l*or tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Kr. Procurador (íeneral se revoca la sentencia apelada 
en lo qué ha ¡sido materia del recurso. 

Tomás D. í 1 asar es — Felipe S. 
PSitrcz — TiFis Tí. Longhi — 
Ronoi.ro (S. Valenzubla. 



UELAKMIXO LANA, se secesión 

JVHlSDtCi tny V COMPKTKXCIA : Succión, Domicilio del 
causante* 

No siendo suficiente la circunstancia tic haberse dictado 
declaratoria de herederos a Favor del hermano del cau- 
cante y retirado la mayor parte de los fondos, para consi- 
derar concluido el juicio sucesorio en el cwil quedan aún 
bienes por liquidar y distribuir y ni siquiera lia sido 
pagado e! impuesto a la transmisión gratuita, y habicndpse 
probado que el cansante no se hallaba domiciliado en la 
provincia ante cuyes tribunales tramita la sucesión sino 
cu un territorio nacional, debe declararse la competencia 
de los jueces de este último para conocer en el juicio. 

Suprema ('orto: 

Con motivo i\A fallecimiento de Bclarmino Lana, 
ocurrido en Había Blanca el 18 de lebrero de 1945, se 
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lían promovido dos juicios sucesorios : el que inició por 
medio de apoderado Feliciano Lana Alvnrez, hermano 
del causante, ante la justicia civil de la nombrada eiu- 
dad v el 13 de marzo subsiguiente (Exp, X 9 2^.1122(45) ; 
y el que radicó ante el Juez letrado de Santa Rosa 
(Territorio de ia Pampa), el representante de la esposa 
e hijo legítimo de! ruina el 2*5 de junio «le 1946 (Exp. 
X*3U¡4íS). 

El Juez de Bahía Blanca no ha admitido la cuestión 
de competencia que le fué promovida (fe 148, exp. 
23.022), y lia sido al insistir en su jurisdicción el Juez 
Letrado (fs. 58, exp. 311), que ha quedado trabada la 
contienda que corresponde dirimir a V. E, en virtud de 
lo dispuesto por el art. 0* de la ley 4.055, 

Dos son las cuestiones planteadas en los referidos 
autos: 

1*) Si el juicio tramitado en Bahía Blanca está 
virtualmmte terminado, como lo afirma el Juez del lu- 
gar. 

2») Caso negativo, cuál era el domicilie» del cau- 
sante, en la época de su fallecimiento. 

En lo que al primer punto respecta, si bien resulta 
ile los autos respectivos que Feliciano Lana Alvnrez fué 
declarado heredero de su hermano Belarmino (fs. 54) 
y que retiró fondos de la sucesión (fs. 62 y 66), no lo es 
menos que hay todavía en el juicio ♦ 39.36, saldo exis- 
tente en la faja de Ahorro del Banco de la Nación Ar- 
gentina en General Acha, y $ 900.— nominales en títulos 
del Crédito Argentino Interno (fs. 41), además de los 
efectos inventariados a fs. 50 del expediente N* 311. 
También es de advertir que no ha sido satisfecho el im- 
puesto a la herencia, liquidado a fs, 71 por la Dirección 
de Rentas de la Provincia de Buenos Aires. 

Ante e] cumulo de diligencias que restan realizar 
cit el expediento analizado, como surge de lo expuesto. 



I»E JUSTICIA DE LA SACiÚK 



101 



no puedo admitirse que trate de un juicio terminado. 
Ello sin considerar la presentación posterior de otros 
herederos, primu-fucie con mejor derecho, 

Dilucidada esta cuestión, corresponde analizar la 
prueba rendida para determinar cual fué el último do- 
micilio del causante. 

Los testigos que deponen a fs. 10 (exp. 311), y a 
fs. 81 y 82 (exp. 23.022), afirman que Bclarmino Lana 
tuvo su último domicilio en General Acha, y «pie se tras- 
ladó a Bahía Blanca, para su asistencia medica, donde 
falleció poco después. 

A fs. 140 vta.» Luis Ramón Zahala, testigo propues- 
to por la parte de Feliciano Lana, corrobora en cierto 
modo esos dichos al contestar la pregunta allí inserta, 
cuando manifiesta: 14 Que por conversaciones con el cau- 
sante pudo enterarse que vivía en el campo y que se 
encontraba medio enfermo; que lo manifestó asimismo 
que estaba aburrido de estar en el campo y que quería 
venir a vivir a esta ciudad 19 . 

A mi juicio no son suficientes para enervar tales 
probanzas, las informaciones dispares de fs. 139, 142 y 
143, máxime si aquéllas aparecen avaladas por el an- 
tecedente de que Bclarmino Lana mantenía en la habi- 
tación que ocupaba en (leneral Acha todos sus efectos 
de uso personal y elementos de trabajo. 

Por las razones expuestas, opino que la presente 
contienda debe ser dirimida en favor de la competencia 
del señor Juez Letrado de Santa Rosa (Territorio Na- 
cional de La Pampa). Buenos Aires, noviembre 8 de 
1948, — Carlos G. Del fino. 
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Buenos Aires, (i de diciembre de 1948. 
Autos y vistos: Considerando: 

C¿uí5 la circunstancia do haberse dictado la declara- 
toria d* v herederos a favor del hermano dol causante y 
retirado la mayor parte de los fondos, no autoriza a 
eonsiderar en modo alguno concluido el juicio sucesorio 
d<» Pon Belarmino Lana tramitado ante el juzgado n* 1 
tic* Bahía Blanca, pues, como advierte el Sr. Procurador 
General en su dictamen de fs. (¡4, quedan avín bienes por 
liquidar y distribuir y ni siquiera ha sido pagado el im- 
puesto a la transmisión gratuita (conf. Fallos: 157, 144; 
1S2,1!K)). 

Que las declaraciones prestadas a fs. 140, 142 y 143 
del expeliente n» 23.(122 por los testigos Sres, Zabala y 
Capdeboseq y 8 ra. de Alba son insuficientes para de- 
mostrar el cambio del domicilio del causante. Las de las 
dos últimas personas, consistentes en meras respuestas 
afirmativas a las preguntas contenidas en el pliego de 
fs. 141, son contradictorias (ver cuarta pregunta y res- 
puesta de la Sra. de Alba a ella y a la segunda repre- 
gunta; contestaciones de dicha Sra. y de Capdeboscq a 
la primera repregunta). En cuanto a la de Zabala lo 
dicho por éste con motivo de la repregunta que le fué 
formulada, es más bien demostrativo de que el causante 
vivía en Oral. Adía, por más que quisiera instalarse en 
Bahía Blanca, 

<¿ue, por otra parte, las declaraciones espontáneas, 
Hura* y precisas de los testigos Bu rni. Sa rasóla y Cas- 
tells (f& 80, Hl y 82 vta. del expte,. iT 23.022) a las que 
se suman las de los testigos Buz y Corehón (fs. 10 del 
t ->:ptf\ ¡y 3ÍX)j unidas a la eircunstancia de haber non- 
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servado el causante la habitación que tenía en (¡ral. 
Adía, en la casa de don Isidro Alonso y a lo expuesto 
por éste en el acto del inventarío (fs. 50 del expte. 

311), llevan a la conclusión de que Oral, Adía era el 
domicilio del causante en el momento de su muerte. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, se declara que el Sr. Juez Letrado de Santa 
Rosa, territorio nacional de La Pampa, es el competente 
para conocer en el juicio sucesorio de Don Belarmino 
Lana. En consecuencia, remítansele los autos y hágase 
saber al Sr. Juez de 1 ra. instancia de Bahía Blanca en 
la forma de estilo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Rodolfo O. Valknzuela. 



1SARELIXO HECTOR DE LOS SANTOS 
JURISDICCION Y COMPETENCIA : Conflicto* entre jueces. 

Corresponde a la Corte Suprema dirimir el inflicto 
. planteado entre un juez federal y otro de provincia con 
motivo de sostener aquél que este último — que dictó 
sentencia condenatoria contra quien st» hallaba cumplien- 
do una pena impuesta por el primero — debió revocar 
la libertad condicional deque estaba gozando el penado per 
habérsela acordado el juez de sección y dictar la senten- 
cia única que prevé el art. 58 del Código Penal. 

CONCURSO DE DE UTOS. 

El art. 58 del Código Penal responde al propósito de 
establecer real y efectivamente la unidad penal en el te- 
rritorio de la Nación, adoptando las medidas necesaria* 
para que ella no desaparezca por razón del funcionamien- 
to de las distintas jurisdicciones; a cuyo efecto el Con- 
greso posee facultades sufieii ntcs para establecer normas 
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referentes a ta imposición y al cumplimiento de la pena 
tjiie son obligatorias para las provincias. 
La segunda parte del art. 58 del Código Penal na tiene 
otro objeto que solucionar los casos en que no baya sido 
posible evitar que se dicten dos sentencian condenatorias 
firmes, como sucedería en el supuesto de qué el magis- 
trado que pronunció la segunda lo hubiera hecho igno- 
rando la primera. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia penal. Ptmea 
iidad de delito*. 

Cuando a raíz de un hecho distinto deba juzgarse a una 
persona que ya está cumpliendo pena por sentencia firme, 
corresponde al juez que prenuncie el último fallo dictar 
la sentencia única que establece el art. 58 del Código 
Penal, aunque para ello tenga que revocar la libertad 
condicional acordada por el primero. 



DlCTAMKN M5L PllOCUIUDOlt GbXKKAL 

Suprema Corte: 

El Juez Federal do Paraná, \\ov sentencia del 17 de 
diciembre de 1943, confirmada por la Exorna. Cámara ol 
7 de junio «le 1944, condenó por incendio intencional a 
Isahclino Héctor de los Santos a cinco años de prisión 
(fs. 89 y 103), pena que vencía el 25 de octubre do 1947 
(fs. 111 vta,). El 27 de febrero de 1946, el reo fué puesto 
en libertad condicional con sujeción a lo dispuesto en el 
art. 13 del G Penal (fs, 128 vta.) 

Estando en esa situación, de los Santos cometió un 
nuevo delito en jurisdicción provincial, a raíz del cual 
fué condenado por la justicia del crimen de la misma 
Capital a dos años de prisión (fs. 34, exp. X* 333). En 
la parte dispositiva de esta última sentencia se ordena 
comunicarla al Juez Federal **en mérito de estar proce- 
sado con goce de libertad condicional' \ 

Interpretó el Juez de Sección que dicha resolución 
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encerraba implícitamente un pedido de que dictase sen- 
tencia única, y f por ello, declaró que correspondía ha- 
cerlo ni Juez del Crimen por ser el último interviniente. 
Para el caso de que el magistrado provincial no aceptase 
su criterio, daba por planteada cuestión de competencia 
negativa y lo invitada a elevar los autos a V. E. para 
que la dirimiese (fs. 136). Al tomar conocimiento de es- 
ta decisión, el Juez del Crimen resolvió: "Hacer saber 
ni Juez Federal de esta ciudad que no se ha tenido por 
trabada cuestión de competencia negativa en cuanto se 
refiere a la condena única de Isabelino de los Santos, co- 
mo el primero lo indica, porque este Juzgado no requirió 
al Federal en tal sentido, sino que efectuó las comunica 
i iones anteriores a los fines que estimara corresponder, 
de acuerdo a los arta. 13 y 15 del C. Penal" (fs. 114). 
Insistió en su resolución anterior el Juez Federal, rei- 
terando la invitación de elevar las actuaciones a V. K. 
(fs, 151 ) f y su requerimiento lo aceptó el Juez del Cri- 
men (fs, (¡O, exp. 333). Consta a fs, 54 y 55 de este último 
proceso, qjue el reo fué puesto en libertad el 19 de octubre 
de 1948, por haber cumplido los dos años de prisión que 
se le impuso por el seguido delito. 

A mi juicio, y atento lo precedentemente relacionado, 
no se lia trabado uno de los conflictos jurisdiccionales 
que competa dirimir a V. B. de conformidad con lo dis- 
puesto por la ley X* '4.055. 

Pienso en efecto, que el Juez del Crimen —que tenía 
conocimiento de la condena anterior según resulta del 
expediente — , debió dictar la sentencia única al juzgar 
el nuevo delito, por cuanto de los Santos, si bien en li- 
bertad condicional, estaba cumpliendo una pena dic- 
tada por sentencia firme, tul como lo exige el Código 
Penal en la primera parte del art. 58, y lo resolvió V. F#, 
en 207:222. 

Sin embargo, dicho Magistrado no lo hizo así, con el 
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resultado de que aparecen dictadas contra de los Santos 
don sentencias firmes en violación de las normas que, 
para el caso, fija la ley represiva. La solución prevista 
para esta situación por el art. 58, "Corresponderá al 
Juez que haya aplicado la pena mayor dictar, a pedido 
tic parir, su única sentencia, sin alterar las declaracio- 
nes do hechos contenidas en las otras l \ — no es aplicable 
al presente por no resultar de autos que el interesado 
haya hecho uso del derecho que le acuerda la disposición 
transcripta. 

En tales condiciones, nada queda por resolver a 
V. EL 

Sin perjuicio de lo expuesto, y frente a la situación 
creada por el nuevo delito cometido por de los Santos 
mientras se hallaba en libertad condicional, solicito se 
remitan los autos al señor Juez Federal de Paraná, a 
los fines que (ludieran corresponder frente a las dispo- 
siciones contenidas en los arts. 13 y 15 del Códi&o Penal, 
Buenos Aires, noviembre de 1948. — Carlos G. Del- 
fhw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de diciembre de 1948. 

Auto* y Vistos: Considerando: 

Que por juzgar comprendido el presente caso en la 
disposición del art. 58, primera parte, del Código Penal, 
el Si\ Juez Federal de Paraná sostiene que corresponde 
al Rr. Juez del Crimen de la misma ciudad pronunciarse 
sobre la revocación de la libertad condicional oportuna- 
mente acordada a de los Santos por el primero y dictar 
sentencia única fijando la pena que este último debe 
cumplir. Por su parte, el magistrado provincial entiende 
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que la re vacación de la libertad condicional sólo puede 
ser ordenada por el juez que la otorgó; a quien corres- 
pondería la obligación de dictar la sentencia única por 
haber intervenido en el delito mus grave, conforme a lo 
que establece el art 58, segunda parte, del Código Pe- 
nal, según el dictamen fiscal de fs. 147 vta. 

Que se ha planteado, así» entre ambos jueces un con- 
flicto que sólo puede ser resuelto por esta Corte Su- 
prema, a la que incumbe hacerlo atento lo dispuesto por 
el art. ?» de la ley 40.V). 

Que el art. 58 del Cód. Penal, como lo puntualizó 
esta Corte Suprema en Fallos: ¡200, 342, en forma con 
cordante con los pronunciamientos de Palios: 193, 576; 
207, 222, responde al propósito de establecer real y efec- 
tivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, 
adoptando las medidas necesarias para que ella no des- 
aparezca por razón del funcionamiento de las distintas 
jurisdicciones; a cuyo efecto el Congreso posee facul- 
tades suficientes para establecer normas referentes a 
la imposición y al cumplimiento de la pena que son obli- 
gatorias para las provincias, como también lo declaró 
el Tribunal en el caso precedentemente citado. 

Que siendo así, ante lo dispuesto por el art» 58, pri- 
mera parte, del Cód, Penal y la finalidad perseguida 
mediante dicha norma y puesto que, según el mismo 
Código, es imperativa la revocación de la libertad con 
dicionul cuando el beneficiario de ella cometiere otro 
delito (arts. 13, inc. 4*, y 15), no existe óbice alguno para 
que dicha revocación se decrete por el juez a quien co- 
rresponde dictar sentencia única. Así habrá de lograrse 
ciertamente el cumplimiento del propósito perseguido 
por la norma penal en cuestión; ya que la segunda parte 
de olla no tiene otro objeto que solucionar los casos en 
que no haya sido posible evitar que se dicten dos sen- 
tencias condenatorias firmes, como sucedería en el su- 
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{mosto do i)ue el magistrado que pronunció la segunda 
lo Imbieru lieeho ignorando lii primera. 

Por tanto so declara que corresponde al Sr. Juez del 
< ¡rimen de la Cap. de la Prov. de Entre Ríos pronun- 
cia r«e acerca de la revocación de la libertad condicional 
acordada al penado lsalndino Héctor de los Santos y dic- 
tar la sentencia única a que se refiere el art 58» primera 
parte, del 063. Penal En consecuencia, remítansele los 
autos y hágase saber al Sr. Juez Federal de Paraná en 

la forniii de estilo, 

* • 

Tomás IX Casares — Felipe S. 
Pérez — Ltns K, Lnxotu — 
Rodolfo Q; Valknzi*ela. 



POU» E. r.OL'ttGAU.T v. NACION AIUiENTINA 

A( Cll)t:STh:S DEL Tf{ AHAJO: Relación entre él si»ie*tra if et 
trabaja, 

A ísilt.t de antecedentes que permitan deducir la relación 
de culis» a efecto entre el esfuerzo realizado y la lesión 
si) fríe la y en presencia «le otros que autoricen a admitirla, 
t-orresponde declarar la existencia de accidente indemni- 
zaba. Así debe resolverse en el caso de un agente de poli- 
eia montada que sufrió ana hernia a consecuencia do 
haber caído del caballo, a lo cual .se apresa que aun 
mando dicha lesión no se hubiera producido exclusiva- 
mente por esa circunstancia, no cabría excluir cerno causa 
de su aparición el género tic tarcas que realizaba el agente 
y las condieioiies en que las cumplía. 

ACCÍDKXTEÜ DEL TU AHAJO: Derechos de fr» beneficiario* y 
• ti ja d* f ¡aran fí«. 

Debiendo ser calificada la incapacidad con referencia a la 
profesión habitual del accidentado y no a otra accesoria 
o accidental, y estando probado que aquel debe evitar los 
esfuerzo» propios de las tareas de agente de la policía 
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montada y que su incapacidad al efecto es totn! t no co- 
rresponde aplicar el art, 60 del decreto reglamentario de 
la ley 9ti88. 



Skntencia DEü Juez Fmdi ical 

Buenos Aire*, junio 30 de 1948. 

Y Vistes para resolver este juicio seguido por Polo Emi- 
lio Uourgauit contra la Nación, sobre indemnización por 
accidente de trubajo, y 

Considerando : 

I, Que no habiendo opuesto la demandada la falta de de- 
recho de Bourgault a Ion beneficios de la ley 11688, corresponde 
iratar los hcehes expuestos por el actor y que han sido nega- 
dos por i*l Sr, Procurador Fiscal, a pesar de la presunción 
t'stablecida por el art. 5 V de la ley citada. 

Que bis declaraciones de ha testigos Angel Hemigio Guar- 
dia y Víctor Sosa corrientes a fu. 31 y 33 prueban que el 
actor, en acto de servicio, debió realizar un esfuerzo para 
invitar la caída del caballo que montaba y que a consecuencia 
del mismo sufrió la inflamación de la región inguinal derecha. 

También está probado que el actor fué operado y poste- 
riormente $e observó la reaparición ffcl proceso en el mismo 
sitio, lo que indicaba la necesidad de una nueva operación 
(declaración del testigo Dr. José Alfredo Perreira, fe. '13). 

II, Que el Wr. Perito Médico designado de oficio expresa 
fu mi pericia "que la hernia ha sido producida por esfuerzos 
repetidas que vencieron la resistencia de las paredes abdomi- 
nales que poco a poco han cedido dando lugar a la salida del 
contenido abdominal por el orificio inguinal expresando asi- 
mismo que, en las condiciones actuales, "debe evitar el es- 
fuerzo que representa tocar un instrumento a viento como lo 
fiaee en la Institución por cuanto el esfuerzo muscular de las 
paredes es perfectamente conocido y contraproducente** y que 
no puede montar a caballo, hacer ejercicios violentos, trotes, 
etcétera, per lo que considero que su incapacidad es total. 

Que ailu en el caso de que el esfuerzo realizado por el 
«¿tor el 9 de julio de 194?, no hubiera sido la causa inmediata 
■le ta lesión, no pnede dudara* que ha sido por lo menos 1» 
causa desencadenante de la misma, y con relación directa a los 
eirfitensQS repetidos que ha hecho notar el Sr. Perito Medico 
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y que son consecuencia de la profesión de Bourgault como 
agente de la Policía Montada y músico de la misma Institu- 
ción, por lo que la demanda debe prosperar. 

Que el sueldo ganado por Bourgault es de 210 mfn., de 
acuerdo eon el informe de la Policía de la Capital de fs. 51 
vuelta, por lo que el monto que se reclama es el que corres- 
ponde. 

Por estas consideraciones, fallo: nuciendo lugar a la de- 
manda y declarando que el Gobierno de la Nación debe abonar 
a Polo Emilio Bourgault la suma de 6.0U0 m$n., en concepto 
de indemnización por accidente de trabajo, con intereses a es- 
tilo de los que cobra el Banco de la Nación desde la notifi- 
cación de la demanda y las costas del juicio. — Eduardo A. 
Úrlh Hamaldo. 



Sentencia de la C Amaba Federal 

Buciics Aires, 24 de setiembre de 194S, 

Vistos estos autos promovidos por Polo Emilio Bourgault 
contra el Gobierno de la Nación sobre accidente del trabajo; 
para conocer del recurso concedido a fs. 129 vía., contra la 
sentencia de fs. 128, y 

Considerando : 

Atento a los términos que se pronuncia la Suprema Corte 
de Justicia a fs. 118, revocando la sentencia de esta Cámara 
de fs. 108, la cuestión sobre la procedencia de la aplicación 
de la ley 9688 ofrece una particularísima solución de carácter 
procesal, al margen de toda discusión de fondo. Justa es, por 
consiguiente, la sentencia del Sr. Jueas a-quo sobre el punto, 
desde que en ella, así como lo que sobre él resuelva esta Cá- 
mara, corresponde someter la decisión a la autoridad de la 
cosa juzgada. 

Resuelta la ocasional aplicación de la ley respecto del 
demandado, declarado titular de sus beneficios, la cuestión 
subsidiaría relativa a la oposición de hecho ha sido examinada 
con acierto en la sentencia en recurso y a sus considerandos 
corresponde por brevedad remitirse para el análisis de lo 
prueba producida. 

Demostrada está ta existencia del accidente, la relación 
• tausal del mismo con la incapacitaron sufrida, así como el 
impedimento absoluto para el desempeño del oficio y lo perti- 
nente de la indemnización reclamada. 
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En bu mérito, y por sus fundamentos, se confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida, con costas. — Ricardo 
ViÜar Patoeio. ~ Juan A. González Calderón. — Saturnino 
F. Funes. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Huenos Aires, 10 do diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Polo Kmilio Bourgault contra 
Gobierno de la Nación sobre accidente del trabajo", en 
los que se ha concedido a fs. i§6 oí ree. ordinario de ape- 
lación. 

Y Considerando: 

Que son dos loa agravión expresados en el memorial 
de fs. 140 contra la sentencia de fs. 134. A saber: a) que 
no se ha justificado la relación de causalidad entre e! 
accidente acaecido al actor y la hernia de que padece ; 
y b) que en todo caso la indemnización debe reducirse 
a sus justos límites con arreglo a lo dispuesto por el art. 
60 del decreto reglamentario de la ley 9688. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha establecido 
que a falta de antecedentes que permitan excluir la re- 
lación de causa a efecto entre el esfuerzo realizado y 
la lesión sufrida y en presencia, por lo contrario, de otros 
que autorizan a admitirla, corresponde declarar la exis- 
tencia do accidente indemaizable —Fallos : 204,140; doct. 
de Fallos: 200, 367 y otros—. 

Que en la especie se da el segundo supuesto según 
se desprende de los informes de fs. 21 y 34; declarado 
ties de fs. 31, 32, 33 y 43 y dictamen pericial de fs. 45. 
La opinión vertida en el dictamen médico producido 
fuera de juicio — fs, 53 — no puede prevnlecer contra 
estas pruebas, siendo ademas de observar que aun cuan- 
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do fuera exacto que la hernia no hubiera sido exclusi- 
vamente provocada por la caída a que se le atribuye, 
no cabría excluir como causa de su aparición el género 
de la^ tareas de Bourgault y las condiciones en que se 
realizan, lo que con arreglo a la jurisprudencia citada 
basta para configurar el accidento indcmntzable dada la 
comprobación del hecbo desencadenante de la lesión — 
Fallos: 192, 489 — y también la aptitud física del actor 
acreditada en ocasión de su ingreso al servicio — fs. 53 
vta.— , 

Que cu cuanto al monto ¿te la indemnización la sen- 
tencia en recurso debe ser igualmente mantenida. Por- 
que conforme a lo dispuesto por el decreto reglamenta- 
ria ib» la ley 9088 — urt. 57— la incapacidad debe ser 
calificada con referencia a la profesión babitual del 
accidentado y no a otra accesoria o accidental. Resulta 
por lo demás, de autos, que Bourgault debe evitar los 
esfuerzos propios de sus tareas de agente en el cuerpo 
de Policía Montada de la Cap. Federal —declaración del 
Dr. Ferrcira, fs. 43, contestaciones ÍF y 10'— y que su 
incapacidad al efecto es total —pericia del Dr. Sánchez 
de fs. 45, a fs. 47 vta. y sigtes— . No median así en la 
especie las circunstancias que el Tribunal tuvo en cuen- 
ta para la aplicación del art. tiO del decreto reglamen- 
tario en Fallos: 143, 194. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
f«. 1 ;14. Cato costas, regulándose en pesos ciento cincuenta 
m|n. los honorarios del Dr. Antonio Pandolfo por sus 
trabajos en esla instancia. 

Tomás D. Oasaurs — Felipe S. 
PénEZ — Lns R. IjONohi — 
JrsTo Ti. Altanez Ronníc-rEZ 
— Rodolfo O. Valknzuelv 
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MURO, MISTELO Y CIA. v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS INTERNOS: Vinos. 

La diferencia eti m&* de vinos» no anotados en la forma 
que establece el art. 23, tít VII, de la Reglamentación 
General de Impuestos Internos, imperta una presunción 
de fraude "juris tantum", que puede ceder ante la de- 
mostración de «u inexistencia ; lo cual impone el examen 
de la prueba de descargo. 

Justificada por el infractor la falta de intención dolosa 
y no siendo suficiente el hecho de que un mes y ocho 
días después del terremoto de San Juan fueran reanu- 
dadas las actividades de la bodega afectada por aquel, 
para deducir que se habían normalizado las eircunstan* 
eias en que ordinariamente se desenvolvía, debe decla- 
rarse que la infracción no encuadra en el art. 36 de la 
ley 3764 — 27 del T. O. 

COSTAS: Derecho para litigar. 

Comprobada Ja infracción a las normas de impuestos in- 
ternos, de la cual deriva la presunción de fraude, y de- 
mostrada la inocencia del infractor y revocada, en conse- 
cuencia, la resolución condenatoria de la Administración, 
no procede aplicar al Fisco las costas del juicio. 



Sentencia de la CXmaka Federal 

Mendoza, octubre 14 de 1948. 

Vistos los autos caratulados Muro, Bustelo y Cía., recurso 
contencioso administrativo, venidos del juzgado federal de 
San Juan en virtud de les rceurses de apelación interpuestos 
a fs, 511 y 512 respecto de la sentencia de fecha ID de julio 
del año en curso, por la que se resuelve '•Hacer lu#ar al 
recurso contencioso administrativo instaurado dejando sin 
efecto la multa impuesta a Muro, Rústelo y Cía, a fs. 02/64, 
Costas por su orden". 

El tribunal planteó las sijiuiertes cuesticnes a resolver: 
1», i Es arreglada a derecho la sentencia apelada f 
2» ¿Las costas? 
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Sobro la primera cuestión-, el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

El Sr. Fiscal de (Jamara, después de exponer en forma 
general tas obligaciones establecidas por las leyes de Impues- 
tos Internos y su reglamentación, respecto de la forma de 
He v¡ r Ioh libros oficiales de bodega, y las consecuencias den* 
tadis del incumplimiento de las mismas, y de presentar en 
concreto el caso producido en el establecimiento industrial 
de Ea Sociedad Muro, Btiatelo y Cía. que ha originado el pre- 
sente juicio, pasa a fundar la apelación interpuesta contra 
el fallo de 1* instancia, por el que, haciendo lugar al recurso 
tonten'-io. ^administrativo deducido por la Administración, ]a 
que dicho funcionario pide se mantenga por laa razones que 
contiene la resolución administrativa y por laa expuestas en 
los escritos de responde y alegato, a los que se remite. Sin 
impugnar concretamente ninguna de las apreciaciones hechas 
por el Q*quo respecto del cumulo de pruebas producida© en 
autos ni las conclusiones a que arriba respecto de los hechos 
constitutivos de la infracción imputada a la sociedad actora 
y de las circunstancias cf no rodearon a los mismos, antes al 
contrario, compartiendo francamente esa apreciación sobre la 
importancia y gravedad que asumió el fenómeno sísmico acae- 
cido en San Juan el 15 de enero de 1944 y sus consecuencias 
objetivas y subjetivas, a las que la firma recurrente atribuye 
laa irregularidades i-otwtatadas cu su libro oficial de bodega, 
el Hr. Fiscal de Cámara limita su disparidad con el fallo recu- 
rrido, al efecto que Me asigna en el mismo a las circunstancias 
de he«ho enunciadas, respecto de la responsabilidad de la so- 
ciedad por dichas irregularidades, sosteniendo que ellas *'no 
cobran en la especie la fehacicncia de la prueba válida", y 
que si bien juzga de tal gravitación los efectos producidos por 
la catástrofe — que a su juicio "inhibían de control al ser 
humano loirii'mtole perder hasta las nociones más elementales 
de convencionalismo y del deber constriñen do su único norte 
;i Ion movimientos tendientes a su propia conservación o de 
la familia", todo lo cual lo lia podido constatar personalmente 
|Mir haber sido testigo presencial del fenómeno sísmico de 
referencia — no puede compartir ahora con la tesis del actor 
de que esa fuerza mayor **que indiscutiblemente inhibió la 
personalidad humana desde el terremoto hasta unos 15 días 
después, le haya privado a un mes y ocho días del mismo, 
cumplir con las obligaciones anexas a su calidad de industrial 
versadísimo en la materia, y cuyas operaciones de aprecíable 
volumen principiara a desarrollar nuevamente ... desde el 3 
d(» febrero en adelante". 

A su vez la parte actora, reconociendo expresamente. 
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como va lo hiciera en primera instancia, y ante», ante la admi- 
iiistración, la infracción imputada, — o sea, la falta de anota- 
ción en su libro oficinl de bodega, de una existencia de 122.551 
litros de vino "eti mita" constatada en el inventarío practi- 
cado el día 23 de febrero de 1944 en su establecimiento in- 
dustrial — . sostiene, que. como lo declara el a-quo, tal irregu- 
laridad no es demostrativa de dolo o fraude, que puede ser 
reprimido con la sanción establecida por el art. 27 del t. o, 
de laa leyes «le Impuestos Internos, cerno lo ha considerado 
la Administración, sino una simple infracción de las previstas 
por el art, 28 del mismo t. o., pero que es perfectamente 
excusable por las circunstancias que mediaron a consecuencia 
del terremoto, y por ende, no sujeta a penalidad alguna, como 
lo ha resuelto el a-qito. 

Ante aquel planteo del agravio del representante del 
Fusco y la respuesta de la Sociedad actora, resulta inoficioso 
entrar a estudiar los hechos constitutivos de la infracción 
imputada a esta última, como igualmente la abundante prueba 
producida sobre esos hechos y sobre los efectos de orden ma- 
terial, morid, social, administrativo, comercial, etc., producidos 
en la ciudad y población de San Juan a consecuencia del 
fenómeno sísmico «le referencia, con tauta mayor razón cuan- 
to que todo clin lia sido materia de un minucioso y ajustado 
estudio por el *t-qiw, ampliado por la actora en esta instancia 
en la prolija é ilustrada exposición contenida en su escrito 
de responde de fs. 522 a "»í!7. 

La única citestióu a dilucidar por el Tribunal consiste, 
pues, en establecer ni la irregularidad constatada en las anota- 
ciones del libro oficial de bodega de la Sociedad actora y 
reconocida expresamente por la misma, puede ser atribuida 
a la mira de defraudar el impuesto correspondiente a esa 
existencia 4 4 en más** constatada en el inventario o bien a un 
simple error o negligencia del empleado o representante de la 
bodega encargada de llevar la contabilidad industrial, o final- 
mente a la desorganización y confusión causadas por la catás- 
trofe, 

131 <t-qito ha analizado detenida mente la prueba instru- 
mental y testifical producida por la actora tendiente a de- 
mostrar que esa existencia "en mife", forma parte integrante 
de iKia partida de vino comprado por la nombrada firma a 
.Fose Recio Palma el día anterior al del terremoto, y trasla- 
dado después del mismo con un permiso otorgado por Im- 
puestos Internos por una cantidad inferior a la trasladada, 
que ese traslado se hizo en forma precipitada a causa del 
temor que hubo en el primer momento, de que las pileta» de 



FALLOS D8 LA COIíTE SUPREMA 



la bodega vendedora podían haber sufrido grietas por las (gqe 
podrían producirse filtraciones, si bien después se comprobó 
que ello no había ocurrido; que los libros dúdales de la autora 
habían quedado extraviados durante varios días a causa de 
los desperfectos sufridos por el edificio de la bodega donde 
se encontraban; que la actora se vio privada de los servicios 
de "ran parte de sus empleados de escritorio y demás perso- 
nal del establecimiento, habiendo realizado esforzadas gestio- 
nes para conseguir reemplazantes, aunque más no fuera que 
a horas extraordinarias, sin resultado, como igualmente la 
firma Villalcnga, su representante ante Impuestos Internos; 
que los trastornos generales de todo orden y la confusión 
reinante en todo el pueblo de San Juan, derivados del sismo 
determinaron la adopción de medida* extraordinarias adop- 
tadas por los poderes públicos nacionales y provinciales ten 
d>nt€S a suspender la vigencia de disposiciones legales cu lo 
civil, comercial, procesal, administrativo y hasta en lo penal, 
durante varios meses, etc. 

Todo este conjunto de hechos, amplia y circunstancia- 
damente comprobados, está demostrado: l v ) que la existencia 
"en mas" constatada, no proviene de una elaboración clan- 
destina de la Sociedad actora, no declarada en la oportunidad 
establecida por el art. 23, tít. VII de la Reglamentación Ge- 
neral de Impuestos Internos, a que se refiere la resolución 
administrativa recurrida, sino de una compra hecha a otro 
productor el día anterior del terremoto, y cuya pre-existencia 
en bodega de este último a la fecha de la compra, ha quedado 
debidamente comprobada en su libro oficial, como lo establece 
el a-qtiú en su sentencia no obstante la aparente existencia 
"en menos" establecida en él inventario practicado el 2í> de 
febrero de 1944: 2 9 ) que el traslado del vino, de la bodega 
de Recrió Palma a la de Muro, Rústelo y Oía,, en mayor 
cantidad que la autorizada por Impuestos Internos por el 
documento respectivo, se debió a un error del empleado dé 
la primera, que no conocía el documento de autorización del 
traslado y sí únicamente el contrato de venta por mayor can- 
tidad que la autorizada y aún que la trasladada; V) que 
la falta de anotación en los libros a medida que se efectuaba 
el traslado, se debió al extravío de los mismos, causado por 
derrumbes sufridos por el edificio de bodega y fft falta de 
personal para renovarlos y la anotación equivocada hecha 
posteriormente, í&é motivada por la desorganización en la 
administración del establecimiento, sobrevenida después de la 
catástrofe, traducida, no en la inhibición de control de los 
seres humanos durante los primores días subsiguientes al sis- 
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nu\ que al decir del Sr. Fiscal tic Cámara, les hicieron perder 
hasta las nociones mas elementales del convencionalismo y del 
deber, sino en la confusión de los hechos, en la precipitación 
desordenada de las actividades, y en la falta d€ contralor de 
la» operaciones de diverso orden practicadas, tendientes ante 
todo a salvar, en lo posible, las existencias de productos, ya 
en el propio establecimiento, ya en otras bodega*, a la vez 
que ir restaurando como se pudiera y con la ayuda precaria 
de elementos de emergencia proporcionados por las autorida- 
des el funcionamiento irregular de los establecimientos indus- 
triales y comerciales, convertidos en gran parte en ruinas o 
amenazados de ella. 

El Ii echo anotado por el Sr. Fiscal de Cámara, que desde 
el 3 de febrero comienza a reanudarse el trabajo en la bodega 
de la actora, no ha de considerarse, pues, como que se hubiera 
normalizado la vida del establecimiento, y que en consecuencia, 
todo debía funcionar de acuerdo a lñ$ leyes* y reglamentos, 
establecidos para la actuación ordinaria; e>c hecho demuestra 
más bien, la voluntad y energía de los miembros de la Sociedad 
y sus colaboradores para reaccionar contra la angustia y el 
desaliento que debió producirles ta catástrofe, comunes a todos 
Jos habitantes de San Juan sobreponiéndose a la adversidad 
y rescatar lo que aquélla hubiera dejado entre las ruinas, 
enfrentando con entereza y valor el duro trance que los de- 
paraba el destino. 

No podía, pues exigirse el cumplimiento prolijo y exacto 
de todas las obligncicnes reglamentarias establecidas para el 
debido control de la producción sujeta a impuesto, ya que 
todo estaba desorganizado y que el Estado mismo, por fius 
distintos órganos, había dictado providencias de emergencia, 
suspendiendo el cumplimiento de obligaciones de orden legal 
y administrativo, y estableciendo moratorias y feriados pro- 
longada^ sólo procedentes en tiempos de pjena anormalidad. 

En tal situación. Ja irregularidad de contabilización ob- 
servada, no sólo no debe atribuirse a dnln o propósito do de- 
fraudar, sino que ni siquiera puede considerarse como el re- 
bultado de culpa o negligencia de los miembros de la Soáodad 
ti de sus empleador, debiendo atribuirse únicamente a la si- 
tuación anormal y extraordinaria de confusión y desorgani- 
zación general derivada de la catástrofe, que perduró durante 
varias meses en la Ciudad de San Juan. No se justifica pues 
el rignr gastado por la Administración de Impuestos Internos 
con la Sociedad actora, que sufrió ingentes perjuicios con el 
sismo, y uno de cuyos principales miembrrs, el Ing. Francisco 
Rústelo, estaba prestando valiosos servicio*, en carácter bono- 
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rano, a la obra de normalización de las actividades sociales c 
industriales de la Provincia, por la designación de las alta* 
autoridades nacionales, como se hit acreditado plenamente en 
mitos. En una causa análoga a la presente fallada reciente- 
mente por el Tribunal (Diez Unos, c/ Imp. luternos), tuve 
oportunidad de expresar que no es admisible un criterio per- 
secutorio ciego e inieuo contra los contribuyentes, porque si 
bien las normas legales impositivas deben aplicarse en general 
ron estrictez y basta con severidad, la gestión del Enfado debe 
encuadrarse en los principios de justicia y equidad, a que 
también está obligado el Estado; concepto que es del caso 
reiterar eu la presente causa, en la que las circunstancias 
que han mediado en la misma, están acusando un evidente 
i>x<¡ceo de celo en la Administración y en la acción fiscal. 

Por todo lo expuesto y los fundamentos concordantes de 
la sentencia apelada, voto por la afirmativa. 

Sobre la misma cuestión loa Dres. de la Reta y Rodríguez 
Sná, adhieren por sus fundamentos al voto precedente. 

Sobrr la scffunda cuestión, el Dr. Vera Vallejo, dijo: 

La. parte actora apela de la sentencia, en cnanto declara 
las costas en el orden causado, pidiendo le sean impuestas 
íntegramente al Fisco, 

En atención al resultado del juicio sobre lo principal 
procede qué impongan las costas al vencido, por aplicación 
analógica del precepto contenido en el art. 83 del dec.-ley 
14.H41, de fecha 21) de mayo de l!»4b\ modificatorio de la ley 
de Rédito;* 11.ÍI83, t. o., según el cual la sentencia que recaiga 
en el recurso contencioso centra el Fisco, entre otras causas 
por multas aplicadas a los contribuyentes por tu Administra- 
ción {arts. 75. a); 71. 4:1. 44 y 45 del citado dec.-ley) , .con- 
denará en costas al vencido; aplicación analógica precedente, 
dada !a naturaleza de la causa, perfectamente similar a las 
regidas por el precepto legal mencionado. Igual condenación 
lia hecho recientemente el Tribunal en autos l7 Doménico yCh. 
v. tmp, interno», s/ recurso contencioso administrativo", en 
sentencia de fecha í* de setiembre del año en curso. 

Sobre la misma cuestión el Dr. de la Reta dijo que 
adhiere al voto precedente* 

Sobre la mvtma cneatión, el Rodríguez Kaá, dijo: 
Considero que déla» confirmarse también el pronuncia- 
miento respecto a las costas que contiene la sentencia en re- 
curso. Acreditada la materialidad objetiva de la infracción. 

lia sido preciso rendir una abundante prueba para demostrar 
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que no hubo eíi el caso intención de defraudar. Ello explica 
y justifica la resolución de la Administración, ya que loa 
representan te» del Fisco es' un obligados a velar por un estricto 
cumplimiento de Iiik disposiciones legales relativas a la per- 
cepción y fiscalización de los impuestos, y en la instancia 
contenciosa la actitud de aquellos no puede calificarse de 
temeraria. Por idénticas razones. Jas costas de esta instancia 
deben abonarse en el orden causado. 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el 
acuerdo precedente se confirma en lo principal la sentencia 
apelada y se la revoca en cuanto a las costas, las que se impo- 
nen al vencido, como también las de esta instancia. — Agustín 
<U la liria — Jorge Vera Valle jo — José Etías Rodrigues 8aá. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de diciembre de 1948. 

Vistos loa autos "Muro, Rústelo y Oía. sobre recur- 
ro conteneioiso-administratLvo", en los que se lia conce- 
dido a Fs. r> r j) el recurso ordinario de apelación. 

Y i íonsiderando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
la diferencia **en más* ' do vinos no anotados en la for- 
ma qm dispone el arl. £gÜ del tít VII de la Reglamenta- 
ción General de Impuestos Internos és susceptible de 
sancionarse eon la inulta del art, 36 de la ley 3764 —27 
del T¿ O.— Porque admitida la validez constitucional 
del art. reglamentario citado, se está en presencia de 
una presunción de fraude que sólo puede ceder ante la 
prueba de su inexistencia — eonf. Fallos: 209, 317 y los 
allí citados — . 

Que toda vea que la disposición legal arr iba recor- 
dada reprime ios a ios u omisiones que tengan por mira 
defraudar los impuestos internos, la referida presunción 
reglamentaria de fraude, lia de entenderse es 44 jurís 
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taiitum", pues do otro modo, como también se dejó sen- 
tado en el precedente que se menciona el decreto podría 
imponer la aplicación de sanciones penales, a pesar de 
la comprobación de la inexistencia del dolo que la ley 
castiga, incurriendo en indudable exceso — art. 86, ine. 
2* de la Const. Nacional — • 

Que no es así admisible la tesis sustentada en la ex- 
presión de agravios ante la Cámara apelada — fs. 516— 
y con arreglo a la cual, comprobado el hecho del exceso 
de existencia de vino y su no anotación oportuna, la san- 
ción sería sin más procedente. Xo es con criterio formal 
como el punto ha de decidirse, crino por el estudio y apre- 
ciación do la prueba de descargo producida por el con- 
tribuyente, como efectivamente lo bace el tribunal a quo. 

Que la naturaleza especial de la ley impositiva de 
que se trata y de sus reglamentos, ha sido debidamente 
contemplada por la jurisprudencia de esta Corte, que ha 
admitido en atención a la misma y con carácter general 
la posibilidad de presumir el dolo, en presencia de la 
materialidad de la infracción y ha reconocido también 
autonomía ni régimen que informan sus preceptos ex- 
presos y los principios implícitos que los complemen- 
tan —con. 44 Fisco Nacional v. Manuel S. Dueós, cobro 
de pesos" fallado en G de octubre del ele. año y los que 
allí se citan. Todo lo que no es obstáculo para que sea 
improcedente la sanción legal del fraude en los supues- 
tos que el contribuyente infractor compruebe su inexis- 
tencia, con lo que por una parte se da satisfacción a los 
terminos literales del art, 36 de la ley 3764 —27 del 
T. O. — y por otra se atiende a elementales exigencias 
de la justicia, sin ardid ni artificio alguno, que siu ra7¿ón 
supone el memorial citado de agravios» a fs. 516. 

Que por otra parte los agravios del Sr.'Fiscal de 
Cámara, en lo que hacen a la prueba producida en los 
autos, por la adora, se limitan a la coatestación do que 
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la espantosa catástrofe que asoló la ciudad de San Juan 
i*l 15 de enero de lí)44, y que como lo anota con su per- 
sonal experiencia "inhibió la personalidad humana dea- 
de el terremoto hasta unos 15 días después", haya pri- 
vado a aquélla a un mes y ocho días del sismo de cum- 
plir con las obligaciones reglamentarias propias de bu 
condición de bodeguero* en cuanto de autos resulta que 
a Osa fecha había reiniciado su actividad industrial. 

Que el hecho no comprueba en forma alguna que en 
la oportunidad indicada se hubieran normalizado las 
rircuiistniieius en que la sumariada desenvuelve de or- 
dinario sus actividades. Antes bien la misma brevedad 
<lel lapso es razón suficiente — agregada a las demás 
circunstancias acreditadas en autos y a que hacen refe- 
rencia lo* fallos ile ambas instancias — para entender 
se tratara de un no desdeñable esfuerzo para superar 
las naturales dificultades de la situación. Y como quiera 
que, tal como resulta de los fallos dictados en la causa, 
el contribuyente ha comprobado, en la medida que esa 
prueba es posible —circunstancia cuya apreciación ha 
de quedar librada al prudente arbitrio del Tribunal — la 
falta de intención dolosa con que en la emergencia ha 
procedido, la infracción comprobada no encuadra en el 
supuesto que contempla el art. 36 de la ley 3764 — 27 
del T. O. — siendo aún ele observar que no se pide san- 
ción alguna por aplicación del art. 1)7 de la ley citada 
—28 del T. O.— . 

Que en cnanto a las costas del juicio, esta Corte es- 
tima que corresponde se paguen por su orden en todas 
las instancias. Pues siendo así que la infracción ha exis- 
tido y que de ella deriva la presunción del fraude impu- 
tado, la prueba suficiente de su inocencia por el con- 
tribuyente fué necesaria para su exención de responsa- 
bilidad, que no pudo acordarle el Ministerio Fiscal. 

En su mérito se confirma en lo principal la senten- 
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t ía apelada dé 1% 541, moiÜficíiiuloseUi en lo que resuelve 
respecto fio los costas qw so pagarán por su orden 
toilas las instancias. 

Tomás D. Casares — Prlipb K. 
Pérez — Justo L. Alvarkz 
Rodríguez — Rodoi.kó ÍL 
Valenzuela. 



GUILLERMO WOLF KEIFERT v. DIKROCI0H 
O EN ERAL DJBL IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Drrfurnones. Comen to r imiWrrVf. 

La tey de impuesto a los réditos sólo admite en los 
balances impositivos lo percibido o lo devengado y no 
í-onsicntc reservas para el cumplimiento de cargas qui- 
no sean las correspondientes al año respectivo. Es, así, 
improcedente la reserva de ganancias efectuada por una 
suciedad para cumplir una obligación no rxijjihle. aun 
durante el año fiscal, como la deuda a la Oficina de Con- 
trol de Cambios descubierta a raíz de una inspección y 
suma no liquidada, (') 



Kfktkncia hkl Juez Federal 

Buenos Aires, noviembre 27 de 1!»4b\ 

Y visto* para sentenciar este juicio seguido por D. Oui- 
llermo Wolf Hcifert contra el Fisco Nacional (Dir. Qrét del 
linp. a los Rédito*) sobre devolución de impuestos, y 

Resultando: 

L Que el nitor demanda al Fisco Nacional por repeti- 
ción de la suma de 3.848,21 mfn, que la Dirección General 



(l) Por lo* minino» fundamente», K resolvió en In misma fecha, 
. u idéntiro miitidn, hi rauna S. 451, caratulada "Seifcrt, ('arlos llana «v 
Pilco Nacional (Eéditpa) *./ contencioso'*. 
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del Impuesto a los Réditos indebidamente le obligó a pagar. 

Dice que a raíz de una inspección que se hiciera a la 
Sociedad Scifert y Cía. de lu cual es socio solidario, multó 
por divertios conceptos, deudor de la Comisión de Control de 
Cambios de una suma que provisoriamente se calculé en 
tí 5.000 m$n. Por consiguiente, al cerrar el balance eorrespon- 
diente al ejercicio del ano 1940. hizo figurar dicha suma en 
el pasivo de la Sociedad, 

La Dirección General del Impuesto impugnó tal aliento 
por considerar que constituía una reserva no admitida por la 
ley 11.682 y lo obligó, en consecuencia, a pagar la suma cuya 
devolución persigue en este juicio. 

Se extiende luego en largas enmaderaciones para demos- 
trar lo equivocado de la tesis sustentada por la Dirección y 
por todo lo expuesto, pide se haga lugar a su demanda, con 
intereses y costas. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal al contestar la demanda 
expresa que la ecutabilización en el balance co "respondiente 
al año 1940 de la deuda que la actora reconoció a la Comisión 
de Control de Cambios constituye una reserva no admitida 
por la ley n" 11.682 t. o. pues si bien existía por parte de la 
.suciedad actora la certeza de.que surgirían diferencia* * 
favor de dicho organismo y que su deuda debía necesaria- 
mente ser extinguida, no puede considerarse la misma como 
cierta y exigióle dado el carácter provisorio con que se calculó. 

La deducción que pretende corresponde efectuarla du- 
rante c] ejercicio comercial correspondiente al año en que fie 
efectúa el pago a Control de Cambios, y no cuando el mismo 
no lia sido oblado, circunstancia <«ta que demuestra evidente- 
mente el carácter de reserva del crédito cuestionado. 

En consecuencia pide el rechazo de la demanda, con costas. 

V considerando : 

I Que según resulta de la información suministrarla por 
la Dirección del Impuesto a los Réditos — fs. 68— el 17 de 
octubre de 1940, el inspector actuante de la Oficina de Con- 
trol de Cambios produjo su informe relativo a la verificación 
realizada en tas registrac iones contables y documentación de 
la firma Scifert y Cía., de la que es socio el actor, en el cual 
se constató que esta firma había denunciado a los efectos de 
la venta de cambio «I tipo oficial, un importe inferior al valor 
F\ O. B. que correspondía. 

Con tal motivo, la sumariada, reconociendo el cargo que 
se le hacía, procedió a reservar la suma de ♦ 65.000 m/u. en 
que provisoriamente calculó la diferencia adeudada. 
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De lo expuesto multa que la firma Seifert y Cía. reconoció 
adeudar a Control de Cambios una cierta suma de dinero por 
la ratón apuntada y que ante la indeterminación de su quan- 
tum lo que habría de resultar de las comprobaciones a efec- 
tuarse durante el curso de la investigación que se practicaba, 
resolvió provisoriamente calcularla en $ 65.000. Esta suma 
por continúente, estaba afectada al papo de m deuda y no 
puede en consecuencia, en manera alguna, considerarse eomo 
una reserva libre en la forma que lo pretende la Dirección 
General del Impuesto" a los Redi tos. 

Las circunstancian alegadas por la defensa, de no ser una 
ranf triad líquida o cierta y no ser además, exigible, no altera 
la naturaleza de la reserva, pues es el destino o imputación 
que se le lia dado lo que la caracteriza dentro del reamen 
de la ley. 

Por estas consideraciones fallo: haciendo lugar a la de- 
manda y condenando al Pisco Nacional (Dirección General 
del Impuesto a los Réditos) a devolver al actor, señor Guiller- 
mo Wolf Seifert, la suma de $ 3.848,21 m/n. que indebidamente 
s.. le obligó a pagar, con intereses estilo Raneo de la Nación 
desde la notificación de la demanda y sin costas. — Eduardo 
,4, Orth Btmialdo. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, aposto 20 de 1948. 

Considerando: 

La firma Seifert y Cía. se enteró en 1940 de que tenia 
una deuda con la Comisión de Control de Cambios, deuda que 
aunque no era líquida, porque su monto dependía del resul- 
tado de la investigación que se practicaba, era cierta, pues 
no cabía ninguna duda sobre su existencia, y era exigiblc por 
no estar sujeta a plazo o condición de ninguna naturaleza. 
En consecuencia la Sociedad contabilizó esa deuda fijándola 
provisoriamente en 65.000 m*n. y la hizo figurar en el balance 
del ejercicio cerrado el 30 de setiembre de ese año, deduciendo 
♦■se impone de sus entradas brutas para determinar la utilidad 
obtenida. La Dirección del Impuesto a los Réditos impugnó 
la deducción de esa suma en el balance impositivo de cada 
uno de los componentes de la razón social, aduciendo que la 
deducción debió ser hecha recién en el ejercicio en que se 
pagó la deuda. 1M2, pues la Ley 11.682 prohibía en el ínc. t) 
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del art. 24 cíe! texto ordenado, la deducción de reservas libre» 
y eomo tal debía considerante la suma mencionada mientras 
no fuera pagada. 

La tesis de la Dirección del Impuesto no se justificaba 
en este caso. Como lo sostiene el actor, no se trataba de la 
constitución de una reserva para afrontar acontecimientos, 
actuaciones o riesgos que podían o no producirse; era la con- 
tabilizacióu de una deuda que aunque indeterminada en su 
monto el cual en definitiva multo mayor, era en cambio 
cierta y exigióle como se lia dicho. Las utilidades que se 
hubieran repartido entre los socios sin tener en cuenta esa 
deuda, hubieran sido utilidades ficticias y el impuesto que 
las hubiera gravado, sin deducción de la *uma indicada, hu- 
biera incidido sobre el capital y no sobre los réditos. 

El caso es distintivo a! de "Falcón Calvo y Cía. n que 
resolviera la Cámara Federal el 21 de mayo de 1941 y que 
confirmara la Corte Suprema en 8 de junio de 1942 (Falles: 
IDÍi :30> y a los análogo» de "Arteta Ramón'* y "Calvet 
y Cía." decididos en 29 de octubre de 1941 y 3 y 5 de julio 
de 1946, respectivamente. En todos ellos se trataba de re- 
servas instituidas para atender obligaciones emergentes de 
la ley 11.729. Allí pudo afirmarse eon razón que las deduc- 
ciones debían efectuarse en el ejercicio en que se realizaran 
los pagos, pues no se podía determinar con anticipación si las 
empresas iban a tener que pagar indemnizaciones o no. No 
eran deudas ciertas; eran reservas para probables erogaciones, 
encuadrando por lo tanto, en la prohibición del ine. í) del 
art. 24. 

La expresión de agravios de la Dirección Impositiva a 
fs. 92, incurre en el error de sostener que la inspección de la 
Comisión de Control de Cambios en la firma Seifert y Cía. 
ile la que resultó el débito enunciado, se inició recién el 17 de 
octubre de 1940. Lo que se produjo en esa fecha fué el in- 
forme del inspector, como consta en el de la Dirección del 
impuesto a fs. (¡8, punto a). Ese error lleva al apelante a 
-cstener que mal pudo lu sociedad haeer figurar ni el balance 
cerrado el 30 de setiembre, una deuda que surgiría de la 
inspección que comenzó el 17 de octubre. La inspección cuya 
fecha de iniciación no se ha acreditado, debe haber comenzado 
mucho antes, cuando el 17 de octubre el inspector pm-entó ya 
su informe. Y aunque no fuera así, ello no dice nada en favor 
de la tesis del Fisco. Que la sociedad Seifert y Cía. se ente- 
rara por la inspección o per otro medio medio cualquiera 
de que era deudora de Control de Cambios, ello no tiene 
ninguna importancia. Lo cierto es que conocía el hecho antes 
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del 30 de setiembre tic 1940, puesto que lo incluyó en el 
balance practicado en esa fecha; y qiie la deuda era real y 
cierta, taflitii que está comprobado el pago de más de $ 72.00(1. 
realizado en 1012. 

Recuerda la Dirección Impositivo, en mi expresión de 
agravios que lauto las utilidades tomo los quebrantos, deben 
figurar en los balances en el momento en que nuce el derecho 
al eobro o Ja obligación del pajro, en el caso de seguirse el 
sistema de lo devengado; y sostiene que el actor no probó cu 
autos que su obligación de pajrar había ya nacido al cerrar 
el balance al 30 de setiembre de 11140. Eso tampoco es exacto. 
La obligación de papar del actor, provenia del régimen vi- 
dente en materia de control de cambios y era muy anterior 
a la fecha indicado, puesto que se trataba de operaciones de 
exportación realizadas por la Sociedad desde el l y tic enero de 
lí)3ti t cen referencia a las cuales la entidad había denunciado 
un menor monto del que correspondía. La deuda estaba cons- 
tituida por la diferencia entre el valor del cambio vendido 
por esas operaciones y el que debió haber vendido, y no nació 
de la investigación, sino que era anterior a la misma. La 
investigación lo único que hizo fué concretar el mentó. 

En su mérito y por sus fundamentas, se confirma la sen- 
tencia de fs. 86 que hace lugar a la demanda. Costas de esta 
instancia también por su orden, dada la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. — Horacio (¡arría Ratm — Curios He- 
rrera — Maximiliano Cónsoli (m dixülcncia) t 



Disidencia 

Considerando: 

Que al sel? inspeccionada la razón sccial Seifert y Cía. 
por funi-ionarios de la Oficina de Control de Cambios, se com- 
probó que aquélla era deudora de impuestos, en razón de haber 
incurrido en error al liquidar algunas operaciones. Al confec- 
cionar el balance por el año 1940. la referida sociedad precedió 
a reservar en el mismo la suma de $ 65.000 con el fin de sa- 
tisfacer el pairo de las posibles* sumas a devengar una vez 
terminada la inspección y liquidadas las operaciones obser- 
vadas. 

La Dirección General del Impuesto a log Héditos impugnó 
diobá eontabilización por considerar que constituía una reserva 
nn admitida por la ley 11.682, sí sleiiieudo que iva clase de 
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deducciones sólo es admisible en él ejercicio comercial corres- 
pondiente en que se efectúa el pago de ta suma adeudada. 

No admitida por la Dirección General Impositiva 1» re- 
serva de * 65.000 en e! balance del año lí>40, los socios inte- 
grantes de la firma Seifert y Cía. tuvieron que oblar el 
impuesto que correspondía a dicha suma, cuya repetición pro- 
porcionalmentc en este y en otro juicio similar, se demanda. 

El Sr. Juez * 4 a-quo*\ partiendo de la base de que dicha 
Bunia estaba afectada al pago de una deuda y que es el destino 
o imputación que se le da, lo que caracteriza la reserva dentro 
del régimen de la ley, hace lugar a la devolución del impuesto 
a los réditos, que bajo protesta ha abonado el recurrente. 

En realidad, corresponde revocar el fallo apcludo. por las 
siguientes razones: 

a) El reconocimiento de la deuda a favor de la Comisión 
de Control de Cambios, lo hizo la razón social Seifert y Cía. 
con posterioridad a la fecha en que cerró el batanee de 19Í0: 
es decir, después de setiembre 30 de ese año, según cons- 
tancias de fs. 342 de las actuaciones administrativas. 

b) En las condiciones precedentes, la reserva efectuada 
con anterioridad a la inspección de la Comisión de Control 
de Cambios, no podía constituir una cantidad líquida, ni cierta, 
dado que no obraban en su poder los elementos que determi- 
narían, como condición previa, la obligación de pagar y, sub- 
sidiariamente, en caso de resultar a cargo de la sociedad dicha 
obligación, el monto de ta deuda a satisfacer por tal concepto. 

c) Corrobora la imprecisión y consiguientemente la im- 
procedencia de dicha reserva, el hecho de que la sociedad 
Seifert y Cía. fijó con carácter provisorio, la suma de * 65.000 
y en definitiva, tuvo que abonar * 72.000. 

d) Practicada la reserva el 30 de setiembre de 1940, Ja 
inspección se inició el 17 de octubre de ese arlo y recién el 10 
de diciembre, la recurrente reconoció su obligación con la 
Comisión de Control de Cambios, a la que, en definitiva pagó el 
28 de marzo de De consiguiente la deudora retuvo en su 
poder y pudo disponer libremente durante 2 año» de la suma 
que entregó al Control de Cambios. 

c) Lo que caracteriza dentro del régimen de la ley la 
naturaleza de la reserva, no es el supuesto destino o la teórica 
imputación de una suma para satisfacer eventuales obliga- 
ciones, sino más bien el efectivo cumplimiento de la obligación 
y la existencia real de una deuda cierta. Es por ello que se 
ha dicho que la ley de réditos sólo admite en los balances 
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fiscales el régimen de lo percibido o de lo devengado. De 
acuerdo al primero» la Sociedad Seifert y Cía. «o podía de- 
ducir, como salidas, sumas que aun no había pagado. Y según 
el régimen de lo devengado, al cerrarse el 30 de setiembre de 
1940, el balance comercial tampoco procedía deducir un que- 
branto, que no había sida aún determinado ni como infrac- 
ción, ni en cuanto a su monto. 

f) No we trata del derecho de la reserva para abonar 
deudas existentes» sino tan sólo de la fecha, es decir del año, 
en que debe efectuarse dicha retención. La ley de réditos no 
admite que se incluya en el balance una salida incierta e inde- 
terminada, adelantándose al momento del pairo efectivo (sis- 
tema de lo percibido) o al de la deuda real respecto del tercero 
(sistema de lo devengado). 

En mi mérito, se revoca la sentencia apelada, y en conse- 
cuencia se rechaza la demanda instaurada por D. Guillermo 
Wolf Seifert contra el Fisco Nacional (Dirección General del 
Impuesto u los Réditos) sobre devolución de impuestos, con 
costas. — Maximiliano Cónsoli. 
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Buenos Aires, 10 de diciembre de 1948. 

Visto» los autos "Seifert Guillermo Wolf c.| Fisco 
Nacional (Dirección General del Impuesto a los Réditos) 
s.| contencioso", en los que se luí concedido a fs, 109 el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el actor sostiene en su demanda que, a raíz de 
una inspección de contabilidad efectuada por la Oficina 
do Control de Cambios del Ministerio de Hacienda, se 
calculó provisoriamente en $ 65,000 la suma que debía 
pairar a diclia comisión la firma de la cual forma parte 
el accionante. Que como consecuencia de ese carjro la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos inició el 
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correspondiente sumario u efecto de proceder al ajuste 
de las declaraciones juradas, considerando que las ga- 
nancias eran superiores a las que tenía manifestadas. 
Que para responder al pago de ta expresada cantidad 
de $ 65.000 la sociedad procedió a efectuar una reserva 
por igual suma al cierre del balance correspondiente al 
ejercicio de 1940, es decir, que esa cifra fué contabili- 
zada en el pasivo de la sociedad en concepto de deuda a 
la Comisión de Control de Cambios. 

Que, a su vez, Réditos sostiene la inexistencia de 
deuda cierta y exigióle respecto a la Comisión de Control 
de Cambios, dado que los $ 65.000 sólo constituían una 
estimación provisional, como lo demuestra el heeho de 
que en el ajuste definitivo esa cifra se elevó posterior- 
mente a $ 72.121,06. En consecuencia impugna la deduc- 
ción do esa suma en el balance del año de 1940. la que 
sólo pudo bacerse legalmente en el año de 1942, que es 
cuando se pagó la deuda, pues la ley 11.682 (t. o.) prohi- 
be en el inciso I) del art. 24 la deducción de reservas li- 
bres, y que en dicho carácter debe ser considerada di- 
clia cantidad de dinero antes de 1942. 

Que la sentencia de primera instancia liaee lugar a 
la demanda fundada en que la naturaleza de la reserva 
de fondos hecha por parte de la compañía está caracte- 
rizada por el destino o imputación que se le dió, lo que 
no puede resultar alterado por lu circunstancia de no 
ser, a esa fecha, una cantidad líquida, o cierta, y cxigible. 
La Cámara de Apelaciones confirma la sentencia soste- 
niendo que la obligación del actor de pagar una suma 
do dinero provenía del régimen vigente de control de 
cambios y era muy anterior al año 1940, puesto que se 
trataba de operaciones de exportación realizadas desde 
el 1 de enero de 1936 y que la deuda estaba constituida 
por la diferencia entre el valor del cambio vendido me- 
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rimiiU' esas operaciones y el que debió haber vendido* 
no habiendo nacido de la investigación sino que era an- 
terior a la misma, de donde surge que él único resultado 
dc\u investigación fué concretar el monto. 

Que como lo sostiene el voto en disidencia del tri* 
bunal apelado, la ley del impuesto a los réditos ha adop- 
tado el sistema de admitir en los balances impositivos 
solamente lo percibido o lo devengado, no consintiendo 
reservas para el cumplimiento de cargas que no sean las 
correspondientes a ese año, pues de lo contrario podría 
ocurrir que realizada la imputación para un año deter- 
minado llegue la oportunidad de hacer efectivo el pago 
mucho tiempo después, de lo cual resultaría que el deu- 
dor retuvo en su poder esa suma y pudo disponer de 
ella libremente sin abonar el impuesto a los réditos. Tal 
lo que ocurre en el presente caso, en que la sociedad 
mantuvo la suma a pagar durante dos años. En el año 
de 1940 aun no le había sido notificada la resolución 
que le obligaba a pagar. 

Que al deducir $ 65.000 de las utilidades para esta- 
blecer el beneficio neto de la sociedad, se ha computado 
en el balance un hecho inexistente, cual es el pago de esa 
cantidad o la obligación de hacerlo dentro del ejercicio 
correspondiente al año de 1940, es decir, que no hay 
justificación legal para tal procedimiento, que ha dado 
como resultado aparentar la disminución de los benefi- 
cios sociales en ese año y, por consiguiente, la suma que 
cada socio debía pagar en concepto de impuesto a los 
réditos. 

Que no habiéndose opuesto el Fisco a la deducción 
de la suma que el actor, o la sociedad de (pie forma par- 
te, ha pagado a la Oficina de Control de Cambios, la litis 
queda limitada a la pretensión de hacer figurar en un 
balance como suma pagada o a pagar lo que no podía 
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realmente abonarse en ese ejercicio por cuanto no exis- 
lía ni siquiera liquidación aprobada en el momento de 
cerrar su balance. Por esfas consideraciones no se acierta 
a ver c] perjuicio q|fig¡ podría haber sufrido el actor pos- 
tergíindo la retención de esos fondos basta que fuera 
notificado de la obligación de pagarlos. 

Que el régimen del impuesto a los réditos do la ter- 
cera categoría está determinado en el art 20 de la ley 
11.682 (t. o,), cuando dice que el. beneficio neto se de- 
terminará de acuerdo con las disposiciones de los artícu- 
los 22 al 2(i, El art. 22 dispone que las cantidades a que 
asciendan las diversas entradas o haberes serán inclui- 
das en la ganancia bruta del año en que ellas sean per- 
cibidas por el contribuyente o devengadas a su favor, a 
menos que la Dirección autorice que dichas sumas deban 
ser imputadas a un período diverso. En el art. 23 se es- 
tablece que las declaraciones juradas se efectuarán so- 
bre la base de los siguientes principios : de la renta bruta 
anual so deducirán, de acuerdo con las instrucciones a 
impartir por la Dirección, los renglones que enumera 
y que se refieren, entre otros, a intereses pagados o de- 
vengados por deudas comerciales y otras y siempre que 
al efectuarse su pago el impuesto exigible haya sido re- 
tenido o ingresado. El art, 24 enumera las causales por 
las que no se admitirán deducciones y el 25 lo hace res- 
pecto a las fuentes que no se computarán para estable- 
cer la renta bruta. El art. 26 se refiere a otras situacio- 
nes y determina la forma de verificar la renta. Como 
puede notarse no queda al arbitrio del contribuyente 
determinar la oportunidad en que ha de computar sus 
ganancias brutas sino que la ley lo obliga a hacerlo en 
el año en que hayan sido percibidas o devengadas, lo que 
excluye toda posibilidad de que tenga la facultad de re- 
tener ganancias para cumplir obligaciones aun no exi- 
¿ribles durante el año fiscal, porque de esta manera vio- 
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luríu ei arl. 22 con quebranto del sistema claramente 
establecido por la ley. 

Vvr lo tanto se revoca la sentencia apelada. 

Tomás D. C.ysaiíes — Felipe 8. 
Pérez — Luis Ri LONGUt — 

Justo L. Alvarez Rodrúíukz 
— lioiioLKo G. Valkntzt'kla. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. CIA. UNION 
TELEFONICA DEL RIO DE LA PLATA 

RECURSO ICXTRAOnOlXMiíO; Requisito* formales, interpon 
ci¿n del racimo. Fundamento. 

Es i¡u precedente v\ recurso extraordinario, cuan Jo en «I 
escrito di* interposición del mterao se lia omitido la ne- 
cesaria referen* ia a h*« hrcln > de la en usa y a la relación 
que ellos guardan con la cuestión que se intenta someter 
al Tribunal, a cuyo efecto son insuficientes las remisión cu 
a lo anteriormente actuado cii juicio. 

RECÜftSO KXTIiAOHDJXAtitO : Itcfiiisitos prufiina. Sentencia 
definitiva. Ucsolticiotué anteriores a la sentencia f¡e¡in'i%ca. ¿wcio* 
de apremio i/ ejecutivo» 

Des -Mimado per la Corte Suprema el rceurno extraordi- 
nario interpuesto en el apremio per cobro de impuestos 
provinciales contra la sentencia que consideró inadmisible 
la defensa de i neonst ¡ t ueionuUdad en esa clase de juicios, 
la posterior alegación de tratarse di* un caso excepcional 
de agravio irreparable, formulada sin que las circunstan- 
cias de la causa hubieran variado para fundar el reeurso 
extraordinario contra la sentencia que ordenó proseguir la 
ejecución, es extemporánea y no autoriza el recurso. La 
alegación de la existencia de otras ejecuciones referentes 
a otras ;rravárneut\s no modifica los términos de la 
cuestión. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

Dados los fundamentos que se invocan para obtener 
de la Corte Suprema un pronunciamiento sobre la cues- 
tión constitucional de fondo que se plantea en autos, el 
caso resulta de aquellos en que la apertura del recurso 
extraordinario queda librada al prudente arbitrio da 
V. E. 

Me permito, no obstante, recordar como antecedente 
la resolución recaída al respecto en juicio análogo pro- 
movido entre las mismas partes (210:396). 

Ello sentado, opino, en cuanto al fondo del asunto, 
que son aplicables al sub-judiro las consideraciones que 
vertiera al dictaminar el 28 do abril ppdo, in re "Pisco 
de la Provincia de Buenos Aires v. Oía. Unión Tele- 
fónica" P. 2(55, L. X. (actualmente a resolución de V. 
E.), así como la doctrina elaborada en 192:350, cuyos 
fuudamentos comparto. 

En consecuencia, y para el caso de que V. B. re- 
suelva admitir el recurso de fe. fíl9 T considero que debe 
revocarse el fallo apelado declarando que la aplicación 
del impuesto de patente establecida en el art. (>% inc. 5* 
de la ley 4.199 a la ex "('nmpaiiía Unión Telefónica del 
Río de la Plata Uda", en razón de los avisos que se 
publican en las guías de abonados, es viola torin de los 
arts. 10, 11, 31, 67, ine. 12 y 13, 107 y IOS de la Cons- 
titución Nacional. Buenos Aires, noviembre 8 de 1948. 
— Carlos O. Del fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A ¡ros, 10 de diciembre do 11)48. 

Vistos* los autos ** Fisco de la Provincia de Bs. Aires 
<r.| Compañía Unión Tele fónica «leí líío de Ja Plata Ltda. 
s.| cobro ejecutivo", en los que se ha concedido a fs. 
624 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que a fs. 4<j0 esta Corte declaró improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 403 contra la 
sentencia de fs. 38**1 que consideró inadmisible en el apre- 
mio la defensa de hieonstitucionalidad alegada por la 
demandada recurrente. Dicha declaración fundóse en 
que si el Tribunal de la causa interpretando el régimen 
legal de este juicio sumario juzgaba que no debía de- 
cidirse en él sino en el ulterior juicio ordinario lo rela- 
tivo a la eonstitucionalidad del impuesto cobrado tra- 
tábase en el caso de interpretación y aplicación de nor- 
mas locales, — cuya eonstitucionalidad afirmó la Corte 
en esc mismo fallo—, insusecptible de revisión por la 
vía del recurso extraordinario. Y se agregó que "en la 
interpretación del recurso no se pretende que éste sea 
alínino de los casos de excepción en los cuales, a pesar de 
no hacer cosa juzgada la sentencia, se consideró que el 
rcciirsii debía abrirse'*. 

Que la posterior alegación de ser este uno de los 
casos de excepción, hecha en el mismo juicio sin que los 
términos de él hayan variado, por lo cual la irreparabi- 
lidad del agravio de que ahora se hace argumento pudo 
y debió invocarse entonces, es claramente contemporá- 
neo. \ai existencia alegada a fs. (522 vta. de otras ejecu- 
ciones promovidas contra la recurrente no modifica los 
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termino* de la cuestión, pues los apremios de que se 
trata, en uno de los cuales declaróse procedente el re- 
curso extraordinario (expediente F. 351: Fisco de la 
Peia. c.| Cía. Unión Telefónica) son por cobro de un im- 
puesto distinto del que se hace efectivo en este. 

Que, por lo domas, en el escrito de fs. 619 se lia omi- 
tido toda referencia a los hechos de la causa y a su 
vinculación con ias cuestiones federales que constituyen 
la materia del recurso interpuesto, por lo cual, atento 
lo dispuesto por el art. 15 de la ley 48 y la interpretación 
que ha hecho de él esta Corte reiteradamente, debe des- 
echárselo por falta de fundamento. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se de- 
clara mal concedido a fs. 624 el recurso extraordinario. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Relación di- 
recta. Sentencias con fundamento* no federales o federales consenti- 
dos. Fundamentos de orden local y procewL 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
violaeión del art. 18 de la Constitución Nacional per no 
mediar orden de detención centra la persona u favor de 
quien se dedujo el haheas corjms o por provenir de juez in- 
competente, contra la sentencia que declara existir dicha 
orden y reehnza el hahnts Corpus basándose en la inter- 
pretación de las normas del Código de Ijrnredimiento en 
lo Criminal. 



Tomás D. Casares — Felipe S. 
PéitEZ — Justo L. Alvares! 
Rodríguez — Rodolfo O. 
Valenzüela. 
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Sentencia de la CÍmara Federal 

Paraná, 11 de octubre de 1948. 

Y vistos; el recurso de Habeas Corpus entablado en favor 
del ciudadano ¡fosé Anjrusto Garda, expediente 1549, año 1948, 
denegado por el Juez Letrado Dr. Raúl M. Castro Olivera por 
resolución de fs. <i y atento el recurso de apelación con- 
cedido a fs. í> vta., contra dicha resolución. 

Y Considerando: 

Que él recurso de lfabtas Corpus es procedente en los 
casos tic privación ilegal de la libertad, o cuando se restringe 
sin derecho dicha libertad. 

Que en el raso de autos no resulta evidente la ilegalidad 
de la detención ni por las causas que la propia recurrente 
expresa, ni por la autoridad que la ha dispuesto, ya que se 
trata de un caso en que la privación de la libertad obedece a 
la investigación de hechos delictuosos que han dado motivo 
al proceso criminal en el que la detención ha sido decretada. 

Que el caso de autes, a estar a las constancias de lo» 
mismos, encuadra en la disposición del art. 635, ine. 1« del 
Cód. de Procs. Criminales, ya que esta disposición se refiere 
al aludir a ta autoridad competente, a aquéllas que la ley le 
acuerda facultad para aprehender a las personas. 

Pojp ello y Conforme a lo dictaminado por el Sr. Fiscal 
de Cámara si* confirma la resolución recurrida de fs. b\ con 
costas. — Ahfl Madariaga — Julio Á, Benitez — E. Varbó 
Funes. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i rus, 10 «le diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Habeas Corpus, presentado por 
el Dr. Julio César Sánchez Valtier, a favor del detenido 
José Augusto (¡arría 1 \ en los que se ha concedido a fs. 
,'Í7 el recurso extnionlhinrio. 
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Considerando; 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 34 
se funda» en síntesis, en la violación del art. 18 de la 
Constitución Nacional por no existir en el presente caso 
orden expresa de detención de José A* García y porque, 
h¡ existiera, provendría de juez incompetente para co- 
nocer de la causa en que se había dictado. 

Que el primer punto, decidido por la sentencia ape- 
lada en sen ti ilo contrario al que pretende el recurrente, 
es de hecho y prueba y, por consiguiente, irrevisible por 
medio del recurso extraordinario (Fallos: 131, 344; 195, 
408; !!)«, 584). 

Que la segunda cuestión tampoco tiene relación di- 
recta <* inmediata con el ai tículo constitucional invocado, 
pues ha sido resuelta por interpretación de las disposi- 
ciones del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
irrevisible por esta Corte Suprema en razón de tratarse 
de normas procesales, suficientes para sustentar la re- 
solución apelada y no impugnadas como inconstitucio 
nales (Fallos: 155, 356; KJ5, 367). 

Por tanto, dechírase improcedente el recurso ex- 
traordinario concedido a fs¿ 37. 

Tomás ]*. Casares — Fklipe S. 
Vkukz — Justo L. Alvaiiez 
KoiHiímjEZ — Rodolfo G, 
Valenzuela. 
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AUGUSTO PÍNÍ Y OTROS 

HECVUSO EX Til A O ROI NA RIO: R$qitíi&$t09 fórmale*, tntcwposi- 
i'íó» del r# , t»r>'i. Ettnthimi'ntiK 

Es improcedente el recurso extraordinario, cuando en el 
escrito de interposición del mismo se ha omitido la ne- 
cesaria referencia a los hechos de la causa y a la relación 
que ellos guardan con la cuestión que se intenta someter 
ul Tribunal, ai cuyo efecto son insuficientes las remisiones 
a lo anteriormente actuado en juicio. 

GOBIERNO DE EACTO. 

Los decretos leyes de carácter penal dictades por el go- 
bierno de fac|0, co,no ol W 536/45, son válidos por ratón 
de su origen y subsisten mientras no sean derogados por 
ley, aunque no hayan sido ratificados por el Congreso. 



Sentenc ia del Juez Fcdeieal 

Buenos Aires, abril 16 de 1948. 

Y vistos: 

Para resolver el sumario criminal $J* 436/48, instruido 
por infracción ul Decreto X* 53fi/4á, que reprime los delitos 
contra la seguridad del Estado, contra Augusto Pini. italiano 
de 43 años de edad, divorciado, gerente del Banco Francés e 
Italiano para la América del Sud; Roberto Manuel Ra*kovsky f 
argentino, de 27 años de edad, casado, periodista; María Mé- 
nica Milward Barr. chilena, de 30 años de edad, soltera, 
periodista; John Francis Griffiths, norteamericano, de 49 
años de edad, casado, comerciante; Encarnación Alvarez 
Rcdríguez. española de 40 años de edad, soltera, mucama; 
Aída Marquesa Silva, argentina de 25 años de edad, soltera, 
mucama; Sattfiago Gaglíauo, italiano de 25 años de edad, 
saltero, contador público y Xora Pines de Vitcrbo, italiana de 
34 nñns tic edad, periodista, 

Y considerando ■ 

El presente sumario se inicia por denuncia efectuada el 
primero de abril del corriente año ante la Policía Federal. 
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la que corre agregada «le fs. 1 a 4, por medio de la cual se pone 
en conocimiento de la autoridad policial, que ciertas personas 
pretenderían perturbar el orden y la seguridad del Estado 
preparando movimientos de carácter gremial, tanto en la Ad- 
ministración Nacional como en compañías privadas. Puestos 
los hechos en conocimiento del Juzgado y con el objeto de 
pro venir posibles y graves ult prioridades en la marcha normal 
ile las actividades del país, este decreta a fs. la intervención 
ile aparatos telefónicos de pertenencia de los presuntos im- 
putados. En cumplimiento de la orden judicial dada por 
intermedio de la Policía Federal, al Sr. Administrador Ge- 
neral do Correos y Telecomunicaciones, éste informa, de fs. 9 
a 13 y de 34 a 40, el resultado de la intervención que le cupo 
a dicha repartición en la interferencia de las coinii nica e iones 
telefónicas efectuadas por medio de los tiparatos sindicados. 
Comprobándose coi iversac ¡ates telefónicas que hacen verosímil 
prima, facie la denuncia, ruino así la intervención de dichas 
actividades de los implicados. 

Con tales elementos de pruebu a fs. 55* y 65 vta., el Juz- 
gado decreta de acuerdo al art 23u del Cód. de Proc. en lo 
Criminal el procesamiento de las personas ya nombradas. 

Prestan doclaracifiii iudagatOlia a fe. í>U, 73 vta. y 88 D. 
Augusto Pini; a fs. 60, (i7vta. y 80 Roberto Manuel Raskovsky; 
a fs. (¡0 vta., 70 y fcü, Amadeo Reeanati; a fs. íil y 88 Fran- 
cisco Griffiths, a fs. ÍJ3 y 88 vta. María Montea Mihvard; a 
fs. 64 Encarnación Alvaroz Rodríguez; a fs. (i4 vta. Aída 
Marquesa Silva; a fs. 65 Santiago Gagliauo y a fs. 79 y 86 
Nora Pines de Viterbo, quienes niegan los hechos que se tes 
imputan. 

Efe fs, 91 a 138 corren las informaciones sobre antecedentes 
y conducta de los procesados. 

Ante los hechos denunciados y los indicios que surgen de 
las conversaciones mantenidas por les procesados, glosadas en 
el informe de la Dirección General de Correos y Telecomuni- 
caciones por una parte y por otra la negativa de aquéllas» crea 
«■u este proceso una situación de incertidumbre tal, que de 
acuerdo al art. 13 del Cód. de Proe. en lo Criminal debe 
resolverse en favor de los procesados. 

Por estos fundamentes y de acuerdo a lo solicitado por el 
Sr. Procurador Fiscal, corresponde resolver la situación de 
los procesados en la fe mía que determina el art. 435 ine, 2* del 
(Vid. ilc Procedimientos en lo Criminal y en consecuencia, 

Resuelvo : 

V) Sobreseer provisionalmente en la causa y con rc$- 
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pecto & los procesados Augusto Pini, Roberto Manuel Ras- 
kovsky, María Mónica Milward Barr, Amadeo Recanati, John 
Francis Griffiths, Encarnación Alvares Rodríguez» Aída Mar- 
quesa Silva, Santiago Gagliano y Nora Pines de Viterbo, por 
%er insuficientes los elementos de juicio acumulados en autos, 
para acreditar la responsabilidad criminal de lo» internos. Art. 
435; inc. 2* del Cód. de Proc. en lo Criminal. 

2 Q ) Póngase a los procesados en libertad, librándose 
oficio de estilo al Sr. Jefe de la Policía Federal. — Oxear D. 
Palma Bellrán. 



Sentencia de la CImara Federal 

Buenos Aires, octubre 8 de 1048. 

Vistos y considerando: 

Que apelado el auto de fs. 14 I t que sobresee provisional- 
mente en I» causa y respecto a los imputados, los Sres. defen- 
sores plantean el caso Federal, alegando la no vigencia del 
Decreto N 9 536/45, modificatorio del Código Penal. 

Este Tribunal en la causa "Ootthilf O. y otros", Reg, 
1397, t. 3, pag. 293i del 15 de setiembre del corriente año, ae 
ha pronunciado al respecto expresando que, 'Mes decretos - 
leyes de carácter penal, dictados por el gobierno de facto, se 
encuentran en plena vigencia mientras no sean expresamente 
derogado», no siendo impugnables por razón de su origen" 
(C. S. fallo: 210, 481 del 31 de mayo del corriente año). 

En cuanto al carácter del sobreseimiento dictado a fs. 141 
sen acertadas la* consideraciones formuladas por el a*quo, con 
excepción de las procesadas Alvares Rodríguez y Silva, cuyo 
desempeño como domésticas aparece circunscripto a sus acti- 
vidades propias, sin vinculación alguna con las desarrolladas 
por sus patrones. 

ti ti mi mérito, se confirma el auto apelado reformándolo 
cotí respecto a Encarnación Alvares* Rodríguez y Aída Mar- 
quesa Silva, a quienes se sobresee parcial y definitivamente, 
i-oíi la mención del art. 437 del Cód. de Proc. Criminales. — 
J uan Cétar Romera ¡burra — Agustín Sores Martínez — José 
K. ¡rusia Cornet. 
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PALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Buenos Aires, 10 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Pini Augusto y otros «obre in- 
fracción a los arts. 8, 33, 34 y 35 del decreto 536|45", cu 
los que se han concedido a fs. 198 y 207 los recursos ex- 
traordinarios. 

Considerando: 

Que, como lo expresa el Sr. Procurador General» 
H recurso deducido a fs. 195 no fue debidamente fun- 
dado, conforme a la reiterada jurisprudencia de esta 
< 'críe Suprema (Fallos: 210, 383 y los allí citados entre 

otros). 

Que tanto la validez de las normas penales estable 
eidas por docrctos-leyes del gobierno revolucionario, 
corno la subsistencia de ellas mientras no fueran dero- 
yadas por ley han sido reconocidas antes de ahora por 
la jurisprudencia de este Tribunal (Fallos: 208, 562; 
210, 481). 

Que las razones en que se funda el pronunciamiento 
de Fallos: 209, 390 y los que allí se citan, para susten- 
tar la tesis de la subsistencia de las normas legislativas 
dictadas por los gobiernos de facto, no autorizan una 
solución distinta para los supuestos en que dichas nor- 
ma* revistan carácter penal, como también se desprende 
do lo expuesto en el voto del t. 204, p. 355. 

Que no resultando de los propios decretos-leyes de 
referencia —como no resulta del impugnado en autos- 
Mi carácter transitorio y limitado a la duración del go- 
bierno que los dictó, un sería posible declarar su cadu- 
ridad sino sobre la base de la desaparición de las razones 
o circunstancias que en su momento dieron lugar a su 
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sanción, romo, en realidad lo pretende él recurrente; tó 
cual importaría, sin duda alguna, penetrar en un terreno 
reservado al legislador y vedado, por consiguiente, al 
Poder Judicial 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General declárase improcedente el re- 
curso interpuesto a fs. 196 y confírmase la sentencia 
afielada en lo que ha sido materia del recurso deducido 
a K 199. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Loxom — 
Rodolfo G. Valenzuela, 



TEODOLINA 3ASTARRICA v. CIA. DE SEGUROS 

LA AGRICOLA 

RECURSO EXTRAOiWlXAIilO; Requisitos fórmalas, interposi- 
ción del recurso. Termino. 

El auto denegatorio del recurso extraordinario se noti- 
fica por nota o sea, en el procedimiento ante los Tribu- 
nales del Trabajo, el día hábil subsiguiente al de su fecha; 
por lo cual hállase fuera de término el recurso de hecho 
interpuesto después de transcurrido el plazo de tres* días 
a contar desde dicha notificación ('). 



A. CIA. DE ELECTRICIDAD DEL SUD ARGENTINO 
v. MUNICIPALIDAD DE MERCEDES 

RECURSO DE QUEJA. 

El informe que en el recurso de hecho requiere la Corte 
Suprema del tribunal de la causa debe evacuarse en papel 

(l) 10 do diciembre de 1918. Falloa: 179, 143; 198, 299. 
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simple, no obstante las disposiciones que sil respecto con- 
tenga la ley de sellos local, y sin perjuicio de oportuna 
reposición por quien corresponda, conclusión extensiva al 
supuesto en que el tribunal requerido opte por la remi- 
sión de los autos a título de informe (M. 



NACION ARGENTINA % LUIS A. VALIANTE 

RECURSO DE REPOSICION, 

Las resoluciones de la Corto Suprema no son susceptibles 
de recurso de reposición, aun intentado por vía de acla- 
ratoria; la que en el caso tampoco podría admitirse por 
ser ajustado lo resuelto a la jurisprudencia del Tribunal 
y a las circunstancias mencionadas por el recurrente (*). 



JOVITA H. MOSQLERA DE NOIR 4 T v. ( SEMENTINA 
O. SABATINI DE PEREZ 

RECURSO DE QUEJA. 

Corresponde notificar en los estrados de la Corte Su- 
prema al recurrente que ha omitido constituir domicilio 
legal no obstante las dos intimaciones que a ese efecto se 
le han hecho en la queja ( 3 ). 



NACION ARGENTINA v. PROVINCIA DE RUENOS 

AIRES 

EXPROPIACION : Principio* generales. 

El desalojo del arrendatario o de sus derecho-habientes 
del bien expropiado debe decretarse a solicitud del expro- 
piado^ sin perjuicio de los derechos que aquéllos puedan 
hacer valer por les daños que de ello les resulten ( 4 ). 

(1) 10 de diciembre do 1948. Fnllo»: 116, 405. 

(2) 10 de diciembre de 1948. Fallón: 206, 372. 

(3) 10 de diciembre de 1948. 
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INSTiTlTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL 
v. RADIO BELORANO 

JÜRISUWCluS Y COMPETENCIA : Competencia federal Pq* 
ta materia. CtíMSWi en que son partea entidades autdrquieoé nació 
nales* 

Ni* i-í i-responde a la ju&tiria federal sino a lus tribunales 
de ía jtt&tida del trabajo de la Capital el conocimiento 
de un juicio de apremio promovido por el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social contra un empleado por cobro de 
la tuina a que aquél lo condenó proveniente del depósito 
omitido de «portes obreros y contribuciones patronales y 
multas por infracciones al art. 63 del decreto 31.(ití5/44 
y al urt. 77 del decreto 3O0L>/4fi. 

Díctamen IMSL PicorruAüoit GbXKBAL 
Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto por V. K. en 210, 404 co- 
i respumk» confirmar el fallo apelado en cuanto luí po- 
dido ser materia de recurso. Buenos Aires, noviembre 
S de VMH. ~- é&rlm 0. D<>!f¡no. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. 15 de diciembre do 194S. 

yUtQS lois autos 44 Instituto Nacional de Provisión 
Social (secc. úéúé ley 31.665 44) contra Radio Belgrano 
y primera cadena argentina dtí Broadeastings S. A. so* 
hré cobró do pesos (apremio) 9 \ en los que se ha conoe- 
<l¡do n fs. ;>(> el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Qito la cuestión sometida al pronunciamiento do ostrt 
Corte Sttpreitiíi consiste en saber si corresponde u la 
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justicia federal o a la del trabajo de la Capital de la Re- 
pública conocer del presente juicio de apremio promo- 
vido por el Instituto Nacional de Previsión Social con- 
tra liadio Belgrano y Primera Cadena Argentina de 
Broadcastings, S, A., por cobro de $ 540.284,54 ni|n. pro- 
venientes del depósito, omitido por la demandada, de 
aportes obreros y contribuciones patronales y de multas 
aplicadas por infracciones al art. 65 del decreto 31.665 1 14 
y al art. 77 del decreto 33.302)45. 

Que el cobro de dicha suma se persigue de acuerdo 
con una resolución del Instituto (fs. 1 y siguientes) com- 
prendida cutre aquellas que, según el art. 1í), inc. 1>) del 
dea 32.347¡44 ratificado por la ley 12.948, serían revi- 
sibles, en gíado de apelación, por la Cámara de Apela- 
ciones de la Justicia del Trabajo de la Capital Federal 

Que ello demuestra claramente ser la presente causa 
una de las previstas en la última parte del art. 3* del 
mencionado dcc. 32.347144, de competencia de la justicia 
del trabajo conformo a lo decidido por esta Corte Su- 
prema en Fallos: 210, 404. Sería en verdad contradic- 
torio c inexplicable atribuir a la justicia del trabajo 
competencia pani pronunciarse sobre las resoluciones 
del Instituto que imponen obligaciones al empleador y 
privarla de ella cuantío se tratara de liacer efectivo por 
vía de ejecución el cumplimiento de dichas obligaciones. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General confírmase la sentencia apelada en 
lo que tía sido materia de! recurso, 

Tomás D. Casakes — Friavw S. 
Pérez — Luis I?. LoNoni — 
JrsTo U AiiVAitEZ Rodríguez 
— Rodolfo O. Vauinzitelu. 
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NACION* ARGENTINA v. ESTEBAN AVAGA 

BX *RO¡*IACtOS i Procedimiento, l'tocedimknin judicial 

La paralización de los juicios tic expropiación establecida 
por el art. 1, ¡nc. 7, del decreto 33.425/48 no es ¡sin más 
y de por sí operativa, sino que m halla supeditada a lo 
que dispone el art. 2; por lo cual y ante la oposición del 
representante de la Nación, corresponde proseguir el 
juicio. 

FALLO f>K LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de diciembre de 1948. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien el art. P, inc. 7" de) decreto n 9 33.425/48 
dispone - ap. 2*— 14 los juicios de expropiación ya ins- 
taurado.* serán paralizados siempre y miando no se oca- 
sione perjuicio alguno al erario nacional'*, el cumplí 
miento de osa medida se supedita a lo establecido en el 
art. 2* del misino decreto, que a su vez preceptúa que 
corresponde al Presidente del Consejo Económico Na- 
cional el control de las previstas en el artículo anterior, 
a coya efecto convendrá con el Ministro de Hacienda, 
la forma flé llevarlas a la práctica. 

Que ante la oposición formulada en el dictamen que 
antecede del Sr. Procurador General y no siendo, según 
queda dicho, sin más y de por si operativa la suspensión 
dispuesta en el art. l\ inc. 7 V , ap. 2* del decreto if 33.4251 
4S, corresponde que la causa corra según su estado. 

Kn su mérito se declara que el juicio debe seguir su 
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curso. Y téngase presento el perito propuesto a los 
ofcetos dnl punto 4" del auto de fs, 1G9. 

Tomás D. Casares — Felu»e S. 
Pékess — Luis R. Lonodi — 
Justo L. Alvauez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



ENRIQUE SCIIVAKTZMAN 

IttiVUltSQ KXTitAOKWXARlO: Requisitos fórmate*, interpon* 
t it'm del recurxo, Fundamento. 

Es impropíente el recurso extraordinario, cuando en el 
escrito de interposición del misino se ha om'itido ta nece- 
saria referencia a les hechos de la causa y a la relación 
que ello» guardan con la cuestión que se intenta someter 
¡d Tribunal, a uyo efecto son insuficientes las remisiones 
a Jo anteriormente actuado en juicio. 

i "OSSTiTVCION SAdOXAL. Derechos y garantios, Defeuia *« 
inicio. Principios generales* 

VA derecho de defensa en ¡juicio no es absoluto; está su- 
joto a las reglamentaciones necesarias para hacerlo compa- 
tible con los derechos de los demás litigantes y con el 
inten'.s social de obtener una justicia eficaz, y, en subs- 
tancia, sólo requiere que se oiga al interesado y se le dé 
Oportunidad pára producir la prueba tendiente a justi* 
fiear su fleréclio, 

coxsrrn'cios xacio.xal\ nme-hu* >t garantía* túfense ** 
jtticfo. Principio» gemnÜe*. 

Xn comporta violación dé la defensa en juicio la senten- 
cia c|ue, fundada en la interpretación del Código Penal 
y en [a circunstancia de eonsiderar probado que el recu- 
rrente procedió con dolo ni imputiir al querellante abuso 
de la firma en blanco en un juicio rivil anterior, condena 
;tl primero por el delito de calumnias. 



«a 
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Sentencia del Juez del Crimen 

Buenofi Aires, 12 de julio de 1048. 

Y Vistas: Este proceso seguido por querella de Arón 
líroui por el delito de calumnia, reiterado, centra Enrique 
Schvartzman, ruso, de 54 aña-* de edad, eon 41 de residencia 
en el ptfa, casado, comerciante y domiciliado eij la calle Junin 

Si* 454, de cuyas constancias, 
Resulta ; 

a) Al invocar la querella el actor expuso (fs. 4) que 
en su carácter de procurador intervino en Varice aMinlcs re- 
pmentando a ScJivartzinan, de acuerdo a cuyas instrucciones 
y conveniencia desempeñó el mandato; en una oportunidad 
y hallándose en trámite los juicios en que lo representaba, 
nú mandante le expresó el deseo de liquidar las cuentas pen- 
dientes; como él retenía una suma de dinero de Schvartzman, 
le hizo la pertinente rendición de cuentas y le devolvió los 
$ íi-lí)2 que integraban aquélla; en prueba de conformidad, el 
13 de noviembre de 1945, el querellado le entregó un docu- 
mento (reservado en el Juzgado) en eí que reconoce los extre- 
mos anotados; sin embargo, 2 días después le envió un tele- 
grama en el que le intimaba el depósito de esa suma a la 
orden del juzgado dé Paz X 9 3 ó, en su defecto, el reintegre 
para efectuar personalmente el depósito judicial, actitud que 
reiteró tiempo más tarde ron la amenaza de denunciar el caso; 
en lugar dé ello, Schvartzman le promovió un juicio por ren- 
dición de cuentas ante el Juzgado Civil X 9 8 — agregado por 
cuerda floja — , en el cual expuso el apunto a su modo y ocultó 
maliciosamente la existencia del documento au>s aludido y 
la percepción de la suma a la que aquél se refiere; por su 
parte, al contestar Ja demanda agregó el papel en cuestión y 
relató la i rilad de Ims hechos, pero todavía cuando debía 
abrirse el juicio a prueba, el querellado solicitó la remisión 
de íos antecedentes a la Justicia de Instrucción, fundado en 
que dcficcnocia el recibo «le marras. En el proceso criminal 
—también atrregado — Schvnrtzman sostuvo que era comple- 
tamente falso el contenido del recibo — ver testimonio de 
£% I— y le atribuyó la comisión del delito de falsedad de iris- 
truniento privado y de haberlo despojado de una cantidad de 
diñe ni. 

El querellante aduce que como en el proceso, que terminó 
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con un sobreseimiento definitivo, se le imputaron falsamente 
los delitcs contemplados en los arts. 173, inc. S* y 292 del 
Código Penal, Be ha configurado el delito contra el honor a 
que se refiere el art 10» del mismo código. Pide se aplique 
a iSchvartzmau la penalidad establecida en la norma precitada 
y se le imponga el pago del daño moral, cuyo monto no estima, 
y las costas causídicas. 

A fs. 17 acompañó el testimonio que obra de fs. 14 a 16, 
en el que transcriben actuaciones del expediente de rendición 
de cuentas, en parte reproducidas en el de iniciación, y con 
el cual se acredita, según el querellante, que Schvartzman lo 
ha calumniado reiteradamente. Con posterioridad, a fs. 20, 
amplió la querella en mérito a lo que expusiera el imputado 
al absolver posiciones en el juicio civil, como se desprende 
dél testimonio que corre a fs. 19. 

b) En la audiencia dispuesta en orden a lo estatuido en 
el art. 591 del código de rito, de que instruye el acta de b. 13, 
las partes no se concillaren (ver además fs. 34 vta., 36. 41, 
43 vta, y 47). 

c) El Sr. Defensor particular al evacuar los traslados, 
a fe, 22 y 29, sostiene que .Srtivartzman no tuvo en ningún 
momento la intención de falsear la verdad o de calumniar 
o injuriar al actor y ajustó su conducta a la defensa de sus 
interesen conforme a lo que había ocurrido y de acuerdo con 
las disposiciones legales que cita. Puntualiza algunas moda- 
lidades de la gestión de Drom que, según arguye, no cumplió 
debidamente el mandato y exprosa que opone la "exceptio 
verjtatis" que aunque no resultare plenamente demostrada, 
sería suficiente para evidenciar la total ausencia de dolo. En 
definitiva pide la absolución del imputado, cin costas al actor. 

Y Considerando: 

Y 1 ) Los diversos actos que el querellante atribuye al im- 
putado, integrantes, según aquél, de hechos delictivos distin- 
tos, se refieren en realidad a las circunstancias reseñadas por 
Schvartzman en la declaración que prestó a fs. 2 del expe- 
diente criminal agregado y que, concreta mente, consisten en 
atribuirle a Brom que no cumplió con el mandato que 
le confiriera, para que depositara mcnsualmcntc sumas que le 
entregó para un juicio de consignación de alquileres, y en la 
falsedad del contenido úA documento fotografiado a fs. 4 del 
procesó aludido en primer término, relativo a la rendición 
de las mismas cuentas. Ello evidencia que la declaración que 
se acrimina y Ir» expuesto por Schvartzman al absolver posi- 
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dones cu el jtiieio civil — testimonio de fs. 1ÍJ — , que atañe 
a las mismas particularidad* 1 », no constituyen imputaciones 
diversas sino una sola (Exema. Cámara, Fallos, T. 4* p. 91), 
integrantes de una unidad jurídica, lo que estimo conveniente 
dejar sentado en primer término para limitar la cuestión a la 
materia que debe ser juzgada. En la misma situación se en- 
cuentran las piezas testimoniadas de fs. 14 a 16, producida» 
en el juicio que Selivartzman promovió a Brom por rendición 
de cuentas y respecto a las cuales cabe agregar que emanan 
del apoderado del querellante, en ejercicio de su ministerio 
(ver arg. del caso registrado en Fallos, T. 1, pág, $2). De todos 
modos, tales escritos aluden a la misma situación y no deben 
ser objeto de un especial pronunciamiento. 

*2?) La objetividad de las imputaciones formuladas por 
Schvartzman que, evidentemente integran las modalidades de 
\m figuras contempladas en el art. 173 del Código Penal — en 
el inc. 2 V , cu cuanto a la omisión de las censig naciones, y en el 
3 o , en lo que respecta a la suscripción del documento—, se 
encuentra acreditada con los testimonios de fs. 1 y 19 y con 
lo expuesto por el propio encausado a fs. 59. 

Por otra parte, está también demostrado que I b circuns- 
tancias de referencia fueren objeto del sobreseimiento defini- 
tivo pronunciado a fs. 11 del expediente criminal agregado. 

Ello no obstante, Schvartzman insiste en la veracidad de 
sua relatos y las particularidades del caso determinan la con- 
sideración de ese argumento que constituye la defensa del 
encausado. Aunque la resolución aludida hace cosa juzgada 
en cuanto al delito que el querellado atribuyera a Brom, tal 
pronunciamiento en manera alguna constituye un elemento 
de juicio eonchiycute para apreciar la conducta de Schvartz- 
man, pues t»i bien la calumnia no requiere un dolo específico, 
el genérico debe evidenciarse con probanzas distintas a la de- 
claración judicial de la inexistencia de un delito, máxime sí 
se valora que el auto de referencia se funda en el reconoci- 
miento de una firma, que el querellante no niega y en los 
efectofl civiles de esa actitud (art. 1028 del Código Civil" 
Cabe destacar al respecto que, sin perjuicio de esas conse- 
cuencias jurídicas, sólo el reconocimiento del contenido puede 
implicar la prueba total de lo que el documento expresa en 
«'uanto a la responsabilidad penal del otorgante, conforme a lo 
estatuido en el art. 350 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

3 r? ) En orden a esta cuestión básica debe tenerse en cuen- 
ta que los asertos de Sch vari /.man kc refieren a tas dos moda- 
lidades ya mencionadas; por una parte, el incumplimiento 
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de Brcm en sus obligaciones como mandatario de depositar 
niensualinente cierta parte de las sumas que él le entregaba 
y que debían consignarse en el juicio respectivo y, por la otra, 
el engaño para que suscribiera el documento en el que apa- 
rece dando conformidad con la rendición de cuentas. 

Respecto a lo primero debe tenerse en cuenta que IJrom, 
mediante la carta de fs. 3 (reconocida por él) del expediente 
de rendición de cuentas, el 15 de noviembre de 1944 se com- 
prometió a tramitar "los juicios que fueren necesarios contra 
David Ini a fin de obtener que el alquiler de la casa Junín 
454/56 sea rebajado basta la cantidad de $ 470,25 m/n." Con 
ese motivo el apoderado inició un juicio por consignación y, 
desde el 7 de diciembre de 1944 hasta el 3 de noviembre de 
1945, recibió mensual mente de Schvartzman la cantidad de 
$ 569,50 (en total $ ti.994, incluidos § 200 para gastos y con 
excepción del último mes que «sólo recibió $ 419,50) como se 
desprende de los recibos, que también reconoció, glosados 
fs. 4 o 16 del mismo expediente. Consta en el primero de ellos 
(fs. 5) que la entrega era 44 para depositar a la orden judicial 
en el juicio a promover c/ el Sr. David Ini, sobre consigna- 
ción por alquiler al mes comprendido entre el 12 de diciembre 
de 1944 al 12 de enero de 1945". En los restantes se divide 
el total en dos partidas, una de ♦ 109,25, que debía retener 
el apoderado — evidentemente a las resultas del juicio — y 
otra, de $470,25 "para acreditar en su cuenta en este estudio 
al asunto e/ David Ini, sobre consignación* 1 . La utilización 
de los términos transcriptos no puede variar la finalidad de 
las entregas que tenían por fin que se efectuaran las consig- 
naciones, extremo que se evidencia por lo expresado en el re- 
cibo de fs. 5 y se desprende sin forzada interpretación de la 
índole del asunto, de las funciones de Brom, de la salvedad 
relativa a la diferencia y del cumplimiento parcial de aquéllas. 

Consta a fs. 32 del expediente por ejecución de alquileres 
que Brom efectuó depósitos (de $ 470,25 cada uno; $ 2.821,50 
en total) en las fechas siguientes: 29 de diciembre de 1944 
y íí de febrero. 5 de abril. 11 de mayo. 4 de julio y 3 de se- 
tiembre de 1945. Es decir, sólo tí sobre las 12 entrega» que le 
hizo Scjivartasman puntualmente en los primeros días de cada 
mes, salvo enero. Demuestra ello que Brom no cumplió con 
sus obligaciones de mandatario (arts. 1904, 1905 y concor- 
dantes del Código Civil) al no efectuar oportunamente los 
depósitos del dinero que recibió para tal fin. Por consiguien- 
te, sobre este aspecto de la cuestión el querellado no ha incu- 
rrido en falsedad al relatar esas circunstancias, sin que la 
apreciación judicial de las mismas, la ulterior y discutida con- 
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formidad o el supuesto legal contenido cu el art 1028 del 
Código Civil puedan crear una mentira que no se ha dado 
en la realidad. 

Todo ello condiciona la valoración sobre la segunda moda- 
lidad de las manifestaciones de Schvartzinan que fundamen- 
tan la querella, jua consciente falsedad de afirmar que el con- 
tenido del documento reservado — fotografiado a fs. 4 del 
expediente del Juzgado de Instrucción X* 2— no es exacto, 
que Brom atribuye al querellado, no está suficientemente acre- 
ditada en el *ub-Hte t puesto que además de los citados antece- 
dentes que, en cierta medida circunscriben la apreciación, 
existen otras particularidades que determinan dudas sobre la 
imputada mendacidad del querellado. El papel aparece fecha- 
do el 13 de noviembre de 1945 y entre otras cosas expresa 

t\m recibe un dinero " cuya retención se efectuó por 

Vil. de acuerdo con mis instrucciones % pero este giro 

no concuerda en su .sentido con el ya comentado de los recibos, 
en especial el de fs. 5, donde claramente se dice ** . . - para de- 

positar a la orden judicial por otra se especifica en 

las demás una retención parcial de las mensualidades lo que 
no armoniza con la total. Schvartscman hizo a Brom una últi- 
ma entrega el tí de noviembre de 1945 (recibo de fs. 16), 
después que se le iniciara el juicio por ejecución de alquile- 
res (contestó la demanda el 12 de setiembre, fs. 10 yta. del 
mismo) y no resulta entonces explicable que 10 días más tarde 
reclamase la devolución de caá suma y otras cantidades, má- 
xime si se estima que Brom continuó asesorándolo con poste- 
rioridad, crino se de-prende de sus afirmación**, del patro- 
cinio del mismo letrado (que también patrocinó a Brom en el 
juicio ile rendición «ucntas) y ríe actuar con domicilio consti- 
tuido en el escritorio del querellante (ver fs. 14 de la ejecu- 
ción de alquiler). 

Si bien fué SehvartKtnan quien en esc expediento firmó 
ios escritos, la intervención del querellante, que no se discute, 
y las particularidades de las consignaciones, ya apuntadas, 
hacen también inexplicable ta afirmación incierta de que en 

el juicio de consignación 4< Be encuentran depositado* las 

mensualidades adeudadas en concepto de alquiler y de acuerdo 
ti lo que establece el Decreto X 9 t58ü'\ como se sostiene en 
la contestación del juicio por alquileres. Tales circunstancias 
determinantes de tludns sobre el contenido del papel en exa- 
men, se hallan todavía condicionadas por los caracteres for- 
males de ese documento. Todos les documentes glosados a los 
expediente* Qué corren por cuerda floja y, precisamente, el 
que fundamenta la acusación, que elude a una considerable 
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entrega de dinero, carece de los sellos correspondientes. No es 
entonces inverosímil que Sehvartzmaii lo suscribiera, aunque 
Brom era su apoderado, como firmó, los escritos presentado*) 
en la ejecución. 

La subjetividad de la falsedad que se atribuye a Sehvartz- 
inan es, en consecuencia de lo expuesto, de carácter dudoso 
y no puede valorarse su conducta cerno constitutiva de un 
delito que requiere, romo todos, un dolo evidenciado. El art 
13 del Código de Procedimientos en lo Criminal determina 
que debe estarse a lo que sea más favorable al acusado. 

Por tedo ello. Fallo : Absolviendo de culpa y cargo a En- 
rique Schvartzman del delito de calumnia, reiterado, que se 
le incrimina. Costas en el rden causado. — E. Tolosa Castro. 



Sentencia de la CAmajia de Apelaciones en lo Criminal 

y Correccional 

Buenos Aires, octubre 10 de 1048. 
Y Vistos: Considerando: 

Que e$t$ proceso viene a conocimiento del tribunal en 
virtud de les recursos de apelación interpuestos por el defen- 
sor, contra la sentencia de primera instancia, limitando este 
ultimo su recurso en cuanto a que dicho pronunciamiento no 
impone ni primero el pago de la» costas. 

Quo según resulta de los términos de la querella y de 
loa testimonios que la misma acompaña y corren glosados 
a fs. J y V\ el querellado, en oportunidades distintas, imputó 
al actual querellante la retención indebida de dinero que éste 
recibiera en razón de mandato, y el abuso de firma en blanco 
con relación al documento que aparece otorgado por el quere- 
llado el 13 de noviembre de 1945, per "1 que resultaría justi- 
ficada dicMa retención y demostrada la posterior entrega del 
dinero. 

CJiie el querellado, en la audiencia de que instruye el acta 
de fs. 50, ha reconocido la firma del documento reservado a 
fk 110. expresando que lo suscribió engañado por el quere- 
llante quien aparentó leer un texto que tío correspondía al 
verdadero contenido de tal documento. 

Que tales manifestaciones no hallan debida corroboración 
• -i c! proceso y, en consecuencia, deben tenerse por cierta 1 - l«.s 
declaraciones contenidas en dicho dccujnento, que aparecen 
libremente formuladas por su otorgante. Tale» concluRÍonefi lío 
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se alteran en razón de las circuustancius de que hace mérito 
la sentencia, tuda vez que las mismas no pueden invalidar 
las constancias de dicho documento, que surte todeg sus efec* 
toü legales, ni autorizan una razonable duda al respecto. 

Que el análisis de su contenido revela la inexistencia de 
la retención indebida que el querellado imputó al quere- 
llante, sino de una simple demora, libremente convenida por 
las partes, seguida de la total entrega del dinero percibido, 
con lo que quedó oportunamente cancelada la obligación. Por 
consiguiente, está probado que ambas imputaciones son obje- 
tivamente falsas y, dado el carácter personal de la interven* 
ción del querellado en los hechos, también está prpbado que 
formuló tales imputaciones con pleno conocimiento de su fal- 
sedad. 

Que el ánimo de defenderse, invocado por la defensa para 
justificar lo* hechas, no alcanza jurídicamente a lograr tal 
propósito, toda vez que. para la configuración del delito de 
calumnia, basta que el hecho sea doloso, y en la especie el 
querellado ha perseguido, simplemente, la obtención de un 
beneficio de carácter patrimonial. 

Que los hechos probados configuran el delito de calumnia 
en forma reiterada (arta. 109 y 55 del Código Penal), de- 
biendo graduarse la pena en orden a las modalidades de tale** 
hechos, buenns antecedentes del querellado y demás circuns- 
tancias mencionadas en los arts, 40 y 41 del mismo cuerpo 
de leyes. 

Que el daño moral debe fijarse teniendo en cuenta la 
gravedad y reiteración de las imputaciones y lo dispuesto por 
el art. 2í> del citado código. 

Por esto» fundamentes se revoca la sentencia apelada de 
fs. 91 y se condena a Enrique Sehvartzman, por el delito de 
■-al um tita, cometido en forma reiterada, a la pena de un año 
y seis meses de prisión, de cumplimiento en suspenso (art. 26 
del Código Penal), imponiéndosele, igualmente, la obligación 
de pngar al querellante, dentro de 10 días, la suma de $ 1.000 
nacionales, en concepto de daño moral, y satisfacer las costas 
do ambas instancias. — Emento J, Urc. — Rodolfo Medina. 
Mario A. Odcrigo. 
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Dictamen mi* Procurador General 

Suprema Ooríe: 

El recurso extraordinario deducido a fs. 113 debo 
ser desestimado por cuunto: 

l 9 ) No está fundado en los términos que lo exige 
la interpretación que reiteradamente ha dado V, 13. al 
urt. 15 de la ley 48; 

2 9 ) La cuestión federal intentada no guarda vincu- 
lación directa con la materia del juicio, y 

3*) La sentencia recurrida resuelve cuestiones de 
hecho y se funda en normas de derecho común suficien- 
tes para sustentarla. 

Procedería, en consecuencia, declararlo mal conce- 
dido a fs. 115. — Bs. Aires, noviembre 30 de 1948. — 
Carlos (7. Delfinv. 

FALU) DE LA COK TE SUPREMA 

Bs. Aires, 15 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Schartzmann Enrique querellado 
por calumnia", en los que se ha concedido a fs. 115 el 
recurso ext raordi na rio. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario no ha sido debida- 
mente fundado porque en el escrito de interposición se 
ha omitido la necesaria referencia a los hechos de la 
causa y a la relación que guardan con la cuestión que 
se intenta someter al Tribunal (Fallos: 210, 383 y 64í> 
entre otros). 



45G 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que, por otra parto, el derecho Je defensa en jui- 
cio no es absoluto sino que esta sujeto a las reglamenta- 
ciones necesarias para hacerlo compatible eon los dere- 
ritos de los demás litigantes y con el interés social de 
obtener una justicia eficaz, y, en sustancia la inviola- 
bilidad de la defensa sólo exige que *e oiga al interesa- 
do y se le dé oportunidad para producir la prueba 
tendiente a justificar su derecho (Fallos: 186, 242 y los 
allí rilados; 194, 220; 204 t 462). 

Que dichos principios no resultan en modo alguno 
vulnerados por la sentencia do fs. 111 fundada, como 
está, no solamente en la interpretación de las respecti- 
vas disposiciones del Código Penal sino también de los 
hechos de la causa — materia toda ella irrevisible por 
esta Corte Suprema — que la llevan a la conclusión de 
que está prohado el dolo atribuido al recurrente. 

Par tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara improcedente el re- 
t'iltm i'xtrunnlhinrio concedido a fs. 115) 

Tomás IX 1\\saüks — Fklipk S. 

PÉREZ — Ll'tS R. LONGHl ~ 

Justo L. A'amkez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



KAIUSICA 1)15 AGI* A LA V ANDINA BALCARCE 

fffitiÜBSO EXTUAOUDISMUO: Resolución. Límite.* dtl pro- 

Reducida hi queja a lu vnolación de la defensa en juicio, 
¡a forte Suprema debe limitarse a decidir esa cuestión. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y ganmtMa. Defensa tn 
jnicio. Procedimiento %j sentencia. 

Puesto que la restricción de la defensa en el procedi- 
miento administrativo ea subsanable en el tramite judi- 
cial subsiguiente, el recurrente que tuvo en éste oportu- 
nidad para hacer las alegaciones pertinentes no puede 
fundar eficazmente en la falta de audiencia en el pri- 
mero, la violación del art. 18 de la Constitución Na- 
cional. 

RECUíiSO EXTRAORDINARIO. Requisitos comunes, tiravomen. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
violación de (a defensa sobre la base de no lia berso dado 
audiencia al recurrente en las actuaciones administrati- 
vas ni de habérsele permitido producir prueba de des- 
cargo en el procedimiento judicial subsiguiente por ha- 
berse tramitado el recurso en relación, ni aquél no intentó 
allegar prueba ni ha indicado en qué consistían ni en qu¿ 
medida era susceptible de excusar o atenuar su respon- 
sabilidad por los hechos que se estimaron reconocidos por 
su declaración. 



Dictamen uel Procurador ürxkuai. 
Suprema l orio: 

Ni eu e] escrito de queja, ui on el que se interpuso 
recurso extraordinario (del <jue se agrega copia a fs. 
2) el reclínenlo lia cumplido con la exigencia del art. 15 
de lu ley 48, tal como lo interpreta reiteradamente V, E. 

Mito era (nulo mus necesario en el presente caso, 
por cuanto, invocándose la violación de la garantía de 
defensa en juicio, por no haberle permitido la produc- 
ción de prueba, debió el interesado indicar en el recurso 
qvá medidas de prueba eran las «pte pretendía producir 
y cuál era su eficacia (*21l\ 635 y t54í>; De Selle» Urbana 
y otros;, sentencia de ahril 20 ppdo.). 

Corresponde, en consecuencia, desestimar el pre- 
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senté recurso directo. - lis. Aires, setiembre 18 de 

1«)4SS Vario* (i. Orí fino. 

FALLO DB U 0<Mt?B Sl'l'ltKMA 

Bs. Aires, 15 de diciembre do WS. 

Vi stos los autos "Recurso de Hecho deducido en los 
untos « Balcarce Fábrica de Agua Lávattdiiia sobre in- 
fracción decreto n" 33.709/45" para decidir sobro su 
procedencia. 

Y Considerando i 

Que la queja que antecede limita las cuestión* a 
decidir por el Tribunal a la violación de la garantía de 
lü defensa en juicio, consagrada por el art. 18 de la 
Constitución Nacional, en que se habría incurrido en el 

procedimiento seguido al ^^'^^^Z 
de limitarse así el pronunciamiento -rallos; - u, iui . 

Que en cuanto la violación de la expresada ^ garan- 
tía consistiría en que en el procedimiento administra- 
tivo no se lia dado otra intervención al sumariado que 
su Citación para prestar ^«^^*f^f» r 
consiguiente otorgarle audiencia a los fines \*"* c{ n 
so, así como oportunidad para produce prueba de d. s 
caigo, que tampoco procede en la instancia judicial pOi 
tramitarse en relación. 

QUO toda vez que con arreglo a la jurisprudencia 
de esta Corte, la restricción de la defensa en que podría 
haberse incurrido en el procedimiento atoinistmfavo, 
,s subsanable en el posterior trámite judien» -Fallos 
205 r,4ít v otros- v ya que ante el juo* de la cansa el 
pet eíouaíte ha tenido ocasión de hacer las 
,„,■ eS tímó pertinentes, la sola falta de audiencia no 
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configura oti la especie la violación invocada ilel art. 
18 de la Constitución Nacional. 

Que os on cambio exacto que ol procedimiento itn 
preso ni recurso, tramitado en relación, no ha dí.rlo 
oportunidad al recurrente de producir prueba de des- 
cargo, pero también lo en que no ha intentado hacerlo, 
ni ha indicado en que hubo de consistir la prueba omiti- 
da, ni la medida en que ella fué susceptible de excusar 
o atenuar su responsabilidad por los hechos que se es- 
timaron reconocidos en su declaración. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
—Fallos: 210, «86 y los allí citados— la falta de las 
mencionadas indicaciones permite desechar el recurso 
extraordinario fu rutado en la restricción de la defensa 
sobre la base de la omisión de la recepción de la prueba 
de descargo, difiriendo sustancialmente en este punto 
el caso de autos del contemplado en Fallos: 205, 549. 

Que en tales condiciones y atento lo resuelto en 
Fallos: 2üfi, 220J 207, 16$ j 208, 282 y otros análogos, 
la queja debe ser desechada. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador (Jenoral se desestima la precedente 
queja, 

Tomás D. Casareis — Felipe S. 
Pkjiez — Luis R. Loxghi — 
Jt'KTo L. AhVAimz Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



m YAUÁM tm bA CORTE SUPREMA 

IIKRIBERTO A. KOBBRT8 v. PROVINCIA 
DE CORDOBA 

C08TAS: Deiarrotlo del juicio. De*ht¡Mtento. 

No bftbiéudose producido el cambio de jurisprudencia res- 
pecto de los requisitos de la protesta invocado en el desis- 
timiento como causal de éste y del pedido de exención de 
costas* corresponde imponer «I actor el pago de ellas. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, A i ros, 13 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Iíobcrts Heriberto A. c./ Córdo- 
ba la Prov. s./ ineoiistitiicionalidad del impuesto a la 
contribución territorial" para decidir respecto de lo 
petición: «lo a fs. y en el escrito que antecede. 

Y Considerando: 

Que el actor runda su desistimiento en la «ola eir 
eiinstanein de haber variado — sepíin afirma— la juris- 
prudencia del Tribunal respecto de la "validez de las 
prote^ta^ contenidas en telegramas colacionados no 
certificados posteriormente a su expedición*'. Cita al 
efecto los fallos, recaídos en los juicios contra la Prov. 
de Córdoba seguidos por Estancias Mac Donald; Asso- 
ciated Estancias y Morca Ciríaco, de fecha posterior a 
Ut iniciación de su demanda, solicitando en virtud de 
éfío exención de costas. 

Que respecto de los requisitos de la protesta» esta 
Corte en los fallos mencionados se ha limitado a reite- 
rar la necesidad de comprobar la remisión y entrega 
del telegrama respectivo —ver Fallos: 210, 172— que a 
su vez remite a Fallos: 195, 24X eorrespomUeme a In 
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reeolucíón dictada con fecha 7 de abril de 1943, fundada 
asimismo en lo pertinente, en jurisprudencia anterior. 

Que en esas condiciones, habiéndose iniciado la 
precedente demanda el 1! de febrero de 1946 f atenta 
la circunstancia de que en el precedente invocado de 
Palios: 210, 172 se rechazó la demanda con costas, co- 
mo asimismo la doctrina de Palios: 179, 350; 180, 140; 
210, 172 —considerando G* — , la exención de costas es 
improcedente. 

En su mérito, téngase al actor por desistido do la 
acción entablada, con costas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvaiikz Rodríguez 
— Rodolfo G, Valekzüela. 



NESTOR RUBEN GIMENEZ 
INSUBORDINACION. 

Existe delito de insubordinación siempre que un inferior 
falte les respetos debidos a la autoridad o a la dignidad 
del superior, aunque el hecho se cometa fuera del servicio 
y de los lugares exclusivamente cometidos a la autoridad 
militar, siempre que se relacione con la condición o estado 
militar del superior y del subordinado. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia militar. 

Corresponde a la justicia de instrucción militar de la Gen- 
darmería Nacional ernoeer de la causa instruida con mo- 
tivo del homicidio cometido por un gendarme contra un 
superior fuera del servicio y en Jugar no sujeto a la juris- 
dicción militar, si la agresión tuvo sn causa en actos de 
la víctima correspondientes al ejercicio de su autoridad 
de superior. 




■ 
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Sentencia del Juez Lethado 

Posatlas, marzo 6 de 1948. 

Autos y Vistos; Para resolver la cuestión de competencia 
que, por inhibitoria, plantea el Sr. Juez de Instrucción Mi- 
litar de Gendarmería Nacional, .Mayor (S. G.) D. Rafael José 
Ba rabino, en la causa seguida a Néstor Rubén Giménez por 
homicidio y lesiones y a Tranquilino Vallejos, por complici- 
dad en los mismos hecho» ; y 

Considerando ¡ 

V Que según se desprende de la nota cursada por el 
Sr. Juez de Instrucción Militar, corriente a fs. 84, el pedido 
de inhibitoria se encuentra fundado en los arts. 117, inc. I 9 
v 118, inc, F del Cód. de Justicia Militar, por haber cometido 
él imputado Néstor Rubén Giménez, dada su calidad de gen- 
darme del Cuerpo de Gendarmería Nacional, el delito de 
insubordinación con vías de hecho, al dar muerte al Alférez 
«leí mismo Cuerpo, D. Ricardo Eloy Burgoa. 

2° Que para determinar si se trata de un caso al que 
corresponda aplicar la jurisdicción militar, se hace necesario 
considerar la* circunstancias en que el hecho fuera cometido, 
a fin de determinar si son de aplicación las normas lépales en 
las cuales se funda la cuestión de competencia que se plantea. 

Como surge de los elementos acumulados al sumario ins- 
truido por la Secciona! Primera de Policía de esta Capital» en 
esta ciudad de Posadas, aproximadamente a las 20,4» horas 
íiel día 20 de enero del año en curso, en la finca de la calle 
HalU que lleva el n 9 248, el gendarme Néstor Rubén Giménez 
hirió de bala al Alférez de Gendarmería Nacional Don Ricardo 
Eloy Burgoa, falleciendo éste el día 27 de! mismo mes, como 
consecuencia de las heridas que sufriera y, en la misma 
oportunidad, resultó con lesiones Da, Dolores Ramón de Bur- 
go», esposa del neeíso. Asimismo de estos obrados, resulta, 
prima facir, que el menor Tranquilino Valle jos, cooperó en la 
ucción del imputado Giménez, al vigilar las actividades del 
occiso, ¿interiores al hecho, e informar al autor principal de 
que ei Alférez Burgoa se encontraba en su domicilio. 

La calificación legal que, prima facic, corresponderá los 
hechos que motivan la presente causa, es la de los arts. 7Í>, 8!) 
v 45 del Cód. Penal. 

3 V Que según lo dispuesto ñor el art 25. inc. 1" del Cod. 
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«le Ptcs. Crim., corresponde entender a las Tribunales de lo» 
Territorios Nacionales, en todos los delitos comunes cometidos 
en su respectiva jurisdicción, por ciudadanos p extranjeros y, 
de acuerdo con el principio establecido por el art. 19 del 
inania Código, ceta jurisdicción es improrrogable. 

De lo expuesto se desprende que, por el lu*rar donde 
el hecho que motiva este proceso se ha producido, les tribu- 
nales de este territorio son los competentes para entender en 
estos autos, si bien debe tenerse presente que, de acuerdo con 
i! art. 26 del Cód. de Ptos. Crim.. la jurisdicción criminal 
atribuida por esta ley a la Justicia Federal o Nacional, en 
nada altera la jurisdicción que corresponde a los Tribunales 
Militares, pero es de tener en cuenta, asimismo, que la juris- 
dicción militar, por su naturaleza, es de excepción y, por lo 
tanto, la# leyes que la determinan deben ser de interpretación 
reetrictiva, por cuya razón debe aplicarse la jurisdicción mi- 
litar únicamente en el caso en que ella 6urja t en forma clara 
y terminante, de la aplicación de las disposiciones lególes al 
hecho que motiva el proceso. 

4* El Sr. Juez de instrucción Militar, como ha quedado 
dicho, huida la competencia que se atribuye, en los incisos 
primeros de los artículos 117 y 118 del Cód. de Justicia 
Militar. 

En lo que se refiere a la aplicación del art. 118 en su 
inciso V\ tratándose, en lo que al imputado Giménez respecta, 
de un soldado perteneciente a Gendarmería Nacional, en 
virtud de lo dispuesto por el art. í 9 del estatuto de dicho 
« uerpo, ello, yrima focic, aparecería inobjetable. 

En lo que concierne a la aplicación del art-. 117, ine. V\ 
citado, es de tener presente que la disposición se refiere a los 
delitos y faltas esencialmente militares, considerándose como 
«le tote* carácter todas las infracciones que, ppr afectar la 
existencia de la institución militar, tan sólo las leyes militares 
prevén y castigan. De las circunstancias del hecho a que se 
hace referencia en él considerando segundo, se desprende en 
forma incontrovertible que no se trata de un hecho que sola- 
mente las leyes militares preven y castigan, sino de uu homi- 
cidio contemplado y penado por el art. 79 del Oód % Penal, 
en lo que respecta a la acción del imputado con relación a su 
superior jerárquico el Alférez Bur^oa. Y esta conclusión fio 
varía aún cuando se considere que la cuestión de competencia 
que se plantea está fundada en la insubordinación a que se 
refieren los arts. 635 y siguientes del Cód. de Justicia Militar, 
en rassón de que, como se determinará, no nos encontramos 
frente a ninguno de los supuestos que allí se establecen. 
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El art. G35 del Cód. de Justicia Militar define la insu- 
bordinación en sus dos incisos, estableciendo que la cometo el 
militar que viola manifiestamente o hace resistencia ostensible 
al cumplimiento de una orden del servicio (inc. $*j o el 
militar que falte, en cualquier forma, o lo» respetos debidos 
a la autoridad o a la dignidad personal del superior (inc. 2*). 

Que el gendarme Giménez no se encuentra comprendido 
en el inc. i' es incuestionable, ya que en su acción no ha 
violado o hecho resistencia ostensible al cumplimiento de una 
orden del servicio a que, por en condición, estaba obligado. En 
cambio podría considerarse y así se sostiene en la nota de 
fs. 79, que por su acción el gendarme Giménez h : incurrido 
en la insubordinación a que se refiere el inc. 2* del art 635. 
Pero esta disposición debe correlacionarse con los arts. G37 y 
638 del Cód. de Just. Militar, como asi con el art, 117 del 
mismo Código y li* 8 del parágrafo III del lí. L. M. 2-a 
(Reglamento de Justicia Militar), que determina la extensión 
de la jurisdicción militar. Debe descartarse la existencia de 
las circunstancias a que se refiere el art. 637, .va que el hecho 
no ha ocurrido en ninguno de los des supuestos allí contem- 
plado*, como así, el art. 63 Q en su párrafo primero y cuatro 
incisos siguientes, quedando aclámente por analizar la aplica- 
ción del último párrafo de este artículo que se refiere a la 
insubordinación fuera del servicio. Si bien el & ¿miarme Gi- 
ménez cometió el hecho, censiderado dentro del inc. 2* del 
art. 635 y ello ocurrió fuera del servicio, es* de toner presente 
que para que en este caso corresponda la aplicación de la 
jurisdicción militar, ello es solamente procedente cuando de 
acuerdo con el art, 117 del Cód. de Just. Militar y el n* 8, 
parágrafo III del It.L.M. 2-a ya citados, el hecho ha ocurrido 
en el ctro apuesto, vale decir, en lugar sometido exclusiva- 
mente a la autoridad militar lo que no ocurre en el presente 
caso. Siendo así, aun cuando el hecho haya ocurrido entre 
militares de distinta graduación resultando víctima el de ma- 
yor jerarquía, debe concluirse que no i.os encontramos frente 
a un heL-lio sometido a la exclusiva jurisdicción militar. 

En efecto, seyán lo establece el R.L.M. 2-a, parágrafo III. 
n* 8, la jurisdicción militar comprende a los militares en 
actividad cuando cometen: a) infracciones militares en cual- 
quier lugar, circunstancia o tiempo y b) infracciones comunes, 
cuando son cometidas en actos del servicio o en lugares mili- 
tare-i estando sometidas a la justicia civil las infracciones 
comunes cometidos fuera de aetos del servicio o en lugares no 
militares, disposición esta que debe ser aplicada concorde a 
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lo preceptuado por el art. 117 y siguientes de) Cód. de Just. 
Militar. 

Quiere decir entonce», que las infracciones o delitos con- 
templados por las leyes comunes, ocurridos fuera de actos del 
servicio en lugares no militan, están sometidos a la jurisdic- 
ción de los tribunales ordinarios, aun cuando en los hechos 
hayan intervenido personas que por su condición debieran 
estar sujetas a la jurisdicción militar. 

En tal sentido se ha expedido el Dr. José Nicolás Ma- 
tienzo cuando, en su carácter de Procurador General de la 
Nación, dictaminara en la cuestión de competencia relacionada 
con un hecho de sangra en el cual figurara como autor un 
soldado conscripto del Regimiento 11 de Caballería de Línea 
y como víctima un sargento del mismo cuerpo en la ciudad 
correntina de Curuzú Cuatiá. Dijo el Procurador de la Corte: 
" . . . aunque, entre los protagonistas del hecho» figuren dos 
personas del Ejercito de la Nución, esa sola razón no puede 
determinar el juzgamiento del acusado por las autoridades 
militares, con exclusión de las locales de Corrientes, de acuerdo 
con lo que dispone el art 117 del Cód. de Justicia Militar, 
ya que el delito acusado no es de aquellos que tan sólo lan 
leyes militares prevén y castigan (inc. I 9 de dicho artículo 1?). 
Se encuentra íl previsto y penado como delito común en el 
Cód. Penal. No se trata, por otra parte, de actos del servicio 
militar, ni el hecho apnrece cometido en lugar sujeto a la 
exclusiva jurisdicción militar (inc. lí ') ni es tampoco una 
infracción penal que el Código Militar citado expresamente 
determine (inciso último). Soy de opinión, que la presente 
contienda debe dirimirse en favor tic la justicia ordinaria, . . M 

Tal el caso de autos. Se trata, como hn quedado dicho, 
de un homicidio previsto y penado por el Código Penal, le- 
gislación común, y cometido fuera de actos del servicio y en 
lugar no sometido a jurisdicción militar, de donde debe, con- 
cluirse que su juzgamiento excluye la jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales militaros, para caer bajo la juris- 
dicción y compotencia de la justicia ordinaria o sea de los 
tribunales letrados de este Territorio. 

5 9 ) A mayor abundamiento, cabe tener presente como 
lo sostiene el Sr. Agente Fiscal a fs. 85/86, que encontrán- 
dose imputado de complicidad en el hecho sub-causa el menor 
Tranquilino Vallejos que no reviste carácter militar alguno, 
és de aplicación el art. 125 del Cód, de Justicia Militar que 
establece al considerar la competencia en caso de complicidad, 
que si un delito común ha sido cometido a la vez por militares 
y per particulares serán tpdos justiciables ante lop tribunales 
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ordinarios a menas 411c el hecho hubiera sido cometido en 
actos del servicio o en parajes sujetos exclusivamente a la 
autoridad militar. No tratándose como se ha visto de un 
hecho cometido en acto» de servicio, cuya clara definición se 
da en el n* 6, parágrafo II del 11. L. M. 2 a, 111 en lugar 
militar definido en el n* 7 del interno parágrafo y reglamento, 
debe coneluirHe que por tratarse de un hecho previsto y pe- 
nada en ei Cód. Penal, tanto él gendarme Giménez como el 
civil Vallejos quedan sometidos a la jurisdicción de la justicia 
loca! de este territorio nacional, 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo dictami- 
nado precedentemente por el Sr. Adrente Fiscal, lo dispuesto 
por los arts. 19, 25, 40 48 y 52 del Cód. de Ptos. Cnm. y 
tratándose de un delito común cometido fuera de actos de 
servicio y en lugar no sujeto a la jurisdicción militar y en 
el cual se encuentra imputado en grado de complicidad un 
civil, declárase competente el suscripto para entender en la 
presente causa por homicidio y lesiones incoado al gendarme 
Néstor Rubén Gimctiess y al civil Trannuilmo Vallejos, üp 
haciéndose lugar, por lo tanto, a lo solicitado por el br. Jnez 
de Instrucción Militar en su nota de fs. 84; y, en eonsceuen- 
cía líbrale exhorto al Sr. Juez de Instrucción Militar de Gen- 
darmería Nac ional, mayor (Si ) P- HBifiwl J<fc6 Bambino a 
fin de que ee inhiba de seguir entendiendo en los hechos sub- 
eausa y se sirva ordenar que el detenido Néstor KuMn Gime- 
ae» sea pucslo a disposición de este tribunal (art. 210 del Lod. 
de Just. Militan ; y para que en caso de no aceptar la inhibi- 
toria, tcnjra por formalmente planteada la cuestión de compe- 
tencia de acuerdo con lo dispuesto por el art. 43. me. 4 y 4b 
tlel Cód. de Ptos. Criin. y art. í> de la ley 4Ü6B. — B<tHl C<tt/r<# 
Olivera. 



Dictamen i*x Auditor Oenekal db GrisunA v Makina 
Señor Ministro de Guerra: 

Este sumario fué instruido con motivo de la insubordina- 
eión con muerte del superior, cometida por el gendarme de 
comunicaciones S&tor Rubén Giménez (0, M M. 1.817.7b4, 
I) M. Complementario, O. E, Consulado de Montevideo IJru- 
iruay— . Céd. de Ident. de Gendarmería Nacional ir 7.789), 
de !a Agrupación Misiones de Gendarmería Nacional en la 
perdona del Alférez de Comunicaciones don Ricardo fcloy Bur- 
gos (1.075) que revistó en el mismo destino. 
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Por los motivos que expondré, es mi opinión que corres- 
ponde al hecho la expresada califaeión lega!, debiendo conocer 
ni el caso, por lo tanto, los tribunales militares. 

Giménez, que desde su ingreso a la institución demostró 
poca contracción al trabajo y conocimientos técnicos sólo ele- 
méntate», habíase desempeñado en tos últimos tiempos con me- 
nos voluntad aún, siendo calificado por el occiso como un ele- 
mento perturbador de ta disciplina. Ése y otros conceptos 
vertidos por oficiales que ejercieron antes la jefatura del ser- 
vicio de comunicaciones de ta Agrupación Misiones, determi- 
naron que la superioridad resolviera iniciar los trámites de 
su baja. 

Diverses testigos sostienen haber oído en boca del victi- 
mario expresiones hostiles hacia sus superiores directos, a quie- 
nes responsabilizaba de su situación incómoda; y en diversas 
oportunidades hasta había llegado a proferir, tratando de di- 
simularlas, verdaderas amenazas de muerte. 

El 20 de enero último, pasadas las 20 y 30, sin que media- 
ran en absoluto causas de carácter privado de ninguna índole, 
Giménez penetró violentamente en et domicilio del Alférez 
Burgoa y, hallándolo cenando, de espaldas y vistiendo única- 
mente un calzoncillo, le efectuó un disparo con ta pistola de 
reglamento, hiriéndolo en el antebrazo izquierdo. Al tratar de 
impedir que aquél martillara nuevamente el arma, ayudado 
por su esposa — la que también reclamaba auxilio a grandes 
voces y fué herida levemente en un pie — et oficial recibió un 
segundo impacto en el hipocondrio derecho, lesión que le pro- 
dujo la muerte siete días después. 

Para asegurarse de que el superior se encontraba en su 
domicilio, y so pretexto de que deseaba conversar con él, Gimé- 
nez apostó al menor Tranquilino Vallejos (sin datos de iden- 
tidad) en una esquina próxima, indicándole que le avisara 
cuando aquél llegase. 

El matador huyó a la República del Paraguay y se entre- 
gó días después al Cónsul Argentino en Encarnación, quien a 
su vez lo puso a disposición de las autoridades de la Uendar- 
mería Nacional. 

Ocurrido el hecho, tomó intervención de inmediato la jus- 
ticia letrada del territorio y, oportunamente, el juez de ins- 
trucción militar designado le solicitó dejara de conocer en la 
causa por cuanto se trataba de una insubordinación seguida 
de muerte del superior, prevista y penada por los arts. 635 y 
«38 del Código de Justicia Militar (R. L. M. 2). 

El juez requerido no dió su conformidad al temperamento 
propuesto y pidió al requirente que pusiera a su disposición 
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al acusarlo, exhortándolo para que, en caso de no aceptar la 
inhibitoria, tuviera por formalmente planteada la respectiva 
cuestión de competencia. 

Es a mi juicio indudable que resulta de aplicación en las 
presentes circunstancias, el último párrafo del art. 638 del 
C. J. M. en cuanto fija la penalidad con respecto a diversos 
casos en que *Ma insubordinación se produce fuera de ser vicio* * 
(presidio o muerte si las lesiones hubieran producido el falle- 
cimiento del superior). 

Como esta disposición no hace distinción alguna en euanto 
al lugar donde se ha producido el hecho, corresponde averiguar 
Únicamente si se trata de una infracción que, M . . - por afectar 
lu existencia de la institución militar, tan sólo las leyes mili* 
tares prevén y castigan" (art. 117, ine. 1 Q , del R.L.Si, 2). 

Examinados detenidamente estos autos, no puede negarse 
que el delincuente llevó a cubo una venganza sobre su superior 
jerárquico, que le había discernido una baja calificación e ini- 
ciado gestiones encaminadas a lograr su separación de las filas 
de Gendarmería Nacional No habiendo existido otros motivos 
de orden personal, la causa mediata del hecho no resulta haber 
sido otra que el ejercicio de la facultad reglamentaria de emi- 
tir su opinión sobre las condiciones ttVn ico-profesionales de su 
subordinado, Fünlizado per el Alférez Burgoa; por consiguien- 
te, un acto del servicio. , 

Se trata, pues, de una insubordinación (Art, B?#i me. 2" 
del C.J.M.) y no de un homicidio (art. 79 del Cód. renal), 
calificación legal que no puede variar por la circunstancia de 
existir una presunta coparticipación crimina! imputable al ci- 
vil Valleirs. en mérito a que el art. 125 del Código de Justicia 
Militar (R.L.M. 2) —que cita el Sr. juez letrado en apoyo de 
su tesis en favor de la jurisdicción de les tribunales ordina- 
rios— habla precisamente de "un delito común" cometido por 
militares y por particulares a la vez. 

En consecuencia, y de conformidad con lo dispuesto por 
el art. O 9 de la ley 4055, art. 161 del C.J.M. y art, 43, inc. 4°, 
de) Código dé Procedimientos en lo Criminal de la Capital de 
la República. Territorios Nacionales y fuero fcd.ral, aconsejo 
a V. E. remitir los autos a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, dando curso a la cuestión de competencia planteada 
por el Sr. juez de instrucción militar, haciéndolo así saber al 
Dr. Raúl Castro Olivara a cargo del Juzgado Letrado n* 2 del 
Territorio Nacional de Misiones. — Buenos Aires, 19 de mayo 
de 1943. — - Oscar Ricardo Sachen. 
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R DILUCIÓN Dt-II» SfcSOtt MINISTRO DE GUKRKA 

Buenos Airea, 10 di* junio de 1048. 

Viste» el presente sumario A. nf 42/948, Cde. % Rilo. (D. 
G.G.N.), atenta a lo dictaminado par el Sr. Auditor General 
de Guerra y Marina y 

Considera 11 do: 

Que hit sido instruida con motiva de I» insubordinación, 
con muerte del .superior, cometida por el «rendarme de comu- 
nicación»** Xéstor Rubén Giménez (C. lí>22, O. M. Complemen- 
tario. M. 1*817.764, O. E, Consulado de Montevideo, Cru- 
ijuay), de Iti Agrupación Misiones de Gendarmería Nacional, 
en la persona del Alférez de Comunicaciones D. Ricardo Eloy 
líurjroa, que revistó eh el mismo destina; 

Que de lo actuado se desprende que e) 20 de enero último, 
el nombrado gendarme penetró violentamente en el domicilio 
de] citado oficial, donde • le efectuó diverso» disparos cotí la 
pistola de reglamento, causándole legiones que determinaron 
su fallecimiento a los pocos días: 

Que ocurrido el heelio, tomó intervención de inmediato la 
justicia letrada del territorio y, oportunamente, el juez de ins- 
trucción militar designado, le solicitó dejara de conocer en la 
causa por cnanto se trataba de una insubordinación, aeiruida 
de muerte del superior, a lo que el juez requerido no dió su 
conformidad y pidió al requirente que pusiera a su disposición 
al acubado, exhortándolo para que. en caso de no aceptar la 
inhibitoria, tuviera por formalmente planteada la respectiva 
cuestión de competencia; 

Que de las diligencias practicadas, surge que el delincuente 
llevó a cabo una venganza sobre el superior jerárquico, el cual, 
en ejercicio de la facultad reglamentaria, emitió su opinión 
sobre d desempeño de su subordinado; 

Que por lo expuesto, se acredita que se trata de una in- 
subordinación (art. Ii35, inc. 2 V del Cód. de Just, Militar) (R. 
h.M ; 2) y 110 de un homicidio (art. 71) del CÓd, Penal de la 
Nación), calificación letfal que no puede variar por la circuns- 
taneía de existir una presunta coparticipación criminal impu- 
table a un civil, en mérito n que el art. 125 del Código de Jus- 
ticia Militar (R.L.M. 2) — qüo cita el Sr. Juez letrado en 
apoyo de su tesis en favor de la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios — habla precisamente de un delito común, cometido 
por militares y particulares a la vez; 
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Que, 1*11 consecuencia, y de conformidad con lo dispuesto 
por el art. 9* de la ley 4055, art. 161 del Código de Justicia 
Militar (R.L.M. 2) y art, 43, inc. 4*, del Código de Procedi- 
miento* en lo Criminal de la Capital de ta República, Terri 
torio» Nacionales y fuero federal, procede remitir lo» auto» h 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dando curso a la 
cuestión de competencia planteada por el señor jnea de ins- 
trucción militar, haciéndolo así saber al Dr. Raúl Castro Oli- 
vera a cargo del Juzgado Letrado n v 2 del Territorio Nacional 
de Misiones; 



El Mimstro m; Marina a cargo interinamente dk la 

CARTERA DE GüERRA, 

Resuelve : 

yt \ m Dirección (leneral de Gendarmería Nacional dispondrá 
lo neecsa* o eon el fin de dar cumplimiento a lo «epresadá 
en e' uno -onsklerando de la presente resolución. 

2* Común! , 4 tómese nota y precédase conforme con lo 
resuelto. „ # rA 

Fíáet L. Anadón. 

Dictamen DEL PROCURADOR General 
Suprema Corte: 

Por los fundamentos del dictamen del Sr. Auditor 
General dé Guerra y Marina obrante* do fs. 373 a fs. 
;>7G del sumario agregado por cuerda separada, cuyas 
conclusiones comparto, opino que la Justicia Militar 
os la competente para conocer en el proceso instruido 
;il gendarme Néstor Rubén Giménez por el delito dé 
insubordinación a qué se refieren dichos obrados. 

En este sentido debe resolverse, a mi juicio, la pre 
senté contienda de competencia trabada entre el Juez 
de Instrucción Militar de la Gendarmería Nacional y 
el Juez Letrado a cargo del Juzgado n* 2 del Territorio 
Nacional de Misiones. — Bs. Aires, julio 8 de 1948. — 
Carlos (>. Thlfino. 
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Bs. Aires, 17 dq díitáéMliro de 1948, 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si btóü lá insubordinación es, en cuanto tal, un 
itclito "esencialmente militar", 0é sólo las leyes mi- 
litares preven y castigan (art. 117, ine. V) puede con 
sumarse mediante hechos penados por el derecho co- 
mún, como son las lesiones y el homicidio. 

Que, por otra parte, la ley militar respectiva con- 
templa expresamente la posibilidad de que este delito 
se cometa fuera del servicio (C. de Just, Militar, art. 
«38). Y tanto de la disposición citada como de las for- 
mas que según el in<\ 2" «leí art. 035 del misino Código 
puede tener la insubordinación resulta sin ningún gé 
hoto de duda la posibilidad de que se incurra en él fue 
ra de los lugares de exclusiva jurisdicción militar. 

Que de todo ello se sigue la existencia de insubordi- 
nación para la ley penal militar siempre que un inferior 
falte "ios respetos debidos a la autoridad, o a la digni- 
dad de! superior" (art. fi35, ind. 2*) cualquiera sea la 
circunstancia y el modo o forma como se faltó al res- 
peto. Hay delito militar de insubordinación aunque el 
hecho fuera cometido fuera de] servicio y de los lugares 
exclusivamente sometidos a la autoridad militar siem- 
pre que se relacione con la condición o estado militar 
del superior y del subordinado, pues los respetos a que 
el ine. 2' del art. 635 se refiere, le son debidos por el 
seguíalo al primero en cuanto superior. 

Que en este caso hubo prima facie insubordinación, 
no obstante haber ocurrido el hecho fuera del servicio 
y en lugar no sometido a la jurisdicción militar porque 
según la confesión del procesado la agresión tuvo su 
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masa en actos de la víctima correspondientes al ejer- 
i icio de su autoridad de superior, precisamente, lo cual 
distingue al caso de los resueltos en Fallos: 136, 206; 
201, 351 ; 205, 67. No fué, pues, una incidencia privada 
ajena a los principios de la disciplina que el orden mili- 
tar impone a quienes están comprendidos en él» 

Que si hubo insubordinación, el que haya consistido 
en un Homicidio, es decir, en un delito penado por el 
déreclto común y no sólo por las leyes militares, no la 
substrae a la jurisdicción militar, puesto que la insu- 
bordinación que constituye en este caso el elemento 
formal y especificados es, sin duda alpuna, como se 
recordó al principio, un delito previsto sólo por las le- 
yes militares y por cierto el que más radicalmente afée- 
la la existencia de las instituciones armadas (Código de 
Justicia Militar, art. 117, ine, 1»). 

Por tanto se declara que el conocimiento de esta 
«ansa instruida contra Néstor Rubén Giménez corres- 
ponde al Sr. Juez de Instrucción Militar de la Gendar- 
mería Nacional. En consecuencia, remítansele los autos 
v fuíirase saber a 1 Sr, Juez Letrado N 9 2 del Territorio 
ile Misiones en la forma de estilo. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
PÉHE2 — Litis R- Lonohi — 
J i;sto té» Alvares* Rodríguez 
— Rodolfo O, Vals* ¡suela. 



KUANV1SCO MARTIN Y OTROS v. NACION ARGENTINA 
JVitlKACínX DA' KM PLISADOS XACIOXALFS: Cómputo ¿« 

*CTVÍCÍir9. 

A iíto lo dispuesto en el art. 3* fiel decreto 26.214/44, lo» 
¡ifíliiiílíw a la Caja Nacional Sé Jubilaciones y Pensiones 
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Civiles a quienes se había otorgado la jubilación ordina- 
ria .sin computar a los efectos de establecer su monto, las 
retribuciones por servicios extra ordinarios ni las sumas 
correspondientes al valor locativo ile la casa habitación, 
no tienen derecho a la inclusión de esas cantidades (») 

iXLXSTrn'CfOX XACIOXAL: Votu^Utvwmtlhhtt r ¡momUtwo- 
itñtídad. htt retos nacionales. Jvbitafihnea y pemione». 

El decreto 2íi.214/44, en cuanto excluye el cómputo de 
hts remuneraciones extraordinarias para establecer el 
monto de la jubilación, no es violatmio de la igualdad 
asegurada por el art. Iti de la Constitución Nacional, 



Sentknvia del Juez Federal 

Buenos Aires, diciembre ÍÍ1 di» 19-17. 

V vistos para resolver estos autos seguidos por Francisco 
Martín y mros contra la Nación sobre aumento de jubilación, 
de ios cuales resulta: 

1* Que a fs. 2 se presentan los actores Sres, Francisco 
Martín, Carlos Gregorio Costa Torres. Alfonso F. Fraise, Justo 
A. Kamayo y Lorenzo A. Ñoñez deduciendo formal demanda 
contra el Superior Gobierno de la Nación por reconocimiento 
«le aumento de pensión (ley 434!*) y cobro de haberes por esc 
mismo concepto, en mérito de las siguientes consideraciones : 

Dicen (pie han prestado servicio cu el Banco de la Nación 
\xjr espacio de más de treinta aííos. Que en calidad de tales re- 
clamaron oportunamente m jubilación, beneficio que se les 
otorgó por resoluciones de fechas 27 de mayo de lí»43, 2Í) fie 
julio y ¡J de julio de 1042, 15 de septiembre y 12 de mayo de 
lí)43, respectivamente. Que durante los trámites administrati- 
vos correspondientes a estas reclamaron insistentemente que se 
les incluyeran dentro de su haber jubilatorio, las sumas perci- 
bidas por trabajos extraordinarios y el valor locativo de la 
casa habitación, Que tales pretensiones fueron denegadas por 
decreto del Poder Ejecutivo, 

Sostienen que conforme a las pertinentes disposiciones de 
lu ley 4ÍÍ4Í) complementarías y decretos reglamentarios, así 



(>) En la tmitmn feelin fué faltada en igual netitido la cnuiia aeguídn 
l»or Julio A, Fernandez Vidcln, que hübfn obtenido jubilación anticipadn 
♦ n :'»i:¡ dejando n salv* mi dererho i^irn HoIierUir la amjilúieión del 
rúirputo tli» sueldos. 
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cerno ele acuerdo con el criterio sustentado por la jurispruden- 
cia en canos análojros, es incuestionable el derecho que les asiste 
para que se les computen les haberes señalados como formando 
parte constitutiva del sueldo y que consecuentemente la de- 
manda debe prosperar en los términos expresados. Piden inte* 
reses y cestas, 

2* Declarada la competencia del juzgado y corrido el 
traslado de la demanda al P. E. por intermedio de la .secreta- 
ría del ramo a fs. 20 se presenta el Sr. Procurador Fiscal con- 
testando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Funda la improcedencia 
de la acción deducida en el art. V de la ley 11.928 (que molli- 
fica el art. 4* de la ley 4349). el art. 9" de la misma ley y muy 
especialmente en el decreto 2(5.214 del ano 1944. 

Desconcce las impugnaciones de orden constitucional ale- 
gadas por ta actora y pide en definitiva el rechazo de la de 
mainla cotí especial condenación de costas. 

Considerando : 

I, Que de los términos precedentemente expuestos, suw 
claramente que lo que se persigue en este juicio es el derecho 
al cómputo de ciertos rubros que en eoneepte de remuneración 
han percibido los actores durante el termino que prestaron 
servicios en el Kaneo de la Nación Argentina y que al liqui- 
dársele* la jubilación, no fueron tomados en cuenta a los etee- 
Um de la determinación del monto del haber jubilatcno 

Que los rubros señalados son los correspondientes a la casa 
habitación v las remuneraciones percibidas por trabajos extra- 
ordinarios *(ver expedientes ly.lministrativos agregados por 
cuerda separada 1 !. 

II. Que la cuestión debatida no es nevedosa, m Corte 
Suprema de Justicia de la Nación en el Fallo que se registra 
en el t. 185, pá¡r. 53 y posteriormente in re 44 nimbe ^ Raúl c/ 
la Nación" (ver Palios: 19Í>, 89) resolvió en forma definitiva 
la cuestión propuesta en este juicio. Particularmente en el 
ultimo de los fallos indicados, analizando una cuestión análoga 
al present* dejó claramente establecido el criterio Ierra! rete- 
renle al concepto del sueldo y en tal sentido mimo que den- 
tro del haber jubilatorio debía computarse como parte consti- 
tuvente del mismo los emolumentos que en concepto de casa 
habitación v los que por servicios extraordinaries había perci- 
bido un servidor del Estado durante el desempeño de sus 
f muñones. 

La similitud que truarda el presente, con la causa que se 
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menciona exime al suscripto de entrar en mayores consideracio- 
nes para decidirse por la aceptación de la acción en los térmi- 
nos del escrito de demanda de fs. a y como mayor fundamento 
de cata eentencia se dan por reproducidas en esta emergencia 
las consideraciones que con más extensión se dieron eu osa 
oportunidad. 

JH. Que en cuanto al reparo que hace la demandada en 
su escrito de responde, referente a la aplieabilidad del decreto 
26.214-44, es para el caso inoperante. 

En primer lugar cabe señalar que el meneiomulo decreto 
26.214-44, modificado por el posterior decreto 12.582-45 (hoy 
ley 12.910> reconoció expresamente el derecho a computar den- 
tro del haber del sueldo el valor locativo de la casa habitación 
lo que de sí haría indiscutible la demanda en la parte que ec 
refiere a esc rubro, pero independientemente de ello debe te- 
nerse en cuenta que tales normas lépales no pueden en forma 
alguna enervar el derecho de les actores, porque si alguna duda 
pudiera surgir respecto a la aplieabilidad del decreto 26.214 
bastaría para desecharla, recordar que en el caso particular 
que se analiza, ello no puede ocurrir, frente a la expresa y 
terminante disposición contenida en el art. 3 Q del decreto 
12.582-46, hoy ley 12.910, modificatorio y aclaratorio del an- 
terior citado/ en cuanto dispone que la» normas alli indicadas 
sólo serán aplicables a los afiliados que a la fecha de su san- 
ción se hallaran en actividad, extremo que no concurre en lo 
referente a los actores, quienes a estar a las constancias de 
autos obtuvieron la jubilación en las fechas que se señalan en 
la relación de esta sentencia. 

IV. Cabe por ultimo agregar que tampoco puede pros- 
perar el reparo que se hace con respecto a la aplieabilidad del 
art. 9* de la ley 11.923, por las razones expuestas en el fallo 
"Dirube c/ Pisco M (ver Palios: 199, 89), a cuyoa fundamentos 
se remite el suscripto como mejor fundamento de esta sentencia. 

V. Que sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cum- 
ple asimismo agregar que el suscripto tiene presente a los efec- 
tos de ratificar el criterio precedentemente señalado, el que 
expresamente ha tenido en cuenta la Suprema Corte de la 
Nación en el reciente fallo dictado el 12 del corriente mes y 
año en los autos caratulados "Leiva c/ Pisco". Y en este sen- 
tido, también conviene recordar el criterio sustentado por ese 
Tribunal respecto a la aplieabilidad de las leyes vigentes a la 
fecha de otorgamiento de pensión (ver Palios: Olivera Juan R. 
c/ Pisco Nacional, dictado por la S. C. N. el 18 de abril de 
1947). 

Éstas y otras muchas consideraciones más que podrían 
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hacerse («ibtt! el particular deciden al Juzgúelo por Ifl acepta- 
ción de la demanda en todas sus partes, debiendo a los efecto» 
perseguidos reconocer a los actores el aumento di» pensión pre- 
via los trámites correspondientes. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá computar a los Sres. Francis- 
co Martín. Carlos Gregorio Cesta Torres, Alfonso Faustino 
Fraise, Justo Alejandro Ra mayo y Lorenzo Alfredo Nunez, a 
loa efectos de sus haberes jubiUtorios, los emolumentos wr 
cuto» percibidos durante le* últimos diez año» en concepto de 
casa habitación y remuneraciones extraordinarias, debiendo 
iisiiiiisnio abonárseles las diferencias que por tal concepto han 
percibido ile menos desde las fechas de cesación de su» servi- 
cies, más si» intereses al estilo de los que percibe el Banco de 
la Nación Argentina, desde la fecha de la notificación de la 
demanda y las costas del juicio, — Ethtvr<U> A. Ortn hasuaUltK 

Sentencia de la CAmaha Federal 

Buenos Aire», agosto :tt de 1948. 

Y vistos esto* autos sejniidos por Don Francisco Martín 
y otros contra la Nación sobre aumento de pensión venido» en 
apelación en virtud del recurro interpuesto contra la sentencia 
de fs. 39. El tribunal planteó la siguiente cuestión a msolv^r: 

¿Es justa la sentencia recurrida t 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Herrera dijo: el 
decreto 26.214 ratificado por la ley 12.921 ha melificado la 
!f»y 11.928 estableciendo que los afiliado» forzosos a la taja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles deberán realizar 
ios descuentos eeilalsdcs en los textos legales vigentes tomandn 
como retribución de los miamos ¡tMammtr l«s tmeldos, jornale*, 
malarias o comisiones asignados en loa presupuesto* del gobier- 
no Nacional, bancos oficiales y reparticiones autónomas y de- 
clarando que quedan excluidos del descuento forzoso, an como 
de la fijación de futuras prestaciones, entre otras, bus asipna- 
i -iones pagadas por servicios extraordinarios o por trabajo* 
efectuado^ accidentalmente por un afiliado fuera de su carpo 
o empleo, las (ratificaciones y otras asignaciones semejantes 
*me aumenten la retribución fija establecida en el presupuesto 
respectivo, las asignaciones que tengan carácter de indemniza 
ción «le pastos incurridos por causa del servicio y las sumas 
que no se deduzcan de la remuneración en concepto de presta- 
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cióa de casa, alimentos o útiles de trabajo, ni los valora loca- 
tivos de esas prestaciones. 

Que siendo así, resulta inaplicable al caso de autos la doc- 
trina establecida por este Tribunal durante la vigencia de la 
ley 1 1.923, entre otros, en el caso de Julián Ergo contra ta 
Nación, citado por los actores, teniendo en cuenta que el art T 
del decreto 26,214 deroga todas las disposiciones que se opon- 
gan al mismo y declara obligatoria su aplicación a todos lo* 
casos que se presentan tanto para los que ya hayan sufrido 
descuentos en las sobreasignaciones, cuyos aportes se devolve- 
rán, como para los que han recibido prestaciones que deben 
considerarse ya definitivamente fijarlas en su monto. 

Que la Corte Suprema ha declarado en el fallo dictado 
con fecha 7 de julio ppdo, en la causa Juan B, Cermesoni e 
la Nación, que después de la sanción de la ley 12.921 ya no es 
procedente computar las remuneraciones percibida» por servi- 
cios extraordinarios a los efectos de fijar el monto del haber 
jubila torio, aunque ellas puedan ser consideradas como un 
complemento del sueldo por trabajos ordinarios o normales del 
empleado y aparezcan imputadas a partidas globales incorpo- 
radas a los presupuestos respectivos de gastos, porque el ínc. 
B) de! art. 2* de ese decreto dispone la exclusión del descuento 
forzoso de "las gratificaciones u otras asignaciones semejantes 
que aumenten la retribución fija establecida en el presupuesto 
respectivo o al distribuirse con carácter definitivo una partida 
global". 

Que por otra parte el citado tribunal en el fallo que se 
registra en el t 205, p. 147, ha ratificado la doctrina sostenida 
en esos casos anteriores en el sentido de que mientras no so 
haya acordado la jubilación, el afiliado que la solicita sólo 
tiene un derecho en expectativa que puede ser modificado por 
la ley, por cuanto las de jubilación tienen carácter administra- 
tivo, sen de orden público y por lo tanto pueden modificar los 
requisitos establecidos por la legislación vigente, bajo la cual 
se 'nao prestado los servicios, desde que hasta la decisión que 
hace cosa juzgada no hay sino un derecho en expectativa que 
cesa, cede o se modifica ante una ley de ese carácter, principios 
que declara aplicables a todos los casos en que se pretende obte- 
ner cualquiera de los derechos emanados de la ley de jubilación. 

Que finalmente el mismo tribunal ha expresado que el 
decreto de referencia, en cuanto excluye a las remuneraciones 
extraordinarias del cómputo a los efectos de establecer el mon- 
to de! haber jubilatorio, no es violatorio de la igualdad asegu- 
rada por el art. 16 de la Constitución Nacional, porque la 
igualdad ante la ley establecida en esa cláusula constitucional 
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sólo comporta la consecuencia de que todas las personas sujetas 
a una legislación determinada «can tratadas del mismo modo, 
siempre que *e encuentren en las mismas condiciones y circuns- 
tancias principio que no aparece vulnerado en el decreto ci- 
taVo (208, 333). . % 

Que en consecuencia, persiguiéndose en estos autos el 
cómputo en el haber jubilatorio de los recurrentes del valor 
locativo de las casa-habitaciones que ocuparon mientras des- 
empeñaron sus funciones y de lo percibido por servicies extra- 
ordinario» la demanda interpuesta tío puede prosperar, tanto 
nuu» si se considera que en ningún caso podría aplicarse lo dis- 
puesto por el decreto 12.582-46, pues, como se expresa en fl» 
sus prescripciones sólo regirán respecto de los afiliados en ac- 
tividad a la fecha en que el mismo se dictó —8 de mayo de 
1946— situación que no es la de los actores. 

Estimo por ello que la sentencia apelada debe ser revoca- 
da, declarada improcedente la demanda interpuesta. Voto en 

tal sentido. ^ a . 

Los Sres. Jueces Dres, Consoli y García Raras adhirieron 
por sus fundamentos al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se revoca la sentencia apelada de fs. 39 y se re- 
chaza la demanda interpuesta contra la Nación por loa Sres. 
Francisco Martín y otros, con las costas de ambas instancias 
en el orden causado. — Carlos Herrera — Horacio García 
Rams - Maximiliano Consol*. 
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Bs. Airea, 20 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Martín Francisco y otros contra 
Gobierno de la Nación a./ aumento de jubilación *\ en 
los que se ha concedido a f«* 63 el recurso ordinario de 
apelación. 



Que sea por aplicación de lo dispuesto en el art. 3* 
del decreto 2(5.214/44 — si se considera que los decretos 
de l echas 27 de mayo de 1943* Ü de julio de 19*2, 25 de 
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ngorfo de 1942, 15 de setiembre de 1943 y 12 de mayo 
de 1943 acaldando jubilación a los recurrentes fué la 
fijación definitiva de la prestación a que el precepto 
se refiere—, sea por aplicación de la jurisprudencia do 
esta Corte según la cual la determinación definitiva 
de los beneficios de esta especie debe regirse por la ley 
vigente al tiempo de efectuarla, aunque la ley sea de 
fecha posterior al decreto que acuerda el beneficio si 
cu anterior al último pronunciamiento a que den lugar 
[os recursos interpuestos contra dicho decreto, pues 
Tiiien tras tanto no hay "decisión que haga cosa juzgada" 
(Fallos: 205, 147 y los allí citados) —en cuyo caso la 
determinación debe sujetarse a la dispuesto por el de- 
creto-ley 26.214/44 en cuanto al cómputo de asignacio- 
nes extraordinarias y del uso de casa—, lo dispuesto en 
los decretos antes citados no puede ser modificado. 

Que el régimen establecido por el decreto-ley que 
se acaba de citar no comporta violación del principio 
de igualdad, como se declaró en Fallos: 208, 332, 

Por tanto, sus propios fundamentos, se confirma 
la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del re- 
curso. 

Tomás D. Casares — Felipb S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
J raro L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



riA ARGENTINA DE OBRAS SANITARIAS DEL MU- 
NICIPIO DE QITILMES Y EXTENSIONES, & A. 

RECURSO E Y THA O R DI NA RIO : Reyimto* cemnnes. Tribunal d* 

La decisión por la enal un delegado regional de la Secre- 
taría de Trabajo y Provisión establece un régimen gene* 
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ral de salarios anteriormente inexistente, no tiene carácter 
judicial sino normativo, por lo que no procede eontra ellji 
el recurso extraordinario, aunque se haya «tribuido retro 
actividad a dicha revolución. 

Dictamen del Phocubadoh General 

Suprema Corte: 

La resolución de fs. 181) cuntía la que aparece de- 
ducido el recurso extraordinaria de fs. 202 no fue dic- 
tada por el organismo que, en el caso y a los efectos del 
art. 14 de la ley 48, corresponde equiparar a superior 
tribunal de la causa. Cabía, en efecto, contra la aludida 
decisión del Delegado Regional, recurso para ante el 
Secretario de Trabajo y Previsión. 

Así lo demuestra la suerte favorable corrida por ln 
apelación interpuesta por el propio recurrente, contra 
el primitivo laudo de fs. 77, recurso éste en eitya virtud 
el Secretario de Trabajo y Previsión dictó la resolución 
de fs. 107 a consecuencia de la cual se expidió el nuevo 
laudo que ahora se impugna. 

Análogo procedimiento debió adoptarse en esta 
oportunidad, no siendo óbice la denegatoria de fs. 55 
— a qtao se hace referencia en el escrito de queja—, pues 
allí se rechazó el recurso porque la resolución cuestio- 
nada —contrariamente a la que ahora se recurre— era 
ile "mero trámite'*, no causando estado ni gravamen 
irreparable a las partes. 

En consecuencia, opino que debe declararse impro- 
cedente el presento recurso de queja. — Rs. Aires, di- 
ciembre 13 de Í94& — Carlos O. Ihlfiuo. 
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Bs. Aires, 20 de diciembre de 1948. 

Vistos los ñutos: "Recurso de hecho deducido en 
los autos Cía. Argentina de Obras Sanitaria» del Mu- 
nicipio de Quilmcs y Extensiones S. A. - Ap. Resol* del 
delegado regional de la Secretaría de Trabajo y Pre- 
visión de Avellaneda (Exp. n» 9391-0-208) para de- 
cidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

Que por lo contrario de lo manifestado en el curso 
de la queja, el caso de autos difiere del considerado por 
esta Corte en Palios: 211, 1056, precisamente en la cir- 
cunstancia en que allí se hizo fincar la diferencia con 
los precedentes de Palios: 202, 14 y 309; pues tanto en 
estos últimos como en el presente, la resolución que dio 
origen al recurso denegado, establecía "un régimen ge- 
neral anteriormente inexistente de salarios o retribu- 
ciones a regir para lo futuro, realizando por consiguien- 
te, con facultades o sin ellas, un acto normativo". 

Que como se lo estableció en los mencionados pre- 
cedentes un pronunciamiento de esta naturaleza reviste 
carácter normativo y no es por consiguiente susceptible 
de equiparación a sentencia judicial, en cuanto preci- 
samente no es propio de las mismaK el establecer reglas 
generales para regir supuestos no litigados. 

Que no es óbice n la aplicación de esta doctrina la 
cireuu^tíineia que se invoca también, de haberse atri- 
buido retroactividad al laudo, porque esa modalidad es 
compatible con el carácter reglamentario del mismo. 
Por lo demás tanto esa circunstancia como las demás 
cuestiones en que se basa el recurso pueden ser invoca- 
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das en el curso de los procedimientos judiciales a que 
pudiera dnr lugar lo resuelto en la causa — conf. doct 
Fallos: 100 y otros- 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se desestima la precedente queja. 

Tomás D. Casabes — Felipe S, 
Pébez — Lins R. Lonohi — 
Justo L. Alvakez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenssuela, 



FRANCISCO STEWART Y OTROS v. CIA. ARO. DE 
NA VEO, LLOYD ARGENTINO S, A, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones 
no fedérate*. Interpretación tle normas locales de procedimientos. 

La inveeación de las disposiciones del decreto 30.43!» 
(ley 12 997) aplicado por los tribunales ordinario* de la 
Capital" no basta para sustentar el recurso extraordina- 
rio 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiona 
mo federales, interpretación de norma* tócales de procedimiento*. 

Las cuestiono» referentes a la imposición y monto d* las 
«rostas son ajenas al recurso extraordinario ( 2 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

Es inaplicable lo referente a las sentencias arbitrarias» en 
el caso en que les trabajos que motivan la regulación de 
que so apela Be han cumplido con motivo de tramites 
posteriores a la sentencia de remate dictada en el pro- 
cedimiento de la ejecución del fallo —que contempla el 

(t) ~2íTdo diciembre de 194S. Fálloi: 19S, 270; 202, 566. 
(f) Fallos: 201, 568; 207, 164. 
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art. 23 de! decreto 30.439— con las característica» en 
cuanto a las circunstancias de hecho que excluyen cquctltí 
calificación. 



* 



EL FENIX SUDAMERICANO v. DIRECCION GENERA! 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

t 

IMPUESTO A LOS! REDITOS: Réditos del comercio, de la tndtt* 
tria, profesiones, etr. 

Las utilidades obtenidas por una 'mpañfa argentina dé 
reaseguros al reasegurar seguros contratados en el ex- 
tranjero sobre riesgos en el extranjero provienen de fuente 
extranjera y no están sujetos al pago del impuesto a loa 
réditos. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, diciembre l(i de 1940. 

Y vistos esto» auto» seguidos por el Fénix Sudamericano, 
Cía, de Reaseguros & A, c/ la Nación, por repetición y resul- 
tando: 

La autora demanda para que • . «ü restituya la suma w 
$ 15.261,32 ra/n. que se vió obligaü;» a abonar sin causa, en 
concepto de impuesto a Ion réditos sobre las ganancias obteni- 
das en negocios de reaseguros realizados en el extranjero en 
los años 1940, 1941 y 1942. Pide intereses y costas. 

La Dirección General del Impuesto a los Réditos le intuí»'» 
rectificar sus declaraciones juradas correspondientes a loa años 
indicados, incluyendo entre sus réditos gravados con iropuesios 
las entradas percibidas en concepto de utilidades sobre rease- 
guros celebrados en el extranjero. Rectificó ceas declaraciones 
y abonó la suma que ahora repite, todo bajo protesta e inter- 
puso recurso de reconsideración que ha sido desestimado. 

Funda su demanda en les artículos 1* y 25, ine, a) de la 
ley 11.682, según los cuales sólo están gravados los réditos de 
fuente argentina, excluyéndose expresamente a los que provie- 
nen de fuente extranjera. 

Al contestar la demanda, el Sr, Procurador Fiscal pide su 
rechazo con costas. 



- 
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Se extiende en largas consideraciones sobre las distintas 
ríase* fie contraten de reasegures y comenta jurisprudencia 
extranjera que cita. Sostiene que el reaseguro es una opera- 
ción de índole financiera, independiente del segur» originario 
que está babada en el crédito de que goza el rcasegurador y que 
no es posible ligar a esas dos operaciones. La fuente del rédito 
ch el litio donde *c lo produce, en este caso, donde el reasegura- 
dor tiene su sede o una representación con suficiente* facultar 
ilci» resolutiva» y responsabilidad económica proporcional a la» 
operaciones que afronta, lugar éste en que es buscado por sus 
clientes y en el que realiza sus trabajos preparativos, el control 
de la* operaciones y la liquidación de los riesgos. 

Considerando : 

Que en un caso exactamente igual al presente, pr ovid» 
entre \m misma» partes, el proveyente ha tenido oportunidad 
de estudiar la cuestión planteada y por sentencia de fecha 30 
de julio de 194» ha considerado a las utilidades obtenidas por 
la neto ra por los reaseguros contratado» con compañías de se 
KiiroH radicñdaa en el extranjero, exentas del impuesto a los 
réditos, conforme a lo que expresamente disponen los arta. F 
y 25, ¡nc. a) de la ley 11.(582, 

Su dan por reproducidas las razones que sustentan ese 
pronunciamiento, por no encontrar motivo para modificarlas 
ni ante las argumentaciones d« demandada ni las del exu- 
berante informe pericial. Per el contrario, el nuevo estudio 
realizado refirma e*a conclusión, pues cualesquiera que sean 
los motivos de conveniencia fiscal que se crea que existan para 
no excluir del gravamen a esas operaciones, no es posible forzar 
la interpretación de la ley vigente que tiene en cuenta para 
gravar o no a los rédito» la fuente de que provienen, eegün sea 
argentina o extranjera. Se insiste a ese respecto, en que cual- 
quiera que sea el lugar del riesgo o el de contratación del ne- 
gocio, éste repercute en eí país, pues es aquí donde se soporta 
el riesgo y se paga el siniestro en caso de ocurrir. De ahí «e 
deduce que el negocio es de fuente argentina, cerno así tam- 
bién, que la fuente de ese rédito es la empresa, por su crédito y 
responsabilidad financiera, su experiencia, habilidad y capaci- 
dad técnica. Ninguno de esos argumento* tiene fuerza de con- 
vicción. Si una entidad financiera o comercial argentina, hace 
una especulación en la Bolsa de Nueva York, que le produce 
beneficio o compra una partida de arpillera en Calcuta y la 
transporta a Londres, donde la vende obteniendo ganancia, 
nadie podrá negar que se trata de réditos de fuente extranjera 
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que no están gravados en nuestro país y sin embargo, la em- 
presa, que se beneficia cari eaas operaciones tiene aquí su sede 
y a la previsión, habilidad y eapaeidad de sus directores se 
debe la utilidad obtenida. Si en vez de obtener utilidad esas 
operaciones oeasionan quebranto, la perdida se soporta en el 
país, pero ello no modifica la fueute del rédito o del quebran- 
to, porque para la ley argentina no importa él lugar en que 
tiene su asiento la empresa sino, aquel en que se produce el 
rédito. En el caso en cuestión la fuente de producción no es 
la. empresa sino los distintos negocios de reaseguros contrata- 
dos con empresas extranjeras, en moneda extranjera, sobre 
objetos situados y asegurados originariamente en el extranjero 
y es en el extranjero donde deberán pagarse las indemnizacio- 
nes correspondientes en easo de ocurrir el siniestro. 

Si en el ejemplo puesto, de la venta de las partidas de 
arpillera, la utilidad que se produzca es de fuente extranjera, 
a los efectos de la ley de réditos, y también será Ja que obtenga 
la compañía argentina de seguros por el seguro que contrate 
para cubrir lea riesgo» del transporte marítimo entre Calcuta 
y Londres, no se alcanza a comprender por qué lia de conside- 
rarse de distinta manera a la utilidad (pie obtenga el reasegu- 
rador argentino que tome a su cargo parte de los riesgos que 
le transfiere el asegurador originario. 

Por estos fundamentos, fallo : haciendo lugar a la demanda 
y declarando que el Pisco Nacional (Dirección General del 
Impuesto a los Réditos) debe devolver al Fénix Sudamerica- 
no, Compañía de Reaseguros, S. A. la suma de quince mil dos- 
cientos ochenta pesos con treinta y des centavos moneda na- 
cional, con intereses a estilo de los que cobra el llanco de la 
Nación, desde la notificación de la demanda y costas. — Edmr- 
tfo A. O rite JlmmtMo. 



Sentencia de la Cámara Fu>en\i. 

Hílenos Aires, septiembre 29 de 1ÍM8. 

Considerando: 

Que el recurso de nulidad no lia sido austeutado en esta 
instancia, ni se advierte vicio alguno que pueda determinar su 
procedencia. En consecuencia se lo desestima. 

En cuanto al de apelación : 

Que la Compañía de Reaseguros "El Fénix Sudamerica- 
no, 8. A." demanda a la Nación por restitución del importe de 

7 \ ' 
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15.281,82 m$n. que pagó bajo protesta en concepto de impuesto 
a \m réditos ««obre las ganancias obtenidas en negocios de re- 
aseguros realizados en el extranjero, en los afios 1940, 41, 42 ( 
con más interese» y costas, 

lia actora afirma que en los años 19.,- a 1939 no recibió 
observación de la Dirección de Rédito* por la exclusión de 
dicho impuesto y sólo en mayo de 1941, aquélla la conmino 
■i depositar el importe correspondiente a réditos en el negocio 
extranjero del quinquenio 1934 a 1939. Expresa que es una 
compañía fie reaseguros radicada en territorio nacional. Según 
lo prevé su estatuto, realiza negocios de reaseguros "que se 
efectúan de caso a caso... con compañía» aseguradora^ radi- 
cada* dentro del territorio nacional o en el extranjero 1 '. 

Funda su acción de repetición en el art. P del t. o. de 
la ley 11,682, en la parte que prescribe, que todos los réditos 
derivades de fuente argentina, a favor de argentinos o extran- 
jeros residentes o no residentes en e! territorio de la Repú- 
blica, están sujetos al gravamen proscripto por la ley. Sostiene 
al efecto, que los réditos referides provienen de fuente extran- 
jera por lns razones que alega en la demanda y por tanto 
no es imponible el rédito que le ha obligado a pagar al Pisco, 

El Procurador Fiscal al contesta- la demanda, se opone 
al progreso de la acción, negando en síntesis el derecho de la 
Compañía por ser imponible el rédito, siendo para él discu- 
tible que son de Aiente argentina y que esta bien aplicado el 
impuesto por la Direeeión de Réditos. 

El Sr. Juez a-quo, hace lugar a la demanda y condena 
al Fisco Nacional a la devolución de lo reclamado en la de- 
manda, con intereses y costas. 

El Tribunal ecnsidera que la cuestión capital a resolver, 
es si los réditos discutidos provienen o no de fuente argén- 

El art. F de la ley 11.682, se refiere a todos los réditos 
derivades de fuente argentina. 

El lugar del contrato del reaseguro no basta para deter- 
minar por sí solo la fuente del rédito. Para elle, es necesario 
que concurran otro» factores demostrativos que aquél es un 
simple aspecto de la negociación. Es el efecto real y sus con- 
secuencias lo que debe privar en el contrato. 

El origen de la Compañía es argentino, como os su capi- 
tal. No se trata de una entidad comercial que tenga filiales 
con capital asignado especialmente para sus operaciones forá- 
neas, como resulta de la pericia de fs. 111 (paga. 29 y sigtes ). 

No se trata, tampoco, que solamente el cerebro de las 
operaciones resida en la Argentina, es el capital de esta fuente 
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el que respondería mañana de cualquier pérdida que concu- 
rriera, causada por siniestros fuera de la República que estu- 
vieran reasegurados en la Compañía, 

Es indudable que la fuente productora de réditos está 
formada por el conjunto que representa la Compañía radieada 
en la Argentina, eon capital y dirección en el mismo país. 

La hipótesis que formula el Sr. Juez a-quo de que si una 
empresa argentina hace una especulación en la Bolsa de New 
York, que le produce beneficio, o compra una partida de arpi- 
llera en Caleulta y la transporta a Londres, donde la vende 
obteniendo ganancia, serían de fuente extranjera, sería así, si 
el capital que dio la utilidad estaba en el extranjero incorpo- 
rado a ese it otro negocio; pero, si, independientemente del 
cerebro, el capital que se puso en juego para el negocio o la 
especulación estaba en la Argentina y éste era el obligado a 
soportar las pérdidas, no cabe duda que la íuente de las utili- 
dades sería argentina. 

En el sub-lite, no resulta que haya un capital asignado 
en el extranjero o autonomía financiera de una agencia de 
reaseguros, ni división de sus operaciones, por el contrarío, 
todas las operaciones están contabilizadas en la Argentina y 
dirigidas desde esta Capital, 

La Cámara en el caso análogo suscitado entre las mismas 
partes (J. A. t II, pág. 353). dijo: u Ccn arreglo a lo expuesto, 
debe concluirse pues, que no ampara a la demandante, la dis- 
posición del art. 25, inc. a) de la ley 11.682, que determina 
que las ganancias provenientes de fuente extranjera, no *on 
computadles en la determinación de la renta bruta, que ha de 
servir de base para la liquidación del impuesto a los réditos. 
Las actividades realizadas por la aetora, de que se ha hecho 
mérito, resultan por lo tanto gravadles eonferme al sistema 
impositivo señalado en la ley citada, y en consecuencia, la 
acción de repetición que se apoj-a en lo dispuesto en el art. 792 
dot Código Civil, no debe prosperar". 

Que no obstante no haber merecido la anterior sentencia 
de esta Cámara decisión confirmatoria del Superior y tratan* 
dose de un solo caso definitivamente resuelto, el Tribunal 
debe reiterar su anterior pronunciamiento. El concepto de la 
fuente enunciado en términos muy generales y sin ninguna 
precisión o definición por la Ley de Impuesto a los Réditos 
constituye una idea compleja. 

En las empresas comerciales, fuente de renta, no puede 
sostenerse que sea la simple actividad de los individuos con 
prescindencia del capital que comprometen en sus operacionea 
y a la inversa, tampoco podría valer como concepto o elemento 
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decisivo, el del capital sin relación con ta actividad de quien 
le» emplea. 

En «na empresa de reaseguros domiciliada, constituida, 
dirigida y financiada en el país, con capitales argentino», que 
realiza operaciones y percibe prima» dentro y fuera del terri- 
torio nacional no puede sostenerse que la fuente de bus utili- 
dades sea extranjera cuando reasegura riesgos fuera del país. 

Es dentro de éste donde se estudian los negocios, es den- 
tro de ¿Ote en definitiva, donde la empresa mantiene su capi- 
tal que va a producir utilidades al aplicarlo a esos negocios. 
Una parte de las primas mismas que percibe en el extranjero, 
se incorporan *a la empresa aquí constituida. Todo ese "con- 
junto de Faetón** hace que deba concluirse que el beneficio 
que han dejado la» operaciones de reaseguros contratadas cu 
el extranjero, ba trido producido principalmente por el capital 
radicado en el país y por la actividad desarrollada en el 
misino. 

En su mérito y por las consideraciones formuladas en el 
precedente indicado, que se clan por reproducidas se revoca 
la sentencia de fs. 105, no haciéndose lugar a la repetición 
demandada * fs. 21 ; las costas en el orden causado, atenta la 
naturaleza de la cuestión debatida. Las comunes por mitad. — 
Cario» Herrera — Horacio (¡arria Ramn — Maximiliano €m- 
sfili (en disidencia). 



Difidencia 

Considerando: 

I. Que en cuanto a los fundamentos de la sentencia recu- 
rrida, el a-quo se remite a un cano exactamente similar, falla- 
do el 30 de julio de 1945 y en el que dejó sentado que las 
utilidades obtenidas por la aetora, por los reaseguros contra- 
tados con compañías de seguros radicadas en el extranjero* 
están exentas del impuesto a los réditos, conforme a lo que 
e xpresamente disponen los arts. V y 25, inc. a) de la ley 11.682. 

En la sentencia anterior a la presente, recaída en el juicio 
seguido por las mismas partes, a los fines de la exención del 
impuesto a lo» réditos, se señalaren las siguiente» circunstan- 
cial» : que las compañías con la» que la actora contrató los re- 
aseguros están domiciliadas en el extranjero, como también 
están situadas en países extranjeros las personas y cosas cu- 
yos riesges cubren los riesgo» originarios; que los efectos de 
cao» contratos, en caso de siniestro, tendrán lugar en el extrau- 
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joro, en el domicilio de la compañía aseguradora y la indem- 
nización será abonada en moneda extranjera ; que el impuesto 
a los réditos prescinde de la experiencia acumulada y de la 
ciencia adquirida por les reaseguradores, fincando el grava- 
men en el beneficio pecuniario obtenido, determinando con 
toda claridad cuando tiene origen en fuente argentina — para 
gravarlo— y cuando en fuente extranjera, para excluirlo. 

Dicho fallo fué revocado por cata Cámara, el 29 de abril 
de 1946, hasándese entre otras razones, en las siguientes: que 
la neto ra, como compañía de reasegura, ha sido constituida 
en el país y tiene su domicilio en esta Capital, debiendo pre- 
sumirse que todas las operaciones que realiza son dirigidas, 
acordadas y combinadas en el domicilio sccial ; que el rease- 
guro, en el hecho es independiente del seguro, vale decir que 
constituye un contrato distinto; que la fuente no debe esti- 
marse constituida ni por el capital, ni por el trabajo tomados 
aisladamente, sino por la empresa en su conjunto, a la que 
debe atribuirse todas las ganancias que se perciban; que las 
ganancias están íntimamente vinculadas a las actividades fi- 
nancieras que la actora desenvuelve en su sede, en la cual 
tiene también sus responsabilidades económicas, o sea, en esta 
Capital, de manera que no corresponde reconocerlas como de 
" fuente extranjera", aunque se relacionen con operaciones 
de seguros, que los reasegurados realizan en el exterior; que 
el lugar en que ocurre o puede ocurrir el accidente del que 
emergen responsabilidades, no puede constituir la baae esen- 
cial para determinar la fuente del rédito. 

A su vez, en fecha 19 de diciembre de 1947, la Corte 
Suprema, revocó la sentencia de esta Cámara, pronunciándose 
por la tesis del Sr. Juez Federal, en base a la» siguientes con- 
sideraciones; que el art, V de la ley 11.682 (t. o.), establece 
positivamente y el 25 negativamente que es renta imponible 
«ólo la proveniente de fuente argentina, excluyendo del con- 
cepto de "fuente** la participación causal que en la produc- 
ción de los rédito* tenga la actividad directiva, técnica y ad- 
ministrativa desplegada en el país por quienes los obtienen; 
que además de lo dispuesto en los arts. 20 y 21, en el art. 17 
de la ley se reitera el criterio que limita el gravamen a los 
réditos de fuente argentina; que si bien la actividad direc- 
tiva, administrativa y técnica se ha cumplido en el país, ella 
está destinada a realizar un negocio, cuyas primas se pagan 
en el extranjero y cuyo resultado depende del que tenga el 
seguro afianzado que para su ejecución impone al reasegura- 
flor la obligación de colocar y utilizar fuera de la República, 
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el capital correspondiente a la parte de responsabilidad que 
asumió en él al reasegurarlo. 

II. Se trata, pues, de establecer si las ganancias obte- 
nidas en negocies de reaseguros realizados en el extranjero, 
están o no gravadas con el impuesto a los réditos. 

En el derecho financiero comparado, uueatro sistema im- 
positivo, en materia de réditos, referido únicamente a los de 
"fuente argentina", constituye una excepción. 

En efecto, en Francia, la ley de 1914 establece el im- 
puesto a los réditos de quienes tienen una residencia habitual 
en dicho país, prescindiendo del hecho de que las rentas pro- 
vengan del pafe, de sus colonias o del extranjero, y la ley 1926 
substituyó el concepto de la residencia habitual, por el del 
asiento principal. 

Inglaterra desde 1842 y Canadá desde 1917, se rigen por 
el sistema de la residencia, con prescindencia de la fuente 
de renta. En cambio» Australia, desde 1922, se rige por el 
principio de la fuente local, de los réditos. 

La legislación norteamericana, por oposición a la de otros 
países opta por la aplicación de un doble sistema en materia 
de imposte»**» a la renta, a saber : el de la residencia, cual- 
quiera $ea la fuente de rédito y simultáneamente él pnneipw 
de ta fuente nacional cualquiera sea la residencia del contri- 
buyente; inclinándose en los últimos años en algunos Estados, 
al régimen de la "fuente". 

El criterio de la residencia del sujeto imponible frente 
al régimen de la "fuente", guarda una oposición similar a 
la que rige para acreditar la nacionalidad entre el derecho del 
territorio y el derecho de la sangre. 

Refiriéndose a la determinación de la "fuente en la 
segunda categoría de la ley 11.682 (t. o.), el Dr. Miguel 
Botfcmb, en su libro Imposición a los réditos de capitales y 
valora mobiliarios, ha escrito: "Los países que tienen grandes 
capitales invertidos en el extranjero, tratan de aplicar en ge- 
neral el criterio de la "residencia", porque las más de las 
veces los titulares de esos capitales se domicilian en el país y, 
si se aplicara el criterio de "la fuente", no percibirán abso- 
lutamente nada. En cambio, en las naciones como la nuestra, 
cuyas inversiones en el extranjero son ínfimas, sobre todo 
en relación ron ka capitales extranjeros colocados aquí en 
empresas públicas, industrias, comercio, etc., el criterio de la 
4i fuente" para la aplicación del impuesto es fundamentaljnente 
indispensable, pues sino gran parte de la renta producida en 
la República Argentina quedaría sin gravamen y los capitales 
productivos de los que se domicilian en el país, quedarían en 
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una situación desventajosa, frente a los del que vive en el 
extranjero". Por todo» ««tus motivos, el principio de la 
"fuente" es el más moderno y más científico y concuerda 
mucho mejor con las características económicas del país. "La 
Argentina es un pata típico de inversión para los capitales 
extranjeros, siendo raros los caso» de réditos de fuente ex- 
tranjera en la República". Por lo demás, d principio de la 
"fuente" evita los casos de doble imposición" (Obra citada, 
págs. 446 y 447) . " - 

III. Puntualizada la incompatibilidad del sistema im- 
positivo de la "residencia" con el de la fuente adoptado por 
nuestra legislación, cabe examinar el alcance de la tesis sos- 
tenida por esta Cámara en los autos similares, a que alude la 
sentencia del "a-quo". 

La D. G. I., en su afán de percibir el impuesto a la 
renta proveniente de las operaciones de reaseguros, olvidó loa 
fines fundamentales que determinaron nuestra legislación im- 
positiva sobre réditos e indujo en error este tribunal, cuya 
mayoría articuló una argumentación destinada a sostener el 
criterio de la imposición en el pafs del domicilio del sujeto 
contribuyente. 

El Dr. Dmo Jakach, en una nota de ilustrada versación 
que publicara en Jurisprudencia Argentina 1946, t. II, p. 353, 
comentando el fallo de esta Cámara, destacó que, dentro de la 
teoría general del derecho tributario entre los elementos bá- 
sicos del nacimiento de una obligación impositiva existe el 
"momento de vinculación" entre el hecho imponible y el sujeto 
activo de la relación jurídica tributaria. 

La ley argentina adoptó un criterio de vinculación — "el 
más generoso o sea el menos fiscal* 9 — sometiendo a los sujetos 
y sociedades argentinas, al igual que las personas y entidades 
no domiciliadas en el país, al pago del impuesto sólo por sus 
réditos de fuente nacional. 

Para distinguir cuando la fuente es nacional o extranjera, 
hay que ceñirse al principio de la interpretación económica, 
es decir, fi'mr el tugar en que desarrolla la actividad produc- 
tiva que origina el rédito. 

Sin necesidad de entrar al análisis de la naturaleza ju- 
rídica del contrato de reaseguro, la fuente de los réditos pro- 
venientes de estas clases de contratos debe ser el país en el 
cual se estipulan y abonan las primas, sobre todo cuando en 
ese mismo país se verificará el riesgo objeto del reaseguro 
y allí se hará efectiva la indemnización en caso de siniestro. 

Aplicando dicho criterio al sub-júdice bastaría plantear 
el caso contrario, para que surgiera patente e innegable la 
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exención del impuesto a los rédito* obtenidos en esta» ope- 
raciones de reaseguros. En efecto, si se tratara de una com- 
pañía extranjera, radicada en el exterior, y los reasegurado* 
estuvieran en la Argentina, debiendo pagarse aquí las primas 
v verificarse en este país las riesgca del negocio de reaseguros, 
'debería necesariamente concluirse que el rédito e$ de fuente 
nacional. 

En su mérito, se confirma la sentencia de fs. lito a Fs. 197, 
con las costas de ambas instancias en el orden causado, atenta 

la naturaleza de las cuestione» debatidas. — Maximiliano 
Comoli. 

DlCTAMEM DEL PROCURADOR (lEffERAI. 

Suprema Corto: 

Los recursos ordinarios de apelación y nulidad in- 
terpuestos por la parte actoru, son procedentes de acuer- 
do ni art. & r M& -* de la ley 4055. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco tiene cons- 
tituido representante especial, el que ya ha tomado en 
autos la representación que le corresponde (fs, 253). — 
lis. Aires, diciembre 6 de 1948. — Carlos G. Delfhw. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Bs. Aires, 22 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "El Fénix Sudamericano S. A, 
contra Pisco Nacional (Dirección General del Impuesto 
a los Réditos) s./ contencioso", en los que se han con- 
cedido a fs. 240 los recursos de nulidad y apelación. 

Considerando: 

Que en esta causa vuelven a plantearse entre las 
mismas partes idénticas cuestiones, sin variante algu- 
na, que fueron objeto de examen y decisión en la sen- 
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tonda de esta Corte del 19 de diciembre de 1947 (Fallos: 
209, 543). Consideradas nuevamente, el Tribunal rei- 
tera el criterio a que obedece el pronunciamiento cita- 
do cuyos fundamentos, concordantes con los de la sen- 
tencia de r instancia y los del voto de fs. 233, se dan 
aquí por reproducidos. 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador (lene ral, se revoca la sentencia de fs. 231. Sin 
costas, atenta la nat ti raleza de las cuestiones debatidas 
y por sor revocatorio este pronunciamiento. 

Tomas D, Casahes — Felipe S. 
Pékez — Luis R. Longjii — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 



EDUARDO A. SIIEPIIERD (su sucesión) 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos j/ Garantías. General* 
dades. 

Las personas que, sin estar radicadas en la República 
Argentina, se hallan sometidas a sus leyes en razón de 
los actos que realizan en el territorio de aquélla» tienen 
derecho a invocar las garantías constitucionales. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cantrat de constitucwnatidad. fw- 
terés para impugnar la tomtitucionatidad. 

Toda persona alcanzada por laa leyes del país tiene de- 
recho a obtener que se haga efectiva la subordinación 
de ellas a la Constitución Nacional mediante el control 
de constitucional i dad establecido por loa arts. 31 y 100 
de la misma. No obsta a ello el distingo entre residentes 
y no residentes que puedan hacer válidamente las leyes 
en lo relativo a la ce n cesión de determinados derechos y 
al medo de ejercerlos o la imposición y diversa magnitud 
de ciertos gravámenes. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Im» 
puestoH y contribuciones: 

La atribución al poder judicial de U facultad de ¡uva* 
lidar un impuesto como confiscatorio no es violatona da 
los arts. 4, 67, inca. 7 y 27, de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Resolución 
contraria. 

Es improcedente, por falta de la resolución contraria que 
requiere el art. 14 de la ley 48, el recurso extraordinario 
interpuesto contra la sentencia que declara confiscatorio 
y por ello inconstitucional el impuesto a la herencia del 
50 jb «tablecido por el art. 30 de la ley 11.287 para el 
caao de un extraño domiciliado en el extranjero, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Relación 
directa. Sentencia con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. Fundamentos de orden local y procesal. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que interpretando la ley 11.287 llega a ta conclusión de 
que corresponde efectuar una reliquidación del impuesto 
a la herencia reduciéndola a un porcicnto menor que 
el aplicado por el Consejo y declarado confiscatorio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de la declaración de t*- 
constitucionalidad. 

La declaración judicial de que un impuesto es confisca- 
torio y, por ello, inconstitucional, sólo alcanza a la por- 
ción del monto en que consiste el exceso. Corresponde 
al tribunal determinarla cuando puede hacerlo con pre- 
cisión y objetividad. Fuera de ese caso, incumbe al Fisco 
practicar la reliquidación con arreglo al cntenp enun- 
ciado en la sentencia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitudonalidad e inconstitucio- 
nalidad. Leyes nacionales. Impositivas. Impuesto a la transrnmón 
gratuita. 

No <* confiscatorio el impuesto a la transmisión gratuita 
establecido por el art. 30 de la ley 11.287, que en el 
caso de un heredero radicado en el extranjero absorbe 
el 50 % de lo trasmitido. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



49$ 



Sentencia del Juez en lo Civil 

Buenos Aires, 31 de mayo de 1947. 
Visto y Considerando: 

1* Que el apoderado del albacea y único heredero tes- 
tamentario impugna la liquidación practicada por el Consejo 
Nacional de Educación a fa. 46 por varias razonen, y sobre 
las cuales, luego de la contestación del impugnado, salvo dos, 
la posición y los intereses de ambas partes se contraponen. 

El causante Eduardo Alfredo Shepherd murió en Ingla- 
terra — lugar de su domicilio — el 24 de enero de 1940, a los 
79 años. En su testamento, otorgado también en dicho país, 
después de efectuar varios legados libres de impuesto here- 
ditario, instituye como heredero universal y albacea al señor 
Leith Ingham Tomkins Whitaken; domiciliándose tanto éste 
como los legatarios igualmente en Inglaterra. 

Entre los bienes que dejó, aparte de un depósito en efec- 
tivo en el Banco de Londres de esta Capital por valor de 
$ 5.536.22 y de acciones de la Cervecería Río 8egundo S. A., 
que estaban en custodia en el mismo banco —de cuya venta en 
la Bolsa de Comercio se obtuvieron $ 114.060— figuran di- 
versas acciones de la empresa Ferrocarril de Buenos Aires al 
Pacífico por valor de $ 2.371.11, y de la sociedad anónima 
Manufacturera de Tabacos Piccardo y Cía. Ltda. por 6.550. — 
pesos ; títulos estos últimos que al deceso del causante, se en- 
contraban depositados en Londres. Los demás bienes no inte- 
resan, ya que su radicación fuera del país no está discutida. 
Baste decir, para la aplicación del porcentaje impositivo legal, 
que el total de los bienes pasa del medio millón de pesos. 

En síntesis, la controversia gira en torno a tres cuestiones 
fundamentales: a) si las acciones al portador existentes en 
el extranjero, pero de sociedades que tienen sus bienes y des- 
arrollan sus actividades en la República, deben computarse a 
los efectos del impuesto a la transmisión gratuita de bienes 
(según lo prevé el decreto-ley 6755 del 26 de agosto de 1943) ; 
b) si las acciones de sociedades —cualquiera sea su domicilio 
y lugar de actividades — cuyos bienes radicados en el país se 
encuentran dispersos en jurisdicciones provinciales y nacional, 
deben pagar el impuesto sucesorio de acuerdo a las leyes local» 
o en una sola jurisdicción; y e) si como ocurre en el_ caso 
sub examen — en qufr heredero y legatario son extraños—, 
sumado al 29.40 % —que corresponde pagar por aplicación 
de la escala legal (art. V ley 11.287)— el recargo per atajen- 
tismo de otro tanto (art. 30 misma ley) lo que hace un 58.80 % 
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que te ve limitado en un 50 % como máximo por el articulo 
citado en primer término, se trata de un gravamen confisca- 
torio, y por lo tanto, inccnstitucional. 

Mas, antea de entrar ai análisis de esos tree puntos —y 
de otros menores con el loa vinculados, sobre los que tampoco 
hay acuerdo — ae considerarán los ctros dos, respecto de loa 
cuales el Consejo acepta las observaciones del heredero, por lo 
menos en principio. 

2* Ellos son: 

a) El error que, con toda lealtad hace notar en su 
desfavor el heredero, ya que el Cense jo no computó íntegra- 
mente en su liquidación el activo radicado en el extranjero. 
Bato deberá ser objeto de un reajuste en la nueva liquida- 
ción a presentarse. 

b) El gravamen sobre los legados libres de tributo y el 
sujeto impositivo. 

Razón hay en esta impugnación, ya que ni equitativa ni 
legal, ni jurídicamente, debe cargarse este impuesto al here- 
dero, que no recibe la suma que lo motiva, ni corresponde 
incluirlo dentro del remanente. 

Como bien lo ha resuelto la Cámara Civil 2» en el fallo 
que citan ambas partes (O. P., t. 17a, pfig. 193 o J. A., t. 1945, 
IV, 546) v lo anticipara en términos claros Diño Jarach 
(J. A., t. 1944, IV, p. 569, N* 3 y sietes), frente al Pisco el 
sujeto impositivo o contribuyente es el legatario, ya que el 
impuesto forma parte en definitiva del legado, debiendo agre- 
garse, para el cáto d o fiscal a la cantidad legada, la suma 
correspondiente atjp'avamen y, sobre el total pagar el ira- 
puesto, que si bien en realidad en satisfecho por la sucesión, 
no incide subre la porción del heredero. "El pago del impuesto 
— como dice Jarach — es un beneficio accesorio que el testador 
concede al beneficiario del legado, y por lo tanto, una parte 
de éste". 

Por eso, y de acuerdo a tal doctrina, el Consejo debe 
reajustar su liquidación en este aspecto. 

3* Acciones en el extranjero de sociedades que tienen 
sus bienes y actividad económica en la* Argentina, 

Doblemente se ataca al decreto ley 6755/43 aplicado por 
el Consejo respecto a las acciones al portador del Ferrocarril 
Buenos Aira al Pacífico y de la Compañía Picardo que 
estaban depositadas en Inglaterra al morir el testador. 

Se lo impugna por ilegalidad formal y por ilegalidad 
material, es decir, per carencia de facultades constitucionales 
de un Poder Ejecutivo de facto para establecer o ampliar 
impuestos, y aun aceptando su valides formal, por atentatorio 
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de la Constitución en virtud de que el Estado Argentino no 
puede imponer un gravamen sucesorio sobre bienes existente» 
en el exterior y sobre lee cuales no se realiza en la República 
ningún seto de transmisión. 

Examina romos separadamente \m dos tópicos: 

o) El Poder Ejecutivo de facto pudo dietar el decreto 
ley 6755, pues se^íin es doctrina de la Corte Suprema "está 
comprendido el establecimiento y eobro de impuesto* e„t.e 
lira cuestiones de urgencia de necesaria solución para la sub- 
sistencia del Estado, a que ee ha referido esta Corte en «na 
pronunciamientos de fecha 2 de abril de 1945 en los auto» 
"Municipalidad de la Capital e/ Carlos M. Mayer", y en 
su acordada sebre creación de tribunales, respectivamente, de 
acuerdo con los cuales son válido» durante la subsistencia del 
Gobierno "de facto" los decretos que al efecto se dictaren 
(fallo publicado en L. L., t. 40, pág. 200 y que reproduce 
lo expresado, ya en rtro anterior por la fni.siua Corte, eti su.'- 
fallos, t 201, pípr. 471. Véase también minoría de la Cámara 
Federal de la Capital que sostiene la correcta teoría en L. h. t 
t. 42. p% 368). 

Y como el Congreso ha ratificado dicho decreto, por ley 
12.922, tampoco sería lícito discutir su validez temporal ya 
que la Corte Suprema tiene declarado, que, cumplida dicha 
ratificación legislativa, como es lógico a las normas emanadas 
de un Poder de facto, siguen rigiendo para lo futuro, "siendo 
válida su vijrencia anterior con relación a los hechos realiza- 
dos" (vrho Mayor, h. L„ t. 38, pá<?. 90, 2» col. Véase también 
C»ím. Ped. Cap., en L. L„ t 39, pág. 247 y Cám. Civ. 2» en 
diario L. Ij., 22 de marzo 1947, fallo 22154). 

b) Sean aclaratorias de una ley anterior —como lo ex- 
presa en su artículo 5—, modificatorias o creado ras las normas 
contenidas en el decreto 6755, del P. E. de facto, que aun pudo 
modificar la ley 8890 y sus complementarias, ai estimó "loa 
intereses de! Estado mal protegidos, a su juicio, por el sistema 
de la ley", y "en defensa" de eso» intereses públicos (C. S„ 
caso Mayer, La Ley, t. 38, p. 91, l» col.) «ancienó el decreto, 
es indiscutible que su esencial propósito, como se expresa en 
sus considerandos, fué "evitar las evasiones en el impuesto 
a^ la transmisión gratuita de bienes" ya "que no puede admi- 
tirse que quede al arbitrio de los interesados la determinación 
del lugar en que ha aparecer efectuada la transferencia de 
bienes representad™ por acciones", bienes o riqueza cuya 
"situación real y efectiva" —o lugar donde se encuentran— 
es dentro del territorio de la República. En otras palabras, 
lo que debe determinar la imposición fiscal, no es la situación 
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o territorio donde estén las acciones o títrloa — cualquier parte 
del mando— ni el lugar en que se fundaran o tengan su 
domicilio las entidades que aparezcan como propietarias de 
aquéllas sino la ubicación real de la riqueza, esto es, el lugar 
donde la scciedad tenga o desarrolle su actividad económica 
o productiva. En fin, "base objetiva" y no subjetiva o de- 
pendiente de la voluntad de loa interesados, en cuanto al 
aspecto meramente fiscal, respecto de la libre elección del lugar 
de depósito de loa títulos representativos de un valor en bienes 
o fundación y domicilio de las entidades que los emiten. 

Y bien, como surge del principio de Derecho Fiscal sos- 
tenido por la Corte Suprema en el caso que se publica en sus 
Fallos, t. 181, pág. 189, —que se tuvo en cuenta al dictar 
el decreto 6765 según cita expresa—, el criterio tributario en 
cuestión, no sólo es constitucional, sino también el que con* 
viene a países nuevos como el nuestro. 

Aunque en ese fallo se trataba de impuesto a las rentas, 
no se ve motivo alguno que limite tal principio a esa sola 
categoría impositiva, ni impida su aplicación al tributo suce- 
sorio, cerno lo ha hecho el legislador argentino —pues en ese 
carácter actuó el Poder Ejecutivo de facto, según lo dicho— 
quien pudo elegirlo entre los diversos que se aconsejan y 
practican en materia fiscal internacional, siendo indiferente al 
Estado el problema de la doble imposición que podría producirse 
Otra cesa sucede en orden a la doble imposición interna, entre 
la Nación y las provincias, como más adelante se veré. (Sobre 
todo esto, véase el erudito y luminoso estudio de Giulani 
Fon rouge, Las sociedades comerciales y el impuesto sucesorio, 
en J. A., t. 54, pág. 4SHL También el de Carlos Alberto 
Lascano, El impuesto sucesorio y las accione* de sociedades 
con sede extranjera, misma revista y tomo, pág. 496, y el 
Manual dé derecho internacional privado de Romero del 
Prado, tomo II, cap. XXXVII, sobre Derecho i ternacional 
privado fiscal). _ ' 

La Cámara Civil 2* —Sala de los doctores Tezanos Pinto, 
Maachwkz y Chute— ya se ha pronunciado respecto al decreto 
0755/43, en fallo del 16 de noviembre de 1945, en el exhorto 
del Juez doctor A. Zavalla Moreno de La Plata, juicio testa- 
mentario de doña Ana Elvira Russell de Carne, tramitado 
ante el Juzgado del doctor César A. Fauvety, secretaría del 
doctor Sauze Juárez, que se tiene a la vista. Dice .ili que al 
pronunciarse el decreto por el sistema que preconiza que ej 
impuesto debe establecerse teniendo en cuenta la situación real 
de la riqueza gravada, y no el que da preferencia al lugar de 
constitución de la entidad emisora o su domicilio social, o el 
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que se decide en favor de la situación material de loa títulos 
o certificado», ha acomodado la norma legal aplicable con las 
enseñanza» de la doctrina y la jurisprudencia y puesto fia 
a la ves a laa controversias existentes sobre el particular con 
el criterio que informa la tendencia moderna como lo puntua- 
liza el doctor Carlos Giuliani Fonrouqe en la ilustrada nota 
publicada en J. A., t, 54, pág. 491. 

Tratándose el de auto de un caso en que las acciones 
de sociedades anónimas se encontraban en el exterior, san 
aceptándola, no resulta aplicable la reciente jurisprudencia 
—ajena al decreto 6755— que con exclusiva relación a situar 
doñee donde se discutían cuestiones de orden interno y no 
todas sobre acciones de sociedades anónimas, decidió que pan 
el pago del impuesto hereditario, correspondía atenerse al 
lugar en que se encuentran depositados los títulos o bonos 
hipotecarios públicos (caso Biaus de Tisuornia, suc., Suprema 
Corte en L. L., t. 39, pág. 407 y C. C. 2» en pleno en J A, 
tomo 1943-IV, pág. 211) ; al lugar del domicilio de la sociedad 
propietaria de inmuebles —«o anámma— y en la que la 
sucesión sólo tiene un derecho ereditono (Caso Lafontaine, 
suc, C. C. 1», Sala B, en J. A., tomo 1945-III, pág. 272) t al 
tugar en que una sociedad anónima se constituyo y tiene su 
asiento, lugar que ce también el de depósito de las acciones y 
domicilio del causante, sin que sea aplicable la ley impositiva 
del lugar en que la sociedad desenvuelve sus ■ c , tlT > da ° e » 11 ^ a ^ 
•«Provincia de Salta c/ Moscteguy Pedro, suc.", C. C. 1», Sala 
A, en L. L., t. 40, pág. 95. Precisamente —y luego volve- 
remos sobre esto— en arte ultimo caso, donde se trato de 
acciones de una sociedad anónima, tanto el Jues como el riscal 
de Cámara, advirtieron que el decreto 6755 no era de apli- 
cación, ni estaba en juego por referirse a sitnaciones de orden 
internacional (aunque, contra el texto expreso del decreto,, 
lp restringían los supestos de sociedades constituidas » el 
extranjero, cuando en realidad comprende también a cual- 
quier entidad constituida en el país" —art.F— como bien 
lo hace notar la C. C. 2» en el citado caso Russell de Carne 
donde se resolvía una situación meramente interna). 

Por lo demás en el citado caso resuelto por la Corto 
Suprema, el doctor Sagarna votó en disidencia como, igual- 
mente el doctor Maschwita, en el mencionado fallo de I» 
C C 2» (quien anteriormente votó en disidencia, aunque con 
otro sentido, bien es cierto que se trataba de acciones d» 
sociedades y no de tito loe públicos en J. A., t. 74, paga. 
372/3) : y que ambos entre otros argumentos, se remitieron 
al fallo plenario de las Cámaras Civil» del 20 do mayo de 
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1919 (tti re Merlo de Dessein, J, A„ t. 3, pag. 397 o G. del P., 
t 20, pág. 145) donde el doctor Giménez Zapiola, que fundó el 
voto de la mayoría, aunque respecto do créditos hipotecarios, 
sostuvo que "tratándose de créditos, el lugar de su nituaeión 
es aquel en que se hacen efectivos, es decir donde se cobra y 
exirte el dinerc a que los mismos **e refieren y no al del 
fallecimiento del causante, o aquel en que se encuentren los 
instrumentos de su existencia". "La ley de impuesto a las 
herencias prescinde «del principio contenido en e! art. 11 del 
G6& Civil», que responde a necesidades distintas para dar 
preferencias a otra regla y para satisfacer otras exigencias, 
que se condensan en esto: la necesidad fiscal de imponer 
todos los bienes que tienen bajo la mano directa de la propia 
jurisdicción territcriar\ . . "Tal es lo que resuelve la ley del 
impuesto a las herencias, de acuerdo con el espíritu eminente* 
mente fiscal en que ncc«?ari amenté debe inspirarse". 

El doctor Giménez Zapiola. hacía notar certeramente algo 
que ya no debería ignorarse: las diferencias entre el derecho 
fiscal y el civil, cuyes principios no son iguales, ni aplicables 
siempre a una relación de naturaleza tributaria, norma de 
derecho civil, como lo enseña la moderna teoría jurídica. 

Posteriormente, las mismas Cámaras, en otro plenario, el 
5 de octubre de 1936, modificaron esa jurisprudencia (caso 
"Campos Sobrido" en L. L„ t. 4, p.Í£, 4), en e! sentido de 
que el impuesto a las herencias debe abonarse en el lugar de 
ubicación del inmueble gravado con la hipoteca. Es cierto 
que se trataba como en el anterior plenario, de créditos 
hipotecarios: pero el doctor Salvat, — coincidiendo ci¿ esto 
con lo dicho en 1919, por el mismo Tribunal— advirtió que 
"no es pcsible tomar como base fundamental los principios 
que el Código Civil ha consagrado respecto a las leyes que 
rigen las cosas muebles en el orden internacional (art. 11 y 
concordantes) sino que es preciso considerar que se trata de 
la aplicación de leyes fiscales" y agregaba: "la doctrina que 
sustento ha sido ya reiteradamente aplicada por este Tribunal 
en el caso de mei? dates* habiéndose resuelto que el impuesto 
a las herencias debía ser abonado en el lugar de su radicación 
y funcionamiento, aún en el caso de sucursales existentes en el 
extranjero (resolución fecha 9 de noviembre de 1923, 0. del F., 
t. 48, pag. 37, también en Ti. L., tomo 4, pág. 298 en nota: 
había inmuebles en Montevideo) o de acciones o títulos que 
retaban deprsitados en un Banco de esta Capital (30 de mayo 
del cte. año, O. del R, t 122, pág. 165, también en L. L„ t. 4, 
pág. 298, texto: existían inmuebles en Chile)". 

IV.r su parte el doctor Coronado coincidió expresamente 
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establecer la diferencia entre derecho fiscal y derecho civil» 
y en la inaplicabilidad del Código de la materia a cuestiones 
tributarias. La decisión se votó por unanimidad. 

Para nuestro caso, no obstante que lea plenarioa de 1919 
y de 1936, no coinciden en aus soluciones ( y que se sostenga 
que el primero contiene una doetrina inconstitucicnal, C. C. 1* 
voto del doctor Barraquero en L. L., t. 24, pág. 983) lo cierto 
es que de acuerdo a ambos el principio en que se funda el 
decreto 6755 es perfectamente válido y legal; aparte claro está, 
ser el que más conviene a nuestro» intereses económicos, que 
es lo que se tiene en cuenta en todos lúa países en materia 
fiscal. 

Es más, mucho antes de existir ese decreto, la justicia 
resolvió — por lo menos en parte y en algunos casos — de 
ron formulad a la doctrina que lo funda, pues tuvo en cuenta 
el lugar de radicación efectiva de loa bienes aunque simultá- 
neamente con el del domicilio de la sociedad y el lugar donde 
se hace el pago de les títulos o créditos. Véase el caso citado 
por Salvat — a quien acompañan en la firma los doctores 
Lagos y Tczanos Pinto— en L. L., tomo 4, pág. 298 o en J. 
A, t 54, pág- 491. Igualmente un fallo del doctor Perazzo 
Naón confirmado por la C. C. 1* (J. A , fe 69, pág. 641) y f 
por último, uno más reciente del Dr. Chute confirmado por ¡a 
C. C. p en 1941 (J, A., t. 74, p. 369). 

Empero — debe reconocerse — , no hay uniformidad de 
pareceres, ni una jurisprudencia siempre congruente, aún con- 
sigo misma, en esta materia, de suyo complicada y sobre la 
cual también existe anarquía, doctrinaria y jurisprudencial en 
los demás países, como lo demuestra Giuliani Fonrouge en 
el citado trabajo. 

En consecuencia, a juicio del proveyente, el principio 
sobre que se ham el decreto 6755/43, hoy ley, es absoluta- 
mente legal y no ataca disposición constitucional alguna, pues 
encontrándose el bien o riqueza —cuyo valer se representa 
por acciones — en el país, ese es el lugar de su radicación 
económica y donde se exterioriza la * 'transmisión gratuita por 
causa de muerte" (art. I o , ley 11.287) y por lo tanto, aqu! 
se configura el hecho imponible. 

4 9 Se considerará ahera el problema de orden interno 
— también debatido en autos — sobre si corresponde pagar el 
impuesto sucesorio, respecto a las acciones del P. C. Pacífico 
y de la sociedad Piecardo, íntegramente en jurisdicción na- 
cional, o de acuerdo a la situación real de lea bienes repre- 
sentados por esas acciones, dividido según el porcentaje ra- 
dicado materialmente en cada provineia y en la Nación. 
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Siguiendo el criterio expuesto en el considerando anterior 
—que es del decreto 6755— y concordante con el art. l 9 de la 
ley 11.287, el impuesto debe «er pagado en relación a la 
ubicación real de loa bienes de las sociedades o empresas 
emisoras de las acciones. 

Como lo demuestra el doctor Barraquera el impuesto a 
las herencias es constitucional y legalmente, de Índole local 
y no es lícito argumentar en contrario a base de que el Consejo 
Nacional de Educación llega en su acción a las provincias 
(su voto en L. L., t 24, págs. 991-2 )• 

Por lo demás, si bien con referencia a lo internacional, 
al Estado Argentino no le interesa si se produce la doble 
imposición fiscal —aunque plausible es solucionar el pro- 
blema por medio de convenios internacionales — "distinto es 
cuando se plantea la cuestión en relación a bienes dentro del 
territorio de la República y se discute la jurisdicción del pago 
según Isa acertadas palabras del doctor Maschwits (J. A., 
t. 74, pág. 373 su voto). 

Ese es, asimismo, el criterio categóricamente sustentado 
per la Cámara Civil Segunda en el caso Rusell de Carne ya 
citado donde expresamente se resuelve el punto siguiendo al 
decreto 6755/43 y con relación a acciones de sociedades ano- 
nimas análogas a la compañía Piccardo (se trataba del Mer- 
cado Central de Frutos S. A. y S. A. Financiera e Inmobilia- 
ria del Río de la Plata). 

Creemos que el Tribunal —en su breve fallo— ha seguido 
un criterio lógico para sostener que el principio del decreto 
6755 se debe aplicar tanto en lo internacional como en lo 

interno. ; .. . _ . , A . 

Hay que convenir en que la intención esencial del decreto 
—aunque no expresada— es evitar las evasiones fiscales en el 
orden internacional, a la vez, respecto de las sociedades cons- 
tituidas <4 en el extranjero" como "en el país (art 1 ). 
Pero en el fondo viene a normar también la situación local, no 
sólo porque lo lógieo —y justo- parece Ser aceptar el mismo 
principio para los de afuera que para los de casa (provincias) 
«iim también porque en el quinto considerando se tuvo en 
vista "que el principio según el cual el impuesto debe esta- 
blecerse teniendo en cuenta la situación real de la riqueza 
gravada, ha sido consagrado por el legislador argentino de 
manera reiterada tanto, en el orden nacional (impuesto a los 
réditos) como provincial (impuesto sucesorio) 

Coincidente con ello, dice Giuuani Fouroucib: Creemos 
que en nuestro país debe aplicarse el principio de la situación 
de loa bienes pertenecientes a las sociedades comerciales, pero 
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ello no sólo como medio de solución de los problemas que se 
plantean en el orden internacional sino también en el interno 
entre las provincias y la Capital Federal" (J. A., t. 54, 
pá£. 495). . ; t 

Por eso, la jurisprudencia anterior al decreto — o la 
posterior que lo ha ignorado—, nada tiene que hacer ya en 
casos como el de autos, pues, cualquiera sea su valor y acierto 
doctrinario en cuanto a la naturaleza jurídica de las acciones 
o títulos de sociedades, asociaciones o entidades (art. I 9 ) 
aquél ha hecho inútil toda investigación al respecto; ya que 
fija un criterio objetivo: el de la situación material de la 
riqueza representada por las acciones; principio que no puede 
discutirse, por ser constitucional, y si sólo aplicarse por la 
justicia, que ahora se ve libre de cualquier posibilidad anár- 
quica jurisprudencial, por lo menos en cuanto a acciones de 
"sociedades, asociaciones o cualquier entidad f \ 

Y tan es así que el decreto 6755 en su art, 8* con clara 
previsión — aunque con deficiente sintaxis-^- resuelve expresa- 
mente el supuesto que siempre originó dificultades: el de las 
acciones que "fueran de tal naturaleza que no dieran a sus 
poseedores derecho a una parte proporcional del activo social, 
o de los beneficios de la sociedad o al saldo del activo en caso 
de liquidación". Y la solución que da es esta: estimar a esas 
acciones o "valores", "a los efectos fiscales"; "como si fue- 
ran créditos contra la sociedad" pero liquidándose ct impuesto 
"considerando que se encuentra en jurisdicción nacional una 
parte proporcional del crédito, determinada sobre la base de la 
proporción del total de los bienes sociales, con respecto al total 
de esos bienes situados en jurisdicción nacional". 

No es necesario averiguar, entonces, si lo aplicable a esos 
créditos, a los efectos impositivo-hereditarioa, es el lugar donde 
se hace efectiva la obligación, o el del domicilio de la sociedad 
deudora, o el del lugar de sus actividades, o etc. 

Ahora bien, si respecto a la sociedad Piccardo no cabe 
dudar que esa es la solución aplicable, en cuanto al F. (X Bue- 
nos Aires al Pacífico, la cosa se viene a complicar, pues, según 
es sabido, tratándose de un ferrocarril nacional —de tráfico 
interprovincial— regido por la ley 2873, la Nación ejerce sobre 
el mismo exclusiva jurisdicción (Clodomiro Zavalía. "Derecho 
federal". 3» ed.. t. II, pág. 691 y sifftc*.; Bielsa, "Principios 
de derecho administrativo", piig. 660; véase también, el infor- 
me de dicha empresa a fs. 24). Y aún aquellos que originaria- 
mente fueron provinciales, al pasar por venta a ser de orden 
nacional, perdieron definitivamente su anterior carácter (Pa- 
lios, Corte Suprema, t 157, pág. 319; t. 184, pág. 231, etc.). 
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Pero, esa jurisdicción nacional ferroviaria, comprensiva de 
la autorización, concesión, conservación, funcionamiento y fis- 
calización de este servicio público, y aun del poder impositivo 
sobre tilas — de allí las liberaciones tributarias y la constante 
jurisprudencia de la Corte, desconociendo facultad a las pro- 
vincia» para imponerle» gabela*—; cea jurisdicción nacional 
ferroviaria, i puede interpretarse también como extenaible al 
impuesto sucesorio? 

Para el proveyente, no. Y ello perqué este impuesto no 
recae sobre las empresas, ni incide absolutamente sobre el ser- 
vicio publico del transporte o el comercio interprovincial, smo 
que grava a simples particulares. El hecho de que la materia 
imponible consista en acciones representativas de bienes de 
esas empresas, ninguna influencia tiene aquí. 

Cierto es que. a diferencia de la ley 11.287, en cuyo art. 1* 
se comprende únicamente a los "bienes... existentes en la 
Capital Federal o territorios nacionales' 9 el decreto 67¡i5 habla 
de los "bienes que se encuentren materialmente situados en 
jurisdicción nacional o sometidos a la jurisdicción de la Na- 
ción" (nrts. 2 9 y íí?) y en el cuarto y sexto considerando 
alude a "jurisdicción fiscal de la Nación". 

Pero este decrete, si pudo modificar a la ley de impuesto 
sucesorio no puede en cambio afectar principios de orden 
constitucional. Por lo demás, el concepto de jurisdicción 
nocional" no tiene, como bien se percibe aquí, un alcance por 
así decir totalitario y radical, no pudiendo llegar al extremo 
de desconocer la realidad territorial. 

Dentro del término "jurisdicción nacional" se ineluj T e en 
lanera! c indiscriminadamente, tanto a la Capital Federal, 
territorios nacionales y lugares material, territonalmente so- 
metidos o pertenecientes, por compra o cesión, a la Nación 
como fortalezas, arsenales militares o navales, etc. (ine. 27, 
art (¡7, C. N.), como a lugares que situados en las provincias 
están afectados o destinados a servicios públicos naciona- 
les (edificios de universidades, correos, etc., sean propios de 
la Nación o alquilados) y por último, igualmente se comprende, 
a los ferrocarriles que realizan el tráfico interprovincial como 
a otros medios de transporte (por ejemplo, las lincas de 

automotores). ■ tti 

Mas es evidente que el concepto "jurisdicción nacional 
tiene un significado y extensión diferente en uno ti otros casos, 
y que estricto *cnsu el mismo se restrinjre en lo que se refiere 
a ferrocarriles, donde lo jurisdiccional federal tiene un sentido 
meramente funcional — «ólo en cnanto incide o atañe al co- 
mercio interprovincial. Queda fuera lo atinente al aspecto 
¡mp06ltÍV0 hereditario. 
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No escapa a) proveyente que se presenta la dificultad so* 
bre cómo computar el material rodante —de tanta importancia 
y valor— de las empresas ferrocarrileras, ya que el mismo no 
tiene una radicación especial determinada. Pero la dificultad 
parece salvarse asignando proporcionalmente ese material de 
acuerdo al valor de los restantes bienes que tengan una situa- 
ción fija en cada provincia o capital y territorios nacionales. 
En esa forma, el porcentaje no variará. 

Por lo tanto, bajo cate aspecto, el Consejo debe reformar 
su liquidación de fs. 46, ateniéndose al informe de] F. C. Bue- 
nos Aires al Pacífico de fs. 24, donde se expresa que "la esti- 
mación global aproximada de las instalacionea fijas ubicadas 
en la Capital Federal, que integran el activo físico de la em- 
presa... representa el 10,66 Jo del capital de la misma en- 
contrándose el resto en las provincias de Buenos Aires, Santa 
Fe, Córdoba, San Luis, Mendoza y San Juan. 

Eso sí, como el Poder público o Gobierno argentino — del 
que la justicia forma parte — no sólo debe tratar de evitar la 
doble imposición en el orden interno, sino también las posibles 
evasiones o infracciones fiscal» en todo el territorio de la Re- 
pública y tomar, en consecuencia, razonables medidas de pre- 
visión, llegada la oportunidad, parece prudente requerir un 
justificativo de que se han iniciado los trámites del caso en las 
jurisdicciones provinciales pa?a pagar los impuestos respectivos. 

5* En cuanto a las acciones de la sociedad Piccardo, co- 
rresponde también modificar! la liquidación del Consejo, de- 
biendo previamente determinarse, al momento de la muerte del 
causante, el porcentaje de su activo físico en la Capital y te- 
rritorios nacionales, ya que en el informe de aquélla de fs. 23, 
se ha tomado como base el ejercicio terminado el 30 de junio 
de 1044. 

Respecto a la cotización de las acciones, el criterio secruido 
por el Consejo es el correcto, pues tratándose de valores cuyos 
bienes representados están en jel país, es lógico que se tomen 
como base las cotizaciones de h Bolsa de Comercio de Buenos 
Aires, y no la de Londres, según pretende el apoderado del 
heredero, por ser el lugar de Situación de los papeles. Conse- 
cuente con su principio básico, el decreto 6755 adopta esa nor- 
ma en su art. 4* 

6* Que, pasando a examinar si el porcentaje del impues- 



por absentismo es confutatorio, 
que lo es, en atención a la reí- 



to sucesorio aplicado en el caso 
ciertamente, no puede dudarse 
terada jurisprudencia existenteL 

Dada la suma recibida y el carácter de extraño del here- 
dero, le corresponde pagar como tasa impositiva el 29,40 % 
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Pero, como ae domiciliaba en el extranjero, el tributo ac ve 
recargado en un 100 % (art. 30, ley 11287). Es decir que, 
en total, debería pagar un 58,80 % que, por imperio ele a 
limitación contenida en ei art, 2* de esa ley, queda reducido 
m un máximo del 50 %. 

Para evitar repeticione» «uper finas, y dando por repredu- 
cidos sus fundamento», el infrascripto se remite en primer tér- 
mino, & una senteneia suya, confirmada por el Superior donde 
declaró inconstitucional, por confiseatorio, un porcentaje del 
48,40 % (J. A. t t. 74, pág. 38, en la que también se hace mé- 
rito de una anterior dictada per el proveyente en ¡prual senti- 
do). Además se remite a los casos publicado» en J. A., t. 1946- 
III pág. 346, C. C. l\ exactamente igual al de autos, ya que 
el porcentaje llegaba al 58,80 % (J. A., t. 75, pág. 48, donde 
la Corte Suprema declaró inconstitucional un porcentaje del 
36,00 % ; h. L.. t 41, pág. 3, C. C. 2» que decidió ser confis- 
eatorio el 39.81 %). 

Si bien la C. C. 2* volviendo sobre lo resucite en casos 
anteriores acaba de decidir que el 35.20 % en concepto de 
impuesto y recargo por absentismo no es confiseatorio y por 
éridé inconstitucional (diario h, L„ 13 de mamo fie 1947, fallo 
N* 22,103), está claro que esa sentencia no puede tener ninguna 
gravitación sobre el presente caso, donde el impuesto llega a 
un 50 

En fin —según la jurisprudencia lo tiene repetido— como 
Ion jueces enreeen do facultades para fijar el quftntum^ de un 
impuesto, va que ello es atribución exclusiva del legislador, 
tampoco podría limitarse hasta el porcentaje que se estimara 
legal, quedando como solución ún¡ca pcetble, en el caro siib ft/r. 
la declaración de inconstitucionalidad del art. 30. ley 11287, 
y el tributo sucesorio a abonar reducido al 29.40 que esta- 
blece el art. 2* misma ley (fallos citados y además en J. A., 
t 19424. pág. 901). 

7* Que. sobre los intereses, respecto de les cuales el here- 
dero hace cuestión por el mes y día* que tuvo el Cornejo en su 
poder el expediente para hacer la liquidación debe rechazarse 
aii pretensión v estarse a lo decidido por la jurisprudencia en 
el sentido de que dichos intereses corren hasta el día en que se 
paga el gravamen, en virtud de que ha podido abonarse bajo 
protesta o consignarse la cantidad que se creía deber, es decir, 
ponerse a cubierto, efectuando un pago condicional. Y ello, aun 
en el supuesto de que la demora fuera debida a error de la 
liquidación practicada por el Consejo (J. A., t. 44, pág. 203 

y t 65. p*i?. 741). 

Kl criterio expuesto en los efe*» resist nidos en u L.. r. <*, 
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púj» 398 y t. 20, pfig. 529, no puede cambiar la solución adop- 
tada, puesto que en ellos se trataba de situaciones distintas a 
la de autos. En el primero, dado que. mediando un incidente 
provocado sin derecho por el Consejo, "la sucesión deudora no 
podía depositar suma alguna porque carecía de valer sobro el 
cual computar el impuesto* 9 y en el seprundo. en razón de qut» 
la demora se relacionaba con el recargo establecido por el art. 
3* de la ley 11.583, aparte de que la demora del Consejo fué 
de más de seis meses. 

Si bien el Consejo está obligado *'a determinar, previo 
estudio de los autos o antecedentes respectivos, el monto del 
impuesto que corresponda abonar en el caso que se le someta ' ' 
(art. 27 de la ley 11.287) no existe norma que le imponga ha* 
eerlo en un plazo fijo, (como lo viene a reconocer la acordada 
de las Cámaras Civiles del 10 de abril de 1947, en su art. 2*). 
Además, no puede considerarse exagorado el tiempo insumido 
para presentar la liquidación, ya que las modalidades del siib 
cama no eran sencillas — como bien se pone de manifiesto en 
la multiplicidad y engorro de los puntos debatido* y estudiados 
en esta resolución — y en fin, tampoco la parte» interesada en 
su pronto despacho urpió dicha presentación, máxime cuando 
ella, desdo la muerte del cansante, dejó pasar más de cinco 
años en iniciar este expediente y otro más duró el trámite has- 
ta ponerlo en estado de liquidación. 

Por ello, disposiciones legales citadas y oído el Ministerio 
Fiscal, resuelvo disponer que el Consejo Nacional de Educa- 
ción reajuste la liquidación de fs, 4f>, de acuerdo a los criterios 
expuestos en los considerandos de esta resolución, y previo el 
oficio del caso a Piccardo y Cía.; declarando que el art. 30, 
ley 11.287. en el caso de autos es inconstitucional (arts. 17 y 
20, Const Noe.) y que el decreto 6755/43 ratificado por ln ley 
12.922, es constitucional en cuanto adopta, tanto para el orden 
internacional como el interno el principio de la radicación 
material de la riqueza, representada por acciones de socieda- 
des. Las costas por su orden, atento qut* se desestiman varias 
i mpugn aciones. — Eduardo Rojas. 



Sentencia de l¿ CAmara Civil Segunda 

En Buenos Aire*, capital de la República Argentina* a 
cuatro del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y ocho, 
reunidos les señores vocales de la Excma. Cámara 2» de apela- 
ciones en Jo civil, en su Sala de Acuerdos, nara eonnepr d e | 
recurso interpuesto en los autos caratulados "Shepherd Eduar- 
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do Alfredo su sucesión*'; respecto de la sentencia apelada de 
fs. 73 el tribunal planteó la siguiente cuestión: 

¿La resolución en recurso, os arreglada a derecho! 

El señor Vocal doctor Maschwitx, dijo: 

Aun cuando no se trata de un recurso concedido libremen- 
te en el cual corresponde tener en cuenta sólo los agravios de 
que hacen mérito las partes, en el presente recurso en relación 
lo han limitado algunos de los puntos cuestionados, tal cual 
como lo señala el señor Fiscal de Cámara, y en consecuencia 
el Tribunal no tiene más que contemplar la apelación dentro 
de los límites que resultan de los memoriales presentados. 

No se insiste ya sobre la legalidad del decreto 6755, ley 
hoy de la Nación (12,922), ratón por la cual nada toca resol- 
ver sobre el particular. 

Concretando, diré que el Consejo Nacional de Educación 
insiste en que debe abonarse íntegramente el gravamen sobre 
las acciones del ferrocarril Pacífico y en que el porcentaje de 
impuesto a cobrar debe ser del cincuenta por ciento (50 yo) 
puesto que no ts inconstitucional, máxime cuando al no ser 
habitante del país el heredero, no tiene derecho alguno prote- 
gido por la Constitución. Por la otra parte se insiste en que 
no se puede gravar con impuesto a acciones emitidas en Lon- 
dres sobre las cuates no se efectúa en jurisdicción argentina 
ningún aeto de exterioriwición de transmisión gratuita y ade- 
más sobre el curso de los intereses punitorios mediando mora 
del deudor. 

Me parece conveniente, por ser en primer lugar lo mas 
importante, tratar ante todo el punto relativo a la inconstitu- 
cionalidad cuestionada del cincuenta por ciento de impuesto a 
la herencia. 

Conviene señalar que por tratarse de un heredero extraño 
y dado el monto algo a preciable del haber del porcentaje que 
corresponde según liquidación de fs. 46 que aún no es defini- 
tiva, porque dependerá de una posterior, fué del 29,40 <ft que 
con el recargo al absentismo ha quedado aumentado al cin- 
cuenta por ciento (50 fo) de la herencia, cantidad límite que 
fija el art. 2° en vigor. Alega el heredero que en virtud de ser 
inconstitucional el recargo sólo puede ser obligado a pagar el 
20.40 % % siendo en consecuencia improcedente el ¿0,00 Jo 
restante. 

Plantea en este caso el Consejo de Educación una cuestión 
previa y es la de que el heredero al no ser habitante del país 
no tiene derecho alguno p-ctegido por la Constitución y en 
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consecuencia carece de acción para cuestionar la inconstitucio- 
nalidad de una ley argentina. 

Y en efecto, de actuación ni de afirmación alguna del he* 
redero» se desprende que éste haya estado nunca en la Argen- 
tina, así como tampoco el causante. Casualmente hace poco 
tiempo tuve la ocasión de emitir mi voto en un caso que guarda 
mucha similitud con el presente por la situación exactamente 
igual que se presentaba en esta parte, desde que se trataba 
también de un extranjero no habitante, que dejaba sus bienes 
a otro extranjero no habitante y tampoco resultaba que hubie- 
ran estado en la Argentina ni el uno ni el otro, y allí me ocupé 
incidentalmente del asunto, citando un voto en disidencia del 
doctor Sagarna, que es una de las bases principales de la ar- 
ticulación promovida ahora por el Consejo; y si allí no me 
extendí sobre el particular se debió a que no se presentó el 
asunto ahora a examen y lo saqué a colación entonces sólo co- 
mo argumento en favor de la tesis que sustentaba. Me refiero 
a la causa N* 3496 de "Stevenson c/ Consejo" publicada en 
G. de P. t t. 77, pág. 103. 

Pero ahora cambia la situación, puesto que formalmente 
se hace la cuestión. 

En el voto mencionado dijo entonces el señor Ministro de 
la Corte doctor Sagarna, que la Constitución Nacional fué dic- 
tada "para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los 
hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino 
(Preámbulo) y los derechos y garantías referentes a la propie- 
dad —que es lo que en este caso interesa — se acordaran a los 
habitantes, no a los extranjeros (arts. 14, 16, 17 y 20). Las 
leyes de impuesto dictadas por el Congreso de la Nación, den- 
tro de su órbita jurisdiccional, son válidas y obligatorias dentro 
del territorio argentino, salvo que so pretexto de reglamento 
alteren los principios, garantías y derechos de la ley fundamen- 
tal (arts. 28 y 67, inc, 2*). Ningún principio ni precepto im- 
pone al Congreso Nacional limitación del monto, quantum, o 
tasa del impuesto *»n favor de los extranjeros no habitantes del 
paí»; ese límite virtual es una garantía para quien vive en el 
país, eontribuye al afianzamiento y progreso de las institucio- 
nes, siendo un elemento real de su sociedad. La Argentina no 
es solamente un campo de explotación y quienes invierten aquí 
sus capitales, se someten a sus leyes, sin derecho a solicitar que 
ési % sean modificadas por transgresión a las garantías otorga- 
das a los habitantes** (L. L, t. 18 pág. 930). 

Dije también entonces que las consideraciones de ese jui- 
cioso y ponderado voto abonan en grado sumo las pretensiones 
del Consejo Nacional de Educación. 
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Es bueno consignar que nuestros constituyente* fueron 
ampliamente gencroaos en sus ideales, porque no sólo garantían 
los derechos para ellos (los argentinos \ y para ru posteridad 
(también para los argentinos), sino que lo hae. n para todo» 
los hombre» del mundo, pero eso sí, para estos solamente cuan- 
do habitaran el suelo argentino. Principio igual no se encuen- 
tra más que en poca» constituciones de las dictadas en toda 
Amírica; así lo tienen, por ejemplo, Brasil (art. 72), Colombia 
(art. 11), Chile (art. 10), etc. y en cambio no lo tienen m 
Estado» Unidos de América, ni México, ni Perú, ni Bol i vía, ni 
Venezuela, ni Uruguay, ete. (Puede consultarse Arturo B. 
Carranza* Digesto constitucional americano, 1910), 

Y no podían haberlo escrito alguno de ello» por la circuns- 
tancia de existir la esclavitud en los momentos de constituirse 
el país y como es sabido hasta cien años deapues. Por eso dijo 
alguna ve* C. C. Malaoarrioa en trabajo de su juventud que 
los convencionales de Filadelfia estaban moralmente impedi- 
do*! para declarar" agregando aún todavía que eso quizá ha- 
bría que buscarlo aún más lejcs en la entraña egoísta de la 
raza frente al amplio espíritu latino heredado de nuestros ma- 
yores {Monografías de flrrccho constitucional, en Biblioteca de 
la Facultad de Derecho, letra M. t. I). 

Y que las garantías de la Constitución foIo lo fueran en 
beneficio del habitante v no de quien no habitara en el país, 
lo señalaren va J. M. Estrada txpnwnnrin que es 14 en beneficio 
de los nacionales y los extranjero* residentes, sin diferencia 
substanciar* (Derecho constitucional, t. I. en Obras Compu tas, 
pág. fifi) ; !o expresó también M. A. Montes de Oca diciendo 
que 44 lo cierto es que la libertad está asegurada: que ese fue 
uno de los objetos que se propusieron les constituyentes de 
1853 v que no lo limitaron a ellos y a en* hijos, sino que la 
hicieron extensiva a todos los hombres del mundo que vinieran 
a habitar nuestro suelo", y más adelante que "al habitante de 
la Nación le favorecen" (pág* 246 y 304 del lof.^m 19.7). 
Lo desdice 3. A. Oon'kAlkz Calderón en el N Q 2Í10 de la W 
edición de su obra, en el tomo I, así: 44 la generosidad de 
nuestra Constitución para los extranjeros que habitan el suelo 

patrio**. - ~ 

También lo expresaron M, A. CArcano en una mono^rníia 
de estudiante al constar "a todos los hombres del mundo 
que entraren en su jurisdicción reconocerles y asegurarles de- 
rechos límales" (en la Facultad de Derecho, monografía?, le- 
tra C.CH. t I) ; v asimismo J. Machado Doncel proponiendo 
que el preámbulo acabe así: 44 y para todo* los hombres del 
mundo que la anhelan y que procurando la felicidad social 
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dentro del orden quisieran habitar en el suelo argentino* r (Mo- 
nografías, letra M, t, I), 

De ningún texto de la Constitución Nacional surge nna 
protección ofrecida o prometida a los extranjeros que no ha- 
bitan el país; por el contrario, se repite siempre el concepto 
del preámbulo, esto es se garante a tos habitantes, sin distin- 
ción de nacionalidad, raza « origen, sean blancos, negros o 
amarillea entonces, y asi puede verse en el art. 14 (Todos los 
habitantes de la Nación), el 16 (Todos sus habitantes son igua- 
les ante la ley), el 17 (La propiedad es inviolable y ningún 
habitante de la Nación puede ser privado de ella), el 18 (Nin- 
gún habitante de la Naeión) y finalmente el 20, en el nuc 
expresamente se consigna que sólo se protepe al extranjero 
que habita en el país, y no al extranjero que vive en el extran- 
jero, pues dice: 14 tai extranjeros gezan en el territorio de la 
Nación de todos loa derechos, . . testar. . . 

La Corte Suprema de la Naeión tuvo ocasión de hacer 
algunas consideraciones al respecto que coinciden con lo que 
acabo de expresar y con el voto anc he transcripto del señor 
Ministro doctor Sagarna. Se trataba de una compañía extran- 
jera que reclamaba por una ley que hacía distingos entre Jas 
de esa calidad y la* argentinas y contemplando el ca-o dijo 
entre otras cosan el Tribunal que: 41 Se ha demostrado en autos 
que la protección que c frece la Constitución al extranjero y al 
capital extranjero, igualándolos al argentino cu $m mtQ&m, 
.<c refiere a los elementos que habitan en el pnfs o qtw se in- 
corporan realmente a su vida económica. No puede negarse el 
propósito que tuvo la Constitución de atraer la población del 
exterior para fomentar las pampas incultas y toda h riqueza 
encerrada en su territorio, pero sus ofrecimientos amplios y 
generosos son para clos hombres del mundo que quiet an habi- 
tar en el suelo argentino» a quienes brinda «maldad fra- 
ternal que proclama abiertamente el art. 20. Claro es que 
todas las prerrogativas de aquel artículo amparan tambiín 
a la persona jurídica.,, pero esto ha de entenderse bajo 
tas mismas condiciones que a Tas personas físicas, es decir, 
siempre que se radiquen en el país: fuera de él, nada ha 
garantido la Constitución a leí*, extranjeros ni podría haberlo 
hecho por falta de jurisdicción". Este fallo que pued» com- 
pulsarse en el t. 150, pfig. 109. lleva la firma de los doctorea 
Bermejo, Figueroa Alcorta, Repetto, Laurencia y Guido 
Lavalle. 

En los anteriores considerandos ya había dicho la Suprema 
Corte además, que el asunto no era nuevo y que había sido 
planteado ampliamente en el Congreso Nacional en las sesio- 
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neg do enero de 1897 al d «cutirse un aumento del impuesto. 
En aquel entonce» el diputado Barroetavciia había objetado 
la contribución bajo loa mismos puntos de vista del actor y 
con Ion mismos argumentos y citas, aiendo refutado por el 
diputado Mitre quien demostré que el objeto del gravamen 
era únicamente la salida de capitales fuera del paía 

Tales consideración^ y en atención a que en la situación 
en examen no se tiende a gravar al capital, como capital, aino 
al heredero como persona física, me llevan a dar mi veto 
entonces, en el sentido de que el impugnante carece de derecho 
para reclamar por la ilegalidad de un impuesto, puesto que 
la Constitución Argentina no lo ampara. 

Aún cuando no fuere así, tampoco creo que podría pro- 
frenar la pretcnsión del heredero, puesto que no puede tildarse 
de confiscatorio el monto del gravamen. 

No ha de olvidarse en primer lugar que no se trata de 
nna herencia transmitida a un heredero forzoso, situación en 
la que, sobre todo si es de padres a hijos, la ley es mas 
benigna, v deberá serlo por razones de cenveniencia social 
en mí modesto modo de pensar; por el contrario es un extraño 
quien recibe la herencia, y en consecuencia le es aplicable la 
escala general del 29.40 9K y »¡ h» llegado luego al cincuenta 
por ciento (50 </o). ha sido por tratarse de persona radicada 
en el extranjero. Cenviene aquí consignar de paso, que nues- 
tra ley no castiga con un impuesto mayor al extranjero, sino 
que a toda persona sea argentina o extranjera, siempre que 
tenga su domicilio fuera del país; conviene, digo, para que 
no pueda decirse que se hace distingos entre los no habitantes 
en este caso, pues por el contrario, a todos cae per igual. 

El tanto por ciento imponible varía según sean las épocas 
en que se vive, según sean las ideas dominantes tanto en lo 
social, como en lo económico. Así por ejemplo muchos años 
atrás pudo entenderse confiscatorio un impuesto que solo 
tomaba una parte pequeña de la herencia, de modo tal que 
ahora haría aonreir al más descontento y que clamaría por la 
vuelta de aquellos tiempos. Puede compulsarse al respecto 
un fallo de la Suprema Corte, que es del 19 de noviembre 
de 1882 y se encuentra publicado en el tomo Xlv de la 
segunda serie; allí el Consejo de la previncia de Buenos 
Aires, había reclamado sólo el diez por ciento como impuesto 
a la herencia, y el Supremo Tribunal entendió que con la ley 
respectiva se creaba un verdadero derecho sucesorio a favor 
del Pisco, una legítima forzosa que el Código Civil no había 
establecido, y agregando que coartaba además la voluntad 
de la testadora (que lo era nada peños que doña Tomasa 
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Vélez Sarsfield), llegando a establecer que esa ley provincial 
no podía modificar el Código Civil y t en consecuencia, era 
inconstitucional. 

Felice» tiempos, al parecer, aquellos del ochenta. 

I Porque, ¿qué dirían los firmantes del fallo mencionado, 
frente a las leyes actuales de impuesto a !a herencia ahora 
constitucionales en su forma ya, y sólo discutida» en su 
quantum? Porque pasan los años y ya ese alto Tribunal, fué 
aceptando porcentajes mayores del cobro de impuesto a la 
herencia, hasta que en ei caso Gal lino admitió como razonable 
un total del 34.25 por ciento. 

Vale la pena examinar no sólo los fundamentos que sir- 
vieron de base a la Corte para ese pronunciamiento, sino tam- 
bién los de esta misma Excma. Cámara que fué la que dictó 
la sentencia de segunda instancia. 

Dijo entonce» este Tribunal (pág. 260 del tomo 160 de 
Palios), que un impuesto del 34 por ciento no impide que la 
parte substancial y más importante de \w bienes gravados 
pase al heredero legatario. . . no ha todavía. . . una exacción. . . 
fiscal. . . contemplado por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en el fallo publicado en el tomo 115, pug. 111, de la 
respectiva colección en el cual se trataba de un impuesto 
que representaba el (50 %) cincuenta por ciento de los bienes 
hereditarios, destinados a pesar sobre herederos domicüiadot 
en el país. (Lo subrayado es mío). Que dentro de «te arden 
de ideas debe aún recordarse que impuestos a la transmisión 
hereditaria que alcanzan hasta un cuarenta por ciento en la 
totalidad de los bienes existen en los EE. UU. de América, etc. 

Nuestro Superior Tribunal, después de hacer referencia 
a lo que ya antes señalé en cuanto a que la ley se aplica, sea 
a quien sea, mientras no habite en el país (argentino o extran- 
jero), consideró asimismo que es innegable que el recargo ae 
estableció en una proporción elevada y que difícilmente ae 
justificaría sin el concurso de las especíale* características del 
acto de transmisión sucesoria que es objeto del gravamen; 
luego hace mención de uno de los fallos que ya cité (el del 
tomo 150) y después dice que la elevación general de su tasa 
obedece a la razón substancial de que lo» heredera reciben 
un beneficio real sin el menor esfuerzo por su parte y bajo 
la égida de las leyes del Estado. Justifica así su elevación, di- 
ciendo que es en mira a la defensa económica del país, siendo 
de evidente y elemental previsión en las leyes impositiva* que 
puedan impedir la emigración del capital. Hace referencia 
a la acción negativa del ausente que goza de su fortuna en 
virtud de laa leyes del Estado en que laa adquirió, a la 
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repercusión que puede tener la materia imponible, al hecho 
de que la tasa es más inferior a la fijada en otros países de 
legislación semejante a la nuestra y concluye, como ya lo 
consigné, declarando constitucional el 34 T 25 %\ fallo que se 
dictó en 1931. 

Pero desde esta fecha a ahora, ha pasado mucha agua 
bajo el puente, y tanto que el 3 de marzo del corriente año 
este Tribunal con la firma de cinco de seis de sus miembros en 
sentencia que puede leerse en L. L. B t. 45, pfig. 609, llegó a 
entender que no es confiscatorio el impuesto del 35,20 por 
ciento cobrado a un ausente, formulando primeramente con- 
sideraciones basadas en el case Gallino recién citado y luego 
agregando que le* conceptos allí vertidos revelan que las jus- 
tas exigencias de la ley no pueden ser limitadas con la simple 
innovación del monto, de la tasa, cuyo porcentaje máximo 
tampoco puede ser igual ni permanecer invariable si la situar 
ción económica y social de] país impone una modificación del 
criterio sustentado con anterioridad acerca de cuando el im- 
puesto o el recargo debía considerarse confisentorio. Se dijo 
también que con respecto al impuesto a la herencia lo que 
años atrás parecía excesivo o c*onf¡seatorio hoy ya no lo es, 
precisamente porque existan evidentes consideraciones de in- 
terés general que hacen explicable y admisible que el Estado 
prciba un porcentaje mayor en las transmisiones gratuitas por 
eausa de muerte, tributo éste de amplias posibilidades como 
instrumente de política social y que responde a principios su- 
periores de imposición. La justicia con su acción morigera- 
do™ ha de intervenir pnra establecer el equilibrio cuando 
realmente el gravamen afecta una parte substancial de la 
propiedad privada. 

Se hizo también mérito allí por este Tribunal de una 
situación de hecho que rola en el presente caso también, cual 
es la de que *i media un recargo en el impuesto que llega 
a$i al cincuenta por ciento, se debe simplemente a un acto 
voluntario del heredero que alejado del país recibe bienes 
que no ha conquistado con su esfuerzo ni contribuido a for- 
mar incurriendo así en ¡a sanción legal, cuya patriótica fina* 
lidad no puede ser desconocida. 

Señalé que nuestro más alto Tribunal había declarado 
constitucional el pago del 34,25 por ciento y que para ello 
dijo expresamente haber tenido en cuenta lo que se cobraba 
por impuesto en países de legislación semejante a la nuestra. 
Ahora rae cabe decir que los porcentaje* del impuesto a la 
herencia han aumentado desde entonce», y para eso me con- 
cretaré a citar sólo especialmente el de algunos de les países 
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que lucharon juntos en la guerra. Y tomaré los datos de ta 
excelente obro del doctor Giuliani Fonrouoe, titulada Im- 
puesto a la transmisión gratuita de bienes y editada en el 
año 1937 (pág. 629 y sig.), con lo cual puede pensara que 
en ta pest-guerra se habrá aumentado aún más el impuesto. 
En Francia, llegaba hasta el 80 % en BE. UU. de Norte 
América, al 70 %, en Rusia, al 90 en Inglaterra en defi- 
nitiva más del 50 fe y en Bélgica al 60 %. Como puede verse 
son percentajes grandes. , 

En otro orden los hay del 60 % en Alemania, del 62 \ Jo 
en Bulgaria, del 55 % en Checoeslovaquia, del 64 > en Mé- 
xico, del 60 % en Noruega, y también hay menores como en 
Austria del 30 %, en el Brasil del 35 %, en Chile del 40 % 
en Dinamarca 32 % en España el 36.9 % más el 10 % mas 
o menos el 40 entonces, Holanda 37 ?r, etc. 

Como puede leerle sí en los países triunfantes en la 
guerra, se cobran percentajes que insumen mucho más de la 
mitad del capital en gran parte de ellos, no puede dejar de 
reconocerse que siendo esa la corriente actual de las leinsla- 
ciones, el cincuenta por ciento que pretende cobrar aquí el 
Consejo Nacional de Educación no es excesivo y no importara 
en consecuencia una confiscación de les bienes tal cua1_ ha uc 
entenderse ahora tanto más euanto que, como ya señale se 
llega a esa proporción por un acto voluntario del heredero. 
La prudencia judicial aconseja entonces rechazar las preten- 
siones del últimamente nombriulo; no puede dejar de tenerse 
en cuenta para acabar ecn el punto que en el país en que 
se encuentra radicado el heredero, Inglaterra, se cobra mas 
del cincuenta por ciento y mal puede entonces quejarse que 
en el extranjero se le pida una contribución igual a la de su 
domicilio. . , , ¿ • 

Voto entonces porque se declare constitucional en este 
caso de un extranjero residente en el extranjero y sin pa- 
rentesco ecn el causante, el cincuenta por ciento del impuesto 
a la herencia. . 

Pasaré ahora a ocuparme de otro de loa punto» scraetiaoa 
a examen del Tribunal, y es el de la situación de las acciones 
del Ferrocarril Pacífico. mm ¿. .¿ . . ■ 

Sostiene el heredero qüe el Gobierno Nacional no tiene 
la facultad de gravar los bienes existentes en el exterior sobro 
los cual« no se realiza en el país ningún aeto de transmisión, 
punto que ya fué motivo de resolución por este Tribunal últi- 
mamente en ta causa 4180, fallo publicado en O, del F. f t. 18» 

Serijo entonces que la Constitución Nacional al garantir 



su 



FALLOS DE LA CORTE 1 



los derechos de las personas y de los bienes los somete a laa 
leyes que reglamentan su ejercicio, siendo tal la situación 
en examen, desde que se está en presencia de una ley regla- 
mentaria de la transmisión de los bienes, no siendo del caso 
tomar como antecedente un fallo de la Corte publicado en 
el tomo 202, p. 114, que contemplaba otros supuestos y ade- 
más era anterior al decreto 6755/43 hoy ley 12.922. Se dijo 
también que no se pretendía gravar a los ferrocarriles como 
empresa en si mismos, sino solamente a los propietarios de 
las accione* tomadas individualmente en la transmisión de 
ellas. 

Estes mismos fundamentos, y además los que sirven dé 
base para el fallo del 15 de noviembre de 1945 en Russell de 
Carao, bastan ahora para rechazar las pretensiones del he- 
redero. 

Se argumenta finalmente que el Consejo Nacional de 
Educación no puede cobrar el impuesto tomando como base 
el total de los bienes que posee el Ferrocarril de Buencs Aires 
al Pacífico, sino solamente el porciento de los que se encuen- 
tran en la Capital Federal. 

A mi juicio se parte de un error; el decreto ahora ley 
12.922, dispone en el art. 2* que se establecerá una proporción 
entre el total de los bienes de la entidad y el tctal de esos 
bienes que se encuentran materialmente situados en jurisdicción 
nacional o sometidos a la jurisdicción de la Nación.^ Ta la 
misma empresa se encarpa de dar la razón al Consejo, pues 
informa a fs. 24 que por las modalidades propias de su 
actividad y por su sometimiento exclusivo a la jurisdicción 
nacional no se paseen constancias que permitan afirmar con 
precisión qu$ parte del activo de la empresa se encuentra en 
territorio de las provincias y cuál dentro de los límites de la 
Capital, limitándose entonces a informar que la estimación 
global aproximada de las instalaciones fijas ubicadas en la 
Capital Federal representan el 10,66 del capital de la misma. 

Antes de pasar adelante me pregunto : ¿si se les formulare 
igual consulta en las demás provincias por las que cruzan las 
líneas del ferrocarril, contestarán en igual formal Es de 
asegurar que sí, y entonce» se presentaría la situación de que 
el material rodante de la empresa no se computaría en nin- 
guna parte. 

El art. 2 9 citado, consigna que se pagará sobre los bienes 
sometidos a la jurisdicción de la Nación, y yo he subrayado 
que casualmente esas son exactamente las palabras con que 
contesta la empresa de transporte, con lo cual admite encua- 
drar sus bienes dentro del mencionado artículo. Porque no 
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debe olvidarse que la» concesiones de los ferrocarriles inter- 
provinciales son del resorte exclusivo del Gobierno de la Na- 
ción (art 3* ley 2873), y más aún, en virtud de la ley Mitre 
(N° 5315 aclarada luego por la 10,657), loa ferrocarriles que- 
daban exonerados de todo impuesto nacional que no fuere el 
que allí se estableció, y de todo impuesto provincial y muni- 
cipal, habiendo sido estas empresas en extremo celosas de esaa 
franquicias, como es dable compulsarse en los muchos fallos 
dictados sobre la materia. 

Y ai las provincias no pueden inmiscuirse en forma 
alguna en el manejo y resorte de los ferrocarriles va de suyo 
que se está en presencia de un caso típico de bienes sometidos 
a la jurisdicción nacional. Y esto con independencia de lo 
que antes dije de que no se grava aquí a la empresa en si 
misma, sino a la transmisión de sus acciones, situaciones ambas 
distintas y sin embargo conectadas. 

Me queda aún para examinar un pequeño problema, pe- 
queño frente a los demás que acabo de contemplar, y es el 
de que sostiene el heredero que no deben correrle intereses por 
el tiempo que excedió al de seis días en que tuvo el expediente 
en su poder el Consejo para practicar la liquidación de b. 46. 
No se sabe a ciencia cierta cuanto tiempo se tardó para ello, 
afirmándose por el representante de esa entidad que lo retiró 
de secretaría el 6 de junio y lo devolvió seguramente, uno o do* 
días antes del 18 de julio. 

Bien lo consigna el señor Juez de II Instancia que no 
puede hablarse de plazo excesivo en una algo engorrosa li- 
quidación que se le pidió al Consejo seis años y medio después 
del fallecimiento. lo que lleva en sí el poco apuro qne se 
tenía ; además para que pudiera tomarse en cuenta la petición 
del heredero, hubiera sido necesario que se protestase a su 
debido tiempo por la demora, cuando se creyó que habíi» 
vencido el plazo que le corría la vista de fs. 45, puesto que 
no siendo de los declarados perentorios por la ley (art. 46 del 
Cód. de Procds.), era necesario que se acusara rebeldía, y así 
no se hize. 

Otra vez me veo obligado entonces a estar en contra de 
las pretensiones del heredero. 

En cuanto a las costas, ninguna de las partes pide se 
revoque lo decidido por el señor Juez de 1* Instancia, ni 
tampoco se solicita aquí. Por lo demás de cualquier manera 
creo que se estaría en presencia de un caso en que por la 
complejidad que encierra hubieran debido abonarse en el 
orden causado. 

Tal es mi voto total en definitiva en este asunto, en el 
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que cabe todavía expresar que aun cuando no coincido en 
algunas de la» soluciones a que llegó el señor Juez de 1* Ins- 
tancia, no trepido en declarar que vale destacar la claridad 
y precisión en que fué redactada la sentencia, así como el 
evidente interés que le dedicó su firmante a un asunto por 
lo demás intrincado. 

El señor Vocal doctor bagas, dijo: 

I. Se uugiere que las garantías constitucionales, vale 
decir, las inmunidades y privilegios que reconoce la Carta 
Fundamental, amparan solamente a Ion habitantes, tesis extra- 
ordinaria si se considera que todos los publicistas y estadistas 
argentinas han estado de acuerdo en la necesidad de fomentar 
la implantación de capitales extranjeros. 

Es indudable que fué uno de sus propósitos como clara- 
mente se induce de la historia de la época. Y no pudo ser 
de otro modo después del aislamiento económico porque había 
pasado el país con anterioridad a la sanción de la Constitución. 

Según esta doctrina a los foráneas qu^ no moran en la 
República y que tienen en ella colocados ingentes capitales 
habría que cerrarles las puertas de los tribunales cuando a 
ellos acudan en protección de sus intereses. 

Esto significa en bwm romanee que la Constitución quita 
con una mano lo que dió con la otra; un juego de prestí- 
digitación. 

Tamaña proprsieión se desploma a la vista del art. 20 del 
mismo instrumento, 

¿Se atraco se promueve la importación de capitales ne- 
gnnde a sus dueños no residentes las Franquicias de qu<i tjozan 
toilos tos ciudadanos? ¿Se duda de que ellos disfrutan de Ion 
derechos de la ciudadanía! 

Oigamos la autorizada palabra de Estrada. El nos dijo: 
los extranjeros gozan en el territorio de la Nación de todos 
los derechos civiles del ciudadano. Esta declaración no es 
nueva pero sintetiza, de todas maneras, una variación radica' 
en el derecho positivo de nuestra sociedad. Puede decirse que 
desde 1817, por lo menos, ta igualdad de ton extranjeros * 
nariimaUs respecto de las derechos civiles es un pnnnpw de- 
finido en ta* instituciones fundamentales de la República Ar- 
gentina ; y por consecuencia, una ley tradicional contemporánea 
de nuestra sociedad política, cuya existencia comienza ante el 
derecho público de las naciones en el acta de independencia 
del í) de julio de 1816. : ^ 

f;@itfi] es, se pregunta Almtodi, la condición subentendida 
c indispensable para conseguir la atracción de hombres y ca- 
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pítales. "Es la seguridad de la vida, de la persona, do la 
propiedad, de la libertad". 

El mismo artículo constitucional prescribe que los ex- 
tranjeros pueden poseer Menee rafees. ¿Podrán aprovecharse 
gin las garantías que proveen las leyes en su salvaguardia t 

La propiedad que no goza de la protección del Estado es 
tin mito; una grosera farsa. 

Si la cláusula 20 no fuera suficiente para repeler tan 
extraña doctrina, bastaría el inc. 16 del art. 67 para destruirla, 
ya que declara atribución legislativa la promoción de capitales 
extranjera sin hacer distinción alguna entre residentes y na 
residentes, ... 

II. Gozan en el derecho publico de general asentimiento 
cierto» apotegmas cuyo olvido puede llevar a conclusiones 
absurdas. . , 

Uno de ellos, reza así: Las palabras de cada clausula de 
la Constitución se interpretan a la luz de las demás previ- 
siones o como lo dijo el gran maestro Stouy, cada artículo 
constituye una parte integrante de un todo orgánico; por lo 
tanto es lógicamente admisible y aún imperativo interpretar 
una narte a la luz que arrojan la» demás partes. 

Y no parece ser este método propio tan sólo de las mate- 
rias políticas, pues ya Baltasar GraciAn, había dicho, paro- 
diando el precepto de Horacio: Deniquc sit qnoadins simple* 
dumtaxat et unum. Cualquier empleo del discurso y de la 
invención, sea lo que quisieres, o ípicn u oratoria, se ha de 
procurar que sea una que haga un cuerpo y no cada cosa 
de por sí que vaya unida, haciendo tin todo perfecto. 

Enseña Cooley que es apropiada regla exegetiea que todo 
debe examinarse para arribar a la verdadera intención de 
cada parte. Si una sección del Estatuto es intrincada, obscura 
o dúdosft corresponde compararla con otras secciones, para 
descubrir su verdadero significado. Al practicarte fftc cotejo 
no ha de imponerse que se emplearon palabras sin objeto o con 
la intención de que no formarían parte de la ley. Eeta regla es 
particularmente aplicable a las constituciones escrita* en que 
se debe presumir que el pueblo se expresó en cuidadosos y 
mesurados términos. Difícilmente ha de suscitara» e! caso d« 
que una Corte de Justicia pudiera justificarse declarando que 
una porción dé la Constitución escrita es negatoria por causa 
de su ambigüedad. 

Recordó el Chief Justice Marahall: debe admitirse que 
les autores de la Constitución y el pueblo que la adoptó 
emplearon palabras en su natural sentido; que entendían te 
que dijeron. 
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Se hace hincapié en la palabra "habitantes". Cual talis- 
mán, se le atribuyen virtudes portentosas. Basta ella para 
resolver la cuestión. Se quiero significar que el cxegcta ha 
de ceñirse, ciegamente al texto de la Constitución haciendo 
a un lado sus fines. 

Sin embargo una máxima muy corriente reza asi: r«o 
hay que adherirse a la letra cuando ella contraria el 
espíritu y la ratón de la Constitución. Los fines a que feta 
se encamina no deben sacrificarse al sentido usual de las pa- 
labras y sería licito desviarse de él para hacer prevalecer 
aquéllos. 

La Constitución debe interpretarse de manera que sus 
diversas cláusulas conserven su validez y su eficacia en tanto 
cuanto sea posible armonizarlas, no admitiendo que se des- 
truyan a título de una aparente contradicción. 

Ninguna palabra ha de desecharse por superfina. Hay 
que darles la inteligencia que tienen según el uso ceminr 
Debe tomárselas en el sentido en que fueron usadas al I tiempo 
de adoptarse la Constitución. Véase Bank V Fcnno, 19 US. 
(L. ed.) 482; Locne v. New Orleans, 18, IT. S. (L. ed.) 334, 
Pair Banks v. U. S. A. 45 (L. ed.) 862. 

III Se admite en el derecho constitucional que la histo- 
ria o sea las condiciones sociales y políticas reinantes al tiempo 
de sancionarse una Constitución, son antecedentes muy apre- 
ciables para interpretar las cláusulas dudosas. 

En el asunto Prigg v/ Pensylvania en el que se discu- 
tieron los poderes del Gobierno con respecto a la jugitive 
esclave clanse" expresó el Juea Stobt: Del punto de vista 
de la historia es bien sabido que el objeto de esta cláusula fué 
asegurar a los ciudadanos de los Estados esclavistas los dere- 
chos de propiedad sobre su» esclavos en cualquier Estado 
adonde hubieran fugado. |Cómo entonces entender el lenguaje 
de la cláusula f Esta es la verdadera contestación : »™ 6n «*. 
mente con las palabras y de tal manera une se realice por com- 
pleto su objeto. Si un modo de interpretarse el derecho lo 
vuelve obscuro, incongruente y otro modo aseciira su mani- 
fiesto propósito, el segundo debe prevalecer. Ninguna wrw 
de Jnstieia está antorisada para interpretar clausula albina 
de la Constitución de manera que malogre sus obvios fines 
cuando etro entendimiento igualmente concordante con tas 
palabras y sentido las fortalezca y ampare. 

Otro caso ilustrativo es "Standard Oil Company v/ 
Dnites States" en el que refirmándose la doctrina de que os 
debates parlamentarios no deben utilizarse para interpretar las 
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iryea se declaró sin embarco que esa norma no se conculcaba 
<*uando a ei?a se acudía como un medio de fijar la historia aJ 
Tiempo de la adopción de esa ley. 

Este "environment" anota MTillouquiiy, tiene gran im- 
portaiicia para determinar el propósito general del aeto y 
l>ui lo tanto el espíritu y manera eomo se ío debe interpretar 
y apiñar. 

Fs vieja y honorable reírla de interpretación sentada por 
Iílackstoxe que todo instrumento se interpreta cen forme a 
su razón o sea la causa que lo determinó. Si la intención de 
los redactores no se expresó claramente hay que reeurrir a la 
razón y espíritu de la Constitución. 

La razón y espíritu nos dice Beaico: deben comprenderse 
inquiriendo solamente las circunstancias de su adopción. Por 
ende, los propósitos fundamentales de la Constitución, única- 
mente lo reveían el estudio de las condiciones y »uccsr« que 
determinaron su formación y adopción. 

Eseribió Sarmiento: El elemento del orden de un país 
no es hi erereión son los intereses comprometidos. La despo- 
blación y la falta de industria prohijan las revueltas; poblad 
y cread intereses. Haced que el comercio penetre por todas 
partes, que mil empresas fie inicien, que millones de capitales 
estén esperando sus productos y creareis un millón de sostene- 
dores del orden. 

Se Ice en las Rajes de Alhekdi : Colmad de ventajas a 
l<is empresas particulares. Preferid este expediente a cualquier 
i»tro. Dejad que el tesoro de fuera como los hombres se do- 
micilien en nuestro suelo. Rodead de inmunidad y privilegios 
al tesoro extranjero para que se naturalice entre nosotros. 
Esta América necesita de capitales tanto eomo de población. 
Haced que inmigren los pesos en estea países de riquezas 
futuras. Pero el peso es un inmigrado que exige concesiones. 
Dádselas porque el capital es el brazo izquierdo del progreso 
de estos países. Las leyes de Indias para civilizar este conti- 
nente colmaban de privilegios a los conventos como medio de 
fomentar el establecimiento de estas guardias avanzadas de la 
civilización de aquella época. Otro tanto deben hacer nuestras 
actuales leyes para dar pábulo al desarrollo industrial y co- 
mercial prodigando el favor a las empresas industriales. El 
privilegio a la industria es el aliciente mágico para atraer 
riquezas de fuera. Por eso los Estados Tenidos asignaron al 
Congreso general entre sus grandes atribuciones la de fo- 
mentar la prosperidad de la Confederación por la concesión 
de privilegios a los autores e inventores y aquélla se ha fecun- 
dado, entre otros medios, por privilegios dados al heroísmo de 
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la empresa, a] talento de mejoras. Toda la política de mis 
fio***, según la cual eítá concebida la Gon^itucifiti que pro- 
pu<i? estaba reducida a la máxima sijíiiientc: Gobernar es 
pnb'ar, porque poblar es educar, enriquecer, ciyilbar con in- 
migraciones procedentes de la Europa más próspera. Haced 
pani ello leyes, gobierno y política adecuados en? el objeto de 
atraer a esa Europa civilizada Llamad sus pobladores y 
capitales, industrias y empresas para que se instalen y pro- 
gresen. 

IV. El Preámbulo de la Constitución no constituye una 
fuente de derechos. 

Esto es elemental ; es una proprsicióii que se la ve escrita 
en las primeras páginas del derecho publico. 

Hay ciertas verdades que nadie está autorizado para ig- 
norarlas. 

Van corridos más de ciento cincuenta añes que se de- 
elaró lo siguiente: la Constitución es la única fuente de los 
diversos poderes ejercidos por las varias ramas del gobierno, 
Ningún departamento puede ejercitar atribuciones que no ema- 
nen de la Constitución. 

Esta gran máxima lia sido gnneionada m numerosos casos 
reMieltos por la Suprema Corte americana. 

La recordó el troninl interprete Marsiiall en el célebre 
Marbnry Case, El Oobierno de ios Estados tfmdos no pitectc 
reclamar poderos no concedidos per la Constitución. El mieblo 
de los Estados Unidos lia delegado en el Oobierno ciertos omi- 
tneradoa poderes y probibídole ejercitar otros. 

Éste principio, anota Wiwdormw es tan evidente que 
no o* npif.-íirie indicar autoridades para apoyarlo. 

En el caso .larohsnn v. Mf s^achnssetts Tallado por la Su- 
prema Corte de los Estados Unidos dijo el Jusíieo TIaí;:.\n a 
nombre de la mayoría del Tribunal : aunque el Preámbulo in- 
dica los propósitos generales para los que el pueblo ordena y 
establece la Constitución jamás ha sidtt considerado como fuen- 
te de ningún poder >u*tan1ivo conferido al (íobíerno de los 
Estndcs Unidos o a alguno de sus departamento*. Tales pode- 
res comprenden solamente los expresamente concedidos en el 
eu -rpn de la Constitución y aquellos implicados en los conce- 
didos. . 

En el asunto Jazon v, Tlmmas manifestó el Jiistiee Fn^ 
Lrrn; el Preámbulo no forma parte del ófcto y no puede ni am- 
pliar, ni conferir poderes, ni eoutrolrr las palabras del acto a 
meñOS que ellas sean dudosas o ambiguas. 

El maestro Stoiív tan citado en nuestros debates políticos 
no es im?nos explícito "Debemos precav&njros de un error Que 
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a menudo sé lo mezcla al discutiros eslíe materias. Jamas s- 
debe recurrir al Preámbulo para ensanchar poderes confiados 
al gobierno general o a alguno de sus departamentos. Ej Pre- 
ámbulo no confiere per se atríbiic-íoiiríí, en ningún caso amplía 
por implicancia poder alguno expreso. Tampoco es fuente le- 




substaneiatmentc*', 

¿Ilabráse escrito en la historia constitucional nada mus 
claro, contundente y didáctico? 

lía dicho TUCKER (pie el Preámbulo es una introducción 
al principal objeto de la Constitución, pero (pie nc forma parte 
de ella. Couf. Farrak, Ón thv Consiitntion\ Calvert. The 
Consí.i Black, Hepparts 95; WAtsoií, C$Mt, of thc U. 8.. 

mz- ^2. . B 

V. Se insinúa: ''no hay derechos constitucionales tutela- 
dos; Ion míe se tengan güfgiráii de la ley pero no de la Cons- 
titución". 

Esto quiere decir que el cuerpo legislativo está facultado 
para reconocer derechos que no acuerda la Constitución, ¡Los 
comisionados por el pueblo, superiores al mismo pueblo! ¡El 
soberano por debajo de sus servidores! 

■Oiió significa una constitución escrita? ¿Supone día que 
Jos poderes que se someten a los órganos de la administración 
son ilimitados? 

Es necesario no perder el derrotero que nos trazo la Carta 
de Mayo. 

La Constitución es como la brújula para el navegante. Es 
la voluntad ríe! pueblo dueño di» sus destinos, Ne hay más 
atribuciones legislativas que las deferirlas expresa o implícita- 
mente. Es un postulado de nuestro derecho público. 

Si la Constitución un reconoce al Gobierno Central un 
derecho, es de toda evidencia que el poder que recibe su ante; 
rielad de ella, no está facultado para ejercerlo. Si no fuera así 
¿qué objeto tendrían las constituciones escritas? 

Asentó Hamilton rn El Federalista : **Xn hay proposición 
qne se funde en prineipios más clares que, el que todo acto de 
una autoridad delegada contrario al tenor del encargo bajo el 
cual se ejerce es nulo. Ningún acto legislativo adverso a la 
Constitución puede ser válido. Negar esto es afirmar que el 
delegado es más que el principal: que el servidor está arriba 
de su señor; que las representantes del pueblo son superiores 
al misino pueblo; que los hombres que obran en virtud de 
poderes pueden hacer lo que sus poderes no autorizan". 
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Es instructivo oí caso de Hepburn v\ Grisniold 19 V. S. 
(L. ed.) 513. Ningún departamento del Gobierno dispono de 
más poderes que los delegados por el pueble». Todo peder ftíjjjm 
Intivo reconocido por la Constitución corresponde al Congreso, 
pero ésto no tiene más que el que le fué delegado. Les poderes 
que confiere la ConStituci6n a las diversas ramas del Gobierno 
difieren por su clase. Xo hay diferencias entre ellos en cuanto 
a su fuente y extensión. Todos derivan de la Constitución y 
son limitados. 

Si la Cdastitueion niega a los extranjeros no resucites las 
garantía* de que disfrutan les residen tea es de toda evidencia 
que él Con-rresn de la Nación no podría suplirlas en virtud del 
earaeter delegado de sin funciones, 

¿Qüó son las legislaturas? preguntaba el ¿lies? IV\ti:kson: 
"Criaturas d> la Constitución ; ellas deben su existencia a la 
Constitución; ellas derivan sus poderes de !a Constitución. La 
Constitución M obra del pueblo en su ilimitada capacidad. La 
ley es obra de la legislatura en su derivarla y subordinada ca- 
pacidad. Cnu. en la obra del Creador: la otra de la criatura. 
La Constitución fija límites a la autoridad legislativa: pres- 
cribe la órbita de su aeeión. La ronstiUndón dentro del sistema 
polftleo, es el sol fl eiiyo alrededor deben pirar los cuerpos le- 
gislativo, judicial y ejecutivo-. La Constitución es la liase de 
la autoridad legislativa : es el fundamento 3d todos los derc- 
libéa. Víin Horno v. Dorranoe í!2 Dallas 304). 

VI. Las leves que fomentan la importación de capitales 
extranjeros no dimanan de facultades inherentes al cuerpo 
legislativo. 

Tales estatuios se fundamentan! en la GpnfttffttCiiil que no 
interdice a los no residentes con bienes en la República los 
derechos de que disfrutan l s domiciliados éh la misma. 

Si nuestra Constitución hubiere cometido semejante error 
habría decretado la ruina del país cerrando sus puertas a todo 
proffreüo y civilización. 

Por éste camino, fácil es enfrentarse con la peligrosa doc- 
trina «le los inherentes poderes del Estado; do podares no im- 
plicados en los expresamente acordadas, doctrina victoriosa- 
mente rebatida en el terreno del Derecho Constitucional cerno 
contraria al principio de poderes delegados y enumerado;. 

En un celebre easn en que debatió ante la Suprema 
Corte de les Estados Unidos la Facultad del presidente para 
intervenir en los recursos de hahrn* corpas manifestó el ClMEP 
.IrsTUT. Tam y : "el Gobierno de les Eslados Unidos e< un Co- 
bierim de delrirndo* y enumerados poderes. Su existencia y 
autoridad derivan completamente de la Constitución. Ninguna 
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de sus ramas puede ejercer poderos de Gobierno fuera de lo» 
especificados y concedidos. 

Vil. Eli el memorable informe presentado a la Convención 
del 60 que lleva la firma de Mitre, Sarmiento, Vélex SúM'ield. 
Marmol y Obligado so hicieron las ¿¡¡¿mientes consideraciones: 
lia bese de la comisión ha sido la ciencia y la experiencia de 
la CoííKtit ución an;ilo«ra o semejante que se reconoce como más 
perfecta; la de los Estados Unidos por eer la más aplicable y 
haber «ido norma de la Constitución de la Federación, Muchas 
veces .se ha acudido a su texto en caso de duda o deficiencia 
Utilizando las leyes suplementarias qué la aclaran, lo mismo 
que el cuerpo de doctrina c|iie ella< forman, porque .sin esto la 
ley arpen i iu a sería en muchas fie sus partes ** letra muerta*' 
$in sirjnifírtrttft ahjuno. Que siendo hastfl el presente el ííobicr- 
np democrático de los Estados Unidos el último resultado de 
la lójrica porque su Constitución es la única que ha tíido hecha 
por el pueblo y para el puehlo. habría tañía presunción como 
ignorancia en pretender innovar en materia ríe Derecho Cons- 
titucional desconociendo las leyes iludas por la experiencia y 
las verdades aceptadas por la conciencia del genero humano. 

VIH. En Jo qiid concierne a las acciones se nota alguna 
confusión. 

El impuesto no recae sobre los ñápeles ni tampoco sobre 
la sociedad constituida fuera de ta República, |*Q ¡rravado en 
el snh litr rs una transmisión de bienes ntortiú cansa* 

Que la; acciones se hayan emitido en e| extranjero no 
quiere decir (pie el bien sobre el cpie se formó la sociedad lo 
mtí*. también. 

Kl bien usufructuado 66 encuentra aquí: rrq*K todo acto 
por el que se trasmite una parte de el está sujeto a impuesto. 

Si Iíis sociedades foráneas que se dedican a (explotar bie- 
nes en el país no debieran patrar impuestos cuando las partes 
ideales fíe clios cambian de propiel arios, #¡c encontrarían en 
una situación privilegiada con respecto a las compañías nacio- 
nales hiendo así que h< f'ítuacicne* son idénticas, pues ve trata 
fie bienes existentes en e| país- 

IX. If a declarado la Suprema Corte Americana: "La 
exist encia de la corporación es una Franquicia, pero bis cual i- 
dades esenciales de una franquicia son completamente distintas 
de lo que ordinariamente se conoce como franquicias de la 
corporación". Menphis C. v. Railroad 28, V. (h, ed.) 837. 

Toda corporación per implicancia goza de autoridad para 
adquirir y disponer de la propiedad, para conducir sus nego- 
cios eoiíto lilífl perdona particular dentro de los propósitos para 
que se organizó la corporación. Fuera de estas franquicias pe- 
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n r.r -s ie pn^len otorgar « Isa cüi^ottcionfa eotfio a los indi- 
vidui . especíale» Emiqulciaa que ion distintas !aa franQW; 
cios Rcnéraics Btfett v. San Francisco, 64¿ I.. U. A. 918} Omita 
Rápida v. Prangc 35 Ni" 1 :. 4(J6; 24 Am. líen. 585, K. L.. 
Corporation, X" 66, 

tina franquicia ha rreordsido es por su índole mi de* 

reebo de domintó. En cuanto» a su goce y proí ion ae rige 

n<«r lea mismas reglas. Para la ley como enalatuéF prnpie- 
ciad. Cordón v. Apical Taz É¡purt. 111 t". S. (U cd.) ¿129; 
Conway v. Taylor, 17, r. s. (L. edj, 101. 

Laa inmunidades dé que goza mi propietario !«* tiene 
¡■•ualwcnie -I favorecido ron una íranflijicia. El li&clfc de que 
la cGttfierc !n autm-Mad púlili*-» y pueda perderse per abal- 
dono o mal uso i T " desvirtúa *u caráHer. 

tos déíeehos a una franquicia y !<:s derechos Mr propie- 
dad, expuso el Canciller Ki.nt. se fundamentan en Ite foismps 
principios. 

y El poder de] Estado pira gravar todo !o que {%u ' 
eucntra dentro del territorio a* reconoce más fÉenoa tjpo los 
preseriptos por la Constitución Nacional . 

Ha dicho Cóoüs* en t*¡mi><i<'i<>»r* mt^Mnctietnaks que 
este poder es t«n ilimitado y extenso que la. Cortes «le Justicia 
rara veas han declarado qu* «U«*b a restricciones, e£fc«i*ta 
aquellas que residen en la dfccréctóii de la autoridad qpe lo 

ejercita* *, 

Recordfi el f Miii^l" rTustice Maüsitall en un caso muy uus- 
frativo - Sfc CuUoéh Cise— que (a potestad de legislar y f>o* 
consiguiente la de tributar alcauza a tod'fa ta» personas pro* 
piedades perteneeiétítes al cuerpo polítfco. Es un pfiucipio 
esencial que tifene por fundamento la misma sociedad. 

Son »quf ópertunaa ¡as reflexiones de II amitos: ' \ n 
-nbiornn <M>e contener en sí nmtiió tódea las facilitadas rj^e 
requiere el pleno cumplimiento de tos pftietoa sometí o a su 
cuidado v completa ejetóiicion de los cargos de que ^ respon- 
sable exento de teda restricción, sálvo la eroisdd ti tí al bien 

público v al sentimiento del pueblo, Como loa deb^esrde cui- 
dado de lá defensa nacional y de garantir a paas pública con* 
ira la violencia interna « externa, rmiipreudcu ojia diaposicjcm 
p¡tra proveer a contingencias y pelisrrtw? a l$s que no pueden 

aaignam limite* pósMcs, la faculta-I d íaM ; r esa dispo- 

sScióii no defeé ree^noiíer btte^ ütriites «pie tas exigimmaa de la 
nnción v los recursos dg \n eoiminidad- Toma 10 renw e! 
instrumento wcenciaí por el «-nal debo pbt*fl<»WS el picdm de 
responder a la» ejtiereneiafi uacfon*!^ 1í» facilitad üc pro«uwirse 
ese a tiettlo en toda SU rxt^r^u'tt. debe cempreude^e neeesa- 
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ñámenle ni la de proveer a osas exigencias. Como la teoría y la 
práctica i'U'Npinui a probar cjiíe la facultad dé précsíraisié 
millas <js infructuosa (Miando **e ejercita sobre los Estados en 
su carácter colectivo, el (¡obierno federal debe necesariamente 
oslar ínvrstido con una facultad ilimitada para establecer ecn- 
tríbuciones cu los modos ordinarios". 

Todo !<> rpio abarca la rama legislativa se somete a nnpnes- 
tos: persrnas; propiedades; posesión; franquicias; privilegios; 
ocupaciones y derechos. Nada que nc sean las expresas limita- 
ciones constitucionales puede sujetar la mano de la autoridad. 

Xci se sisme de esto <pie Ta potestad impositiva no reconoce 
límites. Los impuestos se recaudan bajo la autoridad de la ley 
y según ahruna norma de proporción (pie asegura la uniformfc 
dad de contribución y un justo prorrateo de las cargas del 
gobierno. De esta manera su ejercicio no es arbitrario, pues 
descansa en principios fijos de justicia que tienen por objeto 
la protección del erntribuyente i-ontra las exacciones arbitra- 
ria.*. La aparente equidad de nna e xacción no la justifica como 
impuesto si no se la despacho de acuerdo con la ley ni tampoco 
la aparente injusticia la anula :i se sancionó bajo principios 
cjtie !a Legislatura tuvo por luve-aries y propios al bien pú- 
blico. La imposibilidad de que el gjebierno sea administrado 
por los niá< eanace> sin injustas consecuencias? es un i versal - 
mente reconocida. Se considera (pie el Estado ha cumplido con 
sus obliiiacioncs cuando establece n '-das generales que reducen 
tal "s « on^n encías a un inmuno (Ooomsy. Ta.r*tt¡ou)„ 

VA poder impositivo — anctó el maestro MíliLER — es el 
más fuerte, el más penetrante de los poderes dé gébiérÜOj al- 
canza directa o indirectamente a todas las clases sociales. Po- 
dría emplearse en perjuicio de una categoría de individuos y 
en beneficio de otra, perjudicando a una clase y beneficiando 
a otra si no existiera una limitación iinolí i ta a su ejercicio. 

Es indudable que darlas las condiciona y exigencias so* 
ciales, factores determinantes en esta materia, la tesa impug- 
nada en "I mb tife no consulta las normas de u*u» m lia hecho 
mérito ni tampi en ios antecedentes nacionales que |¡ts nartcs 
he?» invocado; mío verl)0, lo exípridc checa con los maiulatos 
constitucionales que resguardan a la propiedad. 

XI. Se ha ¿dvertidó que la tasación «V loa ¿leñéis de las 

compañías ferroviarias es un problema qiie ofrece sus dií'i- 
ciiHades. 

Hn algunos Estados americanos son tasados según las par- 
tes, sitas en cada botidadó C ciudad, Si el ferrocarril atntviesa 
diíWnícs BNlífl^ li» í^tadds aftaptádop para los casos en 
qn » la linea se encentra dentro de un Estado nc pueden bien 
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emplear . Las mismas uiíicultades se han suscitado en \cm su- 
puestos cíe compañías de telégrafos y cochea dormilones "skcp- 
ing car". 

En vista de I«is tropieza que presenta el asunto lia resuel- 
to frecuentemente la Suprema Corte amerieana: **las propie- 
dades situadas en los diferente* Estados por lo« que cruzan 
stw líneas deben valuarse a los efectos del impuesto cerno una 
unidad". 

Pero en el nub lite no .se trata de un impuesto a la explo- 
tación al negocio ferroviario sino de una contribución mnrti* 
causa que no puede extenderse a bienes radicados fuera de la 
jurisdicción federa! por imperio mismo de la ley. 

Cualesquiera que sea la forma que asuma el impuesto se 
lo debe aplicar a las personas residentes dentro del Estado; a 
IfUS propiedades o negocios que se realicen en el mismo; a los 
privilegios une se tengan dentro de sus límites. — State Ta.s 
„n Poretng Neld Rbitds, 21 C. S. ( L. ed.) 170; Tnppnn v. Mer- 
ehante Bank, V. S. rL. cd.) l89j; New Yorfc v. Peí sylvnnia. 
3S IT. S. <L, ed.) 84f>; Metropolitan Co. v. ftéw Orlen, ¿s. Sil 
ü. S, (L. ecL) Bo8; Si Lnuis v. Xí^ins. 20 V. S. (L. ed.) 192, 

A mérito dé *stas breves apreciación* 4 * opino: V TA esta- 
tuto en ]a parte impugnada, por su monto, es hostil a los ca- 
ñones orgánicos que amparan la propiedad ; por consecuencia, 
e! centribuyente no esta obligado a satisfacer lo qué se le pide. 
2* Los bienes radicados en e! país pertenecientes a sociedades 
foráneas están sujetos al impuesto mortis cama, A los eíectpR 
de fijarse el tributo sólo deben apreciarse los sitos en la juris- 
dicción federal. -T La proteceión aeovdada a los extran jería no 
resiflentes **o»i bienes en la Fí-púíi. iisi se fu ¡id a menta en la 
Carta de Mayo, ñ' f La snsnen-ión de intereses durante el té-ñi- 
po que el Consejo tuvo el expeliente, no corresponde por no 
existir antecedente aliruno del que pueda derivarse su exen- 
eíSri. 6* Las cestas deberán sufragarse por su orden dada la 
índole del nsunto. 

El geñof Vocal doetnr Mtguens, dijo: 

I. Se Ira planteado en este juicio una cuestión de tras- 
eendontal imnertamia y (|iie puede llevar a consecuencias im- 
previsible^: la falta de dereeho del propietario de bienes si- 
tuados en la Argentina y que no habita el país para ampararse 
en los derechos y jrarantías reconocidos por la Constitución 
Nacional. Voy a adelantar que me adinero con profunda con- 
vicción al voto tlcl doctor Lairrs que reconoce esa facultad. 

II. Xo es necesario ser un erudito en historia para comi- 
eer la preoeupaeión que tuvieron los jrobiernos patrios para 
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atraer capitales al país: basta citS* loa esfuerzos de Rivadavia. 
Urquiza. Mitre. Sarmiento. Avellaneda y Roca, continuados 
por filis sucesores. Nuestros constituyente*, conocedores do la 
realidad riel paí-. incitaron al ÜTOjireso Nacioiial y a las -jiro- 
vincias a fomentar la importación de los capitales extranjeros 
(arK í¡7. me, I c> y 107 de la Cntu<í it m-íón Nacional). Aliierm 
en tedas sus obras tiene ese teil mntiv: 41 Dejad que los tesoros 
de fuera como los hombres ae domicilien en nuestro suelo'*. 
(Basts. pág>i 73, edición do El Ateítéo) : " Atraer capitales de 
Europa significa atraer riqueza de Europa paro orear la ri- 
queza del país, que sólo exfete en Vintenes, es decir, en semi- 
llas pnr dMrld así" (Estudios trun^^iess, pa>. 311, edición 
dd la Cultura A^irtina). El Gdbferiió actual, por intermedio 
del Banco i cutral, lia declarad»" ijiíe podrán injrre ar al país 
libremente \ch capitales dé procedencia íoráijea y contaran coil 
igual tra'amienM» y amparo qu ¡ el capital argentino (ver fs. 

FU. No se hubiera llenado esa necc^clad de ütípp|ter 
capitales masándose a sus propietarios toda garantía» ; Pudo 
estar en la meme de los autores de la Constitución negarle» el 
derecho de m$v y disponer de sii propiiwlad q 1?» inviolabilidad 
de la defensa en juicio so pretexto de que no habitan en el 
país? ; Sería admisible (pie se le confiscaran sus bienes arbi- 
trariamente: 

IV, No he encontrado nuestres eonstituinojiájirt^ 
— Estrada, o* i. VMa e, Monti-h de ¡frfcA. JoAQxrÍN V. González, 
Matiknzo y AGUSTÍN m: VediA — ningún concepto que permita 
afirmar sin luirar a dudan <\\ adhesión a la tesis impugnada 
(Ojxzalez Calderón, t. 1. pá& 348, nota 46>, irlosa la senten- 
cia de la Oort" en !a que so apoya el nnu unnW escolar, pu- 
blienda en su colección, t. ÍSO, png. y que ¡i mi juicio no 
es aplicable al caso. 

Eii ese fallo se contemplaba la situación de una compañía 
de SCííUros qtiya dirección y capital inscripto no estaban radi- 
cado» en el pítís y debido a <*r« circunstancias, dijo rl Tribu- 
nal que el art. 17 de la Constitución protege al extranjero y 
al capital extranjero siempre que habiten en el país o se tw- 
corporen realmente a su vida rrattómíca. 

Con posterioridad, ¡a rr Gallillo (sucesión) el alto Tribu- 
nal, con la disidencia del dector Sarama, dijo categóricamente 
que no es aceptable que haj?á bienes en nuestro territorio ex- 
cluidos por cualquier motivo do la jíarantía del art. 17, que 
comprende al propietario que reside dentro como fuera del paía. 
En este mismo fallo, el doctor Repetto recuerda el precedente 
antes citado y juzga que carece de toda aplicación a la con- 
tienda en examen porque allí se trataba de capitales radicados 



S30 iwluh m; i.v cokti: .s!*i'i:r.MA 

en el extranjero y aqxtí M un patrimonio Sucesorio situado en 
el piiís (-1. A., t. :ir>, pA- 5fí), 

T^sía üiíMna deetriiia se ratificó en tu sucesión Bunga (ia^ 
r. 70. pág. 687) j en d juicio Gobierna dfc Italia e. Consejo 
N r »eio:t:i! de Educación; (id,, t, ?.">, pr'iír. -18) y en l¡i sueosióo 
Soldati (íd., t. IV, año 1042, pá<r. 287) y a su< fundamentos 
me r^niitn también par» abreviar. 

V. El impugnante considera confiecQtorio q$é se le im- 
ponga como impuesto n lo herencia y recargo el M % del va- 
lor de los bienes ncredadosí. Así lo jn^sp también, en j&new- 
dnneia con el doctor L.vros. Cualesquiera que sean los cambios 
traído-; pct» las nuevas neeesictádes del Estado y por un nuevo 
concepto del fléreoho de propiedad, no puede ne<ou>e one un 
gravamen que tWatfi In mitad de la herencia afecta Fundamen- 
talmente el derecho de propiedad y el de testar. No voy a re- 
petir les fundamentos ya dados en otras oportunidades y ftio 
limito a citar los últimos falles C|t|^ así 1» declaran. (Corte Su- 
prema en -I, A„ t. 75. p-í« 48: Cámara Civil 1*. íd. ? t. U. afió 
UM7. pá& 292; Cámara Civil 2 a . i. 1. año 1046] pag. 860? Cá- 
mara Federal dé lá Capital Febrero 34 de IÍJ4S), 

Roí embarco, no sería justo ni ei|nil«tivo tm«» habiendo 
declarado este Tribunal «pie no e« tonfiseatorin la tasa del 
8550 % cobrado también íi uñ heredero ausente del pa& (Ti. 
L. t. 45, páir. í>07) : admita oí el Sftí ftfrfutf ipie un herede- 
ro en las mí.-nias condiciofics sólr debe satisfacer el 29*40 %i 
contrariando en el heeho el principio eoufititueionat de la 
igualdad ante las cargas públicas. 

Corresponde entone va* como lo ha resuelto la Corte giipre- 
nui en diversas oporturtidadcíí, en supuestos análogos, dejar a 
Malvo íes derechos del poder público para reejnstar e! monto 
del impuesto al limite razonable (Devoto y González c. Vww 
da Córdoba y fallos allí citados), A rsos fines y par:» evitar 

ntia póirfble ¿vastán del impuesto, no podría tiisponéríse de los 
hieinw sucesorios hasta tanto se resolviera defíriitivameíito la 
cuestión. 

VI. Sostiene e| heredero cpie no es imponible en jnris- 
dicción argentina la transmisión título? y acciones emitidos 
v pxistent »s en Londres, Setartiñ réiteruda jurisprudencia de 
nuestras Cámaras civiles, el impuesto n la hérencia debe liqui- 
darse de acuerde» a lá ley vigeñíc en el neomenia de inietarsc 
el juicio sucesorio, por ser este el acto qtte csterioriaa la tran$- 
misión. Iniciada esta Mfc.-ión el 27 de febrero de 1045, ei apli- 
eabíe él decreto N" ?r: V del 20 de agosto de 1043, Jl«? ley 
I2.Ü22. Nada puede objetarse a é te respescto. 

Vil. Bti lo referente at impuesto a las aeciüjíeg del Fe- 
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rmeaml Btapfc al PacffiMi ROI* lo® fundamentos dados 

por el señor Juez, por el señor Fiscal tic Cámara y por el vocal 
qiie me precedió en la votación, y lo resuelto por esta Cámara 
en la causa N° !?3.<¡!í). juzgo debo prorratearse «Mitre la Nación 
y las provincias conformo a la situación real de Irs bienes re- 
presen Indos por esos acciones. 

VIIT, Loe intereses por el mes y días «pie el representan- 
te del Consejo tuvo el expediente, entiendo deben cargarse al 
heredero, ya que el término no fin'» excedido y no se requirió 
oportunamente pronto despacho o la fijación de un plazo para 
expedirse. 

En suma, voto por la íntegra confirmación de la senten- 
eiíi de fs. 73, aclarada a fs. flí). con las costas de ln alzada por 
su orden en atención al resultado de los recursos. 

El señor Vocal doctor Tezanos Pinto, ttijós 

Con la salvedad que propone el sénior Vocal doctor Mi- 
uuens, me adhiero a su voto y al del señor Vocal doctor Lagos. 

El señor Voeal doelor Chute, dijo: 

Adhiero a los votos de los señores Vocales doctores Laso 
y Micuens, 

Por el mérito que ofrece la votación de que instruye el 
acuerdo que precede, conformé a lo dictaminado por el señor 
Piseal de (Ynnara. se confirma e! ante de IV?. Til, aclarado a fo. 
OO^eti en:? uto ha .ido materia de los recurso^? dejando a *alvo 
los derechos del Concejo Nacional de Educación para practicar 
el reajuste de! impuesto sucesorio en la proporción que corres- 
ponda. Las rostas de la alzada en el orden causado. — Hernán 
Müschwits, — Josu'*(\ Miguen* — Jwtn Cartón Lago* — Ct'*nr 
"' Ti -jnms Piafa — It ubi rio B. Chute. 



Dh v.\ M i N DEL I^íochtií.uíok Gkneual 

Suproma Corto: 

Taiiii» él rotirésentatite del Coiisojíi Nacional Ác 
Educación como el d0Í heredero del rnu.saiite ban do- 
clucido recurso éxtmoVdtnímo (fs. 133 y té. 144) contra 
o| Ml¡) de fs. 131 vía. 

i. Hl priinóro l<S o!!«is Ja funda o« dos motivos: a) 
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que la decisión apelada es contrario a la tesis .sostenida 
por e! Consejo, conforme a la cual las garantías que la 
Constitución Nacional consagra sólo pueden ser invo- 
cadas por e] "habitante", dfmdole a este termino el 
alcance de persona radicada en el país por mas o me- 
nos tiempo; tesis esta que en el caso de autos se traduce 
en la conclusión de que el heredero del causante — por 
no ser "habitante" del territorio argentino — carece- 
ría del derecho para invocar a su favor, como lo ha 
hecho, el art. 17 de la Constitución, alegando que el re- 
cargo por ausentismo (art 30 de la ley 11.287) liquidado 
pnr el Consejo sobre el impuesto a las herencias (fs. 
Mi) es confiseatorio por razón de su monto; h) que la 
sentencia apelada desconoce, además, los arts. 4* y (57, 
ilics, 2', 7* y 27, al declarar confiseatorio dicho grava- 
men, pues el Congreso es soberano para establecer im- 
puesto.-;, que realmente sean tales por ceñirse a las no» 
mas de igualdad y proporción, no pudiendo en tal caso 
e| Poder Judicial invalidar las normas dictadas por los 
poderes públicos. 

No resultan, por cierto, carentes de trascendencia 
las consecuencias que puedan derivarse de la adopción 
de una u otra tesis en la decisión de la primera de las 
cuestiones planteadas y, por ello, se justifica el exa- 
men detenido que a la misma dedicaran los magistrados 
que suscriben el fallo de fs. lííl vta. Puede afirmarse, 
en efecto, que el problema enraiza en el meollo mismo 
de los principios filosóficos, políticos y culturales que 
informan nuestra tradición y organización. 

Pero, una breve consideración metodológica se im- 
pone antes de entrar al fondo mismo del asunto, atenta 
la forma en que el caso viene planteado y habida cuenta 
de la fuerte insistencia con que se destaca el sentido 
literal de la palabra 4 4 lia hitante" empleada por el art. 
17 de la Constitución Nacional. 
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El examen gramatical tic los textos legales es, sin 
duda, imprescindible, y grande la importancia que de- 
riva de sus conclusiones. Figura, así, entre los más 
antiguos principios interpreta ti vos que señalara la ju- 
risprudencia norteamericana al establecer que: "En la 
exposición de la Constitución, cada palabra debe tener 
su debida fuerza y su propio significado; porque resul- 
ta evidente do todo su conjunto, que ninguna palabra 
lia sido innecesariamente usada, ni inútilmente agrega- 
da. Cada palabra aparece haber sido pesada con toda 
deliberación, y m fuerza y sus efectos plenamente en- 
tendidos. Ninguna palabra, pues, en la Constitución, 
puede ser rechazado como superfina o sin sentido" 
(I [olmos v. Jennison, 14, Pct T 540). 

Pero, ingenuo sería pretender que esto sólo bas- 
tara; la evolución de la crítica interpretativa no permi- 
te hoy admitir In plena vigencia del viejo adagio in- 
t^rpratatio nunquam admiUitnr in claris. **Me parece 
pueril — decía Franeois CJény— el que se trate de opo- 
ner como se hace con frecuencia, la interpretación gra- 
matical a la interpretación lógica. Está fuera de toda 
duda que una u otra se completan necesariamente, y que 
las deducciones racionales según las inspiraciones de 
una sana lógica, intervendrán para dar su completo de- 
senvolvimiento a la voluntad, de la cual la frase grama- 
ticalmente analizada no puede ser nunca más que el 
esqueleto" (Método de interpretación, traducción espa- 
ñola, pág. 2G7). 

Por ello, debe sumarse siempre la interpretación 
lógica o sistemática a la simplemente gramatical. Ya 
en el tomo 1* de su colección de fallos V, R. afirmaba 
que "so reconoce como un principio inconcuso que la 
interpretación de las leyes debe hacerse siempre evi- 
tando darles aquel sentido que ponga en pugna sus dis- 
posiciones, destruyendo las unas por las otras, y adop- 
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tundo como voladero, el que las concilio y deje ii todas 
con valor y fcfcfitó ri (1, 29¡f ; en el mismo sentido: 143, 

US¡ 194, 371). 

Poco adecuado a hi naturaleza clip su objeto resul- 
taría, sin embargo, un método que se estancara en el 
frío juego de los conceptos, de los juicios y de los si- 
logismOS, considerando erróneamente a la ley un todo 
cerrado perfectamente lógico y armónico. Es uecesario, 
sin duda, atenerse a la letra de la ley, tanto como armo- 
nizar en un plano sistemático sus disposiciones para 
evitar la contradicción, pero todo esto resultaría insu- 
ficiente si no le insufláramos la savia de la vida y de 
la historia, a través de la consideración de los fines de 
que el derecho es medio. Sería superfino el sistema de 
normas que, aún gozando de inusitada claridad de ex- 
presión y corrección lógica, no contribuyera al cumpli- 
miento de los dbjetiVos culturales propuestos en el se 
no de la sociedad que le lia conferido videncia. De allí 
que constituya irrcnuneiaWe imperativo del interprete 
la determinación cabal de los fines perseguidos por la 
legislación, o, en otros términos, de las razones que la 
inspiran. 44 La primera régíá de interpretación de las 
leyes —ha dicho V. K. — es la de dar pleno efecto a la 
intención del legislador, la cual debe fluir de la letra o 
del espíritu de las mismas" (Í50, 180)* 

Examinado el caso a la luz de tales principios, pa 
rece evidente que la simple consideración del sentido 
gramática] de la palabra habitante' 1 no basta para de- 
cidir su corréela interpretación constitucional. En efec 
to t 'Habitante" ea¿ según el Diccionario de la Academia 
Española (14' edición), el "que habita" y también "ca- 
da una de las personas domiciliadas en un pueblo o 
provincia, etc.". Ahora bien, justamente a esta signi- 
ficación es lo que infunde serias sospechas de que ese 
sea el alcance real de su empleo en la Carta Fundameu- 
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lili VA concepto de "habitante" es, en primer lugar, un 
concepto actual, puesto qiu* f como se observa, se señala 
corno tal al "que habita", utilizando corno lienipo del 
verbo el presente del indicativo, y ello os lógico, porque 
no se da el hecho de la habitación sin una relación actual 
de una persona con un determinado lugar. En segundo 
término, no coinciden el sentido gramatical con el jurí- 
dico, ya que, aún cuando el Diccionario habla de perso- 
nas "domiciliadas", se sabe que en derecho se distin- 
guen perfectamente el "domicilio" de la "habitación". 
De allí, que la jurisprudencia se haya visto obligada a 
conferir una particular significación constitucional al 
término en cuestión que no sólo no coincide con el li- 
teral sino tampoco con el que se le reconoce en derecho 
privado, estableciendo por una parte, que el solo hecho 
de la habitación no confiere la categoría de "habitante" 
a los efectos de la invocación de las garantías constitu- 
cionales al extranjero que ingresa subrepticiamente al 
país p9§¿ C>28), y, por la otra, que debe entenderse co- 
mo 44 habitante", a los efectos del derecho de entrar, 
permanecer, transitar y salir, al extranjero que habien- 
do residido con anterioridad en la República vuelve a 
ella luego de un lapso de ausencia (1(54, 290; 184, 101; 
lí>7, 332); V no podía sor de otra manera, porque basta 
plantearse la hipótesis del argentino domiciliado en país 
extranjero que intenta ingresar al territorio nativo, pa- 
ra comprobar (pie la restrictiva interpretación gramati- 
cal de la palabra "habitante" empleada en el art. 14 de 
la Constituí ión podría llevar al absurdo de negarle ese 
derecho so pretexto de que ese argentino no habita en 
la República. 

Kslos y otros muchos ejemplos fáciles de imaginar, 
demuestran, pues, que no es posible atenerse a la sig- 
nificación literal y que corresponde acudir a la inter- 
pretación lógica o sistemática, para desentrañar en 
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cada caso el sentido jurídico que la expresión tiene en 
las diversas partes del texto constitucional en que ha 
sido empleada. En esta oportunidad se trata de la ga- 
rantía al derecho de propiedad que acuerda el art. 17. 

Como se ha visto, el Consejo Nacional de Educa- 
ción sostiene que el heredero de autos, par ser extran- 
jero y no alegar que haya habitado en nuestro territo- 
rio, carece del derecho para invocar u su favor dicha 
garantía. Se trata, entonces, de establecer si una tesis 
semejante concuerda o t por lo contrario, está en contra- 
dicción con él imité de las disposiciones constitucionales 
referentes a los extranjeros. 

El art. 20 consagra la igualdad en el territorio de 
la Nación de los derechos civiles del extranjero y de los 
ciudadanos de la República, y menciona, a continuación, 
algunos* de esos derechos, que no han de ser entendidos 
en forma restrictiva pues se ha procedido enumerativa 
y no taxativamente, según lo recuerda de modo expreso 
el art. 33. Sera preciso, por tanto, reconocer que el ex- 
tranjero tiene derecho a adquirir y poseer bienes en 
nuestro país sin que pueda ello subordinarse a la eon 
dición de "habitante" porque tal exigencia no esta pre- 
vista en disposición alguna. Así, pues, el extranjero, 
residente o no, puede ser titular de propiedades de 
cualquier naturaleza niñeadas en nuestro territorio. Es- 
to no ha sido jamás desconocido y, por otra parte, lo 
acepta el Consejo al reconocer implícitamente que el 
heredero del caso tiene derecho a adquirir bienes a tí- 
tulo de sucesor del causante. Pero cabe preguntar: ¿qué 
derecho de propiedad sería ese cuya inviolabilidad no 
pudiera invocar su titular? ; Sería efectivamente un de- 
recho de propiedad o una mera concesión precaria el 
de quien — aun gozando del calificativo de dueño — no 
pudiera, frente a una extralimitaeión de la autoridad 
o de los particulares, exigir del Poder Judicial la de- 
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claractón del respeto de que debe gozar crga omites 
en el legítimo ejercicio de ese derechot Y en tales condi- 
ciones i como se harían realidad los preceptos que con 
fines de prosperidad, adelanto y bienestar atribuyen al 
Congreso y a las Provincias el promover la importa- 
ción de capitales extranjeros (art 67, inc. 16) t 

Es que, al argumentarse con insistencia sobre el 
empleo de la palabra 44 habitante" en el art. 17, se ha 
olvidado la enfática declaración con que se inicia el 
texto: "la propiedad es inviolable**, que debe interpre- 
tarse como referida a todo bien existente en el territo- 
rio do la Nación, residiere donde residiere su titular, 
puesto que "la habitación" no es condición para el ejer- 
cicio de tal derecho. Se acostumbra hablar de "garan- 
tías personales % lo que es propio en el caso de derechos 
inalienables y naturalmente inherentes a la personali- 
dad humana (libertad, trabajo, locomoción, etc.), pero 
cuando se trata de la propiedad mas propio sería ha- 
blar de "garantía real M poniendo el acento —como 
ocurre en la tradicional distinción de derechos perso- 
na! s y reales — en la cosa misma que es objeto del ejer- 
cicio del derecho. Al formular la declaración del art 17, 
la Constitución no ha reparado tanto en la persona del 
propietario como en la ubicación de la cosa en nuestro 
territorio, circunstancia que naturalmente justifica el 
imperio de las leyes argentinas sobre ella; en cambio, 
al tratar las garantías personales fuerza ha sido que 
se refiriera a la relación de la persona con el territorio 
nacional mediante el concepto amplio de habitación, 
porque claro está que nada podía garantizar más allá 
de) límite de su validez espacial. Lo que interesa obser- 
var es que, en ambos casos, y teniendo en cuenta con 
gran sagacidad la diferencia que la naturaleza de las 
cosas imponía, la Constitución ha garantido los de- 
rechos personales tomando en consideración la relación 
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del individuo con el sucio y los reales medíante la re- 
lación del bien con el mismo, delimitando así claramen- 
te el ámbito de su aplicación. Esto explica, además, 
por que es el de la propiedad el único caso en que se ha 
rocho referencia al derecho con abstracción del titular 
con las recordadas palabras "la propiedad es inviola- 
ble lf f mientras que en todas las hipótesis de garantías 
personales ha prevenido siempre que ellas se daban al 
" habitante anteponiendo el vocablo a la enumeración 

(arts. 14, 16, 18 cte,). 

Concluyo, por lo tanto, que el término 44 habitante * , 
empleado en la frase "y ningún habitante de la Nación 
puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia 
fundada en ley" está empleado con la significación am- 
plia cíe titular del derecho de propiedad. No deben ol- 
vidarse las sabias palabras de Savigny citadas en la 
nota puesta al pie del art. 10 del Código Civil: "El que 
quiere adquirir o ejercer un derecho sobre una cosa, se 
transporta, con esta intención, al lugar que ella ocupa 
y por esta relación de derecho especial se somete vo- 
luntariamente al derecho de la localidad". En este sen- 
tido, atonta la naturaleza de la relación de derecho de 
que se trata, debe afirmarse que el propietario está, 
por lo menos con su "animus", allí donde está la cosa 
a los efectos del ejercicio de su derecho de propiedad, 
que de otro modo no sería posible. 

Podrá argüirse que tal condición, no coincide con 
el significado literal de la palabra "habitante" ni con 
el que ella tiene en derecho privado, pero no seria la 
única vm que una correcta interpretación de los textos 
constitucionales impusiera entenderla ast\ Reconocien- 
do, en efecto, el art. 100, que los Estados o ciudadanos 
extranjeros (aún ios no residentes) pueden comparecer 
a litigar ante los tribunales nacionales, nadie podría 
sostener, con fundamento, que ni uno ni otros gozan 
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del derecho de invocar la garantía de la defensa en jui- 
cio so pretexto que el art, 18 sólo se refiere a los habi- 
tantes de la Nación, tanto más cuanto que el celo en 
la protección de sus derechos ha llegado hasta conferir- 
les el fuero federal. 

He aquí las conclusiones a que conduce la interpre- 
tación lógica o sistemática. Su legitimación definitiva 
surge de la consideración de los motivos y de los fines 
que inspiraron la declaración de derechos y garantías 
que formula la Constitución. 

La Nación Argentina, en efecto, desde el momento 
mismo de su incorporación a la comunidad internacio- 
nal como entidad política soberana, se ha caracterizado 
por su afán de reconocer a la persona humana los de- 
rechos, inalienables ya, que una lucha de milenios con- 
quistara para la civilización occidental. No hubo para 
ella distinción válida de razas, de religión o de naci- 
miento. Por eso mismo, cuando todavía no era un he- 
cho definitivo la escisión de la Madre Patria, ya en la 
Asamblea del año 13 se preocupó de declarar que la 
sola entrada a nuestro territorio de un esclavo bastaba 
para convertirlo en hombre libre (Sesión del 4 de fe- 
brero, Tíeg. Nacional, t. I, pág. 1!>4). Y de allí también 
resultó su política generosa de brazos abiertos para 
con el extianjero, practicada en todos los campos: in- 
ternacional, individual, económico, etc. 

En este sentido, la Constitución, con sus declara- 
ciones de derechos y garantías, constituye el resumen 
de toda una posición cultural, de toda una actitud fren- 
te al semejante, sea este Estado o individuo, producto 
de la concepción cristiana del hombre. 

La persona humana, de acuerdo a esta — y ese es 
el espíritu de los hombres que forjaron nuestro estilo 
de vida — no goza de esos derechos fundamentales por- 
que la Constitución lo diga ni porque se acoja al am- 
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paro de sus leyes. Es titular de ellos en virtud de su 
dignidad de hombre. Por ello, se estableció que "las 
declaraciones, derechos y garantías que enumera la 
Constitución, no serán entendidos como negación de 
otros derechos y garantías no enumerados pero que 
nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la 
forma republicana de gobierno'* (art. 33). Y, por ello, 
también, sería erróneo interprelur la Carta Fundamen- 
tal como el texto de donde nace nuestro derecho a ser 
libres, a tener propiedad, a ser iguales, etc. 

La enunciación de esas garantías era, en realidad, 
superflua v si se las consignó, fué —al igual de lo que 
ocurrió con la Constitución de EE. UU., al proponerse 
las enmiendas que hacen referencia a ellas— para re- 
firmar aún más el derecho inalienable a ellas de que 
¡rozan los hombres. 

"('orno cristianos y demócratas — decía la Comi- 
sión redactóla del proyecto propuesto al Congreso Ge- 
nera! Constituyente— , y teniendo noble emulación a los 
federales del Norte de América, modelo de engrandeci- 
miento rápido y de libertad civil y política, los argen- 
tinos en concepto de la comisión, deben mostrarse hos- 
pitalarios para con el extranjero y acordarle en este 
suelo favorecido los derechos, prerrogativas y protec- 
ción que ha conquistado el hombre donde quiera que 
oxísten la civilización y la caridad del Evangelio" (An- 
tecedentes del Congreso Constituyente de 1853 inser- 
tos en "La Convención Nacional de 1898'% pa'ig. 266). 
Mal se materializaría, en verdad, este hospitalario pro- 
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frente a una ley contraria a ese derecho que, según la 
tesis del Consejo, no sería constitucionalmente impug- 
nable. 
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Y agregaba todavía el informe de la Comisión Exa- 
minadora de la Constitución presentado a la Conven- 
ción del Estado de Buenos Aires: "Los derechos de los 
hombres, que nacen de su propia naturaleza, como los 
derechos de los pueblos, que conservando su indepen- 
dencia se federan con otros, no pueden ser enumerados 
de una manera precisa. No obstante de esa deficiencia 
de la letra de la ley, ellos forman el derecho natural de 
los individuos y de las sociedades, porque fluyen de la 
razón del género humano, del objeto mismo de la re- 
unión de los hombres en una comunión política, y del 
fin que cada individuo tiene derecho a alcanzar. El ob- 
jeto primordial de los gobiernos, es asegurar y garan- 
tir esos derechos naturales de los hombres y de los 
pueblos; y toda ley que los quebrantase, destruiría los 
fundamentos de la sociedad misma, porque iría contra 
el principio fundamental de la soberanía; . . ."El dere- 
cho civil, el derecho constitucional, todos los derechos 
creados por las leyes, la soberanía misma de los pue- 
blos, pueden variar, modificarse, acabar también, para 
reaparecer en otro derecho civil o en otro derecho polí^ 
tico, o por el tácito consentimiento de la nación o por 
leyes positivas; pero los derechos naturales, tanto de 
los hombres como de los pueblos constituidos por la Di- 
vina Providencia (según las palabras de la ley romana), 
siempre deben quedar firmes e inmutables. Esta fué 
la solemne declaración del pueblo romano, aún en tiem- 
po en que habían desaparecido sus libertades" (Ante- 
cedentes del Congreso Constituyente de 1853, etc., págs. 
1103/04). 

Tal c-s el espíritu que informó la declaración de 
derechos y garantías y así lo ha reconocido, por lo de- 
más, V. E. al decir: "La Constitución es individualis- 
ta..., pero debe entenderse tal calificación en el sen- 
tido de que se reconoce al hombre, derechos anteriores 
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al Estado, de que éste no puede privarlo (art. 14 y si- 
guientes)". <179, 113). 

Por último, cabe consignar que las consecuencias 
de la tesis sustentada por el Consejo, conforme a la 
cual los derechos de que en nuestro país pueden gozar 
los no habitantes son ios que reconozcan las leyes, pero 
no los de la Constitución, importaría una violación del 
art. 31 de la Constitución Nacional, ya que en ese caso 
particular esta dejaría de ser la ley suprema para ceder 
ese puesto de privilegio, a las leyes dictadas en su con- 
secuencia. 

A mérito de todo lo expuesto, y conforme con lo 
resuelto, entre otros, en 186, 421, opino que el repre- 
sentante de Leith Inghm Tomkins Witaker ha podido 
válidamente invocar a favor de su mandante la garan- 
tía del art. 17 de la Constitución Nacional. 

En lo que hace a la segunda de las cuestiones plan- 
teadas por el Consejo Nacional de Educación — la que 
se refiere al supuesto desconocimiento de los arts. 4* 
y 67, ines. 2? f 7 9 y 27 de la Constitución—, estimo igual- 
mente que debe ser resuelta en contra de sus pretensio- 
nes, recordando al efecto que, como lo ha declarado V. 
E., 4t cs elemental en nuestra organización constitucio- 
nal, la atribución que tienen y el deber en que se hallan 
los Tribunales de Justicia» de examinar las leyes en los 
casos concretos que se traen a su decisión, comparán- 
dolas con el texto de la Constitución para averiguar si 
guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de 
aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella, cons- 
tituyendo esta atribución moderadora uno de los fines 
supremos y fundamentales del Poder Judicial Nacio- 
nal y una de las mayores garantías con que se ha en- 
tendido asegurar los derechos consignados en la Cons- 
titución contra los abusos posibles e involuntarios de 
los poderes públicos** (33, 162). 
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1L Las cuestiones planteadas en el recurso de 
fs. 144 han sido recientemente materia de pronunciar 
miento por parte de V, E., en el sentido de declarar la 
improcedencia del remedio federal fundado en ella» 
"Ramsay Elena Margarita s./ entrega de bienes" — 
fallo de 23 de agosto ppdo— . 

En consecuencia, opino que procede confirmar el 
fallo de fs. 131 vta. — Bs. Aires, octubre 8 de 1948. — 
Carlos G. Ddfino. 
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Bs. Aires, 22 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Shepherd, Eduardo Alfredo — 
hu sucesión— en los que se han concedido a fs, 143 vta. 
y 145 los recursos extraordinarios. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario deducido por el Con- 
sejo se funda: V en que las garantías constitucionales 
solo pueden ser invocadas por los habitantes del país, 
concepto que excluye a las personas no radicadas en 
<ft* 2? en que la atribución al Poder Judicial de la facul- 
tad de invalidar un gravamen confiscatorio viola los 
arts. 4% 67, ines. V y 27 de la Constitución; y 3* en que, 
de todos modos, no es confiscatorio el impuesto a la 
herencia, del 50 % f establecido por el art 30 de la ley 
11.287 tratándose de un extraño domiciliado en el ex- 
tranjero. 

Que respecto al primer punto el Tribunal reitera 
su jurisprudencia de Fallos 160, 247 ; 186, 421 ; lí>3, 463, 
da aquí por reproducidos los fundamentos de aquellas 
sentencias y se remite, además, a los del precedente 
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dictamen del Sr. Procurador General. Importa, sin em- 
bargo, disipar un equívoco que se puede deslizar en el 
planteamiento originario de la cuestión de que se trata. 
Es el que proviene de aplicar a Ja consideración del 
problema los argumentos relativos si t.a validez constitu- 
cional y la razonabilidad de la * disposiciones legales 
que distinguen entre quiénes son !. ahitantes y quiénes 
no lo son respecto a la concesión de determinados de- 
rechos, al modo de ejercerlos y a la imposición o la 
diversa magnitud de determinadas cargas. De la inne- 
gable validez y fundamento de esta distinción, recono- 
cidos reiteradamente en la jurisprudencia de esta Corte 
(conf. Fallos: 210, 1208; 211, 34) no se sigue de ningu- 
na manera que las leyes en que se disponga la exclusión 
de los no residentes del ejercicio de ciertos derechos, 
o se imponga cualquiera especial modalidad para su 
ejercicio por parte de ellos, o la agravación de algunas 
cargas públicas por el hecho de la no residencia, etc., 
sean, en esos puntos, insusceptibles del contralor cons- 
titucional establecido por los arts. 31 y 100 de la Consti 
tución Nacional. El recurso fie inconstitucionalidad es 
parte integrante del sistema jurídico nacional y no pue- 
de sostenerse que una misma ley sea, en orden a su cons- 
titucionalidad, invulnerable para unos y vulnerable para 
otros, sin introducir en dicho sistema una distinción 
que va contra sus mismos principios* La Constitución 
ha subordinado a ella todas las leyes sin acepción de 
materias ni de personas (art. 31); implica, pues, con- 
tradicción sostener que no todas las personas alcanza- 
das por las disposiciones de las leyes a que se refiere 
el precepto constitucional citado puedan obtener que 
la subordinación se haga efectiva. 

Que se debe llegar a la misma conclusión negativa 
respecto a la segunda cuestión bastando también en 
este caso y con mayor razón remitirse a la jurispruden- 
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cía del Tribunal sobre el particular, que no tiene excep- 
ciones desile el antecedente de Palios: 33, 1G2 recordado 
por el Si\ Procurador General, 

Que atento lo dispuesto por el mc¿ W del art 14 de 
la ley 48, el recurso extraordinario no es procedente en 
orden al punto del pronunciamiento apelado en el que 
se declara inconstitucional la aplicación al caso de au- 
tos del art. 30 de la ley 11/287, que hace ascender al 
50 % de lo transmitido el monto del impuesto en cues- 
lión, pues la decisión es no en favor de la ley atacada 
sino de la Constitución con la cual se sostuvo que aqué- 
lla no era compatible. Bl régimen legal con sujeción al 
cual actúa esta Corte en el recurso extraordinario im- 
pone esta conclusión a pesar de lo que con respecto a 
la cuestión constitucional tic que se trata tiene resuelto 
el Tribunal en Palios: 210, 1208; 211, 34. 

Que el recurso deducido por el heredero se funda, 
a su vez, 1" en que es inconstitucional autorizar una 
reliquidaeión sobre las bases fijadas por la sentencia, 
y 2' en que el impuesto del 33,20 c /c considerado válido 
por la sentencia viola los arts. 14, 17 y 20 de !a Cons- 
titución. 

Que sobre el primor punto el recurso no es proce- 
dente por las razones que respecto a una decisión de 
igual carácter y alcance se dieron en el fallo de la cau- 
sa " Anide May Stevenson c./ Consejo Nacional de Edu- 
cación" fallada el 14 de julio de 1948, donde se reiteró 
la jurisprudencia de esta Corte sobre el particular. Por 
lo demás, en la sentencia de la causa "María Laura Pé- 
rez Guarnan de Vtaña y otra o./ Prov. de Tucnmán", 
del 2 de agosto de 1948, esta Corte se ha pronunciado 
expresamente en el sentido de la procedencia de una 
nueva liquidación con la cual, en casos como el de este 
juicio» se reduzca el cobro del impuesto a la medida que 
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se haya declarado compatible "on los principios cons- 
titucionales. 

Que como se acaba de recordar en el considerando 
3 9 esta Corte ha tenido oportunidad reciente de conside- 
rar si corresponde o no hacer diferencia entre los con- 
tribuyentes domiciliados y los no domiciliados en el país 
respecto al límite de lo que puede ser válidamente ab- 
sorbido por un impuesto y ha declarado que tratándose 
de quienes están radicados en el extranjero es consti- 
tucionalmentc válido un impuesto de contribución terri- 
torial que absorba hasta el 50 % de la productividad 
del inmueble que lo determina (Palios: 210, 1208 —Ban- 
co Hipotecario Franco Argentino c./ Prov, de Córdo- 
ba). Por análogas razones juzgó que taniMcn lo era el 
impuesto sucesorio que insumiese la misma porción de 
lo transmitido si el sucesor contribuyente no reside en 
el país (conf. doet. de Fallos: 211, 34). Las razones da- 
das entonces se dan aquí por reproducidas para llegar 
a la conclusión de que la sentencia recurrida debe con- 
firmarse en este punto. 

Por tanto, y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se confirma la sentencia ape- 
lada en cuanto bu sido materia del recurso. 

Tomás T). Casares — Felipe S, 

PÉREZ — LüIS R, LONGHI — 

Justo L. Alvaicrz Rooríoubz 
— Rodolfo O. Valrnzuela. 



m JUSTICIA DE IiA NACIÓN 



THE SOUTH AMERICAN STORES 
(GATII Y CHA VÉS) LTDA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción tlel recurso. Fundamento. 

No está correctamente fundado el recurso extraordina- 
rio en el que se emite la referencia necesaria de las cir- 
cunstancias de hecho y de su vinculación con las cues- 
tiones federales en que se basa la apelación. ( ! ) 

RECURSO DE QUEJA. 

Es improcedente el recurso de queja interpuesto fuera de 
termino ante la Corte Suprema el 29 de octubre de 1948 
por la parte que fué notificada en San Juan el 17 de 
septiembre de la denegación del recurso ordinario de 
apelación. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Generalidades. 

No procede el recurso ordinario de apelación para ante la 
Corte Suprema contra la resolución de un juez federal 
en una causa sobre infracción a la** leyes de precios 
máximos. 



JUAN HUENTIAN 

IM POTABILIDAD» 

El simple temor de que la víctima, semicaída y en estado 
de ebriedad, estuviera armada, no suple por sí solo la 
falta de un peligro actual capaz de exculpar la reacción 
del procesado ; por lo que debe rechazarse la eximente de 
legítima defensa y el exceso de la misma invocado*, pues 
aquella presupone un estado inicial que la justifique. (•) 



(i) Ü2 t\e díripinbro do 1948. Fallo»; 210, 383 y 649, 
(?) 22 do dlck-mtiru <]« 1948. Fallo»: 175, 134; 211, 371. 

V 
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TOMAS ROONEY v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A L.OS RÉDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS '. Deducciones. Comercio e industrio. 

Reconocida por las autoridad» administrativas en las ac- 
tuaciones respectivas la existencia de habilitaciones acor- 
dada» por el contribuyente a sus hijos, debe rechazarse la 
pretensión del Pisco de no haberse probado d pago efec- 
tivo de ellas. 

Las habilitaciones acreditadas anualmente a los hijos de 
un contribuyente que no guardan una razonable equiva- 
lencia con la importancia y d nitrito de los trabajos 
realizados por aquéllos, importan una liberalidad y no 
pueden ser considerados como guatos necesarios para ob- 
tener, mantener v conservar los réditos, a que se refieren 
los arl*. 2 y 23, in¿ c) de la ley ri> 11.682 (t. o.). 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones, Inmuebles. 

Es injustificada la negativa de la Dirección de Réditos y 
aceptar la amortización de ciertas mejoras de un campo, 
fundada en que no fee ha probado la fecha de BU construc- 
ción y su costo, si dicho establecimiento contaba con aque- 
llas al ser adquirido por el contribuyente y no se dis 
criminó su valor en la escritura traslativa del dominio. 
En esas condiciones, procede hacer la amortización con 
arreglo a lo que dispone el art. 101 de la Regtamentatión 
General. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rédito» del comercio, de te indus- 
tria, profesiones, etc. 

La información de la firma eonsignataria que no da 
cuenta cumplida del origen del cereal liquidado no es 
suficiente para modificar la estimación hecha por la Di* 
rección de Réditos sobre la base de ser otra la proce- 
dencia de la mercadería. 
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Sentencia del Jtez Federal 

Rosario, diciembre 31 de 1947. 

Y Visto» los seguidos por D. Tomas Rooney contra el 
Fisco Nacional (Réditos), snbrc repetición de pago, de tos que 
resulta: ... ' ^ 

Que el 3 de septiembre de 1945, se presento el Sr. Toma* 
Roonev promoviendo contra el Fisco Nacional, la demanda 
ordinaria por repetición de pago autorizada por el art. 4¿ de 
la ley 11.683 (t. o.), por la suma de $ 29.201,18 o la mayor o 
menor cantidad que resulte de la prueba, difería del im- 
puesto a los rédito» por el lapso comprendido entre 1M» y 
1942, que resultó de) ajuste de su» declaraciones jurada» en 
esos mismos años, practicado por la Dirección de Réditos. La 
principal de las objeciones formuladas por el hisco a esas de 
elaraciones juradas, es la que se refiere a la deducción de la* 
habilitaciones convenidas por el actor con sus hijos Santiago 
Luis Patricio v Tomás, a los que se agrejíó Ricardo Raimundo, 
deducción que'la repartición administrativa no aceptó por tra- 
tarse de importes excesivos, superiores a los que se abonan 
normalmente, v entendiendo que los importes de tal concepto 
son liberalidades hechas por el padre a sus hijos. Sostiene que 
habiéndose presentado la declaración bajo el raimen de la ley 
11 682 (t o.), la cuestión debe resolverse con el art. ¿4, inc. o) 
que no admite deducciones de lo abonado a les hijos menores, 
14 salvo que al paparse esas remuneraciones se haya efectuado 
el paco del impuesto correspondiente'* —sus hijos eran enton- 
ces mavores v ademas se cumplió esta última parte— y no con 
el decreto 18.229, ap. 12, que contempla ya el caso, permitien- 
do la deducción cuando no excede la retribución que normal- 
mente se da a terceros por iguales servicios; no obstante, aun 
aplicando esta disposición, considera justo un cincuenta y etnet* 
ñor ciento de tus gnnanrías repartidas entre cuatro hijos, es 
decir, alrededor de un 13 % para cada uno, lo que es normal 
en esta r'asc í 1 * explotaciones, fie dispone a probar que las re- 
tribuciones otorgadas a sus hijos es la justa (ap. 24, inc. c), 
nue» atienden la explotación, dirección y administración de un 
establecimiento agrícola-ganadero {"San Patricio de Ma*- 
Kioto) y siete campos situaetos en las provtncms ele Santa |e 
y Córdoba, v nietra lo afirmado por la Dirección de Réditos de 
que las tres* cuartas partes de los inmuebles están destinadas a 
rol^nia aerícola con arrendatarios a efectivo y a especie. Otra 
obieción del Fisco a sn declaración jurada, continua el actor. 
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«8 la que m refiere a la negativa de la Dirección de Réditos u 
aceptar la amortización sobre algunos bienes» — galpón de "La 
Manuela", cañería y baño "Santa Clara" y puesto "San 
Marco»"— fundada en que no se ha probado su existencia, año 
de inversión y valor origina!. La Dirección no ha querido 
comprobar sobre el terreno la existencia de esos bienes, y el 
actor no está en tundiciones de presentar documentos acerca 
de talen conceptos porque aquéllo* se adquirieron juntamente 
cen los campos. Por último, el Sr. Ilooney sostiene que las ven- 
tas de cereales por m*n. 3.628,63 y m$n. ««2,42 que la depen- 
dencia considera como entrada del campo 14 La Dulce", corres- 
ponden en realidad al campo "San Marcos" por eso el Fisco 
toma dos veeeü los mismos valores. Pide por último se haga 
lugar a la demanda con costas, 

A fe. 27 y sigtcs. chía la contestación formulada por el 
Sr. Procurador Fiscal, Niega todos los hechos que no sean 
reconocidos expresamente, pidiendo el rechazo de la demanda 
con costas. Sostiene (pie las habilitaciones, cargadas en la con- 
tabilidad <ie la cuenta de fastos geneM*S " con crédito n las 
cuentas particulares, no fueron en ron I ida. I abonadas, y que 
además. son excesivas en relación ¡t la función de los beneficia- 
rios, Al final de cada año, dice el Procurador Fiscal, y con 
anterioridad a la delerminación de la utilidad neta declarada 
por el contribuyente se asientan lus habilitaciones del ejercí* 
ció cerrado v se las acredita en las cuentas particulares de cada 
habilitado; después de algunos retiros, al final del año. e] sal- 
do acreedor de los habilitadas, figura como pasivo en el inven- 
tario, desapareciendo con el débito de "Tomás Ilooney — Ca- 
ja", sin que figure al iniciarse el ejercicio siguiente. En este 
sentido, además de la declaración de Rooney de que Los 
hijos, de acuerdo al contrato, ¡Hieden dejar los saldos a su 
ciistodia, y de la relación que esto tiene con la compra de un 
campo por aquéllas se advierte que fie han contabilizado los 
retiros (le los habilitados, pero no con los saldos acreedores, y 
que no existan cuentas o anotaciones particulares sobre esos 
Síddos. Acerca del excesivo monto de lf?6 habilitaciones, el Sr, 
Prrcurador Fiscal sostiene que la investigación administrativa 
demuestra que bis tres cuarta* partes de los campos del actor 
se deiliean a colonias agrícolas, con arrendamientos en efectivo 
y en rspeeie. por lo que los administradores habilitados tienen 
iimitadn actuación, menos aún si se tiene en cuenta que en los 
períodos de cosecha los arrendatriientrs han sido recibidos por 
terceras personas a quienes *e pagaron sus servicios. El Sr. 
Rooney ha realizado viajes periódicos a todos los campos, tra- 
bajando los habilitados' bajo las directivas del actor, quien 
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lleva el central y da ordenes a aquéllos, siendo él y no los hi- 
jos, quien '.iformó verbalmente y por escrito sobre lo relativo 
a réditos. U nueva administración de los habilitados no mo- 
dificó el sistema de la anterior, simple y sin controlen, de modo 
que la habilitación es excesiva. Insiste el representante del 
Fisco en que la Dirección ele Réditos admite la deducibilidad 
de las habilitaciones en el balance impositivo, pero niega que 
éstas sean en este caso, las que corresponden a una efectiva 
prestación de servicios y que dentro del concepto legal y tri- 
butario constituyan gastos necesarios para la obtención, man- 
tención v conservación leí rédito, por eso estima justa la apre- 
ciación del inspector actuante; el 3 % y sueldo, casa y comida. 
En cnanto a las amortizaciones de ciertos bienes, además de 
las razones dadas por la autoridad atl ministra ti va, considera 
necesario que el actor pruebe el valor de iidquisieión y año de 
inversión, y respecto a las operaciones de cereales, gostiene, de 
acuerdo u la investigación, que no existe el error denunciado. 
Hace notar finalmente, que el importe cuya devolución SO pide 
encierra además otrr.s conceptos, de modo que es preciso liqui- 
dar las cuentas exactamente llegado el caso. 

Y considerando: 

I. Que respecto de las* habilitaciones el Fisco admite, al 
contestar la demanda, la deducibilidad de las habilitaciones 
convenidas entre padre e hijos, aun cuando, no obstante, tam- 
bién sostiene que esos beneficios no han sido percibidos por 
estos, vale decir, que no existen en la práctica, según surge de 
las constancias de los libros caminados por la inspección del 
impuesto a los réditos y de otras probanzas. Se entiende, en- 
tonces que el contrato donde se estipula la prestación de servi- 
cios de los señores Santiago Luis, Patricio, Tomás y Ricardo 
Raimundo Rooney y su contra prest ación (ver fs, 103 y sigtes. 
del expediente de la Dirección de Réditos agregado por cuerda 
floja) no ha sido objetado, en principio, y su validez, al me- 
nos dentro de estos autos y con relación al impuesto de los 
años 1939/42, aleja todo interés de dejar establecida aquí la 
verdad sobre la percepción o no percepción de las habilitacio- 
nes, perqué ante la actitud asumida por el Estado, poco im- 
porta que el Sr. Rooney estipule cualquier porcentaje cuando 
aquél fija y acepta uno en su liquidación Si así no fuera nos 
encontraríamos con que, por un lado podría declararse con los 
efectos eonsiguientefl a esta declaración que lo estipulado cerno 
habilitación no es tal cosa y que, por tanto, se habría simulado 
un acto en perjuicio del Fisco y por otro, que ea lo que corres- 
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pondo en realidad, tendría que darse como hecho reconocido 
en la contratación, la existencia de las habilitaciones y su de- 
dticibilidad. 

II. Estando de acuerdo ambas partes en la validez del 
contrato de habilitaciones y en la deducibilidad de estas para 
la aplicación del impuesto a los réditos es de necesidad sentar, 
romo base firme fundada en el sistema lepa) que la Dirección 
de Réditos, siendo la oficina administrativa de aplicación fie 
la ley 11.682, tiene facultad suficiente para estimar los con- 
ceptos denunciados por los contribuyentes, desde que, entre 
otras de igual naturaleza, tiene autorización para hacer apre- 
ciaciones de oficio y practicar los reajustes que estime conve- 
niente. No puede discutirse a dicha repartición en casos como 
el presente, la función de juzgar ¡a naturaleza jurídica de los 
actos de los cuales surge la intervención del Estado, pues de 
otro modo se reduciría a apirear escalas de impuestos dejando 
las catearías y las excepciones, sobre todo éstas, al solo arbi- 
trio de los contribuyentes. No puede, pues discutirse a la Di- 
rección de Réditos, la facultad de discriminar las salidas o 
desembolsos dé dinero separando lo que es empleo de la renta, 
de aquello que es un pasto destinado a !a obtención, manten- 
ción y conservación del rédito (art. 2° de la ley 11.682, t. o.). 

En el tnib~ju(1iet\ la autoridad de aplicación ha fijado la 
parte aceptable de las habilitaciones contratadas por el Sr. 
Rooncy, haciendo funcionar esa ley. En su resolución admite 
la retribución que el actor hace a los hijos pero hasta donde 
puede llamarse habilitación considerando que el remanente 
escapa a su esfera de acción y que pasa a formar parte del 
monto imponible como empico de la renta. Y bien, e*to no es 
infis que la aplicación de la facultad de fijar Ins conceptos 
ti anunciados, dentro de la calificación de pastos o empleos de 
te renta, con preseindencia de las disposiciones del art. 24 de 
la ley 11.682, t, o. y del art. 12 del decreto 18.220. Así lo ha 
entendido la Cámara Federal de Apelación d** esta ciudad en 
. ! fallo dictado el 4 de diciembre de 1944, en les fftIÍOS "Señor 
.1 y E. e. Fisco Nacional (Réditos) — Repetición de Papo", 
cuyo resumen, publicado en 4 'Repertorio de Santa Fe*', es, en 
parte, el siguiente: *'Las habilitaciones revisten el carácter de 
paitos necesarios para obtener y mantener los réditos, y por 
en h\ dedueibles a bis fines de la liquidación del impuesto res- 
pectivo, siempre que por su monto frente al volumen del piro 
comercial y a la importancia de las funciones desempeñadas 
por los empleados habilitados, puede razonablemente conside- 
radas así, como parte de la justa retribución debida al per- 
souáll De lo contrario no representarían un pasto necesario en 
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el concepto leal, sino una disposición o empico de tas utilida- 
des Nocíale», que caería dentro de la obligación impositiva. . . 
La determi nación fiscal de tales habilitaciones debe ajustarse 
a un criterio de prudente valoración de las particularidades 
del caso", y las partes han invocado esta resolución, con la 
cual coincide el criterio del subscripto. 

Tlf. Respecto del monto de las habilitaciones pactadas. Tin 
porcentaje del 55 % como el concedido por el actor a sus hijos, 
afecta tanto las utilidades del negocio, que supiere más bien 
ta existencia de una forma de sociedad que un contrato de lo- 
cación de servicios, desde que, por otra parte, el convenio de 
la habilitación no ha tenido por objeto, serrón se advierte, un 
plan destinado a mejorar la administración, ni ha salido ga- 
nando el Sr. Rooney con la nueva forma de atender sus bienes, 
le ha salido, por el contrario, sumamente gravosa e inconve- 
niente toda vez que no surge de la prueba rendida la aptitud 
técnica de los habilitados, ti i que su capacidad los haga; 
indispensables ni que sean conocedores de les ambientes ru- 
rales, y por ello de gran necesidad al principal por la facilidad 
con que traban la relación comercial, circunstancian estas que 
justificarían la habilitación del empleado. 

Sin embargo, hay sobrada prueba de estos autos, de la 
actividad de los hermanos Rooney en la administración de 
los bienes de su padre, y de ella se desprende que la apre- 
ciación fiscal está por debajo de lo ju to. La prueba testimo- 
nial ofrecida por el actor, en efecto, dió al suscripto idea 
Hará de las funciones desempeñadas por cada administrador 
y el informe del perito contador Sr. Jos*'» S, F. Santi aportó 
los detalles que obran de fs. 188 v. en adelante, acerca de la 
efectividad de esas funciones. 

Según el perito, en el promedro de los cuatro años con- 
siderados 1939 a 1942, la explotación directa de los campos 
del 8r. Rooney, a cargo de mis administradores habilitados, 
alcanza al 4o % de las superficies totales. 13.000 hectáreas, 
mientras que la explotación por arrendamientos abarca el 
55 % restante; y de los arrendamientos, una fuerte propor- 
ción, el 3 % fue a dinero. Los trabajos para percibir el 
arrendamiento en especie fué reducido, si se tiene en cuenta, 
como dice el perito que las operaciones reales de trilla, pesada 
y acarreo, ha estado a cargo de los compradores o «copiadores 
y no de les propietarios, y que, conforme a la interpretación 
de) 8p. Santí, en muchas ocasiones, la fiscalización de esas 
operaciones estuvo a cargo de otro empleado del actor. La 
explotación ganadera ha consistido en apartes, clasificaciones, 
baños, curas, embarque, vigilancia, recorridas de los campos. 
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despacho de guias, reparación de maquinarias, molinos, agua- 
das y alambrados, etc., y todos estos trabajos de administra- 
ción agrícola-panadera estaban a cargo do los cuatro fci|3s 
del actor, pudiendo afirmarse sobre la base de los contratos 
celebrados el 19 de aposto de 1ÍI30 y el 7 de setiembre de 
1942, de la prueba testimonial y de informes obrantes en 
autos, de las constancias de las actuaciones ante la Dirección 
de Réditos y de Jas explicaciones del perito, que la actividad 
de los mismos lia respondido a las directivas constantes de 
Don Tomás Rooney, "salvo una limitación del Sr. Patricio 
Rooney". 

IV. Respecto de la estimación de! Tribunal el contador 
Sr, Santi, luego de un estudio minucioso de los antecedentes 
encontrados acerca de este punto expresa — ver fs, 204 v, — 
11 No es necesario profundizar más la observación de estas 
cifra» para comprender que se trata de asignaciones mnj 
elevadas y fuera de lo común, frente a los rendimientos reales 
y efectivos". Y a poco de valorar la prueba y los antecedentes 
traído a lo» autos; teniendo especialmente en cuenta que el por- 
centaje convenido por el actor y los hijos, como queda dicho, 
traduciría más bien una sociedad donde estos aportan su 
actividad en la administración de los campos del Sr. Rooney. 
que nn contrato de locación de servicios debiendo admitir, 
no obstante, que es en realidad esta última forma la que se 
aviene más a las circunstancias y a la posición adoptada por 
ambas partes; atento a las razones desarrolladas por estas en 
sus escritos, partiente miente las expuestas por el perito a fs. 
204 y 205 v. con las que coincide el suscripto cuando piensa 
en lo que ocurre de ordinario dentro de la práctica de la 
actividad rural considera justo, como retribución además de 
los «neldos estipulados con arreglo a sus aptitudes y a la labor 
que desempeñaba cada uno — ver vs. 196 y v. en el informe 
del perito — admitiendo incluso, el criterio con que el actor 
calificó los nn'ritos y el trabajo de cada hijo, fijar en un 6 % 
la correspondiente a cada uno de los Srs. Santiago L. y Temas 
•t Rooney y en un 4 % la de D. Ricardo R, Rooney al sólo 
ofecto de la aplicación del impuesto a los Réditos. 

V. Sobre las amortizaciones invocadas por el contribu- 
yente. Si bien se encuentra prohada por la prueba testimo- 
nial traída por el Sr. Rooney la existencia de los efectos 
amortizaciones, y no obstante los elementos de juicio que 
contiene la escritura de adquisición, del establecimiento "San- 
ta Clara" y el plano del mismo campo, no será posible 
liquidar la amortización reclamada, desde que, aún aplicando 
el criterio do interpretación del ttoletín Informativo de] Mi- 
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Historio de Haciendo agregad a fs. ITS tan favorable al actor 
no surgen de autos los precie* que han do ser objeto de dife- 
renciación. El actor no ha demostrado los hechos ¿libados, pol- 
lo que corresponde rechazar su petición sobre este punto. 

VI. Respecto del error en la imputación de ventas de 
cereales, la firma Aramburu Hrios. en su nota obrante a fs. 
130 no da cuenta cumplida del origen del cereal liquidado, 
lo mismo puede decirse ue las demás pruebas con que se intenta 
dejar establecido que las partidas en cuestión corresponden 
al campo San Mareos". Debe, pues, también rechazarse esta 
reclamación. 

Por estas consideraciones fallo: haciendo lugar en parte 
a la demanda instaurada, ordenando que la Dirección del 
Impuesto a los Ródjtofi practique una nueva liquidación sobre 
Ice réditos del Sr. Tomás Rooney por los años 1939 a 1942, 
teniendo como base, las que se fijan en el considerando cuarto 
do esta sentencia, sin perjuicio de los sueldos estipulados en 
el contrato de locución de servicios aludido en el considerando 
tercero y condenando al Pisco Nacional, Dir. Oral. Impositiva 
u devolver Ja diferencia entre el pago efectuado por el actor 
y la suma que rrfmlte de la nueva liquidación, más los inte, 
reges al tipo del Raneo de la Nación Argentina desde el día 
del pago; rechazando las reclamaciones formuladas per el 
actor con respecto a amortizaciones y a las imputaciones de 
ventas de cereales y disponiendo las costas por su orden v 
Iils comunes por mitades. — Alejandro J. Ferrarons. 

Sentencia de la CXmara Federal 

Rosario, 10 de setiembre de 1945. 

Va ?^HÉLW^ P l ? smtm " n ™™y Tomás contra Fisco 
Nacional (Réditos) — demanda contenciosa". 

El Dr. Lnbary dijo: 

I. A raíz de un reajuste dispuesto por la Dirección 
Impositiva, el actor tuvo que oblar la suma de $ 29.20718- 
eantidad que responde al período fiscal 1939-1942. Ello ha 
movido a este a promover demanda contenciosa de repetición 
por la expresada cantidad, sus intereses v costas. Abarca la 
misma, tres rubros que pueden discriminarse de la siguiente 
manera: a) habilitaciones a favrr de los hijng del contribu- 
yente; b) amortizaciones sobre algunos bienes —galpón del 
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campo "La Manuela", cañería y baño "Santa Clara" y 
paesto Mareos'*^- y «■) venta .le tereales que la entidad 

oficial atrihuve. su procedencia del campo 'La Hulee al 
paso que el aetor sostiene que proviene del eampo • han 
Marcos*', ubicado en Venado Tuerto. 

II En lo referente a las habilitaciones a favor de los 
hijos del contribuyente, la Cámara tiene expuesto su criterio 
al interpretar los preceptos de los arts. g y ; 23 tmj. c) de la 
te* 116*2 t o en los antes "Juan y Emilio Señor c/ Ií<- 
ditos" con ratificación de la & tapreiaa. El eontemdo subs- 
tancial de la tesis desarrollada en aquel juicio, e» aplicable 
al Mib-exameii. en ateneión a su similitud, y puede resumirse 
dentro .leí concepto de que, en materia de deducciones que se 
orisinen en habilitaciones de esta naturaleza, debe estarse a 
l<. que ,urja de una razonable y justa valoración de los hechos, 
en orden al mérito de las tareas y al erado en que hayan po- 
dido influir en ta obtención de les réditos del contribuyente. 
Todo cuanto exceda de ew» límites, ya no puede tener cabula 
en lo» trastos necesarios y de consiguiente, debe ser conside- 
rada como una liberalidad. 

III Las totiiprohaciones «portadas a los autos son su- 
ficientemente amplias y de «cuerdo con las mismas, el juzga- 
da* tiene frente a sí. una variedad de elementos de convicción 
que lo colocan en situación favorable para formarse un certero 
juicio, acerca del alcance e importancia dé las actividades 
'desarrolladas per los hijos del actor. 

El 8ri Tomás Rooney (padre) que es propietario de di- 
versos establecimientos agríenlo-ganaderos, distribuidos entre 
h,s provincias .le Santa Pe y Córdoba había dispuesto ha. 
bilitar a sus cuatro hijos, con el 35 % de las utilidades netas 
obtenidas mediante dicha explotación. Sin lujrar a dudas, di- 
cho perciento es exagerado <-n relación a lo que estos contri- 
buveron en la producción de esas rentas. ^ 

Está visto que tos servicios prestados por los Sres. Pa- 
tríelo Santiago L.. Tomás J. y Ricardo Raimundo Rooney. 
equivalían a las fundones <|ue desempeñan los ««I""'"'*»™; 
dore» o encargado» de establecimiento* de este tipo. También 
se ha demostrado que el Sr. padre de los nombrados, efec- 
inaba viajes y visitas a los distintos establecimientos, siendo 
él quien mantenía la dirección y contralor general de los 
negocios. 

Es digpo de destacar I» ponderante decisión del Sr. Kooney 
de haber encaminado a sus hijos en las tareas JelagM, «ti- 
el amor a la tierra y al trabajo. Pero np debe 



DE JUSTICIA DE LA NACIÚX 



557 



olvidarse que en este juicio, a los fines de graduar el porcen- 
taje en concepto de habilitaciones, no juega precisamente la 
valoración que pueda hacerse desde el ángulo subjetivo de la 
conducta del contribuyente en ese orden de cosas; toda vez 
que el aspecto fiscal se asienta en los principios a los que ya 
se hizo mención, que miran solamente a la importancia de la 
contribución prestada por los hijos en beneficio de las rentas 
percibidas por el padre. 

IV. Señala el perito, aludiendo al período 1939-42 qui- 
la totalidad de Jos campos sumaban 13.000 lis. De ellas, sola- 
mente el 45 % se explotaba por el propietario con el concurso 
de sus hijos, ni paso que el óó % restante se lo destinaba a 
arrendamientos. 

Se advierte también que había una írraduaeión en las 
larcas desarrolladas por Ies linos, en punto a efectividad y 
rendimiento. Esta distinción se aprecia a t ra ves de la prueba 
rendida y así lo reconoce el perito designado cu su informe 
y el .luez a-quo en su sentencia. 

Considero justiciero el porcieuto que se acuerda en el 
pronunciamiento apelado, «signando al Sr. Patricio Heonev 
el 8 %, a los Srs.: Santiago L. y Tomás J.. el 6 y el 4 % ¿I 
Sr. Ricardo R. Rooney. 

V. La sentencia rechaza el rubro de las amortizaciones 
de las mejoras del campo "Santa Clara*' no obstante reconocer 
en el considerando V que su existencia aparece probada. Su- 
puesto que esto es efectivamente así, la comprobación reque- 
rida por Réditos acerca de fecha de construcción y costo, no 
aparece justificada, desde que el actor probó lo que estaba 
u SU alcance, pues el campo contaba con las mejoras al ser 
adquirido y no se discriminó su valor en la eseritura. En 
consecuencia, parece justo que se efectúen las amortizaciones 
correspon dientes sobre tales bienes, para lo cual Réditos se 
halla en condiciones de hacer la apreciación pertinente v apli- 
car luego el criterio corriente en estos casos. 

VI. La ultima cuestión, de las tres en que se asienta la 
demanda, o sea el rubro que abarca la errónea imputación de 
ventas de cereales, estimo que debe prosperar. Se trata en 
verdad de operaciones de escaso monto $ 3628,62 y $ 882,42 que 
aparecen como entregadas en el campo "La Dulce", siendo 
que estaban contabilizadas en los libros del contribuyente 
eomo perteneciente* al campo "San Marcos" de Venado 
Tuerto. Pareeeme que la valoración de la prueba rendida 
para demostrarse la verdad de la afirmación debe hacerse 
dentro de un criterio de cierta amplitud, acorde con la natu- 
rales de la cuestión debatida siendo menester acordar a las 
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pi labras ilel representante &é la firma "Aramburu linos/' 
consignataria del cereal su verdadero y real alcance que no 
puede ser otro que dicho cereal provenía del campa ubicado 
en Venado Tuerto, 

En consecuencia, pienso que debe confirmarse el fallo, 
con las modificaciones enunciadas. 

Los doctores Sacecne y Granados, por idénticas razones, 
adhirieron al voto que antecede. 

Con arreglo al acuerdo precedente, se resuelve confirmar, 
en lo principal la sentencia apelada, con la modificación ex- 
presada en loa considerandos V y VI, declarándose que el 
Piaco Nacional — Dirección General Impositiva — F está obligado 
a d volver a D. Tomás Kooney, la suma que resulte abonada 
demás, a raíz de la nueva liquidación a practicarse sobre las 
bases expuesta», más lo* intereses en la forma establecida, Laa 
costas de ambas instancias por su orden y las comunes por 
mitad. — Juan Carlos Lubary. — Santos J, Sáceme — 
Manuel Granados. 
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Bs. Aires, 27 dé diciembre de 1948, 

Vistos los autos "Rooney Tomás v. Fisco Nacional 
(Réditos) s./ demanda contenciosa", en los que se han 
concedido a fs. 320 los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que el recurso interpuesto por el Pisco Nacional 
comprende tres puntos: a) sobre las liabi litaciones del 
contribuyente a favor de sus hijos; b) respecto a la 
amortización de determinados bienes; y c) lo concer- 
niente a una operación de cereales. A su vez el actor 
apela igualmente con referencia al primer punto y en 
cuanto se declaran las costas de ambas instancias por 
su orden. 

Que en lo relativo a las habilitaciones realizadas 
por el actor, el Fisco Nacional sostiene no haberse de- 
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mostrado por aquél el pago efectivo de las mismas y 
que ollas 110 guardan relación con las f tinciones realmen- 
te desempeñadas por las personas que resultan obte- 
niendo ese beneficio. A pesar de esta afirmación en 
contrario de la parte demandada, corre a fs. 117 del II 9 
cuerpo del expediente administrativo un informe del 
jefe de la división inspección, en el cual se reconoce la 
existencia de habilitaciones, pues tal cosa significa ha- 
cer la afirmación de que no procede admitir esas deduc- 
ciones por tratarse de importes excesivos y que deben 
disminuirse a los límites que dicho informe señala. La 
resolución del gerente general de Réditos, fs. 131, dis- 
pone se proceda como lo aconseja la inspección, sin haber 
objetado en momento alguno el pago efectivo por tal 
concepto. Se trata de antecedentes aportados por el 
Fisco y que sustentan la contestación de la demanda. 
Por consiguiente, procede rechazar la pretensión de 
la demandada acerca de ese punto. En cuanto al monto 
de las habilitaciones, el Tribunal encuentra admisibles 
los fundamentos de las sentencias de primera y segunda 
instancias para confirmar los porcientos prudentemen- 
te fijados en ellas. 

Que las amortizaciones referentes a bienes del es- 
tablecimiento "Santa Olara", observadas por el Pisco, 
deben ser consideradas y resueltas conforme con lo 
dispuesto en el art. 101 de la Reglamentación General, 
que autoriza a la Dirección para estimarlas cuando no 
se pueda comprobar el precio de los materiales amor- 
tizabas, desde que, como dicho artículo lo establece, 
mientras no sean fijados los valores y vida probables 
de estos bienes los contribuyentes consultarán con la 
Dirección el procedimiento a seguir. Es lo que tiene re- 
suelto esta Corte Suprema en el tomo 199, pág. 622. 
Por lo tanto, se confirma también en este punto la sen- 
tencia recurrida. 
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Que la operación sobre cereales observada por la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos ha sido 
resuelta por el tribunal apelado teniendo en cuenta un 
informe de la firma Aramburu linos., consígnala ria 
del citado artículo. Corresponde, en consecuencia, exa- 
minar ese documento. En él se dice textualmente lo si- 
guiente: "Como se verá, en la liquidación de maíz fi- 
gura el nombre de las chacras de donde hn. procedido 
él cereal, no así en la de girasol por cuanto si bien ha 
entrado en nuestro galpón en Venado Tuerto no se ha 
establecido la procedencia en las planillas respectivas. 
No obstante, consideramos que al haber entrado el ce- 
real en Venado Tuerto, es lógico suponer que no puede 
proceder de su establecimiento La Dulce". La seutencia 
de primera instancia es justa cuando sostiene que esa 
información no da cuenta cumplida del origen del ce- 
real liquidado, lo cual resulta de los términos del do- 
cumento que, por lo tanto, no puede servir de base para 
modificar la estimación efectuada por Réditos. Corres- 
ponde pues reformar en esta parte el pronunciamiento 
recurrido. 

Por tanto, se confirma la sentencia apelada, con 
la modificación que se menciona en el último conside- 
rando que importa hacer lugar, en ese punto, a la ape- 
lación del Fisco. Las costas por su orden también en 
esta instancia. 

Tomás P. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvares Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 
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EUGENIO WITTBNBERG 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» it garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento r/ sentencia. 

Constituyendo un quebrantamiento a las formas substan- 
ciales del juicio criminal reconocido por la sala del tri- 
bunal de apelación que incurrió en él y sobre el nial la 
parte agraviada no ha podido obtener pronunciamiento 
corresponde revocar, como violatoria de la defensa en 
juicio, la resolución por la cual, después de haberse ex- 
cusado de declarar la nulidad de la sentencia condena- 
toria dictada con prescindencia total del trámite de se- 
cunda instancia y sin audicneia de las partes y de haber 
sido rechazada esa excusación por otra sala desinsaculada 
al efecto, la anterior declara que el pronunciamiento de 
esta ultima importó convalidar la sentencia condenatoria a 
pesar de que aquél no se pronunció ni expresa ni impl'^i- 
tamente sobre la nulidad. 



Dictamen del Procuradok General 
Suprema Corte: 

Llega esta causa a conocimiento de V. E. en virtud 
del recurso extraordinario de apelación interpuesto a fs. 
!K)4, por la defensa del procesado don Eugenio Witten- 
berg, contra la sentencia definitiva de fs. 891, dictada 
por lo Sala en lo Criminal y Correccional de la Exorna. 
Cámara Federal de Apelación de la Capital. 

El remedio federal se lo reclama en la especie so 
color de haber sido violada, en la segunda instancia, la 
garantía de la libre defensa en juicio que consagra 
el artículo 18 de la Constitución Nacional. Tal violación 
dícese producida con motivo de haber dictado sentencia 
el Tribunal respectivo sin cumplir previamente los per- 
tinentes trámites procesales. 

De! examen de las constancias de autos no resulta, 
a mi juicio, que éií el sub-jrdwe baya mediado restrie- 



562 



FALLOS DE LA CURTE StTItEilA 



ción bastante del derecho do defensa, como para hacer 
viable el recurso del artículo 14 de la ley 48, fundado en 
la citada cláusula constitucional, pues si bien es cierto 
que la sentencia de fs. 891 fué dada sin que se hiciera 
efectivo el apercibimiento decretado a fs. 889 vta., sin 
que se dictara la providencia de "autos" y, finalmente, 
sin que fuera agregado a la causa el escrito de "expre- 
sión de agravios" que !a defensa presentara a Secreta- 
ría antes de que venciera el término fatal de la rebeldía 
acusada a fs. 889, no lo es menos que una vea advertida 
la existencia de dicho escrito, su agregación a los autos 
resultó un "hecho", en cuya oportunidad se produce la 
motivada excusación de fs. 891, de donde se sigue que la 
finalidad subjetiva perseguida por la defensa en su 
formulación pudo actuar en la conciencia de los juzgado- 
res cuando posteriormente y en razón dol rechazo de su 
excusación (fs. 901), resolvieron a fs. 902 que su anterior 
pronunciamiento de fs. 891 estaba revestido de plena 
validez legal. 

Así, pues, el suscripto estima que en lo esencial no 
puede concluirse de un modo absoluto en el sentido de 
que en la especie haya mediado una restricción efectiva 
a la libre defensa en juicio. 

Por ello y porque, además, el recurso extraordinario 
se funda en el caso en una cuestión de carácter procesal, 
opino que V. E. debe declararlo mal concedido. — Bue- 
nos Aires, diciembre 13 de 1948. — Saúl M. Escobar. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos " Wiltenberg Eugenio sobre infrac- 
ción al art. 222 del Código Penal", en los que se ha con- 
cedido a fs, 906 el recurso extraordinario. 
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Considerando: 

Que en la especie el Sr. Juez de la causa concedió 
a fs. 884 vta. los recursos de apelación, y nulidad y 
apelación, deducido» por el procesado y su defensor- 
Elevados los auto» a la Sala en lo Criminal de la Cá- 
mara Federal de la Capital — fs. 887— y puestos los 
mismos en secretaría — fs. 887 vta.— Wittenberg desig- 
nó defensor — fs. 888— al Dr. Filiberto Enrique de 
Madrid, quien aceptó el cargo a fs, 888 vta. 

Que a requerimiento del Sr. Fiscal de Cámara — fs. 
889— se intimó, con fecha 15 de junio del cte. año, al 
referido letrado que expresara agravios, en el termino 
de 24 horas, lo que éste hizo en el escrito de fs. 893, de 
16 del mismo mes y año. 

Que ello no obstante, sin mediar la agregación del 
referido escrito; sin la consideración del mismo por el 
tribunal y sin cumplir los trámites de los arts. 522 y 
sigtes. del Código de Procedimientos en lo Criminal 
— traslado de la expresión de agravios, providencia de 
autos y su notificación — se dictó sentencia a fs. 891, 
desestimando la nulidad y confirmando el fallo conde- 
natorio de primera instancia lo que, así, ha ocurrido 
con prcscindencia total del trámite de la segunda ins- 
tancia y con omisión en la misma, de la audiencia del 
procesado y del ministerio fiscal. A ello ha de agregarse 
que el tribunal apelado reconoció el quebrantamiento 
de las formas substanciales del procedimiento — fs. 
899 — llegando a expresar que a causa de rilo la sen- 
tencia "carecería de validez' 1 . Pero los vocales inte- 
grantes del mismo se consideraron inhabilitados para 
pronunciarse sobre la nulidad y se excusaron de seguir 
entendiendo en la cansa. Rechazada esta excusación — 
fs, 001— por la Sala desinsaculada a fs. 900, la Sala en 
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lo Criminal declaró que los términos del rechazo im- 
portaban convalidar la sentencia de fs. 801. 

Que la decisión de fs. 901 no se pronuncia m expre- 
sa ni implícitamente soHre la nulidad, limitándose a 
dejar constancia de que la sentencia de fs. 801 no había 
"sido invalidada de algún modo" basta ese momento 
-lo que era exacto— , por lo cual no podía admitirse 
que "los fundamentos expresados para sustentarla por 
lo* magistrados que la suscribieron (importasen) un 
prejuz^aniiento". Todo lo cual está dicho con exeliisiya 
referencia a la excusación sometida al juicio de la Sala. 

Que no hay, en consecuencia, decisión formal al- 
guna sobre ia nulidad alegada. Se está, pues, en pre- 
¡encia del quebrantamiento de formas substanciales re- 
conocido por el tribunal que incurrió en él, v sobre el 
cual la parte agraviada no ha podido obtener pronun- 
ciamiento. Kilo constituye una denegación de justicia 
que, como tal, importa una radical violación del derecho 
de defensa. 

Por tanto oído el Sr. Procurador General se revoca 
la decisión de fs. 801 en cuanto ha sido materia del re- 
curso v en vista de lo resuelto a fs. 001 sobre las excu- 
saciones de fs. 800 vuelvan los autos al tribunal que 
dictó la sentencia de fs. 801 para que se pronuncie sobre 
la nulidad articulada a fs. 803. 

Tomás D. Tasares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Losoni — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzuela. 
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CORDOYA UNOS. Y CIA. v. DIRECCION GENERAL 
DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

PRESCRIPCION : Tiempo de la prescripción. J>vr* espcrwtea. Im- 
puesto a I09 réditos. 

Resultando de autos que el contribuyente no pago el im- 
puesto a las ventas por imposición de las autoridades 
encargadas de su percepción sino voluntariamente, como 
aquél lo reconoce en su demanda, corresponde aplicar la 
prescripción de dos años que establece el art. 24 de la 

ley n.tm (t. o.). 



Sentencia del Juez Feoeral 

Buenos Aires, mayo 21 de 1947. 

Y vistos; 

Para resolver este juicio seguido por "Córdova linos, y 
Cía." contra el Fisco Nacional (Dirección Gral. del Imp. a los 
Réditos) sobre devolución de impuesto a las ventas y. 

Resultando: 

II. Que la Soc. actora demanda al Fisco Nacional (D. G. 
I. R.) por devolución de la suma de $ 0.136,60 indebidamente 
abonada en concepto de impuesto a tai* ventas; pide intereses 
y costas. 

Dice que en materia del impuesto ai las ventas sobre !ana 
lavada adquirida en el mercado interno, la Dirección de Re- 
ditos había consagrado el principio de su obligatoriedad por 
parte de los industriales, juzgando que el lavado de lana no 
constituía ningún proceso industrial y, por consiguiente, com- 
prendido dentro «le las excepciones previstas por el ine. a) 
del art. 9" de la ley 12.143 y art. 21 de su decreto regla- 
mentario. 

En virtud de la precedente interpretación, abonó perió- 
dicamente el impuesto a la venta de sus productos y sin de» 
ducir el que correspondía a la lana lavada adquirida en el país. 

Más tarde, la Corte Suprema resolvió en forma definitiva 
que a los efectos del pago del impuesto a las ventas debía 
admitirse el descuento de les importes de compra de lana 
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lavada, por cuanto el tratamiento conducente a su obtención 
no es indispensable para su conservación o acondicionamiento. 

La Dirección de Réditos ajustó su criterio administrativo 
concordantemctite con las decisiones de la Corte Suprema, dis- 
poniendo hacer tugar a la devolución del impuesto oblado pero 
sólo limitado a los pagos efectuados dentro de los 2* años há- 
biles, de acuerdo con el art. 24 tic la ley 11.683 t. o. 

Examinado a la luz de los principios legales sobre cuál es 
el término que realmente Corresponde computar a los efectos 
tic la prescripción, considera que en materia de repetición del 
impuesto abonado indebidamente como industrial, sobre lana 
lavada adquirida en nuestro mercado nacional, es la ordinaria 
de 10 años prevista en él art. 4023 del Código Civil, por no 
ajustarse el caso a los contemplados en el referido art. 24 de 
la ley 11.683 t. o. y sí en el 41 de la misma y tratarse de un 
papo sin causa regido por los arta. 792 y 704 del Código Civil. 

Se extiende luego en largas consideraciones para sustentar 
la tesis que sostiene y por todo lo expuesto solicita se haga 
lugar a su demanda, 

I!. Que el representante de la Dirección Oral, del Im- 
puesto a los Réditos opone a la demanda la prescripción del 
art. 24 de la ley 11.683 t o, pues los pagos que se pretende 
repetir fueron efectuados en loe años 1935 y 1936 y este juicio 
ha sido iniciado el 23 de julio de 1945 y resulta de las decla- 
raciones juradas presentadas oportunamente, que tales pagos 
se hicieron sin ninguna manifestación demostrativa de su 
oposición a los miemos. 

En cuanto a la cifra reclamada, deja expresa constancia 
que ella no ha sido verificada por su representada, como pa- 
gada en concepto de impuesto a las ventas por compra de 
lana lavada, por lo jigüe se reserva el derecho de efectuar la 
liquidación correspondiente en el caso de hacerse lugar a la 
demanda. 

Por tanto pide el rechazo de la misma, con costas. 

III. Que declarada la causa de puro derecho se corre 
a las partes un nuevo traslado por su orden y evacuado que 
fué éste, quedan los autos en situación de dictarse sentencia. 

Considerando ¡ 

Que el pago del impuesto que ahora se repite ha sido 
voluntario. Así resulta de las actuaciones administrativas 
agregadas y lo reconoce expresamente la propia actora en sus 
escritcs. No ha mediado en este caso int'inun ión ni compulsión 
por parte de la autoridad administrativa. La actora pagó libre 
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y voluntariamente porque creyó estar obligada a pagar en la 
forma en que lo hizo, es decir, sin excluir el importe de lo 
pagado por la adquisición de la lana lavada, incurriendo así 
en error de derecho. El caso se rige, entonce», por el art 24 
de la ley 11.683 y como la demanda se ha interpuesto mucho 
después de transcurrido el plazo de 2 afta* que allí se establece, 
corresponde hacer lugar a la defensa de prescripción opuesta. 

Que no obsta a esta conclusión la circunstancia de que el 
pago sé haya hecho siguiendo una norma de carácter general 
establecida sobre el punto por la autoridad administrativa. 
De ! a existencia de esta norma sólo surge que ha habido 
coexistencia de error en la interpretación de la ley, por parte 
de la Dirección de Réditos y de la nctora. Esa norma no le 
ha sido impuesta a la adora, quien pagó sin observación ni 
reserva. Apercibida ele m error, debió interponer su reclamo 
antes de que venciera el plazo fijado en el art. 24 citado. Al 
no haberlo hecho así ha dejado extinguir su acción. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar a la 
demanda. Sin costas, atento la naturaleza de la defensa que 
prospera. — Eduardo A. Oriiz Basnatdo. 



Sentencia dk la Cámara Federal 

Buenos Aires, .octubre 5 de 1948. 

Considerando; . 

Que según resulta de las actuaciones administrativas agre- 
gadas por cuerda, eacp. 3578 de 1937, el 28 de junio de ese 
año la Inspección General de la Dirección del Impuesto a los 
Réditos dispuso que un inspector verificara cómo habían sido 
cumplidas las disposiciones sobre impuesto a las ventas por la 
firma actora. El informe producido a fs. 3 da cuenta de que 
ha sido necesario introducir rectificaciones a las declaraciones 
juradas presentadas hasta ese momento. Como causa primera 
de esas rectificaciones se enuncia que la empresa había de- 
ducido las compras de lana lavada. Con™ consecuencia se 
formularon las nuevas declaraciones de fs. 4 a 6, correspon- 
dientes a los años 1935, 1936 y 2? semestre de 1937. v la 
actora se vió obligada a pagar como ajuste de los años 1935/6 
la suma de m$n. 7.923,28, que hizo efectiva en octubre 30 de 
1937, todo lo cual consta a fs. 7 y 8 de las actuaciones 
referidas. 

De esos hechos surgen dos consecuencias fundamentales 
para la solución de este litigio : que el pago del impuesto sobre 
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la lana lavada no fin* voluntario, como se sostiene por el Pisco 
y por la sentencia recurrida, ya que la actora no lo había 
hecho y fué obligada a efectuarlo a raíz de la inspección y 
de la rectificación de rus declaraciones juradas; y que la 
fecha del pago no fué 1035 ni I93G sino el 30 de octubre de 
1937, momento en que se abena el saldo por reajuste en el que 
se incluía la mercadería que la actora había excluido de la 
tributación. 

Planteado en tales términos el asunto, es evidente que la 
acción no está preseripta, de acuerdo con reiterada jurispru- 
dencia de la Corte Suprema que ha establecido que según la 
ley 11.683 que reiría los pagos efectuados en la época mencio- 
nada, el término de prescripción es de 2 años (solamente cuando 
el pa*ro se efectuó por error de cálculo o concepto en las 
propias declaraciones del contribuyente y no cuando respondió 
a un acto compulsivo del Piaco, en cuya situación rige el art. 
4023 del Códifro Civil siendo el termino liberatorio de 10 años 
plazo que no ha transcurrido en el snb-judice. Ver caso Taz 
Mercedes Ortiz Basualdo de contra el Fisco Nacional, re-suelto 
por la Corte Suprema el 30 do julio ppdo. y los allí citados. 

En su mérito y siendo la de prescripción la única defensa 
opuesta por el Pisco, se revoca la sentencia apelada de fs, 27 
y se declara que el Pisco Nacional deberá devolver a la actora 
la suma que resulte de la liquidación a practicarse deduciendo 
de las ventas brutas del año 1935 el importe de las compras de 
lana lavada en el mercado interno, con intereses desde Ta fecha 
de notificación de la demanda al tipo que cobra el Banco de la 
Nación Argentina y con costas, atenta la reiterada jurispru- 
dencia existente schre el particular. (Corte Suprema, Palios: 
T!>3. 81 ; (!. del P., 171, 1 y 172. 345). — Carím Herrera — 
¡fnracin (larda Ritáis — Maxknüimo PmmtU (en disidencia^. 



En difidencia: 

Considerando: 

Que en materia del impuesto a las ventas sobre lana 
lavada, adquirida en el mercado interno, la Dirección Oral, 
d»» Réditos, jnzírnndo que el lavado de lana no constituía 
mrisnin proceso industrial, estableció la obligatoriedad de su 

En 1!>42, la Corte Suprema, en los juicios semiidos por 
Rzra Teubal y linos, v/ Pisco Nacional y Córdova ITnrs. 

vt Pisco Nacional, declaró pfrbcedetite el descuento # !c \m 
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importes de compra de lana lavada, a los efectos del pago del 
impuesto a las ventas. 

Acatando lo resuelto por la Corte Suprema» la Dirección 
Oral, de Réditos, hizo lugar a la devolución del impuesto 
abonado por lo» contribuyentes, limitando las devoluciones 
de los pago& efectuados a los 2 últimos unos, de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. 24 de la ley 11,683 (T, O.) y lo 
preceptuado en el art. 784 del Código Civil referente al pago 
por error de hecho o de derecho. 

La recurrente se presentó al Juzgado Federal sosteniendo 
que el término que corresponde computar, a los efectos de la 
prescripción, es el de 10 años, previsto por el art. 4023 del 
Código Civil; y que el caso se rige por la disposición del 
art. 41 de la ley 11.683 y no por el art. 24 de dicha ley. 

La causa fué declarada de puro derecho. El Sr. Juez 
tt-quo, en base a que no ha mediado en el easo ocurrente 
intimación, ni compulsión por parte de la autoridad admi- 
nistrativa; y, que la actora pagó sin reserva ni observación, 
porque creyó estar obligada a pagar en la forma en qne lo 
hizo sin excluir el importe de lo abonado por la adquisición 
de la lana lavada, llegó a la conclusión de que la actora ha 
incurrido en error ;le derecho ; como también que la Dirección 
de Réditos, al ijiual que la recurrente ha interpretado equivo- 
cadamente la ley. En consecuencia, no habiendo la actora 
interpuesto su reclamo antes de que venciera el plazo fijado 
en el art. 24 de la ley 11.683, ha dejado extinguir su acción. 

La demandada agrega, en su escrito de contestación de 
agravios, un argumento de gravitación, reforzando su tesis 
de que se ha operado la prescripción de 2 años. Cuando se 
promovió la demanda judicial de repetición — 23 de julio 
de 1945 — estaba ya en vigencia el decreto n 9 30.141/44 que 
aclaró el art. 24 de la ley 11.683 estableciendo que "la acción 
de repetición prescribe cu todo* los casos a los 2 años del pago**. 

En su mérito, se confirma la sentencia recurrida de 
fs. 27 que no hace lugar a la demanda, sin costas. — Maxi- 
miliano ConsolL 
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Bs. Aires, 29 de diciembre de 1948, 

Vistos las autos "Cordova Hermanos y Cía. c/ 
Fisco Nacional (Dirección General del Impuesto a los 
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Réditos) s./ Impuesto a las ventas", en los que se ha 
concedido a Es, 43 el recurso ordinario de apelación. 

Considera lulo: 

Que la cuestión a resolver consiste, en primer tér- 
mino, en determinar si el pago efectuado por el con- 
tribuyente lo ha sido en virtud de un error de concepto 
o de cálculo en sus propias declaraciones juradas, o si 
se encontró obligado a realizarlo por imposición ex- 
presa de la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos, pues según resulte de los hechos corresponderá 
aplicar al caso el art. 24 o el art. 41 de la ley 11.683 
(t,o.) 

Que en el escrito de interposición de la demanda se 
expresa categóricamente que el pago fué voluntario 
(conf. fs, tí vtn. punto tí). A fs. 19 párrafo segundo, se 
sostiene lo mismo, lo que excluye toda interpretación 
sobre si existió o no una presión fiscal que decidiera a 
la actora a pagar la suma reclamada. 

Que en el expediente administrativo agregado a 
estos artos sólo existen referencias a reclamos por im- 
puestos abonados desde 1937, y la demanda se funda 
en pagos hechos en el segundo, tercero y cuarto trimes- 
tres de 1935 (conf. fs. 3), de modo que no hay ninguna 
relución entre dicho expediente y la acción instaurada. 
El único antecedente relacionado con ésta es una carta 
de la actora, fecha enero 30 de 1936, agr< gada a fs. 2 
del tercer legajo administrativo, en la que se dice tex- 
tualmente ; 4 4 Durante los primeros trimestres del año 
1935 hemos procedido a liquidar el correspondiente im- 
puesto a las ventas sobre las efectuadas por estos es- 
critorios, pero, al liquidar el del ultimo trimestre nos da- 
mns cuenta de que, posiblemente, hemos estado incu- 
rriendo en un error. En efecto, nuestra fábrica ubicada 
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en San Nicolás Provincia de Buenos Aires es la quo, 
en realidad, efectúa la primera venta al facturar a es- 
tos escritorios la mercadería que envía fabricada, sobre 
la que calcula determinado margen de utilidad. Concep- 
tuamos, por lo tanto, que es a dicha fábrica que corres- 
ponde liquidar el impuesto y agradeceremos al señor 
gerente quiera informarnos si estamos en lo cierto". 
Es decir, sólo se solicitaba una aclaración sobre dónde 
debía realizarse el pago pero no se observó la legiti- 
midad de éste. Esta actitud se encuentra confirmada en 
otra carta del mismo legajo fechada el 10 de febrero 
de 1936, fs, í>, en la que la parte aetora manifiesta que 
adjunta cheque por el impuesto a las ventas del cuarto 
trimestre de 1935 en virtud de que la consulta anterior 
había sido en ese sentido. 

Que la jurisprudencia de esta Corte Suprema ha 
dejado establecido que sólo cuando el contribuyente tu- 
vo que pagar por imposición de las autoridades corres- 
ponde la prescripción decenal del art. 4023 del Código 
Civil, no rigiendo en este caso el art. 24 de la lev 11.683 
T, O.; Fallos: 211, 945 y los allí citados. 

Por tanto, habiendo transcurrido en el presente 
caso el plazo de dos años que establece el mencionado 
art. 24 de la ley 11.683 (t. o.), declárase prescripta la 
acción deducida. En consecuencia, revócase la senten- 
cia apelada y se rechaza la demanda, sin costas a mé- 
rito de la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
Rodolfo G. Valenzuela. 
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UNION TEXTIL SOCIEDAD DE RE PONS ABILID AD 

LIMITADA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio** Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples. Interpretúctón de las leyes fede- 
rales. Leyes federales de carácter procesal. 

La sentencia del jucs administrativo de la Capital Fe- 
deral por la cual, sobre la baee de la procedencia de ta 
apelación establecida al solo efecto devolutivo por el 
art. 3 de la lev 12.983 requiere el previo pago o depósito 
de la multa, se declara bien denegado el recurso inter- 
puesto contra el decreto del P. E. que impone a una misma 
firma tres multas de $ 100.000 m/n. ( no es susceptible de 
recurso extraordinario fundado en la interpretación de 
aquella norma procesal y en la violación de lo» arta. 18 
y 19 de la Constitución Nacional que según el recurrente 
importaría la decisión apelada, no impugnada inequívo- 
camente por él como arbitraria. 

Dictamen del Pkocuradoií Gkneiiai. 

Suprema Corte : 

Di» acuerdo a la jurisprudencia de V, no pro- 
* cede el recurso extraordinario contra la sentencia de 
un tribunal local que, fundada on la interpretación y 
aplicación de leyes procesales locales, se limita a de- 
clarar bien denegado un recurso interpuesto para ante 
esc tribunal (entre otros: 182, 57 y 561). 

En tales condiciones, procedería declarar mal con- 
cedido el recurso extraordinario intentado contra la 
sentencia de fe. 85, salvo que V. E. considerase a esta 
última insostenible y frustratoria del derecho federal 
invocado. 

En cuanto al fondo del asunto, el Gobierno de la 
¡faetón tiene constituido, por; intermedio del Sr. Pro- 
curador del Tesoro, representante especial, el que unte 
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V. E. ka hecho ya la defensa de sus derechos* — Bs. 
Aires, setiembre 27 de 1948, — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos *• Unión Textil Sociedad de Res- 
ponsabilidad Limitada sobre recurso de queja", en los 
que se ha concedido a fs. 104 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que por aplicación de una constante jurispruden- 
cia de esta Corte Suprema y como bien lo reconoce la 
propia parte recurrente en el memorial de fs. 114, "la 
sentencia de un tribunal superior que declara bien de- 
negada para ante ella la apelación deducida contra la 
del inferior por aplicación de sus leyes procesales, no 
puede ser traída, porque ella no decide una cuestión 
de carácter federar* ( Fallos: 120, 302; 122, 32; 125, 
19; etc.). Lo mismo cabe decir, por extensión de aque- 
lla doctrina y como igualmente lo ha establecido este 
Tribunal, cuando se trata de sentencias de un tribunal 
local "fundadas en la interpretación y aplicación de 
las leyes procesales locales" (Fallos: 182, 57 y 561). 
Por tanto y tratándose en el sub-lite de la interpreta- 
ción y aplicación de las normas esencialmente procesa- 
les de la ley 12.983 efectuadas por un juez administra- 
tivo con jerarquía legal de tribunal de alzada, corres- 
ponde declarar bien denegados los recursos interpuestos. 

Que a mayor abundamiento cumple agregar, de 
acuerdo a la doctrina que inspira a los fallos citados, 
que en la sentencia apelada de fs, 85 nada se lia resuelto 
sobre la inteligencia del art. 18 de la Constitución Na- 
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cional invocado en el memorial de queja, lo que por si 
sólo excluye el recto perfeccionamiento de la cuestión 
federal. 

Que no obstante todo ello y en atención a que en 
determinados casos donde el recurso no procedía pero 
exeepeionalniente fué abierto en virtud de haberse ex- 
presamente argüido la frustración de las garantías cons- 
titucionales mediante sentencia arbitraria desprovista 
de todo fundamento legal, es de señalar sin embargo 
ante el defectuoso planteamiento de esa causal, que en 
el sub-Ute tampoco podría prosperar la queja por cuan- 
to se lia omitido la inequívoca interpelación judicial por 
esas causas, habiéndose limitado el apelante (ts. 133, 
tu fine) a remitirse al supuesto de una sentencia reves- 
tida de tales defectos, lo que evidentemente no encuadra 
ni con la rigurosidad do la doctrina excepcional sus- 
tentada por esta Corte, ni con la naturaleza eminente- 
mente restrictiva del recurso extraordinario. 

Que en efecto, los términos literales del pasaje en 
cuestión, restan todo carácter de impugnación expresa 
fundada en la excepcionalidad de la doctrina: *'La con- 
clusión contraria -explícitamente se dice allí — o sea la 
invocación de que en el presente nos hallamos solamente 
frente a problemas o situaciones procesales, llevaría al 
supuesto imposible de concebir de que cualquier juez con 
interpretaciones antojadizas fundadas en su propia vo- 
luntad y carentes de toda base legal, podría llegar a al- 
terar, mutilar y hasta cercenar derechos de esencia y 
origen constitucional . > JK 

Que no es suficiente, pues, suponer o concebir una 
situación antijurídica o que en tal eventualidad podría 
llamarse a las violaciones señaladas; es de todo punto 
indispensable plantearla como realidad <»oncrcta, pre- 
sente y efectiva, a riesgo de resolver una cuestión abs- 
tracta negada a los tribunales federales (art 2 de la ley 
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27). Basten esos fragmentos transcriptos para de- 
mostrar que en la única oportunidad ante esta Corte 
que como consecuencia del fallo impugnado se ha hecho 
referencia a sentencias arbitrarias, no «c la ha planteado 
en la forma expresa, categórica e inequívoca de efectos 
presentes, que reclama el mecanismo del recurso extra- 
ordinario e informa la reiterada jurisprudencia de esta 
Corte Suprema. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General, declárase improcedente 
el recurso interpuesto. 

Tomás D. Casares (en disidencia) 
Felipe S. Pérez — Luis B. 
Lonohi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valeiízuela. 

Disidencia del Señor Presidente Doctor D. Tomás D. 

Casares. 

Considerando : 

Que esta Corte lia reconocido reiteradamente la 
constitucionalidad de las leyes que acuerdan al Poder 
Ejecutivo la facultad de imponer multas para sancionar 
su incumplimiento, pero a condición de que dejen expe- 
dito el recurso a la justicia (Fallos: 171, 366 : 201. 428* 
207, 90 y 165). 9 ' 

Que la interpretación de los preceptos legales en 
que dicho recurso se establece, puede, en consecuencia, 
comportar cuestión federal susceptible de recurso ex- 
traordinario, no obstante tratarse de materia procesal, 
puesto que está en tela de juicio no sólo el ordenamiento 
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de la actuación judicial en punto al régimen de la ape- 
lación, sino también la supremacía constitucional 7 las 
instituciones fundamentales que el recurso del art. 14 
de la ley 48 está destinado a garantir (Palios : 192, 213)* 
Que el recurrente considera que la interpretación 
del art. 3* de la ley 12.983. según la cual el otorgamiento 
del recurso que en el mismo se acuerda "al solo efecto 
devolutivo 9 * no es procedente si la multa de que se re- 
curre no ha sido oblada, con lo cual, no obstante la in- 
terposición oportuna del recurso, quedó firme la deci- 
sión del Poder Ejecutivo que le impuso tres multas de 
$ 100.000,00 cada una, importa, entre otras violaciones 
constitucionales, la de la garantía de la defensa (art. 
18) y la del art 95 según él cual el Presidente de la Na- 
ción no puede ejercer funciones judiciales. 

Que el precepto legal en cuestión no contiene de 
modo explícito la exigencia del pago previo de la multa 
limitándose a disponer que aquéllas a que el mismo se 
refiere "podrán ser recurribles con efecto devolutivo 
y en relación ante los jueces de la ley 12.833 en la Capi- 
tal Federal y Territorios Nacionales y ante los jueces 
federales en las provincias**, y que el recurso se trami- 
tará en la forma establecida en la ley 50. 

Que, en consecuencia, el juicio de la interpretación 
en virtud de la cual la sanción del Poder Ejecutivo ha- 
bría venido a quedar firme no obstante haberse deducido 
la apelación en oportunidad procesal, —lo que no se 
cuestiona—, se identifica o confunde con la dilucidación 
de los puntos constitucionales que constituyen el objeto 
propio del recurso extraordinario. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se lo 
declara bien concedido a f s. 104. 

Que en Fallos 198, 463, examinado el alcance de una 
disposición análoga de la ley 12.591, el Tribunal declaró 
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qne la apelación con efecto devolutivo si bien permite la 
inmediata ejecución de la resolución recorrida, no auto- 
riza a concluir que para la concesión del recurso y el 
conocimiento de la causa por el tribunal de alzada sea 
indispensable y obligatorio el previo cumplimiento de 
la condena impuesta. Semejante conclusión está contra- 
dicha por el fin de la institución, por el alcance que la 
doctrina atribuye unánimemente al efecto devolutivo 
de las apelaciones, por los términos mismos de las leyes 
procesales vigentes que admiten de modo expreso el 
otorgamiento de la apelación antes del cumplimiento 
y preven las medidas necesarias para que la interven- 
ción del tribunal de alzada pueda tener lugar con pres- 
cindencia de las providencias requeridas por la ejecu- 
ción que se pueda seguir, y muy especialmente por los 
términos del art 212 de la ley 50 con sujeción a la cual 
se tramitará el recurso del art- 3* de la 12.983 por ex 
presa disposición del mismo. 

Que en cuanto a las disposiciones de leyes análogas 
en las que el pago previo de la multa está impuesto ex- 
plícitamente como requisito para el otorgamiento del 
recurso, mal pueden invocarse para interpretar la 12.983 
en el sentido de la sentencia recurrida, pues no se trata 
del régimen que la ley hubiera podido establecer a se- 
mejanza del de otras análogas, sino del que está expre- 
samente establecido en su texto cuyo alcance que es in- 
equívoco, no se ilustra, por cierto, remitiéndose a otros 
formalmente distintos. 

Que si bien la determinación del alcance de los pre- 
ceptos constitucionales en orden a la conformidad con 
ellos de un determinado precepto legal requiere que se 
tomen en consideración los motivos determinantes de 
la ley de que se trate, la finalidad que se ba propuesto 
alcanzar y que lo uno y lo otro corresponde en este caso 
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a circunstancias de excepción pues la que se examina 
es una ley de emergencia, fuera de que la interpretación 
no puede agregar requisitos que no están en la ley, el 
régimen de ln apelación al solo efecto devolutivo con el 
exclusivo alcance que se acaba de explicar, salvaguarda 
adecuada y armónicamente la necesaria efi cencía del 
instrumento legal dado al poder administrador y el de- 
recho de defensa de los administrados a quienes alcance 
la actuación de la ley. Del punto de vista de los fines de 
esta última y habida cuenta de ]a emergencia que la ha 
determinado es, pues, igualmente insostenible la inter- 
pretación que se hace de ella en la sentencia recurrida. 

Por tanto, se revoca la sentencia apelada en lo 
que lia podido ser materia del recurso extraordinario, 

Tomás D. Casares. 



NACION ARGENTINA % ALFREDO D'HUIQUB Y CÍA, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Cuestión fe- 
deral Cuestiones fedérale» compleja». Inconstitucwnalidad de normas 
y actos nacionales. 

Habiéndote cuestionado en autoB la cpnstitueionalidad de 
un decreto del P. E., cuya valides admite la sentencia 
apelada» procede el recurso extraordinario interpuesto por 
la demandada que, ademas, funda su derecho en precep- 
tos de la Const. Nacional. (*) 

CONSTITUCION NACWNAL: Conslitucionalidad e inconstitucio- 
natidad. Decretos nacionales. Varios. 

El decreto 26.527/44, en cuanto excluye de los beneficios 
del art. 4- del decreto 1580/43 a los locatarios de inmue- 
bles de propiedad del Estado o de sus entidades autár- 



(i) 20 de diciembre de 1048. 
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quieas cuando ¿sta» los requieran para su» propias nece- 
sidades y con destino a uso publico, no es violatorio del 
art. 16 de la Const. Nacional. (*) 

EXPROPIACION: Efectos. 

Iniciada la causa de expropiación, el desahucio del inqui- 
lino procede sin indemnización previa, sin perjuicio de la 
reclamación que pueda formular en juicio aparte, en el 
cual se considere tanto la procedencia de ella como el 
monto del resarcimiento, ( 2 ) 



TOMAS AYALA 

PENA. 

Las reglas de reducción de penas que establece el art. 37, 
¡lie. b) del Cód. Penal para los menores delincuentes son 
de carácter facultativo para los jueces y quedan libradas 
tanto a las formas calificadas de los actos criminosos como 
a la mayor o menor peligrosidad de los delincuente*. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 29 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Áyala Tomás sobre homicidio y 
robo", en los que se ha concedido a fs. 67 el recurso or- 
dinario de apelación. 

Considerando : 

Que el recurso entablado se funda, esencialmente» 
en el hecho de que en la sentencia apelada no se han 



(i> Pallo» : 203, 22. 

(3) Palto*; 212, — (Nación v, Conatantiai). 



FALLOS DE LA CORTE SOTBEftíA 



aplicado Tas normas de reducción de penas que el inc 
b) del art. 37 del Cód. Penal prevé para los menores de- 
lincuentes. 

Que, circunscriptos a esa causal los agravios expre- 
sados por la defensa, cabe decir al respecto, que esas 
reglas son de carácter facultativo para los jueces y que- 
dan libradas tanto a las formas calificadas de los actos 
criminosos como a la mayor o menor peligrosidad de 
los delincuentes. No se trata solamente de la presunción 
del estado de abandono moral de los menores a quienes 
se procura reeducar más que castigar, sino también, de 
la protección que en todo momento debe merecer la so- 
ciedad, frente a las actividades de individuos no adultos 
que representan, sin embargo, un innegable peligro para 
su seguridad* De allí, pues, que el sentimiento humani- 
tario invocado por el Sr. Defensor Oficial con el enco- 
miable designio de atenuar en el sub-judice el rigorismo 
de la ley que reprime el homicidio calificado perpetrado 
por un hombre extremadamente joven, no ha de ser lle- 
vado a extremos incompatibles con aquellos propósitos 
superiores y perjudiciales para el orden jurídico y la 
seguridad común. La posibilidad de atenuación que es- 
tablece el precepto citado al principio está condicionada 
por la peligrosidad del menor de que se trate. 

Que esta Corte Suprema al confirmar por sus fun- 
damentos — julio 3 de 1939: tu re: Castañeda Calvarino 
— el fallo del Tribunal de alzada que no hizo lugar a la 
reducción de pena prevista por el art. 37 del citado Có- 
digo, tuvo oportunidad de enunciar los precedentes con- 
ceptos en circunstancias análogas a las del caso de 
autos, tomando en cuenta la gravedad del delito y la 
peligrosidad moral del reo, todo lo cual justificaba la 
elevación de la pena. Y no habría aquí motivos razona- 
bles para apartarse de esa jurisprudencia si se consi- 
dera la extrema gravedad que trasuntan las presentes 
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actuaciones en donde con propósitos preconcebidos de 
rol»o tíe premeditó un homicidio alevosamente perpetra- 
do y ultimado con ensañamiento brutal 

En su mérito y por sus fundamentos se confirma en 
todas mis partes la sentencia de fs. 64. 

Tomás D. Casares — Felipe S- 
Péiiez — Luis B. Longhi — 
J usto L. Alvabez Rodríguez 
— Rodolfo G, Valenzuela. 



MARIA O. DE PÜRSTENBEKO 

PHUKBA DEL NACIMIENTO. 

El informe del Ministerio de Relaciones Exteriores y Cul- 
to de la Nación según el cual es imposible obtener la par- 
tida de nacimiento en determinado paia extranjero por 
negarse las respectivas autoridades a dar curso a pedidos 
de esa índole, es prueba suficiente de dicha imposibilidad 
y hace admisible la producción de la prueba supletoria del 
nacimiento ante los tribunales argentinos, a efecto de la 
obtención de la carta de ciudadanía. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 8 de junio de 1948, 
Autos y vistes: Y considerando: 

Que )a Exema. Cámara Federal, tiene reiteradamente 
decidido que la exigencia de la presentación de la partida de 
nacimiento debidamente legalizada, contenida en el decreto re- 
glamentario de diciembre 3 de 1931, no puede considerarse 
requisito Me qua iwm, cuando otras constancias de autos acre- 
ditan la extranjería y edad del peticionante y sea verosímil 
la imposibilidad en que el mismo se encuentra de obtener la 
preindicada partida. 
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Que en el caso de autos, con el certificado debidamente 
legalizado, espedido por la Legación de Polonia ( Is. 13) se 
comprueba que la recurrente nació el 22 de junio de 1897, en 
Viborg, Finlandia, siendo ciudadana polaca por su casamiento, 
como asimismo la imposibilidad de obtener su partida. 

Por ello, y oído el Sr. Procurador Fiscal» resuelvo ¡ conce- 
der a Da. María Gimbutt de Fürstenberg, nacida el 22 de 
julio de 1897, en Viborg, Finlandia, la ciudadanía argentina 
por naturalización, con los derechos y deberes que las leyes 
imponen y conceden. Previo juramento de observar la Consti- 
tución, las leyes de la República y renunciar a su ciudadanía 
de origen, hágase la entrega del documento habilitante. — Jasé 
Felipe Benites. 



Sentencia de ía Cámara Federal 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1948, 

Considerando: 

Con el documento de fs, 17 expedido por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto de la Nación, la peticionante ha 
demostrado la imposibilidad de conseguir su partida de naci- 
miento. 

Además con loa certificados extendidos por las Legaciones 
de Polonia y Finlandia corrientes a ta. 23 y 32, respectivamen- 
te, autenticados por el Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto de la Nación, se ha probado la ley del jugar, es decir 
que en Polonia se admite como prueba supletoria, en auseiiciu 
de la partida de nacimiento, una declaración de testigos y cu 
Finlandia es admisible la prueba supletoria cuando es imposi- 
ble conseguir la partida. 

El testimonio de la declaración de testigos que la peticio- 
nante acompaña con loa apuntes supletorios del informe in 
voce para probar su edad y extranjería, es a juicio del Tribu- 
nal prueba supletoria suficiente para acreditar esos extremos. 

Per ello -we confirma la sentencia apelada de ffi. 18 que 
hace lugar al pedido de ciudadanía argentina solicitada por 
María Gimbutt de Fürstenberg. — Ricardo Villar Palacio — 
Saturnino F. Funes — En disidencia — Juan A. González 
Calderón, 
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Disidencia 

El testimonio de la declaración de testigos que la solici- 
tante presenta en esta instancia y que se agrega a fs. 33, para 
probar su edad y extranjería no es la prueba supletoria a que 
alude et art. 2" del deereto reglamentario de la ley 346, por- 
que en él se expresa que dicha prueba debe ser legalizada ppr 
el cónsul argentino del lugar y debidamente autenticada por 
el Ministerio de Relaciones Exteriores, es decir que la infor- 
mación sumaria debe producirse en el país de origen de la pe- 
ticionante, y no aquí, como surge de la doctrina sustentada el 
18 de junio del corriente año, en el caso de Rebeca Waisman 
de Miasnik por la Corte Suprema, de acuerdo cpn el dictamen 
del Sr. Procurador General de la Nación. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr, Procurador Fiscal de 
Cámara, se revoca la sentencia apelada de fs. 18 y en conse- 
cuencia no se hace lugar por ahora al pedido de ciudadanía 
argentina formulado por María Oimbutt de Piírstenberg. — 
Saturnino F. Funes. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Piírstenberg María G. de sobre 
carta de ciudadanía", en los que se ha concedido a fs. 
40 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el informe del Ministerio de Delaciones Exte- 
riores y Culto corriente a fs. 17 es prueba suficiente de 
la imposibilidad en que la peticionante de este juicio 
se halla para obtener la partida do nacimiento en su 
país de origen. 

Que dicha imposibilidad proviene según el infor- 
me citado, de que 4 *las autoridades soviéticas se niegan 
a dar curso a pedidos de esa índole 99 m 

Que si la imposibilidad no obedece a que se hayan 
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destruido o perdido los registros, o por cualquier otro 
motivo la partida no pueda ser hallada, sino a que, 
aunque la constancia exista, no se puede obtener tes- 
timonio o certificación de ella, es obvio que tan impo- 
sible como la obtención de la partida ha de ser, en este 
caso, la producción de prueba supletoria en aquél país, 
pues* no puede pretenderse que de las autoridades que 
deniegan la constancia aludida se obtenga ninguna otra 
comprobación oficial que haga sus veces. 

Que de lo espuesto se sigue: V) No tratarse en esta 
causa de las situaciones contempladas en el art 2* del 
decreto reglamentario de la ley 346 del 19 de diciembre 
de 1931 y 2 f ) ser en principio admisible para el otorga- 
miento de la curta de ciudadanía la prueba supletoria 
del nacimiento de la peticionante producida por ésta 
ante los jueces argentinos pues de lo contrario bastaría 
una negativa de las autoridades del país de origen 
como la que consta en el informe de fs. 17, para que las 
personas de esa nacionalidad radicadas en Argentina 
no puedan obtener de ningún modo carta de ciudadanía 
aunque hayan cumplido los requisitos constitucionales 
pertinentes. 

Por tanto se confirma la sentencia apelada en lo que 
ha podido ser materia del recurso extraordinario. 

Tomás D. Casares — Fkltfb S. 
Pérez — Luis B. Longhi — 
•Justo L. Alvakrz Roprígum 
— Rodolfo O. Vausnotela* 
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DAVID WOSNER 

AUTENTICACION. 

No suple la exigencia de los arta. I 9 y 2* del decreto regla- 
mentario de la ley 346, del 19 de diciembre de 1931, el 
informe producido por el Ministro de un país extranjero 
en la República Argentina según el cual "la forma de le- 
galización en este caso efectuada sobre la traducción del 
original al idioma castellano es usual y corriente eu Che* 
coeslovaquia, pero así es legal mediante certificación de 
la firma del traductor 91 . 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 5 de julio de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que a f s. 4 se presenta D. David Wosner solicitando la 
ciudadanía argentina por naturalización oponiéndose a su 
otorgamiento el Sr. Procurador Fiscal en razón de que la lega- 
lización de la partida de nacimiento ha sido asentada en la 
traducción de la misma efectuada en Checoeslovaquia, país del 
que es originario el mismo. 

Que si bien es cierto lo expuesto por el funcionario men- 
cionado precedentemente, debe tenerse en cunta que a h. 15 
corre agregada una constancia del Ministerio de Checoeslova- 
quia en la República Argentina, certificando que es " usual y 
corriente en su país que la legalización se anote sobre la tra- 
ducción del original allí realizada . 

Que la preindiesda partida ha sido traducida por un in- 
térprete oficial, nombrado por decreto por «1 Superior Tribu- 
nal del país en Praga, quien, como funcionario público, certi- 
fica que la traducción española está literalmente conforme con 
el original che co. 

Que tratándose de una traducción hecha por un funciona- 
rio público no cabe suponer que el documento traducido no 
sea auténtico, por lo que la legalización de la firma de aquél 
ea suficiente, a juicio del suscripto, para tener por cumplidos 
los requisitos legales. 

Por ello y oído el Sr. Procurador Fiscal, resuelvo: Con- 
ceder a D. David Wosner la ciudadanía argentina por natura- 
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Uzación, con los derechos y deberes que las leyes imponen y 
conceden. Previo juramento de observar la Constitución, las 
ley» de la República y renunciar a su ciudadanía de origen, 
hágasele entrega del documento habilitante. — José Felipe 
BenUez. 

8EKTBNCU DE LA CÁMARA FeüEBAL 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1948, 
Vistos y considerando : 

El art, 1* del decreto reglamentario de la ley 346 establece 
que "las circunstancia*» de edad y extranjería exigidas por la 
ley serán acreditadas con la partida de nacimiento legalizada 
por el Cónsul argentino del lugar y debidamente autenticada 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores". 

En el presente caso no concurre tal requisito, porque el 
documento legalizado de fs. 17 es la tradueeflin de la partida, 
y, en consecuencia, lo que se ha autenticado es la firma del 
traductor y no la del encargado del Registro Civil que ha ex- 
tendido la partida de nacimiento. 

Por ello, lo dictaminado por el Sr. Procurador Fiscal de 
Cámara y atento lo resuelto por la Corte Suprema en el ca«o 
de Sidón Hugo —5 de julio del corriente uñe—, se revoca la 
sentencia apelada. — Ricardo Vüter Palacio — Saturnino F. 
Funes — Juan .4. González Calderón. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de diciembre de 1948. 

Visto» loa autos "Wosner David s./ Carta de ciu- 
dadanía", en los que se ha concedido a fs, 31 el recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

Que* el informe de fs. 15 producido por el Sr. Minis- 
tro de Checoeslovaquia en Argentina y según el cual 
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"la forma de legalización en este caso efectuada sobre 
la traducción del original al idioma castellano es usual 
y corriente en Checoeslovaquia, pero así es legal me- 
diante certificación de la firma del traductor" no suple 
la exigencia de los arts. 1* y 2* del decreto del 19 de di- 
ciembre de 1931 puesto que ni prueba la existencia de 
la disposición legal que autorice el procedimiento de 
legalizar el documento original mediante intervención 
de un traductor oficial, ni la constancia puesta por este 
último al pie de la traducción contiene referencia algu- 
na a la autenticidad del documento traducido. 

Por tanto y sus propios fundamentos y de acuerdo 
con lo resuelto en Fallos: 211, 338 y 544 se confirma la 
sentencia apelada en cuanto ha sido materia del recurso. 

Tomás D. Casares — Fabira S. 
Pérez — Luis R. Longhi — 
Justo L. Alvarbz Rodríoubz 
— Rodolfo O. Valenzubla. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. PROVINCIA 
DE ENTRE RIOS 

CONSTITUCION NACIONAL: ComiitumonaUdad e mconstituciona- 
lidad. Let/e» nacionales. Comunes. 

Las disposiciones del Código Civil sobre privilegios de los 
créditos por impuestos provinciales no invaden atribucio- 
nes privativas de los gobiernos tonales, ni son violatoria* 
de los arts. 104 y 105 de la Const. Nacional. 

PRIVILEGIOS. 

El acreedor hipotecario tiene derecho a ser satisfecho so- 
bre el valor del inmueble afectado, con preferencia res- 
pecto del crédito fiscal por impuestos sobre dicho bien 
surgido con posterioridad a la constitución de la hipoteca. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de con*tiiucionaHdad. Im- 
puestas y contribuciones. 

El medio general para obtener el ejercicio por los juecea 
del control de constitucionalidad de los gravámenes pro- 
vinciales es el de su repetición previo paga con protesta. 

VAHO: Pago indebido. Repetición de lo i>agado sin causa. 

La circunstancia de que las provincias puedan imponer a 
loe escribanos la obligación de exigir el pago del impuesto 
territorial antes del otorgamiento de la escritura traslativa 
del dominio, como medio de facilitar la percepción del 
tributo, no puede ser eficazmente invocada para impedir 
la repetición del mismo fundada en el derecho acordado 
por las leyes nacionales. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto en causas análogas a la 
presente (208 t 249 y 210, 1084), procede la jurisdic- 
ción originaria de la Corte Suprema para conocer en 
estos autos, dadas las circunstancias de ser el Banco 
Hipotecario Nacional una institución que goza del fue- 
ro federal (171, 38; 187, 385 y 454; 191, 96 y los allí 
citados), ser parte en el pleito una Provincia y no me- 
diar situaciones de excepción como las que fueron con- 
templadas, entre otros, en 195, 87 y 201, 497, — Bs. Ai- 
ree, noviembre 2 de 1948, ^ Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos 4 4 Banco Hipotecario Nacional con- 
tra Entre Ríos la Provincia sobre repetición de pesos 
(244, 89)** de los que resulta: 
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Que a fs. 7 se presenta D. Julio M. Estrada en re- 
presentación del Banco Hipotecario Nacional, entablan- 
do demanda contra la Provincia de Entre Bíos por 
repetición de la suma de $ 244,89 m/n. 

Expresa que bu mandante, con fecha 18 de enero 
de 1927, otorgó a D. Federico Striker un préstamo por 
la suma de $ 18.150, en garantía del cual éste hipotecó 
a favor del Banco Hipotecario Nacional, bajo el n* H* 
67/26,600 un campo de su propiedad ubicado en el dis- 
trito de Don Cristóbal, departamento de Nogoyá, Pro- 
vincia de Entre Ríos, designado como lote n* 14 del 
plano de división y compuesto de 113 hs. 40 as. 23 es. 

Que habiendo caído en mora el deudor, su mandan- 
te en uso del derecho acordado por los arts. 58 y 59 de 
su ley orgánica n* 8172, modificada por la n* 10.676, 
sacó la propiedad a remate el 26 de marzo de 1944, del 
que resultó un saldo deudor de $ 3.941,69 m/n. como lo 
acredita con los documentos acompañados. 

Que el escribano que debía otorgar la correspon- 
diente escritura traslativa del dominio, de acuerdo con 
el art. 72 de la ley orgánica, se vió obligado para poder 
hacerlo y no caer en las sanciones que las leyes impo- 
sitivas de la provincia establecen para esos casos, a abo- 
nar la suma de $ 244,89 m/n. por impuesto de contribu- 
ción directa desde el año 1942 inclusive hasta el 31 de 
diciembre de 1944, lo que su mandante hizo bajo pro- 
testa, cuyo testimonio acompaña por considerar que se 
trataba de un pago indebido, ya que como acreedor 
hipotecario no debía abonar los créditos de otros acree- 
dores menos privilegiados, y constreñido únicamente 
por la circunstancia de que su ley orgánica determina 
que debe efectuar la escrituración del bien que vende 
en remate, que no puede hacerse por ningún escribano 
sin abonar previamente los impuestos. 

Que en dicha protesta, dada su causa y lo dispuesto 
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en el art. 792 del Código Civil, so hizo reserva del dere- 
cho de repetir la suma pagada. 

Se extiende luego en consideraciones sobre el ran- 
go de los privilegios en el Código Civil, manifestando 
que de acuerdo con el art. 3918 el acreedor hipotecario 
tiene preferencia con respecto a los acreedores con pri- 
vilegios generales sobre muebles e inmuebles, a excep- 
ción de los gastos de justicia cuando son hechos en 
beneficio común de los acreedores, —y que si este ar- 
tículo pudiera originar dudas, ellas deberán desaparecer 
en presencia de lo que informa el artículo siguiente, o 
sea el 391». Cita a continuación jurisprudencia de la 
Cámara Federal. 

Que estos son los fundamentos que tiene su man- 
dante para hacer valer su derecho sobre la totalidad del 
producto de la venta del bien, con exclusión del fisco 
que es acreedor con privilegio general por el impuesto 
de contribución territorial. 

Que las leyes impositivas, tanto de la Provincia de 
Entre Ríos como de la Capital Federal no otorgan 
ninguna clase de privilegio a los referidos impuestos, 
y sólo se limitan a imponer sanción a los escribanos 
que otorguen escrituras, sin haber comprobado que 
éstos se encuentren pagos. 

Que aun cuando dichas leyes establecieran algún 
privilegio, este carecería de validez legal, pues las le- 
yes impositivas son dictadas por las legislaturas loca- 
les y en la Capital Federal por el Congreso Nacional 
pero en calidad de legislatura local como lo establece 
el art 67, inc. 27, de la Constitución Nacional, no pu- 
diendo modificar el orden de los privilegios determina- 
dos en el Código Civil que es una ley nacional de acuer- 
do al art. G7, inc. 11, de la Const Nacional, por lo que 
acordar mejor privilegio a los impuestos por aplica- 
ción de las leyes especiales citadas implicaría dar pre- 
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eminencia a la ley local frente a la ley nacional, lo que 
violaría las disposiciones constitucionales referidas y 
el art. 31 de la misma. Cita jurisprudencia de esta Corte. 

Que la hipoteca del Banco ha sido contratada de 
conformidad con la ley nacional 8172 reformada por la 
ley 10.676, sobre cuyo cumplimiento integral reposa to- 
da la misión y obra de bien público encomendados a la 
institución banca ría que representa, de manera que 
enervar, entorpecer, o anular las funciones de dicha ley, 
equivaldría a desconocer la validez y plenitud de un 
privilegio fundado e*> una ley de la Nación. 

Que el art. 40 de la ley 8172 crea un privilegio es- 
pecial, reforzando los de la ley ordinaria que no se de- 
rogan; no puede, pnes, cumplirse esa disposición legal 
si los bienes en vez de responder al pago de la hipoteca, 
se liquidan para cubrir impuestos y pavimentos, deven- 
gados muchos años después de la celebración del contra- 
to hipotecario. 

Que el art. 25 de la citada ley impone al Banco el 
otorgamiento de préstamos hipotecarios con garantía 
de bienes libres de todo gravamen, y esta disposición 
es incompatible con la situación jurídica que produciría 
la aparición de otra carga posterior y si se admitiese 
la pretendida carga real, se desvirtuaría con ella la 
previsión de la ley 8172 que ha querido asegurar, junto 
con la ley de fondo, la preeminencia del privilegio hi- 
potecario. 

Que la intención del legislador se exterioriza en el 
procedimiento establecido en el art, 76 de la ley 10.676, 
al autorizar al Banco para levantar la orden judicial, 
todas las trabas o gravámenes que afectaren el inmue- 
ble vendido por la institución, ya que no puede supo- 
nerse que esa eliminación total de gravámenes deje sub- 
sistente el crédito por impuestos y afirmados. 
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Que luego de citar abundante jurisprudencia, ter- 
mina pidiendo se baga lugar a la demanda, con costas* 

Que corrido traslado de la demanda, la contesta a 
fs. 23 D. Carlos María Maya, en representación de la 
Provincia de Entre Ríos, el que dice: 

Que reconoce que el Banco Hipotecario Nacional 
solicitó la liquidación de la deuda de Federico Striker 
y que la cantidad abonada, sin multa, ascendió a la 
suma de | 240,89 m/n. por haberse aplicado al caso el 
art. 1* de la ley provincial n* 3072, reconociendo asimis- 
mo que la ley orgánica de la Provincia dispone que los 
escribanos no pueden otorgar escrituras traslativas de 
dominio sin que las propiedades se hallen con los im- 
puestos al día. 

Que los arts. 3878 y 3879 del Cód. Civil establecen 
claramente el privilegio general del Fisco sobre todo 
otro acreedor y así lo han interpretado los autores na- 
cionales que cita, agregando que la jurisprudencia ha 
reconocido la prioridad en el cobro de los impuestos 
sobre el acreedor hipotecario. 

Que la Provincia de Entre Ríos al prohibir a los 
escribanos otorgar escrituras traslativas de dominio 
sin el previo pago de los impuestos atrasados, ha pro- 
cedido dentro de las facultades que le son propias y de 
acuerdo con los arts. 104 y 105 de la Const Nacional. 

Que aun en el supuesto de considerarse un mejor 
pri Üegio el de la actora no podrá desconocerse el de- 
recho de su mandante para impedir que se realice la 
escrituración sin el previo pago de los impuestos o tasas 
municipales que se adeuden cuando a ello se opongan 
las leyes u ordenanzas que rigen la materia. El pago 
efectuado entonces, obedece a una cansa lícita como es 
el cumplimiento de una obligación legal, no existiendo 
un poffo indebido como lo sostiene la actora y sí una 
obligación legal como lo ha reconocido. 
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Que el Banco Hipotecario se ha subrogado en loa 
derechos y privilegios del fisco al efectuar el pago* Ci- 
ta jurisprudencia de esta Corte y otros Tribunales. 

Que el impuesto de contribución territorial ea un 
acto de gobierno reservado a las provincias por la Const. 
Nacional* 

Que no todos los privilegios tienen su fuente en 
el Cód. Civil Desde que el art 67, inc. 11, de la Const. 
Nacional confiere al Congreso la facultad de dictar el 
Código Civil, no lo faculta para incorporar al mismo 
otras materias que las propias del derecho civil, y en 
cuanto a la preferencia de créditos sobre los bienes del 
deudor común, el Código no puede invadir la zona del 
derecho administrativo en cuanto éste contempla los in- 
tereses vitales del Estado, sin alterar las jurisdicciones 
locales de las provincias, contra la prohibición del men- 
cionado precepto constitucional. 

Que siendo los impuestos uno de los recursos prin- 
cipales de la Nación como de las provincias para el 
cumplimiento de sus fines, debe facilitarse su percep- 
ción e impedir que si concurre ese derecho con otro, 
quede pospuesto, lo que sería altamente pernicioso pa- 
ra la colectividad, ya que el poder público presta ser- 
vicios que favorecen a los particulares y que ellos de- 
ben remunerar. 

Que las normas fiscales, por consiguiente, son las 
que deben resolver el punto, y sólo a falta de ellas el 
Cód. Civil o las leyes de la Nación, pues de lo contrario, 
quedaría en manos del Congreso privar a las provin- 
cias de recursos financieros, colocando estas obligacio- 
nes en un rango subalterno y tornando ilusorio el ré- 
gimen creado por la Constitución Nacional, 

Que reconoce que la doctrina que sostiene está en 
minoría dentro del país o al menos lo ha estado hasta 
ahora, pero que las propias autoridades federales han 
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instituido nuevos recursos confiriéndolos prefaciones 
distintas do las autorizadas por el Código, tales como 
el impuesto territorial del art. 21 de la ley 11.285 que 
exige el certificado previo para toda transferencia o 
gravamen sobre el dominio; y las tasas para los servi- 
cios sanitarios, barrido, limpieza y alumbrado y pa- 
vimentos. Pues como dice el autor que cita, los poderes 
públicos ri conocieron la deficiencia del Código Civil 
que no admite en estos casos privilegios especiales, y 
por ello los establecieron, como en la ley 3764, o bien 
por medios distiutos llegaron al mismo resultado, impo- 
niendo la certificación para todo acto dispositivo de la 
cosa. 

Que su representada al exigir el certificado de pre- 
vio pago del impuesto al otorgamiento de todo acto 
traslativo de dominio ha ejercido un innegable derecho 
en salvaguardia de los intereses públicos que represen- 
ta, impidiendo que por medios indirectos los particula- 
res burlen el pago de los impuestos. 

Piden en definitiva, se rechace la demanda, con 
eostas. 

Que a fs. 31 las partes solicitan so declare la causa 
de puro derecho, lo que se hace a fs. 31 vta., corriendo 
un nuevo traslado por su orden de acuerdo al art. 103 
del Código Procesal Supletorio. A fs. 34 lo contesta la 
aetora. El Sr. Procurador General se expide a fs. 37, 
llamándose a fs. 37 vta. autos paro definitiva. 

Y Considerando: 

Que se debate en la causa el punto referente al or- 
den de los privilegios que asisten al acreedor hipoteca- 
rio — en el caso el Banco Hipotecario Nacional— y al 
fisco provincial — la Provincia de Entre Ríos — por la 
contribución territorial correspondiente al inmueble gra- 
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vado, impaga desde 1942 a 1944, o sea durante un lapso 
posterior a la constitución de la hipoteca. 

Que existe divergencia tanto en la jurisprudencia 
corno en la doctrina nacionales respecto a la solución 
que a la cuestión corresponde. Es así como para ciertos 
fallos y autores, el acreedor hipotecario tiene siempre 
prelación sobre el fisco, basándose esta tesis en el ca- 
rácter general del privilegio acordado al segundo por 
el art. 3879 del f^d. Civil y lo dispuesto en los arta. 
3918 y 3919 del misino. Entienden otros que los créditos 
fiscales por impuestos deben ser preferidos, también 
con carácter general, lo que supone la impropiedad de 
la inclusión en el Código citado de los artículos a que se 
lia hecho referencia. Y por último, una tercera opinión, 
a que en la especie adhiere la demandada, distingue en- 
tre los tributos en general, sobre que privaría el crédito 
del acreedor hipotecario, y los impuestos que gravan el 
bien hipotecado, a los que considera preferentes a aquél. 
A este fin se alega que el punto debe decidirse sobre la 
base de principio» de derecho público, y que los precep- 
tos recordados del Código Civil serían ajenos al supuesto 
enunciado. 

Que en oportunidad reciente esta Corte se ha pro- 
nunciado respecto de la constitucional i dad de las dis- 
posiciones del Código Civil en materia de privilegios, 
impugnadas en cuanto alcanzan a los impuestos pro- 
vinciales, como contrarias a los arts. 104 y 105 de la 
Const. Nacional —Fallos : 209, 487—. 

Que recapitulando su jurisprudencia anterior dijo 
entonces el Tribunal que la circunstancia de que el de- 
recho civil sea privado no impide que el código de la ma- 
teria legisle sobre casos y situaciones en que está inte- 
resado el orden público; que el régimen de los privile- 
gios, para ser justo, requiere la consideración de la ge- 
neralidad de las especies de créditos, los públicos como 
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loa privados, razón por la que es f por su naturaleza, 
materia propia de la legislación nacional, y en especial 
del Cód. Civil, por el carácter fundamental del mismo 
que emana por ¡o demás del Congreso como legislatura 
para todo el país; que las atribuciones de éste para el 
establecimiento de tal legislación han sido acordadas 
por el art. 67, inc. 11, de la Const. Nacional que prevé la 
sanción del código citado y de leyes sobre bancarrotas, 
las que precisamente tienen por objeto resolver la situa- 
ción creada por la imposibilidad del deudor para hacer 
frente a sus obligaciones, ya sean ellas de acreedores 
comunes o privilegiados» estableciendo la forma y orden 
en que cobrarán sus respectivos créditos. 

Que no es así dudoso que deban desecharse las so- 
luciones que suponen la irregularidad e invalidez de las 
disposiciones del Cód. Civil, en cuanto las mismas gra- 
dúan el orden del privilegio que reconocen a los crédi- 
tos del fisco provincial por impuestos. Y toda vez que a 
tenor de lo establecido por el art. 3876 del mencionado 
Código, "el privilegio no puede resultar, sino de una 
disposición de la ley' 9 , desechado que el que en el caso 
invoca la demandada tenga origen en las leyes provin- 
ciales, tampoco puede hallarlo en los principios del de- 
recho público nacional. Pues éste, en lo que al punto in- 
teresa, se limita a reconocer que las provincias se dan 
sus propias instituciones y por ellas se gobiernan, de 
lo que, con arreglo también a lo resuelto en Fallos: 
209, 487, no se desprende que les asista facultad para 
acordar privilegio alguno a los créditos provenientes 
de los impuestos cuya creación les corresponde* 

Que siendo así inexcusable la aplicación al supuesto 
de autos de los arts. 3870, 3918 y 3919 del Cód- Civil, y 
toda vez que el primen» reconoce privilegio sobre la 
generalidad de los bienes del deudor a los créditos del 
fisco por impuestos públicos, directos e indirectos, y 
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los últimos declaran preferente el crédito del acreedor 
hipotecario con respecto a "los acreedores privilegia- 
dos sobre lu generalidad de los muebles y los inmue- 
bles", debe solucionarse de igual manera la cuestión en 
la especie propuesta, porque no existe razón legal para 
decidir en otra forma el conflicto entre los créditos 
provenientes de la contribución territorial y el del acree- 
dor hipotecario. 

Que la acción de petición deducida es la vía correcta 
para la obtención del reconocimiento de la preferencia 
invocada por la actora. Porque si bien no es dudoso que 
la provincia demandada ha podido imponer con carácter 
general, a los escribanos la obligación de exigir la sa- 
tisfacción del impuesto de que trata el juicio antes del 
otorgamiento de la pertinente escritura de transferencia 
de dominio, como medio de facilitar la percepción del 
tributo cuyo régimen le incumbe organizar» no lo es 
menos que no puede ser consecuencia de tal facultad» la 
de impedir la efectividad de los derechos acordados por 
leyes nacionales. Porque entendidas con mayor alcance 
las respectivas normas locales contrarían la prioridad 
acordada a las leyes de la Nación por el art. 31 de la 
Constitución Nacional. Y como quiera que la cuestión 
surge con motivo del cobro de un impuesto y que, con 
arreglo a la jurisprudencia, el medio general para ob- 
tener en tal caso el ejercicio por los jueces del control 
de constitucionalidad es precisamente el de su repeti- 
ción previo pago con protesta —Fallos: 195, 87 y los 
allí citados— , carece de asidero la defensa fundada en 
la licitud de la causa del pago. 

Que las conclusiones precedentes bastan para la 
solución del caso y hacen innecesaria la consideración 
de las demás cuestiones propuestas en el juicio. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se decide hacer lugar a la demanda y 
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en consecuencia se declara qne la provincia demandada 
deberá pagar al Banco actor en el término de sesenta 
días la suma reclamada de pesos doscientos cuarenta y 
cuatro con ochenta y nueve centavos moneda nacional. 
Sin costas atenta la naturaleza de las cuestiones deba- 
tidas. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lokoki — 
Justo L. Al va hez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela* 



JOSE BALBIANI & A. HACIENDA Y CRIADERO 
v. PROVINCIA DE SANTA PE 

recurso nn nulidad. 

Eb improcedente el recurso ile nulidad cuando la repara- 
ción que con el se procura puede obtenerse mediante el de 
apelación interpuesto por el mismo recurrente, 

HONORARIOS: RepdaMn. 

La estimación de honorarios efectuada ante la Corte Su- 
prema por un ingeniero agrónomo que no obedece a nin- 
gún convenio ni importa renuncia, no puede ser alterada 
por el profesional después de su presentación, tanto me- 
nos cuanto que la modificación «e hizo con posterioridad 
a la reculación efectuada por el Secretario del Tribunal. 
Es procedente como medida para mejor proveer, el envío 
de los autos al Consejo Profesional de Ingeniería Agro- 
nómica, a fin de que exprese fundadamente su opinión 
sobre el honorario que, por aplicación del Arancel, corres- 
pondería al peticionante. 
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Buon«s Aires, 31 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos "Balbiani José S. A. Hacienda y 
criadero c/ Santa Pe la Provincia s./ daños y perjui- 
cios", para decidir con respecto a los recursos deduci- 
dos a fs. 380. 

Considerando : 

Que la reparación que se procura mediante el re- 
curso de nulidad es susceptible de obtenerse mediante 
el de apelación, también interpuesto por el mismo recu- 
rrente a fs. 380. 

Que si bien el Arancel respectivo prohibe la re- 
nuncia de los honorarios (art. 2») y todo pacto o con- 
venio por una suma inferior a la que para el caso fije 
el Arancel mencionado (art. 1') la estimación de fs. 367 
que no obedece a ningún convenio ni importa renuncia, 
no ha podido ser modificada por el profesional después 
de su presentación, tanto menos cuanto que la modifi- 
cación se hizo con posterioridad a la regulación de fs. 
372 efectuada por el Secretario del Tribunal. 

Que el cálculo con el cual se hace a fs. 380 la nueva 
estimación no se funda en ninguna constancia auténtica 
de autos, y discrepa del que, en punto al tiempo insu- 
mido por el trabajo de gabinete, hace a fs. 375 otro de 
los profesionales que actuaran en la pericia de que se 
trata. En dicho cálculo se aplica, además, una disposi- 
ción del Arancel (art. 10») relativa a casos no compren- 
didos en ninguna otra, a pesar de que en la misma opor- 
tunidad se incluye una partida correspondiente a una 
faz del trabajo que estaría contemplada en el art 38 
Que sobre este último punto tampoco hay constan- 
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cia auténtica del número de estaciones altimétricas es- 
tablecidas p jr el perito. A lo cual se ha de agregar que 
el Cap. IV del Arancel se refiere a ** proyectos de des- 
agüe y riego en parques y jardines, y obras complemen- 
tarias' *, de lo cual no se trata en la pericia cuya regu- 
lación está en tela de juicio. 

Por tanto y para mejor proveer remítanse estos 
autos al Consejo Profesional de Ingeniería Agronó- 
mica para que exprese fundadamente a esta Corte su 
opinión sobre el honorario que, por aplicación del Aran- 
cel correspondería al peticionante de fs. 380 por la pe- 
ricia realizada conjuntamente con los ingenieros civi- 
les Sein y Palandri corriente a fs. 249 (art. 7* del Aran- 
cel mencionado). 



OTTONRLLO FINOS, Y CIA. Y «TROS v. PROVINCIA 

DE TUCÜMAN 

EXPROPIACION: Procedimiento. Ley que rige el procedimiento. 

La ley federal de es pro piar ion 13.264 es aplicable a los 
juicios sometidos a conocimiento y decisión de la Corte 
Suprema, cualquiera fuera el estado en que ellos se en- 
cuentren. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del vshr r#sí. 

En ei caso de expropiación ele la totalidad de los bienes 
que integran una empresa de servicios públicos» corres- 
ponde requerir el dictamen del Tribunal de Tasaciones 
tfttabtecido por el art. 31 de la ley 13.264, sin distinguir 
entre muebles e inmuebles. 



Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 



Justo U Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valemzuela. 
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EXPROPIACION: Indemnizado». Determinación del voló, nal 

En los casos de expropiación de cotas muebles e inmue- 
bles desprovistas de todo vínculo con entidades del dere- 
cho publico el justiprecio deberá efectúan» de acuerdo 

U»é art " 16 y concor<!a,lte » d * '« >ey «»• 

EXPROPIACION; Principios genérale». 

Las normas de derecho privado sólo son aplicables subsi- 
diariamente a la expropiación de una empresa de servi- 
cios públicos, cuyo origen, funcionamiento y desafectación 
se regulan por las normas del derecho público. 

CONCESION: Principio, generales. 

Cualquiera «ne fuese la clasificación básica de las cosas 
según el Código Civil, la unidad orgánica patrimonial re- 
presentada por los bienes de una empresa de servicios pú- 
Micos es insusceptible de ser dividida cualitativamente en 
cesas muebles e inmuebles porque todas ellas, acopladas 
e inseparables entre sí por la afectación al servicio qu» 
cumple el concesionario, dejan de representar un valor 
aislado, intrínseco, como cosas muebles o inmuebles. 
La aludida clasificación civil de los bienes responde ex- 
clusivamente al concento y a la naturaleza jurídica de la 
propiedad pnvada. Ésta es eminentemente subjetiva y 
extraña en principio a la propiedad objetiva del derecho 
publico, que se asienta en la idea de una comunidad de 
bienes encuadrada en la única clasificación de cosas com- 
patible con a afectación a que aquél las somete: cosas 
afectadas al interés social. 

EXPROPIACION: Indemnización, Determinación del valor real 

El valor del patrimonio de una empresa de servicios públi- 
cos resulta, para el Estado, inseparable de la función que 
desempeña y debe desempeñar. Su estimación, que sigue U 
suerte de ese destino al pasar a poder del Estado por ex- 
propiación, no puede ser menor ni mayor que el valor de 
afectación que representaba para el titular anterior. 

EXPROPIACION: Principios generales. 

La» reformas introducidas por la ley 13.264 han servido 

HHUSTt'QW* definitivamente la nV 

turaieza del juicio de expropiación, elevándola a la cato- 
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goría de una institución de derecho público mediante la 
cual el Estado reivindica, en el proceso de la desapropia- 
ción forzosa de una concesión de servicio» públicos, la 
máxima ingerencia en la defensa de lo» intereses econó- 
micos de la sociedad. 



CONCESION: Principio» genérale». 

La afectación de bienes al servicio público a cargo de un 
concesionario produce efectos jurídicos en orden al destino 
y disponibilidad de aquéllos pero no en cuanto a su con- 
dición de muebles o inmuebles, salvo que los preceptos 
legales de la respectiva concesión o las normas de derecho 
público que rigen a esta última contuvieran disposiciones 
■obre el particular. Lo primero no puede ocurrir en los 
casos de concesiones provinciales, y respecto de lo segundo 
nada diapone nuestro derecho público positivo; por ly. emú 
son aplicables subsidiariamente las normas del Código 
Civil. (Voto del Dr. Casares). 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

No obstante la orgánica integridad y la unidad económica 
y técnica de los bienes afectados al servicio público a car- 
go de un concesionario, en el caso de expropiación de la 
totalidad de ellos corresponde, con arreglo a las disposi- 
ciones de la lev 13.264, distinguir las cosas expropiadas y 
someter al dictamen del Tribunal de Tasaciones del art. 
14 la tierra de propiedad de la empresa y las construccio- 
nes asentadas en ella, con exclusión de las maquinarían, 
ín&MfScioffcs e implementos colocado» en dichos edificios 
yTterrenos. (Voto del Dr. Casares). 
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Bs. Aires, 31 de diciembre de 1948. 

Vistos los autos: "Ottanello Hnos* y Cía. y Otto- 
nello Pedro, Santiago y Simón contra Tucumán la Pro- 
vincia sobre expropiación inversa " 9 para decidir res- 
pecto de lo pedido a fs. 1049. 
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Considerando ; 

Que como quedó resuelto en los autos "Tucumán 
la Provincia contra la Eléctrica del Norte S. A. y la 
Eléctrica de Tucnmán sobre expropiación" —fallados 
en octubre 27 ppdo.— es incuestionable la aplicación de 
la ley federal de expropiación en los juicios traídos a 
conocimiento y decisión de esta Corte Suprema, cual- 
quiera fuere el estado en que ellos se encontraren. De 
la misma manera y por análoga aplicación, no es discu- 
tible la obligatoriedad del informe previo del tribunal 
de Tasaciones — art. 31 de la ley— cuando se trata de 
expropiación de bienes inmuebles (conf. Pallo dictado 
en los autos "Ministerio de Obras Públicas v. Esteban 
Avaca, expropiación", dictado en 20 de octubre del año 
en curso). 

Que, por ampliación de doctrina, tampoco cabe dis- 
cusión alguna, cuando la expropiación tuviera en vista 
la desapropiación forzosa de cosas muebles e inmuebles 
desprovistas de todo vínculo con entidades del derecho 
público, de lo cual surge a todas luces, que el justipre- 
cio de tales bienes deberá efectuarse de acuerdo con 
las reglas del artículo 16 y concordantes de la ley 13.264. 

Que, en cambio, cuando so trata de la expropiación 
global de los bienes y objetos inmateriales de una em- 
presa de servicios públicos donde las cosas muebles e 
inmuebles per se pero integrantes de una comunidad 
patrimonial absorbida por la afectación funcional de 
valores y efectos económico-sociales indisolubles entre 
sí adquieren o se revisten de una naturaleza jurídica 
diferente de la que representan unitaria y originaria- 
mente, entonces, la clasificación común de las cosas 
muebles e inmuebles alcanzados pOr la expropiación de 
una entidad del derecho público deja de ser tan definida 
y característica como pudo serlo en el ámbito del dere- 
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eho privado y con anterioridad al acto constitutivo que 
dió origen a la concesión. Aparecen así, necesariamente 
otras regias de aplicación e interpretación racional, cu- 
yas fuentes hermenéuticas en el supuesto de una insu- 
? ¡encía legal, deben buscarse tanto en los instrumen- 
tos o principios más próximos al derecho que pone en 
movimiento al ente creado por el poder administrador, 
como en los propósitos perseguidos por el legislador en 
la recuperación de los bienes afectados a la persona 

moral de que se trate. 

Que, por consiguiente, con referencia a la expro- 
piación de una empresa de servicios públicos cuyo ori- 
gen, funcionamiento y desafectación por cualquier me- 
dio autorizado por la ley o sugerido por los principios 
dominantes en el campo del derecho administrativo se 
regula por las normas restrictivas del derecho público, 
os decir, se caracteriza en primer término por la espe- 
cificidad de un régimen jurídico de bienes referidos 
esencialmente a la obligada afectación de una propiedad 
suigenetis (doct. Fallos: 152, 143) que toma nacimiento 
ya sea en un contrato administrativo o bien derívase de 
un acto del poder público y, por lo tanto, abarca una 
universalidad económica material e inmaterial confun- 
dida y desdibujada en su masa patrimonial, es innega- 
ble que como lo enseñan los tratadistas de nota y lo 
reafirma la jurisprudencia de la hora presente, no le 
son estrictamente aplicables las reglas del derecho pri- 
vado civil o comercial, salvo que lo fueran en forma sub- 
sidiaría. Si los bienes que integran la base económica de 
una empresa concesionaria de servicios públicos no pue- 
den sin consentimiento del poder concedente salir vo- 
luntariamente del patrimonio especialmente interdicto 
del concesionario, esto es, no son susceptibles de venta, 
permuta, locación o transmisión por actos de última 
disposición y ni tampoco admiten la constitución de de- 
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rechos reales» no es admisible que so color de una clasi- 
ficación civilista que resulta disminuida y enervada o 
desnaturalizada en su esencia propia por la interferen- 
cia de otras reglas opuestas o por lo menos en colisión 
con los principios que fundamentan la legislación común, 
subsista para esos bienes una naturaleza jurídica plena 
que no condice con la indisponibilidad forzosa ni con los 
fines a que los somete el derecho público actuando como 
lo hace, en abierta oposición filosófico-jurídica con los 
caracteres propios de las cosas puramente muebles o 
inmuebles definidas por el derecho común y relaciona- 
das con la propiedad privada cimentada en otras co- 
rrientes filosóficas. 

Que cualesquiera fuese la clasificación básica de 
las cosas según el Código Civil, la unidad orgánica pa- 
trimonial representada por los bienes de una empresa 
de servicios públicos es insusceptible de ser dividida 
cualitativamente en cosas muebles e inmuebles, porque 
todas ellas acopladas entre sí c insuperables entre sí 
por la afectación de un servicio que se cumple en la con- 
vergencia material e ideal del ente mora 1 que es la em- 
presa concesionaria, dejan de representar un valor ais- 
lado, intrínseco, como cosa mueble o como cosa inmueble. 

Que, como coronamiento jurídico de este lógico ra- 
zonamiento fundamentado en la diversidad de propó- 
sitos que caracteriza al derecho privado y al derecho 
público, si es que aun debe subsistir esa división que re- 
chazan ciertas escuelas modernas, la afectación de bie- 
nes originariamente privados o del derecho privado — 
muebles o inmuebles — a una empresa de servicios pú- 
blicos que nace en un acto del poder público con abstrac- 
ción del derecho común, constituye una afectación 
peculiar de bienes a un servicio público en el que este 
servicio adquiere un valor económico por si mismo que 
arrastra con todo su potencial económico de fundación, 
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valor o ecuación económica perfectamente diferenciada 
del valor venal propio ul tiempo de la iniciación del ser- 
vicio que se pretende retrotraer al Estado. 

Que como natural consecuencia de estos puntos de 
vista, la clasificación de los bienes patrimoniales del 
derecho civil responde exclusivamente al concepto y a 
la naturaleza jurídica de la propiedad privada, propie- 
dad eminentemente subjetiva y extraña en principio a 
la propiedad objetiva del derecho público, que moder- 
namente se asienta en la idea de una comunidad de bie- 
nes encuadrada en la única y genérica clasificación 
de cosas compatible con la afectación a que las somete 
el derecho público en defensa de la interdependencia 
social; cosas afectadas al interés social. En suma, pues, 
que la inmovilización forzosa que frena a todo el pa- 
trimonio material e inmaterial de una empresa de ser- 
vicios públicos es exactamente en el campo del derecho 
público, la inmovilización substantiva o por accesión del 
derecho privado que en el proceso de expropiación por 
causa de utilidad pública, debe regularse por el mismo 
procedimiento escogitado por el legislador para el jus- 
tiprecio de las cosas inmuebles e inmovilizadas. La ac- 
cesión del derecho público, por así decirlo, termina por 
transformar la naturaleza jurídica de los bienes que 
integran la concesión y ai transformarlos cesa la cla- 
sificación civilista que le dio origen inspirada en una 
filosofía jurídica que en su época, y de la cual procede, 
no tuvo en cuenta otra razón que el subjetivismo de la 
propiedad privada. 

Que en el caso no corresponde aplicar directamente 
los principios del derecho común. Para interpretar 
esta ley debe tenerse principalmente en cuenta la reali- 
dad económica que involucra una empresa de servicios 
públicos, imposible de subordinarse a las formas jurí- 
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dieas reconocidas o creadas por el derecho privado. El 
derecho publico es el único que puede ayudar a discer- 
nir sobre la especial naturaleza jurídica de los bienes 
que componen el haber de tales empresas. En la causa 
registrada en Fallos: 211, 1254, se ha dejado establecido 
que a veces el derecho fiscal —rama del derecho público 
— toma las figuras jurídicas del derecho privado para 
facilitar la ejecución de sus normas, pero que ello no 
implica que éstas deban someterse necesariamente a 
aquéllas, pues mientras las primeras actúan en las re- 
laciones de las personas de existencia ideal o de existen- 
cia visible, entre sí o con terceros, en el derecho fiscal 
los principios rigen solamente en orden al propósito 
impositivo del Estado, quien fija las reglas sin necesidad 
de atenerse a las diferencias que el derecho privado es- 
tablece y teniendo sólo en cuenta la mejor recaudación 
de sus recursos y la mayor justicia en la distribución 
de las cargas que impone. En la especie corresponde re- 
ferirse a esa entidad compleja que se llama empresa 
de servicios públicos buscando en la interpretación de 
la ley de expropiaciones un sentido concordante con la 
finalidad de la misma que consiste tanto en arbitrar 
el mejor o más conveniente asesoramiento a los jueces 
como en evitar los frecuentemente dispendiosos gastos 
que originan los peritajes. 



Que, en resumen de lo expresado hasta aquí, no 
puede desconocerse la tramutación funcional de los bie- 
nes que constituyen el patrimonio de una empresa de 
servicios público*, cuyo valor para el Estado resulta 
así inseparable de la función que desempeña y debe 
desempeñar y en donde su estimación sigue, por tanto, 
la suerte de tal destino que al pasar a otras manos —en 
el caso al Estado que lo retoma por expropiación— no 
puede ser ni menor ni mayor que el valor de afectación 
que representaba para el titular anterior. 
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Que por otra parto, en concurrente orden de ideas 
y atento al mecanismo de la ley 13.264, no se lograría 
comprender la conveniencia de someter a un doble pro- 
cedimiento la evaluación de las cosas muebles e inmue- 
bles que de acuerdo a una estricta aplicación civilista 
pudieran entrar en la masa patrimonial de una empresa, 
en la que cada uno de esos bienes contribuyen a perfec- 
cionar la entidad orgánica resultante y, por ende, como 
ya queda dicho, fundamentan toda la ecuación econó- 
mica-financiera de la concesión sobre la cual reposa 
desde su origen hasta su cese por rescisión, rescate o 
expropiación. Y no es únicamente el aspecto antieconó- 
mico el que puede conspirar contra los intereses priva- 
dos o públicos en juego, sino, además, la peligrosa diver- 
sidad de criterio en la justipreciación de una generali- 
dad de bienes afectados a un solo objetivo inseparables 
en la valoración integral del mismo. 

Que como fluye de las precedentes consideraciones 
y concretados ahora al caso de la estimación de los bie- 
nes de la empresa recurrente sujeta a expropiación, es 
de señalar, a mayor abundamiento, que según se des- 
prende del espíritu dominante en el texto de la ley 
13.264 y se puso de manifiesto en los debates con motivo 
de su sanción, la reforma de la ley N f 189 ha servido, en- 
tre otros efectos, para calificar definitivamente la na- 
turaleza del juicio de expropiación, elevándola a la 
categoría de una institución de derecho público mediante 
la cual el Estado reivindica, en el proceso de la desapro- 
piación forzosa de una concesión de servicios públicos, 
la máxima ingerencia en la defensa de los intereses eco- 
nómicos de la sociedad, comprometidos activa o pasiva- 
mente tanto por el otorgamiento como por la cesación 
de la actividad delegada por razones de utilidad pública 
y a la cual se la retoma en miras al bienestar general. 
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Tale» propasitos quedaron explícitamente consignados 
en el curso de los debates, con una unanimidad de pare* 
©eres pocas veces registrada en los anales parlamenta- 
rios, al ratificar al miembro informante cuando decía: 
"... Estos principios constituyen la base sobre los cua- 
les la comisión lia redactado el despacho y han de servir 
para la justa interpretación de sus disposiciones'* (Dia- 
rio de sesiones de la H. Cámara de Diputados — año 
1948, pág. 3353, 2da. columna). Más aun, esos propósitos 
tendieron a crear un régimen que, a juicio de la comisión 
y según lo expresara igualmente el mismo miembro in- 
formante, eliminara uno de los elementos de "expolia- 
ción del patrimonio colectivo*' (Ib., Ib., pág. 3352), ex- 
poliación que de ser cierta no era menos grave en el 
caso de las empresas de servicios públicos. 

Que, considerado así, es evidente que f en materia 
de justa indemnización por los bienes a expropiarse, el 
legislador ha querido proporcionar los medios indispen- 
sables para preservar al erario nacional y para ello nada 
mejor que el avalúo practicado y controlado por sus or- 
ganismos técnicos y especializados, tanto más necesario 
cuanto que la complejidad de los bienes de una empresa 
concesionaria de servicios públicos, exige una compe- 
tencia profesional y un conjunto de antecedentes y ele- 
mentos de apreciación que sólo pueden disponer los or- 
ganismos del Estado. 

Que, respecto al expropiado, el régimen de la ley 
no le priva de la defensa que le pueda correponder, desde 
que le asiste el derecho y más que el derecho la obliga- 
ción de designar el representante que habrá de integrar 
el Tribunal de Tasaciones (art. 14, cláusula 2da.), sin 
perjuicio de todos los recursos judiciales previstos por 
los arts. 21, 22 y concordantes de la misma ley. 

En su mérito se declara que debe regir en los autos 
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el procedimiento estatuido en el art 14 de la ley 13.264 
por lo que sin más trámite elévense al Tribunal de Ta- 
saciones, 

Tomás D. Casares (en disidencia) 
— Felipe S. Pérez — Luí» 
R. Lokghi — Justo L, Al- 

VARBZ RODRÍGUEZ — RODOLFO 

O. Valenzüela. 

Disidencia del Señor Presidente Doctor D. Tomás D. 

Casares 

Considerando: 

Que en los autos "Tocumán la Provincia contra la 
Eléctrica del Norte S. A. (hoy Tranvías Eléctricos de 
Tucumán S. A.) y la Eléctrica de Tucumán, sobro ex- 
propiación" —fallados en 27 de octubre del corriente 
año— esta Corte declaró que la ley federal de expropia- 
ción es aplicable a los juicios radicados ante ella y tam- 
bién que no existe óbice constitucional fundado en el 
estado del procedimiento, para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el art. 31 de la ley n* 13,264. 

Que si bien se decidió igualmente, en los autos "Mi- 
nisterio de Obras Públicas v. Esteban A vaca, expropia- 
ción*', —sentencia de 20 de octubre del año en curso— 
que la solicitud de los informes dispuesta en el precep- 
to citado no es simplemente facultativa, ello es así en 
los juicios de expropiación de inmuebles, según se de- 
claró en el expediente mencionado en primer término. 

Que siendo el objeto de la expropiación en este jui- 
cio la totalidad de las cosas o bienes físicos que integran 
la empresa con la cual es prestado el servicio público 
de que los actores son concesionarios, totalidad que 
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comprende terrenos, edificios, maquinarias e instala- 
ciones implantadas en estos últimos y cosas muebles 
propiamente dichas, trátase de saber si corresponde o 
no, — y en caso afirmativo si con respecto a la totalidad 
o sólo a parte de las cosas aludidas—, requerir el dicta- 
men del tribunal de tasaciones impuesto por el citado 
art, 31 de la ley en cuestión para los casos en que, tra- 
tándose de expropiación de " inmuebles" no hubiere 
llegado a dictarse sentencia definitiva* 

Que el art. 31 hace referencia a dicho tribunal es- 
tablecido en el art. 14, lo cual agregado a la mención 
que de los inmuebles se hace en el art. 13, a lo dispuesto 
en el 16 sobre el modo ele tasar lo expropiado " cuando 
se trate de bienes que no sean raíces" y a la reiterada 
afirmación del miembro informante de la comisión res- 
pectiva de la Cámara de Diputados en el sentido de que 
el sistema adoptado en el art» 14 era para la valuación 
de inmuebles (págs. 3352 y 3405 del diario de sesiones 
de los días 3 y 6 de setiembre del año en curso) prueban 
que, en efecto, dicho sistema fué establecido en el pre- 
cepto que se acaba de mencionar para cuando lo expro- 
piado fueran bienes "inmuebles" o "raíces". 

Que la ley examinada no contiene precisión alguna 
sobre el sentido o alcance con que se emplean en ella 
las expresiones "inmuebles" y "bienes raíces". Tam- 
poco arroja luz sobre el particular el debate parlamen- 
tario. De ello no se sigue dificultad ninguna cuando se 
trata de los inmuebles por naturaleza del art. 2314 del 
C. Civil y de los inmuebles por accesión del art. 2315, 
es decir, del suelo, de todo lo que está incorporado a 
él de una manera orgánica y de lo físicamente adherido 
con carácter de perpetuidad. Para tasar estas clases de 
bienes — la tierra y lo edificado, plantado y adherido 
a ella— creó el decreto ley 33.405/44 el tribunal que la 
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ley de expropiaciones 13,264 incorpora a su régimen en 
el art. 14. Es, pues, evidente, que cuando esta úl- 
tima ley se refiere a "inmuebles" o "bienes raíces" 
alude, por de pronto, a los de las especies que se acaban 
de indicar, y que, tratándose de la expropiación de bie- 
nes de esa clase el dictamen del tribunal del art. 14 está 
rigurosamente impuesto. 

Que tampoco hay problema cuando lo expropiado 
son bienes muebles propiamente dichos, o hay en lo 
expropiado cosas de esta clase claramente independien- 
tes de todas las demás, pues no cabe duda que se refiere 
a estos casos la segunda parte del art. 16 relativo a la 
expropiación "de bienes que no sean raíces". La difi- 
cultad aparece al tratar de saber si dicho artículo se 
refiere ¿o/o a estos casos. Lo cual ocurre cuando lo ex- 
propiado es, como en este juicio, la totalidad de las co- 
sas que comprende la integridad orgánica de una em- 
presa, porque esa totalidad incluye tierra, edificios, 
máquinas e instalaciones puestas en los terrenos y edi- 
ficios como partes complementarias de ellos y cosas 
muebles que no tienen esa vinculación. P 

Que son tres las respuestas posibles: considerar 
a esta totalidad especificada por los inmuebles o bienes 
raíces, sea porque se entienda que son lo principal, sea 
porque se juzgue que la afectación de todas estas cosas 
al servicio de la concesión hace de la totalidad, del punto 
de vista del derecho público, lo que la ley que se está 
examinando llama inmueble, y en cualquiera de las dos 
concepciones todas las cosas que forman parte de la em- 
presa expropiada deberían ser tasadas por el tribunal 
del art. 14; considerar a la totalidad insusceptible de 
ser reducida desde ningún punto de vista a la categoría 
de los inmuebles, —con lo cual la intervención exclusiva 
del tribunal mencionado quedaría descartada—, pero 
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entendiendo al mismo tiempo que no cabe distribuir la 
tasación entre dicho tribunal y el perito único del art. 
16 porque desde el momento que la determinación del 
valor de lo expropiado prescindiera de estimar a la em- 
presa en su unidad, ta determinación dejaría de corres- 
ponder a la realidad de lo valuado, concepción esta que 
impondría la intervención exclusiva del perito de] art 
16 para todo lo expropiado; y por fin considerar a la 
totalidad de que se trata susceptible de ser dividida a 
los fines de la tasación, distinguir en ella muebles e 
inmuebles y someter los segundos al dictamen del tri- 
bunal del nrt. 14 y los primeros al del perito único del 
art. 16. 

Que respecto a la primera respuesta i 'be observar: 
1* que en el conjunto de los bienes físicos de una em- 
presa de servicios públicos como la que aquí se expro- 
pia puede suceder que la tierra, los edificios y las ins- 
talaciones puestas en ellos como partes complementa- 
rias no sean lo principal, pues es de pública notoriedad 
en esta clase de establecimientos la importancia de las 
cosas muebles que no tienen esa clase de vinculación 
ni con la tierra ni con las construcciones, y 2» que la re- 
ducción de todas las cosas que forman el conjunto o 
totalidad de que se trata a la categoría de los inmuebles 
en virtud de la afectación que la concesión produce no 
parece compatible con el texto de la ley y con la natu- 
raleza de lo expropiado, pues la ley establece formas 
de tasación propias de cada una de las especies de bie- 
nes que expresamente menciona, —los inmuebles o raí- 
ces y los que no son raíces (arts. 13, 14, 16 y 31)—, en 
vista de la naturaleza de cada una de ellas, y la reduc- 
ción aludida traería como consecuencia que se encomen- 
dase al tribunal del art. 14 tasaciones para las cuales 
no fué creado, como serían las de las cosas muebles. 
Esto último se hace patente cuando se consideran la 
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constitución, las normas de actuación y la finalidad 
propia de este tribunal en el decreto ley que le dio ori- 
gen (arts. 15 a 19 y 74) y del cual fué tomado por la 
ley 13.264. Por lo demás la afectación aludida produce, 
sin duda, efectos jurídicos en orden al destino y dispo- 
nibilidad de los bienes que comprende pero no en cuan- 
to a su condición de muebles o inmuebles, salvo que los 
preceptos legales de la respectiva concesión o normas 
generales del derecho público relativas a estas ultimas 
contuvieran disposiciones sobre el particular. Pero lo 
primero no pudo ocurrir en este caso porque se trata 
de una concesión provincial y en punto a lo segundo 
nada hay en nuestro derecho público positivo por lo cual 
las disposiciones del derecho civil siguen siendo de apli- 
cación subsidiaria. 

Que respecto a la segunda respuesta posible en la 
cual se considera a la totalidad de lo expropiado insus- 
ceptible de ser reducido desde ningún punto de vista a 
la categoría de los inmuebles, pero también insuscepti- 
ble de ser dividida para distribuir la tasación entre el 
tribunal del art. 14 y el perito del art. 16 porque la de- 
terminación del valor de lo expropiado debe estar pre- 
sidida por la consideración de su unidad económica y 
técnica para corresponder a la realidad de lo valuado, 
se ha de tener presente que una cosa es el juicio sobre la 
perfección o bondad del sistema de la ley y otra el liso 
y llano discernimiento de lo que la ley ha dispuesto. Y 
en este caso es innegable que la ley substrae la tasación 
de los inmuebles a los peritos y la encomienda al tribu- 
nal del art. 14. Por lo cual sea cual fuere la fuerza del 
argumento de la unidad a que se acaba de aludir no 
puede prevalecer contra un propósito explícito y enér- 
gico de la ley, salvo que la prevalencia de este último 
se volviera contra la finalidad esencial de esta última, 
como sucedería si el resultado de dicha prevalencia fue- 
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ra hacer imposible una estimación ajustada a la nato- 
raleza de lo que se expropia, que sería como hacer im- 
posible una estimación justa, pues la primera finalidad 
de una ley de expropiación es, obviamente, asegurar la 
fijación de un precio justo. El texto de la ley impone la 
exclusión de un procedimiento que comportara seme- 
jante consecuencia pues para evitarla, precisamente, ha 
establecido los dos sistemas, —el del art. 14 y el del 
16—, teniendo en vista la diversa naturaleza de los bie- 
nes expropiados, sin hacer cuestión de que esa diversi- 
dad se dé en distintas expropiaciones y no en una mis- 
ma, es decir, sin excluir la posibilidad de que los dos 
sistemas actúen en un mismo juicio. 

Que sobre la tercera respuesta, para la cual la fina- 
lidad y el texto de la ley imponen la división de la to- 
talidad de lo expropiado, no obstante su orgánica inte- 
gridad y su unidad económica y técnica, con el objeto 
de someter cada especie de cosas, —los bienes raíces y 
los que no lo son— al sistema de tasación que la ley ha 
establecido para cada una de ellas, corresponde recor- 
dar una vez más el claro propósito de la ley de substraer 
la tasación de los inmuebles al régimen de los peritos 
y, por consiguiente, la interpretación de ella impone 
ante todo que ese propósito sea respetado hasta donde 
la naturaleza de lo tasado lo consiente. Pues en este 
punto es también explícita la ley en el sentido de no 
someter al dictamen del tribunal del art 14 otra cosa 
que los bienes raíces, y esto con el notorio propósito de 
adecuar la forma de tasación a la especie de lo tasado, 

Que, en consecuencia, la tierra ocupada por la em- 
presa y que sea de su propiedad debe ser tasada por el 
tribunal del art. 14 por la doble razón de que es incues- 
tionablemente un bien inmueble o raíz y de que, no obs- 
tante estar fundamentalmente subordinada a la unidad 
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del establecimiento, a tal punto que podría considerár- 
sela un accesorio con respecto a todo lo demás, tiene, 
como toda tierra en cualesquiera otras circunstancias, 
un valor propio susceptible de estimación aparte. 

Que las construcciones o edificios con los cuales se 
integran las plantas e instalaciones de una empresa de 
servicios públicos constituyen junto con la tierra en que 
se asientan un bien raíz, es decir, un inmueble de la es- 
pecie a que se refieren los arta. 13, 16 y 31 de la ley 
13.264, o, para nombrarlo con la expresión usada en el 
decreto 33.405/44 que creó el tribunal de tasaciones in- 
corporado a la ley de cuya interpretación se trata, un 
"Inmueble edificado". De ahí que por las mismas razo- 
nes dadas con respecto al avalúo de la tierra, la tasación 
de estas construcciones deba también encomendársele al 
tribunal mencionado, no obstante su innegable subordi- 
nación a la orgánica integridad de la empresa. Así como 
esta unidad no impide la abstracción o consideración 
aparte del valor de estas edificaciones para el pago de 
la contribución territorial (art. 16 del decreto citado) 
tampoco ha de impedirla cuando la finalidad del avalúo 
es una expropiación. Lo que el tribunal del art. 14 de la 
ley 13.264 hace en cumplimiento de las funciones que 
le atribuye el decreto que lo creó, está igualmente habi- 
litado para hacerlo cuando realiza las funciones que le 
encomienda la ley citada. 

Que las máquinas, instalaciones e implementos pues- 
tos por la empresa en los edificios y terrenos de su 
propiedad no han de considerarse inmuebles a los fines 
de la tasación, 1° porque son todo lo contrario de acce- 
sorios de los inmuebles en que están asentados, pues 
no han sido llevados allí para el servicio de estos últi- 
mo» sino para la industria o explotación de la empresa. 
Aunque a pesar de ello sean para el Código Civil in- 
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muebles por accesión (nota del codificador al art 2316), 
parece claro qae no pueden ser involucrados en lo que 
la ley 13.264 llama inmuebles o bienes raíces. 

La consideración de los caracteres distintivos de 
determinados bienes no es la misma según se trate de 
hacer su clasificación en el ordenamiento del derecho 
civil o de estimar concretamente su valor económico. 
Por «so la distinción de las cosas expropiadas para so- 
meter cada clase de ellas a cada uno de los dos procedi- 
mientos de tasación establecidos por la ley 13.264 (arts. 
14 y 16) no puede hacerse remitiéndose pura y simple- 
mente a la distinción de cosas muebles e inmuebles he- 
cha en el Código Civil. El pasaje de Zacharie citado por 
el codificador en la nota al art. 2316 pone bien en evi- 
dencia la posibilidad de que no obstante su instalación 
en un inmueble las cosas de que se trata conserven su 
propia fisonomía y deban ser tratadas autónomamente, 
aún en el ordenamiento del derecho civil. Esa inconfun- 
dible naturaleza propia es lo que impone que si la ley 
de expropiación ha establecido procedimientos distin- 
tos para tasar los bienes raíces y los que no lo son, estas 
cosas que consideradas en su concreta realidad, —esto 
es, en todo lo que quien la tase ha de considerar en 
ellas—, es innegable que no lo son, no sean sometidas 
a un procedimiento de tasación concebido y establecido 
para cosas de otra naturaleza. El texto de lo.» arts. 14 
y 16 de la ley en cuestión, la recordada observación del 
miembro informante respecto al objeto del tribunal de 
tasaciones, la precisa y restringida finalidad del decre- 
to ley del cual tomó la 13.264 este organismo, la que 
tiene a su vez esta última y la constitución de dicho 
tribunal para tasar exclusivamente la tierra y lo edi- 
ficado en ella (arts. 15 a 19 del decreto 33.405/44) 
prueban que todo lo que no sea los terrenos de la em 
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presa que se expropia y las construcciones que tienen 
su asiento en ellos debe tasarse por el procedimiento 
dispuesto en el art 16 y que, por consiguiente, no es 
de aplicación respecto a ello lo dispuesto por el art. 31. 
En este punto póncse bien de manifiesto que la inclu- 
sión de estas cosas en el dictamen del tribunal del art. 
14 fundándose para proceder así en el evidente propósi- 
to de la ley de substraer al procedimiento anterior de los 
peritos todo cuanto le pueda ser substraído, importaría, 
como se expresó en uu considerando precedente, volver 
en cierto modo a la ley contra sí misma, pues también es- 
tá claro en su texto y en la discusión parlamentaria 
que la substitución de aquel procedimiento por el del 
art, 14 se refiere a los bienes raíces —tierra y lo adhe- 
rido a ella con carácter de perpetuidad—, y que, ello 
salvado, la ley se propuso adecuar la forma de tasación 
a la especie de lo tasado para salvaguardar su esencial 
finalidad que es obtener la más justa determinación 
posible de la indemnización debida. Lo expresó el miem- 
bro informante en los siguientes términos: "No acepta 
este proyecto la intervención de peritos judiciales por- 
que ha querido evitar su actuación que ba sido en la 
ley actual, en general, bastante perniciosa. Pero en este 
artículo (el 16) por excepción lo permite tratándose de 
bienes rafees' 9 (pág. 3405, 2 y 3 de set. de 1948). "No 
habiendo avenimiento (es decir aceptación del precio 
ofrecido por el Estado) y para cuya determinación pre- 
via recurrirá a las oficinas competentes que se mencio- 
nan en la primera parte de este artículo para este solo 
caso podrá substanciarse prueba pericial, la que se lle- 
vará a cabo por un perito único designado de oficio 
por el juez en substitución del Tribunal de Tasaciones 
previsto en el art. 14", dice la redacción que recibió 
sanción definitiva. 

Que, como se observó al principio, respecto a las 
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cosas innobles propiamente dichas no hay problema 
porque en el art. 16 se excluye expresamente del dicta- 
men del t ribunal de tasaciones a los bienes que no sean 
raíces. La letra de la ley no admite en este punto dos 
interpretaciones, cualquiera sea el punto de vista desde 
el cual se la considere, pues ni de este artículo ni de 
otro alguno resulta directa ni indirectamente que lo 
dispuesto en ¿1 no haya de regir sino cuando la tota- 
lidad de lo expropiado en cada caso sean bienes de esa 
especie. Este precepto se hace cargo de la inhabilidad 
del tribunal del art. 14, dada la forma de su constitu- 
ción, para tasar esta clase de cosas. Y como esto ocurre 
con respecto a ellas, sea que constituyan la totalidad de 
lo expropiado o solo una parte, sobre las cosas de esta 
especie no ha de requerirse la valuación del tribunal 
nludido en ningún caso. Lo que quiere decir que tampo- 
co en el del art. 31, de cuya aplicación se trata en este 
pronunciamiento. 

Que sobre la mayor o menor perfección o conve- 
niencia de un sistema de tasación que impone estos sec- 
cionamientos en la unidad técnica y económica de lo 
expropiado no les corresponde pronunciarse a los jue- 
ces. Puesto que cada uno de los procedimientos estable- 
cidos por la ley para valuar las distintas partes de lo 
que se expropia se adecúa razonablemente a la natura- 
leza de las cosas a las que ha de aplicarse, el sección a- 
miento aludido no impedirá una determinación justa del 
valor de lo expropiado. Si la consideración unitaria y 
orgánica del establecimiento o empresa que se expro- 
pia como tal es necesaria para que la estimación se 
ajuste con fidelidad a lo estimado, quédales en definiti- 
va a los jueces la posibilidad de hacerlo sobre la base 
de las tasaciones parciales que no constriñen su juicio 
el cual conserva frente a ellas la inviolable libertad que 
le os propia* 
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Por tanto en cumplimiento de lo dispuesto por el 
art. 31 de la ley 13.264 remítanse estos autos al tribu- 
nal de tasaciones del art. 14 para que dictamine sobre 
el valor de la tierra perteneciente a la empresa expro- 
piada y el de las construcciones asentadas en ella, c 
intímase a esta última para que en el término de diez 
días haga comparecer a su representante para integrar 
el tribunal mencionado. 



Tomás D. Casabes. 



